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Para una Revista que se titula “española” y “de Derecho canónico”, 
la firma de un Concordato entre España y la Santa Sede tiene necesaria- 
mente que constituir un acontecimiento extraordinario. 

Pero este acontecimiento será mayor, e irá acompañado de una íntima 
y profunda alegría, si el Concordato firmado se presenta con un carácter 
de neta singularidad, no sólo entre los concordatos contemporáneos, sino 
incluso también entre todos los concordatos que puede presentar la Historia. 

Las tres circunstancias, un Concordato español, que afecta profunda- 
mente a nuestro ordenamiento jurídico, y que presenta con mitidez la ca- 
racterística de singularidad apuntada, se reúnen en el que se ha firmado 
en el mes de agosto. Y de aquí que la primera página de este número tenga 
que estar forzosamente destinada a comentar breve, alegre y gozosamente 
tal acontecimiento. 

No corresponde a nuestra revista el aspecto político, desorbitado muchas 
veces por espectadores extranjeros, que el Concordato pueda presentar. 
Pero no cabe, sin embargo, soslayar la contundente respuesta que a malé- 
volas interpretaciones supuso el sereno, noble y ajustado mensaje que el 
Jefe del Estado dirigió a las Cortes españolas al solicitar la ratificación 
del mismo. Intencionadamente hemos añadido a los documentos que com- 
plementan el Concordato este mensaje, no sólo como pieza preciosa al ser- 
vicio de la interpretación del mismo Concordato, sino también, y aun nos 
atreveríamos a decir que principalmente, por la magistral lección de un con- 
cepto cristiano de la política que en sí encierra. 

En cunto al aspecto técnico, el breve espacio transcurrido entre la firma 
‘del Concordato y la fecha señalada ‘para la aparición de este número no 
permiten iniciar la publicación de comentarios. Lo haremos en nuestro nú- 
mero próximo y proyectamos continuar dicha publicación en el siguiente, 
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con ánimo de reunir los trabajos que en torno al Concordato vayan escri- 
biendo los eminentes especialistas que, a petición nuestra, han aceptado en- 
cargarse de los mismos. 

Si cualquier alteración en nuestro ordenamiento jurídico ha de encon» 
trar eco en nuestras páginas, a nadie escapa cuán obligados estamos a poner 
lo mejor de nuestras fuerzas al servicio de un preclaro documento en el que 
la Santa Sede y España han ratificado, de manera admirable, su añeja 
amistad de tantos siglos. 
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CONCEPTO DE POTESTAD ORDINARIA 
Y DELEGADA 


SUMARIO: I. En el Derecho romano.—II. En el Derecho español.—IH. En el 
Derecho de las Decretales.—IV. En los decretalistas.—V. En el Código de Dere- 
cho Canónico. Potestad ordinaria principal y ordinaria subordinada. Carácter 
de la jurisdicción que los Obispos ejercen sobre los exentos. La delegación “a 
iure”. Sentencia favorable a su admisión en el Código. Sentencia negativa. 


El concepto de potestad es tan amplio como el concepto mismo de de- 
recho, porque la potestad es la causa originaria y eficiente del derecho. 
La potestad reside en la persona y es uno de sus más nobles atributos, 
puesto que mediante ella la persona puede ordenar autoritariamente los 
medios al fin, sea éste ei común o social, si la potestad es pública, sea 
el particular o individual a cuya consecución se dirige la potestad priva- 
da o dominativa. Por esta causa el Código de Derecho Canónico trata 
de la potestad en el libro II, que lleva por título De personis; y como 
el Código se ocupa principalmente de la potestad jurisdiccional o públi- 
ca, de la que según ley ordinaria, únicamente son capaces los clérigos, 
el título De potestate ordinaria et delegata forma parte del tratado ge- 
neral de los clérigos. 

Aunque el presente estudio ofrece un aspecto meramente especula- 
tivo o conceptual, como su mismo enunciado indica, sin embargo, la teo- 
ría en Derecho debe siempre tender al fin dei Derecho, que es la prac. 
tica, > sea el ordenamiento de los actos humanos en conformidad con la 
ley para la consecución del fin individual y social, que, en ültimo tér- 
mino, no es otro que la salus animarum. Esta trascendencia práctica, Car 
racterística de la ciencia jurídica, alcanza perspectivas más dilatadas cuan- 
do el concepto que se analiza es el de potestad ; puesto que sin potestad 
no hay acto jurídico, y la legitimidad del acto depende no pocas veces 
de la mísma naturaleza específica de la potestad. Es manifiesto, por 
ejemplo, que no todo lo que puede el Superior ordinario lo puede el de- 
legado, ni la posición de éste goza de la autonomía y estabilidad que 
competen al Superior dotado de potestad ordinaria, Nuestro intento al 
presente no es dilucidar el concepto de potestad, aunque a él incidental- 
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mente y de pasada tengamos que referirnos más de una vez, sino el de 
su distinción en ordinaria y delegada, que es la distinción más impor- 
tante y la que directamente menciona nuestro Código. La oscuridad que 
envuelve esta distinción, tanto en su origen y desarrollo como en su mis- 
mo concepto formal, justifica el que la hagamos objeto de un estudio 
algo detenido y razonado. No es la primera vez que, antes y después de: 
Código, los canonistas y civilistas han abordado directamente este com- 
plicado tema, sobre todo bajo algunos aspectos parciales ; pero la explo- 
ración no está aún acabada y los reiterados esfuerzos pueden contribuir 
todavía al mejor esclarecimiento de esta cuestión fundamental, máxime 
si, como ahora nos proponemos, la exploración se realiza en campos d:s- 
tintos, pero en los cuales se ha infiltrado la misma corriente. Nuestro 
propósito, al abarcar rápidamente, con mirada histórica, toda la dimen- 
sión del tema, es demasiado ambicioso, ciertamente, por lo cual no in- 
tentamos realizarlo en forma exhaustiva, sino más bien sintética y pano- 
rámica, aprovechando algunos trabajos ya adelantados por quienes de- 
dicaron una atención especial al planteamiento y solución del problema 
que ahora nos ocupa. 


I. EN EL DERECHO ROMANO 


En ninguna de las obras que forman el Corpus Iuris Civilis del Em- 
perador JUSTINIANO se halla un título en el que expresamente se trate de 
la potestad ordinaria y delegada, ni estos mismos calificativos, aplicados 
a la potestad en sentido contrapuesto o como miembros de una misma 
división, aparecen en las fuentes romanas. Posteriormente, los tratadis- 
tas de Derecho romano hablan con frecuencia de potestad ordinaria, pero 
en sentido diferente del actual y sin contraponerla a la delegada. ; Quie- 
re esto decir que el Derecho romano desconociese conceptos tan primor- 
diales o que se halle rota en este punto la cadena que enlaza la actual 
ciencia jurídica con la que elaboraron sus geniales creadores, los juris- 
consultos de Roma? Ninguno de estos dos supuestos es admisible, con- 
forme brevemente lo vamos a demostrar, recopilando una doctrina bas- 
tante difusa y oscura de los antiguos jurisconsultos y tratadistas. No 
entramos en el escabroso y ya muchas veces asendereado campo de las 
disquisiciones sobre los conceptos romanos de potestad, imperio y ju- 
risdicción, porque nuestra investigación al presente se circunscribe a los 
dos conceptos adjetivos ya expresados de potestad ordinaria y delegada, 
los cuales se aplican indistintamente a cualquier clase de potestad. 
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Múltiples son las clasificaciones de la potestad en el Derecho romano, 
mas ahora sólo nos interesan dos, que son las que en línea ascendente 
pueden ofrecer pruebas más claras de parentesco con la división canóni- 
ca de la potestad que ahora estudiamos. Esta doble división romana a 
que nos referimos es la de potestad ordinaria y. extraordinaria y la potes- 
tad propia y mandada o vicaria, La nomenclatura ha sido inventada por 
los comentaristas, pero su sentido brota directamente de las fuentes ro- 
manas. 

A) Potestad ordinaria y extraordinaria —Existía en Derecho roma- 
no una potestad que se obtenía iure magistratus et more maiorum (1). 
Esta especie de potestad o jurisdicción fué llamada por los comentaristas 
potestad ordinaria (2), Se entendía adquif:da iure magistratus et more 
maiorum aquella potestad que en principio el pueblo romano había vin- 
culado a la dignidad de magistrado y por lo mismo ya, naturalmente, 
formaba parte esencial del mismo oficio. Idéntica categoría de potesta 1 
ordinaria alcanzaron después aquellos derechos y obligaciones que, en el 
transcurso del tiempo, se habían superpuesto al oficio de magistrado, 
modificándolo, con tal que hubieran sido sancionados por el consenti- 
miento tácito del pueblo. Otras veces la potestad era otorgada especial- 
mente al magistrado por ley, senadoconsulto o constitución del Prínci- 
pe (3). Esta clase de potestad fué denominada extraordinaria o legítima 
por los comentaristas (4). La potestad ordinaria o adquirida wre magis- 
iratus podía delegarse: «quae vero iure magistratus competunt mandari 
possunt», dice PAPINIANO en el fragmento del Digesto que acabamos de 
citar. Esta es una de las diferencias más notables entre la facultad ordi- 
naria y la extraordinaria o especialmente concedida. Ahora pregunta- 
mos : ¿Puede hallarse en esta distinción romana de conceptos el origen 
de la división canónica de la potestad en ordinaria y delegada? A esto 
respondemos que sólo parcialmente coincide la división canónica con la 
expresada división romana. En efecto, la potestad romana adquirida 
iure magistratus et more maiorum cae dentro del concepto de potestad 
ordinaria; pero el ámbito de esta última es sin comparación más ex- 
tenso, ya que puede también comprender, sin forzar los conceptos y 
siempre que se cumplan las demás condiciones requeridas, todo cuanto 
se contenía en la potestad romana extraordinaria, especialmente otor- 


(0)8Dig tre 1,1: 1; tit. 21. 
(2) J. VOET: Commentarium ad Pandectas (ed. 4.s, Hage Comitum, à. 1793), De iurisdictione, 
IS TII» tti; n. 6. 


Cay Fre EL 15 tít.94 del Dig. 
(4) Cfr. VOET, l. c. 
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gada, según la expresión usada por PAPINIANO. Sólo por faltar a la ju- 
risdicción romana extraordinaria alguna condición diversa de su origen 
legal; es decir, por no ir aneja a un verdadero oficio, dejaría esta forma 
de jurisdicción de equivaler a nuestra potestad ordinar.a, y aun enton- 
ces no sería del todo sinónima de la potestad canónica, delegada, sino 
tan sólo de la delegada a iure, no ab homine. Reiteramos nuestra afir- 
mación precedente de que la mencionada distinción romana de la po- 
testad sólo parcialmente nos descubre el or.gen de la actuai clasifica- 
ción canónica. Aun en el mismo Derecho romano la jurisdicción iure 
magisiratus y la specialiter tributa fueron poco a poco equiparándose 
por obra de los comentadores hasta ser ambas consideradas como una sola 
potestad ordinaria, por cuanto que también la jurisdicción. especial era 
concedida mediante ley en razón de un oficio, aunque sin formar parte 
de él. 

B) Potestad propia y delegada o vicaria.—Los textos romanos ha- 
blan además de jurisdicción suo iure y de jurisdicción alieno benefi- 
cio (5). La última es llamada también en los textos, con mucha frecuen- 
cia, jurisdicción mandada (6), A veces se habla expresamente de juris- 
dicción o ejecución delegada, aunque con sentido poco determinado (7). 
En algunos textos o fragmentos se afirma que la jurisdicción que se 
tiene alieno beneficio o por mandato de otro no es propia (8). De aquí 
concluyeron los antiguos comentaristas que la jurisdicción poseída «suo 
wre» es propia (9). A la contraria de ésta, o sea, la que se tiene alieno 
beneficio, la denominaron delegada o vicaria (10). 

La división romana de la potestad en jurisdicción suo ture y alie- 
no beneficio, aunque en la term:nologia no coincide con la división canó- 
nica de la potestad en ordinaria y delegada, en realidad se asemejan 
tanto, que bien puede considerarse la primera como antecedente remoto, 
pero directo, de nuestra división. Una diferencia, sin embargo, debe- 
mos anotar, y es que la jurisdicción concedida especialmente por ley, 
senadoconsulto o constitución, no se consideraba en Derecho romano 
como suo ture, equivalente a iure magistratus, y por esta causa, según 

(b) JULIANO: Dig., L. 5, 1. II, tit. I. 

(6) Dig., 1. I, tit. 46, en varios fragmentos; l. I, tit. 21; 1. 11, tit. I, etc. 

(i) Dig. L. 1, à. I, tft. 81, 


NoPE Digs L.I § E 


(Y) T. PAURMEISTERUS A KOCHSTET: De iurisdictione Imperii Romani, ed. 2, 1. I. c. 19, ma, 2 
(Francofurti ad M., a. 1616), llama a la jurisdicción PROPIA también principal. Pero otros auta- 
res rechazan esta denominación de PRINCIPAL cuando se opone a la mandada, porque la furis- 
eicción es la misma y, por consiguiente, tan principal en el mandante como en el vicario. 

(10) J. VoET: Commentarium ad Pandectas, De iurisdictione, 1. II, tit. 1, n. 7. 
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ya dijimos, no podía mandarse o transferirse a otro (11); mientras que 
en Derecho canónico, supuestas las demás condiciones, es jurisdico.ón 
ordinaria y capaz de delegación. ¿Luego la jurisdicción romana con- 
cedida por ley o en forma semejante debe clasificarse como mandada o 
aiieno beneficio? La respuesta habría de ser afirmativa, si nos atene- 
mos sólo a la expresón literal del fragmento I, libro I, título 21 dei 
Digesto, donde se dice: «Et ideo videntur errare Magistratus, qui cum 
publici iudicii habeant exercitionem lege vel senatu consulto delega- 
tam...iurisdictionem suam mandant.» Pero debe observarse que el tér- 
mino delegatam aqui parece simplemente sinónimo de tributam, puesto 
que hace alusión a las palabras que anteceden: lege iribuuniur, y por 
lo mismo de este texto nada puede colegirse. La figura de la potestad 
concedida por ley especial, senadoconsulto o constitución aparece en 
Derecho romano muy borrosa y confusa, como balanceándose entre las 
llamadas suo iure y alieno beneficio. Creemos, sin embargo, que, 
de hecho, para los efectos jurídicos, la potestad legítima debe equipa- 
rarse a la potestad mandada, si bien la jur.sdicción alieno beneficio o 
mandada comünmente se entendía que era la dada por comisión parti- 
cular de otro, en cuyo nombre se ejercía, por lo cual se llamó después 
vicaria. No han faltado autores que ante la dificultad, o mejor, imposi- 
.bilidad de reducir la potestad legítima a la propia o suo iure y ante la 
incertidumbre de poder clasificarla como delegada o alieno beneficio, 
han preferido considerarla como intermedia entre las dos, formando así 
una división trimembre. Los comentaristas posteriores transvasaron el 
- contenido de la división romana, incluyendo en la jurisdicción que lla- 
maron propia y que quisieron fundamentar en la romana suo iure no 
sólo la obtenida por derecho de magistratura, en e] sentido primitivo v 
genuino de la palabra, sino también la otorgada por ley. Así, la juris- 
dicción propia o suo wre, como sucedió paulatinamente con la iure ma- 
gistratus, vino ya a coincidir plenamente con nuestra jurisdicción ordi- 
naria, salvo los casos excepcionales en los que la jurisdicción, no obs- 
tante de ser dada por ley, se considera canónicamente por la mayoría 
de los autores como delegada a iure. En confirmación de lo dicho pode- 
mos citar las siguientes palabras de VoET : «Propriam appello quam quis 
habet suo nomine, non alieno beneficio ; sive eam iure magistratus sivc 
ex speciali legis, senatusconsulti aut constitutionis concesione exer- 
ceat» (12). 


(01959010 L 1, 1; 3, Ut Ri; 15-5, 1. 11, tit. 4- 
418) VORT, L,-6., 1. BE, tft I; n. 3. 
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La segunda forma de la jurisdicción romana, dentro de la división 
que ahora estudiamos, es decir, la jurisdicción alieno beneficio o man- 
dada. equivale, entitativa y sustancialmente, a nuestra potestad de!e- 
gada, que de ordinario, en el Derecho canónico como en el romano, es 
la delegada ab homine, aunque también, a veces, la delegación se con- 
ceda por ministerio de la misma ley. La identidad sustancial entre la 
antigua jurisdicción mandada y nuestra moderna jurisdicción delegada 
está en que ninguna de ellas va aneja al oficio y formando parte de él, 
y, por ende, ninguna de ellas es propia de quien posee el oficio, aun- 
que lo posea como verdadero titular. La potestad delegada es siempre 
algo prestado, sea por acto particular del Superior, sea por la mism: 
ley. Otra cosa bien distinta es la consideración de las cualidades acce- 
sorias que acompañan a la delegación. Bajo este respecto sí que pode- 
mos señalar numerosas e importantes diferencias entre la delegación ro- 
mana y la canónica (13); pero esto no hace por ahora a nuestro intento, 
que se circunscribe a buscar el origen de la división canónica de la po- 
testad jurisdiccional. Después de lo dicho, podemos con toda certeza 
afirmar que la división canónica de la potestad en ordinaria y delegada 
se halla directa e íntimamente entroncada con la división romana de la 
jurisdicción en suo iure y alieno beneficio, y que, además, conserva, con 
leves variantes, su mismo significado. Sólo interesa advertir, para apre- 
ciar la causa y alcance de las variantes introducidas, que actualmente 
la jurisdicción canónica, otorgada especialmente por ley, suele ir aneja 
al oficio, y por esta causa es generalmente—según algunos, siempre— 
ordinaria, al contrario de lo que sucedía en Derecho romano. De aquí 
deriva una consecuencia digna de tenerse en cuenta, y es ésta : que si 
bien nuestra división de la potestad, conceptualmente, coincide en todo 
con la romana, tal como se halla en las fuentes (iure magistratus o suo 
iure — vi officii; lege speciafi y alieno beneficio — per commissionem o 
per delegationem); sin embargo, de hecho, la división canónica, aten- 
dido su objeto o su encuadramiento en las divisiones que lo contienen, 
coincide más plena y adecuadamente con la división en potestad propia 
y delegada o vicaria, tal como esta división fué entendida por los co- 
mentaristas del Derecho romano y del Derecho común, al clasificar la 
jurisdicción concedida especialmente por ley dentro de la jurisdicción 
ordinania, 

Llevando nuestra investigación del concepto de potestad ordinaria 
y delegada a su misma expresión terminológica, debemos afirmar que 


(13) Ofr. MAROTO, C. M. F.: Institutiones Iuris Can. (Madrid, 1918), t. I, n. 704, nota 2 B. 
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la actual nomenclatura no es originariamente romana, en cuanto des- 
tinada a expresar diversas formas de jurisdicción. Ya hemos visto cómo 
se habló, por los comentaristas del Derecho romano, de jurisdicción or- 
dinaria y extraordinaria, Con más frecuencia y con anterioridad se ha- 
bló de jueces ordinarios y delegados, en sentido muy diverso e impro- 
pio, ue por ahora no nos interesa averiguar, porque de lo que ahora 
tratamos es ünicamente de la fórmula verbal. La clasificación de los 
jueces en ordinarios y delegados fué ya conocida en el Derecho de Jus- 
TINIANO, y precisamente de esta distinción se cree con fundamento que 
nació la denominación de la potestad o jurisdicción en ordinaria y dele- 
gada. Esta distinción, con los mismos términos actuales, la encontra- 
mos en el SPECULATOR, quien se expresa así: «Ordinaria dicitur iuris 
dictio quae generaliter se extendit ad omnes causas in solo territorio. 
Delegata est quae a principe demandatur specialiter ad unam vel plures 
causas» (14), Otros autores entendían la potestad ordinaria y delegada 
en muy diverso sentido, aproximándose algunos de ellos a las nocio- 
nes actuales. 


II. En EL DERECHO ESPAÑOL 


La figura de la potestad delegada o mandada, que tan extensa apli- 
cación alcanzó en el Derecho romano y que tan cuidadosamente fué re- 
gulada, sobre todo en su transmisión y apelab‘lidad, por los juriscon- 
sultos de la época clásica, fué decayendo y desdibujándose, al pasar a 
los Derechos patrios, a medida que éstos se alejaban de su fuente o 
.punto de partida, el mismo Derecho romano. La causa del poco favor, 
mejor diríamos oposición, que el Derecho civil y aun la doctrina han 
ido manifestando, cada día con mayor insistencia, hacia la delegación 
. de la potestad ordinaria o propia, se explica fácilmente. La causa ori- 
ginal no és otra que el absolutismo de la ley, que se pretende lo prevea 
todo y lo ordene todo, dejando el mínimum de margen y arbitrio no 
sólo a los simples súbditos, sino también a los depositarios y ejecutores 
de la ley. Esta tendencia, que se ha llevado hasta el campo de la inter- 
pretación del Derecho, por su naturaleza incircunscribible, no podía 
menos de concluir por eliminar, como así ha sucedido, del ámbito del 
Derecho subjetivo y discrecional una facultad tan privativa como es 
la de transferir a otro el poder que la misma ley primeramente ha con- 


(14). GUILELMUS DURAND (Speculator): Speculum iuris (Venetiis, 1577), 1. I, part. I, De iuris- 
dictione omnium iudicum, p. 134. 
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ferido. De esta manera la voluntad del Derecho parece que sale mejor 
garantizada, pero las necesidades particulares quedan frecuentemente 
peor servidas. El absolutismo de la ley ha invadido también el Derecho 
español. Por esta causa se ha ido eliminando gradualmente de las leyes 
patas la facultad de delegar, a medida que en ellas se iba perdiendo 
el influjo del Derecho romano. Las Partidas, monumento insigne de 
sabiduría y de equidad, donde tan vivo alienta el espíritu romano y 
canónico, conservan el poder de delegación, principalmente en el orden 
contencioso, y ásí hablan varias veces de jueces ordinarios y jueces de- 
legados. Plácenos citar aquí unas palabras de la Partida III, título IV, 
ley 1.* Después de enumerar varias clases de jueces, empezando por 
los que juzgan en la corte del Rey, que son, dice la ley, los más hon- 
rados, añade: «E todos estos jueces que habemos dicho, llámanlos en 
latín ordinarios, que muestra tanto como homes que son puestos orde- 
nadamente, para facer su oficio sobre aquellos que han de judgar, cada 
unos en los logares que tienen. Otra manera hi ha aún de jueces, a que 
llaman delegados, que quiere tanto decir como homes que han poderío 
de judgar algunos pleytos señalados según les manden los reyes o los 
adelantados o los otros jueces ordinarios.» También en otros lugares se 
habla de los jueces ordinarios y delegados, v, gr., en las leyes 17-22 de 
la misma Partida III, título IV. 

En los cuerpos legislativos posteriores apenas hay vestigio alguno 
de la potestad delegada, y en la Novísima Recopilación ha desaparecido 
por completo, reemplazándose el principio de la delegación por la de- 
terminación más concreta de los diversos jueces ordinarios que tienen 
poder de juzgar según la categoría del objeto y de las personas. El mis- 
mo criterio preside en la ley de Enjuiciamiento Civil. Esta doctrina se 
aplica igualmente al ejercicio de la función administrativa. En el Có- 
digo Civil sólo se hace mención de la facultad de delegar al hablar del 
cargo de albacea (art. 909), donde, como es manifiesto, no se trata del 
poder jurisdiccional, sino de la potestad privada inherente al Derecho 
de propiedad, que corresponde al testador y se ejerce en nombre suyo. 


Modernamente, aun el término de potestad ordinaria ha cambiado 
de significación. En la actualidad la potestad ordinaria del Derecho civi! 
es equivalente a la potestad que en Derecho canónico llamaríamos co- 
mün, en contraposición a las jurisdicciones especiales, que todavía per- 
duran en ambos Derechos, porque en determinados casos son realmente 
necesarias, pero que, fuera de estos casos, tienden a extinguirse me- 
diante la unificación de los fueros y demás órganos jurisdiccionales. El 
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concepto clásico de la jurisdicción. ordinaria, que, como después vere- 
mos, es el que ha pasado a la moderna legislación canónica, halla su 
expresión más parecida en la potestad civil llamada propia, que es la 
que se tiene en razón de un cargo legalmente constituído y conferido. 
Sin embargo, entre esta potestad civil propia y la clásica potestad or- 
dinaria no existe ecuación perfecta, porque la última incluye la potes- 
tad vicaria, que el Derecho civil español, siguiendo la doctrina hoy co- 
rriente, rechaza en absoluto, o mejor diríamos, simplemente desconoce. 


III. EN EL DERECHO DE LAS DECRETALES 


En el Derecho de las Decretales hallamos dos términos que actual- 
mente suelen considerarse por nuestro Cód:go como sinónimos, aunque 
estrictamente no lo sean: los términos de potestad (15) y de jurisdic- 
ción. Si la potestad se entiende en un sentido integral, puede ser pú 
blica y privada, y entonces se diferencia de la jurisdicción, que sempre 
es pública. Pero, como quiera que en Derecho se trata casi siempre de 
la potestad pública, al hablar simplemente de potestad se entiende ésta, 
viniendo, por lo tanto, a ser términos equivalentes los de potestad y 
de jurisdicción. No así en el Derecho civil ni en el Derecho de las De- 
cretales. En uno y en otro el término jurisdicción tiene dentro del ám- 
bito de la potestad pública un significado restringido, que es el que ex- 
presa su misma etimología : “uris dictio, potestas iuris dicendi, facultad 
de sentenciar si una cosa es Derecho, si está o no conforme con él. Es 
decir, que la jurisdicción, tanto en el Derecho civil como en el de las 
Decretales, comprende tan sólo la potestad judicial. En confirmación 
de lo dicho pueden verse los textos siguientes, escogidos al azar: De- 
cretales de Gregorio IX: capítulo 38, libro I, título 29; capítulo 10, 
libro I, título 30; capítulo 18, libro I, título 31. Libro VI de Bontfa- 
cio VIII: capítulo 14, libro I, título 14; capítulo 7, libro I, título 16. 
Sin embargo, alguna vez la palabra jurisdicción se toma en sentido ge- 
neral, como en el capítulo 1, libro I, título 13, in VI. 

Cuando las Decretales intentan referirse a la potestad que en Dere- 
cho canónico se llama voluntaria O no judicial (canon 201, $ 3), emplean 
el término genérico de potestad (16). Baste citar el extenso título 6” del 
libro I de las Decretales de Gregorio IX ; este título lleva como epígrafe : 


(115) Al presente no hablamos de la potestad de orden, sino únicamente de la de régimen. 
(16) Sabido es que en Derecho civil la jurisdicción o potestad judicial se divide em volun- 
taria y contenciosa; prescindimos ahora de esta nomenclatura, ateniéndonos tan sólo a la canó- 


nica usualmente admitida. 
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De electione et electi potestate. A esto podría oponerse el título 29 de 
las Decretales de Gregorio IX, que va encabezado por esta inscripción : 
De officio et potestate iudicis delegati. Pero debe observarse que aquí 
la potestad significa el conjunto de facultades que competen al juez de- 
legado, sean éstas atribuciones propiamente judiciales o no lo sean. 
Cuando en este mismo título se habla de la potestad judicial, vuelve a 
usarse e] término jurisdicción, v. gr., en el capítulo 9, en el 11 y en 
el 19, Fueron los decretalistas quienes, abandonando el sentido etimo- 
lógico y más genuinamente romano del término «jurisdicción», intro- 
dujeron en Derecho el concepto teológico de la misma, ampliando así 
su significación y dando un valor equivalente a los términos de potestad 
pública y de jurisdicción, descontada la potestad de orden también pú- 
blica. Esta nueva acepción es la que llegó a prevalecer y la que per- 
dura en el nuevo Derecho canónico. 

El objeto de este estudio es averiguar en las principales etapas de 
la Historia del Derecho, el concepto genérico de la potestad jurisdic- 
cional canónica—no sólo el de la potestad judicial—en su más impor- 
tante división de potestad ordinaria y delegada. Por esta causa, pres- 
cindimos también en nuestra investigación sobre el Derecho de las De- 
cretales, como lo hidmos al referirnos al Derecho romano, del concepto 
mismo de potestad pública o jurisdiccional, fijándonos directamente y 
por separado en cada uno de los miembros de la división indicada. Las 
Decretales hablan preferentemente de potestad judicial, llamada juris- 
dicción, y a ella suelen aplicar la distinción de potestad ordinaria y de- 
legada ; pero la distinción vale lo mismo para la potestad judicial que 
para la no judicial. 


A) La potestad ordinaria 


Las Decretales de Gregorio IX, como el Libro VI de Bonifacio VIII 
y las Clementinas, hablan indistintamente de la potestad del Vicario, 
del Delegado y del Ordinario. Por lo cual no aparece claro si la potes- 
tad vicaria es considerada como una subespecie de la potestad ordina- 
ria o de la delegada, o bien como una especie intermedia. 


Prescindiendo ahora de la doctrina de los decretalistas y ateniéndo- - 


nos tan sólo al texto de las Decretales, podemos afirmar que la potes- 
tad del V'cario, sea éste el general, que goza de autoridad gubernativa, 
sea el judicial llamado oficial, coincide con la potestad del Ordinario en 
cuanto que ambas dimanan de un oficio eclesiástico y por lo mismo son 
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objetivamente perpetuas. En corroboración de estas afirmaciones pueden 
alegarse varios textos. Primeramente, las Decretales de Gregorio LX 
(1. I, tít. 28) hablan repetidas veces de las Vicarías como de oficios 
eclesiásticos permanentemente constituídos, y a los mismos Vicarios se 
les llama Ordinarios y perpetuos. Hacen muy al caso para lo que ahora 
intentamos demostrar las siguientes palabras del Libro VI de Bonifa- 
cio VIII (c. 2, 1. I, tít. 13): «Licet in officialem Episcopi per commisio- 
nem offici generaliter factam», donde ya explícitamente se dice que el 
cargo de Vicario judicia] es un oficio que se confiere en forma general. 
Mas no sólo por dimanar de un verdadero oficio—concepto esencial de 
la potestad ordinaria—, sino también por su misma naturaleza debe 
est.marse como ordinaria la potestad del Vicario, y aun debe conside- 
rarse su potestad como sustancialmente idéntica a la del Obispo: es la 
misma potestad ejercida por dos personas ,en virtud de dos oficios dis- 
tintos, de los que uno tiene por fin ayudar y sustituir al otro. Por esta 
finalidad complementaria y sustitutiva del V:cario, dijeron posteriormen- 
te los comentaristas que el Obispo y su Vicario General constituían un 
mismo tribunal, lugar y oficio, a diferencia del delegado. Más ade!ante 
aclararemos esta idea. La naturaleza misma del oficio de Vicario.es 
causa de que se prohiba apelar del Oficial o Vicario judicial a su Obis- 
po, no obstante la costumbre en contrario: «ne ab eodem ad seipsum 
(cum sit idem auditorium utriusque) appellatio interposita videatur» 
(c. 2, I. I, tit. 4, in VI). Finalmente, de las mismas Decretales puede 
deducirse un argumento de analogía a favor del carácter de potestad 
ordinaria que se reconoce al Vicario del Obispo. La analogía está to- 
mada del Legado de] Romano Pontífice, que es su Vicario. La potestad 
del Legado Apostólico es ordinaria y Ordinarios se llama a los mismos 
Legados (c. 2, 1. I, tít. 15, in VI); luego el mismo carácter debe atri- 
buirse al Vicario episcopal. Sin embargo, debemos advertir que este 
argumento de analogía no es del todo firme y concluyente en favor de 
lo que se intenta demostrar, puesto que hay también, autores de gran 
autoridad que afirman ser delegada la misma potestad del Legado Apos 
tólico, y en algunos casos ciertamente lo es. No obstante lo dicho, como 
después veremos, la cuescón acerca de la naturaleza de la potestad del 
Vicario llegó a ser más tarde y por largo tiempo una de las más viva- 
mente agitadas entre los decretalistas. 

Pero, aunque fundamental y genéricamente (siempre segün las De- 
crelales, que es el punto de vista en el momento presente de nuestro 
estudio) la potestad del Vicario coincide y aun es sustancialmente la 
misma que la del Ordinario, los textos legales nos permiten apreciar 
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importantes diferencias entre ambas clases de potestad. En las Decreta- 
les se llama Ordinario a aquel que no sólo posee la jurisdicción en razón 
de su oficio, sino que además la posee y ejerce en nombre propio, como 
cosa del todo propia, mientras que el Vicario tiene la potestad por razón 
de su oficio—y en este sentido la potestad es propia de él—, pero la 
tiene y ejerce a nombre y en sustitución de otro, a quien primaria y 
eminentemente pertenece ; por lo cual la potestad del Vicario es menos pro- 
pia y autónoma que la del Ordinario, o, como enseñan BARBOSA (17) y 
SÁNCHEZ (18), el uso de la potestad vicaria no es principal, sino accesorio. 
Esta primera y radical diferencia es a su vez causa de varias otras. Así, 
el Vicario, por su mismo carácter y representación, no puede gozar de 
estabilidad subjetiva, aunque cl oficio en sí mismo sea estable, sino 
que es amovible a voluntad del Ordinario, siempre que exista una causa 
justa. Esta especial amovilidad del Vicario aparece, por ejemp!o, en los 
capítulos 1 y 3 del libro I, título 18 de !as Decretales de Gregorio IX, 
y puede darse aunque se trate del Vicario episcopal llamado perpetuo. 
Lo dicho acerca de la naturaleza de la potestad del Vicario explica y 
justifica también que sus atribuciones, no obstante ser una misma la 
potestad de él y la del Ordinario, sean más restringidas, bien por la 
ley misma, bien por el representado, que las dei Ordinario. El Vica- 
rio no puede, en virtud de su oficio, es decir, salvo comisión especial, 
inquirir, corregir, castigar los abusos o remover del oficio. Tampoco 
puede, sin mandato especial, conferir beneficios (19). 

De cuanto llevamos expuesto podemos ya concluir que, si bien las 
Decretales, dado su carácter práctico, no determínan si la potestad vica- 
ria cae dentro del concepto genérico de potestad ordinaria, suministran 
argumentos firmes para apoyar la sentencia de los comentaristas, quie- 
nes juzgaron más comúnmente que la potestad ordinaria, en el Derecho 
de las Decretales, abarcaba dos especies: la potestad propia y la vica- 
ria. Estas dos espedies tienen de común el ir anejas a un oficio y tienen 
de particular, cada una de ellas, el ser principal y enteramente propia 
la primera, y subordinada, a la vez que representativa, la segunda. Pre- 
tender adscribir la potestad vicaria a la delegada, juzgándolas como 
modalidades dentro de una misma especie, carece de base doctrinal y 
no halla fundamentación suficiente en el texto de las Decretales, aunque 
la opinión de las comentaristas, como después veremos, no estuvo acor- 


(17) BARBOSA: De potestate Episcopi, alleg. 54, n. 99. 
(48) SANCHEZ: De matrimonio, 1. YII, disputatio 99, q. 1, n. 13. 
(19) 59 C8p:02^ y 3/71: 5 tite 13, in VT 
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de sobre este punto. Cierto que ambas se ejercen a nombre de otro, 
pero ża vicaria va permanentemente aneja a un oficio, o mejor, consti- 
tuye un oficio, mientras que la delegada no forma parte del oficio, sino 
que compaña a la persona. El concepto de la potestad delegada en 
las Decretales merece un examen más detenido, y es lo que ahora va- 
mos a intentar. 


B) La potestad delegada 


Los textos de las Decretales no ofrecen ninguna defini&ón de la po- 
testad delegada, pero de ellos podemos fácilmente deducir sus caracte- 
res diferenciales. Nota esencial de la potestad delegada es su concepto 
de representación, por la cual el delegado sustituye y hace las veces del 
delegante. «ludex a nobis delegatus—dice ALEJANDRO III—vices nostnas 
gerit» (20). En este punto conw:enen entre sí la potestad delegada y la 
vicaria. Para que resalte la diferencia principal entre estas dos formas de 
potestad, nos importa conocer bajo qué concepto o título se entendía 
concedida en las Decretales la potestad delegada. Este concepto lo ve- 
mos desligado de la idea de oficio e implica siempre, por el contrario, la 
idea de comisión personal, que generalmente es transitoria, pero puede 
ser también permanente. «Quae tibi ex nostra delegatione committitur», 
dice ALEJANDRO III (21). De la misma forma se expresa INOCENCIO III : 
«Quae alicui ex Apostolica de'egatione committitur» (22). Tanto la idea 
de representación como la de comisión personal aparecen claramente en 
las siguientes palabras del Libro VI de Bonifacio VIII: «Quamvis ali- 
cui vices tuas in causa tibi a Sede Apostolica delegata in tolum com- 
mississe moscaris» (23), 

Clases de potestad delegada.—No dirigiremos nuestra mirada al 
examen de las diferencias y afinidades que pueden existir entre potes- 
tad dada, mandada y delegada. Esta cuestión, que daría materia para 
un sutil análids en el Derecho romano, carece de interés en el de las 
Decretales, en las que se conservan, es verdad, los referidos términos; 
pero sólo como vestigios de antiguas diferencias que en las Decretales 
están va superadas y uniformadas. Cierto que algunos decretalistas, como 
GONZALEZ TÉLLEZ (24), se entretienen todavía en perfilar y diferenciar 
tales conceptos, pero ello obedece más al afán de incorporar la doctrina 


:(20) Decret. Greg. IX, c. 11, 1. I, tit. 29. 

(91) _Decret.-Greg. IX, ce: 18, X: I, tft. 29. 

(909) Decret. Greg. IX, e. 97, 1. TI, tit. 29. 

(Picante t4 tn. VIT. 

124) GONZÁLEZ TÉLLEZ: Commentcria in 5 libros Decretal., in 1. 1, tit. 29, c. 1, n. 14. 
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romana a la canónica que al fundamento objetivo que puedan suminis- 
trar las mismas Decretales. Aparte de estas tres formas históricas de 
potestad, sólo nominalmente conservadas en el Corpus luris Canonici, 
el texto de las Decretales nos sugiere otras divisiones, que no se deben 
pasar por alto, si queremos poner bien de manifiesto la honda raigambre 
que el Codex Iuris Canonici tiene sobre la materia de nuestro estudio 
en la antigua legislación canónica. En los sendos títulos que las Decre- 
tales de Gregorio IX, el Libro VI de Bonifacio VIII y las Clement-nas 
dedican al oficio y potestad del juez delegado (25) se hace referencia 
más de una vez a la delegación ad universalitatem causarum o in totum, 
en oposición a la especial o singular; de la delegación y subdelegación 
se trata insistentemente, sobre todo cuando el delegado es papal, y, por 
último, no faltan menciones claras de la delegación a ture, opuesta a 
la delegación ab homine, que es la de uso más frecuente. 


La delegación «a iure». 


Omitiendo el tratar de las dos primeras clases de delegación, por 
no ofrecer dificultad, centramos toda nuestra atención en la delegación 
a iure, que ha sido xempre, desde el Derecho romano hasta nuestro 
Codex, el caballo de batalla, la figura más imprecisa y discutida de las 
especies de la potestad delegada. 

En el Derecho de las Decretales hallamos una figura de tipa inter- 
medio entre la potestad que va aneja a un oficio y forma parte de él, 
llamada potestad ordinaria, y la potestad que se confiere directamente 
a la persona mediante una comis.ón o mandato especial. Esta última po- 
testad se llama delegada ab homine y coincide con la potestad romana 
alieno beneficio, de la que ya anteriormente hablamos. La figura inter- 
media a que nos referimos y unica que ahora nos interesa es la potes 
tad que se tiene por ley; es decir, en virtud de un precepto comün y es- 
table, pero sin ir manifiestamente aneja a un oficio. Esta realidad o 
figura jurídica—llámese como se quiera y sin entrar ahora en su cali- 
ficación científica, cuestiones ajenas al texto legal que al presente exa- 
minamos—se da en el Derecho de las Decretales como existió también 
en el Derecho romano. 


Un caso típico lo hallamos en las Decretales de Gregorio IX y se 
refiere a la potestad de los Obispos sobre los exentos en materia de 
herejía. He aquí las palabras textuales: “Si vero fuerint qui a lege dioe- 


(25) Decret. Greg. IX, 1. J, tít.99; Lib. VI Bonifacii VIII, 1. I, tit. 14; Clement., |. I, tit. 8. 
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cesanae iurisdictionis exempti, soli subiaceant Sedis Apostolicae potes- 
tati, nihilominus in his quae sunt contra haereticos instituta Episco- 
porum subeant iudicium et eis in hac parte tamquam a Sedis Aposto- 
licae delegatis (non obstantibus libertatis suae privilegiis) obsequan- 
tur» (26). Se trata de una potestad que los Obispos no tienen sobre los 
exentos en razón de su oficio episcopal, por lo mismo que jurídicamen- 
te son exentos, y, sin embargo, la tienen por ley, en forma permanente 
y común a todos los Obispos. He aquí un caso de delegación «a wre», si 
bien no faltaron comentaristas de las Decretales, segün después vere- 
mos, los cuales aun esta misma potestad la juzgaron ordinaria. Otro 
caso de delegación a ture se contiene en el capítulo 13, libro J, título 31, 
de las Decretales de Gregorio IX, donde se concede al Metropolitano el 
derecho de castigar a los canónigos cuando sin motivo y con menospre- 
cio dei Obispo se abstienen o cesan 4 divinis; pero entonces el Metro- 
politano obra como Delegado pontificio «tamquam supra hoc delegatus 
a nobis», dice Inocencio III. Puede citarse también en confirmación de 
la m:sma doctrina el capítulo único, libro I, título V, de las Ciemen- 
tinas, donde claramente se distingue entre la autoridad que el Prelado 
tiene por razón del oficio, la cual se llama aquí swya o propia, y la 
que tiene por concesión legal como directo representante del Papa: 
«Dioecesani locorum in non exemptis sua, in exemptis vero Apostol.ca 
auctoritate negligentiam super hoc supleant eorumdem.» Lo mismo, im- 
plicitamente, se deduce del capítulo 12, libro I, título 31, de las Decre- 
tales de Gregorio 1X, cuando se dice: «in inquisitionibus ab eodem 
Episcopo, non tamquam delegato. 

Los casos de delegación apostólica se multiplicaron posteriormente 
por obra del Concilio Tridentino, el cual intentó de este modo reducir 
prácticamente los múltiples casos de exención eprscopal, sin menoscabar 
teóricamente el derecho de exención. Baste citar, por ejemplo, algunos 
casos : Sessio V, caput 1, 2, de ref. ; sessio VI, caput 2, 3, de ref. ; SeS- 
sio VII, caput 8, 14, de ref. ; sessio XIII, caput V, de ref. ; sessio XIV, 
caput 4, de ref. A veces se usó la fórmula : «Etiam tamquam delegatus 
Sedis Apostolicae», v. gr., en la sessio VI, caput 4, de ref., y en la 
sessio XXII, caput 10, de ref. 

Antes de cerrar este apartado sobre la potestad delegada en las De- 
cretales, haremos dos observaciones que pueden aplicarse igualmente 
a la delegación a ture que a la delegación ab homine. La primera obser- 


(26) Decret. Greg. IX, c. 9, 1. V, tit. 7. 
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vación se refiere a la concentración en una persona de la potestad or- 
dinaria y de la delegada. Puede a veces ocurrir que el mismo Ordinarie 
sea nombrado también delegado; entonces tiene la jurisdicción por dos. 
títulos y ostenta una doble personalidad. Esta acumulación de ias dos 
potestades puede verificarse o delegando el superior, por ejemplo, ei 
Papa, en el Ordinario algunas funciones que a éste no le corresponden 
por razón del oficio, o dándole también en concepto de delegación las 
m:smas atribuciones que ya tiene en virtud del oficio. Esta ültima idea 
es la que se expresa con la fórmula: Etiam tamquam delegatus. 

La segunda observación generai acerca de la potestad delegada en 
las Decretales tiene relación con la doctrina sentada en el último capi- 
tulo que en las Decretales de Gregorio 1X se dedica a la potestad dei 
delegado. En el $ 2 de este capítulo se lee: «Ceterum (salva Legatorum 
Sedis Apostolicae auctoritate) nulli, cui commissum fuerit praedicare 
crucem, excommun.care vel absolvere aliquos, dispensare cum irregu- 
laribus, vel iniungere poenitentias, liceat haec de cetero aliis deman- 
dare: quia non sibi iurisdictio sed certum ministerium potius commit- 
titur in hac parte» (27). 

La razón últimamente alegada es lo que hace a nuestro propósito. 
Las facultades en el texto alegadas se afirma que no implican ejercicio 
de jurisdicción, lo cual respecto de varias de ellas no se ve cómo pueda 
admitirse. Claro está, por ejemplo, que para excomu'gar o absolver de 
uña censura es necesaria la jurisdicción. El texto debe, pues, enten- 
derse de la mera ejecuóión ; es decir, que el certum. ministerium, de que 
habia ei texto, equivale a lo que actualmente llamaríamos: merum aut 
nudum ministerium, para lo que, ciertamente, no se precisa de juris— 
dicción. 


IV. EN LOS DECRETALISTAS 


Los glosadores y primeros comentaristas de las Decretales mantie- 
nen el concepto restringido de jurisdicción, que los textos canónicos 
aceptaron del Derecho romano, limitando la jurisdicción a su sentido 
etimológico—a iure dicendo—, o sea, al ejercicio de la potestad judi- 
cial. Paulatinamente el concepto de jurisdicción se fué ampliando hasta 
venir a ser s nónimo de potestad pública de régimen, comprendiendo en 
ella todas sus funciones. Sin embargo, aun a fines del siglo xvir halla~ 


(27) Decret. Greg. IX, c. 43, 8 9, 1. INUIt-907 
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mos autores de máxima categoría, como REIFFENSTUEL, que conserva- 
ron el antiguo concepto de jurisdicción eclesiástica, aunque añadiendo 
juntamente el concepto integral, en el sentido en que hoy entiende nues- 
tro Codigo la jur sdicción o potestad de régimen. He aquí las definicio- 
nes de jurisdicción dadas por A. REIFFENSTUEL : «lurisdictio est potes- 
tas publica iuris dicendi... lurisdictio siquidem a iure dicendo sive sen- 
tentia secundum aequitatem iurisque regulas ferenda. Vel, si placet magis 
generalem atque omnes iurisdictionis actus sub se comprehendentem 
definitionem ponere, dicas cum PIRHING (tit. de officio iudicis ordinarii, 
n. I, et aliis: Turisdicto est potestas publica circa aliorum regimen et 
gubernationem» (28). Hacia mediados del siglo xvii escribió L. FERRA- 
RIS su gran repertorio jurídico Prompta bibliotheca, donde se da úni- 
camente esta definidón : «Facultas alicuius habentis publicam aucto- 
ritatem et eminentiam super alios ad eorum regimen et gubernationem. 
Est in re communis» (29). Aunque afirma FERRARIS que es doctrina co- 
mün, quedan todavía posteriormente algunos vestigios de la noción an- 
tigua más restringida. Ya advertimos que en el Derecho civil moderno 
la jurisdicción conserva generalmente su primitivo significado. 
Ciñéndonos a nuestro propósito concreto, que en este apartado no 
es otro sino la investigación histórica y evolutiva del concepto de po- 
testad ordinaria y delegada en los decretalistas, nos interesa examinar 
dichos conceptos, ya en su contenido genérico, ya en sus principales 
y más equívocas modalidades, que son la potestad vicaria y la delegada 


a iure. 


A) Potestad ordinaria 


Sobre el concepto genérico de potestad ordimaria los comentaristas 
de las Decretales y los posteriores tratadistas del antiguo Derecho canó- 
nico no alumbraron ninguna nueva idea sino que explanaron tan sólo 
las ideas ya contenidas en los textos oficiales. La idea dominante y ele- 
mento esencial de la potestad ordinaria fué desde el principio la vincu- 
lación de la potestad a un oficio estable y legalmente constituído, aun- 
que, por otra parte, la existencia actual del oficio dependiese de la vo- 
luntad del superior, como, por ejemplo, el nombramiento del Vicario 
General. La vinculación permanente de la potestad a un oficio se expre- 
saba con diversos términos: vi officii, o iure proprio, y a veces simple- 


(98) REIFFENSTUEL: Ius Canonicum Univ., t. I, tit. 29, $ 1. 
(29) FERRARIS: Prompta bibliotheca, v. iurisdictio, n. 1. 
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mente por las palabras: legc aut consuetudime. Estas frases unas veces 
se empleaban aisladamente, otras, por yuxtaposición. El uso de la Se- 
gunda locución (iure proprio) creó una grave dificultad para la distin- 
ción entre potestad ordinaria propia y vicaria, así como la tercera forma 
de expresión hizo difícilmente inteligible la delegación a iure. Anali- 
cemos más detenidamente cada uno de estos conceptos y sus diversas 
formulaciones. 

BARBOSA define el juez ordinario diciendo que es: «qui iure sui offi- 
cii, dignitatis vel magistratus iurisdictioni vel iuri dicundo praeest» (30). 
Aquí se pone como único elemento constitutivo y como nota caracte- 
rística única y suficiente la idea del oficio, fuente inmediata de la po- 
testad ordinaria. Si la potestad dimana del oficio, aquel que posee el 
oficio o de quien es propio, tiene, por lo mismo, la potestad ture suo, 
iure ^roprio y la potestad podrá con toda razón llamarse suya propia. 
La idea de vinculación de la potestad al oficio y, por consiguiente, la 
idea de propiedad de la potestad subsisten, según la mente de BARBOSA 
y de los demás autores antiguos, aun cuando la provisión del oficio no 
esté prescrita por el Derecho, sino que dependa de la voluntad del Su- 
perior. Entonces el oficio se fene, es verdad, por comisión ajena, ex 
beneficio Principis, pero las facultades y obligaciones que constituyen 
el oficio, una vez poseído éste, derivan inmediatamente del oficio y se 
tienen ture proprio, no por concesión ajena. De la misma manera, la 
potestad ordinaria se adquiere en virtud de la ley, porque sólo la ley, 
y no la voluntad particular del Superior, es la que puede constituir un 
verdadero oficio. Bien entendida la cláusula ratione offidii, no vemos 
inconveniente en que ella sola pueda considerarse como nota suficiente- 
mente constitutiva de la potestad ordinaria Pero, así entendida, la difi- 
cultad estribará en la explicación y caracterización de la potestad vicaria 
en cuanto subespecie de la potestad ordinaria, particularmente si se 
pretende mantener la actual diferenciación entre potestad ordinaria pro- 
bia y potestad ordinaria vicaria. La doctrina antigua, partiendo de la 
idea basica del oficio como origen de la potestad ordinaria, juzgó que 
ésta, aunque fuera vicaria, debía estimarse como propia del tituiar del 
oficio. Los autores antiguos adm:tían diferencia entre la potestad llama- 
da simplemente ordinaria y la que llamaban vicaria (que la mayor parte 
reducían después a la ordinaria), pero nunca creyeron que.la potestad 
vicaria dejara de ser propia. Según la doctrina antigua, la jurisdicción 


? 
(30) BARBOSA: Collectanea Doctorum in tibrum 1 Decretalium, ift. 34, n. 3. 
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ordinaria puede subdividirse en principal y subordinada o vicaria, pero 
tanto la una como la otra es propia, porque se tiene ratione officii. 
Añade BARBOSA en su definición del juez ordinario: «iurisdictioni 
vel tur dicundo praeest». Esta preeminencia significa que el juez ordi- 
nar.o «in iurisdictione sibi data prncipalem locum obtineat eamque pro 
suo imperio exerceat». He aquí una nueva faceta por la que claramente 
se distingue el juez o Superior ordinario del delegado. Pero si ahonda- 
mos mucho en esta diferencia,, destacando la principalidad y autonomía 
de la potestad ordinaria, nos hallamos nuevamente ante la dificuitad de 
encuadrar la potestad vicaria dentro de la ordinaria; dificultad que ya 
sintieron los decretalistas y que dió origen a largas y encontradas discu- 
siones acerca de si la potestad vicaria debía adscribirse a la ordinaria o 
más bien a la delegada. Sobre este punto volveremos más adelante. Con- 
vienen con BARBOSA en definir la potestad ordinaria por sola su relación 
on el oficio muchos otros autores, por ejemplo, SCHMALZGRÜBER (31). 


La correlatividad de conceptos que hemos señalado entre la vincula- 
xión de la potestad a un oficio, la propiedad de la potestad y la conce- 
sión de la ley se halla expresada en la mayor parte de las definiciones 
que, casi con idénticas palabras, nos transmitieron los comentaristas de 
las Decretales, aunque no podemos afirmar con certeza si la insistencia 
algún tanto plag.aria con que los antiguos canonistas acumulan las tres 
ideas es precisamente porque las consideran como sinónimas y aclara- 
torias unas de otras o, por el contrario, como distintas y necesariamente 
complementarias. Nos inclinamos por esta segunda interpretación, aun- 
que denote en eximios doctores antiguos alguna superficialidad de jui- 
cio y tendencia instintiva a la repetición de conceptos y hasta de pala- 
bras, que, después de todo, bien podemos perdonarles, por ser achaque 
común a todos los tiempos. Aquí, por consiguiente, citar la opinión de 
un autor equivale a transcribir la de muchos otros que la coptan litera. 
.o casi literalmente. «Ordinaria—dice LEURENIUS—quae competit alicui iure 
proprio seu ratione officii aut dignitatis ex lege, canone vel consuetu- 
dine» (32). Poco después de LEURENIUS escribió FERRARIS, definiendo la 
jurisdicción ordinaria exactamente con las mismas palabras (33): 

Dije anteriormente que los decretakstas admitieron una tercera for- 
‘ma de definir la potestad ordinaria, poniendo como único elemento cons- 
titutivo y única nota diferencial la concesión por ley o por costumbre en 


(31) SCHMALZGRÜBER: Ius Ecclesiasticum Universum, t. I, tit. 31. 
(32) ¡LEURENIUS: Forum Ecclesiasticum, 1. I, tit. 29, q. 671. 
(83) FERRARIS: Prompta bibliotheca, v. iurisdictio, n. 6. 
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cuanto que ésta tiene fuerza de ley. A este tercer grupo pertenece BERAR- 
DI, quien, con ei estilo retórico que sue:e emplear, dice: «Ordinariam 
dicimus quae vel ex generali canonum disciplina, vei ex privilegio quod 
vim legis habeat, vel ex consuetudine quae legem facile imitatur com- 
petat, ita ut adeptae potius d.gnitati quam personae dignitatem gerenti 
quaesita perpetuo creditur» (34). Así opina también FAGNANO, quien es- 
tablece el principio de que la jurisdicción otorgada por ley o estatuto 
es ordinaria y aun añade que lo es también siempre que se concede ad 
universalitatem causarum (35). Comentando REIFFENSTUEL (36) jas pa- 
labras de FAGNANO, afirma que la sentencia de éste es compartida por 
muchos otros y aun él parece adherirse también a la misma opinión, no 
obstante de que su definición de la potestad ordinaria está concebida en 
idénticos términos que la ya transcf.ta de LEURENIUS y FERRARIS. En 
realidad, lo que REIFFENSTUEL (l. c., n. 63) no aprueba propia e inte- 
gramente es que la potestad de jurisdicción pueda llamarse ordinaria. 
por el mero hecho de concederse en forma general o ad universalitatem 
causarum. A pesar de esto, dice, el delegado universa:, por lo mismo 
que a él puede recurrirse ordinariamente, de hecho parece un juez cuasi- 
ordinario. 

Descartada la opinión que considera como ordinaria la jurisdicción 
sólo por otorgarse ad universalitutem causarum, interesa subrayar el he-- 
cho de que no pocos autores “antiguos, al afirmar que era ordinaria la 
potestad concedida por ley, sentaron un precedente doctrinal que el.mi- 
na totalmente la delegación: a iure, admitida por la mayoría de los co- 
mentaristas de las Decretales. Dichos autores pensaron, sin duda, que 
así como la potestad de jurisdicción obtenida por razón de un oficio tie- 
ne que ser necesariamente concedida por ley, así también puede decirse 
que ia concedida por ley proviene siempre de un oficio, ya que la ley, 
al conceder una facultad jurisdiccional en forma general y estable, no 
hace otra cosa sino crear un oficio o aumentar ese conjunto de derechos- 
y deberes que constituyen un oficio. En este sentido afirmaron, no sin. 
Fundamento, que toda jurisdicción a iure es ordinaria. 


Potestad vicaria, 


La antigua doctrina canónica sobre el concepto genérico de la po- 
testad ordinaria no dió lugar a hondas divergencias ni a prolongadas. 


(34) Car. SEB. BERARDI: Commentaria in Ius Eccl. Universum, t. I, dissert. prima, c. II, p.33. 


(35) Pr. FAGNANO: Commentaria in 11 lib. Decret. €. “Cum olim? D, i 
i 5.85 olim", n. 65, de maioritate et 


(36)  REIFFENETUEL: Jus Canonicum Universum, t. I, Mt. 29, 8 4, n. 11. 
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controversias. Tampoco disinteron mucho los antiguos canonistas so- 
bre el concepto esencial de la potestad vicaria y menos todavía se. pre- 
ocuparon de dar una definición exacta y bien cinceiada. En cambio, la 
cuestión sobre si la potestad vicaria debía clasificarse como ordinaria 
o simpiemente como delegada fué una de las más célebes entre los an- 
tiguos canonistas y pervivió, mereciendo la atención de los más pre- 
claros tratadistas, durante cerca de ocho siglos; es decir, todo el tem- 
po que estuvo en v.gor el Derecho de las Decretales. 

La cuestión acerca de la naturaleza de la potestad del vicario se 
pianteaba antiguamente lo mismo respecto del que los autores llamaban 
vicario a iure seu lege que del vicario ab homine, porque observaron que, 
aunque el nombramiento, v. gr., del Vicario General, se hiciera ab ho- 
mine, por ei Obispo, al autorizar el derecho comün tal nombramiento, et 
vicario debía considerarse constituído a ?ure y su potestad, segün la doc- 
trina más común, debía tenerse como ordinaria. Esta doctrina, aplicada 
concretamente al Vicario General, era verdadera. En lo que los autores 
no iban muy acertados era en creer que las facultades del Vicario Gene- 
ral procedían inmediatamente del Obispo y sólo remotamente de la ley. 
en cuanto que ésta autorzaba o permitía el nombramiento y la concesión 
de facultades hecha por e! Obispo (37). Más acertado es afirmar que mu- 
chas facultades del Vicario General estaban—como también ahora lo es: 
tán—fijadas ya por el Derecho, y por esto iban incluídas en el oficio y se 
tenían en razón del mismo. Este es el motivo de que tales facultades fue- 
ran ordinarias y no simplemente delegadas. En cambio, había algunos 
Vicarios propia y exclusivamente ab homine, cuyos derechos podían am- 
pliarse o restringirse sin límite a voluntad del Superior, aunque éste 
obrase con arreglo a la ley que así lo permitía. En este caso era infun- 
dado sostener, como no pocos antiguos opinaban, que la potestad de es- 
tos Vicarios era ordinaria. Careciendo tales Vicarios de un oficio objetiva- 
mente estable, su potestad no podía ser ordinaria. Eran delegados, aun- 
que se les llamase Vicarios. En este sentido se expresan ya BovIx y 
WERNz (38). De lo dicho concluímos que la cuest ón acerca de la natura- 
leza de la potestad vicaria sólo puede plantearse con relación al V.cario 
propiamente llamado a iure, no en orden al Vicario propia y exclusiva- 
mente ab homine, denominación actualmente en desuso y sustituída por 
la delegación «ab homine». 


_ (37) BARBOSA: Collect., 1. I, tit. 28, nn. 5, 6. 
(38) Bouix: De iudiciis eccl., t. 1, p. 370; WERNZ: Ius Decretalium, t. II, n. 445, III. 
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Aun así delimitada la cuestión, es preciso reconocer que, en lo que se 
refiere al concepto y definición de la potestad vicaria, el estudio rea!'l- 
zado por los antiguos canonistas fué tan superficial que únicamente nos 
legaron definiciones genéricas, por las que no podríamos discernir la ju- 
risdicción vicaria de la delegada, a pesar de que, como luego veremos, la 
mayoría de los autores admitieron de lleno tal distinción. GONZÁLEZ TÉ- 
LLEZ nos da esta escueta definición del Vicario: «qui alterius vices 
obit» (39). La misma definición hallamos en SCHMALZGRÜBER : «Vicarrus 
generaliter ille dicitur qui gerit vices alterius» (40). Hay autores que pro 
ponen una definición más explicita, pero que no sug.ere idea nueva de 
importancia. Podemos alegar como ejemplo la que trae PIRHING : «Se- 
cundun ius canonicum, vicarii dicuntur qui legitima auctoritate constituti 
sunt ut Episcopi vel alterius praelati, parochi aut clerici vices gerant in 
divinis ministeriis celebrandis vel administratione vel iurisdictione exer- 
cenda» (41). En esta definición aparece la distinción general del Vicario, 
de que tratan todos los autores antiguos: Vicar:o im divinis y Vicario 
turisdictionis, al que nosotros ahora únicamente nos referimos. 

Es frecuente entre los comentaristas de las Decretales el afirmar que 
la potestad ordinaria es la misma en el Superior principal que en su Vi- 
cario, sobre todo en el General, sea gubernativo, sea judicial, o en otros 
términos, que ambos ocupan el mismo lugar o constituyen el mismo tri- 
bunal, si bien el V:cario debe obrar en no pocas ocasiones con dependen- 
cia del principal. En cambio, la potestad del delegado se considera como 
distinta del delegante principal. Así se expresan los ya citados autores 
SCHMALZGRUBER y PIRHING (42). Sobre este punto ya advertí más arriba 
que la dependencia del Vicario respecto del Superior representado o prin- 
cipal entraña una no leve dificultad si se quiere poder clasificar la po- 
testad del Vicario dentro del cuadro general de la potestad ordinaria, 
una de cuyas notas distint.vas es la preeminencia y la autonomía en su 
ejercicio, Pero los autores antiguos, en su mayoría, no juzgaron decisi- 
va esta razón, dando, por el contrario, la primacía a la anexión legal de 
la potestad a un oficio, la cual anexión también existe en la potestad vi- 
caria y es suficente para que la potestad sea de alguna manera propia 
(en cuanto aneja a un oficio propio), no obstante de ser ejercida a nombre 


de otro, y se ejerza normalmente con suficiente autonomía, aunque no 
con entera independencia. 


(99) GONZÁLEZ TÉLLEZ: Commentaria in 5 libros Decretalium, 1. 1, tit. 98, c. 9, n. 3. 
(40) SCHMALZGRÜBER: lus Ecclesiasticum Univ., t. I, pars IV, tit. 98. 
(41) PrRHING: Ius Canonicum, 1. I, tit. 98, I. 


(42) SCHMALZGRÜBER: lus Eccl. Univ., t. I, pars IV, tit. 28 des i 
ac y p 3 , § t; PIRHING, O. C, t. I, tit. 28, 
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La discutida relación de identidad sustancial, al menos genérica, en- 
tre la potestad ordinaria y la vicaria reclama un estudio más detenido, ya 
que fué en el Derecho antiguo un problema siempre planteado y nunca 
resuelto. Efectivamente, aunque en la determinación del Vicario no in- 
cluyan los decretalistas sino la idea genérica de sustitución o de suplen- 
cia, común al Vicario y al delegado, la distinción o no distinción de am- 
bos fué una cuestión vieja, pero siempre palpitante, que preocupó a todos 
los antiguos canonistas: «vetus quaestio est quae ingenia canonistarum 
exercet», dice DEVOTI (43). Al igual que DevoTI suelen también los de- 
más iratadistas plantear esta cuestión comenzando por afirmar que >s 
muy debatida entre los intérpretes. Luego aducen varias razones, no exen- 
tas de peso, en favor de la sentencia que defiende ser delegada la potes- 
tad vicaria; y, por ültimo, la mayor parte de ellos se inclina por la sen- 
tencia contraria, o sea, la que sostiene que la potestad del Vicario es or- 
dinaria. La cuestión sueien concretarla en el Vicario General del Obispo. 

Las razones alegadas en pro del carácter delegado de la potestad vi- 
caria podemos condensarlas en los siguientes términos: 

1. Dos no pueden tener la misma jurisdicción ; por io cual, siendo 
ordinaria la potestad del Obispo, tiene que ser la del Vicario distinta, es 
decir, delegada. A esto responden los defensores del carácter ordinario 
de la potestad vicaria diciendo que, si bien es cierto que la jurisdicción, 
en tanto que ordinaria, no puede hallarse de manera igualmente princi- 
pal en dos personas, sí puede hallarse en ellas de modo distinto, princi- 
pal en una y supletorio o subalterno en la otra. 

2) La jurisdicción ordinaria es dada por ley, mientras que la vicaria 
es concedida ab homine, v. gr., por el Obispo. Ya dijimos que a esto 
responden los contrarios afirmando que por el hecho de permitir y apro- 
bar la ley la designación del Vicario ya puede decirse que la misma ley 
lo nombra. 

3. La jurisdicción ordinaria es perpetua en cuanto que no cesa al ex- 
pirar el derecho del concedente; la vicaria, por el contrario, expira y. 
consiguientemente, no es ordinaria. La respuesta es que el principio de 
la no cesación se verifica cuando la potestad ordinaria es principal, pero 
puede cumplirse o no cuando es accesoria o vicaria. 

4. Por lo mismo que el Vicario ejerce la jurisdicción a nombre de 
otro, y no en nombre propio, síguese que la jurisdicción del Vicario no 
es ordinaria, sino delegada. La primera respuesta que se da a esta argu- 
mentación es poco diáfana y envuelve alguna petición de principio; por- 


(43) J. DEVOTI: Institutionum Canonicarum libri IV, t. T, 1. I, tit. III, sectio IX, T Ts 
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que se dice que, si se supie a otro en distinto lugar u oficio, la jurisdic- 
ción es delegada ; pero, si esto se hace en el mismo lugar, o tribunal, u 
oficio, la jurisdicción es ordinaria. Otra réplica más lógica es ésta: si 
se suple o se actúa a nombre de otro, sin oficio, por 3mple comisión, la 
potestad es delegada; si por razón del oficio, es ordinaria. 

Hemos aducido las razones en pro de una y otra sentencia tal como 
solían ser presentadas por los antiguos canonistas, cuyo pensamiento in- 
tentamos ahora reflejar, no como en el nuevo Derecho podrían exponer- 
se. El punto de apoyo más firme en favor de la naturaleza ordinaria de la 
potestad vicaria estriba, segün ya anteriormente observamos, en su vincu- 
lación y procedencia inmediata de un oficio. Pero la cuestión no dejó 
nunca de ser oscura; por eso los defensores de la sentencia que atribuye 
carácter de ordinaria a la jurisdicción vicaria no suelen negar del todo 
` probabilidad a la sentencia contraria, sino que se contentan casi todos 
ellos con decir que su sentencia es más probable, más verdadera y más 
conforme a los sagrados cánones. Esta sentencia no es sólo más comün, 
sino que además la defienden los más insignes canonistas. Entre ellos po- 
demos mencionar a los siguientes: G. DURAND (44) D. Covarru- 
vias (45), SÁNCHEZ (46), PIRHING (47), SCHMALZGRUBER (48), BARBO- 
SA (49), GONZÁLEZ TÉLLEZ (50) y N. García (51). Por lo dicho se vera 
lo infundado de la afirmación que sientan CHELODI-CIPROTTI con estas pa- 
labras: "Antiquior doctrina in contrariam (delegatam) potius sententiam 
inclinabat» (52). Los canonistas antiguos que afirman ser delegada la po- 
testad vicaria son citados por BARBOSA (53) y no figuran entre los más 
autorizados. Pero debemos afiadir que posteriormente no faltaron autores 
muy renombrados que volvieron a abogar por el carácter delegado de la po- 
testad vicaria. Así, por ejemplo, J. DEvort (54), quien es de parecer, aun- 
que lo expone haciendo no pocos juegos de equilibrio, que la potestad 
del V-cario, incluso la del Vicario General, es delegada, puesto que tanto 
la constitución del Vicario General como Ja mayor o menor extensión de 
su potestad penden totalmente del arbitrio del Obispo, y además dicha 


(44) G. DURAND: Speculum Iuris, 1. Y, p. I, tit. “De officio Ordinarii", $ I, n. 2. 
(45) D. COVARRUBIAS: Variarum resolutionum lib. TIO IAS 

(46) SÁNCHEZ: lib. III de matrimonio, dist. 29, q. 1, n. 3. 

(47) PIRHING: Jus Can., t. T, tit. 98, 8 9. 

(48) SCHMALZGRÜBER: Jus Eccl. Univ., t..I, pars IV, tit. 98, $ 2, n. 18. 

(49) BARBOSA: Collect. in Ius Pontificium, 1. I, tít. 98, n. 8. 

(50) GONZÁLEZ TÉLLEZ: Commentaria in 5 lib. Decret., A. T, tft. 28, 0. 5; nn. 4,05. 
(51) N. García: De beneficiis, 5 pars, c. 8, n. 21. 

(32) CHELODI-CIPROTTI: Jus Canonicum de personis, n. 126. 

(33) BARBOSA: De offic. et potestate Episcoporum, p. 3, alleg. 54, n. 30. 

(34). J. DEVOT': Institutionum. Canonicarum libri LV weal, SO SINE SO 
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potestad expira al cesar el Obispo en su oficio. Por otra parte, del hecho 
de que el Obispo y el Vicario constituyan un solo y mismo tribunal—que 
es de donde otros autores más antiguos concluían que la potestad de ambos 
era. la misma, es decir, ordinaria—, DEvoTI saca la conclusión de que, 
efectivamente, la potestad es la misma en los dos, pero ordinaria en el 
Obispo y delegada en el Vicario. Reconoce, al mismo tiempo, DEVOTI, 
que, «n cuanto que el Vicario tiene la potestad propter officiunt, se puede 
llamar ordinaria. Con esta ambigüedad de conceptos se expresa a me- 
diados ya del siglo xrx un autor de bien ganado prestigio como Devott. 
Y podemos decir que no es extrafío que los mismos términos tan artifi- 
ciosamente maneiados durante varios siglos al hablar del Obispo v su 
Vicario, como los de unum tribunal, unus locus, unum officium, vinie- 
“sen, finalmente, a expresar conceptos distintos y aun contrarios, va que 
son términos figurados que distan mucho de representar una realidad 
concreta, y por lo mismo pueden aplicarse igualmente a la potestad vica- 
ria que la delegada. El P. WERNZ (55) sienta todavía más claramente el 
principio de que la potestad del Vicario no es ordinaria, sino delegada, 
si bien exceptúa de este principio varios casos, como el del Arcediano, e; 
Arcipreste y el Vicario capitular; y hasta llega a afirmar que la diferen- 
cia entre el Vicario y el delegado «generaliter vera non est». 


B) Potestad delegada 


La definición de potestad delegada o de juez delegado se halla expre- 
sada por los decretalistas con las mismas ideas y casi con los mismos 
términos. Dos ideas positivas que flotan sempre en la definición son las 
de sustitución, o mejor, representación—allerius vice fungi—y la de co. 
misión—ex commissione alterius—. Contrastando con estas ideas y como 
fondo para que destaquen más vivamente, suele ponerse otra idea nega- 
tiva, por la que se excluye el elemento distintivo de la potestad ordinaria, 
la vinculación a un oficio. Con este sencillo procedimiento positivo y ne- 
gativo, digamos de luz y de sombra, se nos da la figura o, más s'mple- 
mente, la difuminada silueta de la potestad delegada. Valgan como ejem- 
plos estas definiciones. FERRARIS la define : «Delegata est ¡lla quam quis 
non habet iure proprio sed solum ex commissione alterius, cuius vice 
fungitur» (56). Cas: idéntica es la definición que da REIFFENSTUEL dei 
juez delegado: «Iudex delegatus est qui non habet iurisdictionem vi 


(55) Wernz: Ius Decretalium, t. II, n. 545, II. — 
(58) FERRARS: Prompta bibliotheca, v. iurisdictio, n. 6. 
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proprii officii sed eam exercet ex beneficio et commissione alterius cuius 
vice fungitur» (57). A veces se consigna expresamente la idea positiva 
que señala e! origen de la potestad delegada. Así LEURENIUS : «Delegata 
est quam quis solum ex commissione vel speciali alterius mandato ha- 
bet» (58). Y hasta alguna rara vez se define la potestad delegada sólo 
por su elemento negativo o por su simple contraposición a la ordina- 
ria. De esta manera define BARBOSA al juez delegado: «Is qui sine ma- 
gistratu officiove aut non habita relatione ad illum iurisdictio mandata 
est» (59). 

La idea de representación que lleva siempre consigo la potestad de- 
legada le es comün con la potestad vicaria y distingue a ambas de Ja 
potestad ordinaria principal, o sea, de la ordinaria no vicar:a, ya que 
esta ültima se ejerce no en nombre de otro, sino en nombre del mismo 
que la posee. 


La segunda nota constitutiva de la potestad delegada, que es la idea 
de comisión personal, contrapone esencialmente la potestad delegada a 
toda clase de potestad ordinaria, bien sea ésta principal, bien sea subor- 
dinada, es decir, vicaria. Y porque lo potestad delegada se tiene por co- 
misión personal y directa de otro—alieno beneficio, como decían los ro- 
manos—, no en razón de un oficio propio, afirmaron constantemente 
los decretalistas que tal potestad no era propia, no se tenía iure proprio. 
Al contrario, toda potestad ordinaria radica en un oficio y, por lo mis- 
mo, es propia de aquel que posee el oficio, aun cuando éste haya sido 
conferido libremente por el Superior. Puede suceder que una facultad 
se confiera, no por razón del oficio como tal y, por ende, no a todos los 
que posean dicho oficio genéricamente considerado, v. gr., el oficio epis- 
copal, sino al Obispo de tal diócesis, sin nombrar una persona determi- 
nada ni referirse a ella. Entonces la potestad se consideraba justamente 
como delegada a todas y solas las personas que poseyesen aquel oficio 
o dignidad en concreto, y dicha potestad se decía otorgada en razón de 
tal oficio o dignidad. Posteriormente, esta delegación se llamó real (60). 

La diferenciación entre la potestad delegada y la ordinaria dió larga 
tela de discusión a los antiguos canonistas. Aparte de la diferencia sus- 
tancial ya ind:cada, los autores hallaron muchas otras, hasta el punto 
de que alguno de ellos—Maranta—llega a enumerar nada menos que 


^. (97) REIFFENSTUEL: Jus Can. Univ., t. 1G hey US Oe noy 
(58) LEURENIUS: Forum Ecclesiasticum, 1. I, tit. 29, q. 671. 
(59) BARBOSA: Collect., 1. I, tit. 99, n. 24. 


(60) m Decre Greg. EX, 6-4] 1, tit. 29; REIFFENSTUEL, 0. C., Lit. 28, 8 2, n. 30; WERNZ, 0. €. 
111, n. 554, HII. e ES 
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cuarenta diferencias (61). Posteriormente, los autores señalaron las si- 
guientes diferencias principales, que aun actualmente se mantienen. La 
primera diferencia se refiere a la potestad de delegar, que ya de antiguo 
quedó fijada en la forma reproducida por el canon 199. La segunda d:fe- 
rencia consiste en que la delegación, por ser un simple hecho, necesita 
demostración, mientras que la potestad ordinaria, como va inherente al 
oficio, se presume tal como corresponde al oficio, si no se prueba su limi- 
tación. Es la misma doctrina que establece el canon 200, $ 2. Otra dife- 
rencia señalaron los autores antiguos, afirmando que la potestad ordina- 
ria no se extingue con la muerte o la cesación en el cargo del conce- 
dente, exceptuado el Vicario General del Obispo; por el contrario, 
decían, la potestad delegada expira, al cesar el derecho del delegante, si 
el asunto encomendado está todavía íntegro. En cuanto a la potestad or- 
dinaria, el nuevo Derecho está del todo acorde con el antiguo (cáns. 208, 
371). Tocante a la delegada, la legislación canónica ha perfilado la doc- 
trina antigua y difiere notablemente de ella, como puede verse en el 
canon 207. En lo que atañe a la imterpretación de la potestad ordinaria y 
delegada, los antiguos canonistas enseñaron que la ordinaria debía inter- 
pretarse ampliamente, y la delegada en sentido estricto, por considerarse 
odiosa en cuanto que derogaba a la ordinaria. El (Código de Derecho 
vigente reproduce en el canon 200, $ 1, la misma doctrina, pero conce- 
diendo también interpretación amplia a la delegación ad, universitatem 
causarum (62). 

Entre las varias cuestiones particulares que los expositores del Dere- 
cho de las Decretales solían discutir en relación con la misma naturaleza 
de la potestad delegada y especialmente en cuanto a su distinción de la 
potestad ordinaria, son dignas de mención las tres siguientes: primera, 
la que se refiere a la potestad llamada ad universitatem causarum ; se- 
gunda, la potestad que el Derecho común concede a los Obispos sobre 
los exentos; tercera, la delegación a ture. 

La primera cuestión fué más nominal que real. Ya apunté, al hablar 
de la potestad ordinaKa, cómo FAGNANO y algunos otros autores opina- 
ron que ja potestad ad universitatem. causarum era ordinaria y no simple- 
mente delegada. Pero, generalmente, los autores enseñaron que tal po- 
testad era esencialmente delegada, porque no se tenía en razón de un 
oficio. Sin embargo, a causa de la universalidad de su potestad, 
el delegado, en este caso, dijeron, se asenteja al Superior ordinario 


(61) MARANTA: Speculum Aureum, pars IV, dist. 5, n. 23. 
(62) Bourx: Tractatus de principiis Iuris Canonici, pars IV, c. VI, $ 4, I, 4. 
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en cuanto que ordinaria o habitualmente puede hacer uso de su po- 
testad ; por esto fué llamado cuasi-Ordinario. Superfluo parece decir que 
de esta manera lo que se hacía era tomar una misma palabra en' dos 
acepciones totalmente distintas. Con razón se terminó por abandonar aun 
en el antiguo Derecho una terminología tan impropia y carente de sen- 
tido jurídico, de la cual no queda en nuestra Código vestigio alguno, 
fuera de la facultad de subdelegar en casos particulares, que se concede 
al delegado universal, asemejándole en esto algún tanto al Superior or- 
dinario. 

Mucho más grave, más amplia, y también de mayor fondo doctrinal, 
fué la discusión promovida en torno a la naturaleza que en virtud del 
mismo Derecho ejercían a veces los Obispos, como también ahora, sobre 
los exentos. ¿Dicha potestad era ordinaria o delegada ? 

Los que atribuían a tal potestad el carácter de ordinarta solían alegar 
los siguientes argumentos: 1) La jurisdicc*ón dada por ley no es deie- 
gada, sino ordinaria. 2) Cuando un Superior goza de potestad ordina- 
ria, pero el ejercicio de dicha potestad se halla impedido por un prvile- 
gio; si el privilegio cesa o se suspende, renace la potestad ordinaria. Tal 
es, decían, el caso de los exentos. El Obispo, originariamente, tiene 
potestad ordinaria sobre ellos, segün el principio de que el Obispo puede 
hacer en su diócesis, mutatis mutandis, lo que el Papa puede en todo el 
orbe. De esta jurisdicción ordinaria quedan después libres los religiosos 
llamados por esta causa exentos en virtud de un privilegio, Ahora bien, 
Si este privilegio cesa total o parcialmente, Ja situación normal se res- 
tablece y, por lo nfsmo, entra de nuevo en acción la potestad ordinaria 
de los Obispos sobre los exentos. 3) El que está ligado por una censura 
no puede hacer aquello para lo que antes tenía potestad ordinaria ; pero, 
una vez absuelto de la censura, recobra su potestad ordinaria. Lo mismo 
debe decirse de la potestad ordinaria ligada o impedida por el privilegio 
de la exención. l 

No obstante la fuerza de estas razones, la mayoría de los autores an- 
tiguos no vaciló en sostener que la potestad de los Obispos sobre los 
exentos era de hecho simplemente delegada : los Obispos obraban como 
delegados de la Santa Sede. La razón fundamental era la siguiente: A 
los Obispos se les restituyen algunas facultades sobre los exentos, no 
en virtud de sų oficio, cuya potestad, de hecho, no alcanza a los exentos, 
sino en virtud de una comisión personal. De esta manera, lo que antes 
de la exención podían hacer los Obispos con potestad ordinaria, después 
de concedida y nuevamente derogada en parte la exención pueden hacerlo 
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sólo con potestad delegada. La argumentación, como se ve, presenta pers- 
pectivas diversas según el ángulo desde donde se mire. Esto no obsta a 
que, -n determinados casos, pueda demostrarse con certeza que los Obis- 
pos obraban como delegados de la Santa Sede (63). Los efectos jurídicos 
eran diversos, según que la potestad de los Obispos en estos casos fuese 
ordinaria o delegada, v. gr., en cuanto a la delegación o subdelegación y 
en orden a la apelación, la cual, si los Obispos actuaban como Ordinarios, 
podía dirigirse al Metropolitano, mientras que, si lo hacían como dele- 
gados de la Santa Sede, la apelación o recurso tenía que elevarse nece- 
sar:amente a la misma Sede Apostólica. 


.La delegación «a iure». 


No existió entre los decretalistas unanimidad de criterio acerca de esta 
forma de delegación. Generalmente los comentaristas de las Decretales 
que escribieron antes del Concilio Trident:no no hacían mención dis- 
tinta de la delegación a ture y ab homine, sino que hablaban sólo de la 
delegación en términos generales, Posteriormente, sobre todo desde fines 
del siglo xvi, es ya frecuente hablar de esta doble forma de delegación, 
si bien no faltaron autores que implícita o explícitamente rechazaron la 
delegación «a iure». Implícitamente la rechazaron aquellos que definieron 
la potestad ordinaria, conforme ya advertí al hablar de ella, solamente 
por el hecho de estar concedida mediante una ley. Hay, pues, antago- 
mismo irreductible entre delegación y «a iure» o por ley. Tal vez creyeron 
quienes opinaron de esta manera que la concesión de potestad hecha por 
ley implicaba necesariamente la posesión de un oficio, y de esta manera 
se asociaban y venían a coincidir los conceptos de ley y de oficio en el 
otorgamiento de la jurisdicción. Pero estimamos que no es preciso buscar 
esta coincidencia de conceptos, sino que podemos interpretar el pensa- 
miento de estos autores en el sentido de que ellos intentaban definir la 
potestad ordinaria atendiendo sólo a su origen legal, independ:entemente 
del oficio, a pesar de que éste fué, sin duda, para la mayoría de los 
comentaristas el elemento esencialmente distintivo entre la potestad ordi- 
naria y la delegada. También tuvieron que negar lógicamente la posibi- 
lidad de admitir la delegación a iure los que defendieron que la potestad 
ejercida en algunos casos particulares por los Obispos sobre los exentos 
en virtud del mismo Derecho debía considerarse como ordinaria, ya que 


a 


(68) SANCHEZ: De matrimonio, 1. 8, disp. 2, n. 10; BARBOSA: De officio et potestate Episcopo- 
Tum, alleg. 92, n. 3; SCHMALZGRUBER: Ius Eccl. Univ., t. I, pars IV, tit. 29, $ 1, n. 6. 
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la primera razón que para ello alegaban era la de que toda jurisdicción 
dada por ley es ordinaria. d 
Pero ya queda advertido que la sentencia favorable a la posibilidad 
y a la existencia en varios casos de la delegación a iure fué compartida 
por los más autorizados canonistas antiguos. Algunos incluyen la do- 
ble forma de delegación, ab homine v a iure, en la misma definición de 
potestad delegada o de juez delegado. Así LEURENIUS (64), quien, al 
tratar del juez delegado, emplea estos términos: «ex commissione vel 
ipsius vel alterius hominis». Más adelante, los autores hablan ya explí- 
citamente de la delegación o de los delegados a iwre y ab homine, sin 
oponer reparo alguno doctrinal al concepto de la delegación a wre. Tu- 
vieron que admitir también la realidad de este concepto en algunos casos 
cuando afirmaron que la potestad de los Obispos sobre ios exentos era 
delegada, puesto que se trataba de casos en que la potestad era concedida 
por ley. A fines del pasado siglo, todavía expresaba Bourx la sorpresa 
que a primera vista podía causar el hecho de que no se considerase como 
ordinaria la jurisdicción a iure; mas, a pesar de ello, el mismo autor daba 
una respuesta categórica a favor del carácter delegado de dicha potestad. 
He aqui sus palabras: "Mirum videri potest aliquam iurisdictionem dari 
a wre seu a legibus ecclesiasticis et tamen non esse ordinariam sed dele- 
gatam tantum. Tamen reputatur et est revera delegata tantum quando 
ius illam tribuit, non ratione officii sed specialis commissionis. Et sic 
Episcopi in multis constituti sunt a iure delegati Sed:s Apostolicae» (65). 


V. EN EL CóDIGO DE DERECHO CANÓNICO 


Nuestro propósito, en esta última parte del ensayo histórico doctrinal 
que vamos pergeñando, no es el de reproducir, ya en síntesis, ya en 
forma de amptación, toda la doctrina post-codicial sobre el concepto de 
potestad ordinaria y delegada, sino tan sólo lo que más puede interesar 
científicamente, que es ver cómo han cristalizado en el Código y en la 
doctrina canónica aquellos conceptos que venían plasmándose variada e 
indecisamente desde las Pandectas hasta nuestro Código. 


A) Potestad.—Al recorrer la última etapa de la evolución legislativa 
y doctrinal acerca de la potestad ordinaria y delegada, la primcra obser. 
vación que salta a nuestra vista es la que se refiere al concepto mismo de: 
jurisdicción, la cual no entiende nuestro Código en el sentido restringido 


(64) LEURENIUS: Forum Eccl., 1. I, tit. 29, q. 672. 
(65) BOUIX: Tractatus de principiis Iuris Canonici, pars IV, c. VI, $ 4. 
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en que la usaron el Derecho romano y las Decretales, o sea, como sinó 
nima de potestad judicial, sino en sentido amplio y total, comprendien- 
do todas las funciones de la potestad pública : la legislativa, .a judicia! 
y la ejecutiva. Como ya anteriormente notamos y expresamente se con- 
signa en el canon 196, en nuestro Código los términos de potestad pú- 
blica y potestad de régimen o de jurisdicción tienen el mismo significado. 
En esto, al igual que en otros muchos puntos, el Código revogid ios 
frutos ya sazonados de la doctrina lentamente elaborada por los decreta- 
listas. Con todo, como ya advirtieron no pocos autores y últimamente 
ha declarado la Comisión de Intérpretes (26 marzo 1952), las prescrip- 
ciones canónicas sobre la potestad ordinaria y delegada deb: n, en gene- 
ral, aplicarse a la potestad privada o dom*nativa, a no ser que la natu- 
raleza del asunto o del texto legal se opongan a ello. 


B) Potestad ordinaria. — «Potestas iurisdictionis ordinaria—dice c! 
canon 197, S r.—ea est quae ipso iure adnexa est officio.» No vamos a 
detenernos a explanar el sentido de esta definición, que puede verse €x- 
plicada en cualquiera de los Manuales de Derecho canónico, ni siquiera 
nos detendremos en señalar las divergencias, no muy notanles, que so» 
bre algunos puntos dividen a los autores. Nuestro intento ahora es hacer 
una rápida confrontación entre el Derecho vigente y el Derecho antiguo, 
romano o canónico, para ver hasta qué punto la actual legislación es tri- 
butaria de los antiguos cuerpos legales o de la antigua doctrina. La 
comparación con el Derecho romano ya queda esbozada en la primera 
parte de este trabajo. Resulta de lo allí expuesto que la jurisdicción or- 
dinaria de nuestro Código comprende no sólo la jurisdicción adquirida 
según el Derecho romano iure magistratus o more maiorum, sino ade- 
más la specialiter tributa. Comprende as mismo la denominada iure suo 
y aun con ésta puede decirse que guarda nuestra potestad ordinaria más 
intima relación y de ella tiene más directa dependencia. 

Por lo que toca al Derecho de las Decretales, podemos decir que la 
noción de potestad ordinaria se halla mucho más clara y perfilada en el 
Derecho nuevo que en el antguo, no sólo porque el Código nos da ın- 
cluso una definición exacta de la jurisdicción ordinaria, que en vano bus- 
caríamos en el Corpus Iuris Canonici y documentos posteriores, sino 
porque, en las Decretales y en la doctrina de los autores que las comenta- 
ron, la potestad ordinaria, además de ir aneja a un oficio, se conside- 
raba como propia de quien la poseía, con lo cual, según ya observamos, 
se creó una no leve dificultad para poder clasificar como ordinaria la po- 
testad vicaria. El Código ha superado el obstáculo poniendo sólo de re- 
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lieve en la potestad ordinaria su vinculación legal a un oficio. Nuestro 
Código vigente divide la potestad ordinaria en propia y vicaria (ca- 
non 197, $ 2), Esta división de la potestad ordinaria, tal como está 
formulada en el canon 197, ha sido introducida por el Código, aunque 
implícitamente, pero sin denominación precisa, ya la admitieron todos 
aquellos que atribuyeron el carácter de ordinaria a la potestad de los Vica- 
rios. La jurisdicción de éstos—aun admitiendo que era ordinaria—se con- 
s:deró como subordinada y se contraponia a otra clase de jurisdicción 
ordinaria, la cual por su naturaleza o al menos por el modo de ejer- 
cerse era principal. A causa de esto y porque además en la antigua doc- 
trina canónica toda potestad ordinaria se tenía como propia, la denomi- 
nación que en el Derecho antiguo podía darse, y la que de hecho algu- 
nos dieron a la división de la potestad ordinaria, era la de ordinaria 
principal y ordinaria subordinada o vicaria. Esta denominación y el mis- 
mo concepto que expresa, tal vez responda a la realidad más exacta- 
mente que la actual división de la potestad ordinaria en propia y vicaria ; 
puesto que, radicando toda potestad ordinaria en un oficio que es pro- 
pio de quien lo posee, toda potestad ordinaria, aun la que va aneja al 
oficio de Vicario o suplente, es propia del f:tular del oficio, lo cual no 
impide que unas veces sea principal y otras subordinada, según la diver- 
sa naturaleza y finalidad de los oficios. Por el hecho de que la potestad 
vicaria se ejerza en nombre de otro no deja de ser propla del Vicario, si 
bien la ordinaria que se ejerce además en nombre propio es doblemente 
propia, por razón del oficio y por razón del modo como se ejerce. 

Los tratadistas del antiguo Derecho emplearon algunas veces la di- 
visión de la potestad en propia y vidaria, pero en un sentido muy diver- 
so, como división de la potestad eclesiástica en general. «lurisdictio vero 
ecclesiastica—escribía WERNz—subdividitur in iurisdictionem propriam et 
vicariam. Prior vocatur potestas quae connaturaliter sequitur ipsam exis- 
tentiam Ecclesiae ut verae societatis perfectae atque exercetur ab Ecclesia 
nomine proprio ut in foro suo... Altera vero potestas dicitur illa quae 
Ecclesiae concessa est vi specialis commissionis atque exercetur ab illa 
ut in foro Dei» (66). 

Ai dividir nuestro Código la potestad ordinaria en propia y vicaria, 
queda resuelta de plano la antigua controversia sobre si la potestad vi- 
caria era ordinaria o simplemente delegada. Sin embargo, aun hoy día 
no basta atender solamente a la denominación de Vicurio para concluir 


(66) WERNZ: Ius Decretalium, t. II, n. 3, IV; SUAREZ: ir i 
Abe CEP e , , B : De virtute et statu religionis, tracta- 
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que la potestad es ordinaria, puesto que a veces bajo el nombre de Vi- 
cario se designa al que es un mero delegado, Es preciso ver si en real.- 
dad la jurisdicción va unida establemente en virtud de la ley a un ver- 
dadero oficio, aunque representando éste, en el caso del Vicario, una 
función supletoria. 

La otra controversa antigua, tan porfiadamente debatida, acerca del 
carácter de la jurisdicción que los Obispos ejercen excepcionalmente so- 
bre los exentos, ha quedado también resuelta por el Código, y lo ha sido 
en contra de la opinión más común de los doctores antiguos, que creye- 
ron dicha jurisdicción delegada «a iure». Del modo como el Código con- 
cede en algunos casos a los Obispos jurisdicción sobre los exentos (v. gr., 
cans. 512, $ 1, n. 1°; 603, $ 1; 1.261, $ 2; 1.491; 1492) se deduce que 
la jurisdicción episcopal es en estos casos ordinaria, puesto que va aneja 
por el Derecho al oficio como tal, y por lo m:smo la anexión perdura 
siempre y en todas partes. Este cambio de doctrina lo advirtió primera- 
mente ei P. Manoro (67), y lo han reconocido los demás autores. Lo 
que no juzgamos incuestionable ni mucho menos es la afirmación del 
mismo MAROTO, de CORONATA (68) y de otros, quienes añaden que la 
jurisdicción de los Obispos sobre los exentos es ordinaria, pero vicaria, 
no propia, por no pertenecer a la naturaleza del oficio episcopal, sino 
ser más bien algo extrínseco y superpuesto por la ley. Pero cabe pre- 
guntar : si la potestad de los Obispos sobre los exentos es vicaria, ¿en 
nombre de quién la ejerce? No directamente en nombre del Papa, porque 
ello es innecesario, ni menos en nombre del Prelado religioso, quien, al 
contrario, al ejercer la potestad episcopal, sustituye y hace las veces del 
Obispo, al que por ley general y precedente, como por natural exigencia 
de su cargo pastoral (si expresamente no hubiera sido limitado) corres- 
pondería ejercer su potestad también sobre todos los religiosos de su dió- 
cesis. Pues bien ; sabido es que únicamente la idea de sustitución de otro 
es la que distingue la potestad ordinaria vicaria de la propia. Querer dis- 
cernir cuándo la potestad vinculada por ley a un oficio pertenece a la 
naturaleza del oficio o, por el contrario, es algo extrínseco al mismo, es 
cuestión muy difícil y hasta diríamos imposible, pues la naturaleza del 
oficio es jurídica, o sea, constituída por la ley. 

También ha pasado a ser ordimaria, en la disciplina vigente, la ju- 
risdicción que los Obispos ejercían en otros diversos casos tamquam De- 
legati Sedis Apostolicae, o bien, segün otra fórmula, etiam tamquam 
Delegati Sedis Apostolicae. La razón es porque, indudablemente, la po- 


(67) MAROTO: Institutiones Iuris Canonici, n. 699. 
(68) MAROTO, 0. c., D. 699, 8; CORONATA: Institutiones Iuris Can., ed. 3, vol. I, n. 285, 2.¢ 
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testad de los Obispos en estos casos va unida por el Cód'go al oficio 
episcopal y por lo mismo es ordinaria. Muy acertadamente ha supri- 
mido el Código las antiguas fórmulas de delegación pontificia concedida 
por ley general; pues, si manifiestamente no se declara lo contrario, se 
entiende que tal potestad va otorgada no a la persona, sino al oficio (69). 

Más difícil nos parece precisar la naturaleza de la jurisdicción cuan- 
do un inferior, v. gr., el Obispo, dispensa, por concesión general del 
Derecho, en las leyes emanadas del Superior. Afirma Maroto (70) que 
esta facultad de dispensar en las leyes del Superior era considerada antes 
del Código como ordinaria vicaria, y esta misma doctrina parece él apro- 
bar en el Derecho vigente, aunque no sin vaciladones, puesto que des- 
pués, en el número 705, B, dice: «item ex delegatione a iure dicendum 
est agere quilibet inferior dispensans in lege Superioris, saltem si infe- 
rior ipse officio careat». La antigua doctrina es también en la actual:- 
dad comünmente admitida, aunque no faltan algunos autores, como des- 
pués veremos al tratar de la delegación a iure, que juzgan como delegada 
la potestad con que el inferior dispensa de la ley dada por un Superior, 
aun cuando la potestad se tenga en virtud de una ley. 


C) Delegación «a iure» 


El Código de Derecho Canónico define con riguroso laconismo la po- 
testad delegada, diciendo escuetamente: «delegata quae commissa est 
personae» (can. 197, $ 1). Ya expusimos, al hablar de la potestad de!e- 
gada en el Derecho romano, la relación conceptual y de procedencia que 
existe entre la jurisdicción mandada «alieno beneficio» y la delegación ca- 
nónica. En el Derecho de las Decretales, como en el romano, la idea 
más destacada y característica de la potestad delegada es la de repre- 
sentación «alterius vices gerere», sin que fuese desconocida la otra idea 
de comisión personal. Por la prevalencia de la idea de representación, 
los comentaristas de las Decretales hallaron tanta dificultad en distinguir 
la potestad delegada de la vicaria. El Código de Derecho Canónico, acep- 
tando el punto de vista elegido ya anteriormente por no pocos decreta- 
listas, pone en primer término y aun explícitamente sólo menciona la 
idea de comisión personal, contrapuesta a la anexión al oficio, propia de 
la potestad ordinaria. La representación de otra persona es una idea co- 
mún y accesoria que acompaña llo mismo a la potestad delegada que 


(69) Cfr. canon 309, $ 4, del que se hablará después 
(70) MAROTO, l. c., n. 699, 7. 
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a la ordinaria cuando ésta es vicaria. Prácticamente puede decirse que es 
potestad delegada toda aquella que no es ordinaria, ya que la división 
canónica de la potestad en ordinaria y delegada es adecuada o exhausti- 
va, y por lo mésma basta que a la jurisdicción le falte alguno de los tres 
elementos necesarios en la jurisdicción ordinaria (anexión, oficio, ley), 
para que deba tenerse como delegada, aunque manifiestamente no apa- 
rezca la idea de representación. 

Por impl.car siempre, de alguna manera, ja potestad delegada la idea 
de representación y aparecer ésta más clara y concretamente en la dele- 
gación ab homine, se consideró ésta como prototipo de la potestad dele- 
gada, tanto en el Derecho romano como en las Decretales. Y lo mismo 
sucede ahora en el Derecho canónico, hasta el punto de discutirse si la 
delegación «a iure» es o no admitida en el Código. La cuestión no carece 
de importancia, ya como última fase de una larga evolución que culmina 
en nuestro Codex, ya por la misma naturaleza sustantiva y científica de 
la cuestión, y también por las consecuencias juríd:cas que de ella se de- 
rivan. Y al decir esto, tenemos que manifestar nuestro disentimiento de 
los que afirman tratarse de una cuestión meramente nominal. Así opina 
ROBERTI, con estas palabras: «Distinctio inter potestatem ordinariam et 
delegatam a iure quoad Codicem est mere theoretica et supervacanea» (71). 
Lo mismo vienen a decir REGATILLO y EICHMANN (72). Pero esto, que 
puede afirmarse de la delegación concedida por Derecho pontificio, no 
vale igualmente respecto de cualquiera delegación a ture. Así, por ejem- 
plo, la potestad delegada por ley episcopal podría subdelegarse tan sólo 
en casos particulares, mientras que la potestad ordinaria puede delegarse 
habitualmente. Y en cuanto a la apelación contra el delegado, no todos 
admiten que haya de elevarse al Superior del delegante, ante el cual Su- 
perior certamente habría de proponerse la apelación contra el Vicario 
judicial. 

La evolución de la llamada delegación a iure en el Derecho canónico 
sigue una línea paralela a la que mantuvo en el Derecho romano. Ya ex- 
puse en la primera parte de este trabajo que, según lla doctrina de los 
jur.sconsultos clásicos, la jurisdicción specialiter tributa, o sea, la otor- 
gada por ley, no se consideraba vinculada al oficio de magistrado ni era 
propia, sino mandada o delegada. Mas posteriormente, los comentadores 
del Derecho común equipararon la potestad concedida por ley a la ob- 
tenida en razón del oficio o iure magistratus y la juzgaron propia del ti- 


(74) ROBERTI: De Processibus, ed. 2.8 (Romae, 1941), n. 142, II, 5. 
(72) REGATILLO: Institutiones Iuris Can., vol. I, n. 358, nota 2; EICHMANN: Manual de Derecho 


£el., trad. de T. G. PINAN, t. I, 8 54, I, 3.9. 
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tular o como ordinaria, en el sentido actual de la palabra. En el Dere- 
cho canónico, la sentencia más común admitió siempre, sobre todo desde: 
el Concilio Tridentino, una clase de jurisdicción concedida por ley, ia 
cual no integraba oficio alguno y que por esto se llamó delegada «a wre». 
Pero, modernamente, desde la promulgación del Codex, se ha plantea- 
do insistentemente el problema sobre la existencia de la delegación «a 
iure» en el mismo Código. Con ello no se pretende negar la posibilidad 
de la delegación «a iure», siquiera en cuanto a los efectos jurídicos, ni su 
rea] existencia fuera del Código, siempre que el Superior intente clara- 
mente conceder la jurisdicción mediante una ley sin anexionarla a un 
oficio eclesiástico, de tal manera que forme parte constitutiva de él. Así 
lo reconocen aun los autores que niegan la existencia actual de la dele- 
gación a iure en el Código. «Haec autem—dice RoBERTI—non prohibent 
quominus novis legibus aliae facultates concedantur, quae peculiariter 
tribuantur atque dicantur et sint delegatae a iure... Saepe quoque occu- 
rrunt iure particulari, v. g. pro confessariis, vicariis paroecialibus, etcé- 
tera (73). La razón es porque depende de la voluntad del Superior, tanto 
la concesión de la jurisdicción como el modo de concederla. Sin embargo, 
atendida solamente la naturaleza de Ja ley (can. 145), decimos que toda 
potestad de jurisdicción concedida por ley va por el mismo hecho uni- 
da y aun forma parte de un oficio que, si ya existía, se amplía más en 
virtud de la ley, y si no existía o la nueva facultad no es anexionable a 
él, por ser de naturaleza y finalidad d:stinta, se crea de nuevo. La volun- 
tad contraria del Superior por la que se concede mediante ley alguna ju- 
risdicción, mas sólo en forma de comisión personal, aunque universal y 
permanente, no se presume. Pero, si Certamente existiese dicha volun-- 
tad, debe admitirse su valor, al menos en cuanto a los efectos jurídicos, 
que serán los que normalmente “acompañan a la potestad delegada, no a 
la ordinaria (74). Decimos: al menos en cuanto a los efectos jurídicos, 
porque, realmente, aun en este caso, la jurisdicción, por su intrínseca 
naturaleza, creemos que es ordinaria, ya que la ley, al conferir la jurisdic- 
ción, crea ipso facto el oficio. 

Delimitado así el ámbito de la cuestión y fijado su propio sentido, 
tornemos al problema central que en esta última parte discutimos, la 
existencia de la delegación «a iure» dentro del mismo Código, no su exis- 
tencia o posibilidad en leyes posteriores, aunque las dos cuestiones pe- 
interfieren no pocas veces y algunos de los argumentos que se aducen. 


(73). ROBERTI: De processibus, vol. I, n. 449, TI, 5. 
(74) Cfr. L. RODRIGO: Praelectiones Theologico-Morales, n. 49, nota 13. 
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para resolver la primera cuestión de hecho rozan bastante y aun prejuzgan 
la cuestión abstracta de Derecho, una vez prefijadas las actuales nociones 
canónicas de potestad ordinaria y delegada. 

1. Sentencia afirmativa.—Después del Código, una gran mayoría 
de autores, siguiendo las huellas de los antiguos canonistas, defiende 'a 
pervivencia en el mismo Código de la delegación «a iure», aunque discre- 
pan entre sí al enumerar los casos de dicha delegación, así como también 
al buscar la fundamentación racional de su doctrina. 

La sentencia favorable a la admisión en el (Código de la delegación 
«a iure» se propone bajo dos formas : unos admiten, como posible o como 
necesaria, la delegación a iure, tanto a favor de los que poseen un oficio 
como de los que no lo poseen, nxentras que otros sólo la admiten respec- 
to de los que carecen de oficio. 

Los que conceden la delegación a iure a quienes poseen un oficio par- 
ten del concepto y ámbito propios de cada oficio, los cuales deben esta: 
en armonía y supeditarse al fin general propio de cada uno de los oficios. 
Todo aquello que no puede ordenarse al fin de cada oficio o no está de 
acuerdo con su propia naturaleza no puede formar parte de ese oficio y 
tiene que ser algo superpuesto, es decir, algo que más que inherente al ofi- 
cio va encomendado a la persona que posee el oficio, en otros términos, 
una facultad delegada que, si lo es por ley, como sucede con las facultades 
otorgadas por el Código, será delegada a iure. Los principales casos que 
se alegan de delegación a iure en esta primera forma son los siguientes : 
cánones 81 ; 83 ; 309, $ 4; 476, $ 6; 822, $ 4; 899, $ 3; 990, $ 1; 1.043- 
1.045; 1.245, $ 1; 1.368; 1.402, $ 1; 1.603, $2; 2.237. Ya queda indicado 
que los autores difieren algún tanto entre sí en la citación de los cano- 
nes, Entre los autores que defienden esta sentencia pueden citarse : 
WERNZ-VIDAL, MAROTO, REGATILLO, CAVIGIOLI, STOCCHIERO (75). 

Esta primera teoría adolece de dos defectos principales. El primero 
es la dificultad de conocer, precisar y coordinar la naturaleza, fn y ám- 
bito de cada oficio. Cierto que no podemos imaginar la existencia de un 
oficio monstruoso, con fines y medios contrarios entre sí. Pero podemos 
descubrir en cada oficio eclesiástico un fin suficientemente alto y genera: 
para comprender en él una gran variedad de facultades, es decir, de me- 
dios tendentes a la consecución del fín, sean estos medios principales o 
secundarios, sean exclusivos de ese oficio o comunes a varios y aun tal 


(75) WERNZ-VIDAL: Ius Canonicum, De personis, n. 366; MAROTO: Institutiones Turis Can., 
nn. 699, 10, y 705, B; REGATILLO: Institutiones I. C., vol. I, n. B58; CAVIGLIOLI: Manuale di Diritto 
can., p. 233; STOCCHIERO: De iurisdictione vicariorum paroecialium, *Ius Pontificium", XT (1934), 
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vez más propios de otro oficio. El hecho mismo de que el Código atribu- 
ya a un oficio o simplemente a una persona diversas facultades significa y 
prueba que esas facultades no son antagórkcas entre sí ni van contra el 
fin a que se ordena el oficio de que la persona está investida, sino que 
conducen a la mejor realización del fin. 


El segundo defecto de la teoría que ahora examinamos es más grave 
todavía. Consiste en suponer que entre las diversas leyes esparc.das en el 
Código que van modelando un mismo oficio, unas lo constituyen y otras 
no, como si unas fueran orgánicas y otras sólo complementarias o tran- 
sitorias. No es así, sino que las leyes canónicas tienen todas, jurídicamen- 
te, la misma categoría y el mismo valor. Todas cooperan a la formación 
del oficio, porque la estructura del oficio eclesiástico, salvo el derecho di- 
vino, depende de la ley canónica. Sólo habría de exceptuarse, al menos en 
cuanto a los efectos jurídicos, el caso en que la ley canónica claramente 
expresase que la facultad se concede con carácter de delegada. 

Los autores que admiten en el Código la deiegación «a iure» concedi- 
da a quienes poseen un oficio, con mayoría de razón la deben admit.r en 
los casos en que la jurisdicción se da a quienes carecen de oficio eclesids- 
tico. 

Hay otros autores que afirman la existencia en el Código de la dele- 
gación «a iure», pero en forma más restringida. Reconocen estos autores 
la debilidad de la posición anterior, o sea, la teoría que afirma existir en 
el Código la delegación a iure concedida a quien posee un oficio. Por esta 
causa juzgan que toda potestad concedida por el Código al titular de un 
oficio viene a formar parte del mismo oficio y, consiguientemente, es or- 
dinaria. Sostienen, por el contrario, que la potestad concedida por el Cé- 
digo a quien carece de oficio tiene que ser delegada «a ture», coincidien- 
do en este punto con los propugnadores de la primera sentenc.a. Los 
casos principales de delegación a iure que se citan en esta segunda hipó- 
tesis son los siguientes: cánones 209; 468, $ 2; 518, $ 1; 522; 523; 
881-883 ; 899, $ 3; 990, $ 2; 1.044; 1.045, 8 3; 2.247, 8 35 2.253, 1°; 
2.254, $$ 1, 3; 2.290. Son partidarios de esta última sentencia VER- 
MEERSCH, CORONATA, CAPPELLO, CLAEYS-SIMENON, VIDAL (76). 


Contra los que propugnan la existencia de la delegación «a iure» siem- 
pre que el Código concede una potestad jurisdiccional a quien carece de 
oficio, puede argumentarse partiendo de lo que ellos mismos admiten. Si 


(78) VERMEERSCH: Epitome Iuris Can., ed. 6, n. 314, 3; CORONATA: Institutiones I. C., ed. 3, 


n. 285, 2.9, 3.0; CAPPELLO: Summa Iuris Can., I, n. 254, 3, nota 3; C i 
: ^r ; 3 s ; 795 3; CLAEYS-SIMENON: Manuale 8 
Can., n. 354; WERNZ-VIDAL: Ius. Can., II, De personis, n. 366. pear 
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es cierto, según ellos reconocen, que las leyes canónicas dadas a favor de 
quien posee ya un oficio producen inmediatamente el efecto de ampliar y 
completar el oficio, anexionándole una nueva facultad, ¿por qué otra ley 
también canón:ca, impuesta a quien carecía de oficio, no ha de producir 
el mismo efecto, ya que, jurídicamente, lo mismo se requiere para ampliar 
un oficio que para crearlo de nuevo? La ampliación de un oficio no es 
otra cosa que una creac.ón parcial y superpuesta, Por tanto, dondequiera 
que haya una ley canónica otorgando establemente potestad de jurisdic- 
ción, allí aparece un oficio nuevo o la prolongación de otro ya existente. 
No es, pues, lógica la posición de quienes, adm:tiendo que toda potestad 
concedida por el Código a quienes poseen un oficio es ordinaria, niegan 
este mismo carácter a la jurisdicción otorgada por el Código a quienes 
carecían de oficio. Después veremos las razones directas que se oponen, 
en todo caso, a la existencia de la delegación «a wre» en el Código. 

2." Sentencia negativa.—Son ya varios los canonistas que se han 
declarado en contra de ia delegación «a ture» en el Código de Derecho 
Canónico, y algunos de ellos lo han hecho en estudios especiales, donde 
con toda ponderación se han examinado los argumentos en favor y en 
contra de la solución negativa (77). Nosotros nos adherimos a la opinión 
que niega la existenc:a de la delegación a jure en el Código, no sin haber 
pasado por un estado de perplejidad, en el que más de una vez nos sen- 
tíamos inclinados hacia la sentencia afirmativa y tradicional. Para que cl 
lector pueda juzgar por si mismo, damos a continuación, resumidos, los 
argumentos principales que los defensores de la sentencia negativa han 
ido elaborando y cuya fuerza nos parece mayor que la de los aducidos 
comünmente a favor de la permanencia en el Código de la delegación 
a ture. 

Primeramente, la evolución ya iniciada en el Derecho romano, en el 
que la delegación a iure o specialiter tributa fué poco a poco transfor- 
mándose hasta convertirse en juWsdicción ordinaria. La evolución se ha 
completado en el Derecho civil moderno, donde no sólo ha desaparecido 
la delegación a iure, sino que apenas queda rastro de la delegación ab 
homine. El Derecho canónico no ha podido avanzar hasta el mismo ex- 
tremo, porque su especial naturaleza y las gravísimas y urgentes necesi- 
dades espirituales a las que debe subvenir hacen necesaria la facultad de 
delegación. Por esto se mantiene la delegación ab homine. Pero la natu- 
ral evolución del instituto jurídico que estudíamos no es de extrañar que 


i tenci tiva, cita en favor de ella 
(77) ROBERTI, que es uno de los partidarios de la sentencia nega en 
fo. C., p. 418, nota 1) a los siguientes autores: STUTZ, HILLING, CLAEYS-SIMENON, CRISCI y BLAT. 
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se dejase sentir parcialmente en la redacción de nuestro Código, despren- 
diéndose de él la delegación «a ture», en favor de la cual no militan las 
razones o conveniencias que acabamos de apuntar y de la que apenas 
queda algún que otro levísimo vestigio literal. 

No puede desconocerse o rechazarse, sin más, la fuerza probatoria que 
tiene otro argumento deducido del silencio del Código respecto de la 
delegación «a “ure», y aun creo que este argumento no ha sido conve- 
nientemente desarrollado, por no haberse puesto de relieve las incon- 
gruencias a que este silencio llevaría, de admitirse la delegación a ture. 
Cierto que no es incumbencia del legislador dar definiciones y divisiones 
—]o cual se deja para los que profesan la ciencia juridica—, sin embargo, 
nuestro Código las da o sugiere con harta frecuencia, como aparece en 
esta misma materia de la potestad ordinaria y delegada (cáns. 196 ss.). Y 
por esto mismo es significativo que no se aluda siquiera a una cuestión 
tan debatida como lla distinción entre potestad a ture y ab homine. Lo 
más grave y sintomático es que no se menciona la potestad! delegada 
«a. iure» cuando debiera hacerse referecia a ella para que la prescripción 
canónica adquiera verdadero y pleno sentido. Así, por ejemplo, en el 
canon 200, $ 1, se dice que «la potestad de jurisdicción ordinaria y la 
delegada para todos los asuntos se ha de interpretar en sentido amplio, y 
cualquiera otra en sentido estricto». Según esto, de existir la delegación 
«a iure», siempre que Ésta no se diese para todos los asuntos habría de 
interpretarse estrictamente ; lo cual no parece justificado, porque la ley 
que concede una potestad delegada no contiene una excepción de otra ley, 
sino un privilegio praeter ius y favorable al bien común (cáns. 19, 66). 
En el 8 2 del mismo canon 200 se dice: «A quien afirma ser delegado, 
le incumbe e] deber de probar la delegación». Como aquí no se distingue 
entre delegación a iure y ab homine, esta prescripción debería aplicarse a 
ambas; pero se comprende que el deber de probar la delegación conce- 
dida por ley es superfluo, ya que la ignorancia de la ley generalmente no 
se presume (can. 16). Esto indica que el legislador no pensó en la existen- 
cia de la delegación «a iure». Más elocuente es todavia el silencio del ca- 
non 207, $ 1, respecto de la delegación a iure, En este canon se habla de 
la cesación de la potestad delegada, pero de tal forma que, o nada se dice 
de la cesación de la delegación a. iure, o, si a ella se aplican las palabras 
del Código, hay que dar a estas palabras un sentido del todo incongruen- 
te. Nueva prueba de que el Código ha prescindido ya de la delegación 
4 iure y sólo intenta referirse a la delegación ab homine. 
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El tercer argumento contra la delegación a iure se deduce del con- 
cepto mismo de oficio eclesiástico. Ateniéndonos al canon 145, puede 
afirmarse que cuando existe potestad de jurisdicción concedida por ley, 
o sea, en forma objetivamente estable, hay un oficio eclesiástico, sea pon- 
tificio, sea episcopal, y la potestad que integra dicho oficio es ordinaria ; 
lo cual equivale a decir que actualmente, según el Código, la llamada po- 
testad a ture es simplemente ordinaria, salvo declaración manifiesta de! 
Superior, en el sentido ya anteriormente explicado. El Código, en reali- 
dad, no hace nunca tal declaración, a pesar de que usa algunas fórmulas 
de significado ambiguo y que, literalmente interpretadas, podría parecer 
que envuelven una delegación a iure. Citamos tres casos. El primero há- 
llase en el canon 1.603, $ 2, en el que se d:ce que la Signatura Apostólica 
examina con potestad delegada las peticiones que, mediante libelos supli- 
catorios, hacen los litigantes al Padre Santo para que encomiende su 
causa a la Sagrada Rota. Sobre este canon ha observado ya el ¡lustre 
profesor ROBERTI (Í. c., n. 148, rr, 1) que en la facultad de examinar se 
comprenden varios actos, como los de recibir las peticiones, estudiarlas y 
redactar el voto, todas las cuales son facultades ordinarias. La decisión 
sobre admitir o no las peticiones está reservada al Romano Pontífice, 
quien la expide y comunica por medio de la Signatura, no en virtud de 
la prescripción canónica, sino de una comisión personal dada por el mís- 
mo Romano Pontífice en cada caso, o sea, con delegación ab homine 
que es el acto específico al que se refiere el canon. Esto ültimo es lo que 
Ocurre exactamente con los jueces sinodales (can. 1.574, 8 r). Juzgan, 
dice el Código, con potestad delegada por el Obispo, es decir, con po- 
testad dada para cada caso mediante unm acto particular del Obispo, lo 
cual no es más que una delegación ab homine. 

Donde parecería descubrirse un caso claro de delegación «a iure» es en 
el canon 309, $ 4, al hablar del sustituto temporal del Vicario y Prefecto 
Apostólico, cuando ni ellos mismos ni los Pro-v.carios designaron suce- 
sor para el tiempo de la vacante o del impedimento. Entonces el sucesor 
interino es designado a iure con el nombre de administrador, y desempe- 
fia este oficio el más antiguo en el Vicariato o Prefectura, o bien, si hay 
varios en la misma situación, el más antiguo en el sacerdocio. Este admi- 
nistrador interino, dice el canon citado, censetur delegatus a Sancta Sede, 
y añade el canon 310, $ 2, que goza de todas las facultades ordinarias y 
delegadas propias del Vicario o Prefecto, a excepción de las que se les 
hubiesen concedido en atención a sus cualidades personales. Bien exa- 
minado este caso y ateniéndonos a los conceptos más que a las palabras, 
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nos hallamos ante un ejemplo típico de potestad ordinaria vicaria aneja 
a un oficio y concedida por ley, que igualmente puede ejercer el Vicario 
que el Pro-vicario o el Administrador. Es el mismo caso del Vicario pa- 
rroquial llamado ecónomo. Y no obsta a lo dicho el que nuestro Código 
hable de Delegado de la Santa Sede. Esta cláusula no es sino un vestig*o 
meramente literal de la antigua legislación y doctrina canónicas, que en 
este caso ni produce particulares efectos ni camb:a concepto alguno. 

Con lo dicho damos cima a nuestro prolijo estudio sobre el concepto 
de potestad ordinaria y delegada, junto con nuestra modesta opinión 
acerca de las mültiples cuestiones que giran en torno de este fundamen- 
tal concepto, verdadero eje de todo e] sistema jurídico. Más que nuestra 
particular opinión interesará a los que lean, con algún detenimiento, €' 
presente trabajo, la acumulación y ordenación de tantos materiales his- 
tóricos, dispersos por las diversas épocas, los cuales quedan a disposi- 
ción de otros más diestros artífices de la ciencia jurídica, quienes podrán 
revisarlos o construir con los mismos teorías científicas más perfectas y 
aun tal vez distintas de las conclusiones a que nosotros hemos podido 
llegar. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


Catedrático de Derecho en la Universidad Pontificia de Salamanca. 


EOS 


EN EL SEGUNDO CENTENARIO 
DEL CONCORDATO ESPAÑOL DE 1753 


El día 11 de enero de 1753, el Cardenal Valenti, Secretario de Estado 
de Su Santidad, como plenipotenciario del Papa Benedicto XIV, y don 
Manuel Ventura Figueroa, Auditor de la Rota Romana, por Aragón, 
como plenipotenciario de Su Majestad D. Fernando VI, Rey de España, 
firmaban en el pontificio palacio del Quirinal un ¡Concordato cuya gé- 
nesis— iniciada realmente en 1735 (1)—había durado casi veinte años, y 
que, en verdad, podría considerarse como el único Concordato español 
del siglo XVIII. 

En efecto, el Concordato firmado en El Escorial el 17 de junio de 
1717 no llegó a ser ratificado por Felipe V, y no alcanzó, por consi- 
guiente, su plenitud jurídica. 

Por otra parte, aunque España llegó a concertar en 1737 otro Con- 
cordato con la Santa Sede. la cuestión más importante—la del preten- 
dido Patronato universal de la Corona española sobre los beneficios ecle- 
siásticos—quedó sin resolver, aplazada en virtud del artículo 23 del 
mismo pacto, hasta que personas deputadas por Su Santidad y por el 
Rey de España reconocieran las razones existentes en pro de cada una 
de las partes «para terminar amigablemente la controversia». 

Asi, el Concordato de 1737 apenas si lo fué en realidad. «El mal, 
como hace notar MENÉNDEZ PELAyo (2), estuvo en la inobservancia: 
y, sobre todo, en lo incompleto de la concordia, que era y parecia pro- 
visional.» 

Por esto puede decirse que en la accidentada historia de las relacio- 
nes entre la Iglesia y el Estado español durante el siglo xvi, el Con- 
cordato de 1753 es, en realidad, el único celebrado, ya que tanto ej 
de 1717 como el de 1737—inmaduro el uno; incompleto e incumplido el 
otro—no fueron más que una preparación del mismo. Más aún, el Con- 
cordato de 1753 puede considerarse como un acuerdo básico de nuestras 
relaciones concordatarias hasta los días de la República de 1931, ya que 


(1) Cfr. PORTILLO (E.): Estudios críticos de historia eclesiástica española durante la primera 
mitad del siglo XVIII, en “Razón y Fe”, XX (1908), p. 198. B 
(2) MENÉNDEZ PELAYO: Heterodoxos, VI, I, V (ed. C. S. I. C., t. V, p. 74). 5 
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en punto a la cuestión del Patronato quedó como subsidiario del cele- 
Prado en 1851 entre Su Santidad Pío IX y la Reina Isabel II (3). 

El Concordato del Quirinal constituyó, en verdad, un acontecimien- 
to de extraordinaria trascendencia. Como ha demostrado cumplidamente 
su excelente historiador, el P. SANCHEz DE LAMADRID (4), fué el Con- 
cordato derogatorio de las reservas pontificias en España. No fué el 
Concordato que otorgase el Patronato universal a la Corona española, co- 
mo han solido repetir los historiadores (5), pero sí el Concordato que 
amplió los derechos de Patronato de los Reyes de España; el Concor- 
dato que marca el punto culminante del regalismo espafiol y al mismo 
tiempo ef medio por el que se conjuró la ruptura de la Monarquía espa- 
ñola con Roma y el peligro, más o menos remoto, del cisma que se 
cernía sobre nuestro horizonte religioso. 

Bien merece, pues, que al cumplirse el segundo centenario de este 
trascendental acuerdo renovemos, siquiera de un modo sucinto, su me- 
moria, precisamente cuando el nuevo Estado español ha firmado con 1a 
Santa Sede un Concordato que, según la indiscutida autoridad del P. RE- 
GATILLO, «con toda razón puede proponerse casi como ideal», puesto que 
«en toda la historia de los Concordatos no hay ninguno comparable al 
nuestro; que el presente se lleva la palma entre hodos los Concordatos 
del mundo entero y de todos los tiempos» (6). 

No tratamos de hacer ahora una resumida historia del Concordato 
de 1753. La hizo definitivamente el malogrado P. SÁNCHEZ DE LAMADRID 
en el espléndido estudio citado, con el que vino a llenar por entero la 
laguna señalada agudamente por el P. PORTILLO (7). 

Nuestro propósito ha de ser, pues, de circunstancias. Recordar el 
acontecimiento mostrando los relieves que en sus luces o en sus con- 
trastes de sombra ofrecen actualidad. 


I. Un CONCORDATO DE PACIFICACIÓN 


Los Concordatos han entrado en el campo de las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado, por una doble vía. Por la vía dolorosa y fragosa de 
tos conflictos entre el Sacerdocio y el Imperio o por el sendero suave de 


(3) Cfr. SÁNCHEZ DE LA! i : übli i i 
Jo: A LAMADRID (R.): El Derecho público de la Iglesia católica, Granada, 1942, 
(4) SANCHEZ DE LAMADRID (R.): El Concordato es ) i 
4 3s afiol de 1758 se igina- 
tes de su negociación, Jerez de la Frontera, 1937. e C NAE 


(5) Así, últimamente, F. REGATILLO (E.): Sobre el nuevo C 
; 3. Es / QR oncor 
Estado español, en “Razón y Fe", 148 (1953), p. 118. A 


(6) F; REGATILLO (E.): Sobre el nuevo Concordato, cit 
E : , cit. pp. 127 y 193. 
(7) “La verdadera historia de la negociación, clave į i i áni 
E ERA : A principal, si no única, de una verd 
inteligencia está sin tratar”, PORTILLO (E.): Estudios críticos, cit. XX (1908), p. 195. herir 
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una previsora delimitación de actuaciones del Poder civil y del eclesiás- 
tico sobre los puntos de interés común a uno y a otro. : 

En el primer caso, los Concordatos han sido la celebración de un 
armisticio, han constituído verdaderas paces, después de un período de 
lucha, o más bien, de persecución. En la segunda hipótesis, los Concor- 
datos han sido la salvaguardia jurídica de una armonía político religiosa 
que se ha tratado de mantener inviolada. 

No es éste el momento de señalar si los Concordatos del segundo tipo 
han tenido alguna manifestación antes de la «nueva era» instaurada 
por Pío XI en la Europa surgida de la Paz de Versalles. 

Lo que interesa afirmar ahora es que el Concordato español de 1753 
fué un Concordato de pacificación ; un acuerdo que pretendía poner fin 
a una prolongada situación de violencia, surgida con la entronización 
de los Borbones en España y acentuada especialmente desde que en 1706 
Clemente XI se vió forzado, por las tropas imperiales, a reconocer como 
Rey de España al Archiduque Carlos de Austria (8). 

Rotas las relaciones con Roma por el motivo indicado y expulsado 
de España el Nuncio de Su Santidad, Monseñor Zondadari, aun hubie- 
ron de pasar algunos años, después de restablecida la paz en Europa 
por el Tratado de Utrech, hasta que España volviese a sus normales re- 
laciones con la Santa Sede; cosa que se logró, aunque muy fugazmente, 
por el Concordato de 17 de junio de 1717. 

Las reclamaciones contra las consecuencias de Utrech mezcladas con 
la ambiciosa posición de Alberoni ocasionaron al año siguiente un nue- 
va ruptura con Roma que pronto se compuso. En 1720 vino como 
Nuncio a Madrid Alejandro Aldovrandini, y la paz duró hasta que 
en 1736 la política de Isabel de Farnesio respecto a Italia ocasionó nue- 
vos choques y dió pretexto para cerrar una vez más la Nunciatura, des- 
terrar al representante de Su Santidad y prohibir la venida del nuevo 
Nuncio, Monseñor Valenti (9), el futuro firmante del Concordato de 1753. 

El Concordato de 1737, incompleto e incumplido, vino a restablecer 
en cierto modo la paz; pero, como certeramente señala MENÉNDEZ PE- 
LAYO, «todo estaba en el aire, mientras no se resolviera la cuestión del 
patronato», de manera que en verdad «con breves intervalos de quietud 
todo el reinado de Felipe V en sus dos períodos, fué de hostilidad más 


o menos descubierta contra Roma» (10). 


48) Cfr. nuestro trabajo “El Cardenal Belluga ante la ruptura de Felipe V con la Santa Sede 


en 1709, Madrid, 1952, p. 12 y ss. 
(9) Ofr. MONTALBÁN (F. J.): Historia de la Iglesia Católica, Madrid, 1941, B. A. (C., t. IV, 


p. 92 y ss. 
(10) MENÉNDEZ PELAYO: Heterodoz0s, VI, I, TV (ed. C. S. I. C.), t. V, pp. 68 y 67. 
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La precaria paz de 1737 no tuvo un logro más amplio y duradero 
sino por el ¡Concordato de 1753, que redactó el propio Benedicto XIV, 
como doctís.mo canonista. 

Las negociaciones dieron comienzo por la vía trazada en el Concor- 
dato de 1737, es decir, por el nombramiento de «personas que recono- 
ciesen amigablemente las razones de una y otra parte sobre la antigua 
controversia del pretendido Real Patronato universal, que quedó inde- 
cisa» (11). Mas hubo que rectificar inmed'atamente, pues «habiéndose 
reconocido, por la práctica, que no era éste el camino de llegar al de- 
seado fin, y que por los escritos y respuestas se estaba lejos de allanar 
las disputas, que antes bien se multiplicaban, suscitándose controver- 
sias que se creían olvidadas, en tanto extremo que se hubiera podido 
temer un infeliz rompimiento, pernicioso y fatal a una y otra parte ; -y 
habiendo tenido pruebas seguras de la piadosa propensión del ánimo 
del Rey Fernando VI... a un equitativo y justo temperamento sobre las 
diferencias promovidas y que se iban siempre aumentando, a lo que 
igualmente se hallaba propenso con pleno corazón el deseo de Su Bea- 
titud, ha creído Su Santidad que no debía malograr una ocasión tan 
favorable para establecer una concordia» (12). 

Concordato, pues, de pacificación; Concordato de lucha en el que 
la Iglesia tendría que ceder en no pocas cosas para salvar las funda- 
mentales, a fin de evitar ese «infeliz rompimiento, pernicioso y fatal a 
una y otra parte». - 

Contraste de luces y de sombras. Contraste con el nuevo Concordato 
español de 1953, surgido no después de un período de lucha, sino de 
sincera colaboración entre la Iglesia y el Estado durante dieciséis años. 

«La Santa Sede Apostólica y el Estado español—d:ce el preámbu- 
lo de 1953—, animados del deseo de asegurar una fecunda colaboración 
para el mayor bien de la vida religiosa y civil de la nación española, 
han determinado estipular un Concordato que, resumiendo los convenios 
anteriores y completándolos, constituya la norma que ha de regular las 
recíprocas relaciones de las altas partes contratantes, en conformidad 
con la Ley de Dios y la tradición católica de la nación española» (13). 

Pero contraste todavía más claro a la luz de las palabras del Men- 
saje del Jefe del Estado a las Cortes españolas, de 24 de octubre de 1953: 
«Preparado en ambiente de sosiego, durante un largo período de armo- 
nía, y con espíritu de plena sinceridad, estamos ante uno de los singu- 


;(11) 'Concordato de 1753, art. 2.o, 
(12) dem, art. 3,0, 


(13) Concordato de 27 de agosto de 1953. Preámbulo. 
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lares casos de la Historia en que un Concordato no presenta el carácter 
de un armisticio, ni de una componenda transaccional, ni de un estatuto 
de garantías mínimas. Nos hallamos ante un pacto que consagra una 
amistad firme y probada y que asegura una colaboración cordial en 
marcha» (14). 


IT. Er OBJETO Y LAS CAUSAS DE LA DISENSIÓN 


Si el Concordato de 1753 fué un tratado de paz, ello quiere decir que 
había una guerra a la que poner fin y unos motivos causantes de la 
. disensión. ¿Qué discutian la Iglesia y la Monarquía española? ¿Por 
qué había surgido la querella? Dicho de otra manera, importa señalar 
el objeto y las causas de las diferencias entre la Santa Sede y el Estado 
español. 

El objeto de la discusión nos lo dice claramente el propio Concor- 
dato: «habiendo sido graves las controversias sobre la nómina de los 
beneficios residenciales y simples que se hallan en los Reinos de las Es- 
pañas... y habiendo pretendido los Reyes católicos el derecho de la nó- 
mina en virtud del Patronato universal...» (15). ¡ El Patronato universal 1 
He aquí la fórmula que resumía los puntos de fricción entre España y 
la Santa Sede. La fórmula era relativamente reciente, ya que esta deno- 
minación específica no es anterior a 1730, pero el contenido tenía muy 
añosas raíces (16) y muy amplio contenido. 

Lo que se discutía era la libertad de la Iglesa en orden al nombra- 
miento de los beneficios eclesiásticos. 

El problema estaba planteado en torno a las reservas pontificias en 
la colación de los beneficios. Frente a las reservas pontificias los Reyes 
españoles habían utilizado el recurso del Patronato, en diversa medida, 
desde el día mismo en que se introdujeron en Castilla en virtud del Con- 
cordato de Constanza entre Martín V y Juan II, el año 1418. 

Este era el tema de la discusión ; las causas eran más complejas. 

¿Por qué se discutía entre la Monarquía española, que aspiraba a 
designar los candidatos que hubieran de ocupar los beneficios eclesiás- 
ticos, y la Santa Sede, que defendía la perfecta libertad en la colación 
de tales beneficios, eligiendo las personas que estimase oportuno, sin 
tener que aceptar las que le propusiesen los Reyes españoles ? 


(14) Mensaje del Jefe del Estado a las Cortes Españolas, en "Ecclesia", núm. 642 (31-X-55), 


Dp. $6, segunda col. 

(15) .oncordato de 1753 art. 6.9. 

(16) (fr. SANCHEZ DE LAMADRID (R.): El Concordato de 1753, cit. p. 37. La idea del Patronato, 
incluso universal, es muy anterior al siglo XVIII, según nota LAMADRID, citando por vía de ejem- 


plo la Crónica de Hernando del Pulgar; ibídem, p. 104. 
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Entendemos que la controversia obedecía a un doble motivo: en 
primer término porque los monarcas españoles suponían que con la 
práctica de las reservas pontificias se ocasionaba ciertos perjuicios, so- 
bre todo de carácter económico, al Estado, y, en segundo lugar, porque 
en la mente de los gobrenantes hispanos se iba acentuando un sentido 
de prepotencia política, de una supremacía del Estado sobre la Iglesia. 

La realidad de aquellos perjuicios despertaba un justo deseo de que 
se recortase los excesos que pudiera haber en la Curia Romana ; pero, 
al mismo tiempo, al regalisma creciente. se le ofrecía un bello pretexto 
para lograr la sumisión de la Iglesia a la Monarquía espafiola. 

Por eso, como hace notar MENÉNDEZ PELAYO (17), «antítesis de las 
reservas fueron las regalías», y segün advierte certeramente SÁNCHEZ 
DE LAMADRID (18), «como toda reacción, las regalías habían de llega: 
mucho más allá de lo que fueron las reservas; entre ambas, sin embar- 
go, mediará siempre una disparidad esencial, toda vez que si las reser- 
vas fueron, acaso, una centralización excesiva de la administración ecle- 
siástica. las regalías, con haber llegado mucho más en los excesos que 
imputaban a la Curia Romana, eran al mismo tiempo una intromisión 
en materias que, por su naturaleza, traspasaban el ámbito de la autori- 
dad real». 

La Santa Sede, en uso de su perfecta y legítima libertad, se había 
reservado desde siglos atrás y especialmente desde el Concordato de 
Constanza la colación de determinados beneficios, así como la imposi- 
ción de algunas cargas sobre las rentas del beneficio conferido, para 
el sostenimiento de los órganos centrales de la Iglesia, Sin embargo, al 
proveer estos beneficios en clérigos extranjeros se planteaba un cierto 
problema político, agravado con otros, disciplinares y económicos, si ei 
beneficiado no se ocupaba tanto de cumplir sus deberes pastorales como 
de percibir las rentas beneficiales. Por otra parte, a las veces la poca 
probidad de los curiales romanos y la ambición de los aspirantes a los 
beneficios reservados—colonia de pedigüefios establecida en Roma (19)— 
agravaban el problema. 

Asi se explica que «los abusos de un derecho nato, como eran las 
reservas eclesiásticas, habían de ceder el puesto a la usunpación de unos. 
supuestos derechos por parte de la autoridad civil» (20). 

(18) Bimcraz ne Lanapnin (t): PI Concordato Gepaol de Vax ei pone 
Memes cépancios do Denenieios estestaticas resuenan ot FOL oe eds ORE ET 
nar la Ciudad Eterna por una orden del Rey”. AE ERS rans AME E pum. 


página 93. 
(20). MONTALBÁN (F. J.): Ibídem, p. 92. 
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Pero la cuestión se explica todavía con más claridad si advertimos 
el tono de los memoriales, pedimentos, informes y demás representacio- 
nes elevadas a la Santa Sede, desde el escrito de Fray Domingo Pi- 
mentel y Don Juan Chumacero, presentado a Urbano VIII en 1633, hasta 
la Satisfacción histórico-canónico-legal, que en contestación a la Rimos- 
iranza de Benedicto XIV escribió en 1743 el Marqués de loq Lianos, 
pasando por el Pediniento de Macanaz, el Propwgnáculo del Ministro 
Patiño, los escritos dell Fiscal del Consejo de Castilla, don Bias Jover, 
o las Observaciones sobre e! Concordato de 1753, de Mayáns. En todos 
estos alegatos late un espíritu regalista cada vez más acentuado. 

Ello quiere decir que las ideas regalistas habían hecho un largo y 
aprovechado camino y, con las ideas, las realizaciones. MENÉNDEZ 
PeLayo (21) ha trazado un luminoso resumen de los antecedentes rega- 
listas en España desde los Reyes Católicos y su total maduración en 
ideas y en actuaciones durante el siglo xvni. Certeramente señala las 
diferencias de orientación y de alcance entre el regalismo de los Austrias 
y de los Borbones, tanto más dañino conforme se iba debilitando la 
mentalidad católica en nuestros gobernantes merced a los influjos ga- 
licanos (22). 

Esto nos ahorra señalar nuevamente los hitos del regalismo desde 
el sigio XVI al XVIII y el influjo decisivo que la doctrina tuvo sobre Ja 
práctica. Nos basta con recordar que, después de largas centurias de 
Monarquía católica, el futuro Cardenal BELLUGA, entonces Obispo de 
Cartagena, ponderando los progresos hechos por el regalismo, podía 
decir con toda verdad a Felipe V, en 1709: «ya es proverbio que no es 
buen Corregidor el que no está la mitad del año excomulgado» (23). 

En definitiva, la pretensión del Patronato universal era la fórmula 
elaborada no sólo para intentar remedio a ciertos perjuicios económicos 
o a la disciplina eclesiástica, como consecuencia de las reservas ponti- 
ficias—criterio que encontró cordial acogida por parte de Benedic- 
to XIV—, sino la expresión de supremacía del Estado sobre la Iglesia. 


Establezcamos ahora brevemente el contraste con el Concordato 
de 1953. 


(291) Heterodozos, VI, I, I-V (ed. C. S. I. C.), t. V, pp. 36-78. 

(22) Cfr. MARTÍN (1.): Contribución al estudio del regalismo en España. Un indice de las 
prácticas rcgalistas desde los visigodos hasta Felipe V. En REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓ- 
NICO, 6 (1951). 

(23) Memorial del Doctor don Luis Belluga, Obispo de Cartagena, al Rey Phelipo Quinto, so- 
bre las materias pendientes con la Corte de Roma, y expulsión del Nuncio de Su Santidad de tos 
iieynos de España, de 26 de noviembre de 1709 ¿sin lugar ni fecha de edición), p. 245. 
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¿ Qué se ha tratado en el nuevo Concordato español ? ¿ Por qué se ha 
llegado a este pacto? e : 

Ciertamente que un juicio bien fundado no podrá emitirse mientras 
no se tengan presentes «los documentos originales de su negociación», 
como hizo SANCHEZ DE LAMADRID con el Concordato de 1753. 

Sin embargo, no faltan elementos que puedan servir para orientarnos. 

El nuevo Concordato no se limita a un punto concreto. Es el más 
amplio de cuantos se han celebrado en toda la historia concordataria y 
está caracterizado por un espíritu de sincera colaboración entre la Iglesia 
y el Estado. Ds 

En la mayoría de sus artículos no hace sino incorporar las disposicio- 
nes del vigente Código de Derecho Canón:co, al mismo tiempo que con- 
tiene un número reducido de privilegios en favor del Estado español de 
los que no disfruta ningün otro país. 

Entre estos privilegios figuran, ciertamente, algunos relativos a ia 
provisión de beneficios eclesiásticos, que otorgan un muy limitado dere- 
cho de presentación ; pero que están a una distancia incalculable de la 
fórmuia del Patronato universal, tan cara a los negociadores del Concor- 
dato de 1753 y en gran parte conseguida en el mismo. 

¿Cuál ha sido el espíritu con que se negociaron los Convenios de 7 de 
junio de 1941 y de r6 de julio de 1946, incorporados al Concordato de 
1953 para regular la provisión de beneficios? Creemos sinceramente que 
con muy otro espíritu del que animó a los hombres de hace dos sigios. 

Faltaríamos, sin embargo, a la objetividad histórica si no recordáse- 
mos la campaña nacional de prensa que en el otoño de 1939 reclamaba 
para el nuevo Estado el Patronato de la Corona española (24) ; pero des- 


. (24) Sirva de ejemplo el artículo editorial publicado por el diario “ABC” de Madrid el 
27 de octubre de 1939, página 9, bajo el título de “Política católica”, al que pertenecen los pá- 
rráfos siguientes: 

“El Estado católico español necesita en su territorio la confianza de la Iglesia y la disciplina 
cfvil de los eclesiásticos; medios y garantías que le otorga el Concordato de 1851, el cual—des- 
truída la República y anulada toda su legislación—debe recobrar plenamente la vigencia. En él 
figuran las principales regalias de lai Corona, de un abolengo tan remoto que acredita en ellas 
€t titulo de suma autoridad, razón de su gran eficacia a través de los siglos y persistencia del 
criterio de la Sede romana en sus relaciones con la Monarquía española. El Patronato Real, que 
nene su origen en la protección con que los Reyes favorecían a la Iglesia, les daba el derecho 
de presentar sujetos idóneos para desempeñar los arzobispados y obispados, las prelacias secu- 
tares, las dignidades y prebendas en catedrales y colegiatas y otros beneficios. 

"Tuvo Pedro I el derecho de veto a las designaciones eclesiásticas; se les revalidó a los Re- 
yes Católicos el derecho de presentación, y con más amplitud, extendiéndolo a las Indias, se le 
revalidó también a Carlos I, “al rey católico de España que por el tiempo que fuere”. Lo sos- 
tuvo enérgicamente Felipe II, diciendo que la concordia con la Iglesia era “sin perjuicio ni me- 
noscabo de la autoridad regia, heredada de principes religiostsimos”. La recabó Felipe IV en toda 
su integridad, protestando contra ciertos abusos de la Curia romana, Se reprodujo la misma 
cuestión en el reinado de Fernando VI y la resolvió el Concordato de 1753, que obtuvo para la 
Corona el Patronato universal, de tal modo que al Papa le quedaron 52 cargos menores en los 
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de 1939 a 1953 son muchos los años transcurridos y muy diferentes las 
circunstancias. 


Así, pueden resultar suficientemente expresivas las afirmaciones del 
Jefe del Estado en su Mensaje a las Cortes: «Por otra parte, no hemos 
firmado para obtener nada distinto al bien espiritual de la nación ; los 
honores y prerrogativas que la Santa Sede nos dispensa son como un 
premio que proclama los singulares serv:cios realizados por el pueblo 
español en defensa de la Iglesia; son una ratificación expresa y solemne 
a la constante fidelidad y seculares esfuerzos llevados a cabo por los es- 
pañoles, egregiamente superados con ocasión de nuestra Cruzada de Li- 
heración. Favores y privilegios tan diferentes que hacen de España una 
de las naciones predilectas de la Iglesia, los agradecemos en cuanto valen 
como muestra de cariño y reconocimiento de buen servicio; pero huelga 
decir que, aun sin ellos, lo mismo seguiríamos sirviendo a la causa de la 
religión, porque los españoles de hoy, libres, por fortuna, de cualesquiera 
concupiscencias regalistas, nos movemos por estímulos más levanta- 


dos» (25). 


Labíldos, mientras que el Rey obtenía el derecho de proveer los 12.000 beneficios litigados en- 
tonces. Y, en fin, aparece la regalía en todos los Concordatos hasta el último, el de 1851. 

"Esto fué siempre, con mucha justificación y gran provecho de la Iglesia y del Estado, pero 
nunca con mayor necesidad ni con más justicia que en estas circunstancias.” 

(25) Mensaje, cit. en “Ecclesia”, núm. 642 (31-X-1953), p. 5, 2.2 col. 

No olvidemos que respetar íntegramente los derechos de la Iglesia es empresa dificilisima 
para los hombres de gobierno, aun los más sinceramente católicos y los más rectamente inten- 
cionados. Hay siempre como un peso de lo terreno que dificulta la realización de la ideal armonía 
entre la Iglesia y el Estado; no que sea imposible de realizar, pero sí que es muy difícil. Por 
£80 son más de estimar todas las realizaciones que se aproximen al ideal. 

JACQUES LECLERCQ, el eminente profesor de Lovaina. ha escrito a este propósito -unas páginas 
ienas de sentido real y humano, a las que pertenecen los siguientes párrafos: 

“Este sentido cristiano no es poseído por un gran número; es particularmente raro en los 
hombres de Estado. De tiempo en tiempo se ve un Rey Santo, y su reinado es celebrado en la 
Historia como el tiempo de una felicidad pública sin precedentes. El reinado de San Luis se ha 
impuesto de tal manera como un apogeo de la Monarquía francesa, que desde entonces fué un 
titulo de gloria para los Reyes franceses ser descendientes de San Luis. Pero no ha habido en 
trancia más que un San Luis en ocho siglos. Los santos son raros. Cuando los Jefes de Estado 
no son santos, no toleran que un poder contrabalancee el suyo. La tendencia natural de todo 
hombre que ejerce un poder es de ejercerlo sin control. 

"Así, la tendencia natural del hombre de Estado es encontrar abusivo que la Iglesia preten- 
úa dictarle una linea de conducta. 

"Los hombres de lo temporal... siempre tienen la impresión de que la Iglesia carece del sentido 
-de tas realidades cuando ella se inmiscuye en su terreno para dictarles la ley moral. 

"Todo esto explica por qué la Iglesia no ha obtenido casi nunca la completa independencia 
requerida para el ejercicio de gu misión. Los gobernantes cristianos no se han mostrado mucho 
más dispuestos que los otros. La tendencia de casi todos los Estados ha sido siempre la de 
«domesticar la Iglesia, y los honores que le han prestado han sido, generalmente, el precio de la 
sumisión que se ha exigido de ella. La historia cristiana está llena de luchas de la Iglesia contra 
los principes. Contra los principes católicos... Casi todos quieren servirse de la Iglesia para sus 
[ines temporales. Para dominarla, procuran convertirla en su país en una institución nactonal 
.que dependa lo menos posible de la Santa Sede. . 

"No hay, por decirlo ast, ninguno del cual obtenga el reconocimiento pleno y completo de su 
independencia, unido a la protección necesaria para el ejercicio tranquilo de su misión. 
^ »Y ast ocurrirá hasta el fin de los tiempos... No debemos, pues, esperar ver al mundo ente- 
samente cristiano; no debemos esperar 1 que un día todos los cristianos sean buenos crístianos. 
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III. OBJETIVO Y ALCANCE DEL CONCORDATO 


¿Qué se pretendía con el Concordato de 1753? Fundamentalmente, re- 
gular ia provisión de beneficios eclesiásticos resolviendo de un modo de- 
finitivo las graves controversias sobre el Patronato universal. Asi nos lo 
dice claramente en su artículo 6.° Pero a esta solución se quería llegar 
eliminando las reservas pontificias y los gravámenes económicos sobre las 
rentas beneficiales. 

Utilizando la fórmula del Patronato regio—no olvidemos la distin- 
ción entre el simple Patronato y el Patronato universal —, la Monarquía 
espafiola había logrado desde los días mismos del Concordato de Cons- 
tanza sustraer de las reservas pontificias la provisión de no pocos bene- 
ficios. 

Asi, Juan II obtuvo de Eugenio IV (1431-1447) el privilegio de pro- 
veer los maestrazgos de las Ordenes Militares, bulas confirmadas en 1489 
por Inocencio VIII. Este mismo Pontífice había concedido en 1456 a los 
Reyes Católicos el Patronato sobre las iglesias de Granada. En 1523, 
Adriano VI; en 1529, Clemente VII, y en 1536, Paulo III otorgaban 
a Carlos I el privilegio de proveer a los Arzobispados, Obispados, abadías 
y monasterios consistoriales. 

Por eso en el Concordato de 1753 podía escribir Benedicto XIV : «No 
habiendo habido controversia sobre la pertenencia a los Reyes católicos 
de las Espafias, del Real Patronato, o sea nómina a los Arzobispados, 
Obispados, monasterios v beneficios consistoriales... cuando vacan en los 
reinos de las Españas, hallándose apoyado su derecho en Bulas y privi- 
legios apostólicos... y no habiendo tampoco controversia sobre las nó- 
minas de los Reyes católicos a los Arzobispados, Obispados y beneficios. 
que vacan en los reinos de Granada y de las Indias, ni tampoco sobre 
la nómina de algunos otros beneficios: se declara deber quedar la Real 
Corona en su pacífica posesión de nombrar en el caso de las vacantes, 
como lo ha estado hasta aquí...» (26). 


No obstante todas estas concesiones, aún quedaban bastantes be- 
neficios reservados a la Sede Apostólica, y, sobre todo, quedaba el de- 
recho de imponer diversas cargas. Para eliminarlos se había pretendido: 
acudir a la fórmula del Patronato universal. 


La, Iglesia deberá combatir siempre para conseguir el reconocimient t 1 ò- 
conseguirá más que parcialmente. Solamente Es pequeño número papi dl patas ‘ton 
todas sus consecuencias.” LECLERCQ (J.): La vie du Christ dans son Eglise. 2.2 ed., París, 1947 
(trad. española: Cristo, su Iglesia y los cristianos, Bilbao, 1949, pp. 240” y ss.). ; 

(26) Art. 5.9 ? 
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«Con lo expuesto—dice SANCHEZ DE LAMADRID—queda ya de mani- 
fiesto que el problema que había en el (Concordato era el de las reservas. 
planteado en Constanza, afrontado abiertamente por los Reyes Católi- 
cos, más o menos latente bajo los Austrias, agravado sobremanera du: 
rante el reinado del primer Borbón. Desde el siglo xvi, sin embargo, 
los términos en que se plantea no varían ya sustancialmente ; no es el 
aspecto político el que preocupa en España, es el problema, más que 
nada, económico, si bien con derivaciones que alcanzan a la vida y a la 
disciplina eclesiástica espafiola» (27). 

Por eso, el certero historiador de este Concordato ha podido escribir 
con exactitud que había «llegado al convencimiento de que estamos en 
presencia, no del Concordato del Patronato universal, como se suele or- 
dinariamente afirmar, sino del Concordato derogatorio de las reservas en 
España». Dicho de una manera más completa: «Todo el contenido de! 
Concordato se puede resumir en esta fórmula: Abolición de las reservas 
apostólicas, así en la provisión de los beneficios (arts. 13-14) como en la 
percepción de los frutos beneficiales (arts. 15 y 17-21)» (28). 

«Este es—añade—el significado del Concordato de 1753: el querer 
ver en este tratado el Concordato del Patronato universal es quedarse 
en mitad del camino en el significado de la concordia entre Benedicto XIV 
v Fernando VI» (29). 

Visto todo ello y visto especialmente el extraordinario alcance de la 
renuncia pontificia a la imposición de gravámenes, nos atreveríamos a 
decir que nos hallamos, sobre todo, ante el Concordato eliminador de las 
cargas sobre los beneficios eclesiásticos. 

S: éste era el objetivo, conviene que examinemos, en definitiva, cómo 
llegó a lograrse y así determinaremos el alcance del Concordato de 1753. 

Según hace notar el P. SÁNCHEZ DE LAMADRID, en el texto del Con- 
cordato existen dos partes perfectamente definidas: la primera, fija los 
límites a que alcanza el convenio ; la segunda, establece los términos de! 
acuerdo mismo. 

En la primera parte se excluyen dos cuestiones fundamentales íntima- 
mente relacionadas con el Concordato, a saber: el Patronato universal y 
la reforma de la disciplina eclesiástica. Aquél porque se niega, ésta por- 
que se aplaza. 

Es interesante notar que el (Concordato niega el Patronato universal 
a la Corona espafíola, aunque tratadistas e historiadores vienen repitien- 


(27) SÁNCHEZ DE LAMADRID (R.): El Concordato español de 1753, cit. p. 108. 
(28) SÁNCHEZ DE LAMADRID (R.): El Concordato español de 1753, cit. pp. 20 y 134. 
(29) SÁNCHEZ DE LAMADRID (R.): El Concordato español de 1753, cit. p. 102. 
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do de ordinario que el Concordato lo reconoce (30). Empieza por negar- 
lo en el artículo 2.” cuando recuerda que en el (Concordato de 1737 «la 
antigua controversia del pretendido Patronato universal quedó indecisa». 
Lo niega decididamente cuando en el artículo 6.” afirma que en la pre- 
paración del Concordato, «habiendo sido graves las controversias sobre 
la nómina de los beneficios... que se hallan en los Reinos de las Españas, 
exceptuando... los... de Granada y de las Indias, y habiendo pretendido 
los Reyes católicos el derecho de la nómina en virtud del Patronato uni- 
versal, y no habiendo dejado de exponer la Santa Sede las razones que 
creía militaban por la libertad de los mismos beneficios... después de 
una larga disputa se ha abrazado finalmente de común consentimiento, el 
temperamento siguiente...» 

Se niega el Patronato universal por cuanto que la Santa Sede se re- 
serva la colación de 52 beneficios (art. 7.°) y continúan ciertas facultades 
colativas de Arzobispos, Obispos y coladores inferiores, así como los pa- 
tronos eclesiásticos (arts. 9. y 12) y las provisiones por oposición y Com- 
curso, aunque éstas no lo excluyan por entero (arts. 10 y 11). 

Finalmente, se niega dicho Patronato por cuanto que «Su Santidad, 
para concluir amigablemente todo lo restante de la gran controversia sor 
bre el Patronato universal, acuerda a la Majestad del Rey católico y a los 
Reyes sus sucesores perpetuamente el derecho universal» de nombramien. 
to y presentación (art. 13) y, además, en los derechos que tenía por 
razón de las reservas es subrogado por «la Majestad del Rey católico y 
Reyes sus sucesores, dándoles el derecho universal de presentar a dichos 
beneficios» (art. 14). 

Es decir, que, a nuestro juicio—completando en cierto modo el pen- 
samiento de SÁNCHEZ DE LAMADRID—, el Romano Pontífice hace una 
cesión todo lo amplia y universal que queramos imaginar, pero no reco- 
noce el título del Patronato universal invocado por los Monarcas. 

La segunda cuestión eliminada del Concordato es la reforma discipli- 
nar, Queda aplazada hasta que sean «propuestos los capítulos sobre que 
se debiere tomar la providencia necesaria», y es digno de notar el cariño 
que Benedicto XIV muestra a España en este punto del Concordato, 


el cual más parece una confidencia afectuosa que el texto de un acuer- 
do (31). 


(30) No asi MONTALBÁN (F. J.): Historia de la Iglesia, cit. t. IV, p. 97. 
(34) Dice, en efecto, el artículo 4.0: 
“Habiendo expuesto la Majestad del Rey Fernando VI a la Santidad de nue i 
stro Beatísimo Pa- 
dre la necesidad que hay en las Espafias de reformar en algunos puntos la disciplina del clero 
secular y regular, promete Su Santidad que, propuestos los capítulos sobre que se debiera tomar 
da providencia necesaria, no se dejará de ejecutar así, según lo establecido en los sagrados 
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En la segunda parte del Concordato se establecen los acuerdos con- 
cretos del mismo, encaminados a resolver el problema de los nombra- 
mientos beneficiales, eliminando las reservas pontificias, pero sin reco- 
nocer vigencia a la fórmula del Patronato universal. 


Esto se realiza respecto a los nombramientos : 


1.°- Reduciendo a 52 los beneficios reservados a la privativa y libre 
colación de la Santa Sede (32). 

2. Respetando la provisión hecha por los Arzobispos, Obispos y la 
presentación de los patronos eclesiásticos en las vacantes de los meses 
ordinarios (marzo, junio, septiembre y diciembre) (33). 

3. Concediendo a los Reyes de España un derecho universal de 
nombrar y presentar, exceptuando el derecho de presentación que se 
reservasen los fundadores de beneficios (34). 

4. Subrogando a los Reyes en los derechos que tenía la Santa Sede 
por razón de las reservas (35). 

5.2 Declarando que la Corona española continúe en la pacífica po- 
sesión de los nombramientos para los Arzobispados, Obispados, monas- 
terios v beneficios consistoriales de las Españas, así como de los reinos. 
de Granada y de las Indias, ya que sobre los mismos no había surgido 
controversia (36). 

Por otra parte, la eliminación de las reservas se lleva a cabo, en orden 
a la nercepción de frutos beneficiales, mediante las siguientes medidas: 

1.* Abolición de pensiones y exacción de cédulas bancarias «no 
sólo en la colación de los 52 beneficios reservados a la Santa Sede..., sino 
también en cualquiera otro caso» (37). 

2. Disposición de que «todos los expolios y frutos de las iglesias 
vacantes» se apliquen «a los usos píos que prescriben los sagrados cá- 
nones» y prohibición a toda persona eclesiástica de «la facultad de testar 
de los frutos y expolios de sus iglesias obispales, aún para usos píos» (38). 


cánones, en las constituciones apostólicas y en el Santo Concilio de Trento, y si esto sucediese, 
como Lo: desea sumamente, en tiempo de su pontificado, promete y se obliga, no obstante la 
multitud de otros negocios que le oprimen, y sin embargo también de su edad muy avanzada, 
a interponer para el feliz éxito todo aquella fatiga personal que, in minoribus, tantos años hi, 
interpuso en tiempo de sus predecesores en las resoluciones de las materias establecidas en la 
Bula Apostolici Ministerii, en la fundación de la Universidad de Cervera, en el establecimiento 
de la insigne Colegiata de San Ildefonso y en otros importantes negocios de los reinos de las: 
Españas.” 3 

(39) Arts. 7.9 y 8.* 

433) Arts. 9.9 y 12. 

(34) Art. 13. 

(85) Art. 14. 

(36) Art. 5.9 

(37). Art. 19. 

(38) Art. 20. 
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El Concordato especifica claramente que la concesión de los derechos 
de Patronato o facultad de nombramiento y presentación no entraña «ju- 
risdicción alguna eclesiástica sobre las iglesias... ni tampoco sobre las 
personas... debiendo así éstas como las otras a quienes fueren conferidos 
por la Santa Sede los 52 beneficios reservados, quedar sujetas a sus res- 
pectivos Ordinarios, sin poder pretender exención de su jurisdicción y 
salva siempre la suprema autoridad que el Pontífice Romano, como pas 
tor de la Iglesia universal, tiene sobre todas las iglesias y personas ecle- 
siásticas» (39). 

Por otra parte, la pérdida de ingresos que para el erario pontificio su- 
ponía la desaparición de las pensiones, cédulas bancarias, expolios y fru- 
tos de las iglesias vacantes, que «se empleaba por la mayor parte en los 
salarios y gratificaciones de los ministros que sirven a la Santa Sede en 
los negocios pertenecientes al gobierno universal de la Iglesia» (40), fué 
compensada por el Rey de España, obligándose a entregar en Roma 
1.143.333 escudos romanos (41) con esta finalidad, y poniendo «en Ma- 
drid a disposición de Su Santidad... 5.000 escudos anuales para la ma- 
nutención y subsistencia de los Nuncios apostólicos» (42). 

Tal es el esquema fundamental del Concordato de 1753, de tan labo- 
riosa y difícil gestación, 

Mucho hubo de ceder la Iglesia para no llegar al «infeliz rompimien- 
to, pernicioso y fatal para una y otra parte», que temía Benedicto XIV, 
tanto más doloroso cuanto que España significaba entonces la mitad de 
mundo cristiano. 

La elección de los candidatos para la ocupación de los beneficios con- 
sistoriales y la casi totalidad de los no consistoriales quedaba en manos 
de los monarcas españoles, en un momento en que, como afirma MENÉN- 
DEZ PELAYO, «el germen mortífero del siglo xvi... daba alguna señal de 
su existencia, ya en arranques regalistas, ya en alguna leve punta volte- 
riana. ya en la primera aparición de las sociedades secretas» y había 
de ofrecer todavía mayores peligros «en manos de los ministros de un 
Rey absoluto como Carlos III, contagiados todos, cual más, cual me- 
nos, ya de jansenismo, ya de volterianismo» (43). 

Conjuró, sin embargo, el peligro de una secesión religiosa. Por esc 
puede afirmarse que «con todo y a pesar de sus efectos... el Concordato 
de 1753 fué un acierto» (44). 


(39) Art. 16. 
(40) Art. 18. 
(41) Arts. 17, 19 y 9. 
(42) Art. 94. 
(43) MENENDEZ PELAYO: Heterodoros, VI, I, V YIM (Cd Gc SS IS Vets Vi 70 
N AVE T; ~ GOS. Teo V. t. V, pp- 0. 959). 
(44) SÁNCHEZ DE LAMADRID: El Concordato español de 1758, cit. p. 145. are ; 
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Por otra parte, no todo fueron concesiones al regalismo triunfante. 
Se negó el título del Patronato universal, siquiera en la práctica la con- 
cesión fué muy semejante ; pero, sobre todo, quedaba perfectamente sal- 
vaguardada, como no podía ser menos, la exclusiva potestad jurisdic- 
cional de la Iglesia. Hubo también una compensación económica. 

Gocémonos de que en 1953, a los dos siglos de andadura, la menta- 
lidad de los gobernantes españoles sea muy otra. Sin embargo, es muy 
posible que la obra descristianizadora acentuada a lo largo del siglo xvm 
no hava sido ineficaz en la deformación de la mentalidad católica de 
nuestro pueblo y que los gobernantes españoles de hoy mantengan una 
posición doctrinal y práctica mucho más elevada, más justa y más exacta 
que la del pueblo a que gobiernan. 

A nuestro juicio, el nuevo Concordato de 1953 está muy por encima 
de la mentalidad media del pueblo español en algunos puntos fundamen- 
tales del Derecho público eclesiástico. Piénsese, por ejemplo, en el re- 
conocimiento práctico y aun doctrinal del derecho docente de la Iglesia. 
Pero ios gobernantes espafioles han cumplido con su deber. Han hecho 
una afirmación valiente de catolicismo íntegro. Importa afirmar los prin- 
cipios y hemos de tener la esperanza de que esta postura sirva para 
formar una mentalidad auténticamente católica, como antaño la adop- 
ción reiterada y tenaz de actitudes anticristianas sirvió para deformarla. 


Isiporo MARTIN 
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OBLIGATORIEDAD DE LAS REGLAS 
EINZDOSCSSIGEGOSSEXIISY XII 


Existe en el Derecho de los religiosos una cuestión de subido inte- 
rés, a la que se ha venido prodigando cuidado especial y ha sido objeto 
de no pequeñas discusiones a través de los siglos. Nos referimos a la 
obligatoriedad que las Reglas y Constituciones de las Ordenes o Congre- 
gaciones religiosas imponen a sus afiliados. 

Después de las largas disputas que el tema ofreció a los escritores 
aun a los simples religiosos, la Santa Sede ha tenido a bien en este sigio 
zanjar autoritativamente para lo sucesivo la cuestión fundamental. El 28 
de junio de 1901, la Sagrada Congregación de Obispos y. Regulares or- 
denó que se anotase en las Constituciones que de suyo ellas no obligan 
bajo pecado (1). 

De esta manera poníase fin a las enojosas cuestiones ventiladas en 
en siglos anteriores. Pero, como nada añadía al Dicasterio romano sobre 
el carácter jurídico de estas legislaciones eclesiásticas que no poseen obli- 
gación moral estricta, continuaron y continúan los autores disputando 
sobre el mismo, proponiendo diversas soluciones para explicarlo 12). 

No es nuestra intención abarcar de nuevo el problema en todo su con- 
junto (3). Pretendemos únicamente, en nuestro estudio histórico-jurídico, 
ahondar en los orígenes de las discusiones, ciñéndonos por ahora a la 
cuestión básica de si las Reglas y Constituciones obligaban en los sí- 
glos xir y xiii bajo pecado mortal. 


I. PRIMERAS DISCUSIONES 


Anteriormente al siglo x1 no se registran disputas de interés sobre la 
naturaleza de las Reglas, ni explícita ni implícitamente indican ellas en. 


(1) Normae secundum quas Sacra Congregatio Episcoporum et negularium procedere sotet 
in approbandis novis institutis votorum simplicium, n. 320 (edición ge T. SCHAEFER, O. F. M. Cap.: 
De Religiosis ad normam Codicis Iuris Canonici, ed. 4 [Romae, 1947], p. 1.434). 

(2) Cfr. opiniones y bibliografía en G. MICHIELS, O. F. M. Cap.: Normae Generales Iuris Ca- 
nonici, vol. I, ed. 2 (Parisiis-Tornaci-Romae, 1949), pp. 314-319. Véase también I. B. PAS- 
CIAK, O. P.: De obedientia religiosa secundum D. Thomam et thomistas (Romae, 1945), pp. 39-59. 

(3) Recientemente lo ha llevado a cabo en su valiosa monografía C. MAZÓN, S. 1.: Las Reglas 
de los religiosos. Su obligación y naturaleza jurídica (Romae, 1940). Cfr. I. B. PASCIAK, O. P.: 
De obedientia religiosa. (Romae, 1945). 
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su redacción el género de obligaciones que imponían. Los comentaristas, 
por su parte, solícitos en la exposición de su contenido ascético, no se 
detuvieron en determinar la extensión moral y jurídica de sus prescrip- 
ciones (4). 

Pero a mediados del siglo x11 prodújose un profundo viraje en este 
sentido. El origen de la familia cisterciense, con las turbulencias y zo- 
zobras a que dió lugar antes que San Ruperto y algunos de sus súbditos 
fundasen el Monasterium Novum ; el canon del Concilio IV de Letrán 
(1215), por el que se prohibía redactar.nuevas Reglas monásticas ; la 
obligación que a veces imponían los Papas a monjes vagabundos de 
abrazar su propia Regla y aun otra que no habían profesado ; el carác- 
ter püblico que se concedía a estos documentos, en contraposición a! 
carácter privado que antes dominaba : se las reconocía solemnemente in- 
cluyendo el texto íntegro en la Bula de aprobación ; el espíritu batallador 
de la época, favorecido por el renacer de la Escolástica y su afición por 
discutir de todas las materias imaginables, máxime si, como en la pre- 
sente, se desprendían consecuencias de importancia, fueron razones más 
que suficientes para proponerse en toda su agudeza hasta dónde llega- 
ba la obligac:ón de cumplir las Reglas a los que las profesaban (5). 


A) Los MONJES DE CHARTRES 


A mediados del siglo xu y en la familia benedictina reinaban en este 
punto diversas opiniones. Comenzaron a preguntarse si todo cuanto 
contenía la Regla era precepto o no, dando a dicho término el significado 
de obligación grave. Caso de que la legislación contuviera también con- 
ejos, ¿qué expresiones indicaban aquéllos y cuáles éstos? (6). 
i= Las angustias de los monjes se acentuaban con la opinión, bastante 
extendida entonces, que juzgaba ser materia grave todo cuanto el Supe- 
rior ordenaba, basada en que el voto de obediencia incluía tales compro- 
misos. Hasta habían comenzado algunos a lamentarse de que se les im- 
ponían cosas imposibles de cumplir y a aterrorizarse por haber emitido 
dicho voto (7). 
~ Inquietos y preocupados por estos pareceres, los monjes de Chartres, 
ignorándolo el Abad, acudieron varias veces a SAN BERNARDO, a fin de 
Que les aclarase el problema que tanto les preocupaba Este fué el ori. 


(4) Para esclirecer el concepto que hasta el siglo XII 
DE ee wisn p S Al g se tenía de la obligatoriedad de las 


(5), Así 10 creemos con Mazon, l. c., pp. 184-189. 
(6) SAN BERNARDO, en su De praecepto et dis 
pensatione, deja traslucir tale 
religiosos de su liempo (Patrología Latina, 182, c. 12 n5 be 8.). a os oe 
(T) Ibid., c. 12, n. 30, col. 877 s.; c. 13, nn. 34- 34, cols. 878-880, 


A 
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gen dei celebérrimo libro De praecepto et dispensatione, tan consultado 
y tan copiado directa o indirectamente, explícita o implícitamente, en el 
siglo posterior por gran parte de los que trataron idéntico argumento (8). 

Es difícil determinar con exactitud el pensamiento de SAN BERNARDO, 
pues se halla muy diluído por toda la obra, y la sentencia que parece 
suscribir en una cláusula, la niega o, por lo menos la suaviza en otra. 

La primera pregunta que le hicieron los monjes, la fundamental y de 
la que dependían, a decir del Santo, las demás estaba formulada en los 
siguientes términos :; ¿ Todo cuanto contiene la Regla Benedictina es pre- 
cepto grave o sólo consejo o exhortación, que no obliga u obliga leve- 
mente? ; Existen, quizás, preceptos y consejos? 

A pregunta tan concreta responde el Doctor Melifluo que fa Regla 
de San Benito en sí es voluntaria, puesto que a ninguno se le impone 
y cada cual es libre de profesarla; pero una vez hecha la profesión, no es 
voluntaria, sino necesaria. Y prosigue: 


“Omnia proinde Sancti Benedicti instituta [excepto algunas cosas 
que obligan a todos: la caridad, la humildad...]... non profitentibus 
quidem monita tantum seu consilia censenda sunt nec gravant non 
observata; cum tamen profitentibus im praecepta, praevaricantibus in 
crimina fiant, sive (ut vestra vobis reddant) illis voluntaria vel factitia, 
istis necessaria et tamquam naturalia non immerito reputantur (9). 


De este texto parece colegirse que, para SAN BERNARDO, toda la Re- 
gla constituía obligación grave. Habíanle preguntado si era precepto 
(sobreentendiendo ciertamente sub gravi), y el Santo les responde afir- 
mativamente. A corroborarlo vienen las palabras que añade: «praevari- 
cantibus in crimina». 

No compartimos, sin embargo, esta opinión, pues en el opúsculo usa 
el término preceptum para indicar indistintamente obligaciones graves 7 
leves (10), y, aunque por el contexto parezca hablar aquí de aquéilas, en 
realidad no las menciona. Lo mismo cabe afirmar de la palabra crimen. 
La emplea muchas veces, indicando casi todas, o quizás todas, pecado 
mortal ; no obstante, en este primer pasaje no encierra tal significado, 
pues, de lo contrario, estaría en franca contradicción con todo el libro, 
en el que defiende enérgicamente que cada una de las transgresiones son 
culpa o pecado, pero no crimen; es decir: no siempre que se quebranta 


- 


8) S. BERNARDUS: De praecepto et dispensatione, en PL 182, cols. 859-894. 


ESO) Ibíd., c. 4, n. 2, col. 862. 
(10) Or., v. gr., C. 7, n. 15 s., col. 869 8.; €. 8, n. 17 S, col. 870 s.; c. 11, col. 875 ss. 
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algún mandato se comete pecado grave, sino únicamente cuando existe el 
desprecio (11). 

Dentro de la dificultad que encierra la interpretación del opúsculo res- 
pecto del punto que nos hemos propuesto solucionar, parece lo más ve- 
rosim.! que SAN BERNARDO admitía pecados graves sólo en las transgre- 
siones efectuadas por desprecio (12). 


B) SAN AELREDO 


Por aquel tiempo tampoco andaban de acuerdo los monjes de Irlanda. 
Había quienes propugnaban que en la Reg!a Benedictina debían distin- 
guirse bien dos partes: la sustancia de la profesión y lo que a ella se 
le añadía. 

La esencia está formada por todo aquello sin cuya observancia no 
puede alguien ser tenido por monje y con lo cual aun cuando le falten 
las demás cualidades, todavía se le puede dar con justicia ese nombre. 
En concreto la constituyen los tres votos que se han prometido en la 
profesión: estabilidad, conversión de costumbres, obediencia según la 
Regla. Todas las demás observancias son algo externo; la nutren y la 
ayudan. Entre ellas están el trabajo manual, las vigilias, el silencio... 
Si perteneciesen a la sustancia de la profesión religiosa, no podrían dis- 
pensarse un momento en ninguna circunstancia ; de otro modo, desapa- 
reciendo la esencia, se dejaría de ser monje ; siendo cierto que éstas pue- 
den ser dispensadas, segün lo da a entender el mismo Fundador, no pue- 
den tenerse como sustanaiales. Hay que tener presente, además, que 
sólo el voto de obediencia se profesa según la Regla Benedictina ; los 
otros dos, la estabilidad y la conversión de costumbres, se emiten im 
genere sin determinación a Regla alguna (13). 

Ante semejantes novedades opusiéronse decididamente los conserva- 
dores. San AELREDO, abad de Riedval (m, 1166), 
plo (14). 

Rechaza, indignado, la argumentación de los progresistas. Estos la 
fundamentaban en que los elementos esenciales no podían ser objeto de 
dispensa. Niega él tal principio y afirma que la stabilitas loci puede 


nos ofrece un ejem- 


(11) Cfr. c. 8, n. 17 S., col. 870 S.; €. 11, n. 25, s. 98, col. 875 SS.; €..12, n. 30, col. 877 s3 
€. 13, n. 39 s., col. 879 s. 

2) Cfr., por ejemplo, c. 12, n. 30, col. 878; e. 14, 
miento del Santo son muy importantes los capítulos 8 y 

43) Supone estas discusiones SAN AELREDO en su Spe 
col. 608 ss.). 

(14) En su obra Speculum Caritatis 
epistolam de monachorum Re 
cols. 608-613). 


n. 26, col. 876. Para conocer el pensa- 
18, cols. 870 s. y 878 ss. 
culum Caritatis, liber III, c. 35 JPL. 195, 


liene un capítulo titulado Disputatio contra cuiusdam 
gula et professione. Es el capítulo 35 del libro 111 (PL 195, 
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ser dispensada, como de hecho la dispensó el mismo San Benito des- 
pués de redactar la Regla y síguenla de continuo dispensando los Aba- 
des, a fin de que los monjes se trasladen no sólo de monasterio a mo- 
nasterio, sino de religión a religión. 

Podría objetársele que el Fundador prohibió el cambio de monasterio 
Sin permiso del superior. Es absurda, para él, esta interpretación, ya 
que en tales casos no podría hablarse de dispensa, sino de incumplimiento 
de la ley. 

Pero, aun concediendo que los tres votos constituyan la esencia de la 
profesión, no por sustraerse al beneficio de la relajación, antes bien por 
haberse comprometido únicamente ellos en la profesión, ¿cuál es el valor 
que se les debe dar ? Porque los tres, y no únicamente el de obediencia, se 
prometen según la Regla de San Benito. De estar en la verdad los defen- 
sores de la opinión contraria, sóio en la obediencia se distinguiría un 
canónigo de San Agustín de un benedictino, pues los otros dos e'emen- 
tos esenciales (la estabilidad y la conversión de costumbres) serían idén- 
ticos. 

Las cualidades que exige San Benito en la obediencia son las mismas 
que debió prescribir San Agustín a sus religiosos, las mismas que deben 
adornar la obediencia del clérigo para con el Obispo, del Obispo respec- 
to del Arzobispo y de éste para con el Papa, 

Si la obediencia de un benedictino se diversifica de otros que no lo 
‘son por el acatamiento a los preceptos de la Regla, hay que preguntarse 
de qué clase de preceptos se trata. Cuanto ella dice de la caridad, humil- 
dad y restantes virtudes no es propio suyo, pues no sólo el canónigo, 
todo cristiano debe poseerlas tal como quiso Cristo. La diversidad de 
preceptos en las diferentes legislaciones monásticas la constituyen sic 
vesci sic indui sic legere sic spallere sic corripere et corripi et cetera 
huiusmodi quae in. diversis Regulis diversa inveniuntur (15). 

Por consiguiente, si la obediencia, según la Regla de San Benito, 
pertenece a la sustancia de la profesión, consintiendo aquélla en el cum- 
plimiento de lo que ordenan las leyes, no puede afirmarse que observa 
la esencia de la profesión quien descuida estos preceptos. 

Admiiendo que lo específico de la Regla Bened'ctina no está consti- 
tuído por la obediencia, sino por la conversio morum, se obtiene la mis- 
ma consecuencia. Para ser propia de los seguidores del gran Patriarca 
de Occidente, debe concretizarse según la legislación del Fundador, y tal 
concretizacién no se encuentra en las virtudes, comunes a todas ias re- 


415) Ibid., col. 614. 
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ligiones, sino en aquellos elementos que son diferentes en la legislación, 
es decir, los que acaba de mencionar. 


II. CONTROVERSIAS EN EL SIGLO XII 


Las disputas que ligeramente hemos sefialado comenzaron a difun- 
dirse rápidamente por los monasterios, y va en el siglo x111 muchos de 
los doctores se propusieron resolverlas. 


A) TERMINOLOGÍA DE LAS REGLAS 


No poco contribuyó a sembrar oscuridades el mismo texto de las di- 
versas legislaciones existentes, a causa de los términos expresivos que 
a veces empleaban en algunas de sus prescripciones. 

Por otra parte, tanto los simples religiosos como los doctores, hacien- 
do suyo el modo de plantear el problema los monjes de Chartres, pre- 
guntábanse, en general, si la Regla o una determinada observancia cons- 
tituía precepto o no. Todos admitían sin distinción que el verdadero 
precepto obligaba sub gravi (16). Y de aquí tuvo origen, quizás, el la- 
mentab:e desvío de que para conocer si un determinado mandato era 
precepto recurriesen muchos exclusiva o cas: exclusivamente a las pala- 
bras de la legislación, a fin de encontrar en ella el verbo praecipio u otros 
similares, sin darse cuenta de las incongruencias inherentes a tal defecto. 
fundamental en el planteamiento del problema, ya que a la terminología: 
de siglos anteriores; por ejemplo, en la Regla de San Benito o de San 
Agustín, daban la significación que poseía en el siglo xim. 

Puestos en el resbaladizo terreno de que la transgresión de los pre- 
ceptos constituía pecado mortal, las mismas Reglas, según hemos dicho, 
con su fraseología vinieron a favorecer el confusionismo reinante. 


Ante todo, las dos más famosas de Occ:dente, tan extendidas en el si- 
glo xr, la llamada Regla de San Agustín y la de San Benito comen- 
zaban con cláusulas propicias a largas disensiones: «Haec sunt quae ub 


: (16) Abundan los testimonios. Véase, ¡por ejemplo, G. PEYRAUT, O. P.: Tractatus de profes- 
sione monachorum, pars I, c. 10 (edición de B. PEz: Thesaurus anecdotorum novissimus, vol. T 
(Augustae Vindelicorum, 1721), pars II, cols. 567-650), col. 604; QUATUOR MAGISTRI, O. F. M.: 
Expositio super Regulam Fratrum Minorum (edición de L. OLIGER, O. F. M., Romae, 1950, c. 2, 
P. 127); HUGO DE DIGNA, O. F. M.: Expositio Regulae Fratrum Minorum (edición de Speculum Mi- 
norum seu Firmamentum trium Ordinum, Venetiis, 1513), c. 2, fol. 33vb y, Sobre todo, fol. 35ra; 
BERNARDUS I, O. S. B.: Speculum Monachorum (Friburgi B, 1901), Pp. 97-106; S. THOMAS, 2-2,’ 
q. 186, à. 9; HUMBERTUS DE ROMANIS, O. P.: De vita regulari (edición de J. J. BERTHIER, O. P., 
2 vols. [Romae, 1888-1889], vol. I, pp. 62-65) 
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observetis praecipimus in monasterio constituti», rezaba la primera (17); 
«Obsculta, o fili, praecepta magistri», decía la segunda (18). .. t 

Fuera de ellas, la Regla Agustiniana carecía de frases enérgicas que 
dieran margen a considerar sus prescripciones como preceptos: ningün 
teneantur, ningún praecipio se encuentra en ella, y, sin embargo, según 
lo anotaremos después, también sobre ella se discutió largamente. ` 

La de San Benito, por el contrario, mucho más perfecta y extensa 
que la anterior, tiene más énfasis en sus expresiones: usa con alguna fre- 
cuencia las palabras praecipere, praeceptum (19), las cuales, aunque de 

suyo no revistan fuerza especial, tan equívocas eran en el siglo XII, 

También emplea los verbos iniungere (20), disponere (21), constitue- 
re (22) ,y el más enérgico, praesumere (23). 

La Charta Caritatis, importante dentro de su brevedad, entre otros 
conceptos, por haber sido la primera Regla cuyo texto apareció íntegro 
en la Bula de aprobación, en 1152 (24), también contenía algunas frases 
ambiguas en lo que a la obligatoriedad concierne, por la terminología 
que a veces empleaba (25). : 

Mayores inconvenientes poseía la de San Esteban de Muret (26), pues 
en bastantes ocasiones usaba el verbo praecipere (27) y otros verbos y 
frases vigorosas, como «omnino prohibemus, nullatenus accipiatis, nulla- 
tenus habeatis, omnino caveat...» (28). Puede asentarse como principio 
que, por lo que respecta a la s esta legislación es uná de las 
más enfáticas de las existentes en el siglo XIII. e NE 

Lo mismo cabe afirmar de la Regla de los Templar’os y de la Ita 


m a 

(17) Edición de D. DE BRUYNE, O. S. B.: La premiére Regle de Saint Benoit, en “Revue Bé- 
nédictine”, 42 (1930), 320. Pa 
. (48) Edición de C. BUTLER, O. S. B.: Sancti Benedicti Regula Monachorum uae Brisgo-^ 
viae, 1912), p. 1. Sas 

(19) Una veintena de veces. Cfr., v. gr., Regula Monachorum, c. 2, p. 12; c. 4, p. 23;:c. 1s 
p. 34; c. 21, p. 53; c. 23, p. 55; c. 51, p. 89; c. 54, p. 95; c. 62, p. 108; c. 65, p. 116. 


(20) Id, €. 7, p- 35; c. 34, p. 63; c. 47, p. 82. s 4 
(21) Id., c. 65, p. 115. z 
(22) Id, c. 70, p. 420. ; s, 
(23) TU co 3: p.19; v 20, P 53-«7386; o €: 01,,:68; 6:25, pe 04) es T. DX TES ERAN 
ps: c. 47, p: 83; C. 01, p.'89. 5 


(24) Fué solemnemente aprobada por Eugenio III en su Sacrosancta Romana Ecclesia? 
1 de agosto 1152. Hemos consultado la edición de MIGNE, PL 166, cols. 1. 377-1.384. . . 

(25) Charta Caritatis, c. 1, n. 3, col. 1.379; c. 2, n. 65-601; 1:379 9.5 6:95, 1. 29/7 COT. ta 
€. 5, n.. 28, col. 1.384. ; ^ 

(26) Fué aprobada por varios Papas, sobre todo por Clemente HI en 1188. Citamos 18 
edición de MIGNE, PL 204, cols. 1.135-1.162. riti 


(27) Por ejemplo, Regula, c. 91, col. 1.150; c. 33, col. 1.151; 
€: en. col. 1.158; c. 61, col. 1.160; c. 65, col. 1.162, etc. 
(28) Regula, €. 4, col. 1.140 s.; C. 6, col. 1.442 s.; c. 9, col. 1.143; C. 15, col, 1,146; ETE 


c. 43, col. 1.153; c. 46, col 14545 


col. 1:148; €. 20, col: 1.147; c; 22, col. 1.148; c. 28, col. 1.149; e. 32, col. 1.150; €. 39,. col. 1,159, 
€. 40, col. 1.153... : 3r ERES 
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mada Ordo Sancti Spiritus in Saxia (29), por sus verbos praesumere (30), 
praec pere (31) y por expresiones tales como omnino prohibemus, eadem 
regula indeclinabiliter observetur, omnino contradicimus, nolumus ut 
omnino, vitamus igitur et audacter contradicimus... (32). 

Otras Reglas, por el contrario, v, gr., la de los Trinitarios (33) y 
Carme'itas (34), no ofrecían especial dificultad, pues sus prescripciones 
estaban ordenadas bajo cíáusulas y verbos muy suaves: en general, los 
simples presentes de subjuntivo (35). 

Mención especial merecen la legislación de las dos nuevas y poten- 
tes fam‘lias religiosas: los dominicos y los franciscanos. 

Para cuando Santo Domingo y sus seguidores pretendieron redac- 
tar Sus estatutos y concretar su ideal en términos legislativos, el Con- 
cilio [V de Letrán (1215) había promulgado el célebre canon por el que 
prohibía fundar nuevos institutos religiosos y, caso de hacerlo con licen. 


(29) La primera fué compuesta por SAN BERNARDO. Citamos la edición de HOLSTENIUS-BROCKIE: 
Codex Regularum Monasticarum et Canonicarum, vol. II (Augustae Vindelicorum, 1759), pp. 429- 
440. La fundación de la Orden del Espíritu Santo se atribuye a Inocencio III. Bástenos saber, 
para el presente estudio, que pertenece a su época. 4Cfr. Observatio critica, de MIGNE, PL 217, 
cols. 1.129-1.136.) Para su Regla usamos la edición de MIGNE, PL 217, cols. 1.129-4.156. 


(30) Regula Templariorum, n. 35, p. 436; n. 46, p. 437; n. 6, p. 433; n. 20, p. 435; nn. 27. 94, 
D. 436; nn. 41. 44, p. 437... Regula Ord. S. Spiritus, c. 6, col. 1.140; c. 17, col. 1.142; c. 3H, 
€Ol. 1.144; c. 62, col. 1.148; c. 91, col. 1.153... 


(34) Regula Templariorum, nn. 4. 7, p. 433; n. 14, p. 434; n. 21, p. 435; nn. 36. 44, p. 437; 
nn. 47, 49. 53, p. 438... Regula Ord. S. Spiritus, c. 37, col. 1.145; c. 38, col. 1.145; c. $3, col. 1447; 
£. 74, col. 1.150... 


(32) Regula Templariorum, n. 3, p. 438; n. 17, p. 434; n. 98, S., p. 436; nn. 37. 42, p. 437. 
Regula Ord. S. Spiritus, c. 15, col. 1.141; c. 69, col. 1.149; c. 79, col. 1.150... 


(33) Sus rundadores son San Juan de Mata y San Félix de Valois. Inocencio III aprobó sus 
planes en 1198 en su Operante divinae dispositionis. Hemos consultado para su Regla la edición 
de HOLSTENIUS-BROCKIE: Codex Regularum Monasticarum et Canonicarum, vol. III (Augustae Vin- 
dielicorum, 1759), pp. 1-11. 


(34) Su autor es San Alberto Avogadro. La escribió entre 1207 y 1210, más probablemente 
en 1209, siendo aprobada por Honorio III en 1226 y confirmada por Inocencio IV en 1247, des- 
pués de haber introducido algunas mutaciones. Véase el estudio de AMBROSIO DE SANTA TERESA, 
O. C. D.: Untersuchungen úber Verfasser, Abfassungszeit, Quellen und Bestätigung der Karme- 
titer-Regel, en “Ephemerides Carmeliticae”, 2 (1948), 17-49. La Regla primitiva (1907-1910) ci- 
tamos según la edición de G. WESSELS, O. Carm.: Regula Primitiva O. N. el mutationes Inno- 
centii IV, en “Analecta Ordinis Carmelitarum", 3 (1914-16), 919-993. Para la Albertino-Inocenciana 
‘aos servimos de la publicada por M.-H. LAURENT, O. P.: La Lettre “Quae honorem Conditoris” 
[4er octobre 1247), en “Ephemerides Carmeliticae”, 2 (1948), 5-16. 


(35). Regula Urd. SS. Trinitatis, n. 3 SS., p. 3; n. 7 s3. 17, p. 4; n. 9t, p. 5; n. 24, p. 5; n. 34, 
P. 6; NN. 39-42, p. 7... Regla de los carmelitas: Reg. Primas ec) 4, 10,417 14; pp. 214, 915, 216, 247, 
"eespectivamente; Reg. Alb.-Inoc., pp. 12, 13, 44 y 15, respectivamente. Alguna mayor expresivi- 
dad poseía la Regla de la Orden de Malta, aunque, en general, empleaba también el simple 
presente de subjuntivo. (Cfr., v. BT., Regula, n. 13, p. 446; n. 17, p. 446.) Con todo, en dos 
"ocasiones reviste carácter solemne: "Quoniam etiam valde necessarium est... praecipimus, prae- 
cipiendo mandamus... ut... triginta diebus missa pro eius anima cantetur" Dn. 24, p. 447); "Et 
haec omnia, ut supra diximus, ez parte Dei Omnipotentis, Beatae Virginis Mariae et Sancti 
Joannis Baptistae et Pauperum, praecipimus et ex imperio imponimus ut cum summo studio ita 
er omnia teneantur" (n. 95, p. 447). Hemos consultado la edición de HOLSTENIUS-BROCKIE: Coder 
Regularwm, vol. TI (Augustae Vindelicorum, 1759), pp. 441-449, 
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cia de la Santa Sede, redactar nuevas Reglas; deberían escoger en tales 
circunstancias una de las ya existentes (36). 

Santo Domingo tuvo que someterse a tales normas y eligió la de San 
Agustin por fundamento jurídico de su Orden, como requisito formal 
para su aprobación canónica por parte de la Curia Romana. Lo quc 
examinaremos no será, pues, la Regla, sino las Constituciones de los 
dominicos; es decir, lo que para ellos era ley fundamental v constituía 
el distintivo que los diferenciaba de los demás religiosos que vivían bajo 
la autoridad del gran doctor de la Iglesia. 

Mucho se ha disputado sobre ellas. Soslayando cuestiones que no se 
refieren al presente estudio, bástenos saber tan sólo que la redacción 
primitiva se hizo a más tardar en 1228. Que la primera redacción con. 
servada hasta nuestros días sea obra del mismo Fundador o refundición 
hecha entre 1222 y 1228, poco importa en nuestro caso. Es cierto que 
el Santo, directa o indirectamente, habla por ella, pues no es creíbie 
que muy pocos años después de su muerte se h cieran cambios sustan- 
ciales en el texto, tanto más cuanto que entre éste y el de la segunda 
redacción, hecha por el gran canonista Raimundo de Peñafort, son de 
escaso valor las divergencias respecto a la terminología, a pesar de 
mediar once afios entre ambos documentos (37). 

Las Constituciones se dividen en dos grandes distinciones o partes, 
cada una de las cuales se subdivide en números o capítulos. Abundan 
en verbos en su forma pas va, restando así vigor a la prescripción. El 
término teneri, estar obligado, que en la Regla Franciscana obliga sub 
gravi, no es frecuente; de no equivocarnos lo aduce sólo en seis oca- 
siones, la mayoría de las cuales se relaciona con materia importante: 
muerto el Superior provincia!, su sucesor está obligado (teneatur) a 
convocar cuanto antes a los que tienen voz activa para elegir otro (38) ; 
muerto o destituído el Maestro general, los Provinciales tienen plena 


(86) Ne nimia. MANSI: Sacrorum Conciliorum nova et amplissima collectio, vol. 22 (Vene- 
ais, 1778), C. 13, col. 1.002. 

(37) Citamos las Constituciones primitivas según la edición de H. DENIFLE, O. P.: Die Cons- 
ditutionen des Prediger-Ordens vom Jahre 1228, en “Archiv für Literatur und Kirchengesch'chte 
des Mittelalters”, 1 (1885), 165-227. Para las de Raimundo de Pefiafort usamos la de R. CREY- 
TENS, O. P.: Les Constitutions des Frères Prêcheurs dans la rédaction de S. Raymond de Peña- 
fort (1241), en “Archivum Fratrum Praedicatorum", 18 (1948), 5-68. En las notas siguientes, la 
primera cita se reflere a las Constituciones de 1228; la segunda, que va entre paréntesis, indi- 
cando los nümeros y páginas respectivamente, a las de Raimundo; las Distinctiones o partes 
3e corresponden en las dos recens!ones. Escribió Raimundo sus Constituciones en 1239; pero 
como, según la legislación dominicana, una nueva ordenación debía ser aprobada por ires 
Capítulos generales consecutivos para comenzar a obligar, tuvo fuerza de ley en 1241. Los Ca- 
pítulos generales que las aprobaron fueron los de París (1239), Bolonia (1240) y París (1241). 
{Acta Capitulorum Generalium Ordinis Praedicatorum, en Monumenta Ordinis Fratrum Praedi- 
.eatorum Historica, vol. III, pp. 11, 13, 18.) ` 

(38) Dist. II, n. 15, p. 217 s. (3, 50). 
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potestad sobre sus súbditos, quienes están obligados a obedeceries (39) z 
cuando muere el Superior general, los conventos de París y Bolonia 
deben comunicarlo a las restantes provincias de la Orden (40) ; en la 
provincia en que se celebre (Capítulo general no están los religiosos 
obligados a tener Capítulo provincial (41); la provincia que envíe a Sus 
hijos ai Studium Generale debe proveerles, a lo menos, de tres libros. 
de Teología (42). 

Se encuentran también frases vigorosas regidas por los verbos prae- 
sumere y audere (43) u otras expresiones (44) ; pero, sobre todo, resalta 
la energía del término praecipere, acompañado varias veces con pena 
de excomunión a los contraventores de tales prescripciones (45). 

San Francisco, habiendo compuesto su Regla primitiva en 1209- 
1210, antes de las decisiones del IV Concilio de Letrán que poco ha 
señalábamos, pudo redactar, aunque con la oposición de algunos altos 
dignatarios eclesiásticos, que creían no poder soportar las fuerzas hu- 
manas la vida minorítica, una nueva Regla, sin tener en cuenta las 
existentes hasta entonces. 

Compuesta en gran parte de textos evangélicos, fué aprobada de 
viva voz por Inocencio III. Ante las nuevas necesidades de la inci- 
piente familia, en 1221 fué sustituída por otra mucho más amplia, pero 
que no consiguió la aprobación pontificia. Finalmente, con la ayuda 
del futuro Gregorio IX y de otros excelentes juristas redactó el Patriar- 
ca de Asís su Regla definitiva, que fué aprobada solemnemente el 29. 
de noviembre de 1223 por Honorio III con la Bula Solet annuere (46). 


(39) Ia., n. 9, p. 215 (4, 52). 

(40) | Id;, n. 13, p. 917 (4, 54. s.). 

(41) Td., n. 12, p. 216 s. (8, 59). 

(42) Id., n. 98, p. 223 (14, 66). , 

(43) Dist. I, n. 8, p. 199 (5, 35); íd., n. 23, p. 210 (18, 46); Dist. II, n. 6, p. 214 (8, 59); dd... 
n. 9, p. 215 (4, 53); td., n. 10, p. 216 (4, 59); id., n. 14, p. $17 (8, 58 s.); íd., n. 27, p. 999. (1, 49). 

(44) Por ejemplo: “Isti autem diffinitores plenariam habeant potestatem super excessum 
magistri Ordinis corrigendum..., et ipsorum sententia tam in his quam in aliis inviolabiliter- 
observetur, ita quod ab ipsorum sententia a nemine liceat appellari. Et si appellatum fuerit, 
Irivola et nulla apellatio habeatur. Appellationes enim fieri in nostro Ordine sub interminatione: 
anathematis penitus prohibemus" (Dist. II, n. 8, p. 214 [8, 57]); "Statuimus autem et in virtute 
Spiritus Sancti et obedientiae et sub interminátione anathematis districte prohibemus ne priores. 
provinciales fratribus diffinitoribus aut fratres diffinitores prioribus provincialibus per suas 
diffinitiones praeiudicium aliquod audeant generare" (Dist. 11, n. 6, p. 214 [8, 59]). La redac-- 
ción de Raimundo ofrece algunas variantes, pero de ningün interés para el objeto del presente 
estudio. 

(45) Dist. II, n. 10, p. 916 (4, 59); íd., n. 11, p. 216 (4, 53); éd., n. 9, p. 215 (4, 53); íd., n. 44,: 
p. 947 (8, 58 s.). ^^ 

(46), Sobre la formación de las Reglas de San Fràncisco, véanse los ültimos estudios con su- 
«bibliografía: D. MANDIC’, O. F. M.: De Legislatione antigua Ordinis Fratrum Minorum (Mostar,.: 
1924); BENEDIKT ZÓLLIG [A BERG], O. F. M. Cap.: Die Beziehungen des Kardinals Hugolino zum; 
heil.: Franziskus und zu seinem I Orden (Münster i. W. [S. a.]); A. QUAGLIA, O. F. M.: L'origina- 
lita della Regola Francescana (Sassoferrato, 1943); ID.: Origine e sviluppo della Regola Fran=: 
cescana (Napoli, 1948). Sobre estas dos últimas obras cfr. la crítica de M. BHL, O. F. M., em. 
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Su contenido, doce breves capítulos, puede dividirse en preceptos, 
exhortaciones a obrar el bien, amonestaciones para evitar el mal y liber- 
tades. Sólo nos interesan directamente los primeros, pues las otras tres 
categorías de cláusulas es claro que no se dirigían a imponer estrictas 
obligaciones en conciencia. 

Su terminología es en general bastante expresiva y vigorosa, con- 
tribuyendo a ello el uso de la primera persona del singular al mandar 
alguna observancia, distinguiéndose en esto de otras muchas legisla- 
ciones de aquel tiempo; pero la fuente principal del énfasis que a veces 
tiene son las palabras de refuerzo que acompañan a algunos de sus man- 
datos o prohibiciones. Emplea en algunas ocasiones los verbos teneri, 
estar obligado (47), y praecipere (48). Abunda en simples presentes de 
subjuntivo, aun cuando, segün veremos después, incluían algunos en 
sus prescripciones obligaciones graves (49). 

A acrecentar las perplejidades que de suyo promanaban en el si- 
glo xii de la terminología de las diferentes Reglas, contribuía también 
el hecho de que en algunas legislaciones, al comienzo o al final, se 
encontraban frases que daban a entender que todo cuanto ordenaban 
constituía precepto. Las Reglas Benedictina y Agustiniana nos ofrecen 
algunos ejemplos. Y no son los únicos; queremos llamar la atención 
solamente sobre otro caso, por presentar especial interés para nosotros, 
una vez que sabemos con certeza hasta dónde llegaba la obligación en 
conciencia de sus prescripciones. 

El gran canonista Hugolino, más tarde Gregorio IX, compuso en 
1218-1219 una Regla para las religiosas que vivían en el monasterio de 
San Damián (en Asís) y para cuantos deseasen seguir su tenor de vida 
(las clarisas) (50). 


"Archivum Franciscanum Historicum", 39 (1946), 287-305. Citamos la Regla bulada y el 
Testamento de San Francisco según la edición crítica Opuscula Sancti Patris Francisci Assisien- 
sis (Quaracchi, 1949). K. ESSER, O. F. M., ofrece una edición del Testamento con más aparato: 
critico en su obra Das Testament des Heiligen Franziskus von Assisi (Múnster-Westfalen, 1949), 
pp. 37-47. Para comodidad de nuestros lectores lo citaremos segün los Opuscula, pues el nuevo 
texto no contiene ninguna variante que interese a este trabajo. 

(47) Regula, c. 1, p. 63; c. 3, p. 66; c. 7, p. 69; c. 8, p. 70 s. Cfr. Testamentum S. Francis- 
ei, p. 81 s. 

(48) Regula, c. 4, p. 67; c. 10, p. 72; c. 11, p. 73. Cfr. Testamentum, pp. 80 y 82. 

(49) Por ejemplo: mittant, examinent, dicant, faciant, ieiunent, non predicent... Véase c. 9, 
POG p: 08; Cc. 6, P- 085 €. 7, p«.69. 3-5 6. 10; D. 01418: 0.12, p: 74. ; 

. (50) Usamos el texto ofrecido por Gregorio IX en su Bula Cum omnis vera religio, 24 
mayo 1239 (Bullarium Franciscanum, vol. I, pp. 263b-267b). Inocencio IV la reproduce, impo- | 
niéndola a todas las clarisas, en su Solet annuere, 13 noviembre 1245 (Bull. Franc., vol, 1,” 
pp. 394b-399b). Esta Regla fué admitida por San Francisco, según lo afirma el mismo Gre- 
gorio IX, Angelis gaudium, 11 mayo 1238 (Bull. Franc., vol. I, p. 243a). Sobre las diversas 
Reglas de las clarisas compuestas en el siglo xim véase el amplio estudio de L. OLIGER, e. Bu Mes 
De origine Regularum Ordinis Sanctae Clarae, en “Archivum Franciscanum Historicum”, - &- 


(1912), 181-209, 413-447. 
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En general, no poseen sus expresiones fuerza notable, No aparece 
el verbo teneri con el sign-ficado de estar obligado, aun cuando esto no 
tenga importancia, supuesto que por algunas Bulas pontificias consta 
ciertamente que las clarisas tenebantur a observar algunas presa 
nes y aun toda la legislación (51). En varias ocasiones aduce ios térmi- 
nos cavere, acompañado del adverbio stud.osissime (52), y praesume- 
ra (53). 

Por otra parte, inculca Hugolino la observancia de algunos puntos 
particulares, v. gr., cuando una religiosa habla con otra o con personas 
extrañas le deben acompañar otras dos, que oigan cuanto se dice (54) ; 
manda rigurosamente que nunca permitan las monjas, ni sea permitido 
a nadie el ingreso al monasterio sino en contadísimas excepciones (55). 


Nada tendría de especial esta Regla, comparándola con otras, si en 
el preámbulo de la misma no se obligase enérgicamente, en virtud de 
obediencia, a recibirla y observarla inviolablemente, pudiendo parecer 
que todo se debía cumplir bajo pena de pecado mortal (56). 

Para que más fácilmente se pueda formar una idea de conjunto so- 
bre las frases más vigorosas de las legislaciones en el siglo XII, ofrece- 
mos a continuación un cuadro sinóptico de las mismas. Por él podrá 
apreciarse cómo dentro de la mentalidad de la época y supuesto el falso 
planteamiento del problema (si tal prescripción era precepto o no) la 
terminología de las diversas legislaciones podía torturar la conciencia 
de los religiosos y favorecer las disputas de los doctores. 


(91) Gregorius IX: Angelis gaudium, 41 mayo 1238 (Bullarium Franciscanum, vol. I, p. 243b); 
Id.: Cum sicut propositum est, 9 abril 1237 (Bull. Franc., vol. I, p. 215b); Id.: Pía meditaitone 
pensantes, 5 mayo 1238 (Bull. Franc., vol. I, p. 241a); Id.: Er parte charissimae, 18 diciem- 
Dre 1238 (Bull. Franc., vol. I, p. 258b). 

(59) Regula, p. 967ab. 

(53) Id., p. 260b. 

(64) Id. p. 265a. Cfr. p. 267a. 


(55) “De ingresu personarum in monasterium firmiter ac districte praecipitur ut nulla 
unquam sbbattissa vel eius sorores aliquam personam... in monasterium intrare permitant; nec 
omnino hoc alicui liceat, nisi cui et de quibus concessum a Summo Pontifice fuerit vel ab illo... 
(Regula, p. 265b; cfr. p. 267ab). z 

456) “Quodcirca vobis omnibus et singulis in virtute obedientiae districte praecipiendo 
mandamus quatenus Formam ipsam [la Regla] quam vobis. dirigimus plene in sequentibus 
adnotatam humiliter et devote recipere et inviolabiliter de cetero studeatis vos et post vos 
Tuturae perpetuis temporibus observare" (Regula, p. 264a; cfr. p. 967b). 
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TERMINOLOGIA DE LAS REGLAS 


REGLA FRANCISCANA 


l. Praecipio firmiter 
fratribus universis ut nullo 
modo denarios vel pecu- 
niam recipiant per se vel 
per interpositam personam 


(c. 4, p. 67). 


2. Unde firmiter prae- 
cipio eis ut obediant suis 
ministris in omnibus quae 
promiserunt Domino obser- 
vare et non sunt contraria 
animae et Regulae nostrae 


(c. 10, p. 72). 


3. Praecipio firmiter 
fratribus universis ne ha- 
beant suspecta consortia vel 
consilia mulierum; et ne in- 
grediantur monasteria mona- 
charum... Nec fiant com- 


patres virorum vel mulierum 


ACE 


4. Ad haec, per obe- 
dientiam iniungo ministris ut 
petant a domino papa unum 
de sanctae Romanae Eccle- 
siae cardinalibus (c. 12, 


p. 74). 


S. ESTEBAN DE MURET 


l. Firmissime vobis 
praecipimus ut nunquam 
propter vestra vel aliena 
cum aliquo placitare sive in 
iudicio contendere praesu- 


matis (c. 31, col. 1.150). 


2. Item vobis praecipi- 
mus ut de rebus vobis datis 
vel dandis nunquam scrip- 
tum causa placitandi facia- 
tis nec etiam placitare prae- 


sumalis (c. 24, col. 1.149). 


3. Omnes terrarum pos- 
sessiones quae sunt extra 
metas locorum vestrorum... 
ex toto interdicimus (c. 4, 


id. 1.140 s). 


4. Ex autoritate Dei 
vobis confidenter praecipi- 
mus quatenus ipsum sicut 
apostatam potius a vestra so- 
cietate penitus ejiciatis, quam 
propter eum ab hac via de- 


clinetis (c. 65, col. 1.162). 
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l. (Después de la comi- 
da y cena.) semper... sum- 
mo Procuratori nostro, qui 
est Christus, gratias... refer- 
re inenodabiliter praecipi- 


mus (n. 14, p. 434), 


2. Ergo hospitales Mili- 
tes... deprecamur et firmi- 
ler eis iubemus ut sine ma- 
gistri licentia... in villam ire 
non praesumant (n. 34, 


p. 436). 


3. Vitamus igitur et au- 
dacter contradicimus ne ali- 
quis frater... stultitias quas 
in saeculo egit... commemo- 


rare audeat (n. 42, p. 437). 


4. Nolumus ut omnino 
aurum vel argentum... in 
frenis et pectoralibus nec 
calcaribus vel in strenuis 
unquam appareant (n. 37, 


p. 437). 


FIDEL DE 


EN LOS 


ORDo S. SPIRITUS IN SAXIA 


l. 


nullus praesumat vestes vendere vel emere, 


Praecipimus firmiter et districte ut 


nisi de consensu magistri vel qui locum eius 


tenuerit (c. 53, col. 1.147). 


2. Cum sit valde necessarium firmiter 
praecipimus fieri et praecipiendo mandamus 
ut... 30 diebus missae pro anima fratris et 
sororis celebrentur (c. 37, col. 1.145). 


3. Praecipimus in virtute obedientiae fra- 
tribus et sororibus nostris obedientiam bonam 
hon solum exhibere magistro, sed praecipi- 
mus ut in bonis obediant sibi ipsis ad invi- 


cem fratres (c. 74, col. 1.150). 


4. Et haec omnia, ut supra diximus, ex 
parte Dei omnipotentis, et beatae Mariae 
semper Virginis et Sancti Spiritus et domi- 
norum nostrorum infirmorum praecipimus ut 
cum summo studio ita per omnia teneatur 


(c. 38, col. 1.145). 


PAMPLONA 


SIGL OS X11 Xt 


CONSTITUCIONES DE LOS DOMINICOS 


l. Et hoc [el modo de elegir el Supe- 
ror general] tam ab electoribus quam a re- 
cludentibus praecipimus firmiter observari, ita 
quod, si quis contrarie praesumpserit, ipso 


facto sit excommunicatus (Dist. II, n. 10, 


p. 216 [4, 52]). 


2. Praecipimus autem in virtute Spiritus 
Sancti ut nullus ante electionem magistri cir- 
ca statum Ordinis audeat aliquid immutare 


(Dist. II, n. 9, p. 215 [4, 53]). 


3. Et haec omnia quae circa electionem 
magistri sunt instituta absque contradictione 
volumus et firmiter praecipimus observari 


(Dist. II, n. 11, p. 216 [4, 53]). 


4. In virtute Spiritus Sancti et obedien- 
liae firmiter praecipimus observari ne quis 
causam depositionis magistri vel prioris pro- 
vincialis... audeat scienter extraneis publica- 
re... Eadem districtione praecipimus ne quis 
verbo vel facto aliquomodo ad divisionem 
nostri Ordinis audeat laborare (Dist. II, 


n. 14, p. 217 [8, 58 s.]). 


OBLIGATORIEDAD DE LAS REGLAS EN LOS SIGLOS XII Y XIII 


¿Cómo se debían interpretar éstas y otras frases que pudiéramos 
aducir? ; Obligaban siempre sub gravi? Si la transgresión del precep- 
to constituía pecado mortal, ¿no mandaban muchas veces las Reglas 
empleando el verbo praecipere? Pero, ¿dejar la acción de gracias des- 
pués de la comida o de la cena era suficiente para cometer un pecado 
grave? (57). ¿ Y el obedecerse unos a otros? (58). 


B) DISPUTAS ENTRE LOS RELIGIOSOS 


No es extraño que ante tal estado de cosas, provocado por la misma 
terminología de las Reglas, las discusiones acerca de su obligatoriedad 
no fueran propiedad de los escritores ; como a todos atafiían, todos tam- 
bién se juzgaron con derecho para terciar en ellas. 

Los dominicos dudaron un poco sobre sus Constituciones. Había 
qu'enes propugnaban su obligatoriedad bajo culpa y quienes se oponían 
decididamente a ello, apoyándose en que la Orden nunca quiso admi- 
tirla ni tampoco su Fundador, del cual se contaba entre los religiosos 
que en püblico Capítulo afirmó una vez estar dispuesto a recorrer los 
conventos de la fraternidad y suprimir todas las prescripciones de las 
que pensasen obligaban siempre bajo pecado (59), Las mismas incer- 
tidumbres reinaron respecto de las ordenaciones que dieron algunos 
Canítulos generales (60). 

Parecidas discusiones parece que existían entre los premonstraten- 
ses, según se desprende de un texto del célebre dominico HUMBERTO DE 
Romans (61). | 

Por su parte, las clarisas no escaparon a tales congojas respecto de 
la Regía que el Cardenal Hugolino había escrito en 1218-1219. No les 
faltaban motivos, dentro de la mentalidad del siglo xm. Aparte de otras 
razones (parece que algunos sembraban cizafía entre ellas en este sen- 
tido) (62), en el comienzo de la misma estaba la frase de la que hemos 
hablado anteriormente, por la que se les mandaba en virtud de obe- 
dienc.a cumplir todas las prescripciones, y que al parecer fué la causa 
de las zozobras de las religiosas (63). Además, ¿no se les mandaba en 


(57) Cir. Regula Templariorum, n. 14, p. 434. 

(58) Cfr. Regula Ord. S. Spiritus in Saria, c. 74, col. 1.150. 

(59) Cfr. HUMBERTUS DE ROMANIS, O. P.: De vita regulari (edición de J. J. BERTHIER, O. P.), 
nis Fratrum Praedicatorum Historica, vol. III, pp. 36 y 64. 

(60) Cfr. Acta Capitulorum Generalium Ordinis Praedicatorum, vol. I, en Monumenta Ordi- 
nis Fratrum Praedicatorum Historica, vol. III, pp. 26 y 64. 

(61) Cfr. HUMBERTUS DE ROMAN'S, l. c., p. 46. 

(62) Cfr. Alexander IV: Haberi percepimus, 27 agosto 1258 (Bull. Franc., vol. II, p. 307a). 

(63) Gregorius IX: Cum omnis vera religio, 24 mayo 1939 (Bull. Franc., vol. I, p. 2648). 
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la misma legislación observar la Regla de Hugolino y la de San Be- 
nito? ¿Cómo compaginarlas? (64). FA 

Pero las más famosas disputas tuvieron como objeto las tres princi- 
pales Reglas existentes a principios de siglo x1: la Benedictina, la 
Agustiniana y la Franciscana. 

Las dos primeras comenzaban con cláusulas que desconcertaban a 
muchos : «Obsculta, o fili, Praecepta magistri» (65) ; «haec sunt quae ut 
observetis praecipimus in monasterio constituti" (66). 

Y en las dos Ordenes creyeron algunos, basados en tales palabras, 
que todo tenía valor de precepto grave (67). Otros, dentro de la familia 
benedictina, formulaban diversa argumentación, siempre fundamentados 
en la letra de la ley: San Benito manda que se lea la Regla al nuevo 
candidato y después se le reciba si «promiserit se omnia custodire» (68): 
luego, en la profesión, concluían, los benedictinos hacen voto de ob- 
servar cuanto la legislación preceptúa, y quien quebranta una de sus 
prescripciones viola un voto (69); prometiendo cumplir el «servitium 
sanctum quod professi sunt» (70), todas las transgresiones importan 
culpa grave, por quebrantar el votum professionis (71). No faltaban al- 
gunos que, atendiendo a los gravísimos castigos impuestos por el Fun- 
dador por faltas ligeras, corroboraban con tal proceder sus opiniones 
extremistas. 

No a todos convencían estos razonamientos, a la mayor parte, se- 
guramente, defendiendo que no todo lo que ordenaba la Regla incluía 
carácter de verdadero precepto. 

Si en su comienzo se lee «obsculta, o fili, praecepta magistri», dé- 
bese atender también a las palabras que se añaden a continuación : «e; 


(64) Cfr. Innocentius IV: In divini timore, 13 noviembre 1943 (Bull. Franc., vol. I, p. 316a). 
No existía objetivamente la incompatibilidad de estas dos legislaciones, pues Gregorio IX dice 
que se observe la de San Benito en lo que no se oponga a la suya (Regula, p.264a). 

(65) Sancti. Benedicti Regula Monachorum (edición de C. BUTLER, O. S. B., 1912), Prolo- 
gus, p. 1. . 

(66) Reglá de San Agustín. Edición de D. DE BRUYNE, O. S. B.: La premiere Règle de Saint 
Benoit, en “Revue Bénédictine”, 49 (1930), 320. 

(67) Para conocer las Opiniones que reinaban sobre la Regla Benedictina, véase G. PEY- 
RAUT, O. P.: Tractatus de professione monachorum (edición de B. PEz: Thesaurus anecdotorum 
novissimus, vol. I [Augustae Vindelicorum, 1721], pars II), pars I, c. 10, col. 603 S, y BER- 
NARDUS I, O. S. B.: Speculum Monachorum, pp. 97-106, que depende de aquél. Sobre la Regla 
de San Agustín, véase HUMBERTUS DE ROMANIS, O. P.: De vita regulari, vol. L p. 62 8. 

(68) Regula, c. 58, p. 101 s. 

(69) Y lo comprobaban con esta frase de la legislación: “Si aliquando aliter fecerit ab eo 
se damnandum sciat quem irridet” (Regula, c. 58, p. 102). Dios no condena sino por pecados 


mortales; como, segün San Benito, a quien no cumple la Regla lo condenará, toda ella es, por 
consiguiente, precepto. 


(70) Regula, c. 5, p. 94. 


(71) El argumento del voto parece que también lo aducfan los que militaban bajo fa 
Regla de San Agustin. Cfr. HUMBERTUS DE ROMANIS: De vita regulari, vol. I; P- 63. 
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admonitionem pit patris libenter excipe» (72), que indican claramente 
el error de los que propugnaban la sentencia anterior. Fundándose ade- 
más la Regla de San Bento en el Evangelio, no es creíble que con- 
tenga muchos preceptos, cuando en éste se encuentran muy pocos y 
numerosos consejos, Por otra parte, si todas sus prescripciones pose- 
yesen tal carácter obligatorio, constituiría ella un peligro de condena- 
ción eterna, sería intolerable, contra lo que expresamente proclama en 
el prólogo (73), y no sobresaldría por su discreción, contra el testimo- 
nio de San Gregorio. Y, aun prescindiendo de tales racioc'nios, no 
cabe duda que, supuesto que la Regla es una ley, para que merezca 
tal nombre debe ser honesta, justa y posible de observarse, lo cual 
no se cumpliría si contuviera tantas prescripciones graves. 

Parecidos razonamientos hacían los seguidores de San Agustín. Otros 
acudieron a más especiosas argumentaciones para acallar sus concien- 
cias, sin rechazar el sentido literal de la primera frase: «Haec sunt quae 
ut observetis praecipimus in monasterio constituti» (74). Haec, decian 
algunos, por ser pronombre demostrativo de cosa cercana, dice rela- 
ción únicamente a los dos preceptos de la caridad y vida común que 
siguen poco después. Otros, aun suponiendo que todo fuera precepto, 
defendian que los transgresores de la Regla no pecaban siempre mor- 
talmente, pues los preceptos afirmativos no obligan ad semper. Más 
ingeniosidad mostraban los defensores de la obligación en común: cada 
religioso no está constreñido a cumplir la Regla en todo su conjunto; 
basta que entre todos se observe toda, como cuando un padre manda a 
su familia limpiar un campo es suficiente que cada uno limpie su parte, 
y así todo él quedará libre de malezas (75). 

La gran batalla en torno a la obligatoriedad de su Regla la dieron 
los franciscanos. Llena el siglo xir. Y ni doctores ni Superiores n: 
Papas consiguieron atajarla por completo, antes, por el contrario, a 
prine pios del siglo xiv rebulló con insólito malestar. 

Muerto apenas San Francisco, comenzaron los religiosos a dudar del 
contenido de su Regla (76). No faltaban quizás motivos para ello. Ha- 
© (73) Regula, Prologus, p. i. 

Kis) -1d., p. 7. 
(74) Regla de San Agustín, p. 320. Cfr. HUMBERTUS DE ROMANIS, l. C., p. 62 s. 

(75) Con razón, mostrando la ingenuidad de esta sentencia, escribía HUMBERTO: "Sed se- 
cundum hoc sufficeret quod in eodem conventu aliquis observaret abstinentias, alius faceret 
"orationes, alius portaret habitum debitum, et sic de singulis, dummodo totum servaretur: quod 
est ridiculum dicere" (De vita regulari, vol. I, p. 63). . 

(76) Cfr. ECCLESTON: De adventu Fratrum Minorum in Angliam, en “Analecta Franciscana”, 1 
(1885), 249; Chronica XXIV Generalium Ordinis Minorum, en *Analecta Franciscana", 3 (1897), 
213; WADDINGUS: Annales, vol. IT, ed. 3, p. 274 s. Para la historia de este período consultese 


GRATIEN DE PARIS, O. F. M. Cap.: Histoire de la fondction et de Vevolution de l'Ordre des Frères 
Mineurs au XIIIe siècle (Paris, 1928). 
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bían conseguido de la Santa Sede privilegios que, si bien abocaban 
siempre en un mayor apostolado de la Orden, a fin de responder dig- 
namente a las esperanzas que la Curia Romana había depositado en 
ellos, se oponían a los deseos del Fundador, manifestados al fin de 
sre días en el Testamento y en virtud de santa obediencia (77). 


Sobre éste y otros puntos quisieron ponerse de acuerdo en el Ca- 
pítulo general de Asís de 1230, Un nuevo escollo vino a turbar sus 
conciencias: ‘el Testamento prohibía que se glosase la Regla (78). Ei 
Ministro general quiso convencer a los asistentes que la legislación es- 
taba clara; lo único que faltaba era su estricta observancia (79); pero 


no convencieron sus argumentos, aumentando por otro lado la confu- 
sión reinante. 


: Tenía el Testamento fuerza obligatoria? Aunque el Santo Patriar- 
ca abiertamente declaraba en él que era sólo un aviso y amonestación (80), 
a juzgar por la terminología empleada así lo parecía, pues en su bre- 
vedad empleaba frases vigorosas tanto o más que en la Regla: varias 
veces aparecen prescripciones bajo el enérgico «teneantur per obedien- 
tiam» (81) y «praecipio firmiter per obedientiam» (82). Nada más se 
podía desear para engendrar incertidumbres. 

Por otra parte, todos admitían en la Regla obligaciones graves, como 
implícita, pero claramente, lo da a entender la Bula Quo elongati de 
Gregorio IX (83), obligaciones que hay que hacer remontar, contra el 
parecer de otros autores (84), hasta el mismo San Francisco. Es cierto 


(77) Testamentum, p. 80. Los privilegios concedidos por los Papas a la Orden hasta el 
Concilio de Vienne han sido estudiados por BURKHARD MATHIS [VON WOLFENSCHIESSEN], €. F. M. 
Cap.: Die Priviligien des Franziskanerordens bis zum Bonzil von Vienne (1311) (Paderborn, 1928). 

(78) Testamentum, p. 82. 

(79) Chronica XXIV Generalium Ordinis Minorum, en "Analecta Franciscana", 3 (1897), 213. 

(80) Testamentum, p. 81 s. Recientemente K. ESSER, O. F. M., ha realizado un estudio ex- 
haustivo sobre el Testamento de San Francisco en su Obra Das Testament des Heiligen Fran- 
Zishus von Assisi (Münster-Westfalen, 1949). 

(81) “Et qui invent! essent qui non facerent Officium secundum Regulam et vellent alio 
modo variare aut non essent catholici, omnes fratres ubicumque sunt per obedientiam teneantur 
quod ubicumque invenerint aliquem ipsorum..." (Testamentum, p. 81); *Et custos [firmiter te- 
neatur per obedientiam ipsum fortiter custodire sicuti hominem in vinculis... et minister firmi- 
ter teneatur per obedientiam mittere ipsum per tales fratres qui die noctuque..." (Id., p. 81); 
"Et generalis minister et omnes alii ministri et custodes per obedientiam teneantur in istis 
verbis nos addere vel minuere” (1d., p. 89). 

(82) “Praecipio firmiter per obedientiam fratribus universis quod- ubicumque sunt, non 
audeant petere aliquam litteram in curia romana per se neque per interpositam personam..." 
(Testamentum, p. 80); *Ut omnibus fratribus meis Clericis et laicis praecipio firmiter per obe- 
dientiam ut non mittant glossas in Regula neque in istis verbis..." (Id., p. 89). 

(83) Gregorius IX: Quo elongati, 98 septiembre 1230 (Bullarii Franciscani Epitome sive Sum- 
ma Bullarum a Conrado Eubel redacta. [Apud Claras Aquas, 1908], pp. 2292-231a). 

(84) Por ejemplo, E. RoDERICUS, O. F. M.: Quaestiones Regulares et Canonicae, vol. I (Tur- 
noni, 1609), q. 26, a. 4, pp. 170a-171b; CYPRIANUS CROUSERS ANTUERPIENSIS, O. F. M. Cap.: Lec- 
tiones Paraeneticae ad Regulam Seraphici Patris S. Francisci (Coloniae Agrippinae, 1625), 
pe 96 Ss.; IGNACIO DE GRAUS, O. F. M. Cap.: Explicación de la Regla de N. P. S. Francisco (ms. de 
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que para aquel entonces existían frailes, precursores de los futuros Es- 
pirituales, enemigos declarados de toda evolución en el seno de la fra- 
ternidad, que deseaban cumplir la Regla a la letra, sin glosa. Si no hu- 
biera argumentos, la citada Bula lo patentizaría sobreabundantemente. 


Más aün, debe admitirse que semejantes religiosos, llevados de exce- 
lente buena voluntad, turbaban [por aquellos años la conciencia de sus 
hermanos. Lo que no aparece tan claro es cómo pudieron inyectar en la 
Orden la opinión, unánimemente admitida, de la obligatoriedad grave 
de la Regla. Porque si de una parte existían frailes apegados más de lo 
conveniente a la letra de la Regla, en el polo opuesto se encontraba fray 
Elías con los suyos y otros que, si no como ellos, deseaban suavizar la 
Observancia, a fin de acomodar la fraternidad a las necesidades que se 
presentaban (85). Hasta había algunos desaprensivos que, basados en 
las palabras del Capítulo tercero de la Regla «De omnibus cibis qui ap- 
ponuntur eis liceat manducare», defendían, contra las leyes eclesiásticas 
existentes, que en tiempo de ayuno los franciscanos podían comer car- 
ne, o, entendiendo mal la frase «Aliis autem temporibus non teneantur 
nisi sexta feria ieiunare», además de las dos cuaresmas obligatorias, afir- 
maban que los Menores estaban exentos de ayunar en las cuatro tém- 
poras y en otros ayunos instituídos por la Iglesia para todos los fieles (86). 


Si tales religiosos hubieran dudado de la existencia de verdaderos 
preceptos graves en la Regla, provenientes del Fundador, no les hubieran 
faltado ocasiones para comunicarlo a los demás y sembrar cizaña entre 
sus hermanos. 


Pero, aun admitiendo todos los frailes tal carácter de la Regla, no se 
ponían de acuerdo en el número de preceptos ni en la extensión que se 
les debía conceder. Unos propugnaban que los franciscanos estaban 
obligados a todos los consejos evangélicos, argumentando del principio 
y fin de la misma (87) ; otros afirmaban que al hacer la profesión enten- 


la Biblioteca de capuchinos de Pamplona-Extramuros), c. 1, n. 4, p. 5; A. ESQUIVEL, O. F. M.: 
Exposición chronohistórica de la Regla de N. S. P. S. Francisco. vol. 1 (Chile, 1820), pp. 33-38. 
En otra Ocasión intentamos volver más detenidamente sobre la materia. 

(85) De hecho, algunos defendían ya que los bienes muebles eran propiedad de la Orden 
(cfr. Gregorius IX: Quo elongati [Bull. Franc. Epitome, p. 230a]). Las primitivas leyendas fran- 
ciscinas muestran frecuentemente la oposición de algunos ministros y letrados a los ideales 
‘del Santo. 

486) Cfr. QUATUOR MAGISTRI: Expositio super Regulam Fratrum Minorum (1941-1949) (edi- 
ción de L. CLIGER, Romae, 1950), c. 3, p. 138 s. 

(87) “Regula et vita minorum fratrum haec est, scilicet Domini nostri Iesu Christi sanctum 
Evangelium observare..." (Regula, c. 1, p. 63); “... ut semper subditi... paupertatem et humili- 
tatem et sanctum Evangelium Domini nostri Iesu Christi, quod firmiter promisimus, observe- 
mus” (Id., c. 19, p. 74). 


FIDEL DE PAMPLONA 


dieron obligarse sólo a los que “praeceptorie vel inhibitorie" estuviera: 
expresados en la legislación (88). 


C) DECLARACIONES OFICIALES 


Ante tal cúmulo de opiniones y tantas perplejidades, que turbaban : 
la paz de los religiosos, en algunos casos los textos legislativos y los 
Papas en otros quisieron dar soluciones prácticas al agudo problema. 

Fueron los dominicos los que se adelantaron a los demás. Viendo 
que no llegaban a ponerse de acuerdo sobre la naturaleza obligatoria de 
sus Constituciones, resolvieron por fin acabar con las dudas, y en el 
Capítulo generalísimo de París celebrado en 1236 redactaron tl siguien- 
te estatuto : 


“Item, confirmamus hano constitutionem: quod in Constitutionibus, 
ubi dieitur Ea propter unitati et paci, etc., volumus et declaramus ut 
Constitutiones nostrae non obligent nos ad. culpam sed ad poenam, nisi. 
propter contemptum vel praeceptum" (89). 

La posición adoptada por los frailes predicadores es diáfana : toman 
un término medio entre las dos sentencias extremas : entre los que pro- 
pugnaban que sólo los tres votos obligaban sub gravi, y entre cuantos 
defendían que todo en ellas se prescribía bajo pecado. Los dominicos, 
autoritativamente, proclaman que en general su legislación no impone 
obligaciones en conciencia, pero establecen a continuación que existen 
casos en los que tiene tal carácter, es decir, siempre que contenga algún 
precepto (90), 

A pesar de la sabia norma promulgada en público Capitulo, no pa- 
rece se tranquilizaron las conciencias de los más escrupulosos. Antojó- 
seles inoportuna la cláusula en cuestión y todavía hacia 1270 abogaban 
porque se suprimiese de las Constituciones (91). 

El hecho es que desde 1236 no cabía duda objetiva sobre el carácter 
obligatorio de las leyes Propias de los dominicos. Lo difícil y en lo que 
cabía nuevas vacilaciones era determinar el número exacto de preceptos. 
No carece de importancia el determinarlos, para aclarar el sentido de la 
terminología de las Constituciones. 


(88) Cfr. Gregorius IX: Quo elongati, p. 999ab. 

(89) Acta Capitulorum Generalium Ordinis Praedicatorum, vol. I, en Monumenta Ordinis 
Fratrum Praedicatorum Historica, vol. HI, D. 8. Y ya aparece esta frase en la nueva redacción. 
de las Constituciones promulgada en 1241. Cfr. “Archivum Fratrum Praedicatorum", 18 (1948), 29. 

(90) Sobreentiéndese, según la terminología de la época, precepto que obliga sub gravi. 


como, por lo demás, lo supone HUMBERTO DE ROMANS en su De vita regulari, vol. I, pp. 62-65; 
vol. II, p. 53. 


(91) Lo atestigua HUMBERTO DE ROMAN'S, l. c., vol. H, p. 49. 
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El célebre Maestro general HUMBERTO DE Romans (m. 1277) contaba 
once: la caridad, no redactar nuevas ordenaciones si no han sido apro- 
badas por tres Capítulos consecutivos, no recibir al noviciado o a la pro- 
fecián a ninguna mujer, expulsar de la Orden al incorregible, no procu- 
rar que se dé a la fraternidad cuidado de mujeres, observar cuanto pres- 
criben las leyes para la elección del general, no cambiar nada cuando se 
halle vacante el generalato, no apelar, no revelar los secretos de la Or- 
den, no trabajar por ningún medio para la división de la misma, los 
definidores y priores no se perjudiquen mutuamente y nadie les obedezca 
en tales circunstancias (92). 

Todas las frases de esta legislación que hemos aducido literalmente al 
hablar de la terminología de las Reglas, entran en esta enumeración y, 
por lo tanto, todas las prescripciones que contenían obligaban sub mor- 
tali. Consiguientemente, el verbo praecipere, a pesar de que las Cons- 
tituciones no impusiesen obligaciones en conciencia, señalaba ordena- 
ciones graves, Por lo contrario, los simples presentes de subjuntivo, las 
frases enérgicas, aunque las rijan los verbos praesumere, audera o te- 
neri, no obligaban mortalmente, si no eran de los elencados por Hum- 
BERTO o su misma naturaleza lo exigiese. 

Puestos de acuerdo ya en lo fundamental, no cesaron por ello las 
angustias de los excesivamente timoratos Dado que las Constitucio- 
nes no tenían carácter obligatorio en conciencia, ¿había que afirmar lo 
mismo de las diversas ordenaciones que promulgaban los Capítulos 
generales? Superfluas parecían las dudas, supuesto que autoritativamen- 
te habian declarado los Superiores la obligación a pena de la ley fun- 
damental; pero para acallar de una vez las conciencias de los religio- 
‘sos, el Capítulo general de París de 1246 declaró que los verbos «man- 
damus, inhibemus et prohibemus» y semejantes empleados en el capí- 
tulo anterior para dar algunas ordenaciones, no imponían deberes gra- 
ves (93). Ante la testarudez de algunos, segün parece, todavía hubo de 
renovarse esta declaración en 1252 (94). 

- Los premonstratenses también acabaron por admitir en sus Consti- 
tuciones la cláusula absolutoria, semejante o idéntica a la empleada 
por los dominicos en 1236 (95). 


(92) HUMBERTUS DE ROMANIS, l. c., vol. II, p. 53. 

(93) Acta Capitulorum Generalium Ordinis Praedicatorum, vol. I, en Monumenta Ordinis 
Fratrum Praedicatorum Historica, vol. III, p. 36. El Capítulo anterior se celebró en Colonia en 
4945, en el que se dieron varias prescripciones empleando dichos verbos (Ibid., p. 32). 

(94) Ibíd., p. 64. 
(95) Lo afirma HUMBERTO DE ROMANIS, De vita regulari, vol. II, p. AT. 
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Los Papas, por su parte, intervinieron en este asunto con ocasión 
de algunas Reglas religiosas. : 

Ya antes señalamos las ansiedades de ciertas monjas que seguian 
la norma de vida que había redactado el Cardenal Hugolino en 1218- 
1219. Para disipar las dudas, la beata Inés de Praga acudió a Inocen- 
cio IV pidiéndole dos favores: que suprimiese de la legislación el pre- 
cepto de obediencia que aparecía en su comienzo y, la observancia de 
la Regla Benedictina, de la que también se hablaba en aquélla. 


No accedió el Papa a la demanda, aduciendo entre otras razones. 
que así había sido aprobada por la Santa Sede; por lo demás, la Regla 
de San Benito les obligaba sólo a los tres votos, pues representaba úni- 
camente el requisito necesario para la existencia jurídica de la Orden (96). 
U^ año después, dirigiéndose a todas las clarisas, repite idénticos con- 
ceptos (97). 

No debieron tranquilizar demasiado a las religiosas tales razona- 
mientos, pues siguieron dudando, provocadas por algunos, muy vero- 
símilmente franciscanos, que les susurraban la existencia de obligacio- 
nes graves (98). 


E intervinieron de nuevo los Papas. Alejandro IV, en Bula dirigida 
a cuantas religiosas siguieran la Regla de Hugolino, suavizada por éi 
mismo cuando aún era el Cardenal Rainaldo, afirma que no obliga sub 
gravi, por constarle que tal fué la intención de su autor, quien, siendo 
hombre muy prudente, no pudo tender tales lazos de perdición a las re- 
ligiosas (99). 

Quizás podrán extrañar a algunos estas frases escritas en 1258 ates- 
tiguando intenciones de 1218-1219, Nosotros creemos, por el contrario, 
que se debe dar plena fe a este importantísimo testimonio. 

Aun prescindiendo de la credibilidad humana que merece un Ro- 
mano Pontífice en documento público, por una Bula de Inocencio 1V 
dirigida a la Beata Inés de Praga se llega a idéntica conclusión. Es- 


(96) Innocentius IV: In divini timore, 43 noviembre 1243 (Bull. Franc., vol. I, p. 316ab).. 
Para entonces, el Concilio IV de Letrán (1215) había prohibido fundar nuevas Ordenes, y en 
caso de fundarse, debían elegir una de las Reglas ya existentes. C. 13, canon Ne nimia (MANSI : 
Sacrorum Conciliorum nova et amplissima collectio, vol. 22, col. 1.002 [Venetiis, 1778]). 

(97) Innocentius IV: Cum universitati vestrae, 21 agosto 1244 (Bull. Frane., vol. I, p. 350ab).. 

(98) Alexander IV: Haberi percepimus, 27 agosto 1258 (Bull. Franc., vol. II, p. 307a). 

(99) Dice textualmente: *Et ut omnis conscientiis vestris auferatur turbationis materia, vo- 
bis, dilectae filiae, notum facimus per praesentes quod Nos, qui mentem instituentis Regulam: 
eamdem agnoscimus, sentimus et Scimus, quod felicis recordationis domini Gregorii Papae non 
Tuit intentio, nec est nostra, laqueum vobis inicere in Silentio, ieiunio, lectis et aliis pluribus 
quae continentur in Forma vitae [la Regla] ab ipso data, cum vir piissimus et discretissimus: 
Tuerit et tanta vos dilectione ac beneficiorum provisione prosecutus extiterit; aut ad iransgres-. 
sionem mortalis peccati, si vos contrarium contingeret facere suis ordinationibus, vos, sicut 
vobis ab aliquibus suggeritur, obligare" (Haberi percepimus, p. 307a). 
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cribiéndole que la Regla de Hugolino no impone a las clarisas la de 
San Benito, sino en los tres votos esenciales a toda alma públicamente 
consagrada a Dios, afirma que esto lo sabe porque así lo declaró Gre- 
gorio IX (el antiguo Hugolino) «praesente et audiente venerabili fratri 
nosiro... ostiensi episcopo», que en aquel entonces era el Cardenal Rai- 
naldo, protector de la Orden, más tarde Alejandro IV, precisamente el 
mismo que escribió la Bula que comentamos (100). 

Quizás en aquella ocasión habría mostrado Gregorio IX su inten- 
ción de no obligar sub gravi a las que recibiesen su norma de vida ; es 
probable, aunque no lo mencione Inocencio IV. No importa el cuándo, 
Sino la posibilidad de información directa que tuvo en su poder Ale- 
jandro IV. 

Mayor intervención tuvieron los romanos Pontífices en aclarar la 
Regla Franciscana. Se debió, sin duda, a que fué objeto de más aca- 
loradas discusiones entre sus seguidores. 

Envueltos en las ansiedades que antes expusimos y viendo que con 
las discusiones, en lugar de facilitar, obstruían el verdadero sentido de 
la legislación, el Capítulo general de Asís resolvió enviar a Gregorio TX 
una comis:ón especial integrada por los más relevantes religiosos de 
la Orden, entre ellos Juan Parenti, gran conocedor del Derecho, San An- 
tonio de Padua y Haimón de Faversham, futuro Ministro general. 

El Papa tomó tiempo para meditar la respuesta, y después concre- 
tizó su pensamiento y el de la parte más sana de la Orden en la Bula 
«Quo eiongati» (101). Afirma que el Testamento que compuso San Fran- 
cisco hacia el fin de sus días no posee fuerza obligatoria, una vez que 
al redactarlo el Santo no era ya Ministro general, sino un simple reli- 
gioso. Da por inconcuso que ia Regla contiene prescripciones graves, 
pues ni siquiera menciona esta cuestión fundamental, y se desprende. 
de todo su contexto (102). Su cuidado principal será en determinar 'a 
extensión y contenido de los preceptos que todos admitían en la legis- 
lación. 

No quedaron todos satisfechos y prosiguieron las dudas y zozobras. 
Hasta tal punto que sólo quince años después acudieron de nuevo a la 
Santa Sede para que se las solucionase, Inocencio IV así lo hizo y ex- 


(100) Innocentius IV: In divini timore (Bull. Franc., vol. I, p. 316b). Lo mismo dice en su 
Cum universitati vestrae (Id., p. 350a). Además hay que adelantar la afirmación de Alejandro IV, 
ya que la Bula Habéri percepimus no es sino la confirmación de la que había redactado siendo 
Cardenal el 24 de abril de 1254 (cfr. Haberi percepimus, p. 307a). Rainaldo fué elegido Cardenal 
por Gregorio IX en 1227 (cfr. C. EUBEL, O. F. M. Conv.: Hierarchia Catholica Medii Aevi (Monas- 
"erii, 1913), vol. I, p. 6). 

(104) Gregorius IX: Quo elongati, 98 septiembre 1230 

(102) Ibtd., pp. 229b-230a. ; 


(Bull. Franc. Epitome, pp. 929a-231a). 
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pidió la Bula Ordinem vestrum, el 14 de noviembre de 1245 (103), en la 
que determinó la extensión de algunos preceptos; no la existencia de 
los mismos, pues unánimemente era admitida por todos (104). 

'Habiendo continuado las discusiones en torno al contenido de la 
Regla, el 14 de agosto de 1279, el gran amigo de los franciscanos, Sie 
colás IIT, promulgó nueva Bula, mucho más solemne que las anterio- 
res, en que los defendía de los enemigos externos-y declaraba algunos 
puntos de la legislación (105). 

Para entonces, algunos de los más conspicuos religiosos habian co- 
mentado la Regla, y todos, sin excepción, habían admitido su obliga- 
toriedad grave (106); disentirían, es verdad, en el número de prescrip- 
ciones graves o, hablando en terminología del tiempo, en determinar 
si tal punto constituía precepto; discreparían en la explicación del ori- 
gen de la obligatoriedad, pues mientras los (CUATRO MAESTROS, JUAN 
VALENSE y DAVID DE AUGSBURGO (en lo que conocemos) parecían sos- 
tener que se debía simplemente a San Francisco, y HuGo pr DIGNE 
la hacía derivar del voto de observar la Regla que el Santo Patriarca 
preceptuara a sus hijos, SAN BUENAVENTURA y su discípulo Juan PE- 
CHAM distinguían entre las diversas prescripciones; para el primero, las 
cláusulas impuestas por el verbo praecipio formaban parte del voto, y 
los restantes preceptos obligaban únicamente por voluntad del legisla- 
dor; el segundo, distinguía tres fuentes de obligatoriedad : el simple 
deseo del Seráfico Padre, el voto, la tradición de la Orden (107). En lo 


que todos coincidirían sería en admitir que la Regla obligaba grave- 
mente. 


(103) Editada en Bullarii Franciscani Epitome, pp. 238a-239b. La Crden no la admitió en lo 
que se oponía a la Bula Quo elongati de Gregorio IX. 

(104) Como se desprende de la explicación de la Regla llamada de los Cuatro MAESTROS 
(1241-1942), cuyas opiniones no pueden ser consideradas simplemente privadas, pues muestran 
la mente de la provincia de París y aun de toda la Orden, una vez que estaba dirigida a su mi- 
nistro general Haimón de Faversham. Más aún, el gran franciscanista FELDER afirma que fué 
aprobada en 1242 por el Capítulo general] de Bolonia (HILARIN FELDER [VON LUZERN], O. F. M. Cap.: 
Geschichte der Wissenschaftlichen Studien im Franziskanerorden (Freiburg i. B., 4904), p. 214). 

(105) Nicolaus III: Exiit qui seminat (Seraphicae Legislationis textus originales [Ad Claras 
Aquas, 1897], pp. 181-9227). 

. (106) QUATUOR MAG/STRI: Expositio super Regulam Fratrum Minorum (edición de L. OLI- 
GER, O. F. M. [Romae, 1950]), c. 2, pp. 197, A31, 134; c. 6, p. 156; c. 11, p. 168; HUGO DE DIGNA: 
Expositio Regulae Fratrum Minorum (edición de Speculum seu Firmamentum trium Ordinum 
[Venetiis, 1513], pars TH), c. 9, fols. 34vb-35va; S. BONAVENTURA : Expositio super Regulam. (edi- 
ción de Opera Omnia, vol. VIII [Quaracchi, 1898]), c. 7, n. 2, p. 496a; conclusio, pp. 436b-437a; 
IOANNES PECHAM: Tractatus Pauperis (edición de F. DELORME, O. F. M., en *Studi Francescani", 
29 [19327), c..9, p. 194 8.; ID.: Expositio Regulae (edición de Speculum seu Firmamentum, 
pars IM), c. 1, fols. 72vb-75rb; IOANNES VALENSIS: Declaratio super Regulam (edición de Specu- 
lum, pars III), c. 4, fol. 102ra. 

(107) QUATUOR MAGISTRI, l. c., c. if, Ip. 125; c. 5, p. 149; c. 9, pp. 130 s., 133, 136; c. 8, p. 160; 
€. 9, p. 163; IOANNES VALENSIS, l. C., Prologus, fols. 99rb-99va; DAVID DE AUGUSTA: Expositio Re- 
gulae (edición parcial de E. LEMPP en "Zeitschrift für Kirchengeschiahte”, 19 [1898-1899]), Pro-. 
logus, p. 346; c. 4, p. 349; HUGO DE DIGNA: Expositio Regulae, c. 9, fols. 34va-35ra; c. 6, fol. 44vb; 
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Dentro de esta mentalidad escribía Nicolás III, y por eso, como sus 
predecesores, nada afirma explícitamente que demuestre la existencia 
de tal carácter jurídico de la legislación franciscana. 

Quien con palabras expresas y abiertamente lo proclama es el üiti- 
mo documento pontificio, que puede referirse al siglo X11, pues recog: 
y encauza su ambiente: la Bula Exivi de paradiso, de Clemente V (108). 

Nuevas luchas y más enconadas, sobre el significado, la extensión 
y el numero de preceptos dieron ocasión para intervenir de nuevo la 
Santa Sede, y quiso esta vez atajar desde sus cimientos las dudas, sobre 
todo las provocadas acerca de la batalladora cuestión de la observancia 
del Evangelio y del número de obligaciones graves. 

Nuevamente declara que los frailes menores no están constrefiidos 
Sub mortali a la observancia de todo el Evangelio, aunque al principio 
de la legislación conste que la Regla y vida de los frailes menores con- 
siste en cumplirlo, viviendo en obediencia, sin propio y en castidad, y 
al final se proclame que los franciscanos han prometido observarlo (109). 

Respecto del nümero de preceptos, Clemente V se muestra también 
explícito. Gregorio IX e Inocencio IV habían declarado que los fraiies 
estaban obligados a los consejos evangélicos que «praeceptorie vel inhi- 
bitorie» estaban expresados en la Regla (110). Nicolás III había decia- 
rado, además, que también estaban incluídos los mandados «sub verbis 
aequipollentibus» (111). Los tres dieron, pues, normas generales; la di- 
ficultad estribaba precisamente en conocer cuáles eran en concreto los 
contenidos en estas ültimas palabras, ya que sobre los mandados bajo 
el verbo fraecipio no existía dificultad ninguna. 

Clemente V va determinando concretamente todas las prescripciones 
que en adelante se han de tener como preceptos, a fin de sosegar por 
entero las conciencias. Más aún, declara explícitamente que las tráns- 
gresiones de los preceptos constituyen pecado mortal (112), Sus prede- - 
cesores, si bien sostenían en este punto la misma doctrina, segün se 
desprende del conjunto de sus respectivas Bulas, no lo habían expre- 
sado con palabras tan categóricas como Clemente V. 


ID.: De finibus paupertatis (edición de C. FLonovskv en “Archivum Franciscanum Historicum", 5 
[1919]), pp. 283 ss., 288 s.; S. BONAVENTURA, l. C., C. 1, n. 3, pp. 393b-304a; c. 2, n. 12, p. 401a; 
conclusio, pp. 436b-437a; IOANNES PECHAM: Canticum Pauperis (Ad Claras Aquas, 1905), p. 203; 
Ip.: Tractatus Pauperis, c. 9, p. 194 s. 

(108) Usamos la edición de Seraphicae Legislationis textus originales, pp. 229-260. 

(109) Clemens V: Exivi de paradiso, a. 1, p. 233 s. 

(110) Gregorius IX: Quo elongati, p. 229b; Innocentius IV: Ordinem vestrum, p. 238a. 

(111) Nicolaus III: Exiit qui seminat, a. 1, n. 3, p. 189. 

(112) Clemens V: Exivi de paradiso, a. 3, pp. 235-238; a. Phy il Dy yee aii 
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En el siglo xi, por lo tanto, los Papas intervinieron en diversas. 
ocasiones para aclarar ideas sobre la obk-gatoriedad de determinadas Re- 
glas, encontrándose el hecho curioso de que resolvieron de distinto modis 
la cuestión, atendiendo a las intenciones de sus redactores y a la men 
talidal que se habia ya formado en la Orden respectiva. El caso so 
típico io ofrecen Gregorio IX e Inocencio IV, al, determinar a las cla- 
risas: que su legislación no obligaba bajo pecado mortal y suponer lo. 
contrario en la de los frailes menores. 


D) CONTROVERSIAS DE LOS DOCTORES 


Si los Superiores y los Papas comenzaron a dar soluciones prácti- 
cas al problema que nos ocupa, los escritores, por su parte, quisieron 
dilucidarlo por medio de especulaciones. Examinemos algunos. 

GUILLERMO PEYRAUT, O. P., en su Tractatus de professione mona- 
chorum compuesto en 1260-1265 (113), segün parece, a petición de los 
cluniacenses, propónese directamente la cuestión : 


"Sed forte quaerit aliquis an omnia quae continentur in Regula [de 
San Benito] aestimenda sint praecepta ita ut eorum transgressio sit 
damnabilis vel omnia consilia vel monita, ut transgressio eorum vel 
omnino non sit culpabilis vel parum eulpabilis; vel aliqua praecepta, 
aliqua consilia vel monita, et si sic est quae sint haec et quae sint 
illa? Et similiter quaestio fieri potest de iis quae a superiore cotidie: 
mandantur" (114). 


No todo lo que contiene la legislación es precepto; de otra manera 
no Se podría hablar de Regla que conduce a los religiosos hacia el 
cielo, sino más bien de «infernalis muscipula laqueis plena qua animae 
diabolo illaquearentur» (115). Siendo además el Espíritu Santo benig-. 


(113) Este sabio dominico escribió varias Obras, siendo la más renombrada su Summa de- 
vitiis et virtutibus, El capítulo décimo de la parte primera de su Tractatus o Expositio profes- 
sionis monachorum lo intitula: De quantitate culpae transgressionis eorum quae in Regula con- 
tinentur vel ab abbate praecipiuntur; ocupa Jas columnas 603-608 (usamos la edición de B. PEZ:. 
Thesaurus anecdotorum novissimus, vol. I [Augustae Vindelicorum, 1721], pars II, cols. 567- 
650). Para su vida y obras véase el estudio de A. DONDAINE, €. P.: Guillaume Peyraut. Vie et 
oeuvres, en "Archivum Fratrum Praedicatorum», 18 (1948), pp. 162-236. 


(114) Tractatus, col. 653. Recuérdese cómo habían expuesto sus dudas a SAN BERNARDO los. 
monjes de Chartres. De hecho, este capitulo de PEYRAUT guarda estrechas relaciones con el. 
- Opüsculo De praecepto et dispensatione. 

(115) Id., c. 604. Y en el capitulo primero, col. 570, escribe: “In hoc quod obedientia se- 
cundum Regulam promittitur propriae voluntati et proprio sensui renuntiatur. Obedientia res- 
picit imperium, Regula continet consilium... Regula est quasi quaedam lucerna quam omnes. 
sequi debent: praelati, praecipiendo; subditi, obediendo.” 
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Inísimo y estando San Benito repleto de sus dones, no pudo éste im- 
(poner tales obligaciones ; no sería muestra de piedad paterna ni de dis- 
Icreción, sino de tiránica crueldad, que convertiría en peligrosísimo el 
estado religioso, ya que ningún monje deja de transgredir alguna vez 
| prescripciones regulares. 

| Por otra parte, si bien todos los cristianos están constrefiidos a ser- 
vir y obedecer a Dios, no todo lo que indica su voluntad contituye pre- 
| cepto para ellos. Idéntica doctrina vale para los religiosos. En la Regla 
Benedictina sólo tres cosas obligan gravemente: la estabilidad, la con- 
| versión de costumbres y la obediencia. 

| Los argumentos que los extremistas deducen del voto no tienen va- 
|lor probatorio; el benedictino no promete en su profesión observar la 
Regla, sino la obediencia según la Regla, y no se condenará por ha- 
| ber traspasado algún mandato de la misma, sino únicamente por no 
| cumplir el voto apostatando de la religión, viviendo a modo de los se- 
glares o despreciando el precepto del Superior (116). 

Algunos años más tarde, BERNARDO I, abad de Montecasino 
(m. 1282), defendía idénticos puntos de vista siguiendo el escrito de 
PEYRAUT (117). 

Propónese la cuestión en estos términos: «Utrum omnia quae sunt 
im Regula sint praecepta», Aducidos los argumentos de las dos senten- 
cias opuestas, expone a continuación su parecer (118). 

Para solucionar rectamente la cuestión, dice, hay que distinguir tres 
cosas: la Regla, la persona que promete, la eficacia subsiguiente. En 
la Regla existen elementos esenciales, sustanciales y accidentales; is 
primeros estás compuestos por los preceptos morales que toda legisla- 
ción, v. g., “Hoc est praeceptum meum, ut diligatis invicem" ; otras, por 
sustanciales los propios de cada Regla, si se mandan “le modo que no 
se puedan cambiar; todos los demás hay que tenerlos como acciden- 
‘tales, es decir, que se dejan al ministerio y arbitrio del Abad. 

En la persona que profesa se ha de considerar la discreción, la li- 
bertad y el acto mismo de la profesión: si fué expresa o tácita ; de lo 
contrario, nadie está obligado a la Regla que no ha prometido. Los 


(1416) Id., col. 604 s. Después habla del mayor o menor grado de culpabilidad en das trans-- 
gresiones, según la doctrina de SAN BERNARDO en su De praecepto et dispensatione, a quien cita 
muchas veces. 

(117) BERNARDUS I, O. S. B.: Speculum Monachorum (Friburgi B., 1901). Lo compuso *entre 
1272 y 1974. Escribió también In Regulam S. Benedicti Expositio, editada por A. M. Caplet, O. S. B. 

(Typographia Montis Casini, 1894). 
(448) ID.: Speculum Monachorum, pp. 97-122. 
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efectos son tres: instrucción de los ignorantes, corrección de delitos y 
adquisición de méritos. 

El monje no hace voto más que de estabilidad, conversión de cos- 
tumbres y obediencia a lo que mande el Superior según la Regla. A 
estas tres cosas solamente y no a otras está obligado ; son los tres úni- 
cos preceptos existentes en la legislación benedictina, los cuales contie- 
nen en sí también la pobreza y la castidad. 

Todas las demás prescripciones son consejos y exhortaciones, que 
no obiigan a pecado mortal, a no ser que se quebranten por desprecio; 
pero cabe en ellas mayor o menor culpabilidad, y, consiguientemente, 
Se purgarán segün su malicia; es erróneo, por lo tanto, no concederles 
la importancia que objetivamente poseen (119). 

Por aquellos mismos años, ENRIQUE DE GANTE (m. 1293) se propo- 
nía idéntico problema: ; Cometen los religiosos pecado mortal al vio- 
lar los estatutos en materia de suyo indiferente, pero prohibida por la 
legislación ? (120). 

En las prescripciones, afirma, hay que distinguir entre la forma y 
la intención del que manda, expresada por aquélla, ya que las dos se 
deben observar. Al ordenarse algo bajo culpa o pena, aunque lo pro- 
hibido sea lícito de suyo, obligará a culpa o a pena, respectivamente, 
según lo dé a entender la forma del mandato y de ahí la necesidad de 
que cada religioso consulte su Regla o Constituciones, a fin de saber 
de qué modo se le imponen. 

Cuando las leyes silencian su obligatoriedad hay que recurrir al de- 
recho común y a la inteligencia, Siendo cierto que no deben ser ma- 
yores ni más rigurosos los preceptos humanos que los divinos, aqué- 
llos no siempre revisten carácter grave, ya que éstos, aunque estén ex- 
presados absolutamente, unas veces obligan sub gravi; otras, sub levi ; 
por ejemplo: non facies tibi idolum ; non mentiemini, En tales casos, 
sólo el desprecio o la transgresión leve que fuera «occasio ad inducen- 
dum mortale» originarían pecados graves. 

Muy mitigada resultaría la sentencia de este autor si, refiriéndose 
en otro lugar a la Regla de San Agustín, no desarrollase su pensa- 
miento sobre la voluntad del legislador expresada en las leyes (121). 

Proponiéndose la cuestión sobre esta Regla, afirma que toda ella es 
precepto, pues al principio proclama: «Haec sunt quae ut observeiis 


quae probant quod non omnia quae conti- 


uación responde a las objeciones 
(120) HENRICUS GANDAVENSIS: Aurea Quodli (Ve t 
que mp Q ibeta (Venetiis, 1613), Quodl. III, q. 21, en vol. I, 


(1291) Ibid., Quodl. VI, q. 17, en vol. T, fols. 360ra-360vb. 
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praecipimus». En virtud de esta cláusula todo obliga gravemente, Más 
aún, dado que sóio dijera Haec sunt quae monemus, de no haber otras 
determinaciones en contrario, todos los mandatos constituirían precep- 
tos después que se obliga el religioso a la observancia de la Regia y de 
cuanto ella preceptúa. Por eso, aunque en alguna legislación monástica 
se den las prescripciones de manera que parezca que los religiosos no 
están constrefidos a ellas por voto, el día del juicio, Dios los juzgará 
de las mismas como si fueran preceptos. Y termina asegurando de 
nuevo que en la de San Agustín toda es precepto por no rebasar nin- 
gün estatuto la cláusula primera. 

Más mitigada fué la opinión de HUMBERTO DE Romans, O. P. 
(m. 1277), en su comentario a la misma legislación (122). Después de 
exponer y refutar las sentencias encontradas que existían por aquel en- 
tonces, propone sus puntos de vista. 

Tres modos distintos de expresarse tiene la Sagrada Escritura: unas 
veces Dios quiere obligar sub praecepto por la forma y por la inten- 
ción, v. gr., «Hoc est praceptum meum, ut diligatis invicem»; otras, por 
la intención solamente, no por la forma, v. gr., «Non furtum] facies»; 
pero se dan también casos en los que por la forma parecería querer obli- 
gar, sin tener, con todo, esa intención; por ejemplo, cuando Jesüs sanó 
a un sordo y a un: mudo «praecepit eis ne cui dicerent». ¿Quién osará 
afirmar, se pregunta, que el Sefior deseó obligarles con esta frase bajo 
pecado mortal ? 

Tal es el caso de la Regla de San Agustin en la cláusula «Haec sunt 
quae ut observetis praecipimus», pues no es probable que varón tan pru- 
dente, aun cuando «praecipiendo loquatur», tuviera la voluntad de im- 
ponerlo todo bajo precepto. 

De esta solución surgían varias dificultades: ¿Por qué adujo el 
término praecipimus? Si esta palabra no importa verdaderos mandatos 
graves, de consiguiente la Regla no contiene ninguno. Y, caso de ne- 
gar esta conclusión, ¿cómo distinguír los consejos de los preceptos, 
una vez que no se admite como base la terminología ? 

No amilanaron a HUMBERTO estas objeciones que hubieran podido 
oponerse a su sentencia, y procuró solucionarlas anticipadamente. 

A pesar de que no significa verdadero precepto, la Regla aduce el 
verbo praecipio, y no simples mandatos, para indicar la voluntad deci- 
dida del legislador porque se observasen sus prescripciones, a fin de 


(199) HUMBERTUS DE ROMAN'S, O. P.: De vita regulari, vol. I, pp. 62-65. 
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no dar ocasión a la indolencia humana a descuidar lo que se le había 
impuesto. 

No se deduce de esta opinión que la Regla esté desprovista de pre- 
ceptos; es verdad que no se encuentra ninguno en virtud de la palabra 
praecipio, pero hay muchos por la intención del que la compuso, aun- 
que por las expresiones no lo parezca. El modelo es la Sagrada Escri- 
tura, la cual, empleando idénticas frases, unas veces obliga gravemente 
y otras no. 

Para conocer qué mandatos en concreto constituyen preceptos, no 
hay que, recurrir a las palabras fraecipio-praeceptum, sino a la razón, 
a la inteligencia, pues cuando está bien dispuesta sabe discernir con 
facilidad qué cosas quiso obligar sub gravi un hombre prudente. Por 
ejemplo, en la Regla de San Agustín lo referente a la obediencia, cas- 
tidad, unidad «et similia» (123). 

HUMBERTO no admite, por lo tanto, que toda ella sea precepto, aun- 
que afirma que muchas de sus prescripciones revisten tal carácter. No 
concretizó mucho su pensamiento a este respecto, pues con un «et simi- 
lia» concluyó la enumeración no bien la había comenzado. 

Lo más meritorio de su teoría fué la distinción clara y neta que hizo 
entre el término praecipio y el verdadero precepto. Con ello refutaba de 
antemano muchos argumentos que podían proponerle los excesivamen- 
te literalistas, quienes, atendiendo sólo a las palabras, descuidaban casi 
por entero la intención del legislador o la deducían exclusivamente de 
las mismas. | 


Idénticas opiniones defendería HUMBERTO algunos años más tarde 
(hacia 1270) al proponerse en términos generales el problema de la obli- 
gatoriedad de las Reglas (124). 


La cláusula de las Constituciones de los dominicos, en la que se afir- 
ma su carácter penal, encuentra en nuestro autor un decidido defensor, 
que refuta los argumentos de muchos que no compartían con sus 
ideas (125). Con todo, en consonancia con el mismo texto legislativo, 
admite también en ellas verdaderos preceptos (126). 


También el Doctor Angélico se propuso la cuestión en estos térmi- 


nos: « Utrum religiosus semper peccet mortaliter transgrediendo ea quae 
sunt in Regula» (127). 


(123) Ibíd., p. 65. 

(124) Ibid., vol. NM, p. 49 s. 

(125) Jbid., pp. 46-49. 

(236) Ibi]; Dp. 5s. 

(127) sS. THOMAS: Summa Theologica, 2-9 q. 186, a. 9. 
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Distingue entre lo que pertenece al fin de la misma y a los ejerci- 
cios exteriores; en el primer caso, la transgresión constituirá pecado gra- 
ve sólo cuando se mande bajo precepto, a no ser que alguna vez se que- 
branta por desprecio; en el segundo, hay que considerar separadamente 
los votos y las demás observancias regulares ; aquéllos obligan grave- 
mente ; éstos, sólo cuando se interpone el desprecio de la Regla o algün 
precepto conminado por el Superior o por la misma legislación, ya que 
entonces se quebrantaría el voto de obediencia. 

Respondiendo después a la primera objeción afirma que quien pro- 
fesa la Regla no hace voto de observar cuanto en ella se contiene, sino 
ünicamente pretende obligarse a la vida regular, que esencialmente con- 
siste en los tres votos; por eso, más cautamente, en algunas religiones 
se promete vivir segun la Regla, lo cual se quebranta por el desprecio ; 
en otras, más cautamente todavía, obediencia según la Regla, de tal 
modo que se quebranta la profesión sólo en el caso de que se viole 
algún precepto de aquélla, todo lo demás obliga a pecado venial, a no 
ser que en alguna religión (nombra a los dominicos) por tales transgre- 
siones se obliguen únicamente a la pena que se les imponga, «qui ta- 
men possent venialiter vel mortaliter peccare ex negligentia vel libidine 
seu coniemptu» (128). 

En los mismos términos generales se propuso el problema GIL DE 
Roma (m. 1.316) preguntándose si el relig:oso que no cumple el silencio 
determinado en las Constituciones peca mortalmente (129). 

Distingue dos clases de prohibiciones: de cosas malas en sí y de las 
que lo son por estar prohibidas. Al quebrantar aquéllas se peca mortal- 
mente: en éstas se deben distinguir tres casos: las Constituciones afir- 
man que obligan sólo a pena, a pena y a culpa, o simplemente no dicen 
nada. En el primero, el religioso peca mortalmente cuando por despre- 
cio viola la ley; en el segundo, peca gravemente; en el tercero, puede 
formarse la conciencia de que la legislación obliga tan sólo a la pena. 


Tampoco los doctores andaban de acuerdo, pues lo que admitían al- 
gunos como pecado grave decididamente lo negaban otros. 


(198) Idénticos puntos de vista había defendido algún año antes preguntándose "Utrum 
monachus peccet mortaliter comedendo carnes" (Quaestiones duodecim Quodlibetales [ Venetiis, 
1593], Quodl. I, q. 9, a. 20, fols. 6rb-6va). 

(129) AEGIDIUS ROMANUS: Fertilissima Quodlibeta (Venetiis, 4504), Quodl. VI, q. 21, fols. 93rb- 
93vb. 
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CONCLUSION 


El siglo xir, por lo tanto, es el siglo del recrudecimiento de las dis 
cusiones que habían! comenzado a mediados del siglo XII en torno a la 
obligatoriedad de las Reglas. El nudo central de las disputas fué la exis- 
tencia de la obligatoriedad grave de las mismas. Más tarde, en siglos pos- 
teriores, una vez que las legislaciones de las diferentes familias religio- 
sas fueron incluyendo en sus Constituciones cláusulas semejantes a la 
de los dominicos acerca del carácter penal de la legislación, se cambiará 
radicalmente el objeto de las discusiones, es decir, se indagará princi- 
palmente sobre la naturaleza moral y jurídica de esas Reglas: ¿obligan 
alguna vez por sí mismas a culpa?; ¿son verdaderas leyes? 

Pero en los siglos XII y XIII, hablando en términos generales, fue el 
problema fundamental, la obligatoriedad bajo pecado mortal la que ante 
todo y sobre todo acongojó a los religiosos. 


Ninguna legislación, que sepamos, determinó en sí misma de modo 
explícito que obligaba bajo pecado. Por otra parte, la terminología que 
a veces empleaban las Reglas revestía en muchas ocasiones fuerza y vi- 
gor, lo cual contribuía no poco a agravar la situación de las almas, su- 
puesto que todos indistintamente admitían el carácter grave del verda- 
dero precepto. 

Tras muchas dudas de los religiosos, vinieron en ciertos casos decla- 
raciones oficiales, como la de los dominicos, que señalaron en 1236 que 
sus Constituciones como tales no obligaban más que a la pena. Otros, 
por el contrario, como los franciscanos, en su vida ordinaria, en sus 
Capítulos, en los actos de los Superiores, admitieron la sentencia opues- 
ta, confesando que su Regla obligaba de suyo bajo pecado mortal. 

Idéntica diversidad de apreciaciones se observó en los Papas, según 
se tratara de las diferentes legislaciones, pues mientras para las clari- 
sac defendieron que no les imponía preceptos graves, para los francis- 
canos establecieron lo contrario, basados siempre en las intenciones de 
los que compusieron las Reglas. 

Los doctores, por su parte, aun dentro de las divergencias, poco a 
poco fueron admitiendo en general que las legislaciones, en cuanto tales, 
no obligaban bajo pecado mortal, excepción hecha de los preceptos con- 
cretos que ellas contenían. 

: En la determinación del número de preceptos estribó la principal di- 
ficultad : para algunos, los términos praecipere, praeceptum y aun 
monere, puestos al principio de la Regla, eran suficientes para convertir 
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en preceptos todas sus prescripciones; otros lo concedían sólo cuando 
explícitamente aparecía en cada una de ellas los verbos precipere y st- 
milares ; no faltaron, finalmente, quienes sostuvieron con decisión que, 
aun cuando se mandase bajo el expresivo praecipere, de suyo no indi- 
caba verdadero precepto, y, por el contrario, otras veces el simple pre- 
sente de subjuntivo lo era: no había que fijarse en la terminología, sino 
en la intención del que había redactado la Regla. 


FIDEL DE PAMPLONA, Capuchino. 


Colegio de Teología (Pamplona) 
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DOCUMENTOS 
E JURISPBRUDEN Cis 
COMENTADOS 


I. CANONICOS 


RESEÑA JURIDICO CANONICA (5) 


I. DERECHO DE ASOCIACIONES 


Con fecha 2 de julio de 1953 el Padre Santo dirigía una Carta al re- 
verendís:mo padre Luis Paulussen S. I., Presidente del Secretariado 
Central de las Congregaciones Marianas (1), en la cual Su Santidad 
aprueba los Estatutos de la Federación Mundial de Congregaciones Ma- 
rianas e invita a todas las Congregaciones Marianas del mundo a adhe- 
rirse a tal Federación. En la Carta, Pío XII ratifica los princip.os con- 
tenidos en la Bis saecularis, los cuales no sólo constituyen la carta magna 
de esta especial forma de Acción Católica que son las Congregaciones 
Marianas, sino que, además, contiene principios jurídicos con los cuales 
debe regularse tanto la Acción Católica como aun el más genérico toda- 
vía Apostolado Seglar. No pertenece a esta RESEÑA el hacer un estudio 
jurídico de los Estatutos susod:chos, que sin duda encontrarán en la 
REVISTA en su día apropiado comentario. 

Un Rescripto de la Secretaría de Estado da cuenta de que Su Santi- 
dad el Papa, en la audiencia del dia 15 de junio de 1953 (2) concedida ai 
excelentísimo Pro-Secretario de Estado para los Asuntos Ordinarios, 
monseñor Juan Bautista Mont ni, se dignó instituir la Obra Pontificia 
de Asistencia en Italia, con sede en Roma, aprobando a su vez el Esta- 
tuto jurídico de la misma. Esta Obra, que existía ya de hecho hace va- 
rios años, obt:ene ahora la personalidad jurídica y una organización es- 
table, la cual, sin duda, puede ofrecer un servicio de ejemplaridad para 
obras análogas que se puedan instituir en otras naciones. Sin duda, con 
ello, una vez más la potestad universal del Papa, la única con jurisdic- 
ción suprad ocesana, interviene para dar personalidad y vida jurídica a 
entidades que cada día hacen más necesaria la solución de problemas apos- 
tólicos que exceden el ámbito de la diócesis. 


(*) Esta Reseña corresponde al cuatrimestre mayo-agosto de 1953. 
(1) AA. S., 1953. 
(9) A. A; S.,, 1959, p. 570. 
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II. DERECHO SACRAMENTAL 


Un Decreto de la Suprema Sagrada Congregación del Santo Of cio 
de 31 de marzo de 1953 (3) autoriza a los Ordinarios del lugar, es decir, 
los de aquellos puertos donde tenga su habitual punto de partida una 
nave, para que puedan permitir la celebración de la Misa vespertina en 
favor de los fieles que naveguen durante el viaje, a tenor de la norma VI 
de la Constitución Apostólica Christus Dominus de 6 de enero de 
1953 (4). 

La nueva disposición confirma una vez más la razón de ser de la 
misa vespertina, a saber, la utilidad de los fieles. Esto no sólo se dice 
expresamente «in favorem christifidelium qui navibus addicuntur», sino 
que, además, ha determinado el criterio para fijar la competencia del 
Ordinario del lugar. Siguiendo un criterio distinto del canon 883, $ 1.”, 
se prescinde en absoluto del Ordinario del sacerdote celebrante, tanto 
porque la gracia es en favor de los fieles determinados por el lugar, en 
este caso, la nave, como por el principio general inspirador de la Cons- 
titución Apostólica Christus Dominus y consigu'ente Instrucción de la 
Suprema Congregación del Santo Oficio que han confiado exclusivamen- 
te al Ordinario del lugar cuanto se refiere a la celebración de la misa 
vespertina. Este criterio territorial, concretado en el caso de la misa 
vespertina marítima, ha sido la razón de prescindir de los criterios del 
canon 883, todos ellos en función de la persona del sacerdote y funda- 
mentar, en cambio, la discriminación en la misma nave; y así no se ha 
atendido el lugar de embarque, como hace el canon 883, sino el puerto 
donde habitualmente la nave se detiene, sea el origen del viaje, sea el de 
destino, sea de escalas habituales intermedias. 


III. DERECHO PENAL 


Es notable un Decreto del Santo Oficio de 13 de febrero de 1953 (5) 
por el cual la Plenaria de Cardenales declaró y el Papa confirmó exco- 
mulgado cum omnibus iuris effecl^bus ai sacerdote Leonardo Feeney, 
de la conocida y reciente secta nacida en Boston. La excomunión ha sido 
infligida como pena más grave que ha sucedido a la anterior suspensión 
a divinis y no ha sido infligida aplicando una ley penal que castigara 
con dicha pena un determinado delito, sino que habiendo procedido la 
Santa Sede de conformidad con el canon 2.333, 8 1, en cuanto a la mo- 

(3) A. A. S., 1953, p. 426. 


(4) A. A. S., 1953. 
(5) A. A. S., 1953, p. 100. 
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nición y facilidad de arrepentimiento, conminó al reo con la pena de ex- 
comunión a incurrir «ipso facto» si no se retractaba, por lo cual el De- 
creto de 13 de febrero es simplemente una aplicación de la pena conmi- 
nada. La Santa Sede ha procedido según lo establecido en ei canon 
2.331, $ 1, aun cuando ahora no ha sido invocado, pues estrictamente 
se ha aplicado la pena conminada. 

Con motivo de la sacrílega detención e internamiento del eminentísi- 
mo señor Cardenal Esteban Wyszynski, Arzobispo de Gniezno y Wars- 
zawa, Primado de Polonia, la Sagrada Congregación Consistor‘ai ha he- 
cho publica la declaración de excomunión reservada speciali modo a la 
Santa Sede, en que han incurrido cuantos han intervenido directa o in- 
directamente impidiendo el ejercicio de la jurisdicc:ón eclesiástica, a te- 
nor del canon 2.334, 2.°; y cuantos han puesto las manos sacrílega y vio- 
lentamente en un Cardenal de la Santa Iglesia Romana, a tenor del 
canon 2.343, $ 2, declarándolos asimismo infames «ipso iure», según lo 
establecido por el mencionado canon (6). 


IV. PROSCRIPCIÓN DE LIBROS 


La actual edición auténtica del Indice de Libros prohibidos data de 
1948 (7). Desde su publicación el Santo Oficio ha proscrito las obras que 
se detallan a continuación : 

Sartre, Pablo: Opera omnia (8). 

Abscondita, Diario de Irma Inés, compilado por M. da S. Mourao 
de Freitas, Porto, 1949 (9). 

La Pelle, Storia e racconto, por Curzio Malaparte. Roma-Milano, 
Ed. Aria d'Italia, 1949 (10). 

La Via, de Bruno Ughi. Istituto Editoriale Cisalpino Milano-Varese, ` 
1948, 1.* edizione; Firenze CYA Editore, 1949, 2.* edizione accres- 
ciuta (11). 

Grundlegung und Grenzen des kanonischen Rechts, de Ioseph Klein, ` 
Tubingen, 1947 (12), 

La psychologie humaine du Christ et l'unicité de personne, diserta- 


(6) A. A. S., 1953, p. 618. 
(7) Index Librorum prohibitorum Ssmi. D. N. PP. XII iussu editus. Anno MCMXLVITI. 
Tip. Vaticana. 

(8) A. A. S., 1948, p. 511. 

(9) A. A. 5., 1950, p. 259. 

(10) A. A. S., 1950, ip. 489. 

(14) A. A. S., 1950, p. 490. 

(12) A. A. S., 1950, p. 739. 
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ción publicada en la Revista «Franziskanische Studien» (Munster in 
Westf., 1948-49), por el P. Leon Se'ller, O. F. M. (13). 

Pincherlé, Alberto: Opera omnia (14). 

Gide, Andrés : Opera omnia (15). 

La Mére, Vie de Marie, de Robert Morel. París, Sequana, 1946, y 
su traducción alemana Das Leben Marias, Olten, Walter (16). 

Ehe, Eine Anthropologie der Geschlechtsgemeinschaft, de Ernts Mi- 
chel. Stuttgart, Ernst Klett Verlag, 1948, 1950 (17). 

Les évenements et la foi 1940-1952 (Jeunesse de l'Eglise), Editions du 
Seuil. París (18). 


V. SEMINARIOS 


Queremos subrayar una actividad canónico-pastoral que pasa algo 
desapercibida; nos referimos a la aplicación del canon 1.357, $ 4. Mucho 
se ha escrito y discutido acerca de la conveniencia del Seminario regio- 
nal. Ha parecido incluso que lo que hace unos años parecía un :deal, 
fruto, al menos, de la necesidad, en cuanto no era fácil poseer en todas 
las diócesis personal y elementos suficientes para la formación del clero 
diocesano, hoy se había abandonado. 

Existe una realidad, la de los Seminarios Pontificios que dependen 
directamente de la Sagrada Congregación de Seminarios, la cual, ade- 
más, para muchos de ellos, ha de pensar incluso a su sustentación ma- 
terial. Nos sugiere este tema la recentísima inauguración del Seminario 
Regional de Siena, en Italia. Y notamos que no sólo Italia cuenta con 
Seminarios interdiocesanos ; en América hay varios y ya no digamos en 
países de misiones. 

La Sagrada Congregación de Seminarios acostumbra a confiar a los 
Ordinarios de la región la alta vigilancia de estos centros, con interven- 
ción, sin embargo, de la Santa Sede en el régimen de !os mismos. Cier- 


tamente se trata de una excepción al Derecho comün establecido en los 
párrafos anteriores del mismo canon. 


Otra actividad jurídica acerca de los Seminarios, complementaria de 
las prescripciones generales del Código o de las Normas de la Sagrada 


13) A. A. S., 101 EDO ÍA i o 5 
one 3 mii S., 19591, p. 561. El autor y la Revista se sometieron en seguida (cfr. A. A. S.. 

(14) A. A. S., 1952, p. 432. Con ocasión de esta condenació: 
Advertencia, a la cual ya nos referimos en esta misma REVISTA. 

(15) A. A. S., 1952, p. 4811. 

(16) A. A. S., 1952, p. 481. 

(17) A. A. S., 1959, p. 879. 

(18) A. A. S., 1953, p. 185. 


n el Santo Oficio publ'ó na 
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Congregación, son las Visitas Apostólicas, que provocan decisiones par- 
ticulares, ya acerca de los Seminarios de un país o de una región, ya 
acerca de cada Seminario en concreto. Para Italia existe un Visitador 
Apostó! co permanente, con carácter episcopal, en la misma Sagrada Con- 
gregación (19). En los üitimos años se han practicado Visitas Apostó- 
licas en los Seminarios de Filipinas y en varios Seminarios de Italia, en 
Colombia y en Perú. 

Constituye otra ocasión de la legislación particular el examen de las 
relaciones trienales de los Seminarios que deben presentarse a tenor de! 
Decreto de la Sagrada Congregación de 2 de febrero de 1924 (20). Du- 
rante el año 1952 la Sagrada Congregación ha examinado relaciones de 
Italia, Francia, España, Portugal, Bélgica, Suiza, Inglaterra, Malta, Lu- 
xemburgo, Canadá, Estados Unidos, Brasil, Méjico, El Salvador, Ecua- 
dor y Argentina (21). Durante el año 1953 deben presentar sus relaciones 
los Ordinarios de América. 

La Santa Sede, que varias veces ha manifestado su voluntad de que 
los seminaristas poseyeran aquella cultura media que corresponde al país 
donde han de ejercer su ministerio y ha recomendado incluso el que ob- 
tuvieran la mayor parte el correspond'ente título civil, ha permitido, en 
algunos casos en que no era fácil la erección de centros de segunda ense- 
fianza de la Iglesia, autónomos, el que se estableciera en el Seminario 
una Sección para alumnos no seminaristas. Así, en el Seminario Pon- 
tificio Regional de Benevento existe una dedicada a los alumnos del 
Liceo inferior; análoga sección existe en el Pontificio Seminar.o Re- 
gional de Viterbo; otra para el G:mnasio superior en Chieti. 

No es raro que la Sagrada Congregación envíe a los Nuncios o Lega- 
dos Apostólicos instrucciones acerca de los Seminarios. Así se hizo en 
1950 a los Nunc:os de Colombia y Venezuela ; en 1951, a los de Bolivia, 
Cuba, Guatemala y San Salvador, y en 1952, a los de Costa Rica e 
Irlanda. 

La Santa Sede aprueba también los Convenios que a iniciativa pri- 
vada se establecen entre los Ordinarios y determinadas Congregaciones 
religiosas para la dirección de Seminarios, en aquellas diócesis donde la 
escasez de clero diocesano u otras graves razones aconsejan este proce- 
dimiento. 

Interesante también la afiliación que concede la Sagrada Congrega- 


(19) Motu Proprio Praecipua sane, de 24 abril 1931. A. A. S., 1931, p. 23. 
(20) A. A. S., 1995, p. 547. 
121) L'attività della Santa Sede nel 1952. Tip. Vaticana. 
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ción de Seminarios a los (Cursos Teológicos de un Seminario a una de- 
terminada Facultad teológica con reconocimiento oficial, como se ha 
hecho varias veces en Francia y Estados Unidos. Algunos Seminarios 
han obtenido en estos últimos tiempos la Facultad teológica, así, por 
ejemplo, el de Tréveris, en Alemania. 


VI. ¡CARTAS APOSTÓLICAS 


Todos los años la Secretaría de las Cartas Latinas acostumbra a en- 
viarlas a los Cardenales residentes fuera de la Curia con motivo de las. 
fiestas de Navidad. Es norma de la misma, por voluntad del Padre San- 
to, enviar una Carta Apostólica a los Patriarcas, Arzobispos, Ob'spos y 
Vicarios Apostólicos al celebrar las bodas de oro del sacerdocio y las. 
bodas de plata del Episcopado. Especialmente se d'rigen Cartas de con- 
gratulación, que vienen además publicadas en Acta, a los Nuncios e In- 
ternuncios Apostólicos al celebrar su jubileo episcopal. El Padre Santo 
acostumbra a envíar Carta Apostólica a los Cardenales, además de las. 
ocasiones dichas para los Obispos, al celebrar sus bodas de plata carde- 
nalicias, y al cumplir ochenta años de edad, o sesenta de sacerdocio. 

Se envía una Carta Apostólica a todos los Legados Pontif'cios con: 
motivo de Congresos, Centenarios y Otras solemnidades. 

Especial importancia adquieren las Cartas Apostdélicas por medio de 
las cuales el Padre Santo se dirige al Episcopado de un país. También 
acostumbra a enviarlas a los Superiores Generales religiosos al celebrar-- 
se el centenario de la fundación o la muerte del fundador. Los centena- 
rios de fundación de Diócesis o Abadías obtienen también la menc ona- 
da distinción. 


VII. CONCORDATO 


Sin duda, el acontecimiento jurídico canónico más importante dei úl-- 
timo cuatrimestre ha sido el Concordato firmado entre la Santa Sede y 
España. l 

Esta RESEÑA no puede hacer el menor comentario al importantísimo- 
documento, que será en adelante la carta fundamental de la vida canó-- 
nica en España. Su estudio exige el amplio espacio de toda la REVISTA y 
aun de publicaciones expresamente dedicadas a ello, que sin improvisa- - 
ción y después de maduro estudio sin duda verán la luz en nuestra Patria. 

Sin embargo, sería faltar a la conciencia de h'jos de la Iglesia en 


España no acusar en esta sección la presencia del nuevo instrumento- 
concordatario. . 
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Todavía creemos un deber el subrayar, a fuer de objetivos, el excep- 
cional contenido del Concordato. Ciertamente, no existe entre los docu- 
mentos concordatarios hoy vigentes otro en el que se reconozcan con 
tanta plenitud los derechos de la Iglesia. Cuantos en ello han colaborado 
merecen gratitud, que en este caso es de justicia. 

Sin movernos de esta impresión general, queremos subrayar la gran 
agilidad jurídica que nos ofrece el Concordato al incorporar los Conve- 
nios anteriores entre España y la Santa Sede, de los cuales no nos atre- 
veríamos a afirmar cuanto hemos dicho en el párrafo anterior, y que, 
aun desde el punto de vista puramente canónico-pastoral, ofrecen no pe- 
queños inconvenientes prácticos en materias en las Cuales es deber de 
justicia reconocer que el Estado no mostró el mayor interés, obrando con 
gran liberalidad; nos referimos en particular al Convenio acerca de la 
provisión de beneficios no consistoriales, y en especial al sistema de pro- 
visión de parroquias, y al Convenio acerca de los Seminarios y Univer- 
sidades, que en varios puntos no se ha llevado a la práctica, sin duda 
por las dificultades que la realidad presenta. Estos Convenios y los de- 
más que han sido incorporados al Concordato, sin duda podrán nueva- 
mente ser objeto de estudio sin necesidad de modificar el instrumento- 
base, conformando así aun en estos aspectos parciales la situación canó- 
nica de España a los postulados del Derecho público ecles'ástico como 
en general con tanta perfección se ha hecho en el articulado del Con- 
cordato. 

Sólo nos falta augurar que este estudio sea una realidad que se pro- 
duzca como consecuencia de la fidelidad que como súbditos de las dos. 
Altas Partes contratantes tengamos los eclesiásticos todos, en el orden 
pastoral y en el orden de la teoría científica, al acuerdo bilateral de la 
Santa Sede y España. 


MANUEL BONET MUIXI, Pbro. 


Prelado Auditor de la Sagrada Rota Romana 
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En el nombre de la Santisima Trinidad 


La Santa Sede Apostólica y el Estado español, animados del deseo 
de asegurar una fecunda colaboración para el mayor bien de la vida re- 
ligiosa y civil de la Nación española, han determinado estipular un Con- 
cordato que, reasumiendo los Convenios anteriores y completándolos, 
constituya la norma que ha de regular las recíprocas relaciones de las 
Altas Partes contratantes, en conformidad con la Ley de Dios y la tra- 
dición católica de la Nación española. 

A este fin Su SANTIDAD EL Papa Pío XII ha tenido a bien nombrar 
por su Plenipotenciario a: 

Su Excelencia Reverendísima Monseñor Domenico Tardini, Pro-Se- 
cretario de Estado para los Asuntos Eclesiásticos ies y 

Su Excelencia el Jefe del Estado español, Don Francisco FRANCO 
BAHAMONDE, ha tenido a bien nombrar por Sus Plenipotenciarios al 

Excmo. Señor Don Alberto Martín Artajo, Ministro de Asuntos Ex- 
teriores, y al 

Excmo. Señor Don Fernando María Castiella y Maiz, Embajador de 
España cerca de la Santa Sede, 

quienes, después de entregadas sus respectivas Plenipotencias y re- 
conocida la autenticidad de las mismas, han convenido lo siguiente : 


ARTÍCULO I. 


La Religión Católica, Apostólica, Romana sigue siendo la ünica de 
la Nación española y gozará de los derechos y de las prerrogativas que 
le corresponden en conformidad con la Ley divina y el Derecho canó- 
nico. 


ARTÍCULO II. 


1. El Estado español reconoce a la Iglesia Católica el carácter de 
sociedad perfecta y le garantiza el libre y pleno ejercicio de su poder 
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espiritual y de su jurisdicción, así como el libre y público ejercicio dei 
culto. 

2. En particular, la Santa Sede podrá libremente promulgar y pu- 
blicar en España cualquier disposición relativa al gobierno de la Iglesia 
y comunicar sin impedimiento con los Prelados, el clero y los fieles del 
país, de la misma manera que éstos podrán hacerlo con la Santa Sede. 

Gozarán de las mismas facultades los Ordinarios y las otras Autom- 
dades eclesiásticas en lo referente a su Clero y fieles. 


ARTÍCULO III. 


1. El Estado español reconoce la personalidad jurídica internacional 
de la Santa Sede y del Estado de la Ciudad del Vaticano. 

2. Para mantener, en la forma tradicional, las amistosas re'aciones 
entre la Santa Sede y el Estado español, continuarán permanentemente 
acreditados un Embajador de España cerca de la Santa Sede y un Nuncio 
 Apostólico en Madrid. Este será el decano del Cuerpo Diplomático, en 
los términos del Derecho consuetudinario. 


ARTÍCULO IV. 


1. El Estado español reconoce la personalidad jurídica y la plena 
^ capacidad de adquirir, poseer y administrar toda clase de biees a todas 
las instituciones y asociaciones religiosas, existentes en España a la en- 
trada en vigor del presente Concordato, constituídas segün el Derecho 
canónico ; en particular a las Diócesis con sus instituciones anejas, a las 
Ordenes y Congregaciones religiosas, las Sociedades de vida común y 
los Institutos seculares de perfección cristiana canónicamente reconocidos, 
sean de derecho pontificio o de derecho diocesano, a sus provincias y a 
Sus casas. 

| 2. Gozarán de igual reconocimiento las entidades de la misma natu- 
..Taleza que sean ulteriormente erigidas o aprobadas en España por las 
- Autoridades eclesiásticas competentes, con la sola condición de que el 
decreto de erección o de aprobación sea comunicado oficialmente por es- 
crito a las Autoridades competentes del Estado. 


3- La gestión ordinaria y extraordinaria de los bienes pertenecientes 
a entidades eclesiásticas o asociaciones religiosas y la vigilancia e ins- 


: : pección de dicha gestión de bienes corresponderán a las Autoridades com- 
^ petentes de la Iglesia, 


— 806 — 


CONCORDATO ENTRE LA SANTA SEDE Y ESPAÑA 
ARTÍCULO V. 


El Estado tendrá por festivos los días establecidos como tales por la 
Iglesia y el Código de Derecho Canónico o en otras disposiciones parti- 
culares sobre fest:vidades locales, y dará, en su legislación, las facilida- 
des necesarias para que los fieles puedan cumplir en esos días sus deberes 
religiosos. 

Las Autoridades civiles, tanto nacionales como locales, velarán por 
la debida observancia del descanso en los días festivos. 


ARTÍCULO VI. 


Conforme a las concesiones de los Sumos Pontífices San Pío V y 
Gregorio XIII, los sacerdotes espafioles diariamente elevarán preces por 
España y por el Jefe del Estado, según la fórmula tradicional y las pres- 
cripciones de la Sagrada Liturgia. 


Articuto VII. 


Para el nombramiento de los Arzobispos y Obispos residenciales y de 
los Coadjutores con derecho de sucesión, continuarán rigiendo las nor- 
mas del Acuerdo estipulado entre la Santa Sede y el Gobierno español 
el 7 de junio de 1941. 


ARTÍCULO VIII. 


Continuará subsistiendo en Ciudad Real el Priorato Nullius de las 
Ordenes Militares. 

Para el nombramiento del Obispo Préor se aplicarán las normas a que 
se refiere el artículo anterior. ; 

1. A fin de evitar, en lo posible, que las Diócesis abarquen territo- 
rios pertenecientes a diversas provincias civiles, las Altas Partes contra- 
tantes procederán, de común acuerdo, a una revisión de las circunscrip- 
ciones diocesanas. 

Asimismo, la Santa Sede, de acuerdo con el Gobierno español, tomará 
las oportunas disposiciones para eliminar los enclaves, 

Ninguna parte del territorio español o de soberanía de España de- 
. penderá de Obispo cuya sede se encuentre en territorio sometido a la so- 
beranía de otro Estado, y ninguna Diócesis española comprenderá zonas 
de territorio sujeto a soberanía extranjera, con excepción del Principado 
de Andorra, que continuará perteneciendo a la Diócesis de Urgel. 
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2. Para la erección de una nueva Diócesis o provincia eclesiástica y 
para otros cambios de circunscripciones diocesanas que pudieran juzgar- 
se necesarios, la Santa Sede se pondrá previamente de acuerdo con el Go- 
bierno español, salvo si se tratase de mínimas rectificaciones de territorio 
reclamadas por el bien de las almas. 

3. El Estado español se compromete a proveer a las necesidades eco- 
nómicas de las Diócesis que en el futuro se erijan aumentando adecua- 
damente la dotación establecida en el artículo XIX. 

El Estado, además, por sí o por medio de las ¡Corporaciones locales 
interesadas, contribuirá con una subvención extraordinaria a los gastos 
iniciales de organización de las nuevas Diócesis; en particular subven- 
cionará la construcción de las nuevas Catedrales y de los edificios des- 
tinados a residencia del Prelado, oficinas de la Curia y Seminarios dio- 
cesanos. 


ARTÍCULO X, 


En la provisión de los beneficios no consistoriales se seguirán apli- 
cando las disposiciones del Acuerdo estipulado el 16 de julio de 1946 (1). 


ARTÍCULO XI. 


1. La Autoridad eclesiástica podrá libremente erigir nuevas Parro- 
quias y modificar los límites de las ya existentes. 

Cuando estas medidas impliquen un aumento de contribución econó- 
mica del Estado, la Autoridad eclesiástica habrá de ponerse de acuerdo, 
con la competente autoridad del Estado, por lo que se refiere a dicha con- 
tribución. 

2. Si la Autoridad eclesiástica considerase oportuno agrupar, de mo- 
do provisional o definitivo, varias Parroquias, bien sea contiándolas a un 
solo Párroco, asistido de uno o varios Coadjutores, bien reuniendo en un 
solo presbiterio a varios sacerdotes, el Estado mantendrá inalteradas las 
dotaciones asignadas a dichas Parroquias. Las dotaciones para las Pa- 


rroquias que estén vacantes no pueden ser distintas de las dotaciones para 
las Parroquias que estén provistas. 


ArTicuLo XII. 


La Santa Sede y ell Gobierno español regularán, en Acuerdo aparte y 


lo antes posible, cuanto se refiere al régimen de Capellanías y Fundacio- 
. nes pías en España. 


(1) Puede verse el texto en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANO 
S ; NICO, = 
' un amplio comentario de LAUREANO PÉREZ MIER (pp. 729-775). ge 
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AnTíÍCULO XIII. 


1. En consideración de los vínculos de piedad y devoción que han 
unido a la Nación espafiola con la Patriarcal Basílica de Santa María la 
Mayor, la Santa Sede confirma los tradicionales privilegios honoríficos 
y las otras disposiciones en favor de España contenidos en la Bula His- 
paniarum fidelius del 5 de agosto de 1953. 

2. La Santa Sede concede que el espafiol sea uno de los idiomas 
admitidos para tratar las causas de beatificación y canonización en la 
Sagrada Congregación de Ritos. 


ARTÍCULO XIV. 


Los clérigos y los religiosos no estarán obligados a asumir cargos 
públicos o funciones que, según las normas del Derecho canónico, sean 
incompatibles con su estado. 

Para ocupar empleos o cargos públicos, necesitarán el Nihil Obstat 
de su Ordinario propio y el del Ordinario del lugar donde hubieren de 
desempeñar su actividad. Revocado el Nihil Obstat, no podrán conti- 
nuar ejerciéndolos. 


ARTICULO XV. 


Los clérigos y religiosos, ya sean éstos profesos o novicios, están 
exentos del servicio militar, conforme a los cánones 121 y 614 del Có- 
digo de Derecho Canónico. 

Al respecto, continúa en vigor lo convenido entre las Altas Partes 
contratantes en el Acuerdo de 5 de agosto de 1950 sobre jurisdicción 
castrense (2). 


ARTÍCULO XVI. 


1. Los Prelados de quienes habla el párrafo 2 del canon 120 del 
Código de Derecho Canónico no podrán ser emplazados ante un juez 
laico sin que se haya obtenido previamente la necesaria licencia de la 
Santa Sede. 

2. La Santa Sede consiente en que las causas contenciosas sobre b:e- 
nes o derechos temporales en las cuales fueren demandados clérigos O. 
religiosos sean tramitadas ante los Tribunales del Estado, previa noti- 


(2) Texto en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO (CANÓNICO, 5 (1950), pp. 1.101-1.105, acompafiado 
ae un comentario de MANUEL GARCÍA CASTRO, pp. 1.107 a 1.171. El mismo autor había expuesto 
los antecedentes en Jas pp. 601-621. 
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ficación al Ordinario del lugar en que se instruye el proceso, al cual de- 
berán también ser comunicadas en su día las correspondientes senten- 
cias o decisiones. 

3. El Estado reconoce y respeta la competencia privativa de los Tri- 
bunales de la Iglesia en aquellos delitos que exclusivamente violan una 
Ley eclesiástica, conforme al canon 2.198 del Código de Derecho Canó- 
nico. 

Contra la sentencia de estos Tribunales no procederá recurso alguno 
ante las Autoridades civiles. 

4. La Santa Sede consiente en que las causas criminales contra los 
clérigos o religiosos por los demás delitos, previstos por las leyes pe- 
nales del Estado, sean juzgadas por los Tribunales del Estado. 

Sin embargo, la Autoridad judicial, antes de proceder, deberá soli- 
citar, sin perjuicio de las medidas precautorias del caso, y con la debida 
reserva, el consentimiento del Ordinario del lugar en que se instruye xl 
proceso. 

En el caso en que éste, por graves motivos, se crea en el deber de 
negar dicho consentimiento, deberá comunicarlo por escrito a la Auto- 
ridad competente. 

El proceso se rodeará de las necesarias cautelas para ev.tar toda pu- 
` blicidad. 

Los resultados de la instrucción así como la sentencia definitiva del 
proceso, tanto en primera como en ulterior instancia, deberán ser soli- 
citamente notificados al Ordinario del lugar arriba mencionado. 

s. En caso de detención o arresto, los clérigos y religiosos serán 
tratados con las consideraciones debidas a su estado y a su grado jerár- 
quico. 

Las penas de privación de ¡“bertad serán cumplidas en una casa ecle- 
siástica o religiosa que, a juicio del Ordinario del lugar y de la Auto- 
ridad judicial del Estado, ofrezca las convenientes garantías; o, al me- 
nos, en locales distintos de los que se destinan a los seglares, a no ser 
que la Autoridad eclesiástica competente hubiere reducido al condenado 
al estado laical. 

Les serán aplicables los beneficios de la libertad condicional y los 
demás establecidos en la legislación del Estado. 

6. Caso de decretarse embargo judicial de bienes, se dejará a los 
eclesiásticos lo que sea necesario para su honesta sustentación y el decoro 


de su estado, quedando en pie, no obstante, la obligación de pagar cuan- 
to antes a sus acreedores. 
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7. Los clérgos y los religiosos podrán ser citados como testigos 
ante los Tribunales del Estado; pero si se tratase de juicios criminales 
por delitos a los que la ley señale penas graves deberá pedirse licencia 
del Ordinario del lugar en que se instruye el proceso. Sin embargo, en 
ningún caso podrán ser requeridos, por los Magistrados ni por otras Auto- 
ridades, a dar informaciones sobre personas o materias de las que hayan 
tenido conocimiento por razón del Sagrado Ministerio. 


ARTÍCULO XVII. 


El uso del hábito eclesiástico o religioso por los seglares o por 
aquellos clérigos o religiosos a quienes les haya sido prohibido por de- 
cisión firme de làs Autoridades eclesiásticas competentes, está prohibido 
y será castgado, una vez comunicada oficialmente al Gobierno, con las 
mismas sanciones y penas que se aplican a los que usan indebidamente 
el uniforme militar. 


ARTÍCULO: XVIII. 


. La Iglesia puede libremente recabar de los fieles las prestaciones 
autorizadas por el Derecho canónico, organizar colectas y recibir sumas 
y bienes, muebles e inmuebles, para la prosecución de sus propios fines. 


ARTÍCULO XIX. 


1. La Iglesia y el Estado estuditrán, de común acuerdo, la crea- 
ción de un adecuado patrimonio eclesiástico que asegure una congrua do- 
tación del culto y del clero, 

2. Mientras tanto el Estado, a título de indemnización por las pa- 
sadas desamortizaciones de bienes eclesiásticos y como contribución a la 
obra de la Iglesia en favor de la Nación, le asignará anualmente una 
adecuada dotación. Esta comprenderá, en particular, las consignacio- 
nes correspondientes a los Arzobispos y Obispos d:ocesanos, los Coad- 
jutores, Auxiliares, Vicarios Generales, los Cabildos Catedralicios y de 
las Colegiatas, el Clero parroquial, así como las asignaciones en favor 
de los Seminarios y Universidades eclesiásticas y para el ejercicio del 
culto. 

Por lo que se refiere a la dotación de Beneficios no consistoriales y 
a las subvenciones para los Seminarios y las Universidades ecles:ásti- 
cas, continuarán en vigor las normas fijadas en los respectivos Acuer- 
dos del 16 de julio y 8 de diciembre de 1946. 
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Si en el futuro tuviese lugar una alteración notable de las condicio- 
nes económicas generales, dichas dotaciones serán oportunamente ade- 
cuadas a las nuevas circunstancias, de forma que siempre quede ase- 
gurado el sostenimiento del culto y la congrua sustentación del clero. 

3. El Estado, fiel a la tradición nacional, concederá anualmente 
subvenciones para la construcción y conservación de Templos parro- 
quiales y rectorales y Seminarios; el fomento de las Ordenes, Congre- 
gaciones o Institutos eclesiásticos consagrados a la actividad misional 
y el cuidado de los Monasterios de relevante valor histórico en España, 
así como para ayudar al sostenimiento del Colegio Español de San 
José y de la Iglesia y Residencia españolas de Monserrat, en Roma. 

4. El Estado prestará a la Iglesia su colaboración para crear y fi- 
nanciar Instituciones asistenciales en favor del clero anciano, enfermo 
o inválido. Igualmente asignará una adecuada pensión a los Prelados 
residenciales que, por razones de edad o salud, se retiran de su cargo. 


ARTICULO XX. 


1. Gozarán de exención de impuestos y contribuciones de índole 
estatal o local: 

a) las Iglesias y Capillas destinadas al culto, y, asimismo, los edi- 
ficios y locales anejos destinados a su servicio o a sede de asociaciones: 
católicas; 

b) la residencia de los Obispos, de los canónigos y de los sacerdo: 
tes con cura de almas, siempre que el inmueble sea propiedad de la 
Iglesia ; 

c) los locales destinados a oficinas de la Curia diocesana y a ofici- 
nas Parroquiales; 

d) las Universidades eclesiásticas y los Seminarios destinados a la 
formación del Clero ; 

e) las casas de las Ordenes, Congregaciones e Institutos relig:osos 
y seculares canónicamente establecidos en España ; 

f) los colegios u otros centros de enseñanza, dependientes de la Je- 
rarquía eclesiástica, que tengan la condición de benéfico-docentes. 

Están comprendidos en la exención los huertos, jardines y depen- 
dencias de los inmuebles arriba enumerados, siempre que no estén des- 
tinados a industria o a cualquier otro uso de carácter lucrativo. 


2. Gozarán igualmente de total exención tributaria los objetos des- 
tinados al culto católico, así como la publicación de las instrucciones, 
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ordenanzas, cartas pastorales, boletines diocesanos y cualquier otro do- 
cumento de las Autoridades eclesiásticas competentes referente al go- 
bierno espiritual de los fieles, y también su fijación en los sitios de 
costumbre. 

3. Están igualmente exentas de todo impuesto o contribución, las 
dotaciones del culto y clero a que se refiere el artículo XIX, y el ejer- 
cicio del ministerio sacerdotal. 

4. Todos los demás bienes de entidades o personas eclesiásticas, así 
como los ingresos de éstas que no provengan del ejercicio de actividades 
religiosas propias de su apostolado quedarán sujetos a tributación con- 
forme a las leyes generales del Estado, en paridad de condición con las 
demás instituciones o personas. 

5. Las donaciones, legados o herencias destinados a la construcción 
de edificios del culto católico o de casas religiosas, o, en general, a fina- 
lidades de cuito o religiosas, serán equiparados, a todos los efectos tri- 
butarios, a aquellos destinados a fines benéficos o benéfico-docentes. 


ARTÍCULO XXI. 


1. En cada Diócesis se constituirá una Comisión que, bajo la pre- 
sidencia del Ordinario, vigilará la conservación, la reparación y las 
eventuales reformas de los Templos, Capillas y edificios eclesiásticos de- 
clarados monumentos nacionales, históricos o artísticos, así como de 
las antigUedades y obras de arte que sean propiedad de la Iglesia o le eg- 
tén confiadas en usufructo o en depósito y que hayan sido declaradas 
de relevante mérito o de importancia histórica nacional, 

2. Estas Comisiones serán nombradas por el Ministerio de Educa- 
ción Nacional y estarán compuestas, en una mitad, por miembros ele- 
gidos por el Obispo y aprobados por el Gobierno y, en la otra, por 
miembros designados por el Gobierno con la aprobación del Obispo. 

3. Dichas Comisiones tendrán también competencia en las excava- 
ciones que interesen a la arqueología sagrada, y cuidarán con el Ordi- 
nario para que la reconstrucción y reparación de los edificios eclesiásti- 
‘cos arriba citados se ajusten a las normas técnicas y artísticas de la le- 
gislación general, a las prescripciones de la Liturgia y a las exigencias 
del Arte Sagrado. 

Vigilarán, igualmente, el cumplimiento de las condiciones estable- 
cidas por las leyes, tanto civiles como canónicas, sobre enajenación y ex- 
portación de objetos de mérito histórico o de relevante valor artístico 
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que sean propiedad de la Iglesia o que ésta tuviera en usufructo o en 
depósito. 

4. La Santa Sede consiente en que, Caso de venta de tales objetos 
por subasta pública, a tenor de las normas del Derecho canón:co, se 
dé opción de compra, en paridad de condiciones, al Estado. 

s. Las Autoridades eclesiásticas darán facilidades para el estudio 
de los documentos custodiados en los archivos eclesiásticos públicos €x- 
clusivamente dependientes de aquéllas. Por su parte, el Estado prestará 
la ayuda técnica y económica conveniente para la instalación, cataloga- 
ción y conservación de dichos archivos. 


ARTÍCULO XXII. 


1. Queda garantizada la inviolabilidad de las Iglesias, Capillas, Ce- 
menterios y demás lugares sagrados, segün prescribe el canon 1.160 
del Código de Derecho Canónico. 

2. Queda igualmente garantizada la inviolabilidad de los Palacios 
y Curias Episcopales, de.los Seminarios, de las casas y despachos pa- 
rroquiales y rectorales y de las casas religiosas canónicamente estable- 
cidas. 

3. Salvo en caso de urgente necesidad, la fuerza pública no podrá 
entrar en los citados edificios, para el ejercicio de sus funciones, sin el 
consentimiento de la competente Autoridad eclesiástica. 

4. Si por grave necesidad pública, particularmente en tiempo de 
guerra, fuese necesario ocupar temporalmente alguno de los citados edi- 
ficios, ello deberá hacerse previo acuerdo con el Ordin^rio competente. 

Si razones de absoluta urgencia no permitiesen hae rlo, la Autori- 
dad que proceda a la ocupación deberá informar inmediatamente al mis- 
mo Ordinario. 

5. -Dichos edificios no podrán ser demolidos sino de acuerdo com 
el Ordinario competente, salvo en caso de absoluta urgencia, como por 
motivo de guerra, incendio o inundación. 

6. En caso de expropiación por utilidad pú*ica, será siempre pre- 
viamente oída la Autoridad eclesiástica competente, incluso en lo que 
se refiere a la cuantía de la indemnización. No se ejercitará ningún acto 
de exprop:acién sin que los bienes a expropiar, cuando sea el caso, ha- 
yan sido privados de su carácter sagrado, 

7. Los Ordinarios diocesanos y los Superiores religiosos, segün su 
respectiva competencia; quedan obligados a velar por la observancia, en 


— 814 — 


CONCORDATO ENTRE LA SANTA SEDE Y ESPAÑA 


los edificios citados, de las leyes comunes vigentes en materia de seguri- 
dad y de sanidad pública. 


ARTÍCULO XXIII. 


El Estado español reconoce plenos efectos civiles al matrimonio ce- 
lebrado segün las normas del Derecho canónico. 


ARTÍCULO XXIV. 


1. El Estado español reconoce la competencia exclusiva de los Tri- 
bunales y Dicasterios eclesiásticos en las causas referentes a la nulidad 
del matrimonio canónico y a la separación de los cónyuges, en la dis- 
pensa del matrimonio rato y no consumado y en el procedimiento rela- 
tivo al Privilegio Paulino. 

2. Incoada y adm:tida ante el Tribunal eclesiástico una demanda 
de separación o de nulidad, corresponde al Tribunal civil dictar, a ins- 
tancia de la parte interesada, las normas y medidas precautorias que re- 
gulen los efectos civiles relacionados con el procedimiento pendiente. 

3. Las sentencias y resoluciones de que se trate, cuando sean firmes 
y ejecutivas, serán comunicadas por el Tribunal eclesiástico al Tribu- 
nal civil competente, el cual decretará lo necesario para su ejecución en 
cuanto a efectos civiles y ordenará—cuando se trate de nulidad, de dis- 
pensa «super rato» o aplicación del Privilegio Paulino—que sean ano- 
tadas en el Registro del Estado Civil al margen del acta de matrimonio. 

4. En general todas las sentencias, decis:ones en vía administrativa 
y decretos emanados de las Autoridades eclesiásticas en cualquier ma- 
teria dentro del ámbito de su competencia, tendrán también efecto en el 
orden civil cuando hubieren sido comunicados a las competentes Auto- 
ridades del Estado, las cuales prestarán, además, el apoyo necesario para 


su ejecución, 
ARTÍCULO XXV. 


1. La Santa Sede confirma el privilegio concedido a España de que 
sean conocidas y decididas determinadas causas ante el Tribunal de fa 
Rota de la Nunciatura Apostólica, conforme al Motu Proprio Pontifi- 
cio del y de abril de 1947, que restablece dicho Tribunal (3). 


(3) Texto en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 2 (1947), 487-495, acompañado de €0- 
mentarios de MANUEL BONET (pp. 496-553) y MARCELINO CABREROS DE ANTA (pp. 863-895). 
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2. Siempre formarán parte del Tribunal de la Sagrada Rota Roma- 
na dos Auditores de nacionalidad española, que ocuparán las sillas tra- 
dicionales de Aragón y Castilla. 


ARTÍCULO XXVI. 


En todos los centros docentes de cualquier orden y grado, sean es- 
tatales o no estatales, la enseñanza se ajustará a los principios del Dog- 
ma y de la Moral de la Iglesia Católica. 

Los Ordinarios ejercerán libremente su misión de vigilancia sobre 
dichos centros docentes en lo que concierne a la pureza de la Fe, las 
buenas costumbres y la educación religiosa. 

Los Ordinarios podrán exigir que no sean permitidos o que sean re- 
tirados ios libros, publicaciones y material de ensefianza contrarios al 
Dogma y a la Moral católica. 


ARTÍCULO XXVII. 


1. El Estado español garantiza la enseñanza de la Religión Católica 
como materia ordinaria y obligatoria en todos los centros docentes, sean 
estatales o no estatales, de cualquier orden o grado. 

Serán dispensados de tales ensefianzas los hijos de no católicos cuan- 
do lo soliciten sus padres o quienes hagan sus veces, 


2. En las Escuelas primarias del Estado, la ensefianza de la Reli- 
gión será dada por los propios maestros, salvo el caso de reparo por 
parte del Ordinario contra alguno de ellos por los motivos a que se re- 
fiere el canon 1.381, párrafo 3.” del Código de Derecho Canónico. Se 
dará tamb:én, en forma periódica, por el Párroco o su delegado por 
medio de lecciones catequísticas. 

3. En los centros estatales de Enseñanza Media, la enseñanza de la 
Religión será dada por profesores sacerdotes o religiosos y, subsidia- 
riamente, por profesores seglares nombrados por la Autoridad civil com- 
petente a propuesta del Ordinario diocesano. 

Cuando se trate de Escuelas o Centros Militares, la propuesta co- 
rresponderá al Vicario General Castrense. 


4. La Autoridad civil y la eclesiástica, de común acuerdo, organi- 
zarán para todo el territorio nacional pruebas especiales de suficiencia 
pedagógica para aquellos a quienes deba ser confiada la enseñanza de 


la Religión en las Universidades y en los centros estatales de Enseñanza 
Media. 
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Los candidatos para estos últimos centros, que no estén en posesión 
de grados académicos mayores en las Ciencias Sagradas (Doctores o 
Licenciados o el equivalente en su Orden si se trata de religiosos), de- 
berán someterse también a especiales pruebas de suficiencia científica. 

Los Tribunales examinadores para ambas pruebas estarán compues- 
tos por cinco miembros, tres de ellos eclesiásticos, uno de los cuales ocu- 
pará la presidencia. 

5. La enseñanza de la Religión en las Universidades y en los cen- 
tros a ella asimilados se dará por eclesiásticos en posesión del grado 
académico de Doctor, obtenido en una Universidad eclesiástica, o del 
equivalente en su Orden, si se tratase de religiosos. Una vez realizadas 
las pruebas de capacidad pedagógica, su nombramiento se hará a pro- 
puesta del Ordinario diocesano. 

6. Los profesores de Religión nombrados conforme a lo dispuesto 
en los números 3, 4 y 5 del presente artículo, gozarán de los mismos 
derechos que los otros profesores y formarán parte del Claustro del cen- 
tro de que se trate. 

Serán removidos cuando lo requiera el Ordinario diocesano por al- 
guno de los motivos contenidos en el citado canon 1.381, párrafo 3.°, 
del Código de Derecho Canónico. 

El Ordinario diocesano deberá ser previamente oído cuando la re- 
moción de un profesor de Religión fuese considerada necesaria por la 
Autoridad académica competente por motivos de orden pedagógico o de 
disciplina. 

7. Los profesores de Religión en las escuelas no estatales deberán 
poseer un especial certificado de idoneidad expedido por el Ordinario 
propio. 

La revocación de tal certificado les priva, sin más, de la capacidad 
para la ensefíanza religiosa. 

8. Los programas de Religión para las escuelas, tanto estatales 
como no estatales, serán fijados de acuerdo con Ja competente Autoridad 
eclesiástica. 

Para la enseñanza de la Religión, no podrán ser adoptados más li- 
bros de texto que los aprobados por la Autoridad eclesiástica. 


AnTÍcULO XXVIII. 


1. Las Universidades del Estado, de acuerdo con la competente Au- 
toridad eclesiástica, podrán organizar Cursos sistemáticos, especialmen- 
Te de Filosofía Escolástica, Sagrada Teología y Derecho Canónico, con 
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programas y libros de texto aprobados por la misma Autoridad eclesiás- 
tica. 

Podrán enseñar en estos Cursos profesores sacerdotes, religiosos, o 
seglares que posean grados académicos mayores otorgados por una Uni- 
versidad eclesiástica, o títulos equivalentes obtenidos en su propia Or- 
den, si se trata de religiosos, y que estén en posesión del Nihil Obstat 
del Ordinario diocesano. 

2. Las Autoridades eclesiásticas permitirán que, en algunas de las 
Universidades dependientes de ellas, se matriculen los estudiantes se- 
glares en las Facultades Superiores de Sagrada Teología, Filosofía, De- 
recho Canónico, Historia Eclesiástica, etc., asistan a sus cursos—salvo 
en aquellos que por su índole estén reservados exclusivamente a los 
estudiantes eclesiásticos—y en ellas alcancen los respectivos títulos aca- 
démicos. 


ARTÍCULO XXIX. 


El Estado cuidará de que en las instituciones y servicios de forma- 
ción de la opin:ón püblica, en particular en los programas de radiodifu- 
sión y televisión, se dé el conveniente puesto a la exposición y defensa 
de la verdad religiosa por medio de sacerdotes y religiosos designados 
de acuerdo con el respectivo Ordinario. 


ARTÍCULO XXX. 


1. Las Universidades eclesiásticas, los Seminarios y las demás Ins- 
tituciones católicas para la formación y la cultura de los clérigos y re- 
ligiosos, continuarán dependiendo exclusivamente de la Autoridad ecle- 
siástica y gozarán del reconocimiento y garantía del Estado, 

Seguirán en vigor las normas del Acuerdo de 8 de diciembre der 
1946 en todo lo que concierne a los Seminarios y Universidades de es- 
tudios eclesiásticos (4). i 

El Estado procurará ayudar económicamente, en la medida de lo po- 
sible, a las casas de formación de las Ordenes y Congregaciones reli-. 
g:osas, especialmente a aquellas de carácter misional. 

2. Los grados mayores en Ciencias eclesiásticas conferidos a clé-. 
rigos o a seglares, por las Facultades aprobadas por la Santa Sede, se- 
rán reconocidos, a todos los efectos, por el Estado espafiol. 


(4) Texto en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 9 (1947), 79-8 y 
mentario de LAUREANO PÉREZ MIER (pp. 87-152). Á X aine tH E ies 
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3. Dichos grados mayores de Ciencias eclesiásticas, serán conside- 
rados título suficiente para la enseñanza, en calidad de profesor tituiar, 
de las disciplinas de la Sección de Letras en los centros de Enseñanza 
Med:a dependientes de la Autoridad eclesiástica. 


ARTÍCULO XXXI. 


1. La Iglesia podrá libremente ejercer el derecho que le compete, 
segün el canon 1.375 del Código de Derecho Canónico, de organizar y 
dirigir escuelas püblicas de cualquier orden y grado, incluso para se- 
glares. 

En lo que se refiere a las disposiciones civiles relativas al reconoci- 
miento, a efectos civiles, de los estudios que en ellas se realicen, el Es- 
tado procederá de acuerdo con la competente Autoridad eclesiástica. 

2. La Iglesia podrá fundar Colegios Mayores o Residencias, ads- 
critos a los respectivos distritos universitarios, los cuales gozarán de los 
beneficios previstos por las leyes para tales instituciones, 


ARTÍCULO XXXII. 


I. La asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas seguirá regulada 
conforme al Acuerdo del 5 de agosto de 1950. 

2. Los Ordinarios diocesanos, conscientes de la necesidad de ase- 
gurar una adecuada asistencia espiritual a todos los que prestan servi- 
cio bajo las armas, considerarán como parte de su deber pastoral pro- 
veer al Vicariato Castrense de un nümero suficiente de sacerdotes celosos 
y bien preparados para cumplir dignamente su importante y delicada 
misión. 

AnTÍcULO XXXIII. 


El Estado, de acuerdo con la competente Autoridad eclesiástica, pro- 
veerá lo necesario para que en los hospitales, sanatorios, establecimien- 
tos penitenciarios, orfanatos y centros similares, se asegure la conve- 
niente asistencia religiosa a los acogidos, y para que se cuide la for- 
mación religiosa del peronal adscrito a dichas instituciones. 

Igualmente procurará el Estado que se observen estas normas en los. 
establecimientos análogos de carácter privado. 


ARTÍCULO XXXIV. 


Las Asociaciones.de la Acción Católica Espafiola podrán desenvol- 
ver libremente su apostolado, bajo la inmediata dependencia de la Je- 
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rarquía eclesiástica, manteniéndose, por lo que se refiere a actividades 
de otro género, en el ámbito de la legislación general del Estado. 


AnTÍCULO XXXV. 


1. La Santa Sede y el Gobierno español procederán de común acuer- 
do en la resolución de las dudas o dificultades que pudieran surgir en 
la interpretación o aplicación de cualquier cláusula del presente Con- 
cordato, inspirándose para ello en los principios que lo informan. 

2. Las materias relativas a personas y cosas eclesiásticas de las 


cuales no se ha tratado en los artículos precedentes serán reguladas se- 
gün el Derecho canónico vigente. 


ARTÍCULO XXXVI. 


1. El presente Concordato, cuyos textos en lengua española e ita- 
liana hacen fe por igual, entrará en vigor desde el momento del canje de 
los instrumentos de ratificación, el cua] deberá verificarse en el término 
de los dos meses subsiguientes a la firma. 

2. Con la entrada en vigor de este Concordato, se entienden dero- 
gadas todas las disposiciones contenidas en Leyes, Decretos, Orde- 
nes y Reglamentos que, en cualquier forma, se opongan a lo que en 
él se establece. 

El Estado español promulgará, en el plazo de un año, las disposi- 
ciones de derecho interno que sean necesarias para la ejecución de este 
Concordato. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios firman el presente Concor- 
dato. 

Hecho en doble original. 

Ciudad del Vaticano, 27 de agosto de 1953. 


Por la Santa Sede, Por el Estado español, 
Domenico Tardini. Alberto Martin Artajo. 
Fernando M.* Castiella y Maiz. 


PROTOCOLO FINAL 


En el momento de proceder a la firma del Concordato que hoy se 
concluye entre la Santa Sede y España, los Plenipotenciarios que sus- 
criben han hecho, de común acuerdo, las siguientes declaraciones que 
formarán parte integrante del mismo Concordato : 
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En relación con el artículo I. 


En el territorio nacional seguirá en vigor lo establecido en el ar- 
tículo 6 del Fuero de los Españoles. 

Por lo que se refiere a la tolerancia de los cultos no católicos, en ios 
territorios de soberanía española en Africa continuará rigiendo el state 
quo observado hasta ahora. 


En, relación con el artículo II. 


Las Autoridades eclesiásticas gozarán del apoyo del Estado en el des- 
envolvimiento de su actividad, y, al respecto, seguirá rigiendo lo esta- 
blecido en el artículo 3 del Concordato de 1851. 


En relación con el artículo X XIII. 


A) Para el reconocimiento, por parte del Estado, de los efectos ci- 
viles del matrimonio canónico, será suficiente que el acta del matrimo- 
nio sea transcrita en el Registro civil correspondiente. 

Esta transcripción se seguirá llevando a cabo como en el momento 
presente. No obstante, quedan convenidos los siguientes extremos : 

1. En ningún caso la presencia del funcionario del Estado en la 
celebración del matrimonio canónico será considerada condición nece- 
saría para el reconocimiento de sus efectos civiles. 

2. La inscripción de un matrimonio canónico que no haya sido 
anotado en el Registro inmediatamente después de su celebración, po- 
drá s'empre efectuarse a requerimiento de cualquiera de las partes o de 
quien tenga un interés legítimo en ella. 

A tal fin, será suficiente la presentación en las oficinas de Registro 
civil de una copia auténtica del acta de matrimonio extendida por e! 
Párroco en cuya Parroquia aquél se haya celebrado. 

La citada inscripción será comunicada al Párroco competente por el 
encargado del Registro civil. 

3. La muerte de uno o de ambos cónyuges no será obstáculo para 
efectuar dicha inscripción. 

4. Se entiende que los efectos civiles de un matrimonio debidamen- 
te transcrito regirán a partir de la fecha de la celebración canónica de 
dicho matrimonio. Sin embargo, cuando la inscripción del matrimonio 
sea solicitada una vez transcurridos los cinco días de su celebración, di- 
cha inscripción no perjudicará los derechos adquiridos, legítimamente, 
por terceras Personas. 
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B) Las normas civiles referentes al matrimonio de los hijos, tanto 
menores como mayores, serán puestas en armonía con lo que disponen 
los cánones 1.034 y 1.035 del Código de Derecho Canónico. 

C) En materia de reconocimiento de matrimonio mixto entre per- 
sonas católicas y no católicas, el Estado pondrá en armonía su propia 
legislación con el Derecho canónico. 

D) En la reglamentación jurídica del matrimonio para los no bau- 
tizados, no se establecerán impedimentos opuestos a la Ley natural. 


En relación con el artídulo XXV. 


La concesión a que se refiere el apartado número 2 del presente ar- 
tículo se entiende condicionada al compromiso por parte del Gobierno 
español de proveer al sostenimiento de los dos Auditores de la Sagrada 
Rota Romana. 


En relación con el artículo X X XII. 


El artículo VII del Acuerdo de 5 de agosto de 1950 sobre la juris- 
dicción castrense y asistencia religiosa de las Fuerzas Armadas queda 
modificado en la siguiente forma: 


«La; jurisdicción del Vicario General Castrense y de los Capellanes es 
personal; se extiende a todos los militares de Tierra, Mar y Aire en 
situación de servicio activo (esto es, bajo las armas), a sus esposas e 
hijos, cuando vivan en su compañía, a los alumnos de las Academias 
y de las Escuelas Militares y a todos los fieles de ambos sexos, ya se- 
glares, ya religiosos, que presten servicio establemente, bajo cualquier 
concepto, en el ejército, con tal de que residan habitualmente en los cuar- 
teles o en los lugares reservados a los soldados. 

La misma jurisdicción se extiende también a los miembros del Cuer- 
po de la Guardia Civil y de la Policía Armada, así como a sus fami- 


liares, en los mismos términos en que se expresa el párrafo anterior.» 
Ciudad del Vaticano, 27 de agosto de 1953. 


Por la Santa Sede, Por el Estado español, 
Domenico Tardini. Alberto Martin Artajo. 


Fernando M.* Castiella y Maiz. 
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APENDICE I 
En relación con el artículo VII. 


CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO ESPAÑOL Y LA SANTA 
SEDE ACERCA DEL MODO DE EJERCICIO DEL PRIVILEGIO 
DE PRESENTACION (5) 


El Gobierno español y la Santa Sede han convenido los puntos si- 
guientes : 

1) Tan pronto como se haya producido la vacante de una Sede 
Arzobispal o Ep:scopal (o de una Administración Apostólica), o cuan- 
do la Santa Sede juzgue necesario nombrar un Coadjutor con derecho 
de sucesión, el Nuncio Apostólico, de modo confidencial, tomará con- 
tacto con el Gobierno español, y una vez conseguido un principio de 
acuerdo, enviará a la Santa Sede una Jista de nombres de personas idó- 
neas, al menos en número de seis. 

2) El Santo Padre elegirá tres de entre aquellos nombres y, por 
conducto de la Nunciatura Apostólica, los comunicará al Gobierno es- 
pañol, y, entonces, el Jefe del Estado, en el término de treinta días, pre- 
sentará oficialmente uno de los tres. 

3) Si el Santo Padre, en su alto criterio, no estimase aceptables to- 
dos o parte de los nombres comprendidos en la lista, de suerte que no 
pudiera elegir tres o ninguno de entre ellos, de propia iniciativa com- 
pletará o formulará una terna de candidatos, comunicándola, por el 
mismo conducto, al Gobierno español. 

Si éste tuviera objeciones de carácter político general que oponer a 
todos o a alguno de los nuevos nombres, las manifestará a la Santa 
Sede. 

En caso de que transcurriesen treinta días desde la fecha de la suso- 
dicha comunicación sin una respuesta del Gobierno, su silencio se inter- 
pretará en el sentido de que éste no tiene objeciones de aquella índole 
que oponer a los nuevos nombres, quedando entendido que entonces el 
Tefe del Estado presentará sin más a Su Santidad uno de los candidatos 
incluídos en dicha terna. 


(9) Con este título y bajo el epígrafe “Gobierno de la Nación" se publicó en el “Boletín Ofi- 
cial del Estado" de 17 de junio de 1941, n. 168, p. 4.401. En A. A. S., 33 (1941), 480-481, decfa 
simplemente *Conventio inter S. Sedem et Gubernium Hispanicum". 
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Por el contrario, si el Gobierno formula aquellas objeciones, se con- 
tinuarán las negociaciones, aun transcurridos los treinta días. 


4) En todo caso, aun cuando el Santo Padre acepte tres nombres 
de los enviados, siempre podrá además sugerir nuevos nombres, que 
añadirá a la terna, pudiendo entonces el Jefe del Estado presentar in- 
distintamente un nombre de los comprendidos en la terna o alguno de 
los sugeridos complementariamente por el Santo Padre. 


5) Todas estas negociaciones previas tendrán carácter absolutamen- 
te secreto, guardándose de manera especial el secreto con respecto a las 
personas, hasta el momento de su nombramiento. 


6) El Gobierno español, por su parte, se compromete formalmente 
a concluir cuanto antes con la Santa Sede un nuevo Concordato inspira- 
do en su deseo de restaurar el sentido católico de la gloriosa tradición 
nacional. 

El presente Convenio estará en vigor hasta que se incorporen sus 
normas al nuevo Concordato, 

7) En lo relativo a la provisión de los beneficios no consistoriales, 
en el mismo momento de la firma de este Convenio se iniciará la oportu- 
na negociación para concluir otro en el que se establezcan las normas 
para su provisión. 

La Iglesia, a la que por derecho propio y nativo corresponde la pro- 
visión incluso de aquellos beneficios no consistoriales sobre los que el 
Rey ^de España gozaba de particulares privilegios, está dispuesta, no 
obstante, a hacer también algunas concesiones en este punto al Gobier- 
no español. 


8) Hasta que la cuestión quede definitivamente arreglada en el futu- 
ro Concordato, los Prelados podrán proceder, libremente, a la prov:sión 
de las Parroquias, dentro de las normas del Derecho Canónico, sin más 
que notificar los nombramientos al Gobierno, con anterioridad a la toma 
de posesión, para el caso excepcional de que éste tuviera que formular 
alguna objeción contra el nombramiento por razones de carácter político 
general. 

9) Entretanto se llega a la conclusión de un nuevo Concordato, el 
Gobierno espafíol se compromete a observar las disposiciones contenidas 
en los cuatro primeros artículos del Concordato del año 1851. 


10) Durante el mismo tiempo el Gobierno se compromete a no le- 
gislar sobre materias mixtas o sobre aquellas que pueden interesar en 
modo alguno a la Iglesia, sin previo acuerdo con la Santa Sede 
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Hecho por duplicado en Madrid a siete de junio de mil novecientos 
cuarenta y uno, 


Por el Gobierno español, Por la Santa Sede, 


Rumón Serrano Suñer. Gaetano Cicognani. 


APENDICE- H 


En relación com el artículo XIII. 


BULA «HISPANIARUM FIDELITAS», 
DE 5 DE AGOSTO DE 1953 


Pal O OB BO 
SIERVO DE LOS SIERVOS DE Dios. 


PARA PERPETUA MEMORIA. 


La fidelidad de España a la religión católica y a la Sede Apostólica 
y su p-edad a la Bienaventurada Virgen María se pueden demostrar con 
innumerables testimonios. Entre los cuales sobresale la constante y mu- 
nífica devoción que a través de los siglos, los Príncipes de la noble 
nación hispana, continuamente manifestaron y profesaron al primer 
tempio dedicado en Roma a la Madre de Dios. Culminacién de esta 
preclara memoria, ferviente devoción y recia liberalidad es la pía fun- 
dación en dicha Basílica Patriarcal de Santa María la Mayor, erigida 
solemnemente, según los deseos e intención del Rey Felipe IV, el día 7 
de octubre de 1647, por nuestro predecesor de Ven. Mem. Inocencio X, 
con la Constitución Apostólica Sacri Apostolatus. 

En virtud de esta fundación, las mesas episcopales de Catania y Ma- 
zara, que por aquel tiempo pertenecían a los dominios de dicho Rey, se 
obligaban a entregar: una, dos mil doscientos escudos; otra, mil ocho- 
cientos escudos de moneda del reino de Sicilia, como pensión anual per- 
petua, en beneficio del Capítulo liberiano, de los capellanes beneficia- 
dos, de los clérigos y ministros, segün las normas y reglas sancionadas 
en la antedicha Constitución conforme a la mente del Rey. 

Se impuso al Capítulo de Ja Basílica la obligación de celebrar todos 
los años tres misas, una el día de la Natividad de la Virgen María, 
otra en la octava de los fieles difuntos, y la tercera el día 23 de enero, 
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fiesta de San Ildefonso, para impetrar la prosperidad espiritual y tem- 
poral del Rey y de la nación española, 

Esta fundación se vió sometida a diversas vicisitudes, sobre todo 
después que por el Tratado de Utrecht del año 1713, Sicilia fué sepa- 
rada del dominio del Rey de Espafía. Pues los Príncipes que obtuvie- 
ron después el Reino de Sicilia, en virtud de su dominio sobre las dió- 
cesis de Catania y Mazara, propugnaron que a ellos les pertenecían tan- 
to las cargas como los favores y privilegios concedidos por la fundación. 

De aquí las frecuentes y laboriosas negociaciones de la Sede Apostólica 
con los Reyes de España y otros Príncipes hasta que unida Sicilia : 
Hala el año 1870, las mesas de dichas diócesis se vieron obligadas : 
entregar las sumas prescritas en la Constitución Apostólica al llamado 
«Economato de beneficios vacantes». Sin embargo, como en virtud del 
artículo 25 del Concordato firmado entre la Santa Sede e Italia, de 11 de 
febrero de 1929, «las regalías sobre los beneficios mayores y menores 
quedan abolidas», e igualmente «queda abolido el tercio pensionable 
en las provincias del Reino de las dos Sicilias», el Capítulo de Santa 
María la Mayor, considerando la Constitución de Inocencio X, solicitó 
que las sumas no se entregasen al poder civil, sino al Capítulo. Las 
mesas arriba mencionadas accedieron, en un primer tiempo, a esta pe- 
tición; pero al finalizar el año 1933 las rechazaron negando que la fun- 
dación del Rey Felipe IV tuviese aún vigor, y el 24 de febrero de 1934 
pidieron licencia para que compareciesen ante el Tribunal de la Sagra- 
da Rota Romana, conforme a lo prescrito en el canon 1.557, párrafo 2, 
número 2, el Capítulo liberiano, a fin de que se declarase que: «Las 
mesas de 'Catania y Mazara no están obligadas a entregar las pensio- 
nes que les fueron impuestas por el Sumo Pontífice Inocencio X sobre 
las rentas de ambas mesas.» 


=~ 


Pero habiendo sido impugnada la competencia de la Sagrada Rota 
Romana, en virtud de las cláusulas contenidas en la dicha Constitu- 
ción, Nos constituímos una especial Comisión Pontificia a la que con- 
cedimos todas las facultades necesarias para dirimir la controversia, que 
estaba formada por los Eminentísimos Cardenales Máximo Massimi, 
como presidente, Eugenio Tisserant y José Bruno, como miembros, y 
confiamos el cargo de secretario al Ilmo. y Rvdmo. Sr. Dino Staffa. 

: Entretanto, pendiente aún de solución la controversia, e] Excmo. se- 
ñor D. Joaquín Ruiz-Giménez, Embajador de España cerca de la Santa 
Sede, expresó el ardiente deseo de su Gobierno de dirimir la cuestión 
extrajudic:almente, proponiendo al mismo tiempo soluciones que abrían 
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paso a las negociaciones que, llevadas eficazmente por su sucesor, el 
Excmo. Sr. D. Fernando María Castiella, han llegado a feliz término. 


En consecuencia: El Jefe del Estado español, Francisco Franco, 
aceptando en nombre de la Nación las obligaciones abajo referidas, quie- 
re proseguir fielmente la tradicional devoción y liberalidad que en tiem- 
pos pasados unieron el nombre de España a la Basílica Patriarcal de 
Santa María la Mayor, mientras la Sede Apostólica manifiesta que le 
agrada y satisface que tan noble nación católica confirme los vínculos 
de piedad que la unen con el mayor templo dedicado a la Santísima 
Virgen en el mismo centro del orbe católico ; esta Sede Apostólica y el 
Jefe dei Estado español convinieron en que se sancionasen los mutuos 
compromisos por la presente Constitución, que sustituye para todos los 
efectos a la Constitución Sacri Apostolatus de nuestro predecesor de 
venerable memoria Inocencio X, de modo que en lo futuro nadie pueda, 
en virtud de la precedente Constitución, hacer reclamación alguna. Las 
obligaciones mutuamente aceptadas son las siguientes : 


La Sede Apostólica : 


I. Dispone, que el Jefe del Estado español sea considerado Proto- 
canónigo y goce de los honores anejos o privilegios tradicionales en las 
funciones sagradas establecidas por el Ceremonial de la Basílica. Estos 
honores, ausente el Jefe del Estado español, deben ser concedidos al 
Embajador de España cerca de la Santa Sede en las tres Misas solem- 
nes que se celebrarán en virtud de la presente fundación de que se 
habla en el número III. 


IM. Concede, que en el Capitulo liberiano haya siempre un canó- 
nigo espafiol, Este será libremente elegido por la Sede Apostólica, que 
antes de nombrarle. comunicará en secreto su nombre al Gobierno es- 
pafiol, para conocer si este Gobierno tiene algo que oponer al nombra- 
miento. El canónigo español recibirá de la Sede Apostólica los mismos 
emolumentos que los demás canónigos y será misión suya el vigilar ei 
cumplimiento de las obligaciones de que se habla en el número III de 
la presente Constitución, y el someter al juicio de la Santa Sede todo 
aquello que le pareciese menos acertado en la inversión y distribución 
de las cantidades entregadas por el Gobierno español. 

Ilf. Cuidará de que todos los años en la Basílica liberiana se cele- 
bren tres Misas solemnes: una en la fiesta de la Asunción de la Santí- 
sima Virgen ; otra en la fiesta de la Inmaculada Concepción, v la ter- 
cera en la fiesta de San Fernando, Rey de España, para la propagación 
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de la Fe, por las intenciones del Jefe del Estado español, 'y para impe- 
trar la prosperidad del Jefe del Estado y de la Nación española. - 

El Gobierno español promete, por su parte, entregar todos los años 
el día primero de enero la cantidad de 8.000 pesetas oro a la Santa 
Sede. La Sede Apostólica decidirá todos los años qué parte de esta 
cantidad debe emplearse, a su juicio, en las distribuciones ordinarias y 
sacerdotes beneficiados; qué parte en las distribuciones extraordinarias 
a los presentes a la celebración de las tres Misas de que se hace refe- 
rencia en el número III ; qué parte debe reservarse para los estipendios 
de estas Misas y los otros gastos que requieran el culto y la fábrica de 
la Basílica. 

Castel Gando!fo, 5 agosto 1953. En la fiesta de la dedicación de San- 
ta María de las Nieves. : 


APENDICE III 


Protocolo final en relación con el artículo I. 
ARTICULO VI DEL FUERO DE LOS FSPAÑOLES . 


«La profesión y práctica de la Religión Católica, que es la del Es- 
tado español, gozará de la protección oficial. E 

»Nadie será molestado por sus creencias religiosas, ni el ejercicio 
privado de su culto. No se permitirán otras ceremonias ni manifestacio- 
nes externas que las de la Religión Católica.» 


APENDICE IV 


Protocolo final en relación con el artículo II. 


ARTICULO III DEL CONCORDATO DE 1851. 


ARTÍCULO 3. 


Tampoco se impondrá impedimento alguno a dichos prelados ni a: 
los demás sagrados ministros en el ejercicio de sus funciones, ni los 
molestará nadie bajo ningün pretexto en cuanto se refiera al cumpli- 
miento de los deberes de su cargo; antes bien, cuidarán todas las auto- 
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ridades del reino de guardarles y de que se les guarde el respeto y con- 
sideración debidos, según los divinos preceptos, y de que no se haga 
cosa alguna que pueda causarles desdoro o menosprecio. Su Majestad 
y su real Gobierno dispensarán asimismo su poderoso patrocinio y apo- 
yo a los Obispos en los casos que le pidan, principalmente cuando hayan 
de oponerse a la malignidad de los hombres que intenten pervertir los 
ánimos de los fieles y corromper sus costumbres, o cuando hubiere de 
impedirse la publicación, introducción o circulación de libros malos y 
nocivos. 


APEN DICE. V 


EL CONCORDATO ENTRE LA SANTA SEDE Y ESPAÑA 
(EDITORIAL DE “L'OSSERVATORE ROMANO”), 
DE 28 DE AGOSTO DE 1953 


_ “Numerosos han sido los Acuerdos concluidos en los pasados siglos entre 
las dos citadas Altas Partes sobre cuestiones de interés común; bastará re- 
cordar, entre otros, los Concordatos estipulados entre Clemente XII y Fe- 
lipe V en 1737; entre Benedicto XIV y el Rey Fernando VI en 1753, y, espe- 
cialmente, el de 1851, entre Pío IX y la Reina Isabel II. 

Este último Concordato, completado con el Acuerdo subsiguiente de 1859, 
referente a la consignación ipara culto y clero y con otros convenios especia- 
les, permaneció en vigor hasta el año 1931, en que fué violado por la Repú- 
blica española, la cual dejó de considerarlo válido, y, en contral de los compro- 
misos en él contenidos, promulgó toda una serie de leyes hostiles a, la Iglesia, 
que terminaron por culminar en una persecución descarada y sangrienta. 

La caducidad del Concordato de 1851 ¡produjo en España, entre otros mu- 
<hos males, también los derivados de la falta de una norma jurídica y com- 
pleta que regulase las cuestiones de interés común entre la Iglesia y el Es- 
tado, así como sus mutuas relaciones. 

Por esto es por lo que, inmediatamente después de terminar la guerra civil, 
el Jefe del Estado y el Gobierno español, al mismo tiempo que adoptaban me- 
didas legislativas para remediar la deplorable situación precedente, desearon 
también llegar al restablecimiento de la plena y tradicional armonía entre los 
dos Poderes, sobre bases ‘concordatarias, comenzando a resolverse, mediante 
una serie de acuerdos particulares, las cuestiones más urgentes. t 

Y así, el 7 de junio de 1941, se estipulaba un [primer convenio sobre la 
piovisión de las sedes arzobispales y obispales residenciales 'en España. En 
el artículo ro de dicho convenio se preveía ya la futura estipulación de un 
Concordato completo, en el que las normas allí pactadas habrían debido de 
ser incorporadas a su tiempo. 
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En 1946 hubo otros dos acuerdos. El de 16 de julio se refería a la provi- 
sión de beneficios no consistoriales; es decir, de las parroquias y de las dig- 
nidades y canonjías de los ¡Capítulos catedrales y colegiales, y repetía también 
el compromiso de continuar las negociaciones para la estipulación de un co- 
venio más amplio y solemne. 

El otro, el 8 de diciembre del mismo año, tenia como objeto los Semina- 
rios y Universidades de Estudios, y mediante el mismo el Gobierno españo! 
vino a prestar su colaboración al espléndido renacimiento de vocaciones sace:- 
dotales y religiosas, así como de los estudios eclesiásticos, renacimiento éste 
que ha podido admirarse en España en los últimos años. 

Finalmente, el 5 de agosto de 1950, se concluía un cuarto acuerdo, concer- 
niente, esta vez, a la jurisdicción castrense y a la asistencia religiosa a las fue:- 
zas armadas españolas, proveyéndose así a la asistencia espiritual de una ‘parte 
tan considerable de la juventud, en un período de la vida tan especialmente 
«miportante y delicado, En el mismo documento se establecían también las nor- 
mas relativas a la exención de clérigos y religiosos de la obligación de pres- 
tar el servicio militar. 

El Concordato que ahora se ha firmado viene a coronar y completar los 
acuerdos precedentes y quiere constituir—como se afirma en su mismo preám- 
bulo—““la norma que debe regular las recíprocas relaciones de las Altas Partes 
contratantes, de conformidad con la Ley de Dios y la tradición católica de la 
Nación española” 


Peculiar característica del presente Concordato la constituye, por tanto, 
el hecho de que el mismo, contrariamente a lo que suele suceder con frecuen- 
cia, no ha sido estipulado para poner fin a un estado de discordia o para ce- 
rrar un período de tensión, sino más bien para corroborar y estabilizar una 
situación de hecho ya existente. 

Las negociaciones en torno al Concordato, ahora felizmente terminadas, 
más que introducir una nueva ordenación en las relaciones entre la Santa Sade 
y España, sancionan y reflejan, incluso mejorándolo, lo actualmente vigente. 

El Estado reafirma en el Concordato aquellos sólidos principios que cons- 
tituyen la base de la prosperidad de la familia y de la nación: pleno reconoci- 
miento del matrimonio canónico, educación cristiana de la juventud y liber- 
tad para la Iglesia en el desarrollo de su apostolado. Por otra parte, la, Samia 
Sede confirma—aunque con las adaptaciones que requieren las actuales contin- 
gencias—privilegios tradicionales que han sido concedidos a España a lo largo: 
de dos siglos. 

Cuál es el deseo comün de las Partes contratantes y cuál el fin que se han 
propuesto en la estipulación del Concordato, es cosa que puede deducirse del 
poo del ¡propio documento, en donde se afirma el deseo de asegurar entre 

a Santa Sede y España aquella fecunda colaboración entre el Podler eclesiis- 
q y el civil que siempre, y en todas partes, constituye la premisa de mayores 


bienes para el pacífico desarrollo e incremento de la vida religiosa y civil de 
las naciones.” 
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APENDIGE Vi 


DECLARACIONES HECHAS POR EL MINISTRO DE ASUNTOS 
EXTERIORES DE ESPAÑA, DON ALBERTO MARTIN ARTAJO, A 
RADIO NACIONAL Y A LAS AGENCIAS DE PRENSA ESPAÑOLAS 
CON OCASION DE LA FIRMA DEL CONCORDATO ENTRE 
ESPANA Y LA SANTA SEDE, EL 28 DE AGOSTO DE 1953 


¿Puede decirnos, Señor Ministro, cuál es la nota característica del nuevo 
Concordato? 


Me atrevería a decir que se trata de un Concordato de nuevo cuño. Una 
gran parte de los Concordatos, el nuestro de 1851 entre ellos, eran verdaderos 
tratados de paz. Concertados tras un período de lucha o de persecución reli- 
giosa, tenían algo de armisticio entre potencias beligerantes, cuando mo de 
«amnistía, por parte de la Iglesia, de los agravios y depredaciones sufridos. 
Por el contrario, el nuevo Concordato, preparado sosegadamente durante un 
período de colaboración perfecta, acasi sin precedentes en nuestra Historia, es 
como la sistematización jurídica de un régimen casi ideal de relaciones entre 
la Iglesia y el Estado, como corresponde al sistema de colaboración perfecta 
entre ambas potestades que instauró en nuestra Patria el Movimiento Na. 


cional. 


Entonces, ¿quiere decirse que el Concordato responde a un espíritu nuevo 
más acorde con los nuevos tiempos? 


Se han apartado los negociadores españoles de esa trasnochada mentali- 
dad librepensadora, ya desterrada entre nosotros y superada, aunque parezca 
paradójico, por la vuelta al concepto tradicional de lo que han debido ser 
siempre las relaciones político-eclesiásticas. En este Concordato, el Estado es- 
pañol le brinda y, a la wez, le pide a la Iglesia católica una, colaboración abier- 
ta y decidida en bien de la Religión y en servicio de los intereses espirituales 
del pueblo. Como dice con feliz expresión el preámbulo del Acuerdo, el es- 
píritu que le anima es el de “asegurar una fecunda colaboración para el mayor 
bien de la vida religiosa y civil de la Nación española”. 

¿A qué doctrina responde el Concordato en punto a las relaciones entre 
Iglesia y Estado? s 

Responde a la tesis católica profesada por el Movimiento Nacional desde 
sus comienzos. Veo usted que, desde fuera, se nos ha acusado de posiciones 
contradictorias que, por sí solas, se destruyen: para unos, somos un Estado 
1egalista que se entromete en las cosas eclesiásticas; la Iglesia estaría, seg n 
ellos, del todo supeditada al Poder público. Para otros, por el contrario, so- 
mos un Estado clerical que obra al dictado de la Jerarquía eclesiástica, en 
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continua dejación de su soberanía privativa. Son pocos los extranjeros dis- 
puestos a reconocer la verdadera situación, a saber: que en España se ha 
dado realidad a la tesis de la armonía entre Iglesia y Estado, ambas socie- 
dades perfectas, y, por tanto, soberana cada una en su esfera propia, pero 
confluyentes en el servicio del bien común nacional. 


Díganos, Señor Ministro, ¿tiene fundamento cuanto se ha venido diciendo 
en estos años, por parte de la Prensa extranjera, acerca deluna supuesta ac- 
titud de reserva de la Santa Sede a la negociación del nuevo Concordato? 


‘Se han dicho y se han escrito, en efecto, muchos y grandes despropósitos 
sobre la supuesta resistencia de la Santa Sede a negociar con España un 
nuevo Concordato, y del consiguiente fracaso de no sé cuántas tentativas por 
nuestra parte Lo cierto es, sin embargo, que, en unaí primera etapa, el Go- 
bierno del Generalísimo Franco optó por ir concertando con la Santa Sede los 
Convenios parciales que se fueron viendo necesarios; y así, el de 1941, sobre 
provisión de, Sedes episcopales; dos, en 1946, sobre provisión de beneficios no 
consistoriales y sobre Universidades Pontificias y Seminarios; y otro, en 1950, 
Sobre jurisdicción castrense y asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas; to- 
fos los cuales quedan reasumidos en el nuevo Concordato, lo mismo que el 
"Motu !proprio" pontificio de 7 de abril de 1947, restableciendo el Tribunal 
de la Rota Espafiola. Estos Convenios se completaron con otras disposicionese 
de carácter interno que, por referirse a materias mixtas, fueron concertadas, 
a su debido tiempo, con la Santa Sede, verbigracia, el artículo 6.2 del Fuero 
de los Españoles, que también se incorpora al Concordato en su Protocolo 
final, y las leyes sobre matrimonio, educación, etc. 


¿Cuándo empezaron, propiamente, las negociaciones que ahora terminan 
con la firma de un nuevo texto? 


Fué a partir del Año Santo de 1950 cuando se pensó en la conveniencia 
de sistematizar todo lo concertado; y sólo entonces el Embajador, a la sazón 
el señor Ruiz-Giménez, cumpliendo instrucciones del Gobierno, elevó a Su 
Santidad la ¡propuesta de que se entablaran negociaciones para llegar a un 
nuevo Acuerdo General, y, habiendo accedido a ello el Sumo Pontífice, pre- 
sentó el Embajador al propio Santo Padre, un día de abril de 1951, con una 


carta del Jefe del Estado español, Generalísimo Franco, para Su Santidad, el 
anteproyecto elaborado por el Gobierno. 


: Entonces, Señor Ministro, ¿se puede decir que estas negociaciones han sido 
largas? 


Han durado algo más 'de dos años y. sin interrupción; pero esto es perfec- 
tamente normal, si se tiene en cuenta la amplitud y la delicadeza de la mate- 
ria, la forma meticulosa en que es preciso negociar sobre problemas de tanta 


trascendencia y el hecho de haber sido consultados por la Santa Sede, como 
es su norma en estos casos, no sólo los Sagrados Dicasterios romanos, sino 
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la Jerarquía Eclesiástica española en la persona de todos sus Arzobispos y 
varios Obispos, así como otros esclarecidos canonistas. 


¿Dónde se ha llevado la negociación: en Roma o en Madrid? 


La negociación 'propiamente dicha se ha llevado en Roma y su peso ha re- 
caído, por parte de la Santa Sede, en Monseñor Tardini, y por el Estado, so- 
bre el Embajador Castiella, uno de los pocos hombres capaces de llevar a tér- 
mino empresa tan ardua, gracias a su tesón y a sus cualidades de talento y 
laboriosidad a sus dotes políticas y diplomáticas y a la autoridad y al presti- 
gio de especialista en la materia, en cuanto catedrático de Derecho Interna- 
cional. Respecto a las directrices de gobierno, la tarea ha correspondido a 
una ponencia ministerial formada, con el Ministro de Asuntos Exteriores, por 
los de Justicia, Educación Nacional y Secretario del Movimiento. Sus reunio- 
nes han sido presididas varias veces por el propio Jefe del Estado y huelga 
decir que esta Ponencia daba periódicamente cuenta al Gobierno de la mar- 
cka del asunto, requiriendo su explícita aprobación para el texto definitivo. 


¿Tiene algo que decirnos, Señor Ministro, acerca del articulado del Con- 
cordato? 


Abarca, como verá por el texto que se hace püblico, todas las materias que 
constituyen el contenido ordinario de esta clase de Tratados, a saber: perso- 
nalidad y derechos de la Iglesia, matrimonio canónico, educación religiosa, 
fuero eclesiástico, temporalidades del clero, bienes eclesiásticos, patrimonio ar- 
tistico religioso; y las peculiaridades tradicionales españolas, en orden a pre- 
sentación de Obispos, provisión de beneficios, etcétera, etc. 

Inspirándose en la profunda tradición católica nacional, el Concordato man- 
tiene el principio de la unidad religiosa del pueblo español y conjuga debida- 
mente los derechos y prerrogativas de las Altas Partes contratantes. Y, respon- 
diendo a una técnica jurídica moderna, casa la disciplina consuetudinar'a 
española con la legislación general del Codex Iuris Canonici. 


¿Y sobre las novedades que contenga? ' 

Contiene, en efecto, novedades. Regula materias que no figuraban en an- 
teriores Concordatos, así: el reajuste de las circunscripciones eclesiásticas, aco- 
^ modándolas en lo posible a las provincias, la protección de los monumentos y 
obras de arte religiosos, las actividades de la Acción Católica y otras muchas. 
Recoge concesiones nuevas de la Santa Sede, tales como el empleo del idio- 
ma español en la Sagrada Congregación de Ritos; o renovadas y ampliadas, 
como: la jurisdicción del Tribunal de la Rota Española, las sillas españolas 
en la Sagrada Rota Romana, los privilegios honoríficos en la Basilica de Santa 
María la Mayor, las preces por España y por el Jefe del Estado, el acceso de 
los seglares a las Facultades Superiores de Ciencias Eclesiásticas, etcétera, etc. 
Privilegios tradicionales que con la República se perdieron, ahora se recupe- 
ran, y, en algunos casos, se amplían. 
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Pero la más importante de las innovaciones es la forma decidida y abierta 
como regula las materias clásicas y, singularmente, el matrimonio y la ense- 
fianza, capítulos en que estimo que el presente Concordato puede ser pro- 
puesto como modelo a cualquier Estado católico. 


¿Quiere añadir, Señor Ministro, algún comentario final a esta interesante 


información ? 


Creo que podemos felicitarnos, como españoles y como católicos, de la 


firma del nuevo Concordato que regirá por muchos años las relaciones entre: 


la Iglesia Católica y el Estado español. 
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MENSAJE DEL CAUDILLO 
A LAS CORTES DEL REINO 


“Al enviar las Cortes del Reino, que deben ser oídas respecto a su rati- 
ficación, el texto del Concordato concertado entre nuestra Nación y la Santa 
Sede, se adueña de mi espíritu la íntima satisfacción, que espero compartáis, de 
raber podido prestar a la Nación y a Nuestra Santa Madre la Iglesia el ser- 
vicio más importante dde nuestros tiempos, que por la trascendencia que tiene 
para la vida nacional, el amor que profesamos a la Sede Apostólica y a la per- 
sona del Vicario de Cristo, Su Santidad el Papa Pio XII, felizmente reinante, 
a cuyo nombre y por su plenipotenciario ha sido suscrito este Convenio, he 
considerado conveniente acompañar su texto de un mensaje personal que re- 
fleje el espíritu, principios e incluso pormenores que presidieron su concierto. 

Lo justifica también la vasta y profunda resonancia que el Concordate ha 
tenido en todo el mundo católico, tanto por ser el primero de la nueva etapa 
que la segunda Guerra Mundial abre en la Historia, como por ser la obra de 
una Nación que en toda la cristiandad es tenida con justicia como Nación cató- 
lica por excelencia. No en vano es la Religión Católica la gran fuerza moral que 
ha formado el alma colectiva de nuestra Nación, en la que ha modelado nuestro 
modo de ser como pueblo y ha formado nuestra peculiar fisonomía espiritual, 

Nuestra fe católica ha venido siendo a través de los siglos la piedra básica 
de nuestra nacionalidad. Identificada la fe cristiana con el fin supremo del 
hombre elevado al orden sobrenatural, penetra en nuestro suelo ya desde los 
albores del cristianismo y el sentir profundamente religioso de nuestro pueblo 
promulga su solemne reconocimiento en el III Concilio de Toledo, decisivo en 
la formación de la nacionalidad española, siendo profesado desde entonces, 
ininterrumpidamente, por las sucesivas generaciones que nos antecedieron, sin 
que jamás se haya escindido nuestra unidad de conciencia religiosa con divi- 
siones que tantos conflictos y tantas luchas ‘han ocasionado en otras naciones 
de Europa. Y si en etapas infelices de nuestra Historia se registran persecuciones 
y rozamientos entre los Poderes püblicos y la Iglesia, como aconteció en los 
siglos XVIII y XIX y aun en el XX bajo el signo republicano, no fué el pue- 
hlo español el que las inspira o provoca, sino precisamente el sectarismo per- 
sonal de sus gobernantes, que, obedeciendo a doctrinas extrañas, abusan de su 
poder, traicionando la conciencia religiosa de la inmensa mayoría de su pueblo, 
sacrificado de este modo a sus sectarismos personales. 

Esta persecución de nuestra conciencia en lo religioso fué la que, impreg- 
nando de espiritualidad nuestra Cruzada, dió al Alzamiento Nacional su sello 
restaurador en lo religioso, que acompañó a nuestro Movimiento desde su 
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iniciación y que, sin duda, atrajo hacia nuestro bando la protección y bene- 
violencia divinas, tan trascendentes para la victoria. Así lo interpretó la Jerar- 
quía eclesiástica, que, profundamente convencida, desde los primeros momei- 
tos, de la autenticidad católica de nuestro Alzamiento Nacional, publicó aque- 
lla memorable Pastoral colectiva que, si bien no consiguió modificar en lo 
exterior ciertas actitudes hostiles, adoptadas de mala fe, sí logró esclarecer 
los hechos y mostrar los fundamentos, las razones y la finalidad verdadera de 
la Cruzada, aclarando dudas y sosegando conciencias que, por falta de la de- 
bida información, creían de buena fe se trataba de un nuevo y discutible pro- 
nunciamiento militar al estilo de los del siglo pasado. Aquella Carta Pastoral, 
obra del insigne Cardenal Gomá, fué espontáneamente firmada por todos los 
Obispos a la sazón en España, entre ellos el de Teruel, aquel insigne Padre 
Polanco, que hecho después prisionero por los rojos, habia de pagar con su 
preciosa vida la entereza en negarse a declarar, como se le proponía, que la 
había suscrito por coacción, y que con su martirio hizo el nümero doce de 
los Obispos españoles asesinados por confesar su fe. 


Campearon desde los primeros momentos en nuestro ideario como objetivos 
esenciales de la nueva política española, la derogación de la legislación sectaria 
de la República y la restauración en nuestras leyes del sentido católico tradi- 
cional español. Jalones de esta legislación fueron laiderogacion de las leyes del 
Divorcio y del Matrimonio Civil; la anulación de la llamada ley de Confesio- 
nes y Congregaciones Religiosas, máximo atentado perpretado contra la Iglesia 
y a la vez contra los derechos de la persona; la restauración de la Compañía de 
Jesús, primera y escogida víctima del sectarismo republicano, y el restableci- 
miento de la doctrina y la moral cristianas en todo el campo de la cultura, re- 
integrando la enseñanza de la Religión a las escuelas primarias, colegios e insti- 
tutos de segunda enseñanza, estableciéndola en las Universidades, al tiempo 
que se devolvía a las Ordenes y Congregaciones religiosas el legítimo margen 
de personalidad y de autonomía pedagógica. 

Los Gobiernos nacidos de la Cruzada no podían frustrar ese anhelo cla- 
moroso del pueblo español; por esto dedicaron sus afanes, al par de la recons- 
trucción material de nuestro maltrecho solar, a la restauración de la unidad 
católica de la Nación, base secular firme e insustituible de la unidad política 
de las tierras y de los hombres de España. : 

Terminada la Cruzada, se restablece en su totalidad, y aun mejorado en 
lo posible, el presupuesto de Obligaciones eclesiásticas para dotaciones del Cle- 
ro y sostenimiento del Culto; y se destinan, además, importantes cantidades 
para la reconstrucción de iglesias, monasterios, seminarios, catedrales, etcéte- 
ra, atendiendo, con la mayor solicitud y con la generosidad posible las lla- 
madas angustiosas de los Prelados, especialmente en las diócesis más pobres y 
más dañadas por la guerra. NS id 

En esta materia no caben mixtificaciones ni engafios, Si somos católicos, 
lo somos con todas sus obligaciones, Para las Naciones católicas las cuestio- 
nes de la fe pasan al primer plano de las obligaciones del Estado. La salva- 


ción o la perdición de las almas, el renacimiento o la decadencia de la fe, la 
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expansión o reducción de la fe verdadera son problemas capitales, ante los 
que no puede ser indiferente. Por eso el Concordato no podemos juzgarlo 
haciendo abstracción de nuestra fe católica con la mentalidad errónea de 
los Estados laicos, o aquellos viejos conceptos liberales de regateo entre 
potestades extrañas con aspectos de tregua o transacción entre enemigos. Si 
en el Concordato que hemos concertado servimos a los fines trascendentes 
de la Iglesia de Cristo, con él nos servimos a nosotros mismos y al bien es- 
piritual de nuestras almas. 

Cuando de verdad existe un Estado católico, se comprende, señores Pro- 
curadores, que pueda existir un régimen de perfectas relaciones de armonía 
entre Iglesia y Estado, sin pactos escritos que lo salvaguarden. 


Este ha sido y no otro el régimen de colaboración, casi ideal, durante largos 
siglos, de nuestra Historia más gloriosa. Los Concordatos en España no fueron 
necesarios hasta llegado el nefasto siglo XVIII, cuando la invasión enciclo- 
pédica trató de socavar los cimientos católicos en que el Estado español se 
asentaba y con sus sectarismos e influencias extrañas rompió la tradicional 
armonía de la Iglesia con el Estado. El Concordato de 1851 vino a establecer 
una tregua entre la Monarquía liberal y la Sede Apostólica, pero que, tras dis- 
tintas violaciones, sucumbió bajo el imperio de los sectarimos que caracte- 
rizaron desde su cuna a la nefasta República que padecimos. No necesitábamos 
tampoco nosotros de acuerdos escritos para ser fieles a la Iglesia, una vez 
1establecida, como queda dicho, por nuestro Movimiento la normalidad reli- 
giosa del país. Como tampoco, para llevar a cabo esta labor restauradora, nece- 
sitamos de acuciamientos exteriores, ni tampoco el estímulo de ulteriores ne- 
gociaciones; nos bastaba seguir los impulsos de nuestra conciencia de hijos 
fieles de la Iglesia de Cristo y responder a nuestra auténtica condición de 
españoles. 

A] legislar nuestro Estado acerca de materias que pudieran ser estimadas 
“mixtas”, y singularmente sobre educación y matrimonio, se consultó, a su tiem- 
po, a la Santa Sede sobre tales disposiciones, y se fueron concertando con ella 
diversos convenios parciales, relativos a la provisión de Sedes episcopales y 
beneficios eclesiásticos, ayuda económica a los Seminarios y Universidades 
eclesiásticas, jurisdicción castrense y asistencia religiosa a las fuerzas armadas. 
La Santa Sede, además, accedió al restablecimiento del Tribunal de la Rota 
Española, mediante un “Motu proprio” pontificio. 

Justo es que sepa el país que durante el quinquenio de la torpe conjura 
internacional contra nuestra Patria, la demora en comenzar la negociación de 
un Concordato, lejos de deberse a ningún género de supuestas resistencias por 
parte de la Santa Sede, debióse a nuestra propia decisión de no envolver a la 
Iglesia, a ningún precio, en nuestras propias dificultades exteriores. Por eso, 
sólo cuando, a fines del año 5o, terminó en la Asamblea de las Naciones Uni- 
das la farsa montada contra España, sólo entonces propusimos formalmente 
a la Santa Sede la elaboración de un acuerdo general, que, coronando y afir- 
mando la obra realizada, diera sistema y complemento a la legislación ya con- 
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cordada, abriéndose seguidamente las negociaciones ahora tan felizmente re- 
raatadas. 

En la forma como se ha desarrollado la génesis de este Concordato veo la 
garantía de su larga y venturosa vida. Porque en él no se legisla abstractamente, 
ni tampoco segün este o el otro modelo de problemática adaptación a nuestro 
caso; se emplean, en concreto, fórmulas españolas y actuales. No se aventura 
ni ensaya nada del todo nuevo; se recoge y se da forma y sistema a lo que se 
está viviendo y cuyos buenos resultados ya se conocen. 

De tal manera los principios del Derecho público cristiano están recogidos 
en los postulados idel Movimiento Nacional y están encarnados en el pueblo 
español, que, como tuve ocasión de decir, hace pocas semanas, a los semina- 
ristas de Orense, antes de que nosotros firmáramos este Concordato, ya tenía 
vida en el deseo y en la voluntad de los españoles. Por eso me atrevo a decir que 
su ratificación no es sino la promulgación solemne de lo que la voluntad popu- 
lar ha refrendado. Porque mi Gobierno no ha hecho sino recoger y compendiar 
en un texto escrito la voluntad bien explicita del pueblo espafiol. 

Preparado en ambiente de sosiego durante un largo período de armonía, y 
*on espiritu de plena sinceridad, estamos ante uno de los singulares casos de 
la Historia en que un Concordato no presenta el carácter de un armisticio, n: 
una componenda transaccional, ni de un ‘estatuto de garantías minimas. Nos 
hallamos ante un pacto que consagra una amistad firme y probada y que ase- 
gura una colaboración cordial en marcha. En esto radica la confianza que 
ponemos en su duración y su eficacia. 

El espafiol no concibe una situación nacional estable, ni mucho menos prós- 
pera, si no se basa en una perfecta coordinación de la misión y fines respec- 
tivos de la Iglesia y el Estado. La Iglesia y el Estado son dos sociedades com- 
pletas y perfectas, cuyo elemento material, población y territorio es el mismo, 
si bien difiere en razón del fin y de la autoridad; son como dos pirámides de 
idéntica base, de vértice y aristas distintos. No cabe, pues, en buena lógica, en 
una Nación eminentemente católica como la nuestra, un régimen de separa- 
ción entre la Iglesia y el Estado, como propugnaban los sistemas liberales. El 
que conviene a España es justamente aquella “unión sin confusión" que pro- 
clama la auténtica tesis católica. En la Historia de España es imposible dividir 
a los dos Poderes eclesiástico y civil, porque ambos concurren siempre a cum- 
plir el destino asignado por la Providencia a nuestro pueblo. He aquí una afir- 
mación que se encuentra en todos los grandes pensadores eespañoles. Aunque 
no sea del caso citar sus textos, está en Nocedal, en Aparisi Guijarro y en Do- 
noso Cortés; está en Balmes y en Menéndez Pelayo; en Vázquez de Mella 
y en Pradera; en Minguijón, en Maeztu... Está, en fin, en Onésimo Redondo 
v en José Antonio, quien considera—bien lo recordáis—el espíritu religioso, así 
entendido, “clave de los mejores arcos de nuestra Historia”. 

Nuestro Concordato responde, pues, a convicciones profundas y tradicio- 
nales, como responde a las realidades históricas. 

Por otra parte, no hemos firmado para obtener nada distinto al bien espi- 
Titual de la Nación; los honores y prerrogativas que la Santa’ Sede nos dis- 
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pensa son como un premio que proclama los singulares servicios realizados 
por el pueblo español en defensa de la Iglesia; son una ratificación expresa y 
solemne a la constante fidelidad y seculares esfuerzos llevados a cabo por los 
españoles. agregiamente superados con ocasión de nuestra Cruzada de libera- 
ción. Favores y privilegios tan deferentes que hacen de España una de las Na- 
ciones predilectas de la Iglesia, los agradecemos en cuanto valen, como mues- 
tra de cariño y reconocimiento de buen servicio; pero huelga decir que, aun 
sin ellos, lo mismo seguiríamos sirviendo a la causa de la Religión, porque los 
españoles de hoy, libres, por fortuna, de cualesquiera concupiscencias regalistas, 
nos movemos por estímulos más levantados. 


5 


Si el Concordato puede ser calificado de “integro” por su fidelidad a los 
principios del Derecho público cristiano y a la tradición nacional, como corres- 
ponde al modo de ser del católico español, calificado por el propio Padre Santo 
Pio XII, en la memorable ocasión del Congreso Eucarístico de Barcelona, de 
“intenso, recio, profundo y apostólico”, se le debe tener también como “com- 
pleto”, puesto que abarca todas las materias en que pudiera haber interferen- 
cias entre las potestades civil y eclesiástica, y las aborda y resuelve con preci- 
sión y claridad. 

Presidiendo su articulado, se afirma, una vez más, la Religión Católica, 
Apostólica, Romana, como la única de la Nación española y se la reconocen 
ios derechos y prerrogativas que le corresponden, de conformidad con la ley 
«divina y el Derecho canónico. 

Sabéis muy bien, señores Procuradores, que en España los pocos que no 
profesan la Religión Católica raramente practican otra religión positiva. La 
heterodoxia, entre nosotros, ha sido siempre planta exótica, de cultivo forzado, 
que no logró arraigar en los españoles ni aun en los días tan propicios de la 
pasada República. De ahí que hagamos profesión pública de los principios dog- 
máticos en que se apoya la Iglesia y defendamos la unidad católica de nuestro 
pueblo. Estábamos obligados a ello por nuestra condición de católicos, ya que 
es deber de los gobernantes de un Estado compuesto por católicos mantener la 
Religión en su pueblo y defenderla y profesarla públicamente; pero también nos 
llevaban a lo mismo los postulados de nuestro Movimiento, formulados en el 
artículo 6.” del Fuero de los Españoles, texto legal que ha recibido el alto 
honor de ser incorporado al protocolo final del Concordato. 


Este principio de la unidad religiosa se conjuga debidamente con la prác- 
tica privada del culto para los contados españoles o extranjeros residentes en 
España que pertenecen a iglesias disidentes y con el mantenimiento del 
“statu quo” en los territorios africanos. En todo caso, la tolerancia para creen- 
cias y cultos diversos no quiere decir libertad de propaganda que fomente las 
discordias religiosas y turbe la segura y unánime posesión de la verdad y de 
su culto religioso en nuestra Patria, porque nosotros podemos consentir qte 
los disidentes encuentren en España modo de practicar su culto, pero no que, 
contra la voluntad general y con escándalo del pueblo, hagan proselitismo e in 
-tenten desviar a los católicos, con dádivas, de los deberes religiosos, cuando la 
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casi totalidad de la Nación quiere conservar, a cualquier precio, su unidad ca- 
tólica. 

Concebir la Iglesia como sociedad perfecta, libre e independiente del Es- 
tado, no es más que reconocer las prerrogativas con que la instituyó su Divino 
Fundador. Y, esta aceptación es plena, sin reserva ni menoscabo alguno, pues 
hablamos de la Iglesia de Cristo no sólo como dispensadora de la gracia san- 
tificante, sino también en sus aspectos jurídico y social, en virtud de la doble 
potestad del orden y de jurisdicción que por derecho divino le corresponde. Y 
consecuentemente, se formulan en el Concordato las declaraciones inherentes a 
dicho principio; esc es, aparte la personalidad internacional de la Santa Sede y 
del Estado de la Ciudad del Vaticano, la plena personalidad y capacidad jurídica 
y de obrar de las diócesis, con sus instituciones anejas, de las parroquias, de 
las Ordenes y Congregaciones religiosas y demás Instituciones y Asociaciones 
religiosas canónicamente establecidas en España y las que en lo sucesivo se 
establezcan, siempre que el decreto de erección o aprobación canónica sea 
comunicado oficialmente y por escrito a las autoridades competentes del Estado. 

Recoge y sanciona el Concordato el Acuerdo firmado por la Santa Sede y 
mi Gobierno en 7 de junio de 1941, para presentación de Arzobispos, Obispos re- 
sidenciales y Coadjutores “con derecho de sucesión”, derecho de presentación 
que descansa en concesiones hechas otrora por la Santa Sede a los Monarcas 
españoles, por su probada fe y en premio a los grandes servicios prestados a 
la Iglesia y que estimamos en todo su valor espiritual, como preciada joya de 
la fe de España que debemos conservar para nuestra Nación. Del mismo modo, 
se han recogido también las prescripciones contenidas en el Acuerdo de 16 ds 
julio de 1946, sobre provisión de beneficios no consistoriales, y se ha incorpo- 
rado cuanto prescribe el Acuerdo de 5 de agosto de 1950 sobre jurisdicción 
castrense en orden a la asistencia religiosa de las fuerzas armadas de la Na- 
ción y a la exención del servicio militar de los clérigos y religiosos. 

Contiene el Convenio normas sobre el Estatuto jurídico del Clero, ajustán- 
dose al Código de Derecho Canónico; y considerando que su aseglaramiento 
puede ser causa de relajación de la disciplina, prescribe que para ocupar 'em- 
pleos y cargos püblicos necesitarán los clérigos y religiosos el permiso, por 
cierto revocable, del Ordinario propio y del Ordinario del lugar donde hubie- 
ren de desempefiar su actividad. 

Materia ciertamente delicada y dificil era la relativa al Fuero eclesiás- 
tico, que ha sido regulada sobre la base de un mutuo respeto a las correspon- 
dientes jurisdicciones y a una feliz conjugación de la seguridad social, finali- 
dad apremiante del ordenamiento jurídico del Estado, con el respeto que 
merece la dignidad sacerdotal y la libertad e independencia de la Iglesia. 

Tiene la Iglesia el derecho congénito indiscutible de adquirir. poseer y ad- 
ministrar bienes temporales para cumplir los fines que le son propios. Sin em- 
bargo, no siempre reconocieron los Estados a la Iglesia Católica o a sus Corpo- 
raciones, este derecho de propiedad. La codicia, cuando no los sentimientos 
sectarios, movieron a algunos Gobierno, principalmente en momentos de apuro 
del Erario, a disponer de los bienes temporales de la Iglesia, invocando la anti- 
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gua regalia de amortización, que exageraron inicuamente las creencias disi- 
dentes, primero; los regalistas, después, y, por ültimo, las doctrinas inspiradas 
en la Revolución francesa. La Iglesia Católica, la conciencia cristiana y un ele- 
mental sentido del Derecho condenan de consuno estos errores. 

La Iglesia, en efecto, necesita medios económicos para subsistir, satisfacer 
ias exigencias del apostolado cristiano, mantener el culto, sostener a sus mi- 
nistros, aliviar las necesidades de los pobres, cultivar los espíritus y cumpiir 
con estabilidad, decoro e independencia, los demás fines que son propios de 
su alta misión. Y para ello precisa de la propiedad de los bienes temporales 

En nuestra Patria estaba reservado al siglo XIX desatar el huracán revolu- 
cionario de la desamortización, que, sin beneficio material apreciable para el 
Estado arrebató a la Iglesia sus bienes en cuantía incalculable, empobrecién- 
dola. Aquella ráfaga anticlerical y desamortizadora, antecedente funesto de la 
nacionalización de los bienes eclesiásticos, operada por el régimen republica- 
no de 1931, dió lugar a un triste período de tirantez y de discordia, que hubo 
de ser zanjado por el Concordato del 16 de marzo de 1851, dando origen a 
un nuevo concepto del Erario público con el nombre de “Obligaciones ecle- 
siásticas". 

De muy distinta estirpe es el Concordato que hemos firmado. En él esta- 
hlecemos el propósito de estudiar de comün acuerdo la creación de un adecua- 
do patrimonio eclesiástico, que asegure la dotación del culto y de sus ministros. 

No se nos ocultan las dificultades que entrafia su realización, pero era pre- 
ciso hacer esta declaración de principios y, mientras tanto, mantener, a título 
de indemnización por las pasadas desamortizaciones y como contribución a la 
obra de la Iglesia en favor de la Nación, las actuales dotaciones del Clero y 
las consignaciones para el culto, con las variaciones a que diere lugar la al- 
teración notable de las condiciones económicas generales. Igualmente segui- 
rán atendidas las finalidades de construcción y conservación de los templos y 
edificios eclesiásticos, en la medida que permitan las posibilidades presupuesta- 
rias, y se declaran las exenciones y bonificaciones tributarias de aquellos bie- 
nes, objetos y dotaciones de entidades o personas eclesiásticas que, por estat 
destinadas a fines de apostolado, son merecedoras de especial protección. 

Si España, como tantas veces se ha dicho, incluso por egregias voces extranje- 
tas, es una de las grandes reservas espirituales del mundo, lo debe a la familia. 
Esta familia española. que es templo y escuela, hogar y taller, porque es cre- 
yente, honesta y trabajadora, no podia dejarse abandonada a los asaltos que 
amenazan su unidad y cohesión. Por ello, conforme a las tradiciones catdli- 
cas de nuestro pueblo, reconocemos plenitud de efectos civiles al matrimonio 
elevado por Jesucristo a la dignidad de Sacramento, disciplinado por el De-. 
recho canónico, que es el fundamento de esa familia sobre la que se asienta 
la organización político-jurídica de nuestra Nación. 

Corresponde a la potestad de la Iglesia dictar leyes y juzgar en las causas 
referentes al matrimonio de los bautizados, en orden al vínculo, a la separación 
y demás cuestiones relativas a la sustantividad sacramental; como es de a 
competencia del Estado la regulación de aquellas situaciones que afectan al 
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aspecto civil del matrimonio. Sobre estos principios regula el Concordato las 
respectivas y coincidentes posiciones de ambas potestades respecto a esta trans- 
cendental institución, en consonancia con las cuales hacemos nuestras las nor- 
mas de la Iglesia sobre el matrimonio sacramental, con plenitud de efectos ci- 
viles relativas al matrimonio de los hijos y la legislación correspondiente al 
matrimonio mixto, entre personas católicas y no católicas; y en la reglamen- 
tación jurídica del matrimonio para los no bautizados, la ley civil no estable- 
cerá impedimentos contrarios a la ley natural Declaramos la potestad de a 
Iglesia de conocer y juzgar las contiendas referentes a la nulidad del matrimo: 
nio canónico y a la separación de los cónyuges, a la dispensa del matrimonio 
rato y no consumado y al procedimiento atinente al Privilegio Paulino, y pre- 
venimos la necesidad de la inscripción del acta del matrimonio canónico en el 
Registro Civil correspondiente para el reconocimiento, por parte del Estado, de 
sus efectos civiles, en relación a los contrayentes y a tercero; y precisamos. en 
la órbita civil que incumbe al Estado, las repercusiones de las sentencias, deci- 
siones y decretos emanados de las autoridades eclesiásticas en materia propia 
de su competencia. 

El Gobierno de España y las Cortes de la Nación fueron marcando a lo 
largo de un decenio una linea bien clara de restauración cristiana de la en- 
sefianza en todos sus grados y de pleno reconocimiento de los derechos do- 
centes de la Iglesia, dejándose sólo para cuando llegara el momento propicio 
la regulación más en concreto de aquellos aspectos que, por su carácter, exi- 
gían un acuerdo entre las supremas potestades del Estado y de la Iglesia. 


Cuando ese momento llegó, pudo España ofrecer un cuadro de realizacio-: 
nes tan hondamente empapadas en savia católica, que pudieron proyectarse, 
«in apenas mutaciones, sobre los textos mismos del Concordato. 


Así, éste repite la afirmación contenida en nuestras leyes internas de que 
“la enseñanza se ajustará a los principios del Dogma y de la Moral de la Iglesia 
católica”, y reconoce a los Prelados el libre ejercicio de la misión de defensa de 
la fe, que es consecuencia directa de su alto magisterio y que fluye del sentido 
de unidad religiosa y de fidelidad a una tradición milenaria que diese a la Pa- 
tria española sus más limpias glorias. 

Mas el Concordato no tiene, esencialmente, un sentido negativo o de limi- 
tación o cautela contra posibles desviaciones o ataques contra el Dogma y la 
Moral católica, sino que quiere, principalmente, ser fuerza impulsora de un cre- 
cimiento cristiano de España en todos los órdenes, y de modo muy especial en el 
orden de los saberes y del perfeccionamiento de la cultura nacional. En otros tér- 
minos, este Concordato, lejos de poner fronteras al desenvolvimiento de la cien- 
cia y de la enseñanza en España, lo que busca es fomentar un enriquecimiento 
de la educación con la savia vital de la fe cristiana. De ahí que el Estado garanti- 
ce en él la enseñanza de la Religión Católica como materia obligatoria en todos 
los centros docentes de cualquier orden o grado, salvo la explicable dispensa pa- 
ra los hijos de los no católicos dentro de la norma de tolerancia marcada por el 
Fuero de los Españoles y ratificada en el propio Concordato. 
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La Iglesia y el Estado no podrían, sin embargo, contentarse con una de- 
claración genérica sobre la obligatoriedad de la enseñanza de la Religión en 
todos los centros docentes. Era necesario garantizar la altura y la eficacia de 
tan esenciales enseñanzas para prevenir el riesgo de anquilosamiento y de des- 
proporción entre el noble esfuerzo y los frutos que puedan derivarse de este 
tipo de formación. 

Si queremos que la enseñanza de la Religión se dé adecuadamente, con 
toda la extensión necesaria y, al mismo tiempo, se acomode a su interna estruc- 
tura de saber intelectual y de vida plena y al grado de madurez de los alum- 
nos, hay que exigir un afán de perfeccionamiento. Por eso, el Concordato dis- 
pone que las enseñanzas de Religión sean dadas por profesores, sean sacer- 
dotes, religiosos o seglares, designados por la autoridad civil, a propuesta de 
la Jerarquía eclesiástica; pero exige la celebración previa, con extensión para 
todo el territorio nacional, de unas pruebas especiales de suficiencia cientí- 
fica para los que no posean grados académicos mayores en las Ciencias 3a- 
gradas, es decir, los que no tengan el título de doctor o licenciado, y pide, 
además, en todo caso, otras pruebas de suficiencia pedagógica, exigibles in- 
cluso a los que estuvieran provistos de dicha titulación. Estas pruebas quedan 
confiadas a unos Tribunales examinadores ide carácter mixto, en los que, tanto 
la Iglesia como el Estado, encontrarán la mejor garantía para una imparcial y 
adecuada selección del profesorado a quien se confía tan noble y fundamen- 
tal misión y al que se rodea del respeto y de las consideraciones que dentro 
dé los claustros de cada centro debe en justicia recibir. 


En esta misma línea de colaboración entre la Iglesia y el Estado ha de 
subrayarse el sentido y alcance con que se prevé la organización, en las pro- 
pias Universidades del Estado, de cursos sistemáticos de Filosofía escolástica, 
Sagrada Teología o Derecho canónico, de acuerdo siempre, en programas y li- 
bros de texto, con la Jerarquía y pudiendo enseñar en los mismos profesores 
tanto eclesiásticos como seglares con grados académicos mayores. Recíproca- 
mente, se abre la posibilidad de que en las Universidades de tipo eclesiástico se 
matriculen estudiantes seglares en las Facultades superiores de Sagrada Teo- 
logia Filosofía, Derecho canónico, etc., y que en ellas alcancen los respectivos 
títulos académicos. Renace así una intercomunicación profunda entre los cen- 
tros superiores de cultura de la Nación y se sientan las premisas para un diá- 
logo permanente entre los intelectuales eclesiásticos y seglares. 

Por otra parte, el Concordato recoge las normas ya contenidas en el Con- 
venio de 8 de diciembre de 1946 entre la Santa Sede y España sobre Sémina- 
rios y Universidades de Estudios eclesiásticos, garantizándoles un pleno recono- 
cimiento y la ayuda conveniente para su fecundo progreso. Y el Estado, por 
ser de justicia, y consecuente con su principio de ver a la Iglesia como socie- 
dad perfecta y de respetar su personalidad y su misión de magisterio, otorga 
su reconocimiento, a todos los efectos, a los grados académicos mayores, es 
decir, a la licenciatura y al doctorado en Ciencias eclesiásticas que fueren con- 
feridos a los clérigos o seglares por las Facultades universitarias canónicamen- 
te aprobadas, y permite que en las disciplinas de ese orden habiliten dichos 
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títulos para ejercer la idocencia en los Centros de enseñanza media dependientes 
de la autoridad eclesiástica, con lo que se estimula al profesorado de esos cen- 
tros a que adquieran, no sólo en las Universidades del Estado, sino también 
dentro de las Facultades eclesiásticas, los grados más altos de formación y ele- 
ve así el nivel pedagógico de los Centros docentes que dependen de la Iglesia. 

Y por último, el Concordato reitera el reconocimiento hecho en las Leyes 
de enseñanza de España sobre el libre ejercicio por la Iglesia de su derecho a 
organizar y dirigir escuelas püblicas de cualquier orden y grado y de fundar 
Colegios Mayores o Residencias en los respectivos Distritos universitarios, mien- 
tras que la Iglesia, a su vez, acepta que los efectos civiles de los estudios rea- 
lizados en todos esos Centros se sujeten, mediante un previo acuerdo entre el 
Estado y la autoridad eclesiástica, a las normas sefialadas en las Leves civiles. 


Ciérrase así este capítulo del Concordato dedicado a la educación de nues- 
ira juventud con una declaración inequívoca de que, en una hora en que las 
fuerzas anticristianas del comunismo internacional luchan para hacer enmu- 
decer a le Iglesia y por ahogar incluso en sangre, su misión de magisterio, Espa- 
ña, vencedora de esas fuerzas por el heroísmo de sus hijos, es fiel hasta las úl- 
timas consecuencias de su fe y garantiza en su solar el libre despliegue de ese 
apostolado docente, para que sigan formando sobre él las legiones de los que, 
si fuere preciso, darían de nuevo su vida para que en el mundo pue lan Jos hom- 
bres, en santa libertad, seguir creyendo en la verdadera Iglesia de Dios. 

Todas las demás disposiciones del Concordato serían dignas de glosa; pero 
sólo llamaré vuestra atención sobre las tres más importantes entre las que 
restan. 

Es una, la incorporación a la disciplina concordatoria de la Acción Ca- 
tólica Española, entendida como organización de los seglares para el Aposto- 
lado, bajo la dependencia inmediata de la Jerarquía. Para desenvolver sus activi- 
dades apostólicas gozarán estas Asociaciones de libertad plena, pero deberá v 
sujetar a la legislación general del Estado cualesquiera actividades de otro 
género, si acaso las tuviesen. 

Capitulo del todo nuevo y de la mayor importancia es el que mira a la de- 
fensa del patrimonio artístico eclesiástico. Sus preceptos aseguran la cola- 
boración de las autoridades de ambos órdenes, a fin de asegurar que la cons- 
trucción y reparación de templos y monasterios se ajustan a las normas téc- 
nicas y artísticas de la legislación general y a las prescripciones de la Liturgia, 
y también para vigilar la observancia de las disposiciones que prohiben la eva- 
sión al extranjero de los objetos de mérito histórico o de valor artístico, reser- 
vándose al Estado una opción de compra, caso de venta de tales objetos en 
pública subasta. 

Por último, es motivo de satisfacción y orgullo la cláusula que consagra el 
idioma español como uno de los tres admitidos por la Congregación de Ritos 
para tratar las causas de beatificación y canonización. Recobra, con esto, la 
posición que le era debida nuestra hermosa lengua, la que, entre otros títulos 
para esa preeminencia, puede exhibir el hecho de ser hablada por más del 
40 por 100 Ide los católicos en comunión con la ¡Santa Sede. 


a Eile 
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El nuevo Concordato responde, como véis, señores Procuradores, a una 
linea histórica de restauración de fastos católicos, pero también a una certera 
adaptación a los tiempos modernos, en que se nos presenta como evidente la in- 
terdependencia entre el bien comün o prosperidad social y el bien espiritual y 
temporal de la Iglesia. 

E] Estado recibe de la Iglesia una inmensa cooperación moral, y a su vez 
el Estado presta a la Iglesia el auxilio de los medios precisos para que en el 
orden moral se cumpla y se realice su misión sobre la tierra, sin que quepa 
hablar de exceso de largueza cuando se trata de satisfacer el deber primordial 
del hombre y de la sociedad de dar a Dios la gloria que le es debida, tanto 
más cuanto que el beneficio de esa acción religiosa, moralizante y educadora 
que realice la Iglesia, así asistida, refluirá directamente en bien de la propia 
Patria espafiola. 

Por otra parte, la vinculación orgánica que el Concordato establece entre 
la Iglesia y el Estado se hace sin merma de la libertad e independencia de 
cada potestad para actuar en la esfera respectiva que le es propia. 

A] terminar, sefiores Procuradores, esta exposición de los puntos funda- 
mentales del Concordato lde cuya ratificación se trata, debemos recordar jun- 
tos que la felicidad y el bienestar de los pueblos no se asientan sólo en las ri- 
quezas materiales, ni aun en el progreso de las ciencias y de las artes, sino 
muy principalmente en la práctica de la virtud, pues la Historia nos enseña, y 
eiemplos de ello tenemos ante los ojos, que cuando el progreso material no va 
acompafiado del progreso moral, las sociedades caen desde la cima de la civi- 
lización a la sima de la barbarie. 

Esto es lo que, en toda ocasión, pero muy especialmente al negociar y fir- 
mar este Concordato, he tenido muy presente. Creo que hemos. prestado con 
ello un servicio insigne a la fe católica y a la Santa Iglesia, además de haber 
servido a los intereses de la Patria y al bien de nuestro pueblo. 

En la histórica etapa que hoy se inicia con la solemne ratificación de este 
Convenio, la Iglesia va a disfrutar en España, no sólo de toda la libertad que 
necesite para sus sagrados fines, sino también ide la ayuda necesaria para su 
pleno desarrollo. 

Estoy seguro de que la Iglesia de España, nuestros Prelados y nuestro 
Clero tienen conciencia de la gran responsabilidad que echamos sobre nues- 
tros hombros al reconocer sus derechos, fueros y libertades, al contribuir al 
sostenimiento económico del altar y de sus ministros y, sobre todo, de los: 
Seminarios en que éstos se forman y, en fin, al abrir a su labor apostólica 
las puertas de la sociedad española, singularmente por lo que toca a la for- 
mación de la juventud. 

Al proponer, pues, a las Cortes del Reino su adhesión a este Convenio, lo 
hago con la certeza de que la Jerarquía, el Clero y las Ordenes y Congregacio- 
nes, de una parte, y el Gobierno de la Nación, de otra, colmarán los designios 
que han movido a la Santa Sede Apostólica y al Estado español a suscribir el 
presente Concordato: “Asegurar una fecunda colaboración para el mayor bien 
de la vida religiosa y civil de la Nación espafiola.”—Madrid, 24 de octubre de 
1953 —FRANCISCO FRANCO." 
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HISTORIA DE LAS NEGOCIACIONES (*) 


Es demasiado pronto para escribir su historia, la objetiva y verdadera his- 
toria de este nuevo Concordato entre la Santa Sede y España. 

Mas no puedo negarle a “Mundo Hispánico” algunas impresiones y recuet- 
dos muy personales sobre la intervención que Dios me permitió tener en el 
decisivo acontecimiento, No puedo negárselo porque, cabalmente, aquella es- 
piritual empresa nació ligada en mi alma al contacto con Hispanoamérica. 

Declinaba el verano de 1948, Y yo recorría otra vez aquellas tierras inago- 
tables con una emoción renovada, cruce de gratitud y de esperanza. Lo pri- 
mero, como católico y como español, porque si en agosto de 1946—es decir, 
cuando alcanzaba sus momentos más duros el acoso internacional contra Es- 
pana—fué posible que se reunieran universitarios de todas las regiones del 
mundo, hermanos en la fe y en la disciplina de Roma, bajo el claro cielo 
de Castilla, en Salamanca y El Escorial, cumpliendo un viejo acuerdo de que 
tuviera lugar en España el primer Congreso mundial de “Pax Romana” pos- 
terior a la guerra, a la augusta y paternal fortaleza de Su Santidad Pío XII 
se debió esencialmente, y a la fidelidad cristiana y celtibérica de los grupos 
juveniles de Hispanoamérica, que rompieron una lanza contra las timideces 
o “prudencias” de otras gentes demasiado preocupadas con evitarles irritacio4 
nes a los colosos de la tierra. 

Cuando andaba en tan gozosa empresa de agradecimiento—y en la otra 
de sentir aguijones de esperanza para un limpio futuro de acción cultural 
conjunta entre nuestros pueblos—, me alcanzó la noticia de que Su Excelen- 
cia el Jefe del Estado me honraba confiándome su representación cerca del 
Sumo Pontífice y con ella el encargo de llevar el latido de España al centro 
mismo de la cristiandad romana. 

Y allí mismo, sobre suelo hispánico, sintiendo la vigorosa asistencia de 
una veintena de naciones creyentes, pensé en el Concordato, más que como 
haz de soluciones jurídicas a unas cuantas cuestiones concretas, como paso 
gallardo y marcial de España, la hermana mayor de una gran familia, en la 
ruta de su más verdadero y alto destino. 


LOL * 


Nunca España, la renacida España, desde la terminación del Alzamiento 
Nacional en 1939, kabía alcanzado la idea de concertar con la Santa Sede 
un nuevo Concordato que cubriera el hueco dejado por el de 1851, al ser roto 
unilateralmente en las tristes jornadas que siguieron a los meses de 1931. Mas 


(*) Publicado en “Mundo Hispánico”, 6 (1953), n. 67, pp. 26-27. 
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como había problemas de especial urgencia, como la provisión de las dióce- 
sis desmanteladas por la revolución marxista, la reorganización de los Cabil- 
dos, el sostenimiento y vigorización de los Seminarios..., se optó, de común 
acuerdo, por ir celebrando a partir de 1941 convenios parciales sobre tales 
materias, mientras llegara el momento de formalización de un Concordato 
propiamente dicho, integral, según expresamente se lee en el texto del “modus 
vivendi” de 7 de julio de 1946, que regula la de beneficios no consistoriales. 

Por otra parte, el Caudillo de España y sus sucesivos Gobiernos habían 
ido reparando las injusticias de épocas anteriores y dando, con noble espon- 
taneidad y sin esperar a negociación diplomática alguna, por limpio impe- 
rativo de su fe, una serie de normas jurídicas internas en que la Iglesia en- 
contraba respeto, ayuda a su misión apostólica y creciente armonía entre sus 
orientaciones doctrinales o preceptos canónicos y el ordenamiento civil sobre 
temas tan vitales como el matrimonio y la enseñanza. 

Frente a las alborozadas informaciones que en algunos paises se publica- 
ron durante ese período, y especialmente desde 1945, sobre la pretendida “de- 
cisión” del Vaticano de no suscribir Concordato alguno con el Gobierno es- 
pañol nacido de la gran convulsión de independencia nacional, tanto la Santa 
Sede como España mantuvieron una actitud de inconmovible serenidad, re- 
solviendo su estrecha armonía las cuestiones que el curso de una atormentada 
etapa histórica fué planteando. Satisfechas las necesidades esenciales, no pa- 
recíá urgir la celebración de un Concordato, máxime cuando el Vaticano no 
había vuelto a suscribir ninguno, con ningún Estado, desde la iniciación de 
la segunda guerra mundial. Y aun cabe anotar el gesto de elegancia, de deli- 
cadeza espiritual, del Generalísimo Franco, quien, empeñado en ganar a cuer- 
po limpio la dura batalla internacional de España, “condenada” en Potsdam 
y en la O. N. U., no habría querido comprometer en nada la acción universal 
de la Iglesia ni dar pretexto a los enemigos de ésta con la conclusión por 
entonces de un Concordato con la Santa Sede, como buscando su apoyo ex- 
terno para una causa temporal, aunque altísima, en la que sin duda, y con 
la gracia de Dios, se había de vencer. 


* * * 


Este era el panorama que podía contemplarse desde Roma aquel 12 de 
diciembre de 1948—jfiesta de Nuestra Señora de Guadalupe, la dulce Sefiora 
de América!—, en que me tocó en suerte poner mis cartas credenciales de 
embajador en las manos transparentes, casi lucidas, de Su Santidad Pio XII. 

Prolongado el eficaz trabajo de mis antecesores en el cargo y en el camino 
hasta entonces seguido, aun fueron objeto de acuerdos singulares la creación 
del servicio militar del Clero y restablecimiento de la jurisdicción castrense 
—Convenio de 5 de agosto de 1950—; la creación de las nuevas diócesis de 
Bilbao, San Sebastián, Albacete y Barbastro; el nombramiento de un canónigo 
español para la basílica de San Pedro, y otros de similar alcance. Mas la idea 
de cerrar esa etapa y abrir otra, bajo el signo. de un Concordato nuevo, co- 
rrespondiente a la hora de madurez cristiana de España y a la situación cam- 
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biante del mundo, ganaba por momentos posiciones y se abría como bella e 
incitante aventura espiritual. 

Tal vez la hicieron definitivamente posible... los peregrinos, los fieles pe- 
regrinos de Espaíia, el mejor pueblo hecho oración y sacrificio, que—pese 
a todas las dificultades materiales de una España todavía acosada y sin “ayu- 
das”—acudieron a la Ciudad Eterna, ilusionada, enamoradamente, en impre- 
sionantes riadas, para las solemnidades vaticanas de 1949, y sobre todo para 
el gran jubileo del Año Santo. Fueron tal vez ellos, los hombres y mujeres 
de España, quienes dieron viento de espíritu, calor de fe viva, a las palabras 
y argumentos de un embajador. Lo cierto es que cuando un día, mientras 
ellos gritaban en San Pedro el ya histórico grito de Cruzada: “¡España por 
el Papa!”, hacia ellos se volvió suavemente la blanca figura del Vicario de 
Cristo, y su santa palabra de respuesta: “¡Y el Papa por España!” sonó en 
nuestros oídos y nos acarició muy dentro, como la mejor indicación para la 


» 


decisiva empresa... 
TEE SEED 


b A. * 


El signo de España se iba aceleradamente afirmando en el escenario inter- 
nacional | Pocos meses después llegaría—merced siempre al empuje fraternal 
de los pueblos cristianos—la rotunda victoria en la Asamblea de las Nacio- 
nes Unidas que puso fin a la triste farsa. 

Reconsiderada por el Caudillo la situación general y apreciada la conve- 
niencia, tanto desde el punto de vista religioso como del jurídico-político, de 
que la nación espafiola volviese a contar con una norma expresa e integral 
para el encauzamiento fecundo de las relaciones entre la Iglesia y el Estado, 
recibieron el Ministro de Asuntos Exteriores y el embajador cerca de la Santa 
Sede el encargo de “formalizar las negociaciones diplomáticas para un nuevo 
Concordato". ; 

Procedióse entonces por la Embajada a una preparación de textos, con la 
mirada puesta en los Concordatos más recientes; pero, sobre todo, cuidando 
de recoger las mejores normas de la legislación interna de España del último 
decenio y las experiencias y anhelos de una nación de fe militante y alerta. 
Túvose en cuenta la muy valiosa labor realizada por los embajadores antece- 
dentes—Yanguas Messía, De las Bárcenas, marqués de Aycinena...—, nego- 
ciadores de los acuerdos parciales ya dichos y cuyo trabajo inteligente pre- 
paró la nueva ruta que ahora se emprendería, y los estudios realizados en 
Madrid de 1946 a 1948 por una Comisión presidida por el hoy embajador, 
Doussinague, y en la que tomaron parte, juntamente con el director, profe- 
sor don Mariano Puigdollers, otros expertos juristas civiles y eclesiásticos. 

Añádase a todo ello las orientaciones constantes y las claras formula- 
ciones del Ministro de Asuntos Exteriores, Alberto Martín Artajo, muy prin- 
cipal inspirador de este decisivo documento, y el leal asesoramiento del grupo 
de excelentes diplomáticos que constituían la Embajada, sobre todo, por haber- 
les correspondido esta tarea de modo principal en la división interna de tra- 
bajo: Antonio Villacieros, hoy embajador en Quito; Antonio Poch, catedráti- 
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co de Derecho internacional, y el consejero eclesiástico don Angel Morta, tan: 
ejemplar sacerdote como competente teólogo y canonista, que pusieron en el 
empeño máxima ilusión y tenaz esfuerzo. Y aun nos beneficiamos del esclare- 
cedor diálogo del muy reverendo padre Suárez, nuestro general de la Orden 
de Santo Domingo, y del muy reverendo padre Larraona, Secretario de la Sa- 
grada Congregación de Religiosos, en quienes hallamos siempre, además de 
una fina ciencia jurídica, un vivo amor a la Iglesia y a su entrañable Patria 
española. 

A la par de este trabajo—doctrinal y juridico—, fué desarrollándose la 
ambientación espiritual de la delicada empresa y el diálogo preparador con 
las autoridades de la Santa Sede. De esta fase—sin duda la más atrayente— 
nada nos sería lícito decir, como no sea, por razón de justicia, una palabra de 
vivo reconocimiento para la actitud de cordial comprensión y de amplitud de 
espiritu que se encontró en el nuncio de Su Santidad, monseñor Cicognani, y 
en el colaborador inmediato del Padre Santo en la Secretaría de Estado, mon- 
señor Tardini. Sobre este último, por razón de su cargo, recayó principalmente 
el peso de la negociación, una negociación que vió con mirada certera de agu- 
do diplomático, pero que, además—estamos ciertos—, amó callada, pero honra- 
damente, desde su alma ejemplar de sacerdote. 


Mas por encima de todos estos factores—clima favorable del Año Santo, 
trabajo tenaz, comprensión inteligente...—hubo algo más radicalmente decisi- 
vo: la alentadora “presencia personal” de los dos esenciales protagonistas: 
Su Santidad Pío XII y el Generalísimo Franco. Dios hizo que coincidieran, en 
la hora de resolver asunto de tanta trascendencia para el destino cristiano de 
un pueblo, esas dos nobles figuras históricas, en cuya comunión profunda de 
creencias y de ideales quedaban de raíz vencidas cualesquiera dificultades que 
pudieran ir surgiendo en la marcha. 


Ambos siguieron siempre muy de cerca los detalles de la negociación. In- 
cluso el Jefe del Estado español participó estrechamente en la base preparato- 
ria del texto, que, elevado por la Embajada al Ministro de Asuntos Exteriores 
y revisado por éste, pasó a una Ponencia del Gobierno—formada por dicho. 
Ministro y por los de Educación y Justicia, además del embajador en la Santa 
Sede—, donde fué objeto de perfeccionamientos hasta cuajar en un “antepro- 
-yecto oficial” que mereció ser definitivamente aprobado en las dos reuniones. 
celebradas por los mismbros de aquélla, bajo la presidencia del Jefe del Esta-. 
do, en el palacio de El Pardo y en los meses de febrero y marzo de 195r. 


Y abrióse entonces una segunda y decisiva fase, mediante la entrega de ese 
"texto oficial” del Gobierno al Sumo Pontífice. Tuve la honra de ponerlo en 
sus augustas manos en audiencia privada del 6 de abril de 1951, juntamente 
con una carta del Caudillo, de la que sólo puedo decir que era limpio reflejo 
de una fe cristiana muy honda, una visión muy clara del momento histórico- 
y una voluntad muy firme de que España siga fiel a su irrenunciable destino. 

El Padre Santo acogió paternalmente los documentos, bendijo la empresa 
y cursó instrucciones para que, previos los asesoramientos convenientes y 
consultas a la jerarquía eclesiástica española, pudiera llegarse a un nuevo Con- 
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cordato que presidiera, con la gracia de Dios, la vida floreciente de una fiel y 
gran nación. 


3* * * 


Cuando en agosto de 1951, honrado por el Caudillo para ocupar un puesto 
en su Gobierno, hube de despedirme del Padre Santo, expresé la nostalgia con 
que me alejaba de aquella negociación, pero también la confianza en verla cua- 
jada en realidad. Y, por ventura, las palabras de despedida de Su Santidad, 
que aún me suenan bastante dentro, me dieron razones para una plena espe- 
ranza... 


* x * 


Llegaron, fueron llegando pronto, las observaciones y contrapropuestas de 
la Santa Sede al texto básico del proyecto oficial español; estudiadas por la 
Ponencia interministerial—con los Ministros de Asuntos Exteriores y Secre- 
taría General del Movimiento y los nuevos de Justicia y Educación—, reajus- 
tadas algunas fórmulas y desenvueltas felizmente las gestiones por el nuevo 
embajador ante la Santa Sede, don Fernando María Castiella, que puso al 
servicio de esta causa no sólo su profunda competencia en Derecko y en po- 
lítica internacional, sino también su recia fibra católica y española. 

Así se llegó al definitivo acuerdo y a la solemne firma del Concordato el 
27 de agosto del año en curso, en la Roma donde aún resuenan clamores y 
cantos de las mejores gentes hispánicas. 


* * * 


No es momento de hacer glosas al contenido del Concordato ni de rebatir 
reparos de los sectores hostiles a la Iglesia y a Espafia, que han sentido rom- 
perse sus vanas imaginaciones o que tropiezan con los perfiles alertas del recio 
texto. Para el júbilo entrañable del pueblo español, bástale sentir que, si supo 
salvar su independencia como nación, fué para seguir poniéndola al supremo 
servicio de la cristiandad católica. 

Lo que importa es subrayar el gesto de espiritual entereza del Vicario de 
Cristo y del Caudillo de España, que, por primera vez tras largos años de no 
haberse firmado un Concordato, promulgan éste, en que toda una nación—la 
española—, en una hora de persecución para la Iglesia en tantas partes del 
mundo, le reconoce y garantiza su irrenunciable libertad para el ejercicio de 
su misión apostólica y marca frente a cualquier actitud de hostilidad o aleja- 
miento la clara norma de una colaboración profunda para los altos fines co- 
munes y una respetuosa independencia en las órbitas de las propias sobe- 
ranías. 

El haber sabido hacer frente a cualquier temor de reacciones hostiles o a 
cualquier recelo de pequeñas prudencias humanas, implica un gesto de gallardía 
y de nobleza que algo ha de pesar en la Historia. 


¡Joaquín RUIZ GIMENEZ 
Ei Escorial, a 19 de septiembre de 1953. 
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JURISPRUDENCIA DE LA ROTA ROMANA 
ACERCA DEL VALOR 
DE LA DECLARACION DE LAS PARTES 
EN LAS CAUSAS MATRIMONIALES 


El Código de Derecho Canónico, en el título X del libro IV, trata 
en su capítulo 1 «De la confesión de las partes», y determina su valor 
judicial; pero siendo la confesión una parte no más de lo declarado por 
el actor y el reo, ya que sólo comprende la «afirmación de un hecho ve- 
rificada ante el juez, o si fuera extrajudicial, fuera del juicio, por una de 
las partes en contra de sí y a favor del adversario» (cáns. 1.750 y 1.753), 
quedan otras muchas afirmaciones sin valorar. En el título IX trata del 
interrogatorio judicial de las partes y en él se habla de la obligación del 
juez de interrogarlas en determinados casos, v. gr., «cuando se trata de 
comprobar la verdad de hechos que interesa al bien público se pongan 
fuera de duda» (can. 1.742, $ 1), y «Stempre que se trate de esclarecer 
una prueba alegada» (can.1.742, $ 2). Siguenda la doctrina de la Sagra- 
da Rota Romana, trataremos de determinar, en cuanto nos sea posible, 
el valor probativo que hemos de dar a las afirmaciones hechas por las 
partes y. que figuren, de uno y otro modo, en los autos de la causa. 


Afirmaciones hechas en el escrito de demanda. 


De él nos dice la Sagrada Rota Romana: «El mismo escrito de de- 
manda no siempre suele contener la genuina verdad de los hechos, pues 
está más bien escrito por el abogado, para demostrar la acción propues- 
ta, que no por el actor, y por este motivo se manda en el cap. citado De 
Jud.: «Statuimus praeterea ut principales personae non per advocatos 
sed per seipsas factum proponant» (1). «Ningün valor se ha de dar a lo 
que contiene el escrito, por el que fué introducida la causa; porque no 
fué redactado por Juan, sino por su abogado» (2). «Nunca dijo en la 
primera instancia (el actor) haber puesto condición al consentimiento ma- 
trimonial, awnque en el escrito de demanda, redactado por mano ajena, 
y que, por tanto, no se ha de tener en cuenta, se defienda la nulidad det 


(1) S. R. R. Neo-Eboracen. “Nullitatis matrimonii" coram LEGA, 9 dic. 1944. 
(2) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram SoriER!', 26 jul. 1926, n. 8. 


— 853 — 


ILDEFONSO PARA ESTO [OPES 


matrimonio por el capítulo de condición puesta y no verificada (3). 
«Como el escrito de demanda suele redactarse por mano ajena o con la 
ayuda del abogado, los Padres Auditores declararon que se debía con- 
ceder mayor fe a la declaración jurada del actor que a las palabras jurí- 
dicas empleadas en el escrito de demanda, lo que, por otra parte, es 
evidente» (4). 

Las afirmaciones del escrito de demanda, por estar redactado por 
mano ajena, aunque lleve también ia firma del actor, no merecen mucha fe. 
Por lo que difícilmente se ha de admitir como confesión judicial la que cons- 
te en la demanda, a no ser que esté suscrita por el actor y conste que no 
fué redactada por el abogado. 


El silencio de las partes. 


«Sea lo que fuere en otras materias, en las causas matrimoniales la 
contumacia o el silencio del cónyuge no suprime, ni siquiera disminuye, 
la obligación de la prueba, que corresponde a la parte que impugna el 
matrimonio. Por lo que leemos en la Instrucción Austríaca, $ 15 : «Quod 
conjuges aut alter eorum haud compareat, adversus matrimonii valorem 
nihil probare potest; unde eo probandi onus, matrimonium accusanti 
incumbens, diminui haud debet» (5). Canon 1.743, $ 2: «Si la parte le- 
gítimamente interrogada se niega a responder, toca al juez apreciar el 
valor que se ha de dar a la negativa, si acaso es justa, o si ha de equi- 
pararse a una confesión». 

V! silencio no puede significar confesión de la parte en favor de la 
nulidad del matrimonio, porque ésta se ha de probar positivamente, y no 
basta para ello el testimonio de las partes; si puede o no significar con- 
fesión en favor del matrimonio, debe deducirlo el juez, teniendo en 
cuenta todas las circunstancias del caso (Norm. S. C. Sacr., art. 112). 


Valor de la confesión judicial. 


«El principal efecto de la confesión judicial es que no sólo prueba 
plenamente, no habiendo prueba mayor que la propia confesión oral, . 
sino que también hace que el que confiesa contra sí mismo se tenga en 
cierto modo por juzgado, de tal modo que la confesión tenga la fuerza 
de sentencia y en cierto modo de cosa juzgada en cuanto al confesante 
(PIrHING, 1. II, tit. 18, $ 3) (6). 


(3) S. R. R. "Nullitatis matrimonii"? coram WYNEN, 11 agosto 1930, n. 13. 

(4) S. R. R. Rhedonen. "Nullitatis matrimonii" coram WYNEN, 12 marzo AY 
i (5) 5. R. R, “Nullitatis mátrimonii” coram MANY, 18 agosto 1916, n. 22. 

(6) 5. R. R. Colonien. “Nullitatia matrimonii" coram PERSIANI, 27 agosto 1910. 
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El canon 1.751 restringe los efectos de la confesión judicial a las cau- 
sas que sólo interesan a los particulares y en las que no interviene el 
b'en púb:ico: «El juramento prestado por los cónyuges, lo mismo que 
su confesión, no pueden supeditar ni suplir la prueba del impedimento 
que se opone al valor del matrimonio» (7). 


En otras causas, para que valga la confesión, se han de verificar los 
requisitos exigidos por los cánones 1.750, 1.752. Y aunque éstos se ve- 
rif quen todos, sus efectos son bien limitados: según el canon 1.751, 
sólo tiene va:or en la causa en que la confesión se hizo, y en favor del 
adversario, pues éste recibe el beneficio de la confesión, por no tener 
que aducir prueba del hecho confesado. Para los extraños, la confesión 
judicia! tiene el mismo valor que la extrajudicial, y puesto que la con- 
fesión consta en los autos y son autos de la causa, siempre vale para 
las partes litigantes, siempre que se promueva controversia sobre la 
msima cuestión ; para los demás, como la confesión judicial consta en 
autos, es un documento (can. 1.738). 


Valor de la confesión extrajudicial. 


Para Coccm1 (8) la confesión extrajudicial «vis generatim non est nisi 
semiplenae probationis in contentiosis». 


El canon 1.753: «Si se la aduce en juicio, pertenece al juez apreciar 
su valor, atend.das todas las circunstancias del caso». 


La Sagrada Rota Romana especifica el valor de la confesión extra- 
judicial: «La confesión extrajudicial, hecha en tiempo no sospechoso, 
constituye prueba plena, si no en estricto derecho, al menos según la 
equidad canónica, como notan comünmente los doctores» (9). «Mas la 
confesión extrajudicial, iterada y repetida, aunque no sea jurada y se 
haga ausente la otra parte, constituye prueba plena, como dicen los au- 
tores» (10). Lo contrario se defiende en el siguiente texto: «Aunque en 
ellas (cartas) la mujer confiese el propio adulterio», no se tiene por pro- 


(7 5: R. R. Colonien. “Nullitatis matrimonii" coram PERSIANI, 27 agosto 1910. 


(8) CoccHi: Comm. in Cod. Jur. Can., 1. IV, n. 140. Según Muniz (Proc. ecl., III, n. 294): 
“La eficacia de la confesión extrajudicial la estimará el juez según su buen criterio can. 1.753), 
para el cual pueden servirle las siguientes reglas: 1.2 Más prueba la confesión que tiende a li- 
brar a otro de una obligación, v. gr., “no me debes cantidad alguna”, que la que se ordena 
a declarar la obligación propia, v. gr., “te debo cien pesetas”; 2.2 Más prueba la confesión que 
consta en escritura pública que la que consta en escritura privada; 3.8 Más prueba ia hecha 
por escrito que la que se hace de palabra; 4.2 Más prueba la hecha ante el adversario y testi- 
gos que la hecha ausente aquél; 5.2 Más prueba la confesión calificada, v. gr., “te debo cien pe- 
setas que me has prestado”, que la confesión simple, v. gr., “te debo cien pesetas”. 


(9) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram MANY, 29 febr. 1916, n. p 
(10) S. R: R. “Cappellaniae laicalis" coram PRIOR, 6 dic. 1916, n. 12. 
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bado; «porque la confesión extrajudicial, como es ésta, no pruebai con 
prueba plena» (11). ¿Qué diremos, pues? 


Lo declarado por la parte en contra de st. 


1) Lo declarado por la parte en contra de sí, aun «en causas que 
afectan al bien público, ciertamente no es confesión judicial con sus 
efectos jurídicos, pero tiene gran fuerza y Se suele admitir como: prue- 
ba plena (12). 

«De gran peso es la confesión del cónyuge en favor del vínculo ma- 
frimonial, si consta por otra parte que quiere librarse de ese vínculo ; y 
aumenta más la fuerza de su testimonio, si como sujeto del miedo de- 
ciara acerca del pretendido impedimento «vis et metus» (13). «Mas la 
confesión de los cónyuges en favor del matrimonio tiene fuerza proba- 
tiva, al menos en las causas ex capite vis et metus y en otras, en las 
que se reserva privativamente a los cónyuges el derecho de acusar ei 
matrimonio, según se lee en la Instrucción Austríaca, artículo 149: 
«Confessio conjugum quae pro matrimonii valore militat, vis probandi 
in iis habet casibus, in quibus conjugibus accusandi jus privative reser- 
vatur. Alias praesumptionem tantum generat». Ahora bien, tiene espe- 
cial valor la confesión jurada en favor del matrimonio hecha por el cón- 
yuge que se dice sufrió el miedo, consistiendo el miedo en la trepida- 
ción escondida en el alma, de la que ninguno puede ser mejor test'go, 
si quiere confesar la verdad, que el mismo sujeto del miedo. Y todavía 
aumenta más el valor de su testimonio en favor de la validez del ma- 
trimonio, si pide la declaración de nulidad del mismo» (14). La afirma» 
ción dei otro testigo... se ha de rechazar... porque está en franca contra- 
dicción con el testimonio de la demandada» (1 5), que había declarado en 
favor del matrimonio. 

Se admite el testimonio de la parte L., a pesar de su vida poco ho- 
nesta, habiéndose rechazado el testimonio de la parte A., «pero se ha de 
tener en cuenta la razón de esta diferencia; porque A. no es rechazado 
sólo porque sea de malas costumbres y pecador público, sino fambién 
porque el cónyuge que declara contra el propio matrimonio no es admi- 


(11) S. R. R. "Nullitatis matrimonii? Coram PRIOR, 8 enero 1991, n. 3. 


(12) S.R. R. "Nullitatis matrimonii" coram MANY, 29 febr. 1916, n. 2. Cfr. S. R. R. Medio- 
lanen. "Nullitatis matrimonii” coram CATTANI, 47 agosto 1916, n. 30, donde se tiene por cierto 
lo confesado por la mujer, porque es contra ella. 


, (13) S. R. R. Lugdunen. “Nullitatis matrimonii? coram PRIOR, 28 jun. 1912. Cfr. S. R. R. 
"Nullitatis matrimonii" coram PRIOR, 19 Jul. 1999, n. 5. 


(14) S. R. R: Lugdunen. "Nullitatis matrimonii? coram PRIOR, 5 jun. 1917, n. 9, y 21 diciem- 
bre 1917, n. 9. 


(19) S. R. R. Lugdunen. “Nullitatis matrimonii? coram PRIOR, 5 jun. 1917, n. 22. 
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tido por sospechoso, sobre todo si acusa el matrimonio en tiempo sos- 
pechoso, como sucede en este caso, Lo que no se verifica en L., la cual 
no declara contra el matrimonio, y bajo este aspecto no parece sospe- 
chosa» (16). De donde se deduce gue si la parte es por otro capitulo sos- 
pechosa, declarando en favor del matrimonio, su testimonio tiene valor. 

Se trataba del matrimonio civil celebrado en territorio no sujeto a la 
forma sustancial, cuyo valor dependía, consiguientemente, de la inten- 
ción de los cónyuges, y se dice: «Antes que vengamos a ponderar el 
hecho, hemos de tener en cuenta tres cosas: Primero, la parte que acu- 
sa la nulidad de su matrimonio, no puede con su autoridad probarla, 
porque ninguno puede en juicio ostentar la doble personalidad de actor 
y de testigo. Por tanto, todo cuanto aduzca contra el matrimonio, 
debe probarlo. Segundo : por el contrario, todo lo que ella aduce en fa- 
vor de su matrimonio realmente prueba, porque en ello es el actor un 
buen testimonio bien instruído y nada sospechoso. Tercero: por consi- 
guiente, los demás testigos que se presenten en la causa tienen autori- 
dad si declaran lo que la actora afirma contra el matrimonio, pero no 
tienen ninguna si declaran en contra de lo que la actora afirma en favor 
del matrimonio» (17). Esta doctrina podrá admitirse, siempre que se apli- 
que al caso propuesto y no queramos hacerla general y valedera para 
todas las causas de nulidad de matrimonio. 

Había declarado la parte: «Au moment du mariage, j'avais bien l'in- 
tention de me lier pour toujours et d'exiger tous mes droits», y añade 
el motivo de casarse: «de ne pas avoir d'enfants, au moins pendant quel- 
que temps», pero advierte: «mais jamais il n'avait été question de ren- 
noncer au droit radical et strict de procréer des enfants». Por.ser el tes- 
timonio en favor del matrimonio, y no haber en autos pruebas de que 
fuera otra la intención de la parte, se declaró válido el matrimonio (18). . 
Pierden toda su fuerza los demás testimonios alegados en autos, ante el 
testimonio de la actora, afirmando que no puso condición al matrimo- 
nio (19). En estos casos se trata de cosas que nadie conoce sino la parte 
que declara sobre ellas. 

2) La afirmación de la parte en contra del valor del matrimonio, con 
tal que esta afirmación sea en algün modo contra el confesante, tiene su 
valor. 

«Tratándose del impedimento de crimen, tanto más se ha de aten- 


416) S. R. R. Colonien. “Nullitatis matrimonii” coram PERSIANI, 27 agosto 1940. 
(17) S. R. R. Maguntina. “Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 44 jul. 1921, n. 8. 
(18) S. R. R.-"Nullitatis matrimonii" coram PARRILLO, 99 abril 1922. 

(19) S. R. R. "Nullitatis matrimonii? coram JULLIEN, 30 marzo 1926. 
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der la confesión hecha por los cónyuges acerca de él, aunque sea confe- 
sión extrajudicial, cuanto más bochornoso sea lo que se declara» (20). 

3) Sin embargo, no puede darse por probado todo cuanto las par- 
tes afirmen en contra de sí. 

Después de referir las palabras de la actora, y que en nada la favo- 
recen, se dice: «Juzgaron los PP. que este argumento fué aducido por 
la actora para ayudar a su intención, ignorando que la perjudicaba» (21). 
Por otra parte, constaba en autos que era falso lo que afirmaba la ac- 
tora; pero se indica, como norma de prudencia, que no se tenga por 
demostrado cuanto es contrario a la parte y ella declara. 

4) Aunque tenga sempre mayor fuerza la declaración jurada, sin 
embargo, la declaración hecha sin previo juramento tiene también su 
va'or. : 

«Aunque esta declaración no constituya una verdadera confesión ju- 
dicial, según el canon 1.750, porque no obstante ser ante el juez y dada 
espontáneamente, no fué avalada por el juramento, no pierde, sin em- 
bargo, la fuerza de una confesión extrajudicial, por donde el juez ha 
de apreciar, pesadas todas las circunstancias, qué valor ha de tener» (22). 
«No se puede rechazar su declaración (del varón, sin previo juramen- 
to), la cual, siendo en favor del valor del matrimonio, por el favor del 
derecho tiene fuerza prohibitiva, que es denegada a la confesión del otro 
cónyuge, por ser contra el matrimonio» (23). 


Las afirmaciones de las partes que no son en contra suya. 


Las afirmaciones de la parte, en cuanto sean favorables a la causa 
que defiende en el juicio, no tienen valor de suyo, y en tanto se han de 
admitir en cuanto vengan confirmadas por otros medios de prueba. 

1) Sn embargo, estas mismas afirmaciones, aunque no tengan va- 
lor de prueba plena, conservan su valor si fueron hechas en tiempo no 
sospechoso y la parte merece fe. 

«Dice que fué engañado; pero no lo prueba; y la sola afirmación 
del actor no basta, tanto más que la decepción y el dolo no se presu- 
men.» «Para probarlo nada propone sino su sola afirmación, la cual, 
en cuanto es afirmación de parte en favor propio, no tiene valor nin- 


guno» (24). «El juez no puede ni debe disolver en cuanto al vínculo un 


matrimonio contraído «in facie Eccles'ae», por esto sólo que uno o am- 


(20) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram 'GRAZIOLI, 16 abril 1935, n. 10 

(21) S. R. R. Tergestina. "Nullitatis matrimonii" coram CAIAZZO 14 febr 1942 n. 11 
(22) 5. R. R. Parisien. “Nullitatis matrimoni” coram PARRILLO, 10 dic. 1931 n. 4 = 
i 3 n 3 Colonien. “Nullitatis matrimonii” coram HEINER, 1 jul. 1912. : ; 


. Florentina. “Jurium in sepulcris” coram MANY, 9 jun. 1916, nn. 112, 15. 
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bos cónyuges, aunque se añada el rumor de vecindad, confiesen que 
contrajeron con el impedimento de consanguinidad, a no ser que se 
unan las pruebas suficientes» (25). «La afirmación de los cónyuges, aun- 
que concuerden plenamente en las circunstancias, no constituye prueba, 
a no ser que se confirme por lo menos por dos testigos mayores de 
toda excepción» (26). «La confesión que hacen los cónyuges después 
de contraído el matrimonio, en cuanto sea contra el valor de éste, carece 
de fuerza totalmente» (27). La confesión del cónyuge, en favor de la 
mulidad del matrimonio, y hecha después de contraído éste, es siempre 
sospechosísima, como es de suyo evidente y se deduce de la Instrucción 
Austriaca, $ 148: «Confess:o, quam conjuges in ipsa inquisitione faciunt, 
aut anteriori tempore, attamen post matrimonium... in quantum adver- 
sus matrimonii valorem pugnat omn: vi caret» (28). La declaración de 
la actora «poco o nada vale; primero, porque decretó Alejandro III en 
el cap. Super eo, 5, tit. 13, De eo qui..., lib. 4, de las Decretales, que la 
confesión de los cónyuges después del matrimonio no prueba contra 
el matrimonio... Lo afirmado por la actora en modo ninguno esta con- 
firmado por otros testigos» (29). 

«Siendo el testimonio de los cónyuges en su favor y en tiempo sos- 
pechoso, es lícito dudar si dicen la verdad; y, por tanto, no se les ha 
de conceder entera fe» (30). «La confesión de los cónyuges, en cuanto 
sea en contra del valor del matrimonio, carece de toda fuerza. A lo sumo 
puede ser adminículo con el que se confirmen pruebas aducidas por otra 
parte» (31). «Por la declaración de los cónyuges se ha de tener por nulo 
el matrimonio, y esta declaración en el caso puede cons:derarse sufi- 
ciente según lo que dice SANCHEZ: De Matr., disp, 4, n. 1, «quia exuiat 
collusionis periculum», pues, como testifica el Vicario Apostólico, ^l 
varón no obtiene ventaja alguna de la nulidad, y la actora sólo fue so- 
lícita de obtener el divorcio civil» (32). 

2) La confesión de las partes en favor de la nulidad del matrimonio 


no tiene valor. 
«No puede dudarse de que la confesión de los cónyuges hecha des- 


(25) S. R. R. Trincomelien. “Nullitatis matrimonii" coram SINCERO, 1 febr. 1913. 

(26) S. R. R. Parisien. *Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 17 abril 1915. 

(27) Instr. Austr., n. 169, citada en S. R. R. Colonien. *Nullitatis matrimonii" coram PER- 
-SSIANI, 27 agosto 1910. 

(28) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram MANY, 18 agosto 1916, n. 18. 

(29) S. R. R. Colonien. *Nullitatis matrimonii" coram HEINER, 1 jul. 1912. ; 

(30) S. R. R. Parisien. seu Nicien. “Nullitatis matrimonii” coram ROSSETTI, 30 dic. 1915. 

131) S. R. R. Lugdunen. “Nullitatis matrimonii” coram PRIOR, 5 jun. 1917, n. 9, y "Nulli- 


satis matrimonii" coram ROSSETTI, 6 jun. 1918, n. 6. 
(32) S. R. R. Vic. Apost. Sueciae. Nullitatis matrimonii" coram SINCERO, 19 agosto 1914. 
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pués del matrimonio, o en la misma instrucción de la causa, en cuanto 
sea contra el valor del matrimonio, carece de toda fuerza. Pero, 1,°, ha- 
bida cuenta de la credibilidad de ambos cónyuges, según resulta de los 
autos... ; 2. habida cuenta, además, de que la declaración de los cón- 
yuges, si no por testigos, pues a nadie manifestaron ellos el asunto, lu- 
culentamente se confirma en el caso por documentos válidos, según lue- 
go se mostrará, se ha de conceder a su confesión gran importancia en 


orden a probar la posición de la condición referida» (33). 


3) Tratándose del impedimento de miedo, reviste valor especial el 
testimonio de la parte que sufrió el m:edo, aunque su testimonio sea 
en favor de la nulidad. ; 

«La vida reprensible (de la actora) no es motivo suficiente para re- 
chazar su testimonio; es más, puesto que sufrió el miedo, debe ser 
oída y su declaración debe ser atendida, a no ser que se descubra; su 
falsedad» (34). «Se concede mucho valor a la declaración jurada del que 
sufrió ei miedo, sobre todo si -concurren otras presunciones que le fa- 
vorezcan» (35). «Nadie puede testificar mejor sobre la naturaleza del 
miedo inferido que el que le sufrió» (36). 

También reviste importancia el testimonio del que infirió el miedo, 
que pudo ser uno de los cónyuges, haciendo presión sobre el otro: «La 
confesión de la madre hecha después de separados los cónyuges, por 
sí sola no constituye prueba del miedo, pero habiendo sido hecha en 
tiempo no sospechoso, con relación a la causa presente, y concordando 
con la declaración de la actora y de los testigos, ciertamente lo dicho 
hasta aquí sobre el miedo reverencial grave inferido a la hija lo con- 
firma plenamente» (37). i 

Por el contrario, en las causas de nulidad por impedimento de mie- 
de tiene muy poco valor el testimonio del cónyuge que no sufrió el mie- 
do: «Se ha de excluir en este matrimonio el miedo reverencial de María, 


ave afirma su cónyuge Julio G., pues la afirmación de éste no se prue- 
ba en modo alguno» (38). 


(33) S. R. Re Comen. "Nullitatis matrimonii" coram QUATTROCOLO, 30 mayo: 1933, n. 6. 
(34) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram ROSSETTI, 2 jul. 1918, n. 10. 


(38) S. R. R. Parisien. “Nullitatis matrimonii" coram ROSSETTI, 12 jun. 1919, n. 5. Contrón- 
tese S. R. R. "Nullitatis matrimonii? coram SOLIERI, 7 marzO 1999, n. 5; coram MASSIMI, 31 mar- 
EO 1922, n. 3; coram PRIOR, 17 mayo 1922, n. 6; Panormitana “Nullitatis matrimonii" coram 
GRAZIOLT, 14 jun. 1923, n. 5; Taurinen. "Nullitatis matrimonii" coram JANASIK, 20 abril 1940, 
nn.4, 5. - 

(36) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram GRAZIOLI, 15 enero 19923, n. 6. 

(37) S. R: R. Pitilianen, *Nullitatis matrimonii" coram SEBASTIANELL!, 90 oct. 1916, n. 6. 

(38) S. R. R. Mediolanen. "Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 17 agosto 1916, n. 96. 
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Revocación de la afirmación hecha. 


Si una de las partes hizo confesión judicial y la revocó, en tanto 
valdrá esta revocación en cuanto reúna las condiciones exigidas por el 
canon 1.752. Si una de las partes o ambas declaran lo contrario de lo 
que antes han confesado, bien de palabra, bien en documentos anterio- 
res, no merecen fe, y ordinariamente ni se admite como verdad lo que 
dijeron primero, ni lo que afirmaron después. 

«La condición, que el actor confesó haber puesto, a saber, que la 
mujer o esposa fuera rica y noble y de costumbres honestas... no puede 
conciliarse con la intención que tuvo el esposo, como él confiesa, de 
hacer donación de todos sus bienes a la esposa» (39). «Ninguna fe me- 
rece esta declaración de Pedro, porque de modo manifiesto, sobre esta 
misma materia, el mismo Pedro se contradice... Es muy sabido que 
ninguna fe se ha de conceder al mentiroso, según el can. Parvuli, 14, 
causa XXII, q. V, y la Regla VIII en el VI.°: «semel malus semper 
praesumitur esse malus» (40). «Después de tantas y tales contradiccio- 
nes como se encuentran en el testimonio del actor, comparado con sus 
escritos, aparece de modo manifiesto qué fe le podamos conceder» (41). 
En una causa de nulidad de matrimonio por miedo, ante las dos de- 
claraciones contrarias del actor sobre el miedo sufrido, se dice : «De donde 
se ve que ni el mismo actor supo cuáles fueron los males que le amenaza- 
ban si no contraía matrimonio» (42). 

No obstante, en alguna ocasión, cuando testigos o documentos u 
otros elementos de prueba confirman una de las distintas declaraciones 
dadas por la parte, se tendrá por verdadera la comprobada, y la otra 
por falsa, sin que importe mucho que sea una primero que la otra (43). 


Contradicción entre las declaraciones de las partes. 


Cuando las partes sostienen lo contrario en sus declaraciones : 

1) Si una parte merece fe y la otro no, se ha de creer a la primera 
y no a la segunda. Y así, en una sentencia rotal (44) en que las par- 
tes afirmaban lo contrario, la una «se nos muestra buena, honesta, ra- 


(39) S. R. R. Ugentina. “Nullitatis matrimonii" coram SINCERO, 22 marzo 1910. 

(40) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram Many, 29 febr. 1916, n. 3. 

(41) S. R. R. Ambianen. “Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 3 enero 1917, m. 4. 

(49) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram GRAZIOLI, 17 dic., 1926. Cfr. S. R. R. Paderbor- 


nen. “Nullitatis matrimonii" coram SEBASTIANELLI, 27 jun. 1917, se rechaza lo afirmado por la 
actora, porque estaba en contradicción con lo que ella había escrito antes en tres cartas. 

(43) Crr. S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram CHIMENTI, 14 marzo 1924, derogada por la 
sentencia dada coram JULLIEN, 23 marzo 1925, pero confirmada después por la Signatura ApCs- 


íólica en 26 julio 1926. 
(44) $. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram Many, 16 junio 1916. 
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ligiosa e incapaz de perjurar», la otra aparece en autos mentirosa. No 
cabe duda que se ha de creer a la primera. 

2) Si no hay razón para conceder mayor credibilidad a una de las 
partes, se dará fe a la que declare en favor del matrimonio. Referida 
la declaración de una parte en favor de la nulidad, se dice: «Obsta la 
confesión contraria hecha por la demandada en favor del matrimonio» (45). 

3) Cuando no hay razón especial que favorezca a uno más que al 
otro, se rechaza el testimonio de ambos: «Estas contradicciones quitan 
la credibilidad a ambos cónyuges, de modo que podemos creer que 
m'enten» (46). De conformidad con esta norma se rechazan las mani- 
festaciones de los cónyuges, porque se contrad:cen, no conviniendo en 
la determinación del tiempo en que se puso la condición, pues uno de- 
cía que cinco o seis días antes del matrimonio, y el otro afirmaba que 
tres meses antes de la boda. Y en cuanto al pacto los dos decían que 
se había hecho proponiéndolo el otro (47). En otra causa también se 
rechaza la declaración de ambos cónyuges, porque la mujer afirmaba 
que fué solamente el varón quien excluyó la proe, y el varón decía que 
se excluyó de común acuerdo (48). 


Motivos de desechar el test monio de las partes. 


Recogemos aquí diversos motivos que desvirtúan el valor de la de- 
claración de las partes, tanto más cuanto mayor gravedad tengan ellos 
mismos, y Cuanto en mayor número se sumen en una misma persona 
en orden a una declaración determinada. 

1) Que la declaración se haga en tiempo sospechoso, es decir, cuan- 
do la parte conoce ya si aquello que dice le es favorable o no para sacar 
adelante el derecho que defiende en juicio; y tanto mayor es la sospecha, 
cuanto mayores razones haya para pensar que la parte se daba cuenta, 
al afirmar lo que afirmaba, de que le favorecía. 

En las causas matrimoniales el tiempo sospechoso empieza desde 
que los esposos comienzan a hablar de la posibilidad de ser nuio su 
matrimonio; aumentando esta sospecha cuando ya hacen algunas ges- 
tiones para que tal nulidad sea declarada, y es mayor todavía cuando ya 
el pleito está iniciado. Es evidente que sólo se desvirtúa, por este mo- 
tivo. lo que la parte diga en favor de la nulidad, no lo que afirme en contra 
de ella. Y así, se rechaza el testimonio de la parte, porque «dió testimonio: 


(45) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram JULLIEN, 30 marzo 1926, n. 8. 
(46) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, 3 abril 1917, n. 9. 
(47) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram CATTANI, (3 abril 1917, - 

(48) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram GRAZIOLI, 19 diciembre 1930. 
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en favor propio, y por cierto en tiempo muy sospechoso» (49), «S:ende 
el testimonio de los cónyuges en favor propio, y expresado en tiempo 
sospechoso, es lícito dudar si dicen la verdad; y por eso no se les ha de 
conceder íntegra fe» (50). : 


2) Contradecirse en las declaraciones, ya sea esta contradicción en 
lo afirmado por la parte en diversas depos:ciones ante el Tribunal, o en 
lo afirmado en diversas respuestas de una misma declaración ante e! 
Tribunal, o entre lo afirmadc por la parte ante el Tribunal y lo que 
consta en escritos auténticos de la misma parte, sean anteriores O pos- 
teriores a su declaración, o entre lo' afirmado! por la parte y lo que se 
prueba en autos por cualquiera de los medios de prueba. : 

Ya hemos tratado de la contradicción entre lo afirmado por una parte 
y lo declarado por la otra. 

Hay, sin embargo, contradicciones que no afectan a la sustancia de 
la declaración y que en modo alguno disminuyen la veracidad de la 
parte que se contradice: Aunque «la actora no sea coherente en sus de- 
claraciones, sin embargo, por ello no sería conforme a equidad deducir que 
tuvo án mo de engañar a los jueces, porque, además de que aquellas 
afirmaciones variadas no afectan a la sustancia de la causa, o sea al 
hecho del miedo, semejante contradicción puede explicarse por el largo 
tiempo transcurrido desde el suceso hasta el examen judicial, o a la 
perturbación de la mente que sufrió la actora, hablando de las sev'cias 
del padre» (51). 

3) Variar en las declaraciones, vacilar al responder, son también 
motivos para dudar de la veracidad de las partes. Aunque también se 


(49) S. R. R. Colonien. “Nullitatis matrimonii" coram PERSIAN", 27 agosto 1910. 


(50) S. R. R. Parisien seu Nicien. “Nullitatis matrimonii" coram RossETTI, 30 d'ciembre 191:. 

“Confessio judicialis adulteri tempore suspecto facta tunc tantum accipi potest ad prob .- 
tionem, quando gravibus indiciis et violentis praesumptionibus adminiculetur" (S. R. R. “Nulli'a- 
tis matrimonii" coram FLORCZAK, 4 agosto 1925, n. 5. "Nihil enim addit scripta extrajudicialis 
confessio suspectissimi viri Y., quia informis; et si foret formata, non probat semetipsum accu- 
sans in peccato complicitatis, nisi confiteatur aut convincatur complex" (S. R. R. "Nullitatis 
matrimonii" coram MANNUCCI, 13 julio 1926, n. 10). *Contigit saepe nostris temporibus, post evul- 
gatam in populo possibilitatem introducendi causas pro nullitate matrimonii declaranda nonnul- 
los jam civiliter separatos, sive bona, sive mala fide, idest per ignorantiam aut suggestionem, 
vel per mendacia et cálliditates a perversis in foro consiliariis haustas, caput sibi effingere ad 
accusandum invaliditatis matrimonium ipsum. lidem autem, sepositis veracitatis ac probitatis 
.Officiis, et ratione habita unica materialis sententiae sibi favorabilis, ita in profundum impie- 
tatis praecipitant, ni falsa dicere ac jurare, testimonia tanta impietate complicia sibi adsciscere - 
non vereantur. In quos judex sedula diligentia veritatis justitiaeque jura vindicare tenetur." 
“Perlonga conjugum consuetudo post nuptias, dilata sero, et post plurimus annos a separatione; 
causae matrimonialis introductio, aliaque id genus gravem praesumptionem inducunt contra 
sinceritatem partium in matrimonio accusand9 vel denuntiando; atque hoc praecipue quando 
conjugum separátio determinata est a motivis omnino extraneis ab illo quod ut caput nullitatis 
adducitur” (S. R. R. *Nullitatis matrimonii" coram CANESTRI, 26 octubre 1940, nn. 3 y 5. Ctr. co- 
ram. CANESTRI, 12 noviembre 1940, n. 4). , 

($1) S. R. A. "Nullitatis matrimonii” coram JULLIEN, 15 enero 1927, n. 14. 
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ha de tener presente en este punto lo que hemos dicho en el caso pre- 
cedente. 

4) La falta de moralidad puede ser motivo para denegar veracidad 
a la parte, pero se ha de proceder en este punto con grande cautela. 

«Y no debe admirar que sea falsa su declaración, puesto que está 
dada por escrito solamente y sin juramento ,y, además, por una mujer 
de costumbres perdidas y; que no teme a Dios» (52). «Al mismo Anto- 
nio, en este pleito, en modo alguno se le puede creer. Pues, primera- 
mente, porque el párroco nunca le haya encontrado mentiroso no se de- 
duce que nunca haya mentido, ni sea incapaz de mentir ; sobre todo en 
la presente cuestión, en la que hay especiales y graves razones para 
mentir... Aumenta la sospecha el modo inmoral de vivir el actor» (53). 
Como se ve.en el texto aducido, tres razones hay para rechazar el tes- 
timonio de Antonio: la primera, ciertamente, no vale, pues se podría 
decir de casi todos los testigos, excluyendo así ilegalmente a los que, 
segün derecho, no se podrían excluir ; de la segunda ya hemos tratado ; 
la tercera es la que ahora nos interesa. «Consta de los autos qué clase 
de mujer fuera ésta: «une fille de joie»; cuál fuera su modo de vida, 
Sobre todo antes del matrimonio; y los principios teóricos y prácticos 
acerca de la religión y de la moralidad... dió al luz dos hijos antes de 
casarse... Aparece ser tales los cónyuges que, no obstante los testimo- 
nios de probidad y honorabilidad, no se les puede dar con seguridad y 
absolutamente plena fe acerca de sus declaraciones» (54). Donde, no 
obstante la vida inmoral, no se les niega la veracidad, aunque sea me- 
nor. 

Otra cosa hay que decir de las partes que son convencidas de «men- 
tira»: «La veracidad de la actora es sospechosa, habiendo mentido... y 
así pudo obtener por fraude que un segundo matrimonio, perseverando 
el impedimento de ligamen, se celebrase ante la Iglesia» (55). 


5) Disminuye la veracidad de la parte, siempre que en autos conste 
alguna razón por la que pueda presumirse que quiere ocultar la verdad, 
como sucedió en una causa de nulidad, en la que se pudo apreciar que 
el varón quería obtener provecho económico de la declaración de nuli- 
dad dei matrimonio, aviniéndose la mujer a que en vez de soo liras le 
diera 300 de pensión, y dice la Sagrada Rota Romana: «Pablo, nin- 
guna fe merece. Y esto no sólo por sus costumbres corrompidas y por 


(52) S. R. R. Parisien. “Nullitatis matrimonii" coram MORI, 4 marzo 1916, n. 11. 
(53) S. R. R. Colonien. “Nullitatis matrimonii" coram PERSIANI, 27 agosto 1910. 
(54) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram GUGLIELMI, 13 mayo 1936, n. 8. 

(55) S. R. R. Colonien. “Nullitatis matrimonii" coram HEINER, 1 julio 1912. . 
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su desprecio de la religión, sino por aquel hecho» (56). «De ningún va- 
lor es la declaración extrajudicial, redactada no sabemos por quién, la 
cua! fué suscrita por aquella mujer, a ruegos de un cierto abogado civil, 
antes de iniciado el proceso» (57). 

El que la declaración sea jurada sólo le da mayor fuerza si se trata 
de persona religiosa, que tema el perjurar; no si se trata de personas 


que nada les importa el perjurio, por no comprender la santidad del 
juramento. 


Razones insuficientes para negarles veracidad a las partes. 


Como ya hemos dicho, ciertas contradicciones no son suficientes para 
que, por ellas, se les niegue fe a las partes: «Y no importa que se note 
cierta contradicción entre lo afirmado por Alejandro Chaubert y el do- 
cumento arriba mencionado... Porque: 1.” ciertamente, Alejandro no lo 
afirmó con engaño o dolo; 2.°, es completamente inverosímil que Ale- 
jandro afirmara dolosamente...; 3.°, por lo que se ha de decir que Alejan- 
dro esto lo afirmó por defecto de la memoria, que no es raro en un 
hombre sin cultura, que vivía de su trabajo cotidiano» (58). 

Tampoco son obstáculo algunas mentiras, que no tienen cierta justi- 
ficación : v. gr., las que tienden a la defensa del modo de obrar de ia 
parte, ocultando lo que la favorece poco (59). 


Resumen. 


De todo lo dicho podríamos deducir las siguientes brevísimas nor- 
mas acerca del valor de lo declarado por las partes: 

1.* En las causas privadas y que no interesan al bien público, ia 
confesión de la parte releva a la otra de la obligación de probar el he- 
cho confesado. Es, por tanto, prueba plena. 

2.* La afirmación de la parte en contra de sí, esto es, contraria al 
derecho que ella defiende en el pleito, es de gran valor y, aunque soia 
no constituya prueba plena de suyo, basta añadir algunos adminículos 
para que sea prueba completa. 

3^ La afirmación de la parte en lo que la favorece nunca constituye 
prueba plena, pero puede ser adminículo de prueba y tiene tanto mayor 


(56) S. R. R. “Nullitatis matrimonii et dispensationis super rato" coram GRAZIOLI, Decano, 
2 junio 1937, n. 12. 

(57) S. R. R. Vindobonen. "Nullitatis matrimonii" coram JULLIEN, 19 octubre 1929, n. 18. 

(58) S. R. R. Parisien. “Nullitatis matrimonii" coram MANY, 23 diciembre 1909. 

459) S. R. R. “Nullitatis matrimonii" coram MASSIMI, 16 agosto 1922, n. 8. 
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valor cuanto más motivos concurran para valorar el testimonio : a) si la 
parte es fidedigna no sólo por el testimonio de otros (60), sino porque 
así aparezca en los autos (61); b) si la declaración se hizo en tiempo 
no sospechoso; c) si es constante el testimonio, no variable; d) si de- 
clara sin vacilación; e) si todas sus afirmaciones son coherentes y no 
se contrad.cen ; f) si la parte es persona honesta y religiosa. 

Por el contrario, cuanto más fallen estos motivos, menos crédito mc- 
recen las declaraciones de las partes. 7 

a.“ El juramento da mayor fuerza a la declaración, si se trata de 
persona religiosa; pero, aun sin él, tienen su valor las declaraciones. 


ILDEFONSO PRIETO LOPEZ 


Auditor de la Rota Española 


(60) S. R. R. "Nullitatis matrimonii" coram. SEBASTIANELLI, 14 julio 1917 
? , Í nn. 6-8, por tener 
los cónyuges a favor suyo el testimonio “septimae manus”, se admiten sus da à 
(61) "Porro quae candide Seipsam accusat de violato paschali { 
i praecepto et de turpi concu- 
binatu, mentita praesumenda non est, quando caetera retulit; et si meretur fidem iA con- 


ira se loquitur, est etiam credenda quando loquitur pro se” SR R, ^ j : 
toram ROSSETTI, 2 Julio 1918, n. 8). ks ' : E ee e eae 
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(M. p. Crebrae allatae, can. 18, $ 2.*) 


Dub. I.—An loci Hierarcha, in cuius eparchia matrimonium cele- 
bratur, dispensare posst ad normam can. 18, $ 2.*, a publicationibus 
matrimonii contrahentes eadem lege adstrictos, diversi tamen ritus. 
Resp.—Affirmative, dummodo sit Hierarcha proprius eius qui dispen- 
satione eget. 

Dub II.—An Hierarcha loci, in cuius eparchia matrimonium cele- 
bratur. dispensare possit ad normam can. 18, $ 2.*, a publicationibus 
matrimonii contrahentes eiusdem quidem ritus ac ipse Hierarcha, qui 
tamen non sit eorum Hierarcha proprius. Resp.—Negative. (3 maii 1953, 


AA (1953) 75212.) 
* * 

En el Derecho canónico oriental no existe, como en el Derecho la- 
tino (can. 1.022 C. I. C.), la obligación general de las proclamas ma- 
trimoniales, pero se mantiene dicha obligación donde el derecho par- 
tícular la impone (M. p. Crebrae, can. 12) (1). El no obligar las procla- 
mas en algunos ritos parece que puede explicarse por el hecho de que, 
siendo en esos ritos relativamente pequeíio el nümero de sus fieles, y 
viviendo por lo comün en un mismo país y muy unidos entre sí, se co- 
nocen muy bien los unos a los otros, y con esto desaparece en gran 
parte aquel peligro que quiere prevenirse con las proclamas (2). De to- 
dos modos, aun no existiendo la obligación de las proclamas, el, párroco 


(1) Por derecho particular son obligatorias las proclamas matrimoniales entre los rutenos de 
Galizia, los ítalo-albaneses, los rumenos, los rusos, los maronitas, los malancareses y los malt- 
bareses; v. COUSSA: De Matrimonio, n. 32. 

(2) Véanse HERMAN: Adnotationes ad M. p. “Crebrae”, en “Periodica de Re Morali” (1940), 
p. 99; 'Coussa, O. C., n. 32. : 
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deberá por otros medios cerciorarse de que ningún impedimento se opo- 
ne al matrimonio concertado. 

Donde hubiere que hacer por ley las proclamas, deberán cumplirse 
las diversas prescripciones señaladas en los cánones 12-21 del citado 
Motu proprio Crebrae. 

El canon 18 remite al prudente juicio del Ordinario local propio el 
dispensar por una legítima causa de las proclamas, aun de aquellas que 
deberían ser hechas en otras diócesis ($ 1.°). El Ordinario local propio 
es quien asume la responsabilidad de asegurarse de que nada se opone 
al matrimonio. Si son varios los Ordinarios propios de los futuros con- 
trayentes, esa facultad de dispensar de las proclamas queda reservada, 
por la misma razón que acabamos de apuntar, al Ordinario en cuyo te- 
rritorio debe celebrarse el matrimonio ($ 2.°). Si el matrimonio no se 
oelebra en la diócesis de alguno de los Ordinarios propios, sino en otra 
ajena, la dispensa en cuestión la podrá conceder cualquiera de los Or 
dinarios propios de los contrayentes ($ 2.°). 

El canon, como se ve, insiste en el concepto de Ordinario local pro- 
pio, sin atender al rito, ya sea del Ordinario, ya de los contrayentes. 
Con todo, dada la importancia que tiene el rito en las cuestiones matri- 
moniales (cfr., p. e., cáns. 86, 87 M. p. Crebrae), es justo preguntarse : 
I. ¿Esta facultad de dispensar de las proclamas la posee también un 
Ordinario local propio, pero de rito diverso del de los contrayentes que 
piden la dispensa?; 2.° ¿Basta que el Ordinario local en cuyo territo- 
rio debe celebrarse el matrimonio sea del mismo rito de los contrayentes, 
aunque no sea su Ordinario propio? Estas cuestiones pueden surgir 
muy frecuentemente en los territorios orientales, y también, aunque tal 
vez no con tanta frecuencia, fuera de dichos territorios. 

La respuesta a estas preguntas nos la da la Comisión en el presente 
documento, que no hace sino seguir, y muy lógicamente, la trayectoria 
trazada por el canon 18. Dispensar de las proclamas matrimoniales, más 
que un acto de rito, es un ejercicio de la jurisdicción, el cual supone que 
entre el que concede la dispensa y el que la recibe existe la relación de 
superior y de súbdito; y aunque el rito puede tener una buena parte en 
crear esta relación, sin embargo ni es necesario ni mucho menos exclu- 
sivo, ni de suyo tampoco suficiente, ya que el ser sábdito de un deter- 
minado Prelado resulta principalmente del hecho de tener domicilio o 
cuasi-domicilio en un determinado territorio, puesto tal vez bajo la au- 
toridad de un Prelado de rito diverso (cfr. can. 86, $ 3.*, M. p. Crebrae). 
Muy lógica es, pues, la respuesta de la Comisión. Ni la diferencia de 
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rito coarta la potestad del propio Ordinario local, ni la identidad de rito 
entre los futuros contrayentes y el Ordinario local basta para que éste, 
si no es el Ordinario propio de aquéllos, ya pueda atribuirse la facultad 
de dispensarles de la obligación de las proclamas, ni siquiera en el caso 
de que el matrimonio se celebre en su eparquía o diócesis. La sola 
razón de rito no es suficiente ni para lo uno ni para lo otro. Lo que ne- 
cesariamente se requiere y basta es el ser Ordinario propio de los futu- 
ros contrayentes. 

Dos maronitas con domicilio en la diócesis maronita y con cuasi- 
domicilio en una diócesis siria, y que quieren celebrar su matrimonio en 
la diócesis siria, la dispensa de las proclamas deberá concederla, no el 
Obispo maronita, sino el sirio, que, a pesar de la diferencia del rito, es, 
sin embargo, por razón del cuasi-domiciiio, Ordinario propio de los 
contrayentes, y porque el matrimonio se celebrará en su territorio (ca- 
non 18, $ 2.?). No podría, en cambio, el mismo Obispo sirio dispensar a 
dos sirios que no tuviesen más que dom:cilio, y éste en la diócesis ma- 
ronita, y quisiesen celebrar el matrimonio en la diócesis siria y en una 
iglesia siria. Para obtener la dispensa, si fuere necesaria, deberán acu- 
dir al Obispo maronita, que, si bien no es de su rito, sin embargo, por 
razón del domicilio es el solo Ordinario prop:o de los dos sirios que van 
a contraer matrimonio en la diócesis siria. Por semejante modo deb-:rán 
resolverse los casos, cuando interviniere un Ordinario latino, o cuando 
los contrayentes fueren latinos y el Ordinario oriental. 

Consiguientemente, por fallar la razón del Ordinario propio, no pue- 
de un Ordinario local conceder la dispensa de esta obligación de las pro- 
clamas matr.moniales a un peregrino en su diócesis, aunque tal vez, 
por razón del rito, pertenezcan ambos a la misma comunidad ritual. 
Ticio, maronita, domiciliado en Salamanca, y que se halla de paso en el 
Líbano, no puede obtener del Obispo maronita del lugar donde se hos- 
peda la dispensa de sus proclamas matrimoniales [pero puede obte- 
nerla del Patriarca maronita]: dicho Obispo maronita, aun siendo de 
su rito, no es Ordinario propio; lo es sólo el de Salamanca. 


II 


IMPEDIMENTOS DE GRADO MAYOR Y MENOR 
(M. p. Crebrae allatae, can. 31). 


Dub.—Cuius gradus in singulis casibus censendum sit impedimen- 
tum quod ex diverso computandi modo, orientali vel latino, sit maioris. 
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vel minoris gradus iuxta can. 31. Resp.—Impedimentum censendum est 
ilius gradus cuius est in disciplina Hierarchae qui dispensationem de- 
dit. (Die 3 maii 1953, A. A. S, (1953), p. 312.) 


En el canon 31 del Motu propria Crebrae allatae y en el canon 1.042 
del Codex luris Canonici se hace la distinción de los impedimentos ma- 
trimoniales de grado mayor y de grado menor. Comparando estos dos 
cánones aparecen algunas diferencias entre ellos. En primer lugar, el 
canon 31 omite el $ 1.° del canon 1.042, y con la redacción del qt 
Cetera impedimenta dirimentia sunt ma oris gradus», el canon 31 ha 
eiiminado la duda que nació entre los comentaristas del Codex Iuris Ca- 
nonici a propósito del $ 3.” del canon 1.042 (3). Otra diferencia está en 
que ei canon 31 comprende varias especies de afinidad, desconocidas en 
el Derecho latino y, por consiguiente, no mencionadas en el canon 1.042. 
En éste no se menciona, como es obvio, la tutela, y la parentela legal 
cuando existe como impedimento es de grado mayor ; mientras que am- 
bos impedimentos en el canon 31 son enumerados entre los ;mpedimentos 
de grado menor. La parentela espiritual en ambos cánones es de grado 
menor ; difiere, sin embargo, el concepto oriental del latino (4). Finalmen- 
te, además de estas diferencias, hay que señalar otras que provienen pre- 
&samente del diverso modo de computar los grados en la consanguinidad 
y en :a afinidad ; lo que a primera vista podría parecer un mismo impedi- 
mento (consanguinitas in sexto gradu lineae obliquae, can. 31, $ 1.°; con- 
sanguinitas ín tertio gradu lineae collateralis, can. 1.042, $ 2.°), puede 
ser en realidad un impedimento diverso y de diverso grado, como se verá 
por lo que vamos a decir. 

La pregunta hecha a la Comisión se refiere precisamente a aquellos 
impedimentos en los cuales de una u otra manera entra la computación 
de grados. Y porque el modo de computar los grados no es siempre el 
mismo en ambos derechos, de ahí la duda sobre cuál hay que aplicar en 
cada caso y cuando entran elementos orientales y latinos. 


(3) Véanse sobre esto, por ejemplo, WERNZ-VIDAL: Jus Matri 192: I; 
REGATILLO: Jus Sacramentarium As 1.145. : VAS eg ee a ae 

(4) Derecho oriental: “§ 1.9 Ea spiritualis cognatio matrimonium dirimit de qua in $ 2.0. 
3 2.9, 1.0. Ex baptismo spiritualem cognationem contrahit patrinus cum baptizato eiusque paren- 
fibus." Can. 70 M. p. Crebrae. Derecho latino: *Ea tantum Spiritualis cognatio matrimonium 
irrita, de qua in can. 768." Can. 1.079 C. I. C.) *Ex baptismo spiritualem cognationem contra- 
hunt tantum cum baptizato baptizans et patrinus.” (Can. 768 C. I. C.) 


udo 
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Los grados de la consanguinidad en línea directa eni ambos derechos 
se computan de la misma manera: «Consanguinitas... in linea recta, 
tot sunt gradus quot personae, stipite dempto» (cáns. 66, $ 4.°, M. p., 
y 96, $ 2^, C. I. C.). Para el cómputo, en cambio, de los grados en línea 
colateral ya se diferencian, por cuanto el Derecho oriental ha conserva- 
do el cómputo antiguo, llamado romano, y que consiste en sumar los 
grados de ambas ramas, sean éstas iguales o desiguales, y la si 
dichos grados indica el grado de consanguinidad : «In linea obliqua, 
tot sunt gradus quot personae in utroque tractu, stipite dempto» (canon 
66, $ 4.°, M. p.). Según el canon 96, $ 3.°, del Codex Iuris Canonici, en 
cambio, se atiende solamente a los grados o personas que hay en una 
-sola de las dos ramas, y si éstas son desiguales, a las que hay en la 
rama más larga: «In linea obliqua, si tractus uterque sit aequalis, tot 
sunt gradus quot generationes in uno tractu lineae ; si duo tractus sint 
inaequales, tot gradus quot generationes in tractu longiore» (can. 96, 
$ 3, C. I. C.). Dos primos hermanos son consanguíneos en segundo 
grado en línea colateral para los latinos, pero para los orientales lo son 
en cuarto grado. Si las dos ramas son desiguales, y en una hay cuatro 
personas y en la otra dos, en Derecho latino no hay impedimento (v. el 
can. 1.076, $ 2.°, C. I. C.), mientras que lo hay en el Derecho oriental, 
ya que entre el cuatro y el dos existe una consanguinidad de sexto gra- 
do colateral (4 + 2) (v. el can. 66, $ 2.°, M. p.). Si en una rama hay 
tres personas y en la otra dos, según ambos derechos existe impedimen- 
to, pero éste para los latinos es de grado menor, mientras que para los 
orientales es de grado mayor, porque la suma total de los grados es 
cinco. 

Algo parecido podemos decir de la afinidad, la cual como impedi- 
mento menor puede tener un ámbito más amplio en el Derecho orien- 
tal que en el latino, ya que, por razón del modo de computar los grados 
de consanguinidad, lo que, segán el Derecho latino, tal vez no consti- 
tuye sino imped:mento de grado menor, segün el Derecho oriental, en 
cambio, puede serlo de grado mayor. Ticio, casado con Caya, es afín 
en segundo grado colateral con la tía y con la prima de Caya (segün el 
Derecho latino); en ambos casos el impedimento es de grado menor. 
Pero, según el Derecho oriental, Ticio y la tía de Caya son afines en 
tercer grado colateral, y Ticio y la prima de Caya lo son en Cuarto: en 
el primer caso tenemos un impedimento de grado mayor, y en el segun- 
do, uno de grado menor. 
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En el Derecho oriental está, además, el impedimento proveniente de 
la afinidad «ex digeneia» (s) y «ex trigeneia» (6), y que en cualquier 
grado es siempre de grado menor. 

De lo dicho ya puede deducirse que, cuando se trata de conceder 
una dispensa de impedimentos de este género, la diversidad del modo 
de computar los grados puede crear una real dificultad en orden a de- 
finir si se trata de un impedimento de grado menor o de grado mayor. 
Cuando entre el Ordinario que debe conceder la dispensa y el que la 
pide hay identidad de rito o, por lo menos, de disciplina, no habrá di- 
ficultad especial; ésta surgirá cuando una sea la disciplina del Ordi- 
nario dispensante y otra la del que debe disfrutar de la dispensa. 

Para eliminar la dificultad en este segundo caso, la Comisión ha 
aplicado el principio, que ya ha sido aplicado en otras ocasiones (7), 
a saber, el que concede la dispensa juzgará del impedimento a la luz 
del propio Derecho, y no segün el del sujeto que la pide. Un Ordi- 
nario latino a quien ha sido presentada por un latino y un orien- 
tal o por dos orientales la petición de dispensa de un impedimento, 
por ejemplo, de consanguinidad, para saber si se trata de un impedi- 
mento de grado mayor o menor, deberá computar los grados segün el 


(5) Can. 68, $ 2.0, M. p. Crebrae: “§ 2.0, 1.—Jure particulari, affinitas ex digeneia de qua 
in 8 1, n. 1 [i. e. ex matrimonio valido etsi non consummato] oritur etiam inter consanguineos 
viri et consanguineos mulieris; 2.—Ita computatur ut tot sint gradus quot fert summa graduum 
sonsanguin'tatis quibus uterque affinium distat a coniugibus ex quorum matrimonio affinitas 
oritur." i 

(6) Can. 68, $ 3.9, M. p. Crebrae: “$ 3.9, 1.—Iure particulari, affinitas praeterea oritur ex 
trigenela seu ex duobus matrimoniis validis, etiam non consummatis, si duae personae matrimo- 
aium contrahant: a) cum una eademque tertia persona soluto matrimonio, una post alteram, 
aut b) cum duabus personis inter se consanguineis; 2.—Affinitatem ex trigeneia contrahunt al- 
teruter coniux cum iis qui sunt, ex alio matrimonio, alterius coniugis affines ex digeneia; 
3.—Haec affinitas, inter alterutrum coniugem et alterius affines, ita computatur ut qui sunt ex 
alo matrimonio affines viri ex digeneia, in eodem gradu sint uxoris affines ex trigeneia, et 
vice-versa; 4.—Quoties haec affinitas viget inter consanguineos quoque unius et affines alte- 
rius coniugis, ita computatur ut tot sint gradus quot fert summa graduum cum consanguini- 
tatis tum affinitatis ex digeneia quibus uterque affinium distat a coniugibus ex quorum matri- 
monio affinitas oritur.” Brevemente expusimos este impedimento “ex digeneia” y “ex trigeneia” 
en “Estudios Eclesiásticos”, 23 (1949), 322-326. La afinidad en las formas del canon 68, 88 2.9 y 
3.9, como impedimento matrimonial, no la tienen los maronitas, armenios, sirios y coptos; en 
“a forma del $ 2.» está en vigor entre los griegos, rumenos, búlgaros, rusos, y parece que 
también entre los etíopes y los caldeos; en la forma del $ 3.9 parece. que vige entre los 
griegos, los rusos y los búlgaros. (Cfr. Coussa: De Matrimonio, n. 121.) El P. HERMAN, sin 
embargo, a este propósito escribe: “Hodie in patriarchatibus et apud graecos, bulgaros, ser- 
bos, etc., viget. Qua ratione catholici horum eiusdem ritus idem impedimentum conservaverint, 
dificulter determinatur et ab auctoritate ecclesiastica definiendum est.” (Adnotationes..., en 
"Periodica de Re Morali...” [1949], p. 105, not. 10). Para los melquitas, el impedimento de afini- 
dad "ex digeneia" (can. 68, $ 2.9) ha sido abrogado por decisión del Sínodo celebrado en Ain- 
Traz (21-30 de julio de 1952); esta decisión entró en vigor el día 1.» de enero de este afio 1953. 
Al mismo tiempo, el Sínodo declaró que el impedimento “ex trigeneia” debía ser considerado 


ya s'n valor, pues desde hace mucho tiempo ha caído en desuso. (Cfr. “Proche Orient Chrétien" 
[1953], fasc. I, p. 64.) 


(7) Véase la Declaración auténtica de la Comisión al canon 85 del M. p. Crebrae, del día 8 de 
enero de 1953, A. A. S. (1953), p. 104. 
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canon 96 del Codex Iuris Canonici y atenerse al canon 1.042 del mis- 
mo ; un Ordinario oriental que deba dispensar de un impedimento simi- 
lar a un oriental y a un latino, o a dos latinos, hará el cómputo en con- 
form:dad con el canon 66 del Motu proprio, y recurrirá al canon 31 
del mismo Motu proprio para determinar el grado del impedimento. 

A esta solución dada por la Comisión y más tal vez a su aplicación 
que hemos hecho para cuando los dos suplicantes pertenecen a una dis- 
ciplina distinta de la del Ordinario que debe dispensar, podría alguno opo- 
ner un cierto reparo, a saber, toda vez que el impedimento existe o no exis- 
te, o existe ẹn tal forma y grado en el sujeto precisamente por su rela- 
ción con su propia disciplina, parece que, en buena lógica, en nuestro 
caso debiera haberse tenido en cuenta no precisamente la disciplina del 
que concede la dispensa, sino más bien la del que la pide. Con esto se 
evitaría, además, una apariencia de menor estabilidad en las normas 
tanto del Motu proprio como del Codex Iuris Canonici, por cuanto un 
mismo sujeto puede tener o no tener un impedimento o tenerlo en un 
grado o en otro, segün el Ordinario a quien se acuda para la dispensa. 
Sin querer negar toda la fuerza a este modo de pensar, podemos respon- 
der que la resolución dada por la Comisión, además de fundarse en el 
principio arriba indicado, de que el ministro debe atenerse a su propio 
Derecho, tiene la ventaja de ser más útil y, sobne todo, de ofrecer en la 
práctica una mayor seguridad. 

Ya se deja entender que la respuesta de la Comisión supone que e: 
impedimento cuya dispensa se pide existe en ambos derechos, latino y 
oriental ; si, por el contrario, el impedimento no existe en la disciplina del 
Ordinario a quien se hace la súplica de la dispensa, estamos ya fuera dei 
ámbito de la respuesta de la Comisión. Tal podría ser el caso de un im- 
pedimento de afinidad «ex digeneia» (can. 68, $ 2.” o «ex trigeneia» 
($ 3.) para cuando la solicitud de dispensa es presentada a un Ordinario 
latino. En estos casos es claro que el Ordinario podrá o no dispensar 
segün que tenga o no comunicada por la Santa Sede la conveniente po- 
testad; si ésta falta, será menester recurrir o a la Santa Sede o a otro 
Ordinario que posea dicha facultad y pueca usarla en favor del soiici- 
tante. Advirtamos, sin embargo, que en el ejemplo que acabamos de 
poner de la afinidad, aunque no está en vigor en todas las comunidades 
orientales, sin embargo, aun aquellos Ordinarios orientales en cuya dis- 
ciplina particular no existía o no existe dicho impedimento, pueden en 
virtud del canon 32, $ 1.°, 2.” dispensarlo. 
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DISPENSA DE IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES 


(M. p. Crebrae allatae, can. 32, § 5.9 


Dub. I.—An per verba can. 32, $ 5-5 «dispensatio petatur ab Hie- 
rarcha viri» excludatur potestas Hierarchae mulieris valide dispensandi 
ab impedimento quod dumtaxat hanc liget. Resp.—Negative.. i 

Dub. II.—An praescriptum can 32, $ 5.*, applicandum sit sí con: 
trahentes eiusdem ritus pertineant ad eparchias diversi ritus. Resp.— 
Affirmative. (Die 3 maii 1953, A. A. S. (1953), p. 312.) 


* * * 


La potestad de dispensar de los impedimentos matrimoniales que, por 
derecho común, y en circunstancias normales, poseen los Ordinarios (8) 
y los Patriarcas orientales, y sin detrimento de una más amplia facultad 
que pueda competirles o por privilegio o por derecho particular, queda 
determinada en el canon 32, $$ 1.°%3.°, del Motu proprio Crebrae. Esta 
facultad pueden usarla en favor de todos sus súbditos, aunque se hallen 
actua‘mente fuera de su territorio (9), y el Patriarca, además, en favor 


(8) Ordinarios son los comprendidos en el canon 306, $ 2.°, 1, del M. p. Postquam Apostolicis 
Litteris, excluidos, naturalmente, los superiores religiosos, y también el Sincello O Vicario Ge- 
neral, a no ser que tenga “mandatum speciale". 

(9) ¿Puede el Ordinario usar las facultades en el $ 1.2 directamente en favor también ce los 
peregrinos en su diócesis? Conocida es la diversidad de pareceres en este punto entre los cano- 
nistas latinos (véanse WERNZ-VIDAL: Jus Matrimoniale [1928], n. 423; CAPPELLO: De Matrimonio 
[1950], n. 252; REGATILLO: Jus Sacramentarium [4949], n. 1.179); y esta misma divers dad parece 
seflejarse también entre los orientales a propósito del canon 32, M. p. Crebrae (véanse COUSSA: 
De Matrimonio, n. 58; GALTIER: Le Mariage, pp. 74-75). El P. Coussa extiende la dicha faculiad 
de los Ordinarios también a los peregrinos, mientras el P. GALTIER parece excluirlos. No es 
nuestra intención tomar posición en la controversia ni discutir los argumentos que cada uno 
ve estos autores trae en defensa propia. Pero no queremos dejar de manifestar que nos parece 
elertamente extraño que en el mismo canon 32, $ 1.9, haya sido omitida la mención de los pere- 
arinos, y la facultad de los Ordinarios haya sido expresamente limitada a los súbditos propios, 
nabiendo sido hecha expresamente esta extensión a los peregrinos en el $ 3.9, tratando del 
Patriarcá, y en el canon 33, para el caso de peligro de muerte, y siendo de todos conocida 
ia controversia entre los latinos. Contra este argumento del silencio no puede aducirse que 
tampoco en dicho $ 1.» se habla del ejercicio de esta facultad en favor de los propios súbditos 
fuera del territorio, facultad que todos admiten; digo que no se puede aducir esta razón, porque 
no era menester hacer expresa mención de ello, ya que los propios sübditos, aun cuando están 
fuera del territorio, con tal que conserven el domicilio o cuasi-domicilio en él, siguen siendo 
súbditos; por otra parte, era cosa admitida que esta potestad, por ser voluntaria y no judicial, 
puede ser ejercida en favor de los propios súbditos aun fuera del territorio, como consta del 
canon 201, $ 3.9, C. I. C., y fácilmente podría ser confirmado por el canon 7, $ 2.9, del M. p. Sol- 
ticitudinem Nostram, al excluir expresamente un tal ejercicio cuando se trata de la potestad 
judicial. En este mismo canon 7, $ 1.9, se dice que “potestas lurisdictionis potest in solos sub- 
ditos directe exerceri, nisi expresse aliter statuatur", y esta condición no la encontramos a pro- 
pósito del canon 32, $ 1.9, ni los peregrinos pueden simplemente llamarse súbditos. Esta expli- 
tación podría, tal vez, tener una nueva confirmación en la declaración del canon 18, 2.9, arriba 
comentada: en ella se insiste en el carácter de Ordinario propio, y, según la misma declaración, 
el Ordinario no puede usar de sus facultades (en el caso concreto) en favor de los peregrinos. 
Con todo, prácticamente, en virtud del canon 209 C. I. C. y del correspondiente canon 13 Mp. 
Sollicitudinem Nostram, pueden los Ordinarios usar esta potestad en favor de los peregrinos. 
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también de todos los fieles de su rito que en el momento de conceder la 
dispensa se encuentren dentro del territorio patriarcal, aunque tengan el 
domicilio o el cuasi-domicilio fuera del mismo ($$ 1:92:54); 


Con el $ 5.° quiere prevenirse una dificultad que puede presentarse por 
lo menos en tres casos, a saber : a) cuando los contrayentes pertenecen a 
diversas diócesis del mismo rito; b) cuando los mismos contrayentes per- 
tenecen a diverso rito, y c) cuando los contrayentes, siendo del mismo 
rito, pertenecen a diócesis de diverso rito. Los dos primeros casos están 
previstos en el citado $ 5.”, y el tercero está contenido en el Dubium Il 
de la presente Declaración. En estos casos, ¿a quién hay que acudir para 
obtener la dispensa del impedimento? De suyo los futuros contrayentes, 
y tratándose de un impedimento correlativo, parece que podrían recurrir 
a Cualquiera de los Ordinarios, y éste, dispensando a su sübd.to, dis- 
pensaba al mismo tiempo e indirectamente a la otra parte. Siendo el im- 
pedimento absoluto, la parte afectada debería pedir la dispensa a su pro- 
pio Ordinario, y no al de la otra parte, su futuro consorte. 


Sin embargo, para los tres casos que hemos mencionado, y sin duda 
para facilitar la práctica de las dispensas, el legislador ha concedido, o 
mejor dicho, mandado. que la dispensa del impedimento sea pedida al 
Ordinario del marido, y solamente cuando éste sea acatólico debe pedirse 
al Ordinario de la mujer. «$ 5.* Si contrahentes ad diversas e usdem 
ritus eparchias pertineant vel ad diversos ritus [vel si eiusdem sint ritus 
pertineant tamen ad eparchias diversi ritus (ex Dub. II)], dispensatio 
petatur ab Hierarcha viri, et Si vir sit acatholicus, ab Hierarcha mulieris». 


Este principio del $ 5.” ciertamente se aplica para cuando se trata de 
un impedimento relativo, y en este caso la dispensa cae directamente So- 
bre las dos partes, y no sólo directamente sobre la parte sübdita (es decir, 
el varón), e indirectamente sobre la otra parte (la mujer). Pues, por ex- 
presa voluntad del legislador, el Ordinario del varón concede a las dos 
partes la dispensa, y aquí tiene aplicación la segunda parte del canon 7 
del Motu proprio Sollicitud nem Nostram : «$ 1.” Potestas iurisdictionis 
potest in solos subditos directe exerceri, nisi expresse aliter statuatur». 
¿Puede y debe aplicarse este principio también para el caso de un im- 
pedimento absoluto, por ejemplo, la edad, el voto? La norma estab:ecida 
en el $ 5.2 es absoluta y general en su formulación por lo que se refiere 
a los impedimentos; por consiguiente, debe extenderse a todos y a cua- 
lesquiera impedimentos de los mencionados en los $8 1.2.” del presen- 
te canon y que afecten o a los dos o a uno de los contrayentes. Si, pues, 
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el impedimento absoluto, supongamos el voto, está en una sola parte, y 
más en concreto en la mujer, deberá dispensar de este impedimento no 
el Ordinario de la mujer, sino más bien el Ordinario del futuro mari- 
do (10). La razón de ello parece debe ponerse en el hecho de que el ma- 
trimonio debe de suyo celebrarse ante el párroco del esposo, y si son de 
diverso rito, en: el rito del esposo y delante también de su párroco (cfr, ca- 
non 88, $ 3.°, M. p. Crebrae y, lo que luego diremos en el el párrafo Vi); 
parece, pues, lógico que para todos los asuntos relativos al matrimonio 
se acuda de suyo al Ordinario del marido y así evitar inconvenientes que 
podrían provenir de la concurrencia de dos ritos. 


Aquí tiene su lugar la Duda I de la presente Declaración. Aunque en 
el $ 5.° se manda que la petición de dispensa, aun cuando se trata de un 
impedimento que sólo se halla en la mujer, debe dirigirse al. Ordinario 
del futuro marido, no por esto debemos interpretar este $ 5.” como que 
derogue el $ 1.°, de manera que el Ordinario de la mujer ya no pueda 
válidamente dispensar a la mujer, súbdita suya, del impedimento del voto, 
o de la edad, etc. La Comisión ha expresamente declarado que este Or- 
dinario, por lo menos cuando se trata de un impedimento que directa- 
mente afecta a sola la mujer su súbdita, aunque el futuro marido no sea 
súbdito suyo, puede dispensarla válidamente del impedimento. De hecho 
nada hay en la redacción del $ 5.” que sepa a una derogación del 
$ 1.2, y la misma fórmula empleada «dispensatio petatur ab Hierarcha 
viri» suena muy moderadamente, y sólo a un simple precepto. Licitamen- 
te, por consiguiente, podrán las partes acudir al Ordinario de la mujer, 
y éste también lícitamente podrá conceder la dispensa, cuando se den las. 
circunstancias o los motivos que puedan justificar este proceder. 


Advirtamos que la norma preceptiva del $ 5.” afecta a los orientales, 
pero también a los latinos, tanto a los simples fieles como a los Ordina- 
rios. La ley es absoluta y general, y, en cuanto a los ritos, habla de to- 
dos, sin exclusión del rito latino. Es una ley interritual que a todos los: 
ritos afecta por igual (11). Si la mujer es latina y el varón es oriental, 
para la dispensa deberá acudirse al Ordinario del oriental, y viceversa, 
al del latino, cuando el marido es latino. 


; Conviene aquí prevenir un posible error. Hemos dicho que la pres- 
cripción del $ 5.° toca también a los latinos, así a los fieles como a los. 


(10) El P. GALT'ER, O. C., p. 76, quiere que en el caso d i | 
, » p. 76, € f e un impedimento absoluto, la dis- 
pensa la debe conceder el Crdinario del que está inmediatamente Mendo por el mismo; el P Cous- 
sa, en cambio, lo extiende a toda clase de impedimentos (0. C., N. 58) : ; 
(11) GALTIER, O. C., D: 76. à 
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Ordinarios, pero no por esto las facultades concedidas en el canon 32 a 
los Ordinarios orientales en orden a dispensar de los impedimentos ma- 
trimoniales se extienden también a los Ordinarios latinos, aun cuando al- 
guna de las partes sea de rito oriental. La concesión hecha en el canon 32, 
$ 1.*, es exclusivamente para los Ordinarios orientales, y no para los 
Ordinarios latinos, aunque tengan bajo su jurisdicción a fieles de rito 
oriental. Cuando, por consiguiente, un oriental ligado por un impedi- 
mento acude a un Ordinario latino para obtener de él la dispensa de! 
mismo, el Ordinario latino deberá juzgar de sus facultades, no a tenor 
del canon 32 del Motu proprio Crebrae, sino. más bien a tenor de las far 
cultades que tenga recibidas de la Santa Sede. Si el impedimento cuya 
"dispensa se le pide no está incluído en sus facultades, será menester acu- 
dir o a otro Ordinario que posea la facultad conveniente, o a la Santa 
Sede. Lo mismo debe decirse del Ordinario oriental (12), Pero los Ordi- 
narios orientales, en cuyo rito no están en vigor los impedimentos de 
afinidad de que trata el canon 67, $ 1.”, números 2-3, pueden, en virtud, del 
canon 32, $ 1.” dispensar de los mismos a un fiel ligado por el impe- 
dimento. 


IV 


LA BENDICIÓN EN LA FORMA MATRIMONIAL 
(M. p. Crebrae allatae, can. 85, $ 2.*) 


Dub. I.—Utrum per verbum can. 85, $ 2.”, "benedicentis" intelliga- 
tur simplex benedictio an requiratur certus ritus liturgicus. Resp.—Affir- 
mative ad primam partem, negative ad secundam. (Die 3 maii 1953, 
A. A. S. (1953), p. 313.) | 

* * * 

Para la validez de los matrimonios orientales se requiere, segün el ca- 
non 85, $ 1.” que sean contraídos no sólo con una formalidad mera- 
mente jurídica, consistente en la presencia activa del sacerdote, sino, ade- 
más, con un rito sagrado. Esto está muy en consonancia con la tradición 
oriental (13), e imprime a la celebración del acto sacramental un carácter 
sagrado. 


(19) Creemos que este caso, es decir, cuando, [por falta de poder en el Ordinario del varón, 
haya que recurrir a otro Ordinario o a 1a ¡Santa Sede, es uno de los casos en que se puede 
licitamente recurrir al Ordinario de la mujer. f 

(13) Véase HERMANN: De benedictione nuptiali quid statuerit tus byzantinum sive ecclestasti- ` 
cum sive civile, en “Orientalia Christiana Periodica”, IV (1938), pp: 210 sS.; DAUVILIER-DE 
LLERCO: Le Mariage en Droit camnonique oriental (1936), pp. 53, 63, 65, etc 
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El rito sagrado se verifica suficientemente, según el $ 2.°, por la in- 
tervención del sacerdote que asiste y al mismo tiempo bendice, «Sacer 
censetur ritus, ad effectum de quo in $ 1.*, ipso sacerdotes ads/stentis ac 
benedicentis». 

Que en virtud de este canon sea necesaria una bendición dada por el 
sacerdole asistente, es cosa clara y evidente; y en faltando por cualquier 
motivo esta bendición, faltará una condición que afecta al misma valor 
de! sacramento, de la misma manera como la falta de la presencia activa 
del sacerdote haría inválido un matrimonio, tanto segün el canon r.094 
del Codex Iuris Canonici como según el mismo canon 83 oriental. Esta 
falta de la bendición no puede suplirse por la sola intención del sacerdote 
de bendecir el matrimonio, aunque luego de hecho no lo bendiga (14). Esto 
es lo menos que puede deducirse de la respuesta de la Comisión, al decir 
que la palabra «benedicentis» debe entenderse como equivalente de una 
simple bendición. Es necesario, por tanto, dar la bendición. 


¿Será necesario, además, que esta bendición vaya acompañada por 
una fórmula especial o por un rito litúrgico determinado? E! canon 95 
del mismo Motu proprio prescribe que «Extra casum necessitatis in ma- 
trimonii celebratione serventur ritus et caeremoniae in libris liturgicis ab 
Ecclesa probatis praescriptae aut legitimis consuetudinibus receptae». 
Pero este canon mira solamente a la licitud. Para cuando se trata del va- 
lor, los autores claramente niegan la necesidad de fórmula alguna, bas- 
tando la sola señal de la cruz, sin necesidad de pronunciar alguna pala- 
bra (15). Y esta opinión la ha confirmado la Comisión, al responder 
negativamente a la segunda parte de la pregunta «Utrum per verbum 
can. 85, $ 2.*, «benedicentis» intelligatur simplex benedictio an requira- 
tur Certus Titus liturgicusy. 

Las palabras «certus ritus liturgicus» no significan el rito de la ben- 
dición matrimonial descrito en los libros litúrgicos, como si la Comisión 
sólo declarase que no es menester seguir en la bendición de un matrimonio 
el ritual contenido en los libros litúrgicos : esta acepción no parece con- 
formarse con la primera parte de la pregunta y con la correspondiente 
respuesta. Más bien deben tomarse en el sentido de que, para el valor 


(14) Véase GALTIER: Le Mariage, p. 237, para quien : n 85 o 
attitude du prétre, non une ceremonie Wes ona RED. cde 
prétre; on ne peut donc dire que la bénédiction soit requise pour la validité et rien ne favorise 
«¿ans le libellé du Códe l'opinion ou la croyance qui voyait dans le prétre le ministre du sa- 
erament. Le prétre doit étre “present” en tant que bénissant"; esta interpretación ya fué re- 
ehazada por el P. HERMAN en “Orientalia Chris. Periodica” XVI (1950), p. 468, quien, por su 


parte, admite la necesidad de la bendición (Adnotationes... en “Periodica de Re Morali” (19407, 


, solamente “... Fixe une 
e dit pas avec la bénédiction du 


pp. 110-111). 
(15) HERMAN: Adnotationes.... l: c.; COUSA, -0. €., n. 167; GALTIER, 0. €., p. 237. 
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del matrimonio y para que se salve el rito sagrado prescrito en la forma 
matrimonial, no es menester que la bendición, que de por sí ya consti- 
tuye un rito sagrado, vaya acompañada de alguna fórmula u oración li- 
túrgica. De esta manera se entiende también mejor la primera parte de 
la respuesta, a saber, que basta «simpiex benedictio». 


V 


ASISTENCIA A MATRIMONIOS 


(M. p, Crebrae allatae, can. 86, $ 1.*, n. 2.) 
Dub.—An verba can. 86, $ 1.*, n. 2, «..—sive contrahentes sint sub- 
diti, sive non subditi, modo sint sui rius, collata cum verbis can. 1.095, 
$ 1.4, n. 2, C. FEC.: «... in quo (territorio) matrimoniis nedum suorum 


subditorum sed etiam non subditorum valide assistunt», ita intelligenda 
sint ut parochus et loci Hierarcha orientalis ritus valeant valide assistere 
matrimonio duorum fidelium latini ritus, itemque ut parochus et loc: 
Hierarcha latini ritus valide assistere valeant matrimonii duorum fidelium 
orientalis ritus. Resp.—Negative. Die 3 maii 1953, A. A. S. (1953), 


313). 


Para no alargarnos demasiado en estas notas, nos contentamos con 
remitir a nuestros lectores a lo que escribimos en esta misma | REVISTA 
(enero-abril 1953, pp. 267-275). Allí encontrarán una suficiente exposi- 
ción del objeto de esta declaración, y podrán ver en qué consiste la iden- 
tidad de-rito que se ex ge entre el párroco o el Ordinario y los contrayen- 
tes; que esta identidad de rito debe hallarse entre los contrayentes y el 
párroco o el Ordinario que por derecho asisten o pueden asistir al matri- 
monio, pero no necesariamente con el sacerdote delegado que de hecho 
asiste; que basta que uno, al menos, de los contrayentes sea del rito del 
párroco o del Ordinario, y finalmente, cuando un párroco o un Ordine- 
rio, aun no siendo del rito de los contrayentes, podrán, sin embargo, 
asistir válidamente y por derecho a un matrimonio de dos de otro rito 


o de otros ritos. 
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VII 


RITO EN LA CELEBRACIÓN DEL MATRIMONIO 
(M. p. Crebrae allatae, can. 88, $ 3.*) 


Dub.—An praescriptum can. 88, $ 3.*, «matrimonia autem catholi- 
corum mixti ritus in ritu viri et coram eiusdem parocho sunt ceiebran- 
da...» abroget praescriptum can. 1.097, $ 2.?, C. I. C. «matrimonia autem 
catholicorum m:xti ritus, nisi aliud particulari iure cautum sit, in ritu 
viri et coram eiusdem parocho sunt celebranda». Resp.—Affirmative. 
(Der inal 1993; ACC A. >. (9535 p- 313.) 


Tanto el canon 88 del Motu proprio Creb1ae como el canon 1.097 del 
Codex luris Canonici determinan quién puede lícitamente asistir y ben- 
decir un matrimonio. Por lo que se refiere al párroco, el canon 88, $ 3.°, 
impone una norma opuesta a la establecida en el correspondiente canon 
1.097, $ 2.” del Codex Iwris Canonici. En éste se dice que «In quolibet 
casu pro regula habeatur ut matrimonium coram sponsae parocho cele- 
bretur» ; en aquél, en cambio, se manda que «Matrimonium coram sponsi 
parocho celebretur». En uno y otro se admite una excepción : «nisi iusta 
causa excuset» (can. 1.097, $ 2.) «nis: vel legitima consuetudo aliud 
ferat vel iusta causa excuset» (can. 88, $ 3.°). Esto para cuando los con- 
trayentes pertenecen a un mismo rito. 

Pero cuando se trata de un matrimonio de rito m'xto (latino-oriental, 
o de dos ritos orientales) la norma establecida en ambos derechos, latino 
y oriental, es la misma, a saber: dicho matrimonia deberá celebrarse en 
el rito del esposo y ante su párroco. Esta norma, por lo menos en cuanto 
se refiere a los orientales, tiene hondas raíces en la tradición, además de 
ser muy coherente con otros principios que suelen aplicarse a los casos 
de rito mixto. El Derecho suele conceder la preferencia al rito del ma- 
rido ; la mujer puede pasar al rito del esposo, pero no, viceversa, éste al 
rito de la esposa; los h'jos deben ser bautizados de suyo en el rito del 
padre, etc. Parece, pues, muy natural que el matrimonio entre dos de 
diverso rito sea bendecido segün el rito que prevalecerá en la familia, 
es decir, según el rito del esposo y, por consiguiente, ante su párroco 

También esta regla tiene sus excepciones, tanto en el Derecho latino 
como en el oriental. En éste la excepc'ón va formulada con las siguien- 
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tes palabras: «nisi vir, domicilium vel quas'-domicilium habens in: re- 
gione or'entali, consentiat ut matrimonium ritu sponsae et coram huius 
parocho celebretur» (can. 88, $ 3.°). 

Esta cláusula se aplica lo mismo si el varón es latino y contrae con 
una oriental, como si ambas partes son or'entales de diverso rito, o si el 
varón es oriental y la mujer una latina. 

La excepción contenida en el canon 1.097, $ 2.°, va expresada por la 
frase «nisi aliud particulari iure cautum sit». El derecho particular a que 
se refiere esta frase era el que estaba en vigor entre los italo-albaneses, 
los rutenos de la Galizia, de Estados Unidos de la América del Norte y 
de la América dei Sur. Para los italo-albaneses continuaba en vigor la 
d'sciplina establecida por Benedicto XIV en su Etsi pastoralis : si el es- 
poso era de rito latino y la esposa de rito griego, el matrimonio debía 
celebrarse necesariamente en el rito del esposo y ante su párroco; pero 
si el marido era de rito griego y la esposa de rito latino, podían contraer 
matr monio o bien en rito griego y ante el párroco griego, o bien en el 
rito latino y ante el párroco latino (16). Esta disciplina fué confirmada 
en el Sínodo “ntereparquial de Grottaferrata celebrado en 1940 (17). 

Los rutenos de Galizia ya tenían, transmitida por antiquísima tradi- 
ción, la regla de celebrar el matrimonio entre un latino y un ruteno en el 
rito y ante el párroco de la esposa, a no ser que ambos pidiesen ce:ebrar- 
lo en el rito del marido y ante su párroco (18). El año 1911 les fué apli- 
cado el Decreto Ne temere, y con esto quedaba confirmado que d.cho 
matrimonio debía ser celebrado en el rito y ante el párroco de la esposa. 

Este mismo Decreto fué extendido a los rutenos del Canadá, en 1913 ; 
a los de los Estados Unidos de Amér'ca, en 1914, y, finalmente, en 1916, 
a los de la América del Sur (19) ; pero con una diferencia: mientras para 
los rutenos de Galizia, de los Estados Unidos y de la América del Sur 
regía plenamente el Decreto Ne temere, y, por tanto, el matrimonio, por 
regla general, debía celebrarse en el rito y ante el párroco de la esposa, 
para los del Canadá, en cambio, se hacía esta expresa excepción : «Ar- 
tículus 37. Attamen matrimonia mixti ritus in ritu viri et ab eiusdem pa- 
rocho sunt benedicenda». 

Así estaban las cosas al promulgarse el Codex luris Canonici, y a 
este derecho particular se refiere la cláusula «nisi aliud particular: iure 
cautum sit» del canon 1.097, $ 2°., del mismo Codex Iuris Canonici. 


(16) BENEDICTUS XIV: Etsi pastoralis, $ VIII, n. 11. 

(47) C. VIH, De Matrimonio, art. 228. 

(18) S. C. Prop. FID., decret. 6 oct. 1863, C. c, D. b, Collectanea Prop. Fid., I, pp. 686, 687. 

(19) Para los del Canadá, v. A. A. S. (1913), p. 398; para los de los EE. UU., A. A. S. (1914), 
-y para los de América del Sur, A. A. S. (1916), p. 107. 
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Después de promulgado el Codex luris Canonici, la Sagrada Con- 
gregación para la Iglesia Oriental estimó oportuno revisar la disciplina 
de los rutenos del Canadá y de los Estados Unidos; fruto de esta revi- 
sión fué el Decreto de 1.” de marzo de 1929 para los de los Estados Uni- 
dos, en cuyo artículo 39 Se confirmaba en este punto el Decreto del año 
1914: «Art. 39. Matrimonia tum inter fideles graeco-ruthenos, tum inter 
fideles mixti ritus, servata forma Decreti «Ne temere» contrahi debent, ac 
proinde in ritu mulieris bened cenda» (20), articula, que en fecha de 23 de 
noviembre de 1940 fué completado con la sigu ente cláusula añadida a 
continuación del texto que acabamos de citar: «Quod si iusta causa adsit, 
poterunt nuptiae celebrari in ritu viri de judicio et de consensu Ordina- 
rii loci» (21). 

Por Decreto de 24 de mayo de 1930 había sido camb ada también la 
disciplina de los rutenos del Canadá. Los artículos 36 y 37 del Decreto 
del año 1913 (éste lo hemos copiado más arriba) fueron sustituidos pot 
el s guiente: «Art. 45. Matrimonia tum inter fideles graeco-ruthenos, 
tum inter fideles mixti ritus, servata forma Decreti «Ne temere» contrahi 
debent, ac pro'nde pro regula coram sponsae parocho celebrentur, nis: 
aliqua iusta causa excuset» (22). 

De esta manera y por sus pasos se había llegado a uniformar en este 
punto la disciplina de los orientales rutenos, en el sent do de dar la pre- 
ferencia al rito y al párroco de la esposa en los matrimon os de rito mixto. 

Pero al poco tiempo ha venido el Motu proprio Crebrae allatae sunt, 
del 22 de febrero de 1949, que ha reordenado toda la materia de la d.s- 
ciplina matrimonial para los fieles de rito oriental, «ita ut disciplina sa- 
cramenti matrimonii unice iisdem canonibus [los promulgados en el dicho 
M, p.] regatur» (23). Ahora bien, al tratar del punto que en este mo- 
mento nos interesa, a saber, del rito en que deben celebrarse los matri- 
monios de rito mixto, adopta el Motu proprio el principio del Codex 
Turis Canonici «in ritu viri et coram eiusdem parocho», contrario ai 
principio del Ne temere impuesto a algunos orientales, como acabamos 
de ver. ¿Quedaba con esto abrogado el derecho part'cular que acabamos. 
de indicar y al que aludía el canon 1.907, $ 2.°, del Codex Iuris Canoni- 
ci? Así lo acaba de declarar auténticamente la Comisión, confirmando 
la opinión que ya era común entre los autores (24), y que ‘se fundaba en. 


(20) A. A. S. (1999), p. 159. 

(21) A. A. S. 1941), p. 27. 

(22) A. A. S. (1930), p. 353. 

(28) A. A. S. (1949), p. 117. : 
(24) CoussA, O. €., D. 170; GALTIER, 0. £., p. 268. 
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la clara voluntad del legislador. La ley del Motu proprio reordenaba, 
como hemos d cho, toda la disciplina matrimonial oriental, de tal manera 
que la disciplina contenida en los cánones del Motu proprio debía ser 
la sola ley que en lo sucesivo tuviese valor en este punto. Como conse- 
cuencia de ello, expresamente subrayada por el mismo legislador, todo 
otro Derecho anterior, aunque se trate de uno particular aprobado o im- 
puesto por la misma Santa Sede, sino ha sido de una u otra manera pre- 
servado en la misma ley, debe cons derarse como abrogado y sin fuer- 
za (25). Si ahora reelemos el canon 88, $ 3.” no podremos menos de com- 
probar que su fórmula absoluta y universal, y mucho más si se tiene en 
cuenta la excepción contenida en el mismo, deja bien entender que no 
entraba en la voluntad del legislador el preservar aquel derecho particu- 
lar que había preservado en el canon 1.097, $ 2.°, del Codex Iuris Cano- 
nici. La cláusula, por tanto, «nisi aliud particulari iure cautum sit» de 
este mismo canon latino queda con esto sin fuerza y sin razón de ex stir 
desde el momento en que el canon oriental 88 entró en vigor, a saber, des- 
de el día 2 de mayo del afio 1949. Y la razón de esto es que el canon 88, 
$ 3.°, del Motu proprio Crebrae, sobre todo si se tiene en cuenta la mente 
del legislador, contenida no sólo en los cánones, sino también en la 
parte introductiva y en la conclusiva del mismo Motu propr'o, era su- 
ficientemente claro, y la interpretación hecha por la Coms'ón ha sido 
meramente declarativa. Esto aparece también bastante claramente en la 
misma redacción de la Duda propuesta a la consideración de la misma 
Comisión. 


CLEMENTE PUJOL, SS E 


(25) A. A. S. (1949), p. 117: “Nos autem per Apostolicas has Litteras motu proprio datas: 
supra recensitos canones promulgamus eisdemque vim legis christifidelibus Ecclesiae orientalis. 
tribuimus, ubique terrarumhi sunt et tametsi Praelato diversi ritus sunt subiecti. Simulac per 
A. has Litteras huiusmodi canones vigere coeperint, sua destituentur vi quodlibet statutum, sive 
generale, sive particulare vel speciale, etiam latum a Synodis speciali forma adprobatis, quaeli- 
net praescriptio et consuetudo adhuc vigens, sive generalis, sive particularis ita ut disciplina 
«sacramenti matrimonii unice iisdem canonibus regatur, neque amplius ius particulare iis con- 

- trarium vigorem habeat nisi quando et quantum in iis admittatur." 
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PRIVILEGIO STOCKIANO 


(DECRETO DEL SANTO OFICIO DEL 16 DE 
DICIEMBRE DE 1910) 


ORIENTACIONES PREVIAS 


El Escapulario carmelitano es el más antiguo de todos los escapularios 
conocidos (1). 

“a hallan vinculadas a él tres clases de favores espirituales : 

1.2 Un cúmulo considerable de indulgencias concedidas por los Ro- 
manos Pontífices. 

2.” El privilegio stockiano. 

2.° El privilegio sabatino. 

Como no nos interesan para nuestro estudio las indulgencias con que 
se halla enriquecido el Escapulario carmelitano, sino tan sólo sus privile- 
gios, pasaremos por alto la enumeración y explicación de aquéllas. 


1. Privilegio de la buena muerte. 


El primer privilegio del Escapulario carmelitano es el stockiano, lla- 
mado comúnmente el de la buena muerte o el de la preservación de las 
penas eternas del Infierno. 

Según las últimas investigaciones de la crítica científica, así se lo 
comunicó la Virgen Santísima a San Simón Stock—afio 1251—, mos- 
trándole el bendito Escapulario: «Hoc erit tibi et cunctis Carmelitis pri- 
vilegium; quod in hoc moriens aeternum non patetur incendium» (2). 

Este privilegio, tal como se expresó la Virgen Santísima, se adjudi- 
caba tan sólo al Escapulario que forma’ parte del hábito religioso de la 
Orden carmelitana : «Traditione accepimus—ha escrito el P. XIBERTA— 


(1) Así leemos en el Decreto del 27 de abril de 1887, dado por la Sagrada Congregación 
de Indulgencias: “...'Scapulare Carmelitarum, quod nobilitas ipsa originis, veneranda anti- 
quitas..., omnino postulare videtur distinctionem honoris in ipso receptionis TIY 


APSS OXTX 555. : 
(2) XIBERTA BARTHOLOMAEUS, O. Carm.: De Visione Sancti Simonis Stock (Romáe, 1950), 275.. 
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B. V. Mariam promissionem vitae aeternae signate annexuisse scapulari 
quod est pars habitus carmelitani distincta a tunica et a cappa» (3). 

En el transcurso de los siglos—hacia el fin del siglo xi y siglo xIV— 
se extendió el privilegio a los mismos seglares que llevasen el Escapulario 
manual (4). 

No ha faltado autor, por cierto prestigioso, que haya puesto en duda 
el valor de esta extensión, basándose en que la Virgen tan sólo se refirió 
a los Carmelitas y al Escapulario que forma parte del hábito de la Orden 
carmelitana. 


“Olim D. Papenbroeck in dubium vocavit num licuisset in Scapu- 
lare transferri promissionem factam cappis. Recentius vero cl. Thurs- 
ton dubitavit num liceret promissionem communicari laicis eandemque 
transferri ad parvum Scapulare” (5). i 

3a ue les . 

s 12914 
A nosotros no nos cabe la menor duda de que el privilegio stockiano 
también alcanza al Esoapulario manual de los seglares. 
Baste transcribir aquí la acertada respuesta del P. XIBERTA a tales ob- 


jeciones. 


"Quibus unum respondemus. Validitas praesentis devotionis non 
est quaestio historica historicis adminieulis solvenda, sed quaestio 
religiosa rationibus theologicis iudicanda. Iam vero in favorem prae- 
sentis formae devotionis militat criterium apodicticum: miracula, Ec- 
clesiae approbatio, consensus universalis. 

Hoe criterio praesens devotio sacri Scapularis à quatuor saltem 
saeculis coram omnium oculis adeo firmiter commendatur, ut impug- 
nantium ictus timere minime debeat" (6). 


2. Privilegio sabatino. 


El segundo privilegio del Escapulario carmelitano se conoce con el 
nombre de privilegio sabatino, 

Setenta años después de que la Virgen se apareció a San Simón Stock 
—el 3 de marzo de 1322—, se manifestó la misma celestial Señora al 
Sumo Pontífice Juan XXII, descubriéndole el privilegio sabatino. Hay 
un Decreto de la Santa Sede—Decreto de la Santa Romana y Universal 


(3) Op. cit., 276. 

(4) Op. cit., 236-237. 
(5) Op. cit., 278. 

(6) Loc. cit. 
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Inquisición, fechado el 20 de enero de 1613—, en el cual se reconoce y se 

determina con toda precisión teológica el sentido del privilegio sabatino, 

anteriormente aprobado y confirmado por varios Romanos Pontífices (7). 
He aquí las palabras textuales del Decreto : 


"Patribus Carmelitanis permittitur praedieare quod populus chris- 
tianus possit pie credere de adiutorio animarum fralrum et confratrum 
in charitate decedentium, qui in vita habitum gestaverint, et castita- 
tem pro suo statu coluerint, Officiumque parvum recitaverint, vel, 
si recitare nesciant, Ecclesiae ieiunia observaverint, et feria quarta 
et sabbato a carnibus abstinuerint (nisi in iis diebus Nativitatie Do- 
mini festum inciderit), suis intercessionibus continuis piisque suffra- 
giis et meritis ae speciali protectione, post eorum transitum, praecipue 
in die Sabbati, qui dies ab Ecclesia eidem Beatissimae Virgini dicatus 
est, adiuturam" (8). 


Antes de pasar adelante conviene consignar una observación que 
hace TANQUEREY, fundado en el texto del Decreto citado, no advertida 
por la mayor parte de los autores que escriben acerca de este privile- 


gio (9): 


"Ex hoc Decreto inferri potest B. Virginem confratres Carmeli 
adiuturam, sed non certo liberaturam esse prima die Sabbati incidente 
post eorum transitum" (10). 


Así podemos formular el sentido exacto del privilegio sabato, va- 
riando un poco las palabras del 'Carmelita P. ANGEL DE LA INMACULADA, 
para ajustarlas al Decreto pontificio: «Al que falleciere con mi Escapu- 
lario, yo, Madre de misericordia, le socorreré en los tormentos del Pur- 
gatorio después de su muerte, especialmente el día de Sábado» (11). 


A 
> 


(7) Privilegium, vulgo dictum Sabbatinum, a Summo Pontifice Ioanne XXII, per Litteras 
Apost. Ex clementi Clementis VII d. d. 12 augusti 1530; Superna dispositione S. Pii V d. d. 18 
februarii 1566; Ut laudes Gregorii XIII d. d. 18 septembris 1577 aliorumque Romanorum Pon- 
tifcum approbatum et confirmatum est. (DE ANGELIS SERAPHINUS: De Indulgentiis 2, Libreria 
Editrice Vaticana, 271.) 

(8 A. S. S., XLI, 608 ss. 

(9) Véase, por ejemplo, là obra Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Cen- 
tenario de su Escapulario (Sevilla, 1951), pp. 48, 59, 63. 

(10) TANQUEREY-QUÉVASTRE: Brevior Synopsis Theologiae Moralis et Pastoralis, Desclée (1924), 


601, not. 1. 

Véase cómo se expresó acerca de este punto el Papa Pío XII, en la Carta escrita a los dos 
Generales de la Orden Carmelitana, con ocasión del VII Centenario del Escapulario Carmelitano : 
“Nec desinet profecto piissima Mater, ut filii sui, in Purgatorio admissa expiantes, quam pri- 
mum, ipsa quidem apud Deum intercedente, iuxta traditum illud, quod vocant, Privilegium &Eàab- 
baiinum, aeternam patriam consequantur." (A. A. S., 42 [1950], 391.) : 

(41) Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su Escapulario, 48. 
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3. Ongen de nuestra cuestion. 


La suprema Congregación del Santo Oficio, por Decreto fechado e: 


16 de diciembre de 1910, introdujo la medalla supletoria de los escapula- 
rios, valedera para gozar de todos sus favores espiribuales. 


A raíz del Decreto, basándose en unas palabras de su texto, se sus- 
citó por algunos la cuestión de si se ganaba con la medalla el privileg!o 
stockiano. No cabía discutir acerca del privilegio sabatino, ya que expre- 
samente se afirmaba en el Decreto que la medalla supletoria valia para 
su goce (12). 

SERAFÍN DE ANGELIS, Substituto de la sección de Indulgencias en la 
Sagrada Penitenciaría, en su importantísima obra De Indulgentiis se hace 
eco de la controversia : 


"Statim ac in lucem prodiit hoc Decretum—el que acabamos de ci- 
tar—magna agitari coepit quaestio, quae hisce temporibus adhuc as- 
pera perdurat quoad eiusdem Decreti momentum. 


Aliqui tenent Scapulare post emissum Decretum omnem amisisse 
praestantiam ideoque parum interesse, cum eius locum optime teneat 
numisma. 


Alii e contra Scapulare fortiter defendunt ac proinde inimico ani- 
mo sunt in numisma, quod ipsi nihili ducunt praesertim quia nullam 
fidelibus affert fiduciam de bonae mortis privilegio" (13). 


Con motivo del VII centenario del Escapulario carmelitano, el año 
1951, ha habido, en España, lugares en los que se emprendió verdadera 
campaña religiosa en el sentido de que la medalla supletoria no vale 
para gozar de la totalidad. de los privilegios del! Escapulario carmelitano ; 
en concreto, que no vale para gozar del primer privilegio, que es el de la 
preservación del Inf'erno, en virtud de la promesa hecha por la Virgen 
Santísima a San Simón Stock. 


Tal es la cuestión precisa que ahora nos proponemos aclarar : ¿Vale 
la medalla sup'etoria para ganar el privilegio stockiano o el de la preser- 
vación del Infierno, propio del Escapulario carmelitano ? 


(12) A. A. S., III (1014), 22-23. 
(13) DE ANGELIS SERAPHINUS: De Indulgentiis, 968. 
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II 
VALOR DE LA MEDALLA SUPLETORIA RESPECTO DEL PRIVILEGIO STOCKIANO 


Para ia atinada solución del problema planteado, la clave se encuen- 
tra en el Decreto del Santo Oficio, fechado el 16 de diciembre de 1910, 
que es preciso analizarlo, ya desde un principio (14). 


1. Decreto del Santo Oficio. 


El título oficial que lleva el Decreto es el siguiente: «De metallico 
numismate pro lubitu fidelium sacris scapularibus ex panno sufficien- 
do» (15). 

Consta el Decreto de tres partes, fáciles de distinguir. 

A) Introducción.—La parte primera es la Introducción, en la que 
se aducen los motivos que han movido a la Santa Sede a conceder la me- 
dalla supletoria : 


"Cum sacra, quae vocant, Scapularia ad fidelium devotionem fo- 
vendam sanctiorisque vitae proposita in eis excitanda maxime con- 
ferre compertum sit, ut pius eis nomen dandi mos in dies magis 
invalescat, SSmus. D. N. D. Pius divina Providentia PP. X, etsi vehe- 
menter exoptet ut eadem, quo hucusque modo consueverunt, fideles 
deferre prosequantur, plurium tamen ad Se delatis votis ex animo 
obsecundans, praehabito Emorum. Patrum Cardinalium Inquisitorum 
Generalium suffragio. in audientia R. P. D. Adsessori huius Supremae 
Sacrae Congregationis Sancti Officii, die 16 decembris anni currentis; 
impertita, benigne decernere dignatus est" (16). 


Nos place resaltar como detalles importantes de esta Introducción los 
dos siguientes : 

El Papa se ha decidido a conceder la medalla supletoria, con el fin 
de facilitar la piadosa costumbre de que los fieles se impongan los santos 
escapularios. «Cum sacra, quae vocant, scapularia ad fidelium devotio- 
nem fovendam sanctiorisque vitae proposita in eis excitanda maxime 
conferre compertum sit, ut pius eis nomen dandi mos in dies magis in- 
valescat...» (17). 


(14) EI texto de este Decreto, que tantas veces hemos de citar en este estudio, fué publi- 
eado en A. A. S., III (1911), 22-29. 
(15) Op. cit., 22. : 
(16) A. A. S., III (1911), 22-23. ; NEC 
(17) Loc. cit. Dice DE ANGELIS, interpretando el sentido de esta parte del Decreto: Hoe 
urum Apostolica Sedes in huiusmodi concessione elargienda affectavit, i. e. devotionem Jm 
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Respecto del modo como hace el Papa la concesión de la medalla 
supletoria, hay que reconocer que lo verifica gustosamente, s com- 
placencia de su corazón, siquiera desee ardientemente que los eles sigan 
llevando el Escapulario como antes. «SSmus. D. N. D. Pius divina pres 
videntia PP. X, etsi vehementer exoptet ut eadem, quo hucusque modo 
consueverunt, fideles deferre prosequantur, plunium tamen ad. Se delatis 
votis ex animo obsecundans...» (18). | 

No son, pues, exactos en interpretar el sentido del Decreto is que 
acentüan exageradamente el deseo vehemente del Sumo Pontífice Pío X, 
traduciendo en forma indicativa lo que en el Decreto se lee en forma 
subjuntiva, y silenciando intencionadamente la cláusula que sigue inme 
diatamente a la del deseo vehemente: «plurium tamen ad Se delatis 
votis ex animo obsecundans..., benigne decernere dignatus est» (19). 

B) Concesión.—La segunda parte del Decreto contiene la concesión 


de la medalla supletoria de los escapularios, aludiendo expresamente al 
carmelitano : 


"Omnibus fidelibus, tam uni quam pluribus veri nominis atque a 
Sancta Sede probatis Scapularibus (exceptis quae Tertiorum Ordinam 
sunt propria), per regularem, ut aiunt, impositionem iam adscriptis 


Beatissimam Virginem fovere et favores spirituales Scapulare gestantibus concessos extencere 
ad fideles, qui aliter iisdem nunquam fruerentur." (DE ANGEL'S SERAPHINUS: De Indulgen- 
His, 269.) 

Ya no hay que advertir cuán alejados de la verdad se hallan los que se oponen al uso de 
ja medalla supletoria del Escapular:o carmelitano, escribiendo: “Porque los motivos de pre- 
ferir la medalla al Escapulario no suelen ser muy sobrenaturales: no es por más humildad, 
ni por más mortificación, ni por más modestia, ni por más acatamiento a la voluntad del Papa, 
ai por más amor a la Virgen." (Homenaje a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su 
Bscapulario, 72.) 

Eso de ponerse a juzgar tan absolutamente de los motivos que se tienen para preferir la 
medalla al Escapulario, nos parece demasiado atrevido. 

De todos modos, como el Papa no ha exigido ninguna causa especial, no hay por qué exi- 
girla; bastaría la misma comodidad o mayor facilidad de llevar la medalla en vez del Escapula- 
rio. ¡No seamos más papistas que el Papa! ¡Qué bien encaja aquí la siguiente Observación de 
DE ANGELIS!: “Tandem si quis a nobis petat quaenam requiratur causa ut liceat Scapulari nu- 
misma substituire, statim respondemus quamlibet sufficere causam, etiam proinde propriam 
&ommoditatem. Qui contrarium, tenent, i. e. affirmant gravem requiri causam, irritum faciunt! 
[inem ab Apostolica Sede praecipue intentum in hoc indulto elargiendo, scil. fovere quam 
maxime in Beatam Dei Matrem populi devotionem." (DE ANGELIS SERAPHINUS: De Indulgen- 
lis, 269.) 

(18) A. A. S., III (1914), 28. ‘ 

(19) Incurre en el defecto que denunciamos en el texto el autor de las siguientes líneas, 
quien, para probar que “la medalla no es lo mismo que el Escapulario del Carmen”, afirma, 
entre otras cosas: “Porque el mismo Papa Pío X, en el Decreto de la medalla-escapulario 
(1910) dice que desen vehementemente que los fieles sigan llevando el Escapulario de por si, 
y de la medalla sólo dice que la tolera (licere). El Escapulario es objeto de recomendación 
pontificia; la medalla, de tolerancia, de permisión. Luego no es lo mismo." (Homenaje de Se- 
villa a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su Escapulario, 70.) 

En modo alguno se puede admitir que el Papa diga de la medalla que tan sólo la tolera. 
El verbo “licere” del Decreto, traducirlo por tolerar es inadmisible, como puede comprobarlo 
eualquiera que tenga presente la parte del Decreto ya transcrita, y más aún quien siga leyendo 
la segunda parte, que inmediatamente reproducimos. Licere significa poder, valer. 
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aut in posterum adscribendis, licere posthac pro ipsis, sive uno sive 
pluribus, Scapularibus ex panno, unicum numisma ex metallo seu ad 
collum seu aliter, decenter tamen super propriam personam, deferre, 
quo, servatis propriis cuiusque eorum legibus, favores omnes spiritua- 
les (sabbatino quod dicunt, Seapularis B. V. M. de Monte Carmelo pri- 
vilegio non excepto) omnesque indulgentias singulis adnexas partici- 
pare ac luerari possint ac valeant" (20). 


Todo el contenido de esta concesión del Decreto, se puede formular 
en las siguientes proposiciones : 
I.* Con una sola medalla se puede suplir no sólo a uno, sino a mu- 


chos escapularios. 

2. Tan sólo se hace una excepción, a saber: la medalla no puede 
suplir a los escapularios propios de las Terceras Ordenes. 

La razón de esta excepción tiene su fundamento en la misma natu- 
raleza de una Tercera Orden. 

Lo mismo los Terciarios seculares (21). que los Terciarios religiosos 
de votos simples (o equiparados a los religiosos) y los Terciarios regula- 
res (o de votos solemnes) (22), han de participar en lo sustancial del 
espíritu de la Orden respectiva a la que se agregan. Ahora bien, con- 
viene que la comunicación con el espíritu de la Orden a que se agregan 
se manifieste exteriormente en el nombre y en el hábito, A los Tercia- . 
rios religiosos y regulares se permite que, en vez del hábito íntegro, Ile- 
ven alguna parte o algún signo exterior que manifieste suficientemente 
la agregaadión. La prenda de vestido que recuerde el hábito propio de la 
Orden, prescrito en las Terceras Ordenes seculares, es el Escapulario de 
por sí o de lana (23). El Decreto se refiere a las Terceras Ordenes secu- 


lares. 


(20) A. A. S., III. (1911), 23. 

(24) “Tertiarti saeculares sunt qui in saeculo, sub moderatione alicuius Ordinis secundum 
elusdem spiritum, ad christianam perfectionem contendere nituntur, modo saeculari vitae 
consentaneo, secundum Regulas ab Apostolica Sede pro ipsis approbatas.” (Canon 709, 8 4.) ` 

(99) Cfr. TABERA-ANTOSANA-ESCUDERO: Derecho de los religiosos, Cocuisa (Madrid, 1952), 
pp. 49-50. 

(23) Tal es la razón que al Papa Pío X movió a hacer la excepción anotada acerca de la 
medalla supletoria respecto de los Terciarios seculares, y la que tuvo presente la Sagrada 
Congregación de Religiosos al dar la siguiente respuesta: “Cum pluries petitum fuerit ut, 
attentis praesertim quarumdam regionum exigentiis, in commoditatem christifidelium Tertio 
Ordini saeculari Sancti Francisci et aliis nomen dare cupientium, facultas fieret commutandi 
parvum habitum seu Scapulare eorumdem Tertiorum Ordinum in numisma ex aere confectum, 
plam aliquam imaginem proferens, cum omnibus furibus, indulgentiis et privilegiis parvo 
 Babitui adnexis, haec Sacra Congregatio Negotiis Religiosorum Sodalium praeposita, re mature 
-xamini subiecta, opportunum duxit Sanctissimo Domino Nostro Pio Div. Prov. PP. XI suppli- 
pare, ut auctoritate Apostolica dignaretur decernere quid agendum sit in casu. y 

Porro Sanctitas Sua, in audientia concessa die 20 martii 1999 Rdmo. P. D. Secretario huius 
-Bacrae Congregationis, omnibus perpensis, quoad expetitae facultatis concessionem annuendum 


Maud esse censuit. 
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3." La medalla supletoria se ha de llevar consigo de un modo decen- 
te, aunque no necesariamente colgada al cuello. 


4.2 ¡Con la medalla supletoria se consiguen los mismos favores es- 
pirituales e indulgencias que se obtendrían con el Escapulario. 


Este principio se ha de entender en un sentido absoluto, respecto de 


las indulgencias y favores que los escapularios tuviesen concedidos antes 
de la fecha del Decreto. 


Respecto de la indulgencia de quinientos días, que, posteriormente 
a esa fecha, otorgó el Papa Benedicto XV a cuantos besaren el Escapu: 
lario carmelitano, no se gana con el beso de la medalla supletoria. Es prin- 
cipio ya clásico en el tratado de las indulgencias : «Indugentiae tantum vas 
lent quantum sonant.» Además, tiene aquí perfecta aplicación aquei prin- 
cipio del canon 67 : «Privilegium ex ipsius tenore aestimandum est, nec 
licet illud extendere aut restringere» (24). 


Pero téngase presente que la única razón de esta limitación respecto 
de la medalla supletoria es la voluntad positiva del Papa. Ahora que 
muy bien podía haberla extendido también a la medalla supletoria (25). 


Considerans tamen quae Leo XIII fel. rec., in cap. IM, § 6, Regulae Tertii Ordinis saecu- 
laris Sancti Francisci sancivit, scilicet: “Si qua huius capita legis quemquam servare causa 
gravis et iusta prohibeat, eum ex parte lege solvi, eademve capita commutari prudenter liceat. 
Cuius rei Praefecti Ordinarii Franciscalium et Primi Ordinis et Tertii, item Visitatoribus, facul- 
tas potestasque sit", voluit ut Superiores Tertii Ordinis saecularis Sancti Francisci, quoad 


ertiarios suos, ea potestate utantur in singulis casibus, iusta gravique accedente causa, ad 
supramemoratam commutationem elargiendam. 


Revocavit insuper, prout praesentis declarationis tenore revocat, quamlibet facultatem com- 
mutandi habitum culuscumque Tertii Ordinis saecularis in numisma, sive per Rescriptum sive 
per ipsam personam Summorum Pontificum in scriptis aut vivae vocis oraculo impertitam. 


Contrariis non Obstantibus quibuslibet." Lleva la fecha del 25 de marzo de 1922. (A. A. Si, 
XIV [1922], 353-354.) 


Puede calcular ahora el discreto lector, por sí mismo, el peso del siguiente razonamiento: 
para probar que "la medalla no es lo mismo que el Escapulario del Carmen”, a saber: “Por- 
que la medalla no sustituye en nada a los Escapularios de los Terciarios, según el mismo 


Decreto. Luego no es lo mismo.” (Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Cen- 
tcnario de su Escapulario, 71.) 


Ciertamente, la medalla no vale para ganar los derechos y privilegios que sean exclusivos 
de los Terciarios seculares carmelitanos; pero, sin duda, vale, aun a los mismos Terciarios, 
para ganar los favores que sean propios del Escapulario Carmelitano, sin ser exclusivos de: 
los Terciarios. Y no vale para los primeros, por haberlo así declarado expresamente Pío X, y 
más tarde Pío XI, atendiendo a las razones por nosotros resaltadas. En las circunstancias de- 
talladas en la respuesta de la Sagrada Congregación de Religiosos pueden los Terciarios Fran- 
ciscanos sustituir el Escapulario por la medalla, sin perder ninguno de los derechos y privi- 
legios. Lo mismo podría declarar el Papa, en absoluto, respecto de los Terciarios Carmelitanos.. 
(24) Cfr. DE ANGELIS SERAPHINUS: De Indulgentiis, 269-270. 


Ya se ve que esto no afecta nada al disfrute o no disfrute del privilegio stockiano con là 
medalla supletoria, que es lo único que a nosotros ahora nos interesa. x 


(25) De seguro que el Papa Benedicto XV concedió esta indulgencia al Escapulario ex- 


clusivamente, a fin de que no aparezca totalmente innecesario llevar el Escapulario desde 18 
concesión de la medalla supletoria. 
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C) Cualidades de la medalla.—En la tercera parie del Decreto se de- 
terminan las cualidades de la medalla supletoria, ya acerca de su mate- 
ria y efigies, ya acerca de las bendiciones necesarias : 


"Huius numismatis partem rectam, SS.mi D. N. L C. suum sacra- 
tissimum Cor ostendentis, aversam, Bmae Virginis Mariae effigiem 
referre debere; 

Idem benedietum esse oportere tot distinctis benedictionibus quot 
sunt Scapularia regulariter imposita, eisque, pro lubitu petentium, suf- 
fici velit; 

Singulas has, demum, benedictiones impertiri, posse unico crucis 
signo, vel in ipso adscriptionis actu, statim post absolutam regularem 
Scapularis impositionem, vel etiam serius, pro petentium opportunitate, 
non interest an servato vel non diversarum adscriptionum ordine, nec 
quanto post temporis ab ipsis, a quovis sacerdote, etiam ab adseribente 
distincto, qui respectiva Scapularia benedicendi sive ordinaria sive de- 
legata facultate polleat, firmis ceteroquin primitivae facultatis limiti- 
bus, clausulis et conditionibus. 

Contrariis quibuscumque, etiam specialissima mentione dignis, non 
obstantibus" (26). 


2. Declaración del privilegio stockiano a favor de la medalla supletoria. 


b : S y 
Acerca de este punto, para proceder con claridad, hay: que distinguir 


dos cuestiones: una, sobre la posibilidad de la declaración por el Papa, 
y otra, sobre el hecho de la declaración verificada por el Papa. 


A) Posibilidad de la declaracién.—No hay teólogo de mediana talla 
que, en la actualidad, se atreva a negar que el Papa pueda declarar el 
privilegio stockiano del Escapulario carmelitano a favor de la medalla 
supletoria. Porque puede auténticamente declarar el sentido de la reve- 
lación stockiana, que es privada. Ya que si esto lo puede hacer en el caso 
de las revelaciones públicas, mucho más en el caso de las revelaciones 
privadas. 

Como cosa que se halla en íntima conexión con la fe y costumbres, 
€ae dentro de la autoridad magisterial del Romano Pontífice. 

Permítasenos recordar aqui—pues ya lo advertimos al principio dei 
estudio—cómo un teólogo carmelita de nuestros días, el P. XIBERTA, 
para probar que el privilegio stockiano, aun cuando la Virgen lo adju- 
dicara tan sólo al Escapulario que forma parte del hábito religioso de 
la Orden carmelitana, vale también para los mismos seglares que llevan 


(26) A. A. S., III (1901), 23. Crf. Op. cit., 24, donde se exponen unas Declarationes acerca 
«le la bendición de las medallas supletorias. 
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el Escapulario manual, apela, entre otros fundamentos, a la aprobación 
de la Iglesia. 


“Quibus unum respondemus. Validitas praesentis devotionis nom 
est quaestio historica historicis adminiculis solvenda, sed quaestio 
religiosa rationibus theologicis iudicanda. Iam vero in favorem prae- 
sentis formae devotionis militat criterium apodicticum: miracula, Ec- 
clesiae approbatio, consensus universalis” (27). 


El Papa puede hacer la interpretación -del privilegio stockiano acerca 
de la medalla supletoria, pues ya hizo una interpretación semejanLe—ad- 
mitida comúnmente por los autores—aprobando la declaración hecha ai 
Escapulario manual, en favor de los simples fieles, de los privilegios 
del Escapulario original, que es el que forma parte del hábito de la 
Orden carme'itana, y al que directamente se refirieron las palabras de 
la Virgen Santísima. 


B) Hecho de la declaración.—¿Pero de hecho el Papa ha inter- 
pretado el privilegio stockiano, como lo ha verificado con el sabatino, a 
favor de la medalla supletoria ? 


a) Examen del Decreto. 


Depende de que haya manifestado su voluntad en este sentido, en 
algún documento o acto suyo. j 

Pues bien; no queda la menor duda acerca de la voluntad del Papa 
Pío X sobre el hecho de la interpretación del privilegio stockiano a fa- 
vor de la medalla supletoria. 

Para convencerse de lo mismo, basta examinar, con detención e im- 
parcialidad el texto del Decreto del Santo Oficio. 

Dícese en la parte concesiva de! Decreto : 


“Omnibus fidelibus, tam uni quam pluribus veri nominis atque a 
Sancta Sede probatis Scapularibus... licere posthac pro ipsis, sive uno. 
sive pluribus, Scapularibus ex panno, unieum numisma ex metallo seu 
ad collum sea aliter, decenter tamen super propriam personam, de- 
ferre, quo, servalis propriis cuiusque eorum legibus, favores omnes 
spirituales (sabbatino, quod dicunt, Scapularis B. M. V. de Monte Car- 
melo privilegio non excepto) omnesque indulgentias singulis adnexas 
participare ac luerari possint ac valeant" (28). 


(27) XIBERTA: De Visione S. Simonis Stock, 978. 
(89) A. A. S., UIT (1911), 93. 
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Nótese bien cómo dice el Papa que con la medalla supletoria se pue- 
den ganar todos los favores espirituales propios de los escapularios : «fa- 
vores omnes spirituales... participare ac lucrari possint ac valeant». 

El Papa sabía muy bien que uno de los privilegios del Escapulario 
carmelitano es el privilegio stockiano o el de la buena muerte; y comó 
sabiéndolo no lo exceptuó de la declaración hecha a favor de la medalla 
supletoria de todos los favores espirituales: luego de hecho lo declaró. 

Algunos encuentran dificultad en admitir esta conclusión tan legítima, 
basándose en aquella frase del Decreto en la que se afirma que se 
pueden ganar con la medalla supletoria todos los favores espirituales 
propios de los escapularios: «sabbatino, quod. dicunt, scapularis B. V 
M. de Monte Carmelo privilegio non excepto». 

Véase cómo sale al paso de esta dificultad SERAFÍN DE ANGELIS, 
Substituto de la sección de Indulgencias en la Sagrada Penitenoiaria : 


"Nee ullam dubitandi rationem affert silentium de hoc privilegio 
in decreto, in quo fit sermo tantum de privilegio sabbatina: nam 
ipsum ratione pervulgationis (plures enim de hac re datae eran! 
Bullae a Romanis Pontificibus) pernotum erat et praecipuum ex 
privilegiis hac in re concessis habebatur; privilegium autem bonae 
mortis in revelationibus privatis abditum erat, quod proinde Ecele- 
sia nunquam tractaverat" (29). 


Esta solución, que da a la dificultad DE ANGELIS, tiene todo el peso 
de quien conoce perfectísimamente el estilo de la Curia Romana en esta 
clase de materias. 


b) Principalidad del privilegio sabatino. 


Se nos ocurre otro razonamiento para hacer ver que el Papa Pío X, 
mediante el Decreto del Santo Oficio, ha declarado de hecho el privile- 
gio stockiano a favor de la medalla supletoria. 

Aun cuando no lo hemos visto desarrollado en ningün autor, nos pa- 
rece verlo insinuado en una expresión del texto de DE ANGELIS, arriba 
transcrito. 

Llama este autor al privilegio sabatino «praecipuum ex privilegiis hac 
tm Te concessis» (30). 

Por ser el privilegio sabatino el principal del Escapulario carmelitano, 
bastó su mención expresa en el Decreto. 


(29) DE ANGELIS SERAPHINUS: De Indulgentiis, 269. e 
(38) Loc. cit. r 
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Se dice en el Decreto que con la medalla supletoria se ganan todos 
los favores espirituales, sin que se exceptúe el privilegio sabatino del Es- 
capulario del Carmen. l 

Con esta afirmación, necesariamente, aunque implicitamente, se ase- 
gura que también se gana el privilegio stockiano: porque no puede ser 
consoiado en el Purgatorio ni librado de aquellos tormentos quien al mo- 
rir se hubiera condenado. 

Así se deduce de las fórmulas con las que se enuncia el privilegio sa- 
batino. 

Vamos a aducir una, tomada de «Homenaje de Sevilla a la Virgen 
del Carmen en el VII Centenario de su Escapulario», publicado por ¿os 
Padres Carmelitas, 

Tomamos textualmente del trabajo del P. ANGEL DE LA INMACULADA, 
O. C. D., intitulado Los grandes privilegios del Escapulario del Car- 
men: «Al que falleciere con mi Escapulario, yo, Madre de Misericordia, 
lo libraré de los tormentos del Purgatorio al Sábado siguiente de su 
muerte» (31). 

Concluímos ahora nosotros. Si el que fallece con el Escapulario tiene 
la promesa de que la Virgen le socorrerá en el Purgatorio, al sábado si- 
guiente de su muerte, tiene implícitamente a su favor la promesa de que 
se salvará. Por tanto, si el Papa Pío X declaró que con la medalla su- 
pletoria se puede ganar el privilegio sabatino, como se dice expresamente 
en el Decreto del Santo Oficio, también declaró, aunque implícita- 
mente, con toda certeza, que se puede ganar el privilegio stockiano o el 
de la buena muerte. 

En el Breviario Romano, se proclama el privilegio sabatino en los 
siguientes términos: «...beatissima Virgo... filios in Scapularis societa- 
tem relatos, qui abstinentiam modicam precesque paucas eis praescrip- 
tas frequentarunt, ac pro sui ratione castitatem coluerunt, materno plane 
affectu, dum igne purgatorti expiantur, solari ac in caelestem patrium ob- 
tentu suo quantocius pie creditur efferre» (32). 

En un Decreto del 20 de enero de 1613, la Santa Sede permitió a los 
Carmelitas la predicación y divulgación del privilegio sabatino. 


"Patribus Carmelitanis permittitur praedicare quod populus chris- 
tianus possit pie credere de adiutorio animarum fratrum et confratrum 
sodalitatis B. V. M. de Monte aCrmelo” (99). 


(34) Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su Escapulario, 48. 
(32) In Comm. B. M. V. de Monte Carmelo, lect. VI. 
(33) A. S. S., XILI, 608 ss. 
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A seguida se da el sentido teológico del privilegio. 


“Videlicet Beatissimam Virginem animas fratrum et confratrum ín 
charitate decedentium, qui in vita habitum gestaverint..., suis interces- 
sionibus continuis piisque suffragiis et meritis ac speciali protectione, 
post eorum transitum, praecipue in die sabbati, qui dies ab Ecclesia 
eidem Beatissimae Virgini dicatus est, adiuturam" (34). 


Tal vez se le ocurriera a alguno, al leer la frase «in charitate dece- 
dentium» del Decreto, entenderla como condición puesta expresamente 
por la Virgen: «suponiendo que mueran en gracia de Dios y vayan a! 
Purgatorio—lo que yo no les prometo—, los consolaré en aquellas llamas 
y los libertaré de ellas». 

Esa frase «in charitate decedentium» no es una condición puesta por 
la Virgen a su privilegio sabatino. Ya vimos antes una fórmula del pri- 
vilegio, aducido por padre Carmelita en ocasión memorable, en la que 
para nada se alude a semejante condición impuesta por la Virgen. 

Se trata de una condición que se ha de sobreentender siempre en buen 
sentir y decir teológico. Se quiere dar a entender, con esa frase, que el 
privilegio sabatino no puede significar que quien muera con el Esca- 
pulario carmelitano, ya sea en gracia de Dios, ya en pecado mortal, haya 
de ser socorrido en el Purgatorio; sino que quien muera con el Esca- 
pulario carmelitano, después de cumplir las obligaciones anejas a la pro- 
mesa del privilegio sabatino, no dejará de morir en gracia de Dios, de- 
bido a ios méritos y súplicas de la Señora; y supomiendo' que haya de 
pasar por el Purgatorio, antes de entrar en el Cielo, será librado de los 
tormentos de aquel lugar por la Madre de misericordia, O al menos con- 
solado, especialmente en el sábado siguiente a su muerte. 

Es la misma condición o explicación teológica que se ha de sobre- 
entender, aun cuando la Virgen no la fijara, en la inteligencia del pri- 
vilegio stockiano, según lo advirtió un orador en el Homenaje de Se- 
villa a ia Virgen del Carmen, durante las fiestas del VII Centenario de 
su Escapulario. 


“El que muera con mi Escapulario no se condenará. No pueden 
interpretarse estas palabras en otro sentido que el que ellas tienen. 
Pero ellas no pueden significar que el que muera con el Escapulario 
del Carmen se ha de salvar, tanto si está en gracia de Dios como si 
se halla en pecado mortal. Ni es éste el sentido de la promesa ni pue- 
de serlo. Contra su voluntad no se salva nadie. 


(34) Loc. cit. 
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Mas sí podemos asegurar que el que muera con el Escapulario no 
se condenará, porque no morirá sin estar en gracia de Dios" (35). 


Que la frase «in charitate decedentium» con que en el Decreto se 
enuncia el privilegio sabatino no es una condición puesta. por la Virgen, 
sino una explicación teológica, se deduce claramente, comparando las 
condiciones absolutamente ciertas para cada uno de los dos privilegios 
del Escapulario carmelitano. 

Para ganar el privilegio stochiano o el de la buena muerte, basta mo- 
rir con el Escapulario puesto. «De privilegio bonae mortis. Huiusmodi 
privilegium in hoc consistit, ut fidelis, qui hoc Scapulare fideliter gestet, 
in amicitia Dei moriatur, i. e. huius scapularis devotio perseverantiae fi- 
nalis pollicitationem fidelibus offert» (36), 

En cambio, para ganar el privilegio sabalino, además de recibir y 
llevar debidamente el Escapulario carmelitano, como se reclama para dis- 
frutar del privilegio stockiano, se exigen otras condiciones, a saber: las 
referentes a la castidad y a la recitación del Oficio Parvo de la Virgen (37). 
«De priviegio sabbatino - Obligationes. Ad hoc privilegium assequendum 
non sufficit, instar privilegii bonae mortis, Scapulare rite accipere et fide- 
liter usque ad mortem gestare, sed aliae requiruntur conditiones, quae in 
praefato S. R. et Un. Inquisitionis Decreto enunciantur, i. e. requiri- 
tur...» (38). 

Preguntamos ahora: ¿Es posible que, exigiéndose para ganar el pri- 
vilegio sabatino, además de la condición u obligación necesaria para ga- 
nar el privilegio stockiano, varias más, no nos asegure la buena muerte 
que aquél nos obtiene ? 

Aparece manifiesto que el privilegio sabatino incluye el privilegio 
stockiano, aunque no viceversa; por esto, una vez puesto por Pío X en 
el Decreto del Santo Oficio del 16 de diciembre de 1910, que el privi- 
legio sabatino se ganaba con la medalla supletoria—«sabbatino quod 
dicunt, Scapularis B. V. M. de Monte ¡Carmelo privilegio non excepto»— 
no había necesidad alguna de mencionar expresamente el privilegio. stoc- 
kiano ; y así se omitió en el documento pontificio. 

No es que se confundan los dos privilegios: el stockiano y el saba- 
tino; pero este último está concedido por la Virgen en tales términos. 
que implícitamente incluye al primero. 


(35) Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su Escapularto, 66. 
(36) DE ANGELIS SERAPHINUS: De Indulgentiis, 959. 


(37) Pueden verse estas obligaciones para ganar el privilegio sabatino, bien detalladas, en: 
Be ANGELIS SERAPHINU8: De Indulgentiis, 265-266. 


(88) Op. cit., 965. 
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Lo que no nos ha de extrañar, sabiendo que el privilegio sabatino 
exige, además de la obligación o condición necesaria para el disfrute de 
aquél, varias más; conociendo que el privilegio sabatino es posterior al 
stockiano, y recordando el ambiente histórico en que lo otorgó la cele.- 
tial Señora. 

Véase cómo ha descrito el origen histórico del privilegio sabatino el 
Cardenal Segura, en ocasión memorable. Dijo así : 

«Este privilegio, que data del Papa Juan XXII, el cual, siendo Car- 
denal, era muy devoto de la Santísima Virgen y precisamente de la San- 
tísima Virgen del Carmen. . 

Para cuando vivió este Cardenal habían transcurrido más de setenta 
años después de la vida de San Simón Stock y de la revelación del Santo 
Escapulario; pero la Orden carmelitana era todavía perseguida por sus 
enemigos y se valían del pretexto de que ese privilegio extraordinarísimo 
—el privilegio de que el Santo Escapulario libraba de las penas del In- 
fierno—, no había tenido confirmación auténtica de la Iglesia. 

Oraba este Santo Cardenal a la Santísima Virgen por las necesida- 
des de la Iglesia, que entonces no tenía Pastor, pues había muerto el 
Papa Clemente V y había de procederse a la elección de un nuevo Papa, 
euando se apareció la Santísima Virgen a este su devoto Cardenal y le anun- 
ció que sería elegido Papa para sustituir a Clemente V, que se llamaria Juan 
y que tenía el encargo suyo de restablecer, confirmar y autorizar todos 
los privilegios de la Orden carmelitana. 

Y es más, la Santísima Virgen, siempre espléndida y generosa, le 
agregó la gracia que desde entonces viene llamándose la «gracia del pri- 
vilegio sabatino». Le anunció que a los que reunieran determinadas con- 
diciones los vendría a buscar el sábado siguiente al de su muerte, para 
librarles de las penas del Purgatorio. 

Así lo atestigua en la Bula del 22 de marzo de 1322 el Papa Juan XXII, 
v esta Bula se ve confirmada por otros cinco documentos pontificios» (39). 


c) Argumento de analogía. 


Ya hicimos constar, al dar las «Orientaciones previas», cómo el pri- 
vilegio stockiano, según se expresó la Virgen al Santo General de los 
Carmelitas—1251—, se adjudicaba tan sólo al Escapulario que forma 
parte del hábito religioso de la Orden carmelitana. «Traditione accepi- 
mus—son palabras del Carmelita P. XiBerTa—B. V. Mariam promissio- 


(89) Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su Escapulario, 4%. 
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nem vitae aeternae signate annexuisse Scapulari, quod est pars habitus 
carmelitani distincta a tunica et a cappa» (39 bis). 


Posteriormente, ya desde fines del mismo siglo xir, y sobre todo 
en el siglo xiv, se entendió la promesa de la Virgen respecto de los mis- 
mos seglares que llevasen el escapulario manual (39 ter). Y cuando hubo 
quien pusiera en duda el valor de esta declaración de la promesa de la 
Virgen, se le respondió por los padres Carmelitas, que como se trata de 
una cuestión teológica y no histórica, hay que resolverla con criterios 
teológicos: «iam vero in favorem praesentis formae devotionis militat 
criterium apodicticum : miracula, Ecclesiae approbatio...» (39 quater). 


¡Muy bien argumentado! 


Pues de modo semejante procedemos nosotros, al sostener que se ha 
interpretado respecto de la medalla supletoria el privilegio stockiano, ad- 
judicado por la Virgen tan sólo al Escapulario que forma parte del há- 
bito de la Orden carmelitana. 


Se trata de una cuestión teológica que tiene a su favor un argu- 
mento apodíctico: la aprobación o declaración de la Iglesia, hecha por 
el Beato Pío X. 


Y se trata de la declaración o aprobación hecha sobre el mismisimo 
privilegio : el stockiano, y verificada por la mismisima autoridad : la de 
la Iglesia. 


d) Testimonio de una gran autoridad. 


Como póstrer argumento para probar que el Papa Pío X declaró que 
el privilegio stockiano se puede ganar con la medalla supletoria, vamos 
a consignar el testimonio de una gran autoridad en la interpretación de 
Decretos referentes a favores espirituales e indulgencias: es el testimo- 
nio de SERAFÍN DE ANGELIS, actual Substituto de la sección de Indui- 
gencias en la Sagrada Penitenciaría. 


Comienza dando cuenta de la controversia que se originó con motivo 
de la promulgación del Decreto de la medalla supletoria. Unos no dieron 
ya ninguna importancia a los escapularios ; otros, por el contrario, se 
ensañaron contra la medalla, como quiera que ésta no ofrece, según ellos, 
garantias de la buena muerte. Hubo extralimitaciones lamentables en 


(39 Dis) XIBERTA: De Visione Sancti Simonis Stock, 276. 
(39 ter) Op. cit., 936-937. 
(39 quater) Op. cit., 278. 
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las dos corrientes, que deplora DE ANGELIS, patentizando a seguida cómo 
aun conservan su importancia los escapularios (40). 
Y prosigue tan esclarecido autor : 


"Quae tamen non impediunt quominus non agendi rationem impro- 
bamus eorum, qui aggrediuntur numisma, quod ipsi pro nihilo putant, 
praesertim, ipsi dicunt, quia privilegium bonae mortis minime praestat. 

Numisma enim, cum Scapulare legitime substituat, ad devotionem 
erga Beatam Dei Genitricem firmandam atque fovendam et peculiares 


favores spirituales, privilegio bonae mortis non excepto, latius pan- 
dendos optime valet. 


Nec ullam dubitandi rationem affert silentium de hoc privilegio 
in Deereto in quo fit sermo tantum de privilegio sabbatino; nam ipsum 
ratione pervulgationis (plures enim de hae re datae erant Bullae a 
Romanis Pontificibus) pernotum erat et praecipuum ex privilegiis hac 
in re concessis habebatur; privilegium autem bonae mortis in reve- 


lationibus privatis abditum erat, quod proinde Ecclesia nunquam trac- 
taverat. 


Ceterum thesis nostra ipsis Ecclesiae documentis luculenter com- 
probatur: satis erunt verba, quae in memorato Decreto habentur, sc.: 
"omnibus fidelibus... licere unicum numisma deferre, quo... favores 
omnes spirituales omnesque indulgentias participare ac lucrari possint 
ac valeant". Inter favores vero spirituales adnumeratur ut praecipuum 
privilegium bonae mortis" (41). 


(40) De buena gana suscribimos todo cuanto este prestigioso escritor asegura en favor de 
la importancia del Escapulario, aun después de la concesión de la medalla supletoria; importan- 
cia que en nada obsta a que se pueda ganar el privilegio stock:ano con la medalla. 

"Sane: etiam post Decretum editum Scapularis praestantia integra manet; satis est advertere 
Beatissimam Dei Matrem, cum in visione apparuit S. Simoni Stock, ostendisse ei scapulare non 
vero numisma, prout evenit cum Ipsa sese videndam exhibuit B. Catharinàe Labouré. 

Huc accedit quod, dum ad gestandum scapulare requiritur ut ipsum a sacerdote debitam 
Iacultatem habente primo imponatur, nulla requiritur impositio, cum agitur de numismaie; ac 
praeterea si scapulare sit attritum vel deperditum, aliud non benedictum assumi potest, dum 
numisma singulis vicibus benedici debet. 

Tandem indulgentia 500 dierum, a S. P. Benedicto XV confratribus s. scapulare deosculantibus 
concessa, minime valet pro numismate. . 

Nemini igitur negare licet scapulare unicam constituere vestem, qua fideles familiam Carme- 
liticam ingrediuntur. 

Quae práestantia ab ipsa Apostolica Sede agnoscitur et confirmatur, cum eadem magnam elar- 
gita est concessionem, de qua sermonem facimus. 

Summus enim Pontifex Pius X, dum compertum facit *scapularia ad fidelium devotionem 
fovendam sanctiorisque vitae proposita in eis excitanda maxime conferre" et cupit “ut pius in 
eis nomen dando mos in dies magis invalescat”, expresse declarat se vehementer exoptare ut 
[ideles scapularia, quo hucusque modo consueverunt, deferre prosequantur". (DE ANGELIS SERA- 
PHINUS: De Indulgentiis, 268-269.) 

(41) Op. cit., 269. 

El P. HELIODORO DEL NINO Jesús, Carmelita, preguntaba al terminar la recensión del libro 
Tesoro de Indulgencias: “Ahora, para terminár, nos permitimos hacer una pregunta al P. orez 
gorio Martinez de Antoñana, y es que nos indique el lugar donde esté concedido a la EE. 
escapulario el que ella goce de los mismos privilegios que el Escapulario del Carmen, afirma on 
que hace en la página 116, pues -nosotros no conocemos ese privilegio y nos interesa sobrema- 
nera.” (“Espiritualidad”, I [1942], 223.) En lo que exponemos en el texto tiene la respuesta. 
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APENDICB 
Razones aducidas para negar la declaración del privilegio stockiano 


Se confirma más y más nuestra tesis de que el Papa Pío X declaró que se 
gana con la medalla supletoria del Escapulario carmelitano el privilegio stoc- 
kiano, analizando las razones que se oponen por los adversarios. 

Las tomamos de una reciente publicación hecha por los Padres Carmelitas: 

"Con motivo del Día del Escapulario, y con ocasión de este VII Centenario 
del Escapulario carmelitano, muchas personas preguntan con cierta inquietud: 
"Padre, ;es lo mismo la medalla que el Escapulario?" Nos ha parecido muy 
necesario y oportuno dar aquí una clara y exacta contestación a este interro- 
gante. La respuesta, sin duda ninguna, es rotundamente categórica: “No, no es 
lo mismo la medalla que el Escapulario, y eso por mültiples razones de abso- 
luta certeza y autoridad" (42). 

Y a continuación presenta nada menos que veintiuna razones, repartidas en 
dos grupos: trece en el primero y ocho en el segundo (43). 

Tan sólo las del segundo grupo se refieren a nuestra cuestión. 

1. Planteamiento de la cuestión.—La cuestión, en general, de si es lo mis- 
mo la medalla que el Escapulario ha de resolverse, ciertamente, confesando 
que no es completamente lo mismo aquélla que éste, según lo dejamos adver- 
tido más arriba; si bien tales diferencias son muy insignificantes y en nada 
atañen a ninguno de los dos grandes privilegios del Escapulario carmelitano (44). 

La cuestión hay que plantearla en estos términos concretos, por lo que 
a nosotros nos interesa ahora, a saber: “¿La medalla es lo mismo que el Es- 
capulario del Carmen para ganar el privilegio stockiano?” 

La respuesta que se da a este interrogante en el artículo aludido es negativa, 
por “múltiples razones de absoluta certeza y autoridad”, (45). 

2. Respuesta a las razones de los contrarios. — “Además—son palabras 
textuales del artículo de referencia—hay fundados motivos para dudar si a la 
medalla se transfiere el máximo privilegio del Escapulario del Carmen: la 
preservación del Infierno en virtud de la promesa de la Virgen: Quien muera 
con mi Escapulario no se condenará” (46). 

Primera razén.— Porque Pío X no menciona en el Decreto este privilegio 
y sí el sabatino, siendo así que aquél es mayor que éste" (47). 


(42) La Medalla no es lo mismo que el Escapulario del Carmen. Artículo sin firma en “Ho- 
menaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su Escapulario”, 70. 

(43) Op. cit., 70-73. Aun cuando en el texto sólo examinaremos las razones del segundo 
“grupo, no queremos silenciar, siquiera sea por vía de notas, las del primer grupo; algunas ya 
han sido pesadas en páginas anteriores. : 

(44) Op. cit., 70. 

(45) Op. cit., 70-72. 

(46) Op. cit., 72. 

(47) Loc. cit. 
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A esta primera razón no tenemos nada que responder aquí después de todo 
lo que dijimos al fin de la segunda parte. Nos remitimos allá (48). 

Segunda razón.—" Porque por el tenor del Decreto parece como si la trane- 
ferencia de gracias hecha a la medalla llegara como máxima concesión, como 
tope, al privilegio sabatino, pero no más allá: Sin exceptuar el privilegio sa- 
batino” (49). 

Que ese tope de que habla el articulista sea meramente imaginario y no 
real creemos que aparece evidente del examen objetivo que verificamos, en 
la segunda parte, del sentido del privilegio stockiano. No queremos repetir los 
razonamientos allí explanados. 

Tercera razón.—^" Porque en los documentos pontificios se prescinde, de or- 
dinario, de decretar sobre puntos que únicamente dependen de revelaciones 
privadas, como este que se apoya en la visión de San Simón Stock. Se habla, 
en cambio, del sabatino, porque tiene carácter de indulgencia decretada, otor- 
gada y confirmada por los Romanos Pontífices. El hecho de mencionar el pri- 
vilegio que lleva el nombre del Papa Juan XII y de callar el de San Simón 
Stock es intencionado, y, por tanto, revelador de la mente del Papa en este 
punto” (50). 

Nosotros nos oponemos a la explicación que aquí se da del silencio guar- 
dado en el Decreto del Santo Oficio sobre el privilegio stockiano. Recuérdese 
la que dimos más arriba y vean nuestros lectores cuál les parece más satis- 
factoria. 

En modo alguno se puede admitir que “el privilegio sabatino tenga carác- 
ter de indulgencia decretada, otorgada y confirmada por los Romanos Pontí- 
fices. El privilegio sabatino ha sido confirmado por los Romanos Pontífices; 
pero la fuerza de este privilegio, lo mismo que la del stockiano, se deriva de 
la revelación privada hecha por la Virgen Santísima” (51). 


(48) Transcribimos dos razones del primer grupo. “Porque eso indican el ejemplo y las pa- 
labras de los Papas posteriores al Decreto: el Beato Pío X, Benedicto XV, Pío XI y Pio XII no 
han Mevado ni recomendado la medalla, sino el Escapulario” (Op. cif., 71). 

De aquí nada se deduce en contra de nuestra tesis. El que los Papas hayan Nevado—jsi eso 
es verdad! —Escapulario y no medalla, nada significa en contra del valor supletivo de la medalla: 
cada cual es libre en levar Escapulario o medalla, según su devoción. 

Y respecto de las recomendaciones hechas por los Sumos Pontífices de llevar el Escapularto, 
téngase presente que, mientras en cáda caso no se evidencie 10 contrario, no se refieren al Es- 
capulario en cuanto se contrapone a la medalla, sino al Escapulario en cuanto es prenda de 
salvación y protección, lo cual lo mismo se verifica en el Escapulario-medalla. 

“Porque—agrega el articulista—Pío X, al ser preguntado por el V. P. Recoder, C. M., si era 
exactamente lo mismo llevar la medalla que el Escapulario, le contestó mostrando su Escapula- 
rio de lana: Hijo, haz como yo, que no llevo la medalla, sino el Escapulario" (Op. cit., 71). 

De esta respuesta del Papa, bien considerado todo, se deduce que es lo mismo llevar el Es- 
capulario que la medalla para ganar los privilegios, si bien era más de la devoción particular 


del Sumo Pontífice el Escapulario de land. 
Si no fuera lo mismo, ¿cómo no lo hubiera manifestado el Papa blen taxativamente, habiendo 


sio interrogado con una pregunta tan directa? 

Ya hicimos notar cómo Pío X, en el Decreto concesivo de la medalla, daba a entender que, 
aun cuando deseaba se llevara el mismo Escapulario, para atender a reiteradas y múltiples 1ng- 
tancias otorgaba de corazón la medalla supletoria. 

(49) Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen e 

(50) Loc. cit. 

(51) Loc. cit. 

Para que se vea que el privilegio saba 
celestial Sefiora, puede verse: DE ANGELIS 


n el VII Centenario de su Escapulario, 72. 


'no procede de una revelación privada hecha por la 
SERAPHINUS: De Indulgentiis, 262-263. 
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Cuarta razén.— Porque respecto a visiones particulares la Iglesia suele 
limitarse a definir su carácter sobrenatural o no sobrenatural, a determinar 
su verdad o falsedad, pero no altera su sentido real” (52). 

La Iglesia no altera el sentido real de las visiones particulares; pero, ciers 
tamente, puede interpretarlo, sin extralimitarse lo más mínimo en sus atri- 
buciones. 

La Iglesia, cuando ha declarado, por medio del Papa Pío X, que por la me- 
dalla supletoria se pueden ganar todos los favores espirituales propios de los 
escapularios, no ha alterado, sino interpretado el sentido real de las visiones 
correspondientes a los escapularios. ; 

¿Y a qué viene este reparo del articulista respecto del privilegio stockia- 
no, y no del sabatino, derivándose también éste de una visión particular? (53). 

Quinta razón.—" Porque la preservación del Infierno es cuestión de gracia 
y no de indulgeneia. Se refiere a la consecución de la ültima gracia, la per- 
severancia final, que depende en su origen y aplicación de la libérrima volun- 
tad de Dios a través de la infalible intercesión de la Medianera de todas las 
gracias" (54). 

La preservación del Infierno es cuestión de gracia y no de indulgencia, 
como también es cuestión de gracia y no de indulgencia la liberación del Pur- 
gatorio, tal como se promete en el privilegio sabatino. 

El Papa, al hacer la declaración del Escapulario a la medalla, tan sólo 
ha declarado que la Virgen Santísima, no solamente a favor de los que lleven 
el Escapulario de por sí, de lana, sino también a favor de los que usen la 
medalla supletoria, obtendrá *la consecución de la ültima gracia, là perseve- 
rancia final, que depende en su origen y aplicación de la libérrima voluntad 


Recuérdese asimismo el texto del Decreto, ya transcrito por nosotros: “Patribus Carmelitanis 
permittitur praedicare quod populus christianus possit pie credere de adiutorio animarum fra- 
irum et confratrum sodalitatis Beatissimae Virginis Mariae de Monte Carmelo, videlicet Beatis- 
simam Virginem animas fratrum et confratrum in charitate decedentium..., suis intercessionibus 
continuis piisque suffragiis est meritis ac Speciali protectione, post eorum transitum, praecipue 
in die sabbati, qui dies ab Ecclesia eidem Beatissimae Virgini dicatus est, adiuturam” (Op. cit., 
264). 

(52) Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VII Centenario de su Escapulario, 72. 

Y ¿qué decir del razonamiento que hace en el primer grupo, cuando escribe: “Porque lo que 
entregó la Virgen fué el Escapulario y no la medalla. Por tanto, la Virgen quiere más que lle- 
vemos su Escapulario que no un sustitutivo del mismo” (OD Cita) 

Es indiscutible que la Virgen entregó su Escapulario y no la medalla; pero también es in- 
discutible que el Papà, con su legítima autoridad, ha hecho la declaración de que la medalla 
vale para suplir el Escapulario. Y además, si vamos a urgir la entrega del Escapulario, es sabido 
por todos cómo el privilegio stockiano, tal como se expresó la Virgen, se adjudicó tan sólo al 
Escapulario que forma parte del hábito religioso de la Orden Carmelitana; la extensión del pri- 
vilegio al escapulario manual, en favor de los seglares, se verificó posteriormente con la apro- 
bación de la Iglesia. (Cfr. XIBERTA: De Visione Sancti Simonis Stock, 278.) ; 

Lo que la Virgen quiere es que nos aprovechemos de la prenda de salvación que nos entregó, 
ya sea llevando el Escapulario de lana, ya la medalla supletoria. 

El Papa ha realizado la declaración de que la medalla vale para suplir el Escapulario a fin 
de facilitar a los fieles el disfrute de los favores espirituales del Escapulario, porque es indu- 
dable que muchos dejarían de imponerse el Escapulario si no existiera esta declaración. Vista 
así la cuestión, no nos cabe la menor duda de que oponiéndose al uso de la medalla, se opone 
a ia voluntad de la Virgen, que, por medio del Vicario de Cristo, ha querido facilitar el disfrute 
de la prenda salvadora. NO queramos nosotros dificultar lo que la Virgen ha querido, en su 
bondad, facilitarlo a las almas por medio del Romano Pontífice. 

(53) Cfr. nota 54. 


(94) Homenaje de Sevilla a la Virgen del Carmen en el VH Centencrio de su Escapulario, 72. 
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de Dios a través de la infalible intercesión de la Medianera de todas las gra- 
eias", 

Sexta razón.—" Porque, si se diseute entre los autores, es porque no está 
del todo claro; luego hay motivo razonable para dudar, y de hecho el pueblo 
fiel duda siempre" (55). 

La discusión existe; pero, ¿cómo son las razones de los que niegan la de- 
claración del privilegio stockiano a favor de la medalla supletoria? Las que 
vemos aducidas hasta el presente nos parecen destituídas de consistencia cien- 
tífica. Y eso de que “de hecho el pueblo fiel duda siempre”, se nos antoja 
una afirmación tan sonora como vacía. ¡Como si no conociéramos a fieles que 
quedan totalmente extrafiados cuando oyen que la medalla no vale para ga- 
nar el privilegio stockiano! Porque si la medalla supletoria no vale para asegu- 
rarnos del privilegio de la buena muerte, ¿para qué la queremos?, arguyen 
con gran firmeza. 

Séptima razón.—" Porque son muy dignas de tener en cuenta las palabras 
de Pío XII referidas al Escapulario carmelitano: "No se trata de cosa de poca 
importancia, sino de la adquisición de la vida eterna, en virtud de la tradi- 
cional promesa de la Santísima Virgen; se trata, en efecto, de la empresa más 
importante y del modo más seguro de llevarla al cabo" (Carta del VII Cente- 
nario, 11 febrero 1951 (56). 


(35) Op. cit., 72-13. 

Nos queremos hacer cargo de varias razones generales del artículista: 

“Porque el Escapulario tiene en su haber una larga y gloriosa historia de milagros y con- 
versiones, cosa que no ocurre lo mismo con la medalla (Op. cit., 74). 

¿Cómo va a tener la medalla en su haber una historia tan gloriosa como el Escapulario, si 
éste lleva muchos siglos de existencia y aquélla comenzó el año 1910? Así y todo, no son pocos 
ni pequeños los milagros que se atribuyen a la medalla supletoria. De seguir āsi, no podemos 
menos de anunciar a la medalla también una historia gloriosísima de milagros y conversiones. 
(Cfr. “Ilustración del Clero", 26 [1932], 335.) 

Otra razón: “Porque pudiéndose llevàr la medalla de cualquier forma, en la cartera O bolsi- 
llo, será frecuente encontrarse sin ella, y así privarse de sus beneficios. En cambio, el Escapu- 
iario no admite más que una forma de llevar permanente y personalísima: pendiente del cuello, 
y así será más difícil desprendernos de él" (Homenaje..., 71). 

¿Razón, ésta? ¡Como si no se pudiera perder el Escapulario! ¡Y como si no se pudiera lle- 
var al cuello la medalla, como es la costumbre más común! El remedio contra el inconveniente 
delatado por el articulista es muy sencillo, sin necesidad de acudir al Escapulario: llevando al. 
cuello là medalla. 

Otra razón; “Porque la imposición canónica hay que hacerla en todo caso con el Escapulario 
y no con la medalla, según la fórmula prescrita, y por sacerdote facultado, y además porque 
el Escapulario basta que se bendiga el primero que se usa; las medallas deben bendecirse todas 
y cada una de las que se lleven" (Op. cit., 71). 

Todo esto Jo admitimos nosotros, y así lo consignamos más arriba. Pero de todo esto fo 
único que se puede concluir es que para la imposición no es lo mismo el Escapulario que la 
medalla; pero no así respecto del disfrute de los privilegios, que es lo que ahora nos interesa 
aclarar. 

Otra razón: “Porque el teólogo jesuita P. Vermeersch da esta norma en esta materia: “Que 
se lleve el Escapulario del Carmen de por sí, de paño, y la medalla en sustitución de los otros 
cuatro escapularios” (Op. cit., 72). ) 

Estas palábras valen para expresar el sentimiento personal del Padre hacía el santo Escapu- 
lario carmelitano; pero no vemos que entrafien ninguna prueba para dirimir la cuestión enta- 
plada. 


(56) Op. cit., 73. 
Tiene esta razón otra similar en el primer grupo. “Porque Pío XII ha consignado en solemne 


^ n j j lena 
documento estas ‘palabras: “Vean los Carmelitas en el Escapulario el exponente de su p 
Consagración al ARENA Corazón de María” (Carta del VII Centenario del Escapulario, 
Roma, 11 febrero 1950). No consta que eso pueda referirse a la medalla” (Op. cit., 71-72). 
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El subravado de la frase “del modo más seguro” es del articulista. Querer 
ver en esas palabras un argumento para resolver la cuestión nos parece que- 
rer ver demasiado. El Papa, en dicha Carta, se alegra con motivo de las fiestas 
centenarias del Escapulario carmelitano; y exhorta a la solemne conmemora- 
eión del Escapulario, ya que en virtud de la promesa hecha por la Virgen a 
asegura el modo más seguro de llevar a cabo una cosa de importancia, que es 
la adquisición de la vida eterna. ; 

Pero el Papa para nada alude de si hay que traer, después de verificada 
la imposición, el mismo Escapulario o la medalla supletoria, para llevar del 
modo más seguro a cabo la salvación. E 

Octava razón.—Porque nos consta positivamente que ésta es la Opinión 
personal del Papa felizmente reinante sobre esta cuestión, manifestada en la 
audiencia privada concedida a los dos Generales de la Orden Carmelitana el 
22 de mayo de 1949 (“El Carmelo”, Valencia, julio-agosto 1951) (57). 

Vean nuestros lectores de dónde saca el articulista que *tal es la opinión 
personal del Papa": "Porque el Papa Pío XII ha dicho en otra audiencia a 
los dos Generales de la Orden Carmelitana, con impresionante insistencia: 
“Padres, prediquen el Escapulario, el Escapulario, que es a lo que la Virgen 
vinculó sus grandes promesas" (58). 

Sería conveniente conocer los detalles de la audiencia y del momento en 
que profirió esas palabras Pío XII, para justipreciar toda su fuerza. 

La recomendación del Papa tiene fácil explicación, sin atribuirle la opi- 
nión personal referida. Como la medalla es sustitutivo del Escapulario, que 
es lo original, es muy obvio que les hablara de ese modo el Papa a los dos 
Generales de la Orden, escogida por la Virgen para la propagación, entre los 
fieles, del Escapulario carmelitano. ] 

Pero de estas palabras no creemos que se deduzca tan clara la opinión per- 
sonal del Papa. Si tal es la opinión personal del Papa, ¿cómo no la manifestó 
taxativamente? 

Pero supongamos que esa es la opinión personal del Papa. 

Ante todo, nos parece oportuno advertir que acudir a opiniones personales 
del Papa para resolver cuestiones canónicas o teológicas, además de aventu- 
rado, puede ser irreverente. Porque la opinión personal del Papa no tiene más 
fuerza que la de un simple teólogo o canonista. < 

No se extrañe por tanto, nuestro articulista de que, si no nos presenta ra- 
zones más fuertes, rechacemos como inadmisible su posición negativa respec- 
to de la medalla supletoria (59), en orden a ganar el privilegio stockiano. 


No insistimos en que no se tráduce exactamente el sentido de la frase original pontificia, que 
dice así: “Omnes igitur Carmelitae... habeant denique illam consecrationem sacratissimo Cordi 
Virginis Immaculatae, quam nuper quoque impense commendavimus” (A. A. S., 42 [41950], 
390-391). 

¿Que no consta que la frase pontificia se pueda referir a la medalla? Y ¿por qué no? AI de- 
eir el Papa que el Escapulario ha de ser considerado como un recuerdo o exponente de la Con- 
sagración al Corazón Inmaculado de María, se refiere al Escapulario en lo que tiene de prenda 
de salvación y auxilio, ofrecido por el Corazón de María, conmovido con el peligro de naufragio 


Je sus hijos, todos navegantes de esta vida; lo que se verifica tanto en el Escapulario de lana 
como en el Escapulario-medalla. 


(57) Homenaje..., 73. 
(58) Loc. cit. 


(59) Muy bien podíamos haber terminado este apartado, como termina el articulista, tantas 
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Asi, puede resumirse brevísimamente nuestra doctrina, 

Aunque no es lo mismo, respecto de todo, la medalla que ei Esca- 
pulario del Carmen, para ganar los privilegios, y en concreto para ganar 
el privilegio stockiano, es absolutamente lo mismo la medalla que el 
Escapulario del Carmen. 

Para poner fin a estas líneas no encontramos palabras más a propó- 
sito que las escritas por DE ANGELIS al terminar la cuetión del escapu- 
lario carmelitano: «Dum huic tractationi finem imponimus, dulcis nobis 
affufget spes omnia quae de hac re diximus satis futura esse ad pietatem 
erga almam Dei Matrem augendam et fiduciam Eius s. Scapularis fir- 
mamdam, quem finem unice inspeximus in hoc argumento pertrac- 
tando» (60). 


TiMorEo URQUIRI, C. M. F. 


Profesor en el Teologádo Cordimariano de Zafra 


y 


veces citado, su larga serie de razones: “Ahora, juzgue cada cual por sí mismo, y decida y €s- 


oja con Imparciálidad y libertad.” (Loc. cit.) 
(60) DE ANGELIS SERAPHINUS: De Indulgentiis, 272. 
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RESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Se refiere la presente reseña a las disposiciones publicadas en el SEGUN- 
DO CUATRIMESTRE DEL AÑO 1953. 


INTERVENCIÓN DE ECLESIÁSTICOS EN ORGANISMOS DEL ESTADO 


Orden de 14 de febrero de 1953 (1). —Determina la composición de la 
Comisión Permanente del Patronato de Protección Escolar, instituido en el 
artículo 34 de la Ley de 19 de julio de 1944, mencionando entre sus com- 
ponentes a dos representantes de los colegios de la Iglesia, designados a pro- 
puesta de la Jerarquía eclesiástica. 

Decreto de 25 de abril de 1953 (2).—Establece una Junta de Conserva- 
ción Artística de Toledo, de la que forma parte un capitular de la Santa 
Iglesia Catedral, nombrado por la Jerarquía eclesiástica. 

Orden de 30 de abril de 1953 (3).—Dictada conforme a lo dispuesto en 
el artículo 5.” de la Ley de 16 de julio de 1949, precisa, en relación con las 
condiciones que han de reunir los Vocales natos de la Junta de Patronato 
de la Obra Pía de los Santos Lugares, que el Vocal 1.”, que es el Rector de 
San Francisco el Grande, de Madrid, será Vicepresidente de la Junta; el 
Vocal 5.” habrá de ser ex Procurador, ex Discreto español, ex Superior de una 
Comunidad franciscana española en Tierra Santa, o un religioso francisca- 
no procedente de los Colegios de Misiones de Santiago de Compostela o de 
Chipiona, que se estime ser experto en asuntos de Marruecos, y el Vocal 7.” 
será un religioso franciscano que haya prestado servicio en las misiones de 
Marruecos o proceda de uno de los Colegios de Misiones dichos y se estime 
ser experto en asuntos de Marruecos. Los mencionados Vocales 1.” y 5.' 
forman parte de la Comisión Permanente de la Junta. 

Decreto de 4 de mayo de 1953 (4).—Crea un Patronato para organizar 
los actos conmemorativos del VII Centenario de la Universidad de Sala- 
manca; en la Junta de Honor figura S. E. R. el Cardenal Primado, Presi- 


(1) “Boletín Oficial del Estado” de 5 de mayo de 1953. 
112) “Boletín Oficial del Estado” de 24 de mayo de 1053. 
(3) “Boletín Oficial del Estado" de 12 de junio de 1953. 
44) “Boletín Oficial del Estado" ide 23 de mayo de 1958. 
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dente del Consejo de Señores Obispos de la Pontificia Universidad Ecle- 
siástica de Salamanca; de la Comisión ejecutiva forma parte el señor Obis- 
po de Salamanca, Gran Canciller de la dicha Universidad Pontificia, y en 
la Junta local se incluye al Rector de la misma, al Maestrescuela de la Ca- 
tedral y al Decano de la Facultad de Teología del convento de San Esteban. 

Decreto de 22 de mayo de 1953 (5).—Constituye la Junta de Patronato 
de la Universidad Internacional “Menéndez Pelayo”, de Santander, men- 
cionando entre sus miembros al Rector de la Pontificia Universidad Ecle- 
siástica de Salamanca. 


CLERO CASTRENSE 


Ley de 17 de julio de 1953 (6).-—Establece que los capellanes que ac- 
tualmente prestan servicio en la Marina de Guerra con carácter provisio- 
nal ingresarán definitivamente en el Cuerpo Eclesiástico de la Armada, 
previa declaración de aptitud canónica, hecha por el Vicario General Cas- 
trense; las condiciones de empleo y escalafonamiento vienen determinadas 
en la Ley segün la fecha en que comenzaron a prestar servicios en la Armada, 


ASISTENCIA RELIGIOSA EN ORGANISMOS DEL ESTADO 


Orden de 6 de mayo de 1953 (7).—Aprueba el Reglamento del Instituto 
Nacional del Cáncer. En los artículos 30 al 35 de dicho Reglamento se re- 
gula el servicio de las Hermanas de la Caridad en la institución, distinguien- 
do las enfermeras y las administradoras, con su Superiora. En los artícu- 
los 36 al 38 se ocupa el Reglamento de los capellanes que ha de haber en el 
Instituto para la.atención espiritual de los enfermos y la administración de 
los Sacramentos; celebrarán diariamente en la Capilla del establecimiento la 
Santa Misa, visitarán a los enfermos, harán explicación de la Doctrina Cris- 
tiana y rezarán el Santo Rosario, asegurándose su permanencia en el esta- 
blecimiento por si son necesarios sus servicios urgentes. 


SANTOS PATRONOS 


Decreto de 5 de junio de 1953 (8).—Aprueba el Estatuto General de los 
Colegios Oficiales de Doctores y Licenciados en Filosofía y Letras y en 
Ciencias, los cuales, en el artículo 6.” de dicho Estatuto, se colocan bajo el 
patrocinio de San Isidoro, Doctor de la Iglesia. i 

(5) “Boletín Oficial del Estado de 27 de mayo de 1953. 
(6) “Boletín Oficial del Estado” de 19 de julio de 1953. 


(7) “Boletín Oficial del Estado" de 43 de mayo de 4953, 
(8) "Boletín Oficial del Estado" de 4 de julio de 1953. 
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Circular de la Dirección General de Administración Local, de 26 de ju- 
mio de 1953 (9).—Por ella se decide acceder a los deseos de los Cuerpos de 
Bomberos, de considerar a San Juan de Dios como Patrono de los mismos. 
La iniciativa se dice que ha partido del Cuerpo de Bomberos del Ayunta- 
miento de Barcelona, uniéndose a ella los de otros muchos ayuntamien- 
tos; el día 8 de marzo, festividad del Santo, se dispone que sea honrado 
anualmente por estos Cuerpos. 


Orden de 31 de julio de 1953 (10).—Aprueba el reglamento de los Co- 
legios de Secretarios, Interventores y Depositarios de la Administración 
Local, en cuyo artículo 4.” se ponen todos los Colegios bajo la advocación 
de la Santísima Virgen del Pilar, Patrona de dichos Cuerpos. 


Orden de 20 de junio de 1953 (11).—Autoriza la creación de una Aca- 
demia de Derecho por el S. E, U., en Santander, con el título de “San Rai- 
mundo de Penafort”. 


MATRIMONIO 


Orden de 10 de agosto de 1953 (12).—Dispone que el personal de los 
Ejércitos de Tierra, Mar y Aire, que ingrese en la Agrupación Temporal 
Militar para Servicios Civiles, en la situación de reemplazo voluntario o en 
ia de colocado, conforme a la Ley de 15 de julio de 1952, y que después 
de su baja en la correspondiente escala profesional y alta en la de com- 
plemento deseare contraer matrimonio, no precisa la licencia a que hace 
referencia la Ley de 23 de junio de 1941, aunque deberá notificar al Mi- 
nisterio de su Ejército el cambio de estado. 


Días FESTIVOS 


Orden de 27 de julio de 1953 (13).—Determina el calendario escolar 
de todos los centros dependientes del Ministerio de Educación Nacional, 
excepto los de Enseñanza Primaria, reconociendo las fiestas religiosas. 

Dahir de 18 de mayo de 1953 (14).—Fija los días festivos para la en- 
señanza marroquí, en sus distintos grados, incluyendo como tales deter- 
minadas fiestas religiosas musulmanas. 


A A 


(9) “Boletín Oficial del Estado" de 2 de jullo de 1953. 

(10) “Boletín Oficial del Estado" de 7 de agosto de 1953. 
(11) “Boletín del Movimiento" de 10 de julio de 1953. 

(12) "Boletín Oficial del Estado” de 20 de agosto de 1953. 
(13) “Boletín Oficial del Estado" de 9 de agosto de 1953. 
(14) “Boletín Oficià) de Marruecos” de 12 de junio de 1953. 
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Orden de 12 de mayo de 1953 (15).—Dispone que las enseñanzas de 
formación profesional obrera que actualmente se cursan en las Escuelas 
Salesianas de Artes y Oficios, de Madrid, tengan la misma validez acadé- 
mica y oficialidad que las que se realizan en centros similares regidos por 
Patronatos Locales de Formación Profesional. El de Madrid ejercerá sobre 
ellas una función inspectora para coordinar sus enseñanzas con las de los 
centros dependientes del Ministerio y tendrá participación en los Tribu- 
nales de exámenes. 

Orden de 25 de mayo de 1953 (16).—Determina los cursos y materias 
de las Escuelas Oficiales de Náutica y Máquinas, y al hacerlo incluye en 
cada uno de los tres cursos de Náutica y en cada uno de los dos de Ma- 
quinas una hora semanal de Enseñanza Religiosa. 


Decreto de 12 de junto de 1953 (17).—Concreta el detalle del nuevo 
plan de estudios del Bachillerato, conforme a los principios afirmados por 
la Ley de Ordenación de la Ensenanza Media, de 26 de febrero de 1953 (18); 
en todos los cursos, tanto en los cuatro del Bachillerato elemental como en 
los otros dos del Bachillerato superior, se incluye la asignatura de Reli- 
gión (artículos 1 y 2), dándose dos horas semanales para esta disciplina 
en.cada uno de esos cursos, excepto en el primero, en que tiene tres (Dis- 
posición final 1.*). 

Orden de 14 de julio de 1953 (19).—Fija la plantilla de profesores de 
la Escuela Naval Militar; en ella aparecen un Teniente Vicario de segunda 
y un Capellán segundo, del Cuerpo Eclesiástico de la Armada. 


Ley de 17 de julio de 1953 (20).—Contiene la ordenación de las ense- 
ñanzas de las materias mercantiles y económicas en las Escuelas de Co- 
mercio y Facultades universitarias de Ciencias Políticas, Económicas y Co- 
merciales. En su artículo 2.”, el Estado reconoce a la Iglesia, en esta ma- 
teria, sus derechos docentes, conforme a los sagrados cánones y a lo que se 
determine por acuerdo entre ambas supremas potestades. En su artículo 12 
. se establece que los profesores de formación religiosa de todos los centros 
oficiales de enseñanzas económicas y comerciales serán nombrados de acuer- 
do con las normas de carácter general vigentes y tendrán los mismos de- 


(15) “Boletín Oficial del Estado" de 49 de junio de 1953. 

(16) “Boletín Oficial del Estado" de 40 de junio de 1953. 

(17) “Boletín Cficial del Estado” de 9 de julio de 1953. 

(18) Ver REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, VIII (1953), págs. 580-581. 
(19) “Diario Oficial de Marina” de 15 de julio de 1953. 

(20) "Boletín Oficial del Estado” de 18 de julio de 1953. 
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rechos que los profesores de formación religiosa de los restantes centros 
de enseñanza oficial de igual grado. 

Decreto de 23 de julio de 1953 (21).—Contiene el régimen general de 
las Escuelas de Comercio; el grado de Perito Mercantil tiene cinco cursos 
y en todos ellos se incluye la asignatura de Religión; el de Profesor Mer- 
cantil comprende tres cursos y en el primero se incluye Religión, en el se- 
gundo Deontología y en el tercero Doctrina Social Católica (artículo ds) 
De los Tribunales de grado formará parte el profesor de Religión (artícu- 
lo 16) y sólo él calificará en esta materia (artículo 17). Los profesores de 
Religión de todas las Escuelas de Comercio serán nombrados por el Mi- 
nisterio de Educación Nacional a propuesta del Ordinario del lugar donde 
radique el centro (artículo 39) y formarán parte del claustro ordinario 
de la Escuela (artículo 58). En el horario que con carácter orientador se 
Ofrece en las disposiciones complementarias se fijan dos horas semanales 
para todas las asignaturas antes apuntadas, excepto para el primer curso 
de Religión, en que las horas son tres por semana. 


BIENES TEMPORALES ECLESIÁSTICOS 


Decreto de 12 de junio de 1953 (22).—Al ordenarse que se proceda a 
la formalización del Inventario General del Tesoro Artístico Nacional y 
darse normas para ello se dice (artículo 12) que cuando se trate de objetos 
propiedad de la Iglesia, el Estado procederá de acuerdo con las Autori- 
dades eclesiásticas competentes. 

Decreto de 12 de jumio de 1953 (23).—Da normas especiales para la 
transmisión de antigüedades y objetos de arte, haciendo la salvedad ex- 
presa, en su artículo 24, de que cuando se trate de objetos de propiedad 
de la Iglesia, el Estado procederá de acuerdo con la Autoridad eclesiástica 
competente, 

Orden de 16 de julio de 1953 (24).—En cumplimiento de lo dispuesto 
en el Decreto-Ley de 10 de julio de 1953, regula lo relativo al percibo de 
la gratificación extraordinaria concedida por dicho Decreto-Ley a los fun- 
cionarios del Estado; disfrutarán también de la gratificación, según se 
dice en la Orden, los eclesiásticos que perciban dotaciones con cargo al 
capítulo primero del Presupuesto del Ministerio de Justicia. Al considerar 
“así incluídos a estos eclesiásticos en los beneficios del Decreto-Ley hay que 


(21) “Boletín Oficial del Estado” de 15 de agosto de rne 
(22) “Boletín Oficial del Estado” de 1 de julio de bore 
(93) “Boletín Oficial del Estado" de 2 de julio de 1953. 
(24) “Boletín Oficial del Estado” de 17 de julio de 1953. 
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entender que también debe corresponderles el fijado en el artículo 4.” del 
mismo y que recibirán todos los años, a partir del ejercicio económico de 
1953, una paga extraordinaria en la cuantia que se determina. 

Ley de 17 de julio de 1953 (25).—Autoriza la cesión por el Estado, 
en usufructo y por un plazo de noventa y nueve afios, prorrogable tácita- 
mente por otros noventa y nueve, del antiguo Monasterio de Santa María 
de Poblet, a la Orden del Císter; crea, para cooperar en la conservación del 
Monasterio y ayudar a la Comunidad usufructuaria, un Patronato, com- 
puesto por representantes de las Autoridades eclesiásticas y civiles de Ta- 
rragona y de entidades protectoras o tutelares de la Comunidad cisterciense ; 
el Estado reconstruirá el Monasterio y la Orden del Cister lo conservará. 

Ha sido declarado monumento histórico la Capilla mayor y el retablo 
de Valdés Leal, de la iglesia del Carmen, de Córdoba (26). 


TIERRA SANTA 


Orden de 6 de junio de 1953 (27).—Declara que será patrocinada por 
los Ministerios de Asuntos Exteriores y Educación Nacional una expo- 
sición relativa a Tierra Santa, y contituye al efecto un Patronato, inte- 
grado por elementos de ambos Departamentos. 


JURISPRUDENCIA 


Sentencia de la Sala primera del Tribunal Supremo, de 14 de julio de 
1953.—En el caso de dos matrimonios contraídos por un mismo varón. 
durante la guerra, en zona roja, antes de la promulgación de la Ley de 12 
de marzo de 1938, derogatoria de la del Matrimonio civil, el primero, canó- 
nico, en 26 de abril de 1937, que no fué inscrito, y el segundo, civil, en 
28 de agosto de 1937, viviendo aún la mujer primera, y con hijos habidos 
en los dos, el Tribunal Supremo ha concedido a los hijos del segundo ma- 
trimonio, civil y contraído cuando existía ya el canónico, la condición de 
herederos del padre, en concepto de hijos legítimos, en concurrencia con 
los del primer matrimonio, canónico. Se formulan para ello en la sentencia 
dos argumentos. Por una parte, que al contraerse ese matrimonio civil toda- 
vía era el civil el único matrimonio admitido en nuestra legislación y no 
existía, pues, para aquél el impedimento de vínculo matrimonial anterior del 
número 5 del artículo 83 del Código Civil, por lo que ante los efectos que, 


(25) “Boletín Oficial del Estado" de 19 de julio de 1933. 
(26) “Boletín Oficial del Estado” de 6 de mayo de 1953. 
(27) “Boletín Oficial del Estado” de 8 de junio de 1953, 
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con carácter retroactivo, da la Ley de 12 de marzo de 1938 al primer ma- 
trimonio, el canónico, lo que habrá de aplicarse a los hijos del se- 
gundo, el civil, no será el artículo 51 del Código, sino el artículo 69 
del mismo, que por su carácter general comprende todos los casos de 
nulidad de matrimonio establecidos en el Código Civil por impedi- 
mentos dirimentes que no sean la nulidad concreta del artículo 51; y 
dicho artículo 69 dispone que al cónyuge que haya contraído matrimonio 
de buena fe le seguirán asistiendo, así como a sus hijos, todos los derechos 
civiles que del mismo se deriven, aun en el caso de que se declare la nulidad. 
Por otro lado, que a la misma conclusión lleva el principio “lex posterior ad 
priora trahi nequet”, en que se inspira la Ley de 12 de marzo de 1938, que 
declara nulos los matrimonios contraídos por personas comprendidas en el 
dicho núm. 5 del art. 83 del Código Civil, pero reconoce sus efectos civiles 
respecto a los cónyuges de buena fe y a sus hijos; principio también man- 
tenido por la Ley de 23 de septiembre de 1939, derogatoria de la del Di- 
vorcio, cuya disposición transitoria 4.' establece que los hijos nacidos de 
las uniones civiles contraídas por cónyuges divorciados, al disolverse tales 
uniones gozarán de la misma condición que tuvieran al ser declarada la 
disolución del matrimonio civil, y principio que inspiró igualmente las dis- 
posiciones transitorias de carácter general del Código Civil. 


Jost MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO 


Catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad de Madrid 
y Letrado del Consejo de Estado 
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LA TEORIA DEL SERVICIO PUBLICO 
COMO PUNTO DE ENCUENTRO PARA EL 
DIALOGO EN MATERIA DE ENSEÑANZA 


SUMARIO : 


I. LA TEORIA DEL SERVICIO PUBLICO. 
Proemio. 


1) El Estado, ordenamiento jurídico territorial soberano. 

Ordenamiento jurídico originario, n. 1.—Caracteres: libertad e independen- 
cia y limitación, n. 2.—Los fines del ordenamiento jurídico: ¿es posible su 
determinación concreta a priori?, n. 3—Los llamados entes políticos, n. 4.— 
Universalidad, no ilimitación, n. 5.—Intereses: sus clases, n. 6.—Funciones: le- 
gislativa, jurisdiccional, ejecutiva, administrativa, nn. 7-8.—Extensión de la 
potestad administrativa, n. 9. 


2) La formación de los servicios públicos: criterios. 

Policía, fomento y servicio público, n. 10.—Servicio dirigido al público, n. 14. 
Necesidad, interés y fin públicos, n. 12.—Caracteres: indivisibilidad, consolida- 
ción, n. 13.—Continuidad, n. 14.—Los fines extraeconómicos y los servicios pú- 
Dlicos: intereses interferentes con la soberanía, necesidad de evitar el fraude y 
el monopolio, n. 15.—La igualdad de la justicia distributiva, norma inspiradora 
de servicios públicos; gratuidad, n. 16. 


3) Elservicio público en sentido jurídico. 

Proceso formativo, n. 17.—Definición técnico-jurídica; elementos del servicio 
público, nn. 18-19.—Régimen jurídico especial, n. 20.—Modalidades que adop- 
ta, n. 21. —Servicio público y establecimiento de utilidad pública, n. 22.—Servicio 
público y servicio administrativo. La enseñanza, servicio público: aplicación de 
criterios, n. 23. 


IL. RELACION DE LOS ORDENAMIENTOS CANONICO Y CIVIL EN EL TE- 
RRENO DE LA ENSEÑANZA. 


1) Distinción y separación de los ordenamientos jurídicos. 

Distinción y separación, n. 24.—Limitación y conexión: sus formas, n. 25. 

A) EDUCACIÓN RELIGIOSA Y MORAL: Sus elementos, n. 26.—La educación rs- 
ligiosa y moral, función que monopoliza la Iglesia; ejercicio de la potestad de 
magisterio y de jurisdieción, n. 27 —Incorporación de la norma canónica al or- 
denamiento civil, n. 28. 
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B) EDUCACIÓN FÍSICA Y CIVIL: Canon 1.375: derecho de la Iglesia a fundar 
escuelas propias, n. 29.—Canon 1.376: erección canónica de Universidades y Fa- 
cultades católicas; la Constitución Deus scientiarum: organización de servicio 
público, n. 30.—El canon 1.375 no contiene organización de servicio público, n. 31. 


2) Conexión de los ordenamientos canónico y civil. 


El problema de la conexión en materia de enseñanza, n. 32.—Autonomía de 
los individuos y de los grupos contra monopolio, n. 33.—Servicios públicos y 
autonomía o libertad, n. 34.—El ordenamiento civil regula los efectos civiles 
de los estudios; el ordenamiento canónico regula los efectos canónicos. n. 35.— 
Cánones 1.375 y 1.376: distinción entre efectos civiles y efectos canónicos, n. 36. 
El ordenamiento canónico y las escuelas erigidas por la Iglesia, n. 37.—Conclu- 
sión, n. 38. 


Durante el presente año se han producido dos hechos de singular tras- 
cendencia en relación con la enseñanza y la educación; el primero de ellos, al 
comienzo casi del año, fué la ley de Ordenación de la Enseñanza Media, 
que ha venido a reformar la Ley anterior, de 1938, y el segundo, que tuvo 
lugar algunos meses después, ha sido la firma del Concordato entre la 
Santa Sede y España. 

La reforma de la ley de Enseñanza Media ha sido todo menos cosa 
fácil; desde que se entrevió la posibilidad de su reforma y duránte el pe- 
riodo de gestación de la nueva Ley, posiciones completamente divergentes 
a las que se pretendía haber llegado invocando los mismos principios y 
opiniones, no ya distintas, sino absolutamente encontradas y contrapues- 
tas, no siempre exentas de acrimonia, brotando en el mismo campo y a 
veces salidas de las mismas filas, constituyen un panorama a primera vista 
desconcertante y propicio a suscitar en los que lo contemplan confusión 
y desaliento. De esperar es que el Concordato, con su autoridad, producirá, 
entre otros efectos saludables, el de acallar las diferencias. 

El fenómeno apuntado, si bien por fortuna no se da todos los días, 
pero no es tampoco completamente nuevo. Sabemos bien que la doctrina 
concordataria pasó no hace tanto tiempo por un período de no menor con- 
fusión, y en torno al sistema de relaciones entre la Iglesia y el Estado, y 
más en particular sobre la separación, tampoco han faltado contradiccio- 
nes y discrepancias. 

Por ello nos ha parecido que sería tarea útil y provechosa buscar un 
terreno común de coincidencia, y con este deseo hemos dirigido nuestros 
pasos hacia un terreno estrictamente jurídico: la teoría del servicio pübli- 
co, en la esperanza de encontrar alrededor de ella una base común de diá- 
logo y de coincidencia. En la segunda parte del trabajo tratamos de poner 
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en relación los dos ordenamientos, el canónico y el civil, aplicando a escala 
reducida al problema de la educación y de la enseñanza los mismos prin- 
cipios estricta y rigurosamente jurídicos que a escala mayor rigen las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado, determinando la competencia real 
específica de una y otro. 

Puesto que el problema que abordamos es el mismo, lo diremos tam- 
bién con las mismas expresiones de S. LENER (1) al tratar recientemente 
de las relaciones entre la Iglesia y el Estado: “Es nuestra intención, colo- 
cándonos en un terrgno absolutamente objetivo e imparcial, ofrecer al 
lector los argumentos más idóneos para resolver en justicia la cuestión 
sometida a examen. Ahora bien, el primer orden de consideraciones que 
se presenta en el terreno propio de la justicia—la cual distingue entre mio 
y tuyo para dar “a cada uno lo suyo”— , nos trasporta ya de por sí fuera 
del piélago de las ideologías sobre la tierra firme de la ciencia jurídica”. 


L LA TEORIA DEL SERVICIO PUBLICO 


En una u otra forma y con planteamientos diversos, la noción y el 
tema del servicio público aparecen esencialmente ligados al concepto de 
ente político, idea ésta que se halla a su vez contenida implicitamiente en 
cualquiera formulación correcta de la noción de Estado. Descubrir y ana- 
lizar por orden de mayor a menor jerarquía la trabazón que liga entre si 
los conceptos de ordenamiento jurídico originario, de ente político y de 
servicio público, he aquí el objetivo de la primera parte del presente es- 
tudio. 


1) El Estado, ordenamiento jurídico territorial soberano 


1. Partimos aquí de la noción institucional del Estado como “orde- 
namiento jurídico territorial originario o soberano”, y siendo lo propio y 
característico de todo ordenamiento jurídico originario el no derivar su 
vigencia de otra voluntad o autoridad humana superior, o, lo que es lo mis- 
mo, de otro ordenamiento jurídico positivo, es claro que cualquiera orde- 
namiento jurídico que se proclame a sí mismo originario tiene que afirmarse 
y modificarse por sí mismo; es decir, que determina por sí mismo con 
plena libertad e independencia el contenido material de su actividad, tanto 
por lo que atañe a los fines concretos que se propone realizar, como en lo 


(1) Lo Stato moderno e la moltiplicità degli ordinamenti giuridici, en “La Civilta Cattolica” 
(1946), vol. IV, p. 247. 
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que toca a los medios que se han de emplear para el logro y consecución 
de aquéllos. 

Pero sentar, como lo hacemos, la libertad e independencia del ordena- 
miento jurídico originario, en cuanto éste se afirma y se modifica por sí 
mismo, no equivale a afirmar la ilimitación o la arbitrariedad, Así como 
la libertad propia de la persona humana consiste en la facultad propia del 
hombre de determinarse a sí mismo racionalmente, en orden a los bienes 
e intereses que caen dentro de los fines de la vida humana, de la misma 
manera la libertad e independencia propias del ordenamiento jurídico ori- 
ginario consisten en la facultad inherente al mismo de determinarse por 
sí, no de cualquier manera, sino racionalmente, objetivamente, en confor- 
midad con su propia naturaleza; es decir, con pleno acatamiento a las 
exigencias objetivas, tal como vienen determinadas por la adecuación y 
proporción, tanto física como moral, entre los intereses que constituyen 
eí fim a conseguir y los medios de que se dispone para el logro y realiza- 
ción de aquél. 

Todo esto se halla implícitamente afirmado y, por eso mismo, conte- 
nido de modo real y positivo en el concepto y en la estructura del Estado 
como ordenamiento jurídico. “Ordenamiento jurídico”, expresión profun- 
da y reveladora de.que el simple hecho asociativo se convierte en un hecho 
plenamente humano en el sentido más alto, o sea en un hecho plenamente 
racional y voluntario, aunque no siempre rigurosamente libre. Ordena- 
miento, como ordenación de un grupo humano, comprende y abarca estas 
dos cosas: lo primero, dar vida a una serie o sistema de normas contenien- 
do los criterios necesarios para resolver los problemas concretos que plan- 
tea la actividad social, y eso de modo tal que quede plenamente salvaguar- 
dada una doble exigencia sustancial: de una parte, la mutua solidaridad de 
los miembros en orden al fin social y a la actividad y cooperación de los 
miembros del grupo, y de otra, la inviolabilidad de la libertad y la autono- 
mía de los mismos dentro del grupo. 


Pero no es eso sólo; en segundo lugar, el ordenamiento envuelve la obe- 
diencia de los individuos y la sujeción de los elementos integrantes del gru- 
po a las normas establecidas, sujeción que, aun siendo absolutamente nece- 
saria, puede actuarse espontáneamente en algunos casos, pero que la mayo- 
ría de las veces necesita del oportuno aparato coactivo, dando así lugar a 
tipos diversos de ordenamiento. 


2. El concepto y la estructura del Estado moderno, en cuanto orde- 
namiento jurídico, especifican la naturaleza del poder y determinan sus mis- 
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mos limites. El poder entrañado en todo ordenamiento jurídico originario 
se define como la competencia en la elección o selección del criterio orde- 
nador del grupo y de los medios adecuados para su realización, mas no una 
competencia cualquiera, sino competencia suprema, en cuanto que determi- 
nándose a sí misma excluye cualquiera otra voluntad exterior determinan- 
te, pero de ninguna manera quiere decir competencia incondicionada o ili- 
mitada. Y la razón por la cual no puede ser ilimitada la voluntad determi- 
nante del ordenamiento jurídico es porque la autonomía de los individuos 
y de los grupos sociales inferiores integrados en la unidad superior del Es- 
tado no puede ser desconocida o suprimida por éste sin destruir su misma 
esencia moral y sin renegar la propia naturaleza de ordenamiento jurídico. 
Lo que distingue al Estado de un campo de concentración, por más que éste 
pueda alcanzar dimensiones y organización de un Estado, es el carácter 
esencialmente moral de aquél, que se constituye necesariamente como orde- 
namiento jurídico, mientras que el campo de concentración, aun el mejor 
organizado y el más férreamente disciplinado, no será nunca un ordena- 
miento jurídico, sino negación antinatural de la personalidad humana y vio- 
«ación y atropello de su dignidad, así en sus manifestaciones individuales 
como en las sociales. 

De esta manera el carácter esencialmente moral entrañado en la ideá de 
ordenamiento jurídico, a la vez que especifica y determina la naturaleza del 
Estado, constituye el verdadero límite de su poder y actúa a un tiempo como 
limite formal de la libertad e independencia, cualidades en que se resuelve 
la soberanía, y como límite material de la potestad suprema. En este punto 
están de acuerdo todas las escuelas, desde las posiciones iusnaturalistas hasta 
la más moderna doctrina general del Derecho, pasando por las missas 
escuelas positivistas en sus varias formulaciones del Estado de derecho. 

Una vez sentado lo que precede sobre la naturaleza y los límites propios 
del ordenamiento jurídico, segün los cuales no le es posible a éste, ni siquie- 
ra en cuanto ordenamiento originario, evadirse de aquella esfera esencial- 
mente moral que le contiene y le limita, a no ser dándose muerte a sí mismo 
en una especie de suicidio moral; ahora volvamos la atención sobre el cam- 
po de acción y los movimientos que dentro de aquella esfera alcanzan la li- 
bertad e independencia del ordenamiento jurídico. 


3. He aquí la primera conclusión: cualquier ordenamiento jurídico 
autónomo, al determinar por sí mismo la materia o materias que forman el 
contenido de su actividad, lo hace tomando como base los intereses intima- 
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mente relacionados con los fines que se propone y habida cuenta de los me- 
dios que tendrá a su alcance para el logro del fin propuesto. Pero falta en 
cualquier ordenamiento juridico positivo un principio absoluto capaz de con- 
tener los criterios materiales universalmente válidos para determinar en 
cada caso los intereses en que se concreta y especifica hic et nunc el bienes- 
tar social, así como los medios a mano en cada coyuntura para cólmar el 
vacío o desproporción existente entre las necesidades públicas y el fin social. 

No es nuevo, sino muy viejo, el empeño de determinar los bienes e in- 
tereses que constituyen el fin o fines del Estado. En la portada misma de 
su libro La Política, ARISTÓTELES escribe ya: “la asociación de muchos 
pueblos forma un Estado completo, que llega, si puede decirse así, a bas- 
tarse absolutamente a sí mismo, teniendo por origen las necesidades de la 
vida, y debiendo su subsistencia al hecho de ser éstas satisfechas... bastarse 
a sí mismo es a la vez un fin y una felicidad" (2). Desde entonces la clásica 
expresión aristotélica ha tentado siempre al ingenio humano y de tiempo en 
tiempo le ha llevado a tratar de determinar y sistematizar los fines y los 
objetivos del Estado (3). 


(2) Libro I, c. T. 


(3) Santo TOMÁS, siguiendo al Estagirita, nos dice que el hombre, como animal naturalmente 
toclal y político, se congrega en sociedad con otros hombres “para vivir bien”, cosa imposible 
de lograr si los hombres vivieran aislados unos de otros. Distingue luego el Angélico tres grados 
o escalones en la comunidad: la casa o familia, la ciudad y el reino. “La comunidad formada 
por la ciudad contiene las cosas que son necesarias para la vida del hombre: de manera que es 
comunidad perfecta en cuanto a las cosas absolutamente necesarias.” “El segundo requisito de 
la cludad—escribe—es que tenga suficiencia por sí misma, o sea que se baste a sí misma. Por- 
que en la aldea no se encuentran todas las cosas necesarias para la vida de los sanos y de los 
enfermos; pero en la ciudad sí que se encuentran todas las cosas necesarias para la vida. 

La tercera comunidad es el reino, que es la comunidad consumada, pues donde y mientras 
existe temor a los enemigos, una ciudad sola no puede subsistir por si; por consiguiente, por 
razón del temor a los enemigos es necesaria la comunidad de muchas ciudades, que forman un 
reino.” 

Para SANTO Tomás, pues, la vida social se escalona según estos pasos: 1) la tendencia final 
que impulsa al hombre a vivir en sociedad es la aspiración de “vivir bien”, “es decir, según la 
virtud”; 2) entonces puede decirse que los hombres viyen bien cuando se bastan a sí mismos: 
Dastarse a sí mismo es un fin y una felicidad; 3) solamente en la paz y en la seguridad social 
se torna perfecta la suficiencia que consiste en la posesión de las cosas necesarias para la vida 
humana. 


He aquí ahora cómo sistematiza uno de nuestros escritores actuales el contenido del bien 
eomun temporal. 


El bien común, dice, se resume en una conditio tácita y en cuatro valores principales y es- 
yecÍficos. 

Consiste la conditio tácita en el respeto al fin último del hombre y a su congruente activi- 
dad religiosa, ya que si en el fin de la comunidad temporal y naturàl no puede estar inserta la 
procuración a los hombres de su último y sobrenatural destino, pero sí tiene que estarlo como 
conditio tácita el respeto a ese último y sobrenatural destino y a la congruente actividad rell- 
giosa. : 

Los valores que integran el bien comun, enumerados por orden de primacfa, son los si- 
guientes: 1.° La justicia, valor determinante de los derechos naturales permanentes e inmuta- 
bles de las personas de toda fndole, así como de su coordinación objetiva y de sus derivaciones 
directas e inmediatas. 2.2 La seguridad del orden comunal. La seguridad comunal, como un afia- 
dido y un quid posterius a la justicia, rebasa el orden público y la legítima defensa comunal, 
y se dirige a enmarcar en un adecuado acondicionàmiento institucional las garantías de los jus- 
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La doctrina generalmente sostenida hoy en los tratados de Filosofía mo- 
ral repone el fin del Estado en la prosperidad pública temporal, subordina- 
da al fin último de los miembros de la comunidad; y según la misma, la 
tutela del orden jurídico constituye el elemento primario de la prosperidad 
pública, al paso que la procuración y abundancia relativa de los bienes, tan- 
to espirituales como corporales, es considerada como elemento secundario 
de la prosperidad o felicidad temporal pública. 

Según se echa de ver, la tesis anterior, al igual que otras semejantes que 
distinguen entre fines permanentes y fines históricos, o entre fines exclusi- 
vos y fines concurrentes del Estado, constituyen tipos más o menos afortu- 
nados de clasificación formal de los fines y de la actividad del Estado, pero 
no atacan el problema de su determinación material, de la objetivación in- 
dividual y cuantitativa de los fines e intereses que el Estado deba propo- 
nerse y realizar en cada momento. 


El único principio abstracto que cabe formular en esta materia consiste 
precisamente en la falta o negación de tales criterios materiales capaces de 
determinar a priori los intereses concretos, así como tampoco los medios que 
hayan de constituir el objeto de la actividad social. Más aún, es precisamen- 
te esa imposibilidad de determinación material lo que especifica y califica al 
ordenamiento jurídico autónomo entre los entes denominados políticos. 


4. Se denominan entes políticos, según escribe S. Romano, los entes 
de fines generales, esto es, aquellos entes que, proponiéndose bienes o fines 
que en un momento determinado tienen que ser precisos y circunscritos, 
pero son tales que pueden en un momento posterior proponerse fines distin- 
tos sin cambiar por eso de naturaleza. A diferencia de los entes especiales 
que se constituyen con una finalidad específicamente determinada y perfecta- 
mente individualizada, por ejemplo, una sociedad comercial, una institución 
de beneficencia, y para los que un cambio del fin social significaría la trans- 


$os derechos de los miembros de la comunidad, la eficiencia de las justas diferencias atribuclo- 
aales y funcionales que deban subsistir y la estabilidad y permanencia del orden jerárquico es- 
#ablecido. 3.9 La utilidad económica comunitaria. Con esta expresión se pretende denotar la vir- 
tud potenciadora de la comunidad no solamente in actu primo, sino también in actu secundo, 
es decir, realizada en la mejor cobertura de las necesidades económicas de la comunidad, no 
s:mplemente como saeta que apunta al blanco, sino como diana efectivamente alcanzada, resul- 
sado logrado por la actuación de la virtud potenciadora de la comunidad. 4.2 La eficiencia mo- 
ral comunitaria. Trátase de orientar la virtud potenciadora de la comun:dad hacia un resultado 
ético, hacia un propósito de mejoramiento moral de los hombres por vía comunitaria. 

La justicia, como valor radical y básico del bien común, antecede jerárquicamente a los otros 
wes; la seguridad comunal, servidora de la justicia, precede a su vez a la utilidad económica 
y ala eficiencia moral comunitaria. Y entre los valores fructuales, la utilidad económica, si bien 
anterior en el tiempo, pero debe aparecer subordinada a la eficiencia moral. De este modo la 
paz queda subsumida bajo los cuatro valores como obra conjunta de todos y no de uno solo. 
Véase J, Lannaz: La meta de dos revoluciones (Madrid, 1946), pp. 137-140. 
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formación de su naturaleza, los entes de fines generales se caracterizan por 
el hecho de que la esfera de su actividad se extiende en potencia a una serie. 
indefinida de intereses, no en el sentido de que los abarque todos a la vez 
colectivamente, lo que no sería posible, pues el carácter limitado de la acción 
y de la cooperación sociales imponen necesariamente la limitación concreta 
de sus objetivos, sino «en cuanto que el ordenamiento jurídico puede en un 
momento dado sustituir otros intereses a los anteriormente escogidos y pro- 
curados por el mismo ordenamiento jurídico. 

Ejemplo típico, típico decimos, no único entre los entes de fines genera-. 
les es el Estado, el cual, en expresión del mismo escritor, “puede proponer- 
se cualquier fin, pero sin que haya un fin que deba proponerse necesaria- 
mente, por lo que no resulta posible conocer cuáles son los que se propone 
y cuáles los que excluye en un momento dado si no es trayendo a colación 
todo el conjunto del ordenamiento jurídico” (4). 


No es posible, pues, formular un principio abstracto que contenga los 
criterios materiales determinativos de la voluntad del ordenamiento jurídi- 
co en relación con esos fines e intereses particulares; y no lo es, de una parte 
porque el Estado, como sociedad completa—en otros términos, como ente 
político—bajo la denominación de bien común comprende y abarca la tota- 
lidad genérica del bien humano, sin excluir de antemano ninguna entre las 
clases o especies de bienes naturalmente convenientes al hombre, a diferen- 
cia de las sociedades incompletas, entes de fines especiales, que contraen su 
fin y, por consiguiente, el objeto de su actividad, a una clase particular de 
bienes, con exclusión de las demás especies que integran la totalidad del bien 
humano en su consideración genérica o global. De otra parte, es claro que 
esa misma totalidad genérica o universalidad del bien verdaderamente hu- 
mano no puede ser asequible toda entera simultáneamente, del mismo modo 
y por la misma razón que la limitación de las necesidades de alimentación y 
la consiguiente capacidad limitada del estómago impone al hombre una can- | 
tidad limitada de alimentos y, además, por razón de aquella limitación cuan- 
titativa, le obliga a escoger o elegir un número reducido de ellos entre la 
variedad indefinida de manjares: aquellos que pueda procurarse en cada 
momento, los que prefiera o los que mejor le sienten en cada caso. 


5. No hay, por tanto, que confundir la universalidad o totalidad de 
los fines concretos del Estado con su ilimitación; y viceversa, al combatir 
la ilimitación de los fines del Estado no se niega por eso la universalidad o 


(4) S. ‘ROMANO: 


i Principii di Diritto costituzionale generale (Milano, 1947), p. 53, n. 9; 
PAS D s 
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generalidad de aquellos con su consiguiente indeterminación. Consiguien- 
temente, la generalidad o universalidad del fin del Estado, como distinta y 
opuesta a la ilimitación, no quiere decir que sea misión del Estado regular 
todas las relaciones sociales, ni siquiera bajo el pretexto de actuar la jus- 
ticia abstracta o ideal. Muy al contrario, la realidad nos muestra que exis- 
te una parte considerable de vínculos o relaciones sociales que escapan al 
ordenamiento jurídico; son las materias jurídicamente irrelevantes, que el 
Estado se abstiene de regular, no las toma en consideración, y por ello el 
ordenamiento jurídico respecto de ellas no establece poderes, ni derechos, 
ni obligaciones. 


6. Si consideramos ahora las materias que entran en la esfera del or- 
denamiento jurídico, se dividen en tres grandes grupos o categorías. Cons- 
tituyen el primer grupo los llamados fines inmediatos del Estado, o sea 
aquella serie de intereses que el ordenamiento jurídico se propone satisfacer 
por sí mismo, bien con su propia actividad o por medio de otros entes que 
revisten el carácter de auxiliares suyos. Ejemplos de estos fines e intereses 
son, entre otros, las relaciones internacionales, la defensa incluso militar 
del territorio, la seguridad pública, la administración financiera, la satis- 
facción de múltiples necesidades físicas, económicas, morales e intelectua- 
les de la población; en una palabra, todos aquellos intereses que el Estado 
se propone satisfacer por sí mismo o por medio de entes especialmente des- 
tinados a ese objeto y cuya actividad, según veremos, puede ser organizada 
en concurrencia con otros entes y personas o también monopolisticamente. 


Pertenecen al segundo grupo o categoría aquellos intereses que el orde- 
namiento jurídico no los considera como directamente suyos porque son ob- 
jeto directo de la actividad de otros sujetos o entes distintos del Estado y 
de sus auxiliares. Su procuración o satisfacción no constituye un interés di- 
recto del Estado, por lo mismo que es objeto directo de la actividad de otros; 
pero esto no quiere decir que el Estado no tenga en ellos ningún interés di- 
recto distinto del de su procuración o satisfacción. E] Estado tiene en ellos 
y sobre ellos, como interés directo primordial suyo, el de regularlos con 
normas objetivas y el de tutelar su ejercicio en los límites que el ordena- 
miento los considera lícitos y les otorga su protección. Esta amplia zona o 
categoría de intereses que el Estado, por no considerarlos como intereses 
propios suyos, confía o abandona a la autonomía de los individuos y de 
los grupos, forma el campo de la actividad privada, en contraposición a la 
actividad pública; y en ella el ordenamiento jurídico tiene como misión suya 
la de determinar la esfera y el contenido de la autonomía, trazando sus lí- 
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mites, y la de asegurar y proteger el ejercicio de la misma en el ámbito re- 
conocido por el ordenamiento jurídico. 

Junto a los dos anteriores existe otro tercer grupo o categoría de mate- 
rias jurídicamente relevantes que, de un lado, no constituyen fines inmedia- 
tos del Estado, y de otro, tampoco representan intereses directos de la auto- 
nomía privada; se trata de intereses, por así decirlo, meramente objetivos e 
impersonales, en cuanto que al no emanar de una actividad perfectamente 
individualizada y dirigida a un fin concreto y específico, son simple crea- 
ción del ordenamiento jurídico, el cual confía su tutela al poder público, de 
regla general al poder judicial. Pertenecen a este grupo de intereses ciertos 
poderes punitivos del Estado, al igual que una gran parte del Derecho pro- 
cesal, y su tutela se ejerce en nombre de la ley o de la justicia, ya que lo que 
directamente pretende el ordenamiento jurídico al tutelarlos no es la satis- 
facción de un interés particular y concreto del Estado o de la autonomía, 
sino simplemente la observancia de la ley y el cumplimiento del Derecho 
como requisito previo y condición general del interés colectivo. 


7. Veamos ahora cómo desarrolla el ordenamiento jurídico sus -fun- 
ciones sobre los expresados grupos de intereses o materias jurídicamente 
relevantes. 

Empleándose el término "función" para designar los poderes que se 
ejercen para la tutela de un interés de otro o de un interés objetivo, la fun- 
ción pública, como forma superior de la actividad del Estado, denota la ma- 
nifestación o el ejercicio de una potestad pública en cuanto expresión de la 
plena capacidad jurídica del Estado, o sea de la soberanía. 

Entre los poderes o funciones del Estado ocupa lógicamente el primer 
lugar la función legislativa, la cual tiene por objeto la constitución de aque- 
lla parte del ordenamiento jurídico que halla su expresión en disposiciones 
preventivas, en normas o preceptos de observancia obligatoria, tanto para 
el Estado como para los demás sujetos en el desarrollo de su actividad. No 
se pierda de vista, sin embargo, que, cuando la ley regula previamente, or- 
dena o dispone, permite o prohibe una actividad cualquiera, el Poder pú- 
blico no trata inmediatamente de satisfacer un interés concreto o un grupo 
de intereses, sino que la regulación preventiva de ciertas relaciones, según 
viene establecida por la ley, constituye un quid prius a aquella satisfacción, 
y tiende directamente a hacer jurídicamente posible o necesaria su satisfac- 
ción por los sujetos a los cuales ella confía la procuración directa del inte- 
rés protegido, 

La función jurisdiccional, expresión técnica para designar la potestad 
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judicial, en cierto modo no es más que el desarrollo de la función legislati- 
va, concretada y circunscrita a un caso singular, o sea la aplicación de la 
ley a un caso particular entre personas determinadas. Fin esencial y prima- 
rio de la función jurisdiccional es la defensa del derecho objetivo; por eso 
se ejerce siempre en interés de la ley, y así como a la función legislativa co- 
rresponde la constitución del ordenamiento jurídico, su tutela en los casos 
particulares es lo que constituye el objeto de la potestad judicial, incluso 
cuando la potestad jurisdiccional actúa para la protección de los derechos 
subjetivos. 


Frente al carácter en cierto modo abstracto y general que es propio de 
las funciones legislativa y jurisdiccional, la función ejecutiva se caracteri- 
za por el desarrollo de una actividad concreta e individualizada que se orde- 
na directamente a la obtención de los fines e intereses inmediatos del Esta- 
do. Llámase función ejecutiva no sólo porque se desenvuelve siempre den- 
tro de los límites trazados por el ordenamiento jurídico—límites que cir- 
cunscriben igualmente la autonomía privada—, sino porque correspondien- 
do de regla general al ordenamiento jurídico señalar, por lo menos en abs- 
tracto y de manera genérica, los bienes y los fines que el Estado debe pro- 
ponerse obligatoriamente, es natural que la potestad directamente encami- 
nada a la realización inmediata de aquellos fines se distinga por su carácter 
predominantemente práctico y ejecutivo. 

Sin embargo, la naturaleza ejecutiva de esta función no incluye, ni mu- 
cho menos, que sea la suya una actividad constantemente vinculada; al con- 
trario, el mayor número y las más importantes de sus actividades se carac- 
terizan por la libertad de determinación de los órganos a los que correspon- 
de el poder ejecutivo. 

Son actos propios de la función ejecutiva: a) determinar en particular 
los bienes que constituyen intereses inmediatos del Estado; b) ordenar la 
actividad y disponer los medios adecuados y proporcionados para la satis- 
facción de aquellos intereses; c) realizar y desempeñar por sí o por sus Ór- 
ganos auxiliares las más diversas actividades materiales, de cualquiera índo- 
le que sea, técnica o no, y de cualquiera naturaleza, solamente con que se 
trate de actividades sancionadas por el ordenamiento jurídico y que sean 
aptas para la procuración y satisfacción de los intereses en relación con los 
fines inmediatos del Estado. 


8. Según una opinión bastante difundida, la función ejecutiva se iden- 
tificaría con la función administrativa, y así no sólo se usa frecuentemente 
esta última expresión para definir simplemente la potestad ejecutiva, sino 
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que se llega hasta definir la Administración como la función pública que 
ocupa el tercer lugar junto a las funciones legislativa y jurisdiccional. 


Sin embargo, esto no es exacto; la Administración es parte de la función 
ejecutiva, pero no es toda la función ejecutiva, sino parte sólo de ella. 


Además de la Administración, la potestad ejecutiva comprende la acti- 
vidad denominada política o de gobierno, es decir, aquella actividad de or- 
den superior que se refiere a la dirección suprema y general del Estado 
como un todo complejo y unitario. La Administración, por el contrario, 
como lo indica su mismo nombre, derivado de “minister”, se desenvuelve 
en una esfera subordinada al poder político o de gobierno, y objeto o ma- 
teria suya son los negocios de interés general o de utilidad pública en cierto 
sentido usuales y corrientes, en contraposición a los actos políticos o de go- 
bierno, que se refieren a los asuntos de interés político. La Administración, 
pues, o la función administrativa, es aquella parte de la función ejecutiva 
que ski refiere a intereses públicos especiales o a grupos de tales intereses; 
es decir, a intereses particularmente circunscritos y determinados. 

De las actividades anteriormente señaladas a la función ejecutiva, la 
función administrativa se concentra principalmente en el punto tercero, o 
sea en el desenvolvimiento y ejecución de actividades materiales diversas 
en relación inmediata con los fines e intereses del Estado. Pero el predo- 
minio no arguye exclusividad, ni mucho menos, pues las manifestaciones 
de la potestad ejecutiva resultan extraordinariamente variadas, tanto desde 
el punto de vista de las formas que adoptan sus actos como en relación con 
el contenido de los mismos. 

Amplísima facultad de iniciativa politica y de gobierno—potestad po- 
lítica y de gobierno—, poder de emanar disposiciones normativas más o 
menos generales de carácter práctico y ejecutivo —instrucciones y órdenes 
comunicadas—, de hacer concesiones y de efectuar denegaciones y prohi- 
biciones particulares—órdenes y resoluciones—, de determinar eficaz- 
mente a los demás tanto a realizar actividades concretas preceptivas como 
a abstenerse de aquellas otras que resulten individualmente prohibidas 
—ejercicio del poder de imperio y de la potestad coercitiva—y, finalmente, 
de realizar por sí mismo el Estado o por sus Órganos auxiliares toda clase 
de actividades de naturaleza diversísima en orden a la satisfacción de los 
intereses directos del Estado para sus fines inmediatos; todo ese conjunto 
de actividades, de funciones y de poderes tan diversos y variados que se 
entrecruzan y que en parte se compenetran integran la potestad ejecutiva. 
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9. A diferencia de lo que acontece con la potestad legislativa y juris- 
diccional, que generalmente se exteriorizan en actos típicos y perfectamente 
determinados, la potestad ejecutiva, por el contrario, se manifiesta en alto 
grado rebelde a cualquier intento de clasificación completa, resistencia que 
se debe en gran parte al hecho de que mientras aquellas funciones se expre- 
san siempre en actos jurídicos perfectamente definidos, el poder ejecutivo, 
sobre todo en lo que a la función administrativa se refiere, al lado de la 
actividad jurídica propiamente dicha desenvuelve y desarrolla una serie va- 
riadisima de actividades materiales de naturaleza semejante a la actividad 
privada, y estas actividades, solamente por razón del sujeto y de la forma 
en que emanan, pero no por su contenido, es posible reducirlas al orden de 
actividades jurídicas. De aquí se deriva otra consecuencia no menos impor- 
tante, a saber: que mientras la constitución y la tutela o defensa del orde- 
namiento jurídico constituyen, respectivamente, el fin y el objeto inmediato 
de las funciones legislativa y jurisdiccional, para la potestad ejecutiva, en 
cambio, el ordenamiento jurídico, más que un fin, constituye el límite que 
circunscribe el campo de sus fines, y si la actividad jurídica es ciertamente 
una forma o modus operandi universal, pero en sí mismo considerado el 
Derecho, como actividad jurídica propiamente dicha, no es sino un medio, 
importantísimo, sí, pero uno más al lado de otros medios técnicos, físicos, 
económicos, intelectuales y morales para la obtención de los fines inmedia- 
tos del Estado. 

Sirviéndonos de una semejanza o analogía podemos decir que, así como 
existen en la Iglesia tres potestades distintas entre sí, que contienen otros 
tantos medios adecuados, aunque parciales, para la obtención de los fines 
propios de aquélla: la potestad de magisterio, encaminada a salvaguardar 
la unidad de fe y de doctrina; la potestad de santificación, que por los sa- 
cramentos se dirige a producir la gracia y las virtudes, y la potestad de ré- 
gimen y de gobierno, esencial a la Iglesia en cuanto instituída por Jesucristo 
como sociedad jurídicamente perfecta de orden sobrenatural; y así como 
las cosas y los actos propios de la potestad de magisterio y de santificación, 
sin perder su propia naturaleza específica, vienen ordenados y reglamenta- 
dos por la potestad de jurisdicción, en su condición de medios aptos para el 
fin de la Iglesia—canon 726—, de la misma manera que lo son otras cosas 
o actividades, cual los lugares y los tiempos sagrados y los bienes tempora- 
les; así también, en el orden temporal y terreno, actividades materiales de 
toda indole, sin perder su propia naturaleza física, técnica, económica, inte- 
lectual y moral, son a su vez ordenadas y disciplinadas por la potestad eje- 
cutiva, y más concretamente por la potestad administrativa, en su condición 
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de medios aptos para la obtención de los fines y de los intereses inmediatos 
del Estado. Nos encontramos ante un caso de aplicación de la doctrina de 
la justicia legal, que se denomina también general porque objeto de la mis- 
ma pueden ser los actos de cualesquiera virtudes, siempre que sean necesa- 
rios y, como tales, exigibles en orden al bien común de la sociedad. Asi, 
también, objeto propio de la potestad administrativa son no sólo los actos 
directamente jurídicos, sino todo el conjunto de medios y de actividades 
adecuadas para la procuración y mantenimiento de la paz, de la seguridad 
y del orden público interior y exterior, así como cualesquiera actividades 
físicas, económicas, técnicas, intelectuales y morales aptas y adecuadas para 
la satisfacción y procuración de los respectivos bienes e intereses. En con- 
secuencia, la distinción y la consiguiente separación entre actividad de tutela 
jurídica y actividad social o de fomento no parece de mayor trascendencia, 
puesto que, como dejamos dicho más arriba, la defensa o tutela del orde- 
namiento jurídico, tomado éste en su acepción estricta, es función peculiar 
que realiza la potestad jurisdiccional de manera casi exclusiva; pero si el 
ordenamiento jurídico se entiende en sentido amplio, como forma universal 
de la actividad racional del Estado, entonces la actuación o el modus ope- 
randi es siempre y necesariamente actividad jurídica, cualquiera que sea el 
objeto material o contenido de su actividad y, por consiguiente, la defensa 
o tutela de la actividad jurídica, así entendida, se identifica con la realiza- 
ción completa del ordenamiento jurídico como actividad total del Estado. 


2) La formación de los servicios públicos: criterios 


10. Hemos afirmado reiteradamente que no es posible hacer una enu- 
meración a priori de las finalidades específicas del Estado que determinen 
de manera exclusiva su actuación. Sin necesidad de acudir a la Historia 
para comprobar la variación en los bienes e intereses concretos que, según 
las épocas, han constituído los fines particulares del Estado y del Derecho, 
sería menester cerrar los ojos a la evidencia para no advertir cómo crece de: 
día en día el número de bienes cuya procuración los ciudadanos demandan 
y reclaman del Estado, y cómo éste, en consecuencia, tiene que enfrentarse 
cada vez con más fines que cumplir, tanto que el fin del Estado se nos apa- 
rece como un fin en blanco, y la felicidad temporal o el bienestar social, 
como expresión de aquel fin, se nos ha convertido en simple concepto for-- 
mal de contenido grandemente indeterminado y variable. 

Rellenar de contenido ese concepto y determinar los bienes concretos. 
y los intereses específicos determinativos del fin en blanco es tarea histó- 
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rica que el Estado tiene que acometer en cada período y en cada país en 
función de la extensión e intensidad de las necesidades públicas y de los 
medios sociales que la comunidad puede movilizar hic et nunc para la sa- 
tisfacción de aquellas necesidades y el logro de los respectivos fines, bien 
entendido que, cuando por virtud de la acción reflexiva del Estado se pro- 
duce la armonía profunda y duradera entre los medios realmente existentes 
en el dominio de la actividad jurídico administrativa y los fines u objetivos 
que a sí mismo se traza el Estado, tal como se concretan en la formación y 
en la efectiva satisfacción de las necesidades públicas, entonces y solamente 
entonces puede decirse que la proporción de los medios con el fin engendra 
aquella armonía intima entre bienes e intereses que se traduce en el bien- 
estar social. 

Según una división hasta ahora tradicional, en la actividad administra- 
tiva se distinguen tres especies o categorías: policía, fomento y servicio pú- 
blico. Inicialmente la policía abarcaba la actividad completa y total del poder 
público; pero desde la formación y expansión del Estado absoluto se distin-* 
guen ya dos clases de actividad: la policía y el fomento. La policía, según 
la máxima “ius politiae dicitur cura avertendi mala futura”, se define como 
la actividad pública encaminada al apartamiento de los males y peligros 
contra el buen orden y la seguridad pública, en tanto que al fomento admi- 
nistrativo pertenece—“promovendae salutis cura”—la actividad encamina- 
da directa e inmediatamente a procurar los bienes que integran el bienes- 
tar social o el bien común temporal, caracterizándose la actividad de po- 
licía frente al fomento por la nota de discrecionalidad y de coerción. 

Posteriormente el auge incesante de los fines estatales propulsado por 
el desarrollo enorme de las necesidades públicas (5) hizo surgir una tercera 
categoría con la noción de servicio público. En efecto, si es cierto que la 
alteración positiva de las necesidades públicas, en el sentido de su creci- 
miento indeclinable en extensión e intensidad, constituye la causa más pro- 
funda de la expansión de los fines del Estado y del aumento de su activi- 


(8) iLas necesidades, expresión ésta que se usa para designar la sensación O deseo de um 
tin, se satisfacen con bienes, o sea con cosas que por razón de su conveniencia con la natura- 
Jeza del ser en cuestión, resultan aptas para colmar o llenar una determinada necesidad o UR 
grupo de necesidades. La necesidad, pues, no es tanto el fin en sí cuanto su materialización 
u Objetivación concreta, el objetivo particular y específico al cual se dirige la actividad admi- 
nistrativa con el empleo de medios adecuados a su satisfacción, alcanzando así con ello un fim 
de interés público. Mientras el bien expresa simplemente la aptitud o utilidad de una cosa para 
un fin, el interés denota la particular relación de la persona que experimenta una necesidad 
eon el bien que la satisface, o sea la utilidad particular y específica de un bíen concreto fane 
ja persona que siente la necesidad que puede ser efectivamente satisfecha con el expresado biem. 
La necesidad, pues, no se confunde con el fin, y el servicio tampoco se confunde con la Be 
sicad; el servicio se refiere siempre a la organización y al desarrollo de los medios adecua pe 
para la satisfacción de las necesidades, y esta satisfacción conduce a su vez a la obtención de 
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dad, no lo es menos que una despersonalización y homogeneidad progresiva 
de necesidades en otro tiempo individuales parecen determinar fatalmente 
su transformación en necesidades generales y públicas, produciendo con 
ritmo igualmente acelerado el aumento y expansión de los servicios hasta 
un grado tal que el Estado simple productor de seguridad está a punto de 
ser reemplazado y absorbido por el Estado productor de servicios públicos, 
e incluso por el Estado productor de bienes económicos. 


11. El servicio dirigido al público.—En la práctica, siempre que se 
habla de servicios públicos se hace referencia a una serie de actividades so- 
bre las cuales no cabe duda: ferrocarriles, correos y telégrafos, alumbra- 
do, etc., y, en cambio, raramente se incluye entre los servicios públicos la 
Justicia civil y nunca la penal. Partiendo, pues, de estas nociones usuales y 
seguras observamos que en ellas nunca se hace mención de las cualidades y 
atributos especiales de la persona o ente del cual emana la actividad pro- 
ductora del servicio, y que es únicamente el hecho de estar siempre dirigido 
al público como tal lo que califica al servicio como público. El adjetivo “p - 
blico", como calificativo del servicio, se refiere no al sujeto que realiza la 
actividad constitutiva del servicio, sino al destinatario de la expresada acti- 
vidad; y por público se entiende no una persona o un grupo determinado 
de personas, sino la colectividad toda entera, considerada en su aspecto 
fluctuante e indeterminado de individuos. 


El servicio dirigido al público, tal como lo venimos esbozando, com- 
prende tanto los servicios que están en manos de entes públicos, como 
otros que son prestados por los particulares. Es evidente, sin embargo, que 
el simple hecho de dirigirse al público no puede ser bastante para caracteri- 
zar una prestación cualquiera como servicio público en sentido técnico-jurí- 
dico, ya que tanto las actividades de producción como de distribución orga- 
nizadas en la empresa privada, que constituye la forma típica organizativa 
de la Economía, proveen al mercado y, por tanto, se dirigen al público 
como tal. 

Antes de seguir adelante, digamos que tampoco es posible aplicar la 
idea de servicio público a la entera actividad del Estado; al contrario, el 
servicio público se refiere solamente a la actividad administrativa, con ex- 
clusión de las otras funciones anteriormente descritas—legislativa, juris- 
diccional y ejecutiva, en su aspecto politico—; más aún, no abarca siquiera 
toda la actividad administrativa, sino que se contrae sólo a algunos aspectos 
parciales de la misma. Generalmente, la doctrina distingue el ejercicio de 
las funciones públicas de la actividad propia de los servicios públicos. Mien- 
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tras que la función pública, según hemos dicho, constituye siempre ejerci- 
cio de soberanía, o sea de la potestad pública o politica—legislativa, juris- 
diccional, ejecutivo-administrativa—, el contenido de los servicios públicos, 
por el contrario, se refiere a actividades materiales de índole variadísima, 
bien sean físicas, económicas, técnicas, o intelectuales y morales, activida- 
des que se ponen a disposición de los particulares—unas veces uti universi 
y Otras uti singuli—, para ayudarles a conseguir sus propios fines. 


De esta manera, fuera de los servicios públicos, quedan no solamente 
las funciones legislativa y jurisdiccional, sino una porción grandísima de 
la función ejecutiva, es decir, todo lo que no es actividad administrativa, e 
incluso una parte considerable de esta última. En efecto, la actividad ad- 
ministrativa puede proponerse los siguientes objetivos: a) la organización 
jurídica objetivo-subjetiva del ente administrativo; b) ordenar y disponer 
los medios necesarios para el funcionamiento de la estructura administra- 
tiva; c) asegurar el orden jurídico y la seguridad social en las relaciones 
internas y la seguridad en las externas; d) proporcionar utilidad a los 
particulares, bien de orden jurídico o bien de orden económico-social, en 
relación con la satisfacción de las necesidades múltiples de índole física, 
económica, intelectual y moral, mediante los servicios de transporte, ver- 
bigracia, de alumbrado, de telecomunicación, o por los servicios de educa- 
ción y de sanidad, etc. Pues bien, de todo este cúmulo de actividades, si 
bien es cierto que, en un sentido amplio, se incluyen a veces en la noción 
de servicio público las actividades de tutela y de seguridad jurídicas; pero 
en su sentido técnico-jurídico la expresión “servicio público” se reserva 
exclusivamente para designar la actividad dirigida a procurar utilidad a los 
particulares, tanto la utilidad de orden jurídico como la de orden econó- 
mico-social. 

Tomada, pues, en el sentido de utilidad, tanto jurídica como econó- 
mica, la expresión "servicio püblico" comprende dos categorías de activi- 
dad: la primera actividad, dirigida a procurar utilidad a los individuos en 
general y considerados uti universi, en cuanto que no hay posibilidad de 
distinguir la cantidad de utilidad particular que cada ciudadano recibe del 
servicio en cuestión, mientras que la segunda se dirige a procurar una uti- 
lidad individualizada y específica a los ciudadanos considerados uti singuli 
y, como tal, individualmente mensurable. Pero esto no obstante, en uno y 
otro caso el servicio público, como tal, tiene que proponerse siempre la 
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tutela de los intereses públicos, es decir, que la prestación objeto del ser- 
vicio tiene que dirigirse a un fin de utilidad pública colectiva (6). 


I2. Necesidad, interés y fin públicos.—Vienen asi a enlazarse intima- 
mente los conceptos de necesidad pública, de interés público y de fin de 
utilidad pública. El problema está en saber qué es lo que diferencia los 
fines e intereses públicos de los privados y en discriminar cuándo una ne- 
cesidad es simplemente privada y cuándo reviste carácter público. 

No pretendemos trazar aquí el esquema completo de los caracteres que 
confieren categoría de pública a una necesidad, sino suministrar algunos 
criterios de orientación para descubrir la naturaleza pública de las necesi- 
dades y, por consiguiente, también de los fines e intereses. 


I3. a) La indivisibilidad.—La indivisibilidad de un fin, interés o ne- 
cesidad es cualidad que denota carácter público. Las necesidades sentidas 
generalmente por los particulares uti universi y no simplemente uti singuli 
deben calificarse como públicas, en cuanto que el fin, bien o interés al cual 
se dirigen. lo es de todos en conjunto—uti universi—, y, de otra parte, 
no pueden ser satisfechas por los particulares en partes alícuotas mensu- 
rables y determinadas, como lo son, v. gr., las necesidades económicas, ge- 
neralmente sentidas por todos, y en las cuales cada uno obtiene una parte 
alícuota determinable del fin, bien o interés, 

En efecto, existe todo un conjunto de servicios, v. gr., los de defensa 
y de policía, que por su misma naturaleza e índole técnica no pueden ser 
prestados solamente a algunos ciudadanos aislados, sino que tienen que ser 

restados a todos indistintamente; son los servicios técnicamente indivi- 
sibles, en los cuales resulta imposible determinar la cuantía o proporción 
en que cada uno en particular se beneficia del servicio. Estos servicios 
técnicamente indivisibles son completamente distintos de aquellos otros ser- 
vicios que satisfacen necesidades generales, experimentadas universalmente 
por todos o por la mayoría de los miembros de la comunidad, v. gr., la 
necesidad de pan, de agua, de vestidos, etc., pero en los cuales resulta po- 
sible determinar la cuantía que corresponde a cada uno en el reparto del 
bien o servicio en cuestión. La concurrencia en una misma prestación de 


un fin indivisible o de un servicio público indivisible con bienes privados 
da lugar a combinaciones diversas (7). | 


(6) F. GARRIDO FALLA: Sobre el Derecho administrativo y sus ideas cardinales, en “Revista 
te Administración Pública”, 3 (1952), pp. 42-44. j 


(7) Cuando en una relación jurídica concreta tiene preponderancia el interés privaao, se 
produce el precto cuasi privado que se forma con arreglo a las reglas del mercado. Tal es el 
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b) La consolidación.—Los economistas señalan la consolidación co- 
mo la otra característica que, junto con la indivisibilidad, discriminan y 
especifican los servicios públicos en sentido propio o técnico, de los que lo 
son por razones más o menos fortuitas y accidentales. Entendemos aquí 
por servicios públicos propios o técnicos aquellos bienes que, sin constituir 
estrictamente funciones públicas y, como tales, reservadas por naturaleza 
a la soberanía, su organización está confiada al Estado y no puede ser de- 
sempeñada exclusivamente por los particulares en simple régimen de em- 
presa privada. 


Si la necesidad denota siempre una privación sentida por el hombre, 
consiguientemente a la sensación de necesidad se desencadena un proceso 
tendente a procurarse un bien apto para satisfacer la necesidad experi- 
mentada, y este proceso es lo que recibe el nombre de servicio. Tal es el 
mecanismo ordinario de las necesidades y de los servicios encaminados a 
su satisfacción. Pero existen necesidades que por su misma naturaleza de- 
ben ser satisfechas preventivamente, es decir, antes de que los ciudadanos 
experimenten la sensación dolorosa de su privación; y esto porque si para 
satisfacerlas hubiera que esperar a que los ciudadanos sintieran la ausen- 
cia de los bienes en cuestión y reclamasen su prestación, sería ya demasia- 
do tarde para satisfacer aquella necesidad. Si los ciudadanos tuvieran que 
experimentar la falta de seguridad pública para demandarla, sería señal 
de que no pueden salir a la calle sin peligro de la vida, porque antes se 
habrían apoderado de aquélla los malhechores, y entonces la demanda de 
seguridad llegaría demasiado tarde, cuando la sociedad sería ya víctima de 
la anarquía, y el Estado resultaría impotente para asegurar la paz pública. 


Cuando un Estado se encuentra bien organizado y cumple sus fines, 
los ciudadanos no sienten la necesidad de demandar los bienes o servicios 


caso de los productos de los montes públicos que se venden a preclo de mercado. Sin embargo, 
el objeto primordial de la posesión de montes públicos no es, no debe ser, tanto un fin de lu- 
ero cuanto el fin de interés público que radica en su conservación, con objeto de evitar los 
daños gravisimos de carácter colectivo que acarrea la destrucción de los montes. En otros ca- 
sos prevalece el fin o interés general, de carácter indivisible, aunque concurriendo con él en 
una relación particular exista también un fin privado y, como tal, individwalizable y divisible. 
Es lo que sucede, v. gr., en los ferrocarriles que, además de la necesidad o demanda particular 
de viajar y de remitir mercancías, proveen a la finalidad común e indivisible de fácilitar la de- 
fensa nacional por el fomento de las comunicaciones en una zona estratégica del territorio, 
La parte del costo que atiende al fin indivisible se cubre con los ingresos de la colectividad 
como tal, o sea con impuestos, en tanto que los usuarios del servicio satisfacen por su parte 
divisible precios inferiores al costo total, que reciben el nombre de precios políticos. 
Semejante, aunque no idéntico, es el caso de las contribuciones especiales, que tienen lugar 
cuando la satisfacción de una.necesidad general común a todos, e indivisible, como es, verbi- 
gracia, la apertura de calles en una población, la construcción de carreteras, de puentes, etc., 
proporciona simultáneamente una ventaja, mejora O incluso una plus valía individualizable y 
mensurable a cosas y a personas determinadas, y por razon de esas particulares vee alvia 
ples se les impone la carga de sufragar parcial o totalmente la obra o mejora de utilidad pública. 
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que satisfacen las necesidades consolidadas, precisamente porque estan 
satisfechas y atendidas de un modo preventivo, Tal es el caso, ademas de 
la seguridad pública, de la sanidad y de la higiene, pues en muchos dasos 
las enfermedades no podrían combatirse o, por lo menos, se combatirian 
con mucha mayor dificultad después que el mal ha surgido. De ahí que se 
deba prevenir su aparición implantando los servicios de sanidad y de hi- 
giene, para impedirla. En términos generales se puede decir que si para 
un determinado servicio falta la demanda activa por parte de los ciudada- 
nos, resultando, por tanto, ilusorio pensar que el servicio en cuestión pue- 
da ser prestado por la empresa privada, y, sin embargo, la necesidad de 
tal bien o servicio es universalmente admitida, de tal manera que la no 
satisfacción acarrearía un descontento serio y seria considerada como gra- 
vemente dañosa para los ciudadanos, habituados a considerar la prestación 
del expresado bien o servicio como un derecho adquirido o como algo con- 
natural con una vida humana digna y decorosa, tal como hoy se concibe, 
no cabe duda que en este caso nos encontramos ante un servicio püblico 
propio o técnico, 

El nümero de estas necesidades nuevas o, por lo menos, sentidas de 
una manera nueva, y que llevan consigo la indivisibilidad y la consoli- 
dación, crece de día en día, por lo que mucho más interesante que hacer 
una enumeración taxativa de los servicios püblicos dotados de los carac- 
teres de la indivisibilidad y de la consolidación—cosa, por otra parte, 
bastante difícil—, resulta interesante suministrar la norma o criterio vá- 
lido para discriminar cuándo un servicio determinado entra a formar en 
el grupo de los servicios püblicos propios o técnicos y cuándo se trata de 
servicios püblicos no técnicos, llamados también políticos, en cuanto que 
su calificación depende de los fines que al organizarlos se proponen los 
gobernantes, o sea la facultad de imperio del Estado. 

Enumeremos ahora algunos de los criterios considerados generalmente 
como justificativos de la constitución de los diversos servicios püblicos no 
éenicos o políticos. 

14. c) La continuidad.—También la continuidad es considerada como 
cualidad que confiere a un bien o interés el rango de fin o interés de utili- 
dad püblica. Existen, en efecto, multitud de necesidades que por los bienes 
e intereses que procuran no admiten interrupción en su satisfacción, y hay 
bienes que sin constituir fines directos del Estado, sino simples intereses de 
los ciudadanos, no pueden, sin embargo, sufrir interrupción si no es con 
grave dafio de la colectividad y con detrimento del bien comün o del orden 
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público. Tales son, por ejemplo, los servicios de comunicaciones postales, 
telegráficas, etc, Pero hay, además, otros bienes o servicios en los cuales 
la continuidad se manifiesta bajo una forma diferente; son aquellas pres- 
taciones de bienes o servicios que, aun pudiendo estar normalmente con- 
fiada su producción a la actividad económica privada, pero que tampoco. 
pueden sufrir interrupción por no ser acumulables ni sustituíbles sus pro- 
ductos. Un gran número de industrias, acaso la mayoría, producen objetos: 
acumulables; pero hay otros productos que no son acumulables; así, por 
ejemplo, la energía eléctrica o el servicio de ferrocarriles no son acumula-, 
bles; por eso la interrupción de la producción de la fuerza motriz o del fun- 
cionamiento del servicio ferroviario puede producir trastornos gravísimos 
e insuperables. 


La indivisibilidad y la continuidad suelen concurrir también en la pres-, 
tación de aquellos bienes y servicios que, por su carácter oneroso, los par- 
ticulares por sí mismos no se decidirían nunca a establecerlos, a pesar de. 
su necesidad; y esto porque la iniciativa privada, que se mueve por el esti- 
mulo del lucro, normalmente sólo acomete aquellas obras de las que espera 
obtener una ganancia, de manera que a no ser en circunstancias extraordi- 
narias no se puede exigir a los particulares que tomen a su cargo aquellas 
prestaciones o servicios—cualquiera que sea su naturaleza—en los. cuales 
no haya una esperanza fundada de que en plazo más o menos largo los 
ingresos serán suficientes para compensar los gastos de manera perma- 
nente. 


I5. Los fines extraeconómicos y los servicios públicos.—Si, como de- 
cimos, no se puede pedir a los particulares la prestación permanente de 
bienes o servicios onerosos, que no resulten compensados económicamente, 
el Estado, por el contrario, sí que debe tomar a su cargo la prestación de’ 
esos bienes o servicios onerosos. Pero, ¿de cuáles y en qué medida? 

En relación con el carácter oneroso de ciertos servicios está la obten- 
ción de fines extraeconómicos, los cuales casi siempre son por su natura- 
leza bienes o intereses públicos. Fuera del cuadro de las funciones públicas 
no resulta fácil determinar los bienes e intereses públicos por su objeto o 
contenido concretos; al contrario, es más bien la noción que se forme del 
bien o interés público como aquello que es conveniente al Estado o a la 
colectividad lo que califica el objeto o materia de un bien o interés como 
público o no público. 

Ahora bien, teniendo el Estado moderno subsistencia y sustantividad 
propias en el orden moral y jurídico, es evidente que tiene que haber toda 
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una serie de bienes e intereses que le convienen al Estado, como hay otra 
serie de cosas que no le convienen, y entre los que le convienen, unos que 
son más necesarios y otros que son menos necesarios. Pero es claro que 
necesidad o conveniencia, en orden al Estado, se han de entender siempre 
con relación al fin político del mismo, o sea de los fines así particulares 
como generales, en función del fin total del Estado, tal como viene deter- 
minado concretamente por la conciencia colectiva como resultante de las 
aspiraciones e ideales de los ciudadanos y del tenor de vida material y es- 
piritual de los individuos y de los grupos sociales. No es necesario añadir 
que integrando esos fines extraeconómicos están los fines de cultura, de 
defensa o seguridad, de sanidad, de unidad de la nación y otros muchos más, 


Intereses interferentes con la soberanía.—Hay algunos, sin embargo, 
que merecen mención propia y especial; y entre ellos, en primer término, 
los intereses que se interfieren en el campo de la soberanía. Existen indus- 
trias o actividades, por ejemplo, las industrias de armamentos y navales, 
que técnica y económicamente pueden desarrollarse sin inconveniente en 
régimen de empresa privada; pero que por su misma naturaleza tienden a 
constituir enormes intereses privados, con peligro constante de contrapo- 
sición con el interés nacional y público, así como de mediatización de los 
órganos de gobierno y de la soberanía misma del Estado. Entregadas a la 
iniciativa privada, las grandes factorías de armamentos terrestres, navales 
y aéreos, por su extraordinaria complejidad técnica y por el enorme volu- 
men de capitales que movilizan, tienen necesidad de encargos permanentes 
para subsistir económicamente, Pero como los únicos clientes posibles de 
tales industrias son los Estados, el aumento de la fuerza de unos cambia 
automáticamente la proporción de fuerzas en relación con los otros; de ahí 
que un aumento en los encargos de armamento de un Estado determine casi 
fatalmente el aumento en los encargos de otros Estados para restablecer la 
proporción. De donde resulta que algo tan fundamental como la política 
militar y los gastos de armamentos de los Estados no serían determinados 
libremente por la soberanía del Estado, sino que se verían influidos en la 
sombra por la iniciativa irresponsable e interesada de poderosas industrias 


privadas, atentas a incrementar sus ganancias o, por lo menos, a no sufrir 
pérdidas (8). 


(8) Esta interferencia de los intereses económicos en la órbita propia de la soberanía del 
Estado, llevada a términos de extrema gravedad y amplitud por el novísimo capitalismo, ha sido 
¿enunciada como un peligro máximo para el Estado por el Papa Pío XI en la Encíclica Quadra- 
gessimo anno en los siguientes términos: “Salta a la vista que en nuestros tiempos no se acu- 
mulan solamente riquezas, sino se crean enormes poderes y una prepotencia económica despó- 
tica en manos de muy pocos... A su vez esta concentración de riquezas y de fuerzas produce 
tres clases de conflictos: la ducha, primero, se encamina a alcanzar ese potentado económico; 
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Necesidad de evitar el fraude y el monopolio.—Vemos todos los días 
que la concurrencia entre las diversas empresas productoras de bienes o ser- 
vicios tiende a rebajar el precio de un bien o producto a expensas de su ca- 
lidad, por medio de adulteraciones o de falsificaciones. Se trata, como es 
notorio, de un fraude que ha existido en todos los tiempos y del que en mu- 
chos casos puede defenderse por sí mismo el público. Pero cuando el fraude 
constituye un peligro para los consumidores, entonces el Poder público tie- 
ne el deber de intervenir, y lo hace, generalmente, por simples medidas de 
policía, sin necesidad de suprimir la empresa privada. Hay, sin embargo, 
casos en los que, de una parte, el público es incapaz de defenderse por sí 
mismo y las medidas de policía resultan insuficientes, y, de otra parte, el 
fraude reviste tal peligrosidad social que la única manera de evitar sus fu- 
nestas consecuencias consiste en ia instauración de la empresa o del servi- 
cio público. Es el caso, por ejemplo, de la acuñación de moneda, confiada 
en otro tiempo a los particulares y que, para evitar los inconvenientes gra- 
vísimos que para la vida económica se derivaban de las falsificaciones, mo- 
dernamente se ha reservado al Estado en todas partes. 

Semejante a la necesidad de evitar el fraude es el caso del monopolio. 
Toda empresa privada que se ejerce en régimen de monopolio de hecho en 
el proceso de formación de los precios se aparta necesariamente del precio 
de libre concurrencia, que se determina, como es sabido, por el costo más 
bajo. La empresa monopolistica, por el contrario, se orienta indefectible- 
mente hacia un precio típico, llamado de monopolio, y que consiste no en el 
precio máximo o mínimo, sino en el precio de máximo rendimiento, es de- 
cir, en el nivel al cual la empresa obtenga la máxima ganancia. Por eso, en 
la hipótesis de que no sea posible acabar con el monopolio de hecho, la úni- 
ca solución consiste en trasformar la empresa privada en empresa püblica, 
con precios también püblicos y, por tanto, distintos del precio de mono- 


polio. 


fuego se inicia una fiera batalla a fin de obtener el predominio sobre el poder püblico y, con- 
siguientemente, de poder abusar de sus fuerzas e influencia en los conflictos económicos; final- 
mente se entabla el combate en el campo internacional.” Y entre las consecuencias funestas de 
esta dictadura económica señala el Pontífice “los daños gravisimos que han nacido de la con- 
fusión y mezcla lamentable de las atribuciones de la autoridad pública y de la economla, y 
valga como ejemplo uno de los más graves, la caída del prestigio del Estado, el cual, libre de 
todo partidismo y teniendo como único fin el bien común y la justicia, debería estar erigido 
en soberano y supremo árbitro de las ambiciones y concupiscencias de los hombres... Es im- 
prescindible—termina diciendo el Papa—que la libre concurrencia, contenida dentro de límites 
razonables y justos y, sobre todo, el poder económico, estén sometidos efectivamente a la auto- 
ridad pública en todo aquello que le está peculiarmente encomendado” (Colección de Encicticas, 


pp. 487-488). 
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16. La igualdad de la justicia distributiva, norma inspiradora de ser- 
vicios públicos. —A la justicia distributiva pertenece hacer el reparto de los: 
bienes comunes entre los ciudadanos. Por tanto, la prestación de bienes y 
servicios encaminados a la satisfacción de necesidades sentidas universal- 
mente por todos los ciudadanos y que ellos no podrían satisfacer indivi- 
dualmente por sí mismos tiene que atemperarse necesariamente a las reglas 
de la justicia distributiva, la cual ordena atender en primer lugar a la uti- 
lidad pública, y en segundo término observar una justa proporción o igual- 
dad entre los ciudadanos como miembros de la comunidad, en lo que atañe, 
a la prestación de bienes o servicios públicos. - 


Ahora bien, estas dos reglas de la justicia distributiva: la utilidad pu- 
blica y la debida igualdad entre las partes que integran la sociedad, pueden 
obligar y de hecho obligan al Estado a organizar como servicio público uni- 
tario la prestación o distribución de ciertos bienes que los particulares pres- 
tarían sólo parcialmente allí donde obtuvieran un lucro o ganancia, sin aten- 


der a la utilidad pública y con olvido de la justa proporción o igualdad en- 
tre los ciudadanos (9). 


(9) Tal es el caso, por ejemplo, del servicio postal. Ninguna dificultad técnica o económica 
impide que el servicio de correos, de telégrafos y de teléfonos esté confiado a empresas priva- 
das, e incluso es muy probable que éstas lo desempeñaran mejor que la empresa pública. Así, 
por ejemplo, la distribución de correspondencia en el interior de las grandes ciudades podría 
verificarse ¡por las empresas con mayor rapidez y quizá a precios más reducidos que los actuales. 
Pero es evidente que las empresas privadas prestarían el servicio alli donde produjera una ga- 
„ancia, pero no entre una ciudad y un pueblo de montaña o entre núcleos pequeños de pobla- 
ción, en los cuales la correspondencia que se recibe y se expide es muy reducida, con lo que 
sucedería que mientras en unos sitios el servicio postal sería perfecto y baratísimo, una parte 
consideráble del país se quedaría sin el servicio de correos y no habría un servicio uniforme: 
organizado en todo el territorio. 

En cambio, el Estado puede tomar a su cargo el servicio de correos, organizándolo con ca- 
rácter unitario para todo el país, incluso allí donde el servicio se hace con pérdidas, las cuales 
son ampliamente compensadas con las ganancias que produce el servicio en otros sitios donde 
con gastos muy reducidos se obtienen grandes ingresos por el volumen de la correspondencia 
que se distribuye. Caso es éste, como vemos, en el que el Estado viene obligado a organizar el 
servicio en régimen de monopolio para atender convenientemente a la utilidad pública, que exige 
la unidad y la uniformidad del servicio, y a la justa proporción o igualdad entre las diversas 
partes del territorio nacional, proporcionando servicio tan importante lo mismo a los núcleos 
pequefios y remotos que a los grandes centros urbanos. 

En otros casos el Estado asume la prestación de un servicio determinado al público, pero en 
lugar de hacerlo en régimen de monopolio, como en el ejemplo anterior, monta el servicio en 
régimen de simpie empresa pública en concurrencia con las empresas privadas. Tiene esto lu- 
gar, principalmente, en aquellos servicios que, satisfaciendo necesidades divisibles y sentidas 
universalmente por todos los ciudadanos, técnica y económicamente pueden ser atendidas por 
empresas privadas; pero que, bien sea ¡por insuficiencia o incapacidad. de éstas, bien por lo H- 
mitado de Ja concurrencia entre ellas, de hecho el servicio resulta insuficientemente atend:do 
y no se presta en las necesarias condiciones de eficacia y de economía, por resultar à costes 
demasiado altos. Es el caso de los puestos reguladores de mercaderías establecidos por el Po- 
der püblico para evitar la especulación y rebajar los precios. 

Obsérvese, sin embargo, que la intervención de la Administración en una esfera de activida- 
des como ésta, que puede llenar igualmente o mejor la iniciativa particular de los ciudadanos, 
Solamente está justificada por razones transitorias, las cuales, además, tanto por su naturaleza 
como por la eficacia misma del servicio público, tienden a desaparecer. Así, cuando el estable- 
cimiento de una empresa pública en concurrencia con las empresas privadas pretende poner 
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La gratuidad.—Algunos escritores, como HAURIOU y otros, consideran 
incompatible con la noción de servicio público, cualquiera que sea la activi- 
dad por el mismo regulada, la intención de lucro; el servicio público, dicen, 
se establece sin ánimo de lucro, o lo que es lo mismo, no se organiza ni des- 
empeña para obtener una ganancia, sino para la satisfacción de necesidades 
públicas. Y, en efecto, si los llamados servicios públicos técnicos o propios, 
por los caracteres de indivisibilidad y consolidación de las necesidades que 
satisfacen, son generalmente gratuitos—la gratuidad y la generalidad son 
dos propiedades de los servicios técnicos o propios—, en los demás servicios 
públicos, y de manera especial en los que procuran la satisfacción de nece- 
sidades divisibles de los ciudadanos, nada impide que se perciban tasas o 
precios que pueden variar, según los casos, desde el precio cuasi privado 
hasta el precio político, pasando por el precio público, 


3) El servicio público en sentido jurídico 


17. "Tratemos ya de determinar la noción concreta y las acepciones dc' 
servicio público, a la vez que formulamos su definición estrictamente juri- 
dica. 

En la formación de cualquier servicio público es conveniente distinguir 
tres momentos: 1) El primer momento, que es como el punto de arranque 
de todo el proceso, tiene lugar cuando una determinada necesidad pública o 
una necesidad de interés general es sentida con tal intensidad y de tal ma- 
nera por la colectividad, que su satisfacción es considerada como una exi- 
gencia, y suficiente, por tanto, para provocar la acción del Estado estable- 
ciendo el servicio adecuado a su satisfacción. 

2) Después viene el segundo momento, en el cual el ordenamiento ju- 
rídico reconoce y declara el carácter público de la necesidad en cuestión, 
haciendo objeto o contenido de su actividad la satisfacción adecuada de la 
misma; semejante decisión constituye la creación del servicio público. 

3) En el tercer momento el ordenamiento jurídico formula las reglas 
generales según las cuales se desenvolverá la prestación del servicio por la 


«oto a una elevación de precios, debida a la incapacidad técnica o a la limitación de la concu- 
rrencia entre los particulares, la eficacia del servicibo consiste precisamente en que la empresa 
pública concurrente consiga forzar a las empresas privadas á su renovación técnica para producir 
más barato, 0, de lo contrario, quedarán automáticamente eliminadas del mercado. 

Digamos, finalmente, que juristas y economistas están concordes en admitir que la simple 

ibilidad de obtener ingresos o de desempeñar una industria no es motivo que Justifique 
el establecimiento de la empresa pública con el consiguiente servicio püblico. Aunque esto tam- 
poco equivale à desconocer las enormes posibilidades de actividad industrial que las técnicas 
modernas imponen a la actividad administrativa del Estado en orden a procurar el progreso 


económico de la nación. 
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aplicación conjunta o separada de la actividad de ciertas personas y la uti- 
lización de ciertos bienes o recursos bajo el control del poder administra- 
tivo; es lo que constituye la organización del servicio. 

Según esto, el servicio público en sentido material, o sea en cuanto ma- 
teria, objeto o contenido de la actividad del ordenamiento jurídico, expre- 
sa los fines concretos del ente público, es decir, el conjunto de bienes e in- 
tereses, así jurídicos como sociales, que el ordenamiento jurídico se propo- 
ne satisfacer por sí mismo o por órganos auxiliares suyos. 

El servicio público en sentido formal se contrae a significar el organis- 
mo u órganos concretos que constituyen el medio idóneo dependiente de la 
Administración para la prestación de los servicios püblicos en sentido ma- 
terial. 

El servicio público, pues, tomado en su acepción formal; es público : 

a) Por razón del bien o interés que procura; b) en cuanto la prestación 
del servicio va dirigida al público, o, lo que es ló mismo, se dirige por igual 
e indistintamente a todos los que lo soliciten con derecho, y c) es también 
público por razón del sujeto que efectúa la prestación, en cuanto éste o for- 
ma parte de la Administración como órgano suyo o actúa como auxiliar 
suyo para la prestación del servicio; en la primera hipótesis le cuadraría me- 
jor la denominación de servicio administrativo que no la de servicio pübli- 
co simplemente. 


I8. Definición técnico-juridica.—Hauriou define el servicio público 
como “organización pública de poderes, de competencias y de costumbres 
que asume la función de prestar al público en forma regular y continua un 
servicio determinado dentro de un sentido de policía en su acepción ele- 
vada” 


a) La organización pública de poderes denota el organismo compuesto 
de personas que se hallan ligadas entre sí por leyes, reglamentos y costum- 
bres en orden a la gestión o prestación concreta del servicio; b) servicio di- 
rigido al püblico, es decir, a todos por igual con igualdad de proporción, sin 
que pueda ser excluído de la prestación del servicio nadie que tenga derecho 
o que reúna las condiciones previstas en la norma organizadora del servi- 
cio; c) en forma regular y continua; la regularidad significa que el órga- 
no gestor del servicio no es libre de prestarlo o no prestarlo, sino, al contra- 
rio, es obligatoria su prestación en las condiciones de regularidad o de con- 
tinuidad establecidas en la ley organizadora del servicio ; d ) servicio público, 
es decir, de interés o de utilidad pública, en oposición a interés privado, El 
interés püblico designa aquella parte de los intereses comunes de los miem- 
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bros de una colectividad que toca a la policía del Estado y reviste un carác- 
ter político, aun en el caso mismo en que se satisface favoreciendo la pros- 
peridad económica. 

Que el servicio sea gratuito o retribuido no hace al caso; para subvenir 
a los servicios gratuitos se acude al impuesto, que constituye su contra- 
partida; por el contrario, a la remuneración de los servicios no gratuitos 
se atiende generalmente por medio de tasas o de precios públicos; pero en 
ambos casos queda descartado el ánimo de lucro o de ganancia, pues a di- 
ferencia de los intereses privados, que son de orden económico, los inte- 
reses públicos son de orden político, pertenecen a la policía del Estado en 
su acepción no técnica. 


19. Elementos del servicio público.—El servicio público, en concreto, 
contiene estos tres elementos, señalados por Ducuir: una función consi- 
derada como obligatoria para el Estado; un cierto número de agentes je- 
rarquizados o disciplinados, instituídos para realizar esta función, y, fi- 
nalmente, una cierta cantidad de recursos afectos al cumplimiento de la 
misma. 

a) En cuanto al primer elemento, o sea la materia objeto del servi- 
cio, ha sido extensamente tratado; baste decir aquí otra vez que, mientras 
las funciones públicas en sentido propio connotan siempre la soberanía, 
en cuanto se refieren al ejercicio de la potestad pública o política en sus 
varios aspectos de potestad legislativa, jurisdiccional o ejecutiva, el conte- 
nido material de los servicios públicos, por el contrario, se refiere a acti- 
vidades de índole variadisima, así físicas o económicas como intelectuales 
y morales, y de manera especial los servicios públicos se refieren al ejer- 
cicio de actividades técnicas, en cuanto la técnica constituye precisamente 
el objeto o contenido de la mayoría de los servicios públicos. 

b) Ese carácter técnico de las prestaciones propias de los servicios 
püblicos determina el establecimiento de reglas especiales para la forma- 
ción y selección del personal especialmente capacitado para la gestión del 
servicio, que reciben la denominación de funcionarios o empleados del ser- 
vicio. 

c) Los bienes o recursos afectos al servicio expresan los medios eco- 
nómicos y, en general, el conjunto de bienes o cosas materiales que son 
necesarias para la satisfacción adecuada de una determinada necesidad pü- 
blica. 

. Algunas definiciones distintas del servicio público lo son ünicamente 
en apariencia, segün que otorguen preferencia a uno u otro de los elemen- 
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tos señalados. Asi, por ejemplo, A. Posapa define el servicio público como 
la organización adecuada de personal técnico capaz de aplicar con la má- 
xima eficacia al fin del servicio público los medios de que al efecto dispo- 
ne, empleando los procedimientos administrativos del caso, en tanto que 
para G. JEzÉ servicio público equivale a conjunto de reglas jurídicas es- 
peciales que tienen por objeto facilitar el funcionamiento regular y conti- 
nuo del mismo, de dar lo más rápida y completamente posible satisfacción 
a las necesidades de interés general, siendo posible en todo momento mo- 
dificar el régimen jurídico especial. 


20. Régimen jurídico especial.—El régimen del servicio público, lo 
que JEzÉ denomina el procedimiento del servicio público, viene influido y 
determinado por el hecho de que desde el instante de su creación, a través 
de su organización y funcionamiento hasta el momento de su supresión 
o extinción el servicio público está dependiendo constantemente de la po- 
testad pública. 

1) La creación del servicio público es obra del ordenamiento jurídi- 
co; a la estimación social y a la conciencia colectiva solamente corresponde 
brindar y ofrecer el fin püblico, el bien o interés general que la potestad 
püblica se decide a tomar y adoptar como objeto o materia de su actividad. 


2) Después, el ordenamiento jurídico, al establecer las reglas gene- 
rales organizativas del servicio: 


a) Otorga y confiere al organismo gestor del servicio facultades de 
imperio más o menos extensas, que van desde la imposición de tasas a los 
usuarios y la utilización del procedimiento de apremio hasta la atribución 
de poderes de policía que imponen restricciones importantes en lo tocante 
a la libertad personal y a la propiedad y, de manera general, en lo rela- 
tivo al ejercicio de los derechos de los ciudadanos. 

b) Determina las bases por las que se ha de regir el nombramiento, 
la disciplina y gradación, la competencia y la separación de los agentes del 
servicio, acentuándose su intervención en lo tocante a la formación, capa- 
cidad y selección del personal técnico. 


c) En cuanto a los bienes o recursos afectos al servicio, el ordena- 
miento jurídico establece igualmente las reglas que determinan, además de 
su gestión y administración, el estatuto jurídico del patrimonio afecto al 
servicio püblico. 

. 3) Por lo que se refiere al funcionamiento o prestación del servicio, 
el ordenamiento jurídico determina la forma y las condiciones en que aqué- 
Ma deberá verificarse: desde la gestión directa por la Administración—ser- 
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vicio público puro y simple—, pasando por el establecimiento público y 
por la concesión administrativa, hasta el simple establecimiento de utili- 
dad privada e incluso hasta el fomento de la simple actividad privada, 
con tal que el desarrollo de la prestación tenga lugar bajo el control y la 
vigilancia de la potestad pública, que retiene siempre el poder jurídico de 
modificar las condiciones del servicio. 


21. Hay servicio puro y simple cuando la gestión del servicio corre 
directamente a cargo del ente público, imputando al patrimonio general 
del mismo tanto los gastos como los ingresos que el servicio acarrea; por 
el contrario, cuando ciertos recursos del ente público quedan especialmen- 
te afectos a los gastos de un servicio público, se dice que hay servicio 
público con afección de recursos. Pero si la afección de determinados re- 
cursos al conjunto de los gastos del servicio público, además de revestir 
carácter general y permanente, constituye un patrimonio especial con per- 
sonalidad propia y distinta dentro del patrimonio general del ente público, 
entonces existe el establecimiento público o servicio público personificado. 


Si el conjunto de las prestaciones que integran un servicio público no 
corren a cargo de los agentes públicos, sino que son los particulares—in- 
dividuos o empresas—los que asumen la misión de prestar un servicio pú- 
blico mediante una retribución— que generalmente consiste en tasas o pre- 
cios públicos o políticos—, entonces tiene lugar la concesión de servicio. 
En la concesión hay siempre algo más que una empresa privada sometida 
al control y vigilancia del ente público; la concesión constituye una forma 
del servicio público, porque únicamente la autoridad pública goza de atri- 
buciones para organizar y regular el funcionamiento del servicio público 
concedido, el cual puede ser modificado en todo instante según lo recla- 
men las exigencias sociales, es decir, según las exigencias del bien o inte- 
rés público. 

Existe cierta tendencia a identificar el servicio público con el mono- 
polio o, por lo menos, a considerar el monopolio como una característica 
inherente al servicio público; pero, como advierte HAURIOU, aunque ge- 
neralmente el servicio público tiene una propensión marcada al monopo- 
lio, pero no es ésta una condición esencial. El servicio público, escribe 
Ducu1r, no implica el monopolio a favor del Estado o de sus agentes; 
ciertas actividades que pueden ser libremente ejercidas por los ciudadanos 
constituyen servicio público en la medida en que son ejercidas por los go- 
bernantes y por sus agentes, siendo ejemplos muy claros de esto la ense- 
fianza y la asistencia. Al lado de la asistencia pública y de los estableci- 
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mientos benéficos—asilos, hospicios, hospitales, clínicas y sanatorios— 
constituidos en servicios públicos y aun en establecimientos públicos, ha- 
llamos fundaciones privadas; igualmente, junto a los establecimientos de 
instrucción pública constituidos en servicios públicos—universidades, es- 
cuelas, institutos, etc.—, existen también establecimientos privados funda- 
dos y dirigidos por particulares. Más aún: a veces la satisfacción de una 
necesidad de interés social se abandona por entero a la iniciativa de los 
particulares, como ocurre, por ejemplo, con los Montes de Piedad, faltan- 
do en este caso el servicio público paralelo. 


22. Servicio público y establecimiento de utilidad pública.—Cuando 
el ordenamiento jurídico provee a la satisfacción de una necesidad de in- 
terés público por medio del establecimiento de utilidad pública, considera- 
do como auxiliar del ente público para la prestación del servicio, ¿hay en 
este caso servicio público? 

Generalmente, los escritores, siguiendo a los franceses, opinan que no 
hay en el caso servicio público; pero vale la pena de detenerse a examinar 
la cuestión. 

Partimos de la noción dada por JEz£ del establecimiento de utilidad 
pública como institución particular, es decir, no administrativa, que persigue 
la realización de un fin de interés general y por razón de esta función se 
considera como auxiliar de la Administración pública. El establecimiento 
de utilidad pública tiene los caracteres siguientes: 

1) Es una institución particular, no administrativa; 2) se propone un 
fin de interés general y no un fin lucrativo; 3) posee un patrimonio pro- 
pio para la realización de esta misión; 4) la autoridad pública ha recono- 
cido expresamente la utilidad pública de la institución y por ello le ha 
conferido el carácter de auxiliar de la Administración pública para la ob- 
tención de un fin de interés público. Se ha de distinguir, por tanto, muy 
bien el establecimiento de utilidad pública, así del establecimiento público. 
- o administrativo como de otras instituciones particulares que no han sido 
oficialmente reconocidas por las autoridades como auxiliares de la Admi- 
nistración y que no han obtenido la declaración de utilidad pública (10). 


(10) G. JEzÉ: Los principios generales del Derecho administrativo (Madrid, 1928), pp. 402.403. 
"E! establecimiento de utilidad pública es una institución particular. De lo que se desprende que 
la organización de esta obra no entra en el terreno de la competencia de las autoridades públi- 
sas. Son los fundadores de la institución o los individuos que cuidan de ella quienes, según: 
los estatutos del establecimiento, determinan su Organización y la modifican sí lo creen oportu- 
ao, Sin embargo, antes de que los agentes públicos declaren la obra de utilidad pública, exami- 
harán sus estatutos. Y al negarse a hacer dicha declaración hasta que tal o cual cláusula sē- 
inserte, se modifique o supr'ma, tienen dichos agentes un medio indirecto, pero eficaz, de cola-- 
borar. en la organización del establecimiento de utilidad pública” (p. 419). ` 
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Según nos parece, no hay incompatibilidad del establecimiento de uti- 
lidad pública con el servicio público en sentido técnico-jurídico. Más que 
a la creación y organización del servicio público, la incompatibilidad afec- 
taría al funcionamiento o ejecución del servicio; pero si resulta posible, 
como todos admiten, delegar en otros—individuos o empresas—distintos 
del ente público la ejecución o prestación del servicio mediante la conce- 
sión o el arriendo de explotación, con tal que el ente público, conservando 
el control y la vigilancia del servicio, esté en todo momento en condicio- 
nes de obligar al concesionario a la ejecución y cumplimiento de las pres- 
taciones, no vemos por qué no sea igualmente posible y hacedero asegu- 
rar la prestación del servicio a través del establecimiento de utilidad pú- 
blica (11). 

En ambos casos nos parece igualmente necesario no ya que la creación 
y organización del servicio procedan del ente püblico, con potestad de mo- 
dificar y cambiar el servicio, sino que la autoridad pública conserve st 
poder de intervención para autorizar las tasas, para fijar los precios pú- 
blicos y para ejercer la vigilancia que tienda a asegurar el desarrollo nor- 
mal del servicio establecido en beneficio del público. 


23. Servicio público y servicio administrativo.—Desde este punto de 
vista es perfectamente posible en un servicio público concreto, v. gr., el de 
asistencia o beneficencia, su desarrollo en dos órdenes de actividades pa- 
ralelas, por así decirlo: a) de una parte, el ente público presta su propia 
actividad asistencial en los establecimientos propios; b) de otra parte, los 
establecimientos de utilidad pública prestan también su asistencia con su- 
jeción a las reglas y módulos establecidos en la norma organizadora del 
servicio. La diferencia entre unos y otros no consiste en que la primera 


(11) I. N. GUENECHEA: Principia iuris politici, t. 2 (Romae, 1939), n. 349, p. 252: “In his ser- 
vitiis, quae utilitatem publicam afferunt civibus qui ilis uti et frui peroptant, servitium utique 
subiectum est vigilantiae Status quoad determinata puncta et limitationes ob bonum commune 
impositas; quoad reliquam dispositionem ínternam, liberae spontaneitati omnino est commissum. 
At vero quoad ipsam rationem servitii praestand!, non opus est ut omne servitium ab ipso Sfatu 
vel entitate publica semper sit immediate praestitum. Nam bene concipitur quod Status, certis 
regulis praevie definitis et neutiquam vigllantia suprema neglecta, possit servítia personis par- 
ticularibus vel societatibus concredere ut illa sub suis oculis gerenda curent. 

Quaenam autem servitia immediate sint ab auctoritate praestanda, quaenam possint alils per- 
sonis ad concretam administrationem delegari, res est quae a priori haud facile determinari valet, 

In ordine doctrinali illud principium satis rationale est: servitia in quibus coactio et aug- 
1oritas praevalent, Status et entitates locales ipsae per se melius et maiori cum efficacía perfi- 
elunt. Contra vero, si servitia admixta sunt cum foenore et lucro, generatim, salvis exceptiont- 
bus iusti monopol!i prae oculis habendis, optandum videtur, ut eadem a personis vel societati- 
bus privatis, certa quadam auctoritate et imperio ornatis, satius et consultius executioni m4A- 


‘@antur... 3 2 i ; 

Ratio potissima in toto hoc negotio illa est, nempe, munus Status primarius est custodia ør- 
@inis iuridici. Quoad autem res sociales, eius actio solum suppletoria est, Unde cum vires = 
feculiaies privatae sufficiunt, non est ulla ratio ut illas Status cohibeat, et minus ut supplantef.' 
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sea prestación de servicio público y la segunda no, sino únicamente en que 
mientras la asistencia ejercida en y por el establecimiento propio es un 
servicio administrativo u oficial, la que presta el establecimiento de utili- 
dad pública, en cambio, no es servicio oficial o administrativo, pero sí 
que es servicio público. Juzgamos acertada a este respecto la observación 
de A. Posapa cuando dice que en la realización práctica del servicio pú- 
blico, o sea en el funcionamiento de los mismos, hay que distinguir dos 
relaciones: primera, la prestación del servicio, o sea, la satisfacción posi- 
tiva y eficaz de la necesidad general objeto del servicio; y segunda, la de 
constitución, obtención, conservación y perfeccionamiento del medio ade- 
cuado para prestar el servicio público y satisfacer la necesidad general, 
mediante el ejercicio de la propia actividad sistemática del Estado, que 
genera y produce sus servicios administrativos. La íntima compenetración 
que existe entre las dos relaciones indicadas, de prestación del servicio al 
püblico y de prestación del medio por obra del esfuerzo administrativo, 
así como la interdependencia que prácticamente existe entre ambas presta- 
ciones, hace que especialmente desde el punto de vista jurídico no se las 
separe, aunque son distintas, y que se conceptüen ambas como contenido 
propio de una misma rama del Derecho, el administrativo (11 bis). 


La enseñanza, servicio público: aplicación de criterios. — Aplicando 
ahora a la enseñanza los criterios arriba descritos como característicos de 
los servicios públicos, no parece dudoso que el llamado fin de cultura del 
Estado, que comprende la enseñanza y la educación, constituya un bien, 
interés y necesidad verdaderamente públicos. 

En efecto, según decíamos allí, la consolidación y la indivisibilidad son 
las cualidades que mejor caracterizan las necesidades que originan los ser- 
vicios públicos en sentido propio o técnico. Si para un bien o servicio de- 
terminado falta la demanda activa de los ciudadanos, resultando, por tan- 
to, ilusorio pensar que el servicio pueda ser prestado por la empresa privada, 
y, sin embargo, la prestación de tal bien o servicio no sólo es universalmente 
admitida, sino que se considera como un derecho adquirido y como una exi- 
gencia de la vida en sociedad y hasta de la misma vida humana digna y 
decorosa, nos encontramos, evidentemente, ante una necesidad pública en 
grado eminente y, por consiguiente, ante un servicio público propio o 
técnico, 

Cualquiera comprende que tal es el caso en la sociedad moderna, sobre 
todo por lo que hace a la enseñanza elemental o primaria, puesto que es 


à he = A. POSADA: Servicio público, en “Enciclopedia Juridica Espafiola” (Seix, Barcelona), 
1 » P a ; 
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opinión unánime que la instrucción elemental debe ser, en primer lugar, 
obligatoria para todos los ciudadanos, y luego, gratuita, ya que cualquier 
precio o tasa, aun moderada, que se exigiera obligatoriamente sería un ol s- 
táculo precisamente para los que mayor necesidad tienen de aquélla. Y aun- 
que no en igual proporción, la consolidación y la indivisibilidad se dan 
también en los otros grados de la enseñanza, o sea en la enseñanza media 
y superior. Basta esta sencilla observación para comprobarlo: el Estado 
dedica actualmente a los servicios de educación un nueve por ciento de su 
presupuesto total de gastos, y a pesar de ello todos reconocen que esa can- 
tidad resulta insuficiente para atender adecuadamente los fines de enseñan- 
za y de cultura en sus diversos grados, y ello principalmente porque el fin 
de cultura es una de las necesidades que, a medida que más y mejor se 
satisfacen, crecen y se desarrollan más y más por la multiplicación de sus 
exigencias (12). 

Es cierto que en la actualidad el Estado percibe de los usuarios del ser- 
vicio de enseñanza media y superior derechos o tasas; pero no lo es menos 
que las tasas no guardan proporción con el coste efectivo de la enseñanza 
y no llenan sino una parte mínima del mismo; la diferencia se satisface con 
el impuesto, porque la instrucción media proporciona utilidad no solamente 
a los que la reciben, sino directamente a la sociedad en conjunto, en cuanto 
es para ella una necesidad la existencia de una clase dirigente extensa y 
bien dotada de una sólida instrucción y de una educación verdaderamente 
humanas. 

La enseñanza superior, igualmente, beneficia no sólo a los que la reciben, 
sino a los miembros de la comunidad indistintamente, en cuanto han de 
valerse después del auxilio de los profesionales. Así, los alumnos salidos 
de las aulas de la Universidad y de los demás centros de enseñanza supe- 
rior rinden beneficios a la colectividad, en forma de justicia rectamente 
administrada, de vidas salvadas; en una palabra, de un mayor progreso 
material, intelectual y moral de la sociedad, todo. lo cual constituye una 
ventaja directa de la comunidad. 

La continuidad del fin docente es por sí misma manifiesta, pues sería 
incalculable el daño que padecería la sociedad no ya con la interrupción o 
supresión, simplemente con un atraso y decadencia notables de la enseñanza 
en cualquiera de sus grados, y más especialmente todavía del grado supe- 
rior. Por todo ello, pues, aparte la insuficiencia de la acción particular 
^ (19) Por algo SAN GREGORIO MAGNO escribe: “Spiritales deliciae cum non habentur in fastidio 
sunt; cum vero habentur in desiderio: tantoque a comedente amplius esuriuntur quanto et ab 


esuriente amplius comeduntur..., appetitus vilis est et experientia magis placet..., appetitus 
saturitatem, saturitas appetitum parit? (de la homilía del Domingo en la Infraoctava del Corpus), 
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para llenar las exigencias de la enseñanza, el Estado no puede desentenderse 
del cumplimiento del fin docente; al contrario, debe primero promover y 
ayudar la obra de la sociedad y luego prestar la mayor solicitud a su des- 
arrollo, tanto por el peculiar interés del Estado mismo en orden a la forma- 
ción y preparación de los elementos que han de intervenir en la vida social 
y administrativa, como por las ventajas que para la sociedad produce la 
difusión de la enseñanza y la elevación de la cultura. 

Es más: el Estado moderno no podría, aunque quisiera, desentenderse de 
la instrucción y de la educación, puesto que si, como hemos dicho, la justicia 
distributiva es norma inspiradora de servicios püblicos, el Estado el prime- 
ro de todos viene obligado a observar las dos reglas de la justicia en 
relación con el fin docente, a saber: la utilidad pública y la igualdad, una 
igualdad de proporción entre los ciudadanos como miembros de la comuni- 
dad. Ahora bien, si, como dejan entrever las estadísticas más recientes en 
relación con esta materia de la enseñanza, las instituciones privadas de edu- 
cación y de cultura tienden—y ello es natural, en cuanto obedece a una ley 
económica—a concentrarse en las capitales y en las provincias florecientes, 
corresponde al Estado corregir aquella desproporción por el incremento de 
los servicios en las provincias peor dotadas y por la creación de servicios 
nuevos, v. gr., multiplicando los centros de formación profesional allí don- 
de la iniciativa particular no concurre o no lo hace en la proporción exigida 
por la igualdad de la justicia distributiva. 


II. RELACION DE LOS ORDENAMIENTOS CANONICO Y 
CIVIL EN EL TERRENO DE LA ENSENANZA 


1) Distinción y separación de los ordenamientos jurídicos 


24. Cuanto hemos dicho hasta ahora sobre el servicio püblico se re- 
fiere, claro es, a un solo ordenamiento Jurídico y es válido dentro del orde- 
namiento jurídico que crea, organiza y ejecuta el servicio público en cues- 
tión. Pero ahora surge la necesidad de poner en relación sobre un terreno 
particular, el de la enseñanza y la educación, a dos ordenamientos jurídicos 
primarios, el canónico y el civil, puesto que la enseñanza y la educación 
es Obra que depende, a la vez, de la Iglesia y del Estado. 

Plantear, escribe S. LENER (13), la cuestión en estos términos: coexis- 


(13) Relazioni e rapporti formali fra Chiesa e Stato moderno, en “La Civiltà Cattolica" (1947), 
val. I, p. 393; Sovranità della Chiesa e sovranità dello Stato nella dottrina generale. del Diritto, 
imid., p. 467. 
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tencia de dos ordenamientos jurídicos soberanos para los mismos súbditos 
y sobre una misma materia, significa, en primer lugar, reconocer de grado 
e imparcialmente al Estado y a la Iglesia lo que ellos son según su común 
naturaleza genérica y lo que ellos quieren ser según su propio derecho; pero 
significa, además, tomar como guía del análisis un criterio ontológico ne- 
tísimo, de cuya aplicación resultará fácil descubrir la presencia y determi- 
nar la competencia de cada una de las dos instituciones, tanto en la íntima 
e indivisible unidad del sujeto humano, como en la misma zona gris de las 
materias mixtas donde se interfieren mutuamente ambas sociedades. 
Cuando decimos que el ordenamiento civil y el ordenamiento canónico 
son, ambos a dos, soberanos, afirmamos, en primer término, su mutua 
independencia; es decir, que no derivan el uno del otro, sino que cada uno 
tiene en sí su propia fuente, se pone y se modifica por sí mismo en el sentido 
de que su eficacia y validez no le viene al uno del otro, ni siquiera de fuera, 
sino que es interna y propia; por eso el ordenamiento jurídico soberano se 
denomina también originario, para contraponerlo a los ordenamientos de- 
rivados y, como tales, dependientes de un ordenamiento superior, que es el 
que los pone, los modifica y los abroga. Ordenamiento soberano, originario 
o primario constituyen términos sinónimos que se usan indistintamente 
para expresar la soberanía o la perfección jurídica de la sociedad. 
Aplicando lo que acabamos de decir al elemento personal y al elemento 
real de entrambos ordenamientos, el canónico y el civil, vemos que sübditos 
del Estado son los hombres em cuanto ciudadanos, al paso que la Iglesia 
tiene por súbditos a los hombres en cuanto cristianos. En el terreno jurídico, 
que es el orden que comprende adecuadamente al Estado y a la Iglesia, el 
hombre bautizado tiene una doble entidad o subjetividad jurídica: en virtud 
de una pertenece a la Iglesia, y en virtud de la otra pertenece al Estado; 
pero el Estado debe reconocer que la pertenencia de sus súbditos a la Igle- 
sia es una cosa que no emana ni depende del ordenamiento civil, sino del 
ordenamiento canónico, y, viceversa, la Iglesia debe reconocer que la per- 
tenencia de sus súbditos al Estado no deriva tampoco del ordenamiento 
canónico, sino del civil. Esta aclaración no es inútil, porque con bastante 
frecuencia se confunden o no se distinguen siempre rigurosamente el orden 
físico y el orden jurídico; y la unidad física de los súbditos impide a veces 
el apreciar con claridad y para todos sus efectos la doble entidad jurídica 
de los mismos; así como la unidad de hecho de la sociedad hace que no 
siempre se distinga bien la dualidad de los ordenamientos jurídicos, que, 
con una sola y misma base física, son en sus elementos —súbditos, derecho, 
organizaciones, autoridad y fin social—completa y realmente distintos; más 
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aun, separados. Y de tal manera separados, que el dualismo de los respec- 
tivos ordenamientos jurídicos, como el dualismo de Iglesia y de Estado, 
es absoluto; es decir, una verdadera duplicidad de entes jurídicos comple- 
tamente distintos y absolutamente irreductibles el uno al otro. 

La multiplicidad numérica de los ordenamientos civiles, así como la va- 
riedad específica que existe entre los ordenamientos civil, internacional y 
canónico, son datos de observación inmediata y evidente que demuestran 
por sí solos que se trata de ordenamientos distintos y separados, en cuanto 
que cada uno se traza libremente sus propios fines y desarrolla con autono- 
mía las actividades encaminadas a la consecución de los mismos. 

Por tanto, entonces se podrá decir en verdad que dos ordenamientos 
son, respectivamente, independientes y que están separados en cuanto al 
elemento real de la competencia, cuando cada uno tiene su propia comps- 
tencia real específica, o sea necesariamente distinta de la competencia real 
que.es propia del otro ordenamiento, entendiendo por competencia real la 
capacidad jurídica de un ordenamiento dado para reglamentar una deter- 
minada materia por medio de actos legislativos, judiciales y administrativos 
con eficacia y validez por si mismos, o sea no derivadas de otro ordenamien- 
to distinto; validez y eficacia que se han de entender dentro del ordena- 
miento y para el ordenamiento que los produce y del cual emanan; mas 
sin que esos actos sean capaces de producir por sí mismos, y sin más, efec- 
tos reflejos en el interior de otro ordenamiento distinto. Y esto porque, 
desde el punto de vista de un ordenamiento particular cualquiera, todo or- 
denamiento soberano constituye siempre en sí mismo un orden cerrado, 
ünico y exclusivo, en cuanto que ninguna voluntad que no sea la del propio 
ordenamiento es capaz de poner y producir por sí misma actos jurídicos 
relevantes, o sea dotados de eficacia dentro del mismo, 

Pero si nos colocamos fuera de un ordenamiento particular cualquiera, 
contemplándolos, por así decirlo, todos en conjunto y desde arriba, enton- 
ces echaremos de ver que la multiplicidad de los ordenamientos determina 
necesariamente su limitación, en cuanto que cada uno en particular está con- 
tenido en los límites de una forma o posición de la experiencia jurídica, 
precisamente en la forma que comprende, dejando fuera de sí las formas 
o la experiencia que no comprende. Ahora bien, desde el momento que cada 
ordenamiento particular abarca solamente una parte y no toda la experien- 
cia jurídica, está ya por eso sólo pidiendo y reclamando la existencia junto 
a sí de otros ordenamientos jurídicos; o, lo que es lo mismo, que la multi- 
plicidad de los ordenamientos jurídicos determina su limitación, y ésta, a su 
vez, conduce necesariamente a la mutua relación o conexión de unos con 
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otros, de idéntica manera a como la coexistencia y la limitación de los indi- 


viduos los conducen a la convivencia por la mutua cooperación en la 
sociedad. 


Y así como no hay posibilidad de ordenamiento jurídico donde éste pre- 
tenda sofocar o desconocer la autonomía y la solidaridad, tanto de los 
individuos como de los grupos inferiores que constituyen los elementos del 
ordenamiento jurídico, así tampoco puede un ordenamiento soberano desco- 
nocer la validez de los otros en la esfera propia de cada uno, so pena de 
destruir la misma base o fundamento sobre el que descansa y se asienta su 
propia subsistencia jurídica; es decir, que un ordenamiento particular cual- 
quiera, al afirmarse y ponerse en el orden jurídico, se afirma y se pone no 
como el único ordenamiento jurídico existente, sino como uno de Jos 
varios ordenamientos que integran el mundo jurídico y que tienen, por 
eso mismo, que convivir y entrar en relaciones de conexión entre sí. 


25. Según hemos dicho, la separación de los ordenamientos jurídicos 
soberanos consiste en la distinción de sus respectivas organizaciones, de 
manera que cada una de ellas se trace sus propios fines y desarrolle la acti- 
vidad encaminada a su consecución con plena libertad e independencia de la 
otra. En particular, la separación de dos ordenamientos excluye que los 
órganos de uno de ellos sean órganos del otro y que la voluntad de uno 
pueda producir por sí misma directa e inmediatamente efectos jurídicos en 
la esfera del otro sin el concurso o contra la voluntad de éste. Así, todos 
los ordenamientos civiles juntos y el ordenamiento internacional no tienen 
capacidad para proclamar o definir un artículo de fe, para erigir o suprimir 
un solo ente canónico, para emitir leyes, sentencias o decretos que obliguen 
a los católicos como tales, ni para disponer sobre la administración de los 
sacramentos, como tampoco para erigir y conferir cargos o dignidades ecle- 
siásticos. La adquisición y la pérdida de la cualidad de sujeto del ordena- 
miento canónico, la atribución o el ejercicio de funciones públicas y de 
cargos eclesiásticos son cosas que dependen exclusivamente del ordenamien- 
to canónico; por consiguiente, cualquier actividad de ese género que se 
haya ejercido en ningún tiempo por otros poderes contra la voluntad del 
mismo ordenamiento canónico, así como los decretos de los gobiernos que 
vemos actualmente en los países sojuzgados por el comunismo deponiendo 
de sus cargos a las personas nombradas por la autoridad eclesiástica y cons- 
tituyendo vicarios para sustituirlos, resultan completamente inoperantes ; 
más aún, son absolutamente inexistentes en el ámbito del ordenamiento 


canónico. 
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Tenemos, por tanto, que el ordenamiento canónico constituye por sí mis- 
mo, como lo constituye también el ordenamiento internacional, un límite 
del ordenamiento civil, y viceversa; de manera semejante a como los varios 
ordenamientos civiles se limitan unos a otros y como se limitan también 
mutuamente el Estado federal y los Estados miembros. Y esto porque una 
cosa es que uno o varios ordenamientos constituyan y actúen como límite 
de otro u otros ordenamientos, y otra cosa enteramente distinta que sean 
causa o fuente suya. Solamente esto último, y no lo primero, es lo que niega 
y excluye la soberanía, pues en tanto que. un ordenameinto no puede scr 
causa o fuente de otro sin que este último sea, por eso mismo, derivado y 
dependiente del primero; pero sí pueden muy bien uno o varios ordena- 
mientos limitarse mutuamente, porque la limitación se opone únicamente a 
la omnipotencia o arbitrariedad del ordenamiento, pero no a su indepen- 
dencia, y en ésta precisamente, y de ningún modo en aquella otra, consiste 
la soberanía. 

Pues bien, con la distinción y con la autonomía de los ordenamientos, 
que excluye las interferencias de unos ordenamientos en otros, es como se 
hace posible y como mejor se realiza su conexión; de manera que, lejos 
de suponer ausencia de relaciones y de conexión entre ellos, la separación 
de los ordenamientos las connota necesariamente, pero con esta particulari- 
dad: que la conexión se produce desde fuera, o sea que es obra de derecho 
externo. Veamoslo: 

Se dice que hay conexión de dos o más ordenamientos soberanos cuan- 
do un ordenamiento jurídico atribuye eficacia por su propia voluntad y en 
orden a los efectos reflejos que tienen lugar dentro de su esfera a los actos 
legislativos, jurisdiccionales y administrativos de otro ordenamiento distin- 
to, los cuales, como tales, se generan y desenvuelven inscritos en el ámbito 
de este último, y no del primero. Ahora bien, cuando un Estado, al igual 
que sus súbditos, profesa la religión católica, por esa su adhesión se obliga 
no sólo a inspirar total o parcialmente su legislación y su actividad política 
y administrativa en el contenido dogmático y ético de la Iglesia, sino a 
hacer de la doctrina y de los principios de ésta los elementos informadores 
de sus instituciones. Y luego, para ser consecuente en el orden jurídico con 
aquella profesión, debe reconocer a la Iglesia, en su unidad y universalidad, 
como una organización que, trascendiendo fuera del ordenamiento civil, 
está dotada de un ordenamiento jurídico originario y de propia potestad de 
imperio sobre personas y cosas que están, a la vez, sometidas a la potestad 
del Estado, pero que, ejerciéndose aquélla sobre un conjunto de relaciones 
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Que caen fuera de la esfera de actuación del ordenamiento estatal, son por 
ello perfectamente compatibles entre sí. 

Por este procedimiento, el Estado, que reconoce a la Iglesia una capa- 
cidad normativa sustancialmente igual a la que él posee, se abstiene de 
intervenir en ciertas materias o para ciertas relaciones con una reglamenta- 
ción propia, en virtud de la especial naturaleza que el ordenamiento canó- 
nico les atribuye, y el ordenamiento civil establece que aquellas materias o 
relaciones estén regidas dentro del ámbito del ordenamiento civil por la 
norma canónica, la cual obtiene así valor de derecho vigente en el orde- 
namiento estatal. Igualmente, el reconocimiento que hace el ordenamiento 
civil de un acto administrativo canónico significa que el primero asume cl 
acto administrativo del ordenamiento canónico como productivo de efectos 
jurídicos en la misma esfera del ordenamiento civil, 

Asi, por ejemplo, para el reconocimiento de la personalidad de los entes 
canónicos erigidos por un Decreto del Ordinario, el ordenamiento civil 
prescribe, v. gr., que sea la norma canónica la que rija dentro del ordena- 
miento civil tanto la constitución como la capacidad de los entes o personas 
canónicas expresadas, en orden a los efectos civiles que se producen dentro 
del ordenamiento jurídico del Estado, y, a la vez, puede establecer, v. gr., 
que en lo relativo a la forma o solemnidad de los negocios jurídicos rija 
la norma propia del ordenamiento civil. 

Segün vemos, pues, el efecto propio de la conexión entre dos ordena- 
mientos jurídicos consiste en que tiene la virtud de hacer que los actos le- 
gislativos, jurisdiccionales o administrativos del ordenamiento canónico ad- 
quieran, en virtud de la voluntad del ordenamiento estatal, valor y eficacia 
para producir efectos jurídicos en el ordenamiento civil. 

La actuación de esta conexión puede tener lugar parcialmente con sim- 
ples normas de derecho interno—del Estado o de la Iglesia—; mas su ac- 
tuación completa en forma orgánica y total solamente se logra a través del 
Concordato, el cual, como ordenamiento jurídico externo de la Iglesia con 
un Estado particular, contiene y constituye en sí mismo formalmente—o, 
por lo menos, impone a ambas partes el deber de emanarlo—un sistema de 
normas que realiza la conexión conveniente y deseada de ambos ordena- 
mientos jurídicos. Esta conexión jurídica que se obtiene a través del 
Concordato ha sido definida como “régimen de separación en cuanto a los 


“respectivos derechos internos, separación que por virtud del Concordato 


se transforma en unión de derecho externo" (14). 


(14) S. LENER: Definizione razionale dei rapporti [ra Chiesa Cattolica e Stato moderno, ibfd., 
wol II, p. 35, nota 1. 


zc 1 ect 


LAUREANO PEREZ MIER 


Intentemos ya la aplicación per summa capita y en simple esbozo de 
lo que dejamos expuesto al problema de la enseñanza y de la educación, 
siguiendo para ello el hilo del Codex Iuris Canonici y de la Encíclica Divini 
Illius Magistri, de Pio XI. 


26. A) EDUCACIÓN RELIGIOSA Y MORAL.—Advierte el Papa al co- 
mienzo de la Encíclica que “es de suma importancia no errar en la educa- 
ción, como no errar en la dirección hacia el fin último, con el cual está 
íntima y necesariamente ligada la obra toda de la educación”, y a continua- 
ción dice que “la educación esencialmente consiste en la formación del 
hombre tal cual debe ser y como debe portarse en esta vida terrena para 
conseguir el fin sublime para el cual fué creado”, por lo que “así como no 
puede existir educación verdadera que no esté totalmente ordenada al 
fin último, así en el orden actual de la Providencia, o sea después que Dios 
se nos ha revelado en su Unigénito Hijo, único camino, verdad y vida, no 
puede existir educación completa y perfecta si la educación no es cristiana”. 
De modo que el objeto de la educación cristiana no es, no puede ser, otro: 
que formar al hombre; es decir, hacer del hombre en potencia que hay en 
el niño un verdadero y cumplido hombre de carácter, o, como dice el Papa, 
que "piense, juzgue y obre constante y coherentemente según la recta ra- 
zón iluminada por la luz sobrenatural de los ejemplos y de la doctrina de 
Cristo” (15). 

El Codex Iuris Canonici sanciona en el ordenamiento canónico la edu- 
cación cristiana así definida como un derecho y un deber gravísimo de los 
padres y de los que hacen sus veces. El canon 1.372, $ 2, dice: “No sola- 
mente los padres, sino también cuantos hacen sus veces, tienen derecho y 
deber gravísimo de procurar la educación cristiana de los hijos” (16); y 
anteriormente, en el canon 1.113, había establecido: “Los padres tienen 
obligación gravísima de procurar con todo empeño la educación de sus 
hijos, tanto la religiosa y moral como la física y civil.” 

Elementos de la educación cristiana.—Los elementos de la educación 
cristiana como tal los especifica y determina el Codex de la siguiente manera : 


a) Instrucción religiosa y moral.—El canon 1.113, como vemos, hace 
distinción entre la educación religiosa y moral, de una parte, y la educación 
física y civil, de la otra. Y el canon 1.372, $ 1, especifica ya la relación que 
debe existir entre esas dos partes del todo único que es la obra de la edu- 


(15) Colección de Enctclicas y Cartas Pontificias2 (Madrid, 1942), n. 5, p. 641; n. 69, p. 637. 
En adelante las citas se harán por n. p. 


(16) Damos la versión castellana según se contiene en Código de Derecho Canónico de ME 
GUÉLEZ-ALONSO-CABREROS (B. A. C., Madrid). 
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cación: “Todos los fieles han de ser educados desde su infancia de tal 
suerte, que no sólo no se les enseñe ninguna cosa contraria a la religión 
católica y a la honestidad de costumbres, sino que ha de ocupar el primer 
lugar la instrucción religiosa y moral.” Tenemos, pues, que el primero y 
más esencial elemento de la educación cristiana, según el ordenamiento 
canónico, es la instrucción religiosa y moral: “la instrucción religiosa y 
moral ha de ocupar el primer lugar”. 

Y a continuación, el canon 1.373 determina preceptivamente: $ 1. “En 
toda escuela elemental se ha de dar a los niños una instrucción religiosa 
proporcionada a su edad.” $ 2. “A los jóvenes que frecuentan las escuelas 
medias y las superiores se les debe dar una instrucción religiosa más com- 
pieta." La instrucción religiosa y moral, por tanto, debe extenderse a todos 
los grados de la enseñanza. 


b) Autoridad de la Iglesia. —El segundo elemento de la educación cris- 
tiana consiste en la perfecta autoridad de la Iglesia sobre la instrucción 
religiosa y moral, con una sujeción plena a la dirección e inspección de la 
Jerarquía eclesiástica. 

El canon 1.381 dice: 8 1. “La formación religiosa de la juventud en 
cualesquiera escuelas está sujeta a la autoridad e inspección de la Iglesia.” 
$ 3. "Igualmente compete a los Ordinarios locales el derecho de aprobar 
los profesores y los libros de religión, y también el de exigir que, por 
motivos de religión y costumbres, sean retirados tanto los profesores como 
los libros.” Y anteriormente, el canon 1.373, $ 2, había establecido que “los 
Ordinarios de lugar procurarán que la instrucción religiosa en las escuelas 
medias y superiores se verifique por sacerdotes muy celosos y sabios.” 

c) Vigilancia moral y religiosa.—Finalmente, un tercer elemento com- 
pleta la educación cristiana en cuanto tal, a saber: el derecho de inspección 
y vigilancia de la Iglesia sobre toda la obra de la ensefianza y la educación. 

La instrucción religiosa y moral no lo es todo en la educación cristiana 
como tal, pues, siendo absolutamente necesaria e indispensable, no basta 
por sí sola para calificar como cristiana la educación; se requiere, además, 
segün la fórmula sintética del canon 1.372, "que no se les ensefie ninguna 
cosa contraria a la religión católica y a la honestidad de costumbres". 
Y esto requiere, claro es, un derecho efectivo de inspección y de vigilancia 
que materialmente se extiende a toda la enseñanza y a toda la obra de la 
educación, pero que se ejerce solamente por razón de y en orden a la edu- 
cación religiosa y moral; derecho que el canon 1.381, $ 2, expresa así: 
“Los Ordinarios locales tienen el derecho y el deber de vigilar para que 
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en ninguna escuela de su territorio se enseñe o se haga nada contra la fe 
o las buenas costumbres.” Y el canon 1.382 insiste en estos términos: “Los 
Ordinarios de lugar pueden también visitar, por sí mismos o por medio de 
otros, cualesquiera escuelas, oratorios, recreatorios, patronatos, etc., en lo 
concerniente a la formación religiosa y moral.” 

Resumiendo Pío XI las condiciones de la educación cristiana escribe: 
" No basta el solo hecho de que en ella se dé instrucción religiosa—frecuen- 
temente, con excesiva parsimonia—para que una escuela resulte conforme 
a los derechos de la Iglesia y de la familia cristiana, y digna de ser fre- 
cuentada por alumnos católicos. Para ello es necesario que toda la ense- 
nanza y toda la organización de la escuela: maestros, programas y libros, 
en cada disciplina, estén imbuidos de espíritu cristiano, bajo la dirección y 
vigilancia materna de la Iglesia, de suerte que la religión sea verdadera- 
mente fundamento y corona de toda la instrucción, en todos los grados, no 
solamente en el elemental, sino también en el medio y superior" (17). 


27. La educación religiosa y moral, función que monopoliza la Igle- 
sia.—La educación cristiana, tal como queda definida en sus elementos y 
caracteres esenciales, constituye el objeto sobre el cual recae una doble po- 
testad de la Iglesia; en otros términos, la Iglesia despliega y ejerce sobre 
la educación religiosa y moral dos funciones o potestades propias suyas: la 
potestad de magisterio y la potestad de régimen o de gobierno. 

E] término potestad aplicado a la Iglesia tiene dos sentidos: uno más 
amplio, que comprende, junto a la potestad de jurisdicción o de régimen, 
la potestad de magisterio y de santificación, y otro más restringido, segün 
el cual la potestad se circunscribe solamente al poder de mandar, de emitir 
órdenes, o sea el poder de régimen o de jurisdicción. Cuando una sociedad 
cualquiera no puede obtener su fin mediante la sola facultad de imponer 
órdenes o mandatos y le son, además, necesarias otra u otras funciones. 
distintas de aquélla, también estas funciones deben.entrar y entran en el 
concepto de potestad. 

Ahora bien, en la Iglesia la potestad de santificación no se ejerce por 
medio de órdenes o mandatos, sino que consiste en la facultad de poner 
los medios de santificación, como son la confección y administración de 
los sacramentos y de los otros medios con ellos relacionados. Por tanto, el 
término fotestad en su aplicación a la Iglesia designa cualquiera facultad 
necesaria a la autoridad eclesiástica para el ejercicio de su misión, o sea 
para la obtención del fin social: la santificación y salvación de las almas. 


(47) N. 39, p. 669 
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De la misma manera, no es necesario tampoco que la potestad de ma- 
gisterio, en cuanto distinta de la potestad de régimen o de jurisdicción, se 
ejerza siempre y en todos los casos mediante la emanación de órdenes y 
mandatos, sino que muy bien puede haber ejercicio de la potestad de magis- 
terio—como facultad que tiene la Iglesia de enseñar auténticamente la doc- 
trina de fe y de costumbres—sin que medie orden o mandato de creer en 
todos los casos. Así sucede, por ejemplo, con los maestros de Religión, e 
igualmente con los profesores de Seminarios y Universidades o Facultades 
de estudios eclesiásticos, que necesitan mandato o missio canonica para el 
desempeño de su magisterio, y, sin embargo, su enseñanza no va acompa- 
Hada de ninguna orden o mandato que obligue a creer lo que enseñan, 
como no va tampoco acompañado de mandato el ejercicio ordinario del 
ministerio de la predicación, aun por parte de los predicadores que están 
en posesión de la correspondiente missio canonica. De otra parte, tanto el 
mandato positivo de creer como la prohibición de un comportamiento ex- 
terior o manifestación contraria a la doctrina de la Iglesia constituyen ejer- 
cicio de la potestad de régimen o de jurisdicción, la cual, si debe referirse 
siempre a un objeto o materia necesario para la obtención del fin social, 
es por eso mismo evidente que puede y debe tomar también como objeto 
principalísimo suyo, aunque no único ni exclusivo, el ejercicio de la po- 
testad de santificación y de la potestad de magisterio, productivas una y 
otra de los medios directamente proporcionados y adecuados para el fin de 
la Iglesia. 

Esto supuesto, decimos que la Iglesia ejerce sobre la educación reli- 
giosa y moral una doble función, a saber: en primer lugar, ella y sólo ella 
puede definir auténticamente lo que es y en lo que consiste la educación 
cristiana, así como determinar sus condiciones, y esta definición constituye 
por sí misma ejercicio de la potestad de magisterio; y en segundo lugar, 
pertenece a la Iglesia, en el ejercicio de la potestad de régimen o de jurisdic- 
ción, emanar las órdenes y mandatos que hacen obligatoria para los fieles 
la educación religiosa y moral dentro del ámbito del ordenamiento canónico. 

Por tanto, cuando el Codex Iuris Canonici establece preceptos positivos 
o negativos en estos o parecidos términos: “todos los fieles”, “los niños 
católicos”, “en cualquiera o cualesquiera escuelas"—cánones 1.372, 1.374, 
1.381—, ejerce una función pública de poder que desde el punto de vista 
del ordenamiento canónico es obligatoria y universal, en el sentido de que 
nadie puede sustraerse a su cumplimiento si no es violando la norma canó- 
nica y haciéndose por ello responsable de las sanciones establecidas por el 
ordenamiento cuya es la norma, 
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Pero hay más: a la Iglesia corresponde no sólo definir y legislar sobre 
la educación religiosa y moral, sino que ella monopoliza la prestación o 
ejecución de la educación religiosa y moral; en otros términos, que no hay 
ni puede haber educación religiosa y moral sin la autoridad e intervención 
de la Iglesia. De manera que solamente ella puede : 


a) Autorizar expresa o tácitamente los maestros y los libros de reli- 
gión, y cuando ellos dan enseñanza religiosa lo hacen en representación de 
la Iglesia y con mandato suyo, que recibe el nombre de missio canonica; 


b) Pertenece exclusivamente a la Jerarquía eclesiástica ejercer la di- 
rección e inspección de la enseñanza religiosa y moral dondequiera que se 
dé; es decir, tanto en las escuelas públicas como privadas; 


c) Finalmente, está igualmente reservado a la Jerarquía eclesiástica 
ejercer por sí misma o por representantes suyos la inspección y vigilancia 
de toda la enseñanza y de la obra entera de la educación en orden a la en- 
señanza religiosa y moral y a la educación plenamente cristiana. 


Véase, pues, con cuánta razón dice Pío XI que “es derecho inalienable 
de la Iglesia, y a la vez deber suyo indispensable, vigilar sobre todo la edu- 
cación de sus hijos, los fieles, en cualquier institución, pública o privada, 
no sólo en lo referente a la enseñanza religiosa allí dada, sino también en 


toda otra disciplina y disposición en cuanto se refieren a la religión y 
moral” (18). 


La razón del monopolio de la Iglesia sobre la enseñanza moral y rel:- 
giosa se encuentra en que la educación religiosa y moral constituye ejercicio 
de función o potestad pública de la Iglesia en sentido propio. En efecto, en 
la enseñanza de las verdades religiosas y morales que propone la Iglesia 
hay, a la vez, ejercicio de la potestad de magisterio y de la potestad de 
régimen o de jurisdicción; ejercicio de la primera cuando se enseñan las 
verdades religiosas y morales que propone la Iglesia, impóngase o no se 
imponga por el maestro la obligación de creer lo que él enseña, y ejercicio 
de la segunda, de una parte, porque se ejerce la dirección de esa misma 
enseñanza religiosa y moral, y, de otra parte, en la actividad de inspección 
y de vigilancia moral y religiosa, la cual se extiende a toda la enseñanza 
y educación, aunque por razón y en orden solamente a la formación reli- 
giosa y moral. Ahora bien, es de sobra conocido que en cualquiera sociedad 
el ejercicio de potestad o de funciones públicas en sentido propio está siem- 
pre reservado a los órganos del Poder público y a sus agentes, 


(18) N. 13, p. 647. 
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28. Incorporación de la norma canónica al ordenamiento civil.—En 
relación, pues, con la enseñanza y la educación religiosa y moral, tal como 
la define y regula el ordenamiento canónico y tal como se halla su presta- 
ción plenamente sometida a la Iglesia, que la realiza y ejecuta por sus 
Órganos o agentes suyos, el Estado y el ordenamiento civil, cualesquiera 
que ellos sean, cristianos o no, carecen en absoluto de poder, son comple- 
tamente incapaces de alterar y modificar la definición canónica de la ense- 
fianza religiosa y moral o de la educación cristiana, así como de derogar 
ninguno de los elementos o condiciones establecidos por la norma canónica. 
El Estado y el ordenamiento civil tienen, sí, el poder de facto de aceptar o 
de no aceptar dentro del ordenamiento civil la norma canónica, colocándose 
en este último caso en oposición abierta con aquélla e incurriendo en vio- 
lación de la misma; pero cuando el Estado y el ordenamiento civil realizan 
una profesión siquiera parcial e imperfecta de confesionalidad, y aun sin 
hacer profesión de confesionalidad, cuando el ordenamiento jurídico ga- 
rantiza la libertad y asegura la autonomía de la persona humana como co- 
rresponde al Estado de derecho, entonces el ordenamiento civil establece 
que la enseñanza religiosa y la educación cristiana estarán regidas por ia 
norma canónica en el ordenamiento civil mismo, y de esta manera la norma 
canónica obtiene dentro del ordenamiento civil la fuerza y eficacia jurídica 
que por sí misma tiene solamente en el ordenamiento canónico. 


Así como, en lo tocante al matrimonio, el Código Civil, artículo 42, no 
reconoce para los católicos más matrimonio que el canónico, el cual se halla 
regulado por las normas jurídicas del ordenamiento canónico, normas que 
son por eso reconocidas por el Estado como normas jurídicas dentro del 
ordenamiento civil y para sus efectos; así también en este punto de la 
enseñanza religiosa y moral, con el reconocimiento que hace el Estado de 
las normas canónicas sobre la enseñanza y la educación cristiana, esas nor- 
mas adquieren el carácter de tales en la esfera civil y para los efectos re- 
flejos que tienen lugar dentro del ordenamiento civil. En ambos casos, el 
de la enseñanza y el del matrimonio, es la norma canónica como tal, o sea 
en cuanto emanada del ordenamiento canónico, la que adquiere valor y 
eficacia de norma en el mismo ordenamiento civil, y, por tanto, no sólo 
sigue dependiendo en su vida y eficacia del ordenamiento canónico, sino 
que, además, debe ser interpretada según los principios y el espiritu del 
ordenamiento originario que la produce y al cual sigue vinculada. 


B) HEpucación Fisica Y CIVIL.—Examinada la naturaleza de la nor- 
ma canónica sobre la enseñanza y la educación religiosa y moral con los 
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consiguientes derechos de la Iglesia sobre la misma, réstanos tratar ahora 
de la mutua posición del ordenamiento canónico y del ordenamiento civil 
en relación con la educación física y civil y con la enseñanza en general, 
ya que, como prescribe el canon 1.113, los padres tienen el deber gravísimo 
de procurar con todo empeño la educación de sus hijos, tanto la religiosa y 
moral como la física y civil. 


29. Canon 1.375: derecho de la Iglesia a fundar escuelas proptas.— 
Comenzando por el ordenamiento canónico, el canon 1.375 establece lo si- 
guiente: “La Iglesia tiene derecho a fundar escuelas de cualquier discipli- 
na, no sólo elementales, sino también medias y superiores.” 

Veamos cómo desarrolla Pío XI en la Encíclica este principio funda- 
mental de derecho público eclesiástico : 


“En el objeto propio de su misión educativa, es decir, en la fe e 
institución de las costumbres, el mismo Dios ha hecho a la Iglesia par- 
tícipe del divino magisterio y, por beneficio divino, inmune de error; 
por lo cual es maestra de los hombres suprema y segurísima, y en sí 
lleva arraigado el derecho inviolable a la libertad de magisterio. Así, 
por necesaria consecuencia, la Iglesia es independiente de cualquiera 
potestad terrena, tanto en el origen como en el ejercicio de su misión 
educativa, no sólo respecto a su objeto propio, sino también respecto 
a los medios necesarios y convenientes para cumplirla. Por esto, con. 
relación a toda otra disciplina y enseñanza humana, que en sí conside- 
rada es patrimonio de todos, individuos y sociedades, la Iglesia tiene 
derecho independiente de emplearla y, principalmente, de juzgar en ella: 
de cuanto pueda ser provechoso o contrario a la educación cristiana, 
Y esto, sea porque la Iglesia, como sociedad perfecta, tiene derecho in- 
dependiente a los medios que emplea para su fin, sea porque la ense- 
ñanza, lo mismo que toda acción humana, tiene necesaria conexión de 
dependencia del fin último del hombre, y, por tanto, no puede sustraerse: 
a las normas de la ley divina, de la cual es custodio, intérprete y maes- 
tra infalible la Iglesia... Así, pues, con pleno derecho la Iglesia promue- 
ve las letras, las ciencias y las artes en cuanto son necesarias o útiles: 
para la educación cristiana y, además, para toda su obra de la salva- 
ción de las almas, aun fundando y manteniendo escuelas e instituciones: 
propias en toda disciplina y en todo grado de cultura” (19). 


Resumiendo el hilo del raciocinio, tal como aparece nítidamente en la. 
doctrina del Papa, podemos formularlo así: 

I) En el objeto propio de su misión, o sea en la fe e institución de las: 
costumbres, la Iglesia tiene derecho nativo e inviolable a la libertad de ma- 


69) Nu. 11-12, pp. 645-647. 
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gisterio (verdadera potestad de magisterio con la prerrogativa de la in- 
falibilidad). 

2) La Iglesia es independiente de cualquiera potestad humana en los 
medios necesarios y convenientes para cumplir su misión educativa, porque 
como sociedad perfecta tiene derecho independiente a los medios que emplea 
para su fin. 

3) Por tanto, la Iglesia tiene derecho independiente de emplear para 
su fin cualquiera disciplina y enseñanza humana que en sí considerada es 
patrimonio de todos, individuos y sociedades. 

4) Consiguientemente ella funda y mantiene con pleno derecho escue- 
las e instituciones propias en toda disciplina y en todo grado de cultura, en 
cuanto son necesarias o útiles para la educación cristiana y, además, para 
toda su obra de salvación, 

30. Canon 1.376: erección canónica de Universidades y Facultades 
católicas.—A continuación, el canon 1.376, relativo a las Universidades y 
l'acultades católicas, dice así: $ 1. “Está reservada a la Sede Apostólica 
la constitución canónica de las Universidades o Facultades católicas de es- 
tudios” 

$. 2. “Las Universidades o Facultades católicas, aun las encomenda- 
das a cualesquiera familias religiosas, deben tener sus estatutos aprobados 
por la Sede Apostólica” 

Comparando los cánones 1.375 y 1.376 adviértese entre ambos una 
diferencia muy notable que, a nuestro juicio, no ha sido convenientemente 
observada y destacada. El canon 1.375 contiene simplemente la enunciación 
de un principio doctrinal de derecho público eclesiástico; no formula pre- 
cepto o prohibición propiamente tales, no establece tampoco requisitos o 
condiciones canónicas y, finalmente, no determina ni especifica los efectos 
jurídicos que en el ordenamiento canónico produce la erección o constitu- 
ción de las escuelas elementales, medias y superiores. El canon 1.376, por 
el contrario, sí que formula precepto y prohibición propiamente dichos, a 
saber : solamente la Sede Apostólica puede hacer la erección canónica de Uni- 
versidades o Facultades católicas; determina que toda Universidad o Fa- 
cultad católica habrá de tener sus estatutos aprobados por la Sede Apostó- 
lica, y el canon siguiente añade igualmente que sólo la Sede Apostólica 
puede conceder autorización para conferir grados académicos que surtan 
efectos en el ordenamiento canónico de la Iglesia. 

A concretar y desarrollar estas normas del Codex Iuris Canonici para 
las Universidades y Facultades de estudios eclesiásticos vino poco afios der 
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pués la Constitución apostólica Dews, scientiarum Dominus, con las Ordena- 
ciones anejas de la Sagrada Congregación de Seminarios y Universidades de 
estudios. Es la Constitución una ley especial en la que, segün manifiesta su 
preámbulo, "se propone con mayor claridad el fin que se pretende obtener, 
se reglamenta con mayor exactitud el método de enseñanza y se define la 
organización de una forma única, sin mengua de los peculiares métodos acc- 
modados a las materias y a los lugares, pero de manera que respondan 
plenamente a las necesidades actuales" (20). 


Las Ordenaciones de la Sagrada Congregación constituyen una especie 
de reglamento, en 49 artículos y tres apéndices, que vienen a desarrollar 
la ley pontificia sobre Universidades y Facultades de estudios eclesiásticos. 

El simple esbozo apuntado nos parece más que suficiente para compro- 
bar que, en la ley pontificia, juntamente con las ordenanzas anejas se 
contienen la creación y organización de un servicio püblico cuya prestación 
o ejecución es conferida u otorgada en cada caso por el legislador mismo 


(20) He aqui un brevisimo y somero esquema de la Constitución: 


El titulo I sienta los principios o normas generales. Se inicia (art. 1.9) con la definición de 
Universidad y de Facultad de estudios eclesiásticos, para trazar en el artículo 9.9 el fin que ellas 
se proponen y determinar en el 3.» las Facultades que están comprendidas en la Ley. La Sagrada 
Congregación de Seminarios y Universidades ejerce la dirección suprema y concede la aproba- 
ción de los Estatutos y del plan de estudios (arts. 4.«-5.9). Solamente las Universidades y Facul- 
iades pueden conferir grados académicos, que son tres: bachillerato, licenciatura y doctorado, 
cuyos efectos jurídicos se determinan en la Ley; así, mientras la licenciatura habilita para en- 
señar en las escuelas que no confleren grados, solamente el doctorado otorga capacidad para 
enseñar en Universidad o Facultad canónicamente erigida (arts. 6.°-10). La Ley se extiende en 
su vigencia a las Facultades de estudios eclesiásticos constituídas en las mismas Universidades 
civiles (arts. 11-12), 


El título 11, que trata del régimen y del personal, determina primero las autoridcdes acadi- 
micas y los Oficiales o funcionarios. Entre las primeras se enumeran el Gran Canciller, el Rec- 
tor, los Decanos de Facultad, con las respectivas Juntas O Consejos. Pertenece a la Sagrada Con- 
gregación el nombramiento del Rector o, por lo menos, su confirmación (arts. 13-18). En cuanto 
a los profesores, distingue la Constitución tres clases, a saber: profesores ordinarios con ple- 
nitud de derechos y estabilidad, profesores extraordinarios y profesores temporales o especia- 
les. Déjase a los Estatutos la fijación del número de profesores en cada Facultad, así como su 
clasificación y los requisitos O condiciones para su promoción, además de las condiciones exigi- 
das por la Ley para todos, como el grado de doctor y la missio canonica, y determina también 
ia Ley las causas y la fonma de la remoción de los profesores (arts. 19-22). En orden a los 
alumnos, la Ley prescribe los estudios previos que deben tener cursados y aprobados antes de 


matricularse en Universidad o Facultad y establece la incompatibilidad para stmultanear estu- 
dios en diversas Facultades (arts. 28-28). 


El título III, que trata del plan de estudios, establece el método general de enseñanza, así 


como los años o cursos de que constan los estudios en cada Facultad y la clasificación de asig- 
naturas con sus exámenes (arts. 29-34). 


En el título IV, sobre la colación de grados académicos, se prescribe con rigor la escolaridad 
para todas y cada una de las asignaturas necesarias en cada Facultád (art. 37) y se determinan 
las condiciones académicas, así como las pruebas O exámenes para aspirar a los diversos gra- 
dos (arts. 35-40). 

El título V contiene normas genéricas sobre los edificios, bibliotecas, seminarios, laborato- 
rios, eic., y, finalmente, sobre los sueldos y honorarios de los profesores, así como sobre los 
derechos y tasas que deben satisfacer los alumnos. En los Estátutos que se someten a la apro- 
bación de la Santa Sede se deberán especificar “los derechos de ingreso, los de matrícula anual, 
i03 de exámenes y los de expedición de diplomas" (arts. 47-52). 
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mediante la aprobación de los estatutos de la respectiva Universidad o Fa- 
cultad. 

Es cierto que la ley especial se refiere solamente a las Universidades 
y Facultades de estudios esclesiásticos, y que no se extiende a las Univer- 
sidades y Facultades católicas de estudios civiles o profanos; pero ello no 
es precisamente porque el ordenamiento canónico no se estime competente 
para reglamentar los estudios en las expresadas Universidades o Facul- 
tades; al contrario, ya hemos visto que el Codex Iuris Canonici reserva la 
erección, la organización y la aprobación de los estatutos de Universidades 
y Facultades católicas a la Sede Apostólica, y mal podría hacerlo si no 
fuera competente para ello. 


31. Volviendo de nuevo al canon 1.375, es evidente que este canon 
no contiene nada que se parezca a la erección, organización y prestación 
del servicio público de enseñanza tal como se contiene en el canon 1.376 
y en la legislación canónica que ha venido a desarrollarlo. Se ha pretendido 
encontrar la aprobación y la organización del servicio en cuestión en el 
acto por el cual la Sede Apostólica aprueba las constituciones de los Insti- 
tutos religiosos que se dedican a la enseñanza de la juventud en sus diver- 
sos grados (sic); pero aparte de que facta non praesumuntur sed probari 
debent, ¿cómo explicar entonces la cláusula del canon 1.376 cuando dice que 
"las Universidades o Facultades católicas, aun las encomendadas a cuales- 
quiera familias religiosas, deben tener sus estatutos aprobados por la Sede 
Apostólica”? Y si en la simple aprobación de un Instituto religioso de 
enseñanza se contiene ya la aprobación y aun la apropiación de su ense- 
fianza por la Iglesia, ;por qué eso no se extiende a las Universidades y 
Facultades católicas eclesiásticas o profanas? Y si la aprobación no alcan- 
za a esta clase de escuelas, ¿por qué y con qué derecho se afirma de las 
otras escuelas, precisamente de aquellas que el Codex luris Canonici se 
abstiene de reglamentar ? 

De otro lado, nos parece que, aprobación por aprobación, lo mismo es 
y el mismo valor tiene la aprobación de un Instituto religioso, cuyos miem- 
bros tienen obligación de tender a la perfección con el trabajo manual 
—cultivo de los campos u otros trabajos—y con el ejercicio de obras de 
caridad corporal—asistencia de enfermos, ancianos, etc.—, que por el ejer- 
cicio de la enseñanza y de la educación—obra de caridad espiritual—. La 
diferencia no radica en la aprobación del Instituto religioso; está en la 
indole y naturaleza de la obra que se toma como instrumento de santifica- 
ción—el trabajo manual, las obras de caridad corporal o de caridad espi- 
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ritual—, siendo estos instrumentos, y no aquéllas—las instituciones—, los 
que pueden constituir o no constituir servicios públicos para un ordena- 
miento juridico dado. 


2) Conexión de los ordenamientos canónico y civil 


Vengamos ahora a considerar la posición del ordenamiento civil en re- 

lación con la enseñanza en general y con la que el Codey Iuris Canonici 
y la Encíclica denominan educación física y civil. 
Hemos aducido un poco más arriba las palabras de Pío XI, afirmando 
que la Iglesia, como sociedad perfecta, tiene derecho independiente de em- 
plear para su fin cualquiera disciplina y enseñanza humana que en sí con- 
siderada es patrimonio de todos, individuos y sociedades. El argumento 
concluyente para el ordenamiento canónico, según hemos visto, lo es igual- 
mente a favor del ordenamiento civil, puesto que ambos a dos son ordena- 
mientos originarios y soberanos. 


En efecto, así lo reconoce la misma Encíclica al tratar de los derechos 
educativos del Estado. Dice así: 


“Principalmente pertenece al Estado, en orden al bien común, pro- 
mover de muchas maneras la misma educación e instrucción de la ju- 
ventud. Ante todo y directamente, favoreciendo y ayudando a la inicia- 
tiva y acción de la Iglesia y de las familias, cuya grande eficacia 
demuestran la Historia y la experiencia. Luego, complementando esta 
obra donde ella no alcanza o no basta, aun por medio de escuelas e 
instiluciones propias, porque el Estado, más que ningún otro, está 
provisto de medios, puestos a su disposición para las necesidades de 
todos, y es justo que los emplee para provecho de aquellos mismos de 
quienes proceden. Además, el Estado puede exigir y, por tanto, procu- 
rar que todos los ciudadanos tengan el conocimiento necesario de sus 
deberes civiles y nacionales, y cierto grado de cultura intelectual, mo- 
ral y física que el bien común, atendidas las condiciones de nuestros 
tiempos, verdaderamente exija” (24). 


32. El problema de la conexión en materia de ensenanza.—Plantéase 
luego la Encíclica el problema de las relaciones entre ambos ordenamien- 
tos y lo resuelve acudiendo al texto clásico de la Immortale Dei para deter- 


minar la respectiva competencia de la Iglesia y el Estado en materia de 
enseñanza: : 


(21) N. 24, p. 656. 
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“Dios ha dividido entre dos potestades el gobierno del género hu- 
mano, la eclesiástica y la civil, poniendo a la una al frente de las cosas 
divinas, y a la otra, al frente de las humanas. Ambas supremas, cada 
una en su orden; la una y la otra tienen límites fijos que las incluyen. 
inmediamente determinados por la naturaleza y por el fin de cada una; 
de modo que viene a trazarse una como esfera dentro de la cual se 
desenvuelve con exclusivo derecho la acción de cada una... Ahora bien, 
la educación de la juventud es precisamente una de esas cosas que 
pertenecen a la Iglesia y al Estado, aunque de diversa manera... Cuanto 
por algún concepto hay de sagrado en las cosas humanas, cuanto se 
refiere a la salud de las almas y al culto de Dios, sea así por su misma 
naturaleza, o como tal se considere en razón del fin a que tiende, todo 
ello eae bajo el poder y la dirección de la Iglesia; lo demás, que queda 
en el orden civil y político, justo es que dependa de la autoridad civil, 
habiendo Jesucristo mandado dar al César 1o que es del César, y a Dios 
lo que es de Dios" (22). 


La aplicación concreta de la doctrina de León XIII la hace Pío XI en 
la Encíclica cuando a continuación de haber afirmado el derecho indepen- 
diente de la Iglesia a fundar y mantener escuelas e instituciones propias 
en toda disciplina y en todo grado de cultura, en cuanto son necesarias 
o útiles para la educación cristiana y, además, para toda su obra de la sal- 
vación de las almas, afiade: 


" Esta obra, así como cede en inmenso provecho de las familias y las 
naciones, que sin Cristo se pierden..., así no trae el menor inconveniente 
a las ordenaciones civiles, porque la Iglesia, con su maternal pruden- 
cia, no se opone a que sus escuelas. e instituciones educativas para los 
seglares se conformen en cada nación con las legítimas disposiciones 
de la autoridad civil, y aun está en todo caso dispuesta a ponerse de 
acuerdo con ésta y a resolver amistosamente las dificultades que pudie- 
ran surgir” (23). 


33. Autonomía de los individuos y de los grupos contra monopoho.— 
Si el Estado se define, como hemos dicho, el ordenamiento jurídico terri- 
torial soberano, y ordenamiento jurídico significa no simplemente con- 
junto de normas, sino grupo social organizado que actúa ordenadamente 
para la obtención de un fin comün o para la realización de una idea común, 
dicho se está que no habrá ordenamiento jurídico y, por consiguiente, tam- 
poco habrá Estado si falta la realidad común del grupo, o sea su organi- 


(22) Nn. 27-28, pp. 658-659. 
(23) N. 12, p. 847. 
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zación en una comunión; de idea y de aspiración, en un juicio y un querer 
común objetivados. 

Lo que verdaderamente transforma el grupo en ordenamiento es la ge- 
neral aceptación por parte de sus componentes de un principio de verdad 
inherente a su propia actividad, y según el cual todos los miembros del 
grupo tienen el deber: a) de permanecer fieles a la idea o bien común 
en el desarrollo de su actividad; b) de procurar realizarla cada cual con 
su acción; c) de procurar que alcance a todos los miembros del gru- 
po la participación en la realidad común, tanto en los esfuerzos como 
en las ventajas que de ella se derivan. Hay que decir, por consiguien- 
te, que cuando cada uno de los miembros se siente unido a los demás 
para la idea u obra común por un verdadero imperativo moral, y cuando 
cada uno contribuye con su esfuerzo a crear la realidad común de la que 
todos y cada uno se sienten artífices, partícipes o destinatarios a un tiempo, 
entonces y solamente entonces puede decirse que el grupo se transforma en 
ordenamiento, transformación que se verifica por la actuación del princi- 
pio de solidaridad en la idea y en la tarea común y del principio de autono- 
mía de los individuos, originando así un sistema de obligaciones y de 
derechos 

Aplicando lo dicho al Estado, tenemos que la realidad social de éste 
no debe aspirar a suprimir la autonomía de los individuos, según se ma- 
nifiesta en la igualdad de todos ante la ley, en la seguridad jurídica, en la 
dignidad de la persona y en el derecho legítimo al desarrollo de una ho- 
nesta actividad y libertad. De idéntica manera la unidad del Estado tam- 
poco puede conducir a sofocar la realidad social de los grupos inferiores 
que viven dentro del mismo, sino más bien a disciplinarlos e incorporarlos 
por la asimilación, la corrección y la integración de sus fines hasta ponerlos 
en armonía con los propios fines del Estado. 

Concretamente el moderno Estado de derecho, como simple ordena- 
miento o realidad común de todos los súbditos, no puede en modo alguno 
negar la autonomía de los individuos, sino que dentro de ciertos límites, 
más O menos extensos, tiene que reconocer la autonomía de la voluntad 
en orden a la producción de efectos jurídicos; y como ordenamiento ju- 
rídico soberano, no puede tampoco ahogar o sofocar la autonomía de los 
grupos que viven dentro de su esfera. Pero si la autonomía de los in- 
dividuos y de los grupos sociales no puede ser suprimida sin renunciar 
a los principios de solidaridad y de autonomía que constituyen originaria- 
mente al Estado en ordenamiento jurídico; lo que sí pertenece en exclusiva 
al Estado en cuanto ordenamiento soberano es el poder de dirigir y orde- 
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nar la acción de los individuos y de los grupos al fin común, y en esta 
misión la voluntad del ordenamiento soberano no depende de ninguna otra 
voluntad humana superior, exterior ni interiormente. De esta manera, la 
autonomía de los individuos y de los grupos sociales integrados en un or- 
denamiento jurídico determinado constituye por sí misma un límite que 
tiende a contener la soberanía dentro de su objeto: la idea y el fin común; 
pero en la determinación de los bienes e intereses concretos de cada momento 
—lo que se denomina el criterio ordenador del grupo—, así como en la 
selección de los medios conducentes al fin, en eso el ordenamiento soberano 
es independiente de cualquiera otra voluntad humana, se pone y se modi- 
fica libremente, o sea que se determina por sí mismo, y no en virtud de 
una orden exterior o de un mandato superior, pues dentro de un ordena- 
miento dado y en el ámbito de eficacia del mismo ordenamiento no está 
sometido a ningún sujeto superior. 

Además de la limitación genérica que la Encíclica expresa con la frase 
de que el Estado debe “favorecer y ayudar a la iniciativa y a la acción de 
la Iglesia y de las familias”, Pío XI señala otras dos limitaciones concre- 
tas que vienen impuestas al Estado por la autonomía de los individuos y 
de los grupos inferiores que viven dentro del mismo. Refiérese la primera 
al monopolio de la enseñanza : 

“Es injusto e ilícito todo monopolio educativo o escolar, que fuerce 
física o moralmente a las familias a acudir a las escuelas del Estado 
contra los deberes de la conciencia cristiana, o aun contra sus legítimas 
preferencias”, y esto porque “el Estado debe respetar los derechos na- 
tivos de la Iglesia y de la familia a la educación cristiana, además de 
observar la justicia distributiva”. 


Consiste la otra limitación en que, aun sin monopolio, el Estado no 
puede imponer a sus súbditos un tipo absolutamente uniforme de educación : 


“Este derecho incontrastable de la familia—a la educación, tanto 
religiosa y moral como física y civil—ha sido varias veces jurídica- 
mente reconocido por naciones en que hay cuidado de respetar el dere- 
cho natural en las disposiciones civiles, Así, para citar un caso de los 
más recientes, la Corte Suprema de la República Federal de los Estados 
Unidos de la América del Norte, al resolver una importantísima con- 
troversia, declaró “que no competía al Estado ninguna potestad general 
de establecer un tipo uniforme de educación en la juventud, obligán- 
dola a recibir la instrucción de las escuelas públicas solamente”, y 
añadió la razón de derecho natural: “El niño no es una mera criatura 
del Estado; quienes lo alimentan y lo dirigen tienen el derecho, junto 
con el alto deber, de educarlo y prepararlo para el cumplimiento de 
sus deberes” (24). 


(24) N. 24, p. 656; n. 18, p. 654. 
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Supuestas las anteriores limitaciones, parece claro que el ordenamiento 
civil debe, en el uso de su potestad, proponerse como uno de los fines e 
intereses concretos del ordenamiento jurídico la difusión, junto a la ense- 
ñanza y educación religiosa y moral, de la educación física y civil, de ma- 
nera que en el bien de la educación y de la cultura participen según sus 
grados el mayor número de miembros de la comunidad que sea posible. 


34. Servicios públicos y autonomía o libertad.—Como es natural, no 
viene en cuestión la potestad del ordenamiento civil para regular jurídica- 
mente el fin docente, legislando sobre la organización y distribución de 
la enseñanza en grados diversos, con la determinación de los efectos juri- 
dicos propios de cada grado, ni tampoco la organización y distribución de 
los estudios en distintas carreras que capaciten para el ejercicio de pro- 
fesiones diversas, ni siquiera la potestad de crear y organizar el servicio 
público de la enseñanza, con tal que el Estado no pretenda monopolizar 
directa o indirectamente su prestación, puesto que, como dice Pio XI: 
“El Estado, más que ningún otro, está provisto de medios, puestos a su 
disposición para las necesidades de todos, y es justo que los emplee para 
provecho de aquellos mismos de quienes proceden". 

Concretamente, dada la indudable naturaleza científica y técnica, al par 
que el marcado carácter de especialización que actualmente reviste la ense- 
ñanza no solamente en los estudios superiores de Universidad o Facultad, 
sino en la misma Enseñanza media, así como la preparación técnica que se 
requiere para el ejercicio de la docencia en la Ensefianza primaria, no 
parece dudoso que la posesión del correspondiente título profesional deba 
considerarse como una exigencia mínima de la organización eficiente del 
servicio püblico; y parece igualmente claro que esa exigencia no constituye 
por sí misma una forma solapada de monopolio, ya que el determinar por 
medio de la ley y en condiciones de igualdad para todos los ciudadanos 
los requisitos con que son admitidos al ejercicio de una función técnica 
con pleno e igual derecho, no destruye en sí la libertad profesional, ni 
atenta contra la autonomía de la persona humana (25). 


I 


(25) I. MONTI: La libertad de enseñanza (Madrid, 1930), pp. 63-64; KENNET E. BOULDING: And- 
lisis económico (Madrid, 1951), p. 367: “Como principio general se puede decir que una restric- 
ción es legitima si tiene por objeto proteger al público contra su propia ignorancia o contra 
el fraude de aquellos que desean venderle algo. En esta categoría pueden incluirse los requisi- 
tos de ingreso para los profesionales, los requisitos de aprendizaje de los sindicatos, y quizá 
la colegiación de los agentes comerciales. Por el contrario, cuando la entrada en una industria, 
proresión u ocupación está restringida para mantener las ganancias de los poco favorecidos que 
se hallan dentro, impidiendo el acceso de los que tienen un derecho razonable a ser admitidos, 
la restricción puede considerarse como ilegítima. En la práctica es difícil establecer con claridad 
la divisoria entre lo que es legítimo y lo que no lo es." E 


t 
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Sabido es cómo los distintos ordenamientos jurídicos se inspiran en 
criterios que son cualquier cosa menos uniformes en materia de tanta trans- 
cendencia como es la constitución de las personas jurídicas, pues, mientras 
en algunos ordenamientos jurídicos la obtención de personalidad requiere 
en cada caso una emanación singular del acto de concesión por parte del 
poder público, otros ordenamientos, en cambio, se limitan a trazar formas 
típicas, esquemas tradicionales y naturales de formación jurídica, que tien- 
den a facilitar la constitución de las personas jurídicas por la simple vo- 
luntad de los particulares. Que un sistema sea más o menos liberal que 
otro, y que pueda por eso resultar más o menos conveniente en un país, 
es cosa que no tiene nada que ver con su legitimidad jurídica, la cual de- 
pende de que respete o no el principio de autonomía de la persona humana. 

Ahora bien, al concepto negativo de la libertad y de la autonomía in- 
dividuales como simple ausencia de limitación, o, lo que es lo mismo, como 
negación que se opone al desarrollo del Poder público y a la intervención 
administrativa en el amplio sector acotado por la iniciativa individual y la 
actividad de los grupos, ha sucedido en parte un concepto distinto de la liber- 
tad vinculado íntimamente a las ideas de ayuda y protección, según el cual, a 
cambio de limitar el ámbito primitivo de aquella libertad por la expansión de 
la actividad administrativa, se les ofrece a los individuos y a los grupos so- 
ciales la posibilidad de satisfacer mejor las necesidades humanas mediante la 
creación y la prestación de servicios públicos diversos. El estrechamiento y 
la reducción de la libertad es el precio que se paga por los derechos efectivos 
a la utilización de servicios públicos en sentido amplio; de manera que la 
proliferación de éstos, lejos de mermar las libertades, hace posible su uso 
llenándolas de contenido. Solamente la cesión de porciones concretas de 
aquella libertad absoluta y abstracta formulada en los textos constitucio- 
nales puede hacer efectivo un derecho menos ambicioso y más modesto, 
cual es el derecho al uso de los servicios públicos, por medio de los cuales 
el Estado abre tanto a los individuos como a los grupos posibilidades de 
hacer que antes no tenían. Así, la simple creación de un centro docente, 
v. gr., de una escuela, de un Instituto laboral, de un Colegio, por no salirnos 
de la materia que tratamos, eleva de plano, potencia enormemente las po- 
sibilidades de actuación de las familias en orden a la enseñanza y al 
porvenir de sus hijos (26). 

Cuando León XIII, en la Immortale Dei, y con él Pio XI proclaman que 
las potestades eclesiástica y civil, siendo “ambas soberanas cada una en su 


:5 (26) M. FRANCISCO CLAVERO: Libertad política y libertad administrativa, en “Arbor” (1953), 
l. 96, pp. 244-248. 
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orden”, son, sin embargo, limitadas, en cuanto que “la una y la otra tie- 
nen limites fijos que las incluyen”, y, como tales, perfectamente distintas 
y autónomas, “de modo que viene a trazarse como una esfera dentro de 
la cual se desenvuelve con exclusivo derecho la acción de cada una”, no 
hacen otra cosa que afirmar netamente la separación de los respectivos 
ordenamientos jurídicos canónico y civil, en cuanto ordenamientos inter- 
nos soberanos, cada uno de los cuales se forma y se modifica por sí mismo 
sin ingerencias del uno en la esfera del otro y, por consiguiente, sin que 
la voluntad de uno cualquiera de ellos, manifestada por sus órganos o 
agentes, sea capaz de producir por sí misma efectos jurídicos en el ámbito 
del otro ordenamiento, ni adquirir eficacia jurídica para los sübditos del 
otro ordenamiento distinto. 


35. El ordenamiento civil regula los efectos civiles de los estudios; 
el ordenamiento canónico regula los efectos canónicos.—Lo que dejamos 
dicho no significa que no haya o no deba haber relación de conexión entre 
el ordenamiento canónico y el ordenamiento civil, sino que esa conexión, 
cuando existe, tiene que ser necesariamente obra de derecho externo. 

Por eso en la doctrina de Pío XI, según la cual "la Iglesia, con su 
maternal prudencia, no se opone a que sus escuelas e instituciones educa- 
tivas para los seglares se conformen en cada nación con las legítimas dis- 
posiciones de la autoridad civil", según creemos, se contienen implicita- 
mente estas dos cosas: una, que las disposiciones del ordenamiento civil 
no surten efectos por sí mismas en el ordenamiento canónico, y viceversa; 
y la segunda, que cuando una institución originaria de un ordenamiento 
—v. gr., el canónico—, aspira a obtener efectos jurídicos en la esfera de 
otro ordenamiento distinto—v. gr., efectos civiles—, no los obtiene sino 
con sujeción a las normas del ordenamiento que. regula los efectos de 
cuya obtención se trata (con sujeción a las normas del ordenamiento civil, 
que es el que regula los efectos civiles con sus condiciones) (27). 

De idéntica manera las Facultades de estudios eclesiásticos dependen 
exclusivamente del ordenamiento canónico, y en ellas el ordenamiento ci- 
vil es radicalmente incompetente; su competencia comienza ünicamente y 
se limita a reconocer efectos civiles más o menos extensos a sus grados, 
siendo únicamente éstos—los efectos civiles—y no aquéllas los que depen- 


(27) S. LENER: Definizione razionale dei rapporti fra Chiesa Cattolica e Stato moderno, en 
"La Civiltà Cattolica" (1947). vol. II, p. 32: “En orden a los efectos reflejos de los actos canó- 
nicos en el ámbito del ordenamiento estatal, o sea aquellos aspectos de los mismos que interesan 
al orden püblico—v. gr., una procesión—, a la economía—por ejemplo, la propiedad ecles:ás- 
tica—y al derecho del Estado—como el reconocimiento de la personalidad civil de los entes 
canónicos—, la competencia del Estado está fuera de discusión." 
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den del ordenamiento civil. Otra cosa distinta sucede en una Facultad de 
estudios civiles en Universidad católica canónicamente erigida, v. gr., la 
Facultad de Derecho o de Filosofía y Letras. Aquí, por tratarse de estu- 
dios civiles, es decir, de estudios que se pretende que capaciten para el 
ejercicio de determinadas profesiones civiles, es el ordenamiento civil el 
que regula jurídicamente los estudios, en cuanto a los cursos y al plan de 
estudios, etc.; y por tratarse de Facultad canónicamente erigida rigese 
también por el ordenamiento canónico, o sea que sus estatutos tienen que 
ser aprobados por la Santa Sede, y sus grados podrían producir determi- 
nados efectos jurídicos canónicos, v. gr., podría el ordenamiento canónico 
prescribir. que en los Tribunales eclesiásticos, junto a los graduados en 
Derecho canónico, pudieran actuar los graduados en Derecho civil por una 
Facultad canónicamente erigida, o que el grado en Filosofía y Letras por 
una Facultad canónicamente erigida capacitara para la enseñanza, por ejem- 
plo, de Filosofía en un Seminario o en otro centro canónico. 


Pero si la institución originaria de un ordenamiento jurídico no pre- 
tendiese salir para ningún efecto del ordenamiento originario, en ese caso 
es manifiesta su completa independencia de cualquiera otro ordenamiento 
que no sea el originario suyo. Supongamos, por ejemplo, que el ordena- 
miento canónico se propusiera la fundación de un centro de pura investi- 
gación de Ciencias Físicas sin la aspiración de que sus miembros obtuvieran 
determinados efectos civiles, sino simplemente para demostrar con sus 
trabajos la perfecta armonía de la ciencia con la fe (28); es evidente que, 
tratándose, como dice Pio XI, de “una enseñanza que en sí considerada : 
es patrimonio de todos, individuos y sociedades", el ordenamiento canónico 
resulta perfectamente independiente de constituirlo y organizarlo como me- 
jor le plazca en orden a sus propios fines y efectos. 


36. Cánones 1.375 y 1.376: distinción entre efectos civiles y efectos 
conónicos —Según observamos más arriba, el canon 1.376 reserva a la Sede 
Apostólica la constitución canónica, así como la aprobación de los Estatutos 
para cualquiera Universidad o F acultad católica, trátese de estudios civiles 
o de estudios eclesiásticos. Sin embargo, la Constitución Deus, scientiarum 
Dominus, como observamos también, es ley especial solamente para las Uni- 
versidades y Facultades de estudios eclesiásticos, incluso para las consti- 
tuidas en Universidades civiles a tenor de ciertos Concordatos; en cambio, 


(98) “La permanente actualité d'Instituts ou Universités catholiques réside dans l'utilité, le 
besoin de constituer un corps de doctrine, ordonné, solide, de créer toute une ambiance de 
€uiture spécifiquement catholique.” Pío XII. A.A. S., t. 32 (1950), p. 736. 
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no se promulga para las Facultades de estudios civiles de las Universida- 
des católicas. 

La cosa aparece ahora perfectamente clara; pues en tanto que las Fa- 
cultades de estudios eclesiásticos, por ser canónicas ex toto—tanto por la 
autoridad que las erige como por la materia y por los efectos de los estu- 
dios—, son totalmente independientes del ordenamiento civil; en cambio, las 
Facultades de estudios civiles en Universidad católica canónicamente erigida, 
como se proponen capacitar para el ejercicio de profesiones civiles—efec- 
tos dependientes del ordenamiento civil—, vienen sometidas a la regulación 
jurídica o civil de los estudios para obtener los expresados efectos; pero en 
todo lo demás dependen únicamente del ordenamiento canónico que las crea 
y da vida; es decir, que son erigidas por la Sede Apostólica y están some- 
tidas en la aprobación de sus Estatutos a la misma Sede Apostólica. 


37. Algo análogo sucede con las escuelas elementales y medias cuya 
constitución prescribe a los Ordinarios el canon 1.379 para los sitios donde 
no haya escuelas plenamente católicas a tenor del canon 1.373. En estos 
casos las escuelas erigidas por la autoridad eclesiástica deberán estar asi- 
mismo sometidas al ordenamiento civil en la regulación jurídica de los es- 
tudios—sometidas a “las legítimas disposiciones de la autoridad civil", 
dice Pio XI—, si aspiran a obtener los efectos civiles propios de su grado; 
pero en todo lo demás, es decir, en su constitución y gobierno—personal 
directivo—, en la organización misma de los estudios en orden al mejor 
cumplimiento y a la superación de lo prescrito universalmente por la ley, 
en la formación religiosa y moral, en lo relativo a la disciplina y a los sub- 
sidios. y recursos materiales para su subsistencia y, finalmente, en la de- 
terminación de las relaciones recíprocas—deberes y derechos—de las es- 
cuelas con las familias, y viceversa; en todo esto, decimos, las escuelas 
erigidas por la Iglesia dependen exclusivamente del ordenamiento canónico. 

Ahora bien, la autoridad que instituye un ente para la prestación de 
un servicio o para la realización de un fin público religioso o caritativo: 
contrae la responsabilidad de tutelar los intereses de la sociedad asegurando 
de manera conveniente la prestación del servicio o la realización del fin 
público regular y continuamente. La Santa Sede se había reservado ante- 
riormente y se reserva en la actualidad hacer todo esto respecto de las Uni- 
versidades y Facultades católicas; pero respecto de las otras escuelas, así 
profesionales como medias y elementales, que sean verdaderamente propias 
de la Iglesia o por ella erigidas, pertenece a los Obispos su erección, así 
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como el otorgamiento de su verdadero estatuto, segün lo tiene manifestado 
en diversas ocasiones la Santa Sede. 


Así, León XIII, en la Quod multum, dirigida a los Obispos de Hungría, 
les dice: “Procurad que no falten escuelas recomendables por la excelencia 
de la educación y la probidad de los maestros, que estén gobernadas por 
vuestra autoridad y estén colocadas bajo la vigilancia del clero. Y queremos 
que esto se entienda no sólo de las escuelas elementales, sino también de 
aquellas en que se estudian las bellas letras y las altas ciencias”. y en la 
Affari Vos, de fecha 8 de diciembre de 1897, a los Obispos del Canadá, 
dice: 

“Hay otro punto que requiere vuestra común solicitud, y es que por 
vuestra autoridad y con el concurso de los que dirigen los establecimientos 
de educación se elabore con cuidado y sabiduría todo el programa de los 
estudios y que se procure, sobre todo, no admitir a las funciones de la 
enseñanza más que a hombres abundantemente provistos de todas las cua- 
lidades que aquéllas necesitan, naturales y adquiridas. Conviene, en efecto, 
que las escuelas católicas estén en condiciones de rivalizar con las más 
florecientes por la bondad de sus métodos de formación y por el esplendor 
de la enseñanza. Desde el punto de vista de la cultura intelectual y del pro- 
greso de la civilización, no se puede por menos de encontrar bello y noble 
el designio concebido por las provincias canadienses de desarrollar la ins- 
trucción pública, de elevar más y más su nivel y realizar así una cosa cada 
vez más alta y perfecta” (29). 


38. Conclusión.—El Concordato, un concordato particular se entiende, 
constituye actualmente el sistema preferido para lograr la conexión orgá- 
nica y completa del ordenamiento canónico y un ordenamiento civil par- 
ticular, sin mengua de su mutua independencia o soberanía; pero el Con- 
cordato ni se levanta sobre el vacío ni trabaja en el aire; el supuesto previo 
de aquél consiste en la determinación de la competencia real específica que 
es propia de cada ordenamiento, según principios estricta y rigurosamente 
jurídicos; y sobre esa base firme y segura luego el Concodato puede y 
hasta debe, tomando en consideración las condiciones particulares de cada 
época y las circunstancias de lugar y de personas, permitirse en lo que 
afecta al ejercicio de los respectivos derechos ligeras oscilaciones y desvia- 
ciones de aquella línea, por si mísma un tanto rígida y necesitada de flexi- 


bilidad. 


(39) Colección de Encíelicas y Cartas Pontificiae, p. 679, nota; p. 678, nota. 
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Por eso nos ha parecido que al esclarecimiento de aquella competencia 
real específica en materia de tanta trascendencia como la enseñanza y la 
educación podría contribuir la teoría jurídica del servicio público, concep- 
to de por sí dotado de suficiente plasticidad y que no excluye la posibilidad 
de retoques importantes si se juzga conveniente su trasplante al ordena- 
miento canónico, lo que acaso no sea imprescindible. Instrumento de co- 
nexión particularmente interesante en el terreno del servicio público apli- 
cado a la enseñanza podría resultar el establecimiento de utilidad pública, 
el cual, a la vez que conserva su propia autonomía constitutiva frente a un 
ordenamiento jurídico dado, admite perfectamente su vinculación al mismo 
ordenamiento, como organismo auxiliar suyo en orden a la prestación 
de un servicio público determinado. 


LAUREANO PEREZ MIER 


Canónigo Doctoral de Palencia 
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LOS IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES 
CANONICOS DE ORDEN SAGRADO Y DE 
PROFESION RELIGIOSA SOLEMNE (*) 


Se tratan a un mismo tiempo estos dos impedimentos matrimoniales 
canón cos por la sencilla razón de que en las legislaciones civiles que 
los admiten suelen aparecer legislados juntamente. 

Tanto en el capítulo de impedimentos matrimoniales como en el de 
nulidad del matrimonio no se mencionan en el Código Civil Italiano (1) 
ni el Orden sagrado ni la profesión solemne religiosa. 

Tampoco aparecen como impedimentos, ni siquiera como mot:vos de 
impugnabilidad, en el Código Civil Alemán, los dos citados institutos 
jurídicos canónicos (2). : i 

Ambos impedimentos quedan suprimidos en Francia, según el Có- 
digo Civil (3). j 

En la edición del Código Civil Belga que util'zamos (dicha edición 
del Código Belga no lleva fecha) siguen en todo esto al Código Civil 
Francés. 

No originan, pues, ni incapacidad ni mot‘vo de oposición, ni nulidad, 
ni irregularidad para el matrimonio en el Código Civil belga, la profe- 
sión religiosa solemne ni el Orden sagrado. ^.  - ; 

No están nombrados, en el Código Civil Turco, ni el Orden sagrado 
ni la profes:ón solemne religiosa, No obstante, entre los católicos han de 
observarse los impedimentos canónicos, AT 


^. (*) Puede consultarse; VALENTÍN SORIA SÁNCHEZ: El impedimento matrimonial canónico tte 
„adopción legal en los Códigos civiles del mundo, en “Il Diritto Ecclesiastico" (enero-marzo, 
1953); VALENTÍN SORIA SÁNCHEZ: El impedimento matrimonial canónico de consanguinidad en [os 
Códigos civiles del mundo, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO (enero-abril, 1953). 

(1) Código Civil Italiano, edición 1943. Enciclopedia Italiana, tomo XXII, artículo. titulado 
“Matrimonio”, pp. 573-589; en concreto: Derecho matrimonial italiano, pp. 585-586, firmado ' por 
RAFFAELE CORSO, prof. en el Real Instituto Oriental de Nápoles. STOLFI: Diritto di famiglia (To- 
iino, 1991). OSSORIO MORALES (JUAN): La familia en el nuevo Derecho italiano, Quaderni dell Isti- 
iuto Italiano di Cultura in Spagna. : 

(2) Código Civil Alemán, ed. 1923. Puede consultarse HOLLWECK: Das Civileherecht des.bür- 
gerlichen Gesetzbuchs dargestellt im Lichte des kanonischen Eherechts (1900). A... SCHARNAGL : 
Bas feierliche Gelübde als Ehehindernis taño 1908). MITTERMUELLER: artículo aparecido. en la re- 
vista “Archy. f. k. K.", XVI, 1 ss. : : VUL ds sd do Am 
. 48) Código Civil Francés, ed. 1932. Puede verse: ALLEGRE: Le mariage des prétres en Droit 
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Se prohibe en Portugal el matrimonio a los que están ordenados «in 
sacris» y a los relig:osos o religiosas con profesión solemne. 

Está prohibido el matrimonio: ".. 5.” A los que tuvieren el impedi- 
mento de Orden o se hallasen ligados por voto solemne reconocido por 
la ley (4). 

En otra parte de dicho Código Civil se expresan así ambos impe- 
dimentos : 

«El ministro de la Iglesia que celebrare matrimonio contra lo que 
dispone el artículo 1.058, incurre en las penas señaladas en la ley penal.» 

Inválido es el matrimonio contraído con los impedimentos canónica- 
mente dirimentes de Orden sagrado y profesión religiosa solemne. Así 
lo reconoce el Código Civil portugués en el siguiente artículo : 

«El matrimonio católico sólo puede ser anulado en juicio eclesiástico 
en los casos previstos en las leyes de la Iglesia admitidas en el Reino» (5). 

El fallo de la nulidad matrimonial corresponde a la jurisd cción ecle- 
siástica en el Derecho portugués : 

«La jurisdicción del juicio eclesiástico se limita únicamente al cono- 
cimiento y fallo de la nulidad; y todas las diligencias y actos de inda- 
gación que deban practicarse serán llevados a cabo por la autoridad ju- 
dicial civil» (6). 

Se expresa así el Código Civil portugués sobre la ejecución del fallo 
de nulidad : 

«Dictada en juicio eclesiástico sentencia que anule el matrimonio, será 
ejecutada por la autoridad civil, a la que será oficialmente comun .cada; 
y a la autoridad eclesiástica sólo le competerá transmitir al párroco ante 
el cual se hub:ese celebrado el matrimonio, una certificación de la senten- 
cia, para ser anotada al margen del respectivo registro» (7). 

Conviene examinar despacio la legislación colombiana : 

«No es aplicable la disposición de la primera parte del artículo 17 del 
Concordato cuando los dos individuos que pretenden contraer matrimo- 
nio declaren que se han separado formalmente de la Iglesia y de la reli- 
gión católica, siempre que quienes hagan tal declaración no hayan reci- 
bido órdenes sagradas, ni sean religiosos que hayan hecho votos soler” 


nes, los que están, en todo caso, sometidos a las prescripciones del Dere- 
cho canón:'co» (8): 


(4) Código Civil Portugués, art. 1.058, ed. 1940. 
($) Código Civil Portugués, art. 1.086, ed. 1940. 
(6) Codigo Civil Portugués, art. 1.087, ed. 1940. 
(7) Código Civil Portugués, art. 1.088, ed. 1940. 


(8) Código Civil Colombiano. EDUARDO RODRÍGUEZ PIÑERES. Li { a (Bogo: 
1940). Ley 54 de 1994 (art. 4.9). Bebes 
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Tales personas tienen impedimento dirimente matrimonial según la 
legislación c:vil colombiana. 

Como obligatorio se reconoce en Colombia el matrimonio canónico : 

«El matrimonio que deberán celebrar todos los que profesan la re- 
ligión católica producirá efectos civiles respecto a las personas y bienes 
de los cónyuges y sus descendientes sólo cuando se celebren de confor- 
midad con las disposiciones del Concilio de Trento» (9). 

Y adviértase que el Derecho colombiano reconoce pleno valor civii 
al matrimonio católico : 

«Son válidos para todos los efectos civiles y políticos los matrimo- 
nios que se celebren conforme al rito católico» (10). 

Por ninguna parte aparecen en el Código Civil mejicano (11) como 
impedimentos matrimoniales ni la profesión solemne religiosa ni el Or- 
den sagrado. 

En 1952 el Tribunal Supremo mejicano ha decretado que revaloriza 
civ'Imente el matrimonio canónico. Luego ambos impedimentos vigen 
para quienes contraigan canónicamente. 

Solamente se reconoce en Uruguay (12) con valor civil el matrimonio 
civil, no prohibiendo el que los contrayentes posteriormente se presen- 
ten a la ceremonia religiosa y contraigan el matr:monio canónico. 

Los únicos impedimentos que rigen son los c'viles y entre ellos ro 
se incluyen ni el Orden sagrado ni la profesión solemne religiosa. 

Tampoco adm'te el Código Civil argentino la profesión. religiosa so- 
lemne ni el Orden sagrado como impedimentos matrimoniales; desde 
luego no se mencionan (13). 

Con un poco más de detenimiento se va a tratar la leg'slación espa- 
fiola sobre estos dos impedimentos canónicos matrimoniales. 

Hasta 1932 el impedimento de voto solemne había sido dirimente en 
España. 

Según la legislación de 1870 (14), dir mía el matrimonio mientras ei 
que había emitido el voto solemne no hubiera abjurado del catolicismo. 


Una Orden del 26 de septiembre de 1867, aclaratoria de dicha Ley 
de 1870, decía así : 


(9) Derecho colombiano. Ley 35 de 1888, art. 17. 

(10) Derecho colombiano. Ley 57 de 1887, art. 12. 

(14) Código Civil Uruguayo, edición 1925. 

(12) Código Civil Mejicano, Edit. Información Aduanera de Méjico (Méjico, 1938). 

(18) Código Civil Argentino, edición 1939. ; 

(14) Ley de 1870, artículo 5.°, número 2.°. Puede consultarse BURÓN: Derecho civil español 
según los principios, los Códigos y Leyes precedentes y la reforma del Código Civil (Vallado- 
lid, 1900). CABRERIZO, F.: Derecho matrimonial español (Madrid, 1933), 9. 
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«Mientras que permanezcan en el gremio del Catolicismo el Estado 
no puede reconocer en ellos un derecho al que han renunciado... Si... tie- 
nen la desgracia de abandonar la Comunidad católica, el Estado ya no 
podrá considerarlos privados de aptitud para contraer matrimonio...» (15). 

El 28 de junio de 1932 se promulgó la ley de Matrimonio civil en 
España. En dicha Ley no se mencionaba como impedimento matrimonia: 
ni la profesión solemne religiosa ni el Orden sagrado. 

Relacionadas con esto están la Constitución de 9 de diciembre de 1931 
y la ley del Divorcio, del 2 de marzo de 1932. 

— Dicha Constitución quedó derogada al iniciarse el Movimiento Na- 
cional el 18 de jul:o de 1936 (16). 

Por Ley de 12 de marzo de 1938 quedó derogada la ley de Matrimo- 
nio civil y se restauró lo contenido en el Título 4.° del libro primero del 
Código Civil Español. 

A continuación se cita la derogación de la ley del Matrimonio civil, 
de 28 de junio de 1932. Dicha derogación se hizo por Ley de 12 de mar- 
zo de 1938 y apareció en el «Boletín Oficial del Estado» de 21: de marzo 
de 1938: 


Artículo 1.^ Quedan derogadas la ley de Matrimonio civil de 28 de 

junio de 1932, y las dispos ciones dictadas para su aplicación.» 
. «Artículo 2.2 Los matrimonios canónicos celebrados durante la vi- 
gencia de la Ley de 28 de junio de 1932 producirán todos los efectos c vi- 
les desde su celebración, sin perjuicio de los derechos adquiridos a título 
oneroso por terceras personas...» 

«Artículo 3. Se declaran nulos los matrimon os civiles contraídos 
por personas comprendidas en el número 4.” del artículo 83 del Código 
Civil, ordenados «in sacris» o por profesos ligados por votos solemnes 
de castidad no d'spensados canónicamente, y Únicamente surtirán efectos 
respecto del cónyuge de buena fe y de los hijos.» 

«Artículo 5.2 La presente Ley empezará a regir a partir de su pu- 
blicación en el «Boletín Oficial del Estado» uta» 


Citemos a continuac’én las disposiciones del Código Civil contenidas 
en el artículo 42: 


(15) M. A. ROMERO VIÉITEZ: Las normas de Derecho matrimonial romulgadas por e e 
Estado español, “R. D. Priv." (febr. 1941), pp. 62-80. E = T A RI ILU 


Je SERRANO: El Fuero del Trabajo. Doctrina y comentario (Salamanca, 1938), pp. 22 y si- 
guientes. 
(17) Código Cwil Español, editado por la Redacción de la “Revista de los Tribun " 
: ; 2 ales”, 
21 edición, Editorial Góngora (Madrid, 1950). Aquí se cita la jurisprudencia de 12 de marzo 


«dé Jue Puede consultarse el texto del Nuevo Concordato Espafiol en lo referente al matrimonio 
canónico. 
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. «La Ley reconoce dos formas de matrimonio : el canónico, que deben 

contraer todos los que profesen la religión católica; y el civil, que se 
celebrará del modo que determina este Código» (18). 

Se promulgó el ro de marzo de 1941 la siguiente Orden, que apare- 
ció en el «Boletín Oficial del Estado» del 12 de marzo de 1941. 

Esta Orden del 41 es una interpretación autént'ca del artículo 42 dei 
Código Civil Español ; 

“I? Los Jueces municipales no autorizarán otros matrimonios civi- 
les que aquellos que, habiendo de contraerse por quienes no pertenezcan a 
la Religión Católica, se pruebe documentalmente la acatolicidad de los con- 
trayentes o, en el caso de que esta prueba documental no fuere posible, 
presenten una declaración jurada de no haber sido bautizados, a cuya 
exactitud se halla ligada la validez y los efectos civiles de los referidos 
matrimonios. 

2. Quedan derogadas todas las disposiciones administrativas que se 
opongan a la presente Orden" (r9). 

- Se reconocen todos los efectos civiles al matrimonio canónico en el 
Código Civil Español : 

«El matrimonio canónico producirá todos los efectos civiles respecto 
de las personas y bienes de los cónyuges y sus descendientes» (20). 

Adviértase que se redactó el Código Civil Español con bastante años 
de anticipación al Código de Derecho Canónico; por eso aparece el si- 
gu ente artículo respecto al matrimonio canónico : 

«Los requisitos, forma y solemnidades para la formación del matrimo- 
nio canónico se rigen por las disposiciones de la Iglesia católica y del 
Santo Concilio de Trento, admitidos como leyes del Reino» (21). 

Al Código de Derecho Canónico se le concedió el «Pase» por Real 
decreto de 19 de mayo de 1919. 

Existe otra Orden de 22 de marzo de 1938 que dice que el restablec.- 
miento del Código Civil Espafiol se hace con la extensión dada tradicio- 
nalmente a su artículo 42 de ser la forma canónica exigida por la Ley 
civil a: los católicos que contraigan matrimonio entre sí (22). 


(18) Código Civil Español, artículo 42. Puede consultarse CASTÁN, José: La crisis del matri- 
monto (Zaragoza, 1941-42). JIMÉNEZ FERNÁNDEZ, MANUEL: La institución matrimonial (Madrid, 
1943). 

(19) Orden de 10 de marzo de 1941 (“Boletín Oficial del Estado” del 12 de marzo de 1041). 

(20) Código Civil Español, artículo 76. CASTRO BRAVO, FEDERICO DE: Derecho civil de E8- 
paña (1942). Nuevo Concordato Español (1953). 

(91) Código Civil Español, articulo 75. Puede consultarse la Nueva Enciclopedia Jurtdica, 
editada bajo la dirección de CARLOS-E. MASCAREÑAS, Barcelona, Francisco Seix, editor (1950). 

(22) Orden promulgada el 22 de marzo de 1938. Puede consultarse CASTÁN, José: La crisis 
del matrimonio (Zaragoza, 1941-42). BONET RAMÓN, FRANCISCO: Derecho civil (Barcelona, 1048). 
Se da valor civil a las leyes canónicas en el Concordato Español de 1953. 
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Por «forma canónica» conviene incluir no sólo la forma litúrgica de 
celebración del matrimonio, sino todo lo referente a impedimentos canó- 
nicos y demás requisitos. ; l 

Vigen todos los impedimentos canónicos para los matrimonios de los 
católicos españoles siempre que contraigan entre sí (23). 

Urge también el impedimento de Orden sagrado contra lo estable- 
cido en la Ley de 28 de junio de 1932; dicha disposición ha quedado 
abolida al ser restaurada la vigencia del Código Civil Español (24). : 

Toda la documentación legal y jurisprudencia citada anteriormente 
valen para el impedimento del Orden sagrado. 

Permanecen en vigor en Austria, según el Código Civil, los impedi- 
mentos de órdenes mayores y de voto solemne de castidad (25). 

Tienen vigor también estos dos imped'mentos en Croacia-Eslavonia 
y en Bosnia y Herzegovina (26). 

Rige el impedimento de Orden sagrado en el Derecho civil Vene- 
zolano. 

Se admite como impedimento matrimonial en China incluso el voto 
simple de castidad 

El imped:mento de Orden sagrado se admite como impedimento ma- 
trimonial en la Polonia congresional (27). 

El voto simple de castidad no invalida ni prohibe el matrimonio civil, 
según el Derecho civil español (28). 


Lic. VALENTÍN SORIA SANCHEZ 


Universidad Pontificia de Comillas (Santander) 


(93) M. A. ROMERO VIÉITEZ: Las normas de Derecho matrimonial promulgadas por el nuevo 
Estado español, artículo aparecido en la “Revista de Derecho Privado” (febrero 1941), pp. 62-80. 

(24) M. A. ROMERO VIÉITEZ: Las normas de Derecho matrimonial promulgadas por el nuevo 
Estado español, XXV (1941), Pp. 182-201. CASTRO BRAVO, FEDERICO DE: Derecho civil de Espafia 
(1942). Nueva Enciclopedia Jurídica, publicada bajo la dirección de CarLos-E. MASCARESAS, Bar- 
celona, Editoríal Francisco Seix, editor (1950). Nuevo Concordato Español (1953). 

(95) Código Civil Austriaco, artículo 63. Puede verse KRAINZ-PFFAF-EHRENZWEIG ; System 
&. dst. allg. PrivR. 6.* edición, II, 2 (1994). 

(26) ALMASI: Ungarische privatrecht, I (1999), HERCZEGH : Magyar hazassa. 
1896). GRAF CSAKY: Die Ungarische civileherecht (Viena, Mainz, ed. 1895). 

(27) Ley polaca del Matrimonio, de 1836. 

(28) Puede consultarse: VALENTÍN SORIA SANCHEZ: El impedimento matrimonial canónico de 
la afinidad en los Códigos civiles del mundo, en “Il Diritto Ecclesiastico", III 1953. 
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DISIMULACION Y TOLERANCIA 
EN EL ORDENAMIENTO CANONICO (*) 


La ciencia canón:ca moderna está entrando en un sendero nuevo, Nos 
referimos al contacto, creciente cada día, de juristas laicos y canonistas, 
del cual resulta no sólo un mutuo contacto, indudablemente beneficioso 
para ambos bandos, sino, además, algo más importante: la aplicación 
a la dogmática canónica de las técnicas modernas del Derecho. Los 1ta- 
lianos, en sus tratados de «D'ritto ecclesiastico», han trabajado intensa- 
mente en esta dirección y dejado ya huellas bien marcadas. La meta de 
sus intentos sería la vuelta a la unidad del Derecho, como en los tiempos 
del ius commune y del utrumque ius, nada menos, según piensan al- 
gunos. 

A. nosotros nos parece que cn este asunto hay que guardarse de aprio- 
rismos y de optimismos excesivos. En cierto conocido tratadista con- 
temporáneo de Derecho penal canónico leemos que la ley civil puede im- 
poner penas latae senlentiae, lo mismo que la Iglesia en su ordena- 
miento. La afirmación es importante porque revela todo un concepto 
unitario del Derecho. Nosotros pensamos que ahí está ese exagerado 
optimismo y apriorismo que hemos insinuado. Se quiere cubrir bajo un 
techo comün y unívoco estructuras tan diversas como el ordenamiento 
canónico y el civil (por no hablar del internacional) y se busca en qué 
cons'sta esa común sustancia jurídica que ha de haber latente bajo todas 
las normas si se quiere que éstas sean válidas y obligatorias, En este 
asunto estamos aün lejos de soluciones claras e indiscutibles. De ahí 
habría que arrancar para una teoría general del ordenamiento canónico. 

En un plano un poco inferior, necesitamos los canonistas una clara 
visión general de nuestras instituciones canónicas, en cuanto enraizadas 
en esa sociabilidad peculiar que corresponde a la Iglesia, sociabilidad 
peculiar que nace de su carácter posit/vo, obigatorio y sobrenatural. Este 
tema, eclesiológico-jurídico, es también un presupuesto radical para una 
construcción de la teoría general del Derecho canón:co. 


(*) GIUSSEPPE OLIVERO: Dissimulatio e tolerantia nel ordinamento canónico. Milano. Giuffré 
(1953), 208 pp. 25 cm. 
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Por eso pensamos que la postura moderna de los juristas que tratan 
con la misma técnica todos los ordenamientos es excesivamente opti- 
mista y apriorista y se olvida de las peculiaridades del ordenam ento 
canónico: no de las peculiaridades superficiales que saltan a la vista 
por la mera comparación de las instituciones paralelas en ambos orde- 
namientos, sino de las particularidades radicales, jurídicas o prejuri- 
dicas, que pertenecen al cimiento de la estructura sociológico-jurídica 
de la Iglesia. Miradas las cosas de este ángulo, el lector queda perplejo 
cuando le dicen que la pena latae sententiae es de suyo una institución 
jurídica indiferenciada, aplicable al Estado antiguo o moderno lo mismo 
que a la Iglesia. Bien se echa de ver ante afirmaciones como ésta que 
no tenemos bien construída nuestra teoría general del Derecho canónico. 


El profesor OLIVERO, de la Universidad de Catania, no ha abordado 
el problema tal como aquí se insinúa, ni—creemos—lo tenía in mente 
de un modo explícito cuando escribió su interesante monografía sobre 
dos instituciones canónicas tan peculiares como son la disimulación y 
la tolerancia. Su finalidad es distinta: pretende delimitar el sentido de 
esas instituciones, recogiendo los datos históricos pertinentes y tratán- 
dolos con una depurada técnica moderna, para describir los rasgos de 
su fisonomía y separarlas a la vez de otras instituciones tangenciales, 
como la costumbre, el derecho particular y, sobre todo, la dispensa. 
Pero al realizar esa labor, el profesor OLIVERO no podía menos de tro- 
pezar con el filón de las características peculiares del ordenamiento ca- 
nónico. El autor de dicha preciada monografía no ha explotado es 
filón; no era tal su intento. Hace, sí, preciosas indicaciones sobre él, 
aunque someras, breves y como al margen de los fines pretendidos en 
su estudio. Mas por su importancia merecen subrayarse, y lo hacemos 
con la persuasión de que estudios como éste pueden señalar un campo 
de trabajo cuyos resultados, en orden a un conocimiento profundo del 
ordenamiento canónico, serían de incalculable interés. ‘Cuando tuvié- 
semos hecho el estudio completo de todas las instituciones estrictamente 
canónicas, desde el punto de vista de su especial modo de juridicidad, 
derivado de los datos dogmáticos y empíricos que son peculiares de la 
Iglesia, tendríamos la base indispensable para montar la teoría general 
del Derecho canónico de un modo verdaderamente científico. 


E! análisis realizado por OLIVERO, aunque limitado a dos’ institu- 
ciones afines, la disimulación y la tolerancia, deja ya entrever resultados 
de importancia. La Iglesia, en estas dos instituciones, manifiesta un modo 
de obrar peculiarísimo: ante un comportamiento antijurídico de al- 
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gunos de sus súbditos, en vez de reaccionar de frente y obligar a los 
fieles, por medios coercitivos, a que se pongan dentro de la ley, disimula 
© tolera, haciendo que no ve lo que es palmario o incluso admitiendo en 
su ordenamiento conductas anormales alejadas del optimum señalado 
en la ley y reclamado por los principios generales de ese ordenamiento 
y por los fines de la Iglesia. Este modo oblicuo de reaccionar, esta po- 
lítica de balancín, resulta extraña a los ordenamientos civiles, para los 
cuales es dogma inconcuso la obligación de todos y cada uno de los 
súbditos de observar la norma legal en todos los casos. 


Hemos dicho política de balancín y desearíamos que el lector no 
malentendiera esa frase adscribiéndole un sentido peyorativo. La disi- 
mulación y la tolerancia son instituciones eclesiásticas apoyadas en ra- 
zones espirituales; de otro modo serían maquiavelismos de baja iey. 
Cuando la Iglesia afirma que «detrahendum est aliquid severitati ut maio- 
ribus malis sanandis caritas sincera subveniat» (c. 25, D. 50), no aban- 
dona sus leyes al capricho del superior ni introduce la anarquía en su 
ordenamiento, sino que huye del concepto, muy poco canónico, de la 
idolatría de la norma y hace triunfar el principio de la caridad. «Ad 
maiora mala vitanda», decían los textos viejísimos y seguimos repitiendo 
hoy. Lo cual supone una comparación como a brazo de balanza —ba- 
lancín dijimos arr;/ba— para discernir si de la exigencia total de la 
norma cuyo incumplimiento se prevé no se derivarán mayores males 
que los del incumplimiento mismo y no resultará lacerada la caridad. 
Porque la Iglesia «simul| recipit malos et bonos» (c. 15, C. 23, q. 4) y 
Cristo es también cabeza de estos últimos. Y es siempre—dice muy bien 
OLIVERO—el excesivo coste del mantenimiento del orden jurídico lo que 
justifica que la Iglesia disimule o tolere comportamientos anormales de 
sus subordinados. 

Hay más. En estas dos instituciones se columbra el valor general, 
en el ordenamiento canónico, de aquella observación que hace VIDAL 
referente a los delitos consistentes en violaciones de preceptos jurisdic- 
cionales al afirmar que al Prelado eclesiástico compete no sólo buscar 
el bien comün de los fieles por medio de sanciones comunes, sino tam- 
bién el bien individual de cada uno de ellos. Si no nos equivocamos, 
la disimulación y la tolerancia, sobre todo la primera, responden al mis- 
mo criterio y señalan el servicio a cada uno, como una de las más acu- 
sadas características que pueden hallarse en la raíz del ordenamiento 


canónico. | 
La Iglesia nunca dice fiat iustitia, pereat mundus, Por una ley esr 
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pañola que regula la importación de automóviles, ocurrirá que veinte 
autocamiones, desembarcados ilegalmente, se oxidarán año tras año en 
el puerto y se arruinará su propietario, aunque tal vez interesara que 
esos vehículos rodaran por nuestras carreteras. Se ha hecho justicia: 
los motores se han perdido. Este concepto aristotélico-tomista de la jus- 
ticia general y particular no es la llave del ordenamiento canónico, cuyos 
subordinados no son propietar:os de camiones, sino hombres que indi- 
vidualmente sirven a Dios e individualmente se salvan o se condenan. 
Antes que la justicia es la caridad, incluso—hay que decirlo— en las 
relaciones laborales cristianas. El Estado dirá con todo motivo «hágase 
justicia y piérdanse veinte automóviles», pero la Iglesia no puede decir 
«hágase justicia y piérdanse veinte hombres», porque salus animarum 
suprema lex, y a esta lex cede todo. ; Cabe asentar de un modo más 
firme la primacía de la caridad? Dilatentur spacia. caritatis, escribió 
SaN AGUSTÍN. El ordenamiento canónico en virtud del fin de la Iglesia 
resulta «dilatado» más allá de donde termina la esfera de la justicia es- 
trista de la norma común. A esta dilatación, varia en cada Caso y, por 
tanto, elástica, sirven un grupo de instituciones características: la cos- 
tumbre, el privilegio, la dispensa, la disimulación, la tolerancia. He 
aquí otra conspicua característica de nuestro ordenamiento: su elas- 
ticidad. 

De ahí resulta una consecuencia—de la que se ocupa el profesor 
OrrvERO— : que el dogma de la igualdad ante la ley es extraño al or- 
denamiento canónico. El iustre profesor, de quien estamos haciendo mé- 
rito, pretende, agudamente, resolver el problema afirmando que en el 
ordenamiento canónico existe la igualdad ante la ley, pero con una mo- 
dalidad distinta, en cuanto que hay razones de desigualdad válidas igual- 
mente para todos. Si hemos entendido rectamente su pensamiento 
(cfr. p. 32), OLIVERO viene a afirmar en fin de cuentas que la igualdad 
de nuestro caso se cifra en que todos y cada uno pueden ser objeto de 
un trato desigual. Algo sutil es esto. Al lector le vendrá tal vez a las 
mientes el recuerdo de ciertas explicaciones que quieren mantener el prin- 
cipio de legalidad de las penas, a pesar del canon 2.222, $ 2. No hay que - 
olvidar, además, que nadie tiene derecho a ser disimulado, como afirma 
victoriosamente OLIVERO en una de sus más brillantes demostraciones. 

La ley en el ordenamiento canónico es sólo un valor límite. Por en- 
cima de ella está la parábola del hijo pródigo (su hermano se quejó 
contra él al padre con toda justicia) y la de la oveja perdida, que tam- 
bién fué objeto de un trato desigual con relación a sus compañeras. ¡ Qué 
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extraño es todo esto al concepto de justicia legal que soporta los or- 
denamientos civiles ! 


+ * * 


Después de devolver nuestro eco al estudio de OLIVERO, tenemos que 
dar en esta nota una rauda visión de su libro, junto con algunas observa- 
ciones críticas. Trata de disimulación y de tolerancia. Volumétricamen- 
te, hay seis capítulos para la primera y sólo uno—largo—para la ültima. 
A pesar de que aquélla ha desaparecido del ordenamiento canónico ac- 
tual, mientras ésta se conserva (cáns. 5, 515, 1.258, $ 2; 1.374, 1.452, 
2.125, $ 1; el excomulgado tolerado no es caso de verdadera tolerancia, 
Sino sólo una atenuación legal de su capitidisminución). 

Hemos dicho que la disimulación no está codificada. Mas eso no 
quiere decir que no exista. La utiliza hoy la Iglesia no sólo, notoria- 
mente, en sus relaciones con las políticas estatales, sino también frente 
a conductas individuales. Pero al no constar en el Código, el problema 
de su aplicación presenta caracteres de gran dificultad. OLIVERO limita 
a unas pocas líneas el problema de la competencia de la disimulación. 
Contra De PAULI, afirma que la competencia para disimuar no se mide 
por la competencia para dispensar; en efecto, OLIVERO ha demostrado 
el error de aquellos que ven en la disimulación sólo una manera de dis- 
pensa, y ha asentado la autonomía del instituto de la disimulación. 
Siendo ésta un acto sonans in pati, será competente para disimular quien 
lo sea para imponer sanciones o adoptar providencias administrativas 
que de ley ordinaria reprimen los actos antijurídicos. La solución es 1ó- 
gica y elegante y pudo aplicarse en: el Derecho precodicial en aquellos 
casos en los-que las decretales antiguas contenían la frase dissimulare 
poteris. OLIVERO ha recogido estos casos en un capítulo exhaustivo. Mas 
en cuanto al Derecho actual no podríamos afirmar lo mismo, sin grandes 
reservas y matices. En casos concretos un Prelado podrá consultar a 
Roma y el Dicasterio correspondiente podrá responder dissimulare po 
teris o algo equivalente. Cuando esto ocurra, la norma de competencia 
establecida por OLIVERO no podría tacharse de falsa, pero advirtiendo 
que se trata de una competencia delegada ad casum. En el Derecho 
penal existen muchas sanciones facuitativas (cáns, 2.127, Sei vun 
2.223, $ 2); el juez eclesiástico puede por ley general diferir para más 
tarde la aplicación de una pena si maiora mala praevivantur, y aun abs- 
tenerse de su aplicación (cán. 2.223, $ 3, nn. 1-2). En el orden admi- 
nistrativo los procesos de remoción de párrocos Son facultativos 
(can. 2.147, $ 1) y en Derecho de religiosos pueden citarse normas simi- 
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lares. En tales casos puede haber Jugar a la disimulación, pero es de notar 
que esa competencia queda marcada por el Código, el cual, sin mencio- 
nar la disimulación, pero implícitamente, la engloba en su cuerpo de 
leyes al establecer procedimientos represivos voluntarios. La doctrina 
de OLIVERO significa una contribución para la interpretación de esas le- 
yes. Lo que, a nuestro parecer, es inaceptable, es afirmar, sin más, que 
en el ordenamiento canónico todo superior competente para reprimir 
lo es ipso facio para disimular. Lo será si tiene un fundamento en el 
Código o en un rescripto pontificio. Para los demás casos nosotros, por 
analogía, aplicaríamos la norma del canon 81; exigiríamos, por tanto, 
temor de un mal mayor que el de la inobservancia de la ley, urgencia 
del caso y materia sobre la que la Santa Sede aconsejaría disimular, te- 
niendo en cuenta, en; cuanto a esta última condición, que la materia de 
la disimulación es amplísima y abarca incluso—como enseña muy bien 
OLIVERO—las leyes divinas. 


* JP * 


La disimulación tiene en la actualidad un ampiio terreno de aplica- 
ción en el fuero interno, supuesta la buena fe. De ello tratan los manuales 
de Teología práctica que recogen las normas para confesores. En la es- 
fera jurídica la disimulación se nos presenta como una entidad vaporosa, 
difícilmente aprisionable. Los decretalistas la confundieron con ia dis- 
pensa, hasta que SÁNCHEZ separó claramente ambas instituciones, a pesar 
de lo cual encontramos aün en canonistas modernos quien no ve dife- 
rencias esenciales entre ellas. Mérito de OLIVERO es haber puesto esas 
diferencias con tal relieve, que ninguno de sus lectores dudará de ellas. 

Otros ven en la disimulación una manera de tolerancia, cosa que 
OLIVERO rechaza con razones muy eficaces. Con el fin de dar sustancia 
jurídica a la institución, se ha intentado llevarla al terreno procesal, 
dándole un contenido de extensión inadmisible y aplicándole incluso a 
la demanda privada: SCHERER, con DE PAULI, se esforzarán por clasi- 
ficar dentro de la disimulación la «Klagabweisung» o privación del ius 
agendi prevista en el canon 1.971. Nuestro autor no se deja impresionar 
por tales afirmaciones. Camina con paso firme entre las abstracciones y 
complicaciones de esas doctrinas y nos lleva a la conclusión de que la 
disimulación no da derechos al autor del comportamiento disimulado ; 
que es sólo una omisión de sanciones o providencias coercitivas nacida 
de una ignorancia ficticia de los hechos antijurídicos ; que nadie tien. 
derecho a ser disimulado y que, si lo es, se encuentra ante el Prelado en 
la misma condición que si éste ignorase de hecho lo que finge ignorar; 
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que es sólo una situación provisional y transitoria, la cual puede cesar en 
cualquier momento si el superior cree conveniente darse por enterado 
de los abusos y corregirlos. La construcción de OLIVERO nos parece, en 
lo fundamental, inobjetable. En cambio, no vemos con claridad que la 
fórmula dissimwlare poteris implique una orden de disimular. La obli- 
gación de disimular existe positis ponendis en el terreno moral, porque 
el superior debe elegir el mal menor. Mas en el jurídico, la disimula- 
ción nos parece más bien un acto ad arbitrium. del superior, como re- 
sulta de la fórmula indicada, así como de los casos contenidos en la ley 
a los cuales, como arriba insinuábamos, se puede aplicar el instituto de 
la disimulación, 

La toierancia, como institución codificada, es más conocida de los 
canonistas de nuestros días. Pero damos la razón a OLIVERO cuando 
afirma que la dogmática de la tolerancia es aún embrionaria y necesi- 
tada de perfección. El ha intentado realizar esa labor en el capítulo úl- 
timo de su libro. Y no nos atreveríamos a decir que en ella le haya 
acompañado'el acierto con que ha trabajado en los capítulos dedicados a 
la disimulación. Ni él mismo parece estar muy seguro de varias afir- 
maciones suyas que consideramos fundamentales en el problema. 

Es sintomático que en los mejores tratadistas que de propósito han 
examinado la cuestión falte uniformidad en la visión fundamental de 
ese acto. OLIVERO está en lo cierto cuando propugna el sentido positivo 
de la lex tollerans, contra NiLLES y De PauL, para quienes la tole 
rancia sería un actus sonans in pati, Pero en la interpretación de algunos 
de esos autores, podría concedérseles que, aunque la estructura jurídica 
de la tolerancia contenga relieves netamente positivos, con todo, en e! 
oriven de la providencia tolerante es posible entrever una situación pa- 
tiens en cuanto que la Iglesia se ve constreñida a soportar una conducta 
alejada de las líneas generales de su ordenamiento, dándole un cauce 
(sin duda positivo) que no quisiera. OLIVERO atribuye, además, a la 
tolerancia efectos de impunidad y licitud no sólo jurídicos, sino morales. 
También en este punto su postura nos parece la verdadera, aunque no 
nos dé datos nuevos para la controversia existente. 

Este capítulo contiene una interesante contribución doctrinal de com- 
paración de la tolerancia con la dispensa, ia costumbre y el derecho par- 
ticular. Son tres párrafos densos que contienen puntos de vista perso- 
nales y muy interesantes, aunque tal vez no definitivos ni completos, Ni 
parece que OLIVERO los tenga por tales. Por nuestra parte, diríamos que 
tampoco son siempre exactos. Así, la dispensa en el ordenamiento canó- 
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nico no tiene por única misión eliminar la inhabilidad de los sujetos des- 
provistos de determinados requisitos necesarios para actuar. Este caso 
se verifica con frecuencia; por ejemplo, dispensa de impedimentos para 
casarse o de irregularidades para ordenarse. Pero a veces la dispensa 
no concede habilidad alguna; así, la dispensa de la residencia coral para 
poder dedicarse a la catequesis. Ahora bien, no era necesario señalar 
ese efecto de habilitación del sujeto para contraponer eficazmente tole- 
rancia y dispensa en cuanto que ésta da como resultado una conducta 
que en abstracto es de plena conformidad con el ordenamiento, posible, 
por tanto, para quien quiera positis ponendis, mientras que aquélla 
va más adelante, puesto que constituye una factispecie nueva al legiti- 
mar actos que de otro modo no podrían tener lugar en el ordenamiento, 
por ser materias que éste tiene que ignorar o repudiar. 


* x * 


Es forzoso terminar. El libro de OLIVERO es de los que sugieren e 
invitan al diálogo. Tal vez su máximo acierto está en la elección del 
campo de trabajo y en el enfoque de los asuntos: con ello nos ha sefia- 
lado una ruta de primerísimo interés. Felicitémosle. 


Tomás G. BARBERENA 


Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de Salamanca 
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LAS CAUSAS MATRIMONIALES (*) 


Ganas teníamos de que llegara a nuestras manos un ejemplar de la pro- 
metida edición de las ponencias desarrolladas en la Cuarta Semana de De- 
recho Canónico, celebrada en Montserrat durante el verano de 1951. No 
nos fué entonces posible concurrir, como lo habíamos hecho a las que han 
precedido, y deseábamos conocer el contenido doctrinal de las diversas po- 
nencias, a lo que nos servían de estímulo las recensiones que de aquella 
asamblea leímos en diversas revistas. 

Hoy'que por fin hemos dado cima a una lectura reposada, a veces repe- 
tida, de esta esperada publicación, nos convencemos por nuestros propios 
ojos del acierto en la elección del tema y de sus ponentes, lo mismo que 
de los elogios repetidos que después de celebrada habíamos leído, 

El carácter eminentemente práctico-procesal de la mayoría de las po- 
nencias, de lo que se nos advierte en el prólogo que las precede, no lés ha 
restado mérito alguno doctrinal, a veces relacionado con el mismo derecho 
sustantivo. Pero advirtamos, como en él se hace, que este volumen no es 
un tratado de Derecho matrimonial sustantivo. 

Ni fué eso lo que se pretendió en la orientación de la Semana, ni fué 
otra la norma que se propusieron los encargados de esta tarea. Repetimos, 
sin embargo, que también en sus páginas se podrán encontrar aquí y alli 
teorías y agudas observaciones que proyecten nueva luz sobre la doctrina 
canónica matrimonial. 

Todo esto se nos ofrece en un volumen editado por el Instituto “San 
Raimundo de Pefiafort", de 570 páginas, que contienen 22 ponencias, esti- 
mables sin excepción y de las que vamos a dar una reseña por separado. 

Figura en primer lugar la ponencia del M. I. Sr. D. Antonio ARIÑO 
ALAFONT, Canónigo doctoral de Avila y Catedrático en la Facultad de De- 
recho Canónico de Salamanda, sobre Natwraleza y características de las 
causas matrimoniales. 

En dos partes divide su trabajo, que son fáciles de deducir del enun- 
ciado del tema, en las que es constante el orden, la claridad y la compe- 
tencia en su desarrollo. Ciertamente que algunas cuestiones nos gustaría 


(*) Las Causas Matrimoniales. Trabajos de la. Cuarta Semana de Derecho Canónico, celebrada 
en el Monasterio de Nuestra Sefiora de Montserrat (Salamanca, Instituto *San Raimundo de 


Peñafort”, 1953), 570 pp. 
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haber visto desarrolladas con más extensión, pero también comprendemos 
que con ello hubiera superado el tiempo que se le había concedido. 

Se nos ocurre decir, a propósito de su distinción entre causas matri- 
moniales en sentido estricto y en sentido amplio (p. 11), la que después 
hemos encontrado repetida en otra ponencia, que más nos gustaría distin- 
guir, con algún autor, entre causas matrimoniales y pleitos matrimoniales, 
comprendiendo en las primeras los procesos judiciales contenciosos de mar- 
cado carácter público, como se deduce por la intervención del defensor 
del vínculo, y en las segundas los procesos judiciales contenciosos para, 
tutelar normalmente derechos subjetivos privados que dicen relación con 
el matrimonio, ya sean previamente adquiridos por el contrato esponsali- 


- cio, ya sean originados por el mismo matrimonio: fidelidad, vida común, 


alimentos, etc. 

En otro lugar (p. 16) hemos visto con agrado que sostiene la doctrina 
tradicional de que el matrimonio es un verdadero contrato si se le consi- 
dera in fieri, reservando el concepto de institución para el matrimonio in 
facto esse. Distinción que creemos justificada, lo mismo que su razona- 
miento, dificil de ser destruído tanto por los que prefieren el término ins- 
titución, aplicado a ambas modalidades, como por los que se empefian en 
ver exclusivamente un contrato en el matrimonio undequaque considerado. 

Finalmente, confesamos la contradicción que hemos querido ver (p. 31). 
entre la afirmación exacta de que, si llegara a dudarse de si el matrimonio 
in fieri tuvo o no tuvo lugar, no podría invocarse el favor iuris de que goza. 
el matrimonio segün el canon 1.014, mientras no constara ciertamente que 
se habia celebrado, y, por otra parte, la conclusión de que para privar al 
matrimonio del favor iuris deberá probarse que no existió el matrimonio 
in fieri. Es lógico que si se prueba que no existió el matrimonio in fieri, 
no hay lugar a duda; y, sin embargo, es precisamente en la duda del ma- 
trimonio im fieri cuando no tiene lugar el principio in dubio standum est 
Pro valore matrimonii, a lo que nos autoriza la Instrucción del Santo Ofi- 
cio de 1872, citada por el ponente. 

Sigue a esta documentada ponencia la no menos interesante del M. I. se- 
nor D. Antonio ALBARES, Canónigo doctoral de Tüy, sobre Organos com- 
petentes jurisdiccionales. En siete apartados expone la competencia de la 
Iglesia. en la materia, cuáles son los órganos pontificios y los inferiores, 
a éstos competentes, así como la competencia de ambos, estudiando también 
los casos exceptuados de las solemnidades ordinarias, lo mismo que las 
jurisdicciones especiales en Italia y España (las causas de separación entre 
los Tribunales civiles por concesión de la Santa Sede a aquélla y el Tri- 
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| bunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica de Madrid por lo que se 
refiere a ésta), para terminar con un estudio sobre la competencia del Es- 
tado en el matrimonio de bautizados y de infieles. 

A nuestro entender, singular elogio merece la nítida exposición de la 
competencia tanto del Estado como de la Iglesia en las causas matrimo- 
niales, lo mismo que el desarrollo de su última parte, o sea la competencia 
del Estado en el matrimonio de los infieles. 

En concreto (p. 40) defiende, al hablar de la competencia de la Iglesia, 
que la legitimidad de los hijos, al menos natural, es un efecto inseparable 
y esencial del matrimonio, con lo que estamos totalmente de acuerdo. Pero 
añadimos que, siendo así, la legitimad jurídica, canónica y civil, necesa- 
riamente han de seguirse, como efecto también esencial. ¿Por qué no? A 
la Iglesia como al Estado no les queda más que reconocer dicha legitimidad 
como efecto inseparable. 

Aunque da por cosa hecha (p. 43) que el matrimonio de los infieles se 
hace sacramento al bautizarse ambos cónyuges, dado que es cuestión opi- 
nable, no puede basarse en esta apreciación la competencia de la Iglesia en 
el matrimonio de los que posteriormente se bautizan, En cualquier hipóte- 
sis basta que sea cosa sagrada de los cristianos para que a la Iglesia quede 
tal matrimonio reservado, una vez que se bautizan. 

Pero lo que, desde luego, no nos convence, es la deducción que hace, 
al admitir la transacción y el compromiso arbitral en los casos en que se 
permite la separación por propia autoridad del cónyuge inocente, de que a 
petición de las partes y sin oposición fiscal podrían tramitarse por vía ad- 
ministrativa las causas de separación por adulterio. Los efectos jurídicos 
que se pretenden en estas causas no podemos decir que interesan también 
al bien püblico, y no nos parece que las partes puedan sustraerse a la vía 
judicial, como si se tratara de una cuestión meramente privada. Aparte de 
que el texto del canon 1.130 parece definitivo. El mismo ponente nos ad- 
vierte de la ineficacia jurídica de la separación obtenida por transacción 
o compromiso arbitral, que se reduce al campo de la conciencia. Por eso 
nos extraña ese salto, si no hay razones más sólidas. 

El desarrollo de la tercera ponencia: El Fiscal en las causas matrimo- 
niales", tiene por autor al Ilmo. Sr. D. Claudio PÉREZ DE HEREDIA y 
MuriLoa, Fiscal del Tribunal de la Rota Española. Esta se inicia justifi- 
cando brevemente la presencia del Fiscal en los Tribunales de la Iglesia, 
pasando de seguida a exponer con carácter eminentemente procesal los casos 
en que el Derecho canónico exige, propone y presupone la intervención del 
Fiscal y, consiguientemente, la nulidad de actuaciones por ausencia del 
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mismo. En distintos apartados estudia la misión de éste en diversos su- 
puestos y sus obligaciones, para luego establecer la diferencia entre la ac- 
ción del Fiscal y la de los cónyuges, como la distinta condición procesal 
de aquél, del Defensor del vínculo y de los cónyuges. Concluye su comple- 
tísima disertación precisando la actuación del Fiscal en el caso de acató- 
licos que están privados del derecho de acusación de nulidad del matri- 
monio. 

Solamente elogios nos merece esta ponencia, que une a la claridad de 
exposición la probada competencia de su autor. Si alguna parte debiera en 
concreto ponderar, sería el acabado estudio de los casos en que el Fiscal 
puede o debe acusar el matrimonio, previa o no la denuncia del mismo. 

No omitimos tampoco esta observación. Cuando, al hablar de la inter- 
vención del Fiscal (p. 70), en el caso de intervenir como mero asesor del 
Tribunal no precisamente por requerirlo el bien público, sino por decisión 
potestativa del juez, se afirma que su ausencia lleva consigo la nulidad de 
actuaciones de que habla el canon 1.587, creemos que por error de imprenta 
se dice lo contrario de lo que se pretendía. De no ser así, o no entendemos 
el fundamento de esta afirmación o nos atrevemos a discrepar de su con- 
tenido. La intervención a que se refiere este canon nos parece limitarse a 
la requerida por el Derecho y precisamente para tutelar el bien público. 

Le sigue el Ilmo, Sr. D. León del Amo Pacuon, Defensor del Vínculo 
en el Tribunal de la Rota Española, con su ponencia sobre El Defensor del 
Vínculo en las causas matrimoniales. En tres partes dividida, se analiza 
en primer lugar el cargo del Defensor del Vínculo, a la vista de las nor- 
mas que sobre el caso se establecen en el Codex. A nuestro juicio, el punto 
interesante de esta ponencia está en la segunda parte, destinada a la pro- 
yección de su figura jurídica. Es verdad que no se ha escamoteado el tema, 
ni se han querido soslayar las cuestiones que plantea, sino, al contrario, se 
han abordado con todas sus consecuencias. Se podría discutir alguna que 
otra apreciación, pero es indudable que están bien razonadas sus conclu- 
siones. 

En la tercera parte, de carácter práctico-procesal, se ilustra la interven- 
ción de aquél con algunos puntos concretos. 

En resumen, toda la ponencia nos parece de indiscutible valor y siem- 
pre centrada, ilustrada con observaciones personales de su autor. 

Sobre La introducción de la causa de nulidad del matrimonio es la quin- 
ta ponencia, redactada en italiano por su autor, el Ilmo, Sr. D. Fernando 
DELLA Rocca, Abogado de la Sagrada Rota Romana. Una ponencia breve, 
pero rigurosamente centrada e igualmente limitada por el tema. Hubiéra- 
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mos preferido menos concisión, por la que a veces sufre menoscabo una 


mayor inteligencia del pensamiento del autor. Abundan las observaciones 
personales, tan autorizadas, por supuesto; algunas discutibles, y otras tan 
lógicas, a nuestro entender, como la necesidad de la presencia del defensor 
del vínculo desde el momento que viene presentado el libelo. En concreto 
afirma el ponente, al principio de su disertación, que no aparecen claros 
los motivos que hayan inducido a disciplinar con normas especiales el pro- 
ceso matrimonial. Una razón meramente histórica, como nos da, sin pro- 
fundizar en los motivos indudables que dieron lugar a ese proceso histó- 
rico, nos parece insuficiente. Y menos aún el mero empeño de dar fuerza 
y prestigio al principio recogido en el canon 1.960, sobre la exclusiva’ ju- 
risdicción de la Iglesia en las causas matrimoniales de bautizados. 

Creemos más bien que, filosofando un poco, es la naturaleza peculiar 
de estas causas la que ha inducido a una regulación también especifica del 
proceso matrimonial. Esto explicará su desarrollo histórico, aun prescin- 
diendo del principio que sanciona el precitado canon. 

El P. Marcelino CABREROS DE ANTA, C. M. F., Decano de la Fa- 
cultad de Derecho Canónico de Salamanca, firma la ponencia que lleva 
por título La intervención de tercero en las causas matrimoniales. Después 
de una breve introducción, el P. CasREROs divide su trabajo en dos par- 
tes, que nos han resultado igualmente interesantes, estudiando, en la pri- 
mera, la intervención de tercero propiamente dicha, y la oposición de ter- 
cero, en la segunda. 

En la primera se enfrenta, con la misma valentía que supo hacerlo em 
el tema que se le confió en la tercera semana, de Comillas, con la distinción 
entre intervención de tercero principal y adhesiva, para profundizar con 
decisión y llegar a las últimas conclusiones, de las que no es fácil, por su 
razonamiento, disentir. 

Otro tanto vale decir de la segunda parte, que con idéntica claridad y 
precisión se estudia. Después de una nítido razonamiento concluye, a dife- 
rencia de la primera parte, que la oposición de tercero es inadmisible en las 
causas matrimoniales. 

Repetimos que es una ponencia interesante y, segün creemos, de ver- 
dadero valor jurídico, ya que ilustra puntos vagos € imprecisos en el Codex. 

A ésta sucede una ponencia que no vimos anunciada en el programa 
de la Semana, ni después hemos podido ver registrada en las crónicas de la 
misma en distintas revistas. Y, en cambio, no hemos encontrado impresa 
la que desarrolló el Excmo. Sr. D. José ORIOL ANGUERA DE Sojo, muy elo- 
giada por los cronistas, sobre las causas matrimoniales ante el fuero civil. 
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La que aludimos lleva por título: La restitución "in integrum" y la 
revisión de las causas matrimoniales, y tiene por autor al Ilmo. Sr. D. Lo- 
renzo MIGUÉLEZ DoMíNGUEZ, Decano del Tribunal de la Rota Española. 

Dos partes comprende esta ponencia, como cabe deducir de su enun- 
ciado, estudiadas con desigual extensión. La primera hace ver que la res- 
titución 1 integrum mo tiene lugar en las causas matrimoniales y, por con- 
siguiente, omite todo lo demás que acerca de este instituto jurídico pudiera 
decirse. La segunda, en cambio, estudia ampliamente la revisión de las 
causas matrimoniales, analizando en concreto el concepto, introducción, re- 
quisitos y procedimientos de la misma. 

De esta ponencia podemos decir que responde a la altura científica a 
que nos tiene acostumbrados su autor con otras publicaciones suyas, Su 
competencia, precisamente, despierta el interés de aquélla por la aporta- 
ción personal, tan autorizada, de su autor en algunos puntos tan poco es- 
tudiados por los autores. 

En concreto, nos parece convincente su razonamiento para concluir 
que una sentencia insanablemente nula en materia matrimonial se puede 
siempre, aun después de los treinta aíios, interponer la querella de nulidad, 
a pesar de lo que establece el canon 1.893. 

Lo que no nos parece igual es que se ha de interponer ante el mismo 
tribunal que dictó la sentencia, como se establece en el citado canon, y no 
ante el Tribunal de apelación, como para la ulterior proposición determina 
el artículo 217, $ 1, de la Instrucción de 1936. Puesto que no es aplicable 
en el caso la norma del canon 1.893 en cuanto al plazo de admisión, más 
lógico nos parece que para todo nos rija la norma de la citada Instrucción 
para los casos de nuevo examen. : 

En resumen: una ponencia magnífica y bien trabajada con múltiples 
aportaciones personales. 

Le sigue la desarrollada por el M. I. Sr. D. Narciso TrisÁv, Canónigo 
Doctoral de Córdoba, sobre Nulidad del matrimonio por ignorancia de la 
sustancia del mismo. 

Dividida en tres partes, se extiende, sobre todo, en la exposición del 
Derecho sustantivo sobre el tema propio, concediendo en cambio poco mar- 
gen al Derecho procesal. No son despreciables muchas de sus insinuaciones, 
y en concreto suscribimos su argumentación, precisamente en cuanto al 
conocimiento necesario del matrimonio segün la sentencia, que, por otra 
parte, en menos común. 

El M. I. Sr, D. Gonzalo (CARNERO, Canónigo doctoral de Toledo, nos 
ofrece a continuación su ponencia sobre Nulidad por error acerca de la 
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| persona o de sus cualidades. En él la estudia por separado, después de breve 

lintroducción sobre el error en general, el error sobre la persona, el error 
acerca de la persona misma, el error sobre cualidad accidental y el error 
sobre la condición servil, 

Centramos nuestro elogio merecido a esta disertación en el ponderado 
estudio de diferenciación que hace entre el error redundans in personam o, 
lo que es lo mismo, in substantiam. Es indudable que contribuirá a escla- 
recer un punto tantas veces discutido entre los autores. Como también nos 
parece buena clasificación la del error qualitatis que redunda in personam 
en la figura jurídica de condición implícita, al no reunir por sí solo los 
requisitos de condición explícita, ya que ésta precisamente por error no 
puede darse. 

Pero nos hubiera gustado en esta ponencia, como en la anterior, haber 
visto más estudiada la parte procesal correspondiente. 

La ponencia del M. I. Sr. D. Santiago Denis, Catedrático en la; Fa- 
cultad de Derecho del Instituto Católico de Paris, De errore circa qualita- 
tem personae irritante matrimonium, redactada en latin, no es más que un 
estudio detenido de una sentencia rotal del año 1941, la que también fué 
estudiada por el ponente anterior. No encontramos en ella ninguna nove- 
dad, si no es la de servir de testimonio de la confusión a que aludia el 
ponente anterior, existente entre los autores sobre el error qualitatis redun- 
dans in errorem personae y el error qualitatis redundans in personam. 

La diferencia esencial que establece, de paso, entre el error y condi- 
ción nos convence si se refiere sólo a la condición explícita, Queda, pues, 
a salvo la condición implícita compatible con el error. 

El M. I. Sr. D. Celestino BLANco CORDERO, Provisor de Astorga, nos 
ofrece su ponencia titulada Nwlidad por error acerca de las cualidades del 
matrimonio o de su validez. Dividida, como el enunciado dice, en dos partes, 
a ambas precede una exposición, con claridad y competencia por cierto, 
del Derecho sustantivo, que no nos ofrece especial interés. La exposición 
del Derecho procesal la calificamos, sin reparo, de magnífica por los cri- 
terios que en ella se vierten, sobre todo en la valoración de las pruebas. 

Su trabajo incluye no sólo el error sobre la validez, sino también la 
certeza de nulidad, como lo exige el contenido del canon 1.085, pero que 
no se ve comprendido en el enunciado del tema. 

Pero, además de esta observación sin importancia, se nos ocurre otra: 
Nos hubiera gustado que el ponente hubiera tenido ante los ojos el pro- 
fundo estudio que del citado canon publicó hace unos años el P. Lucio 
Roprico, S. J. No, ciertamente, para que se hubiera detenido en la expo- 
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sición del Derecho sustantivo, que con buen criterio el ponente resume, 
sino para que en el desarrollo de la parte procesal sus conclusiones, ad- 
mitidas o no, le hubieran servido para hacer un estudio más completo de 
la existencia y valoración de las pruebas. 

Nulidad por exclusión total del matrimonio o del “bonum prolis" es 
la ponencia del Ilmo. Sr. D. Ildefonso PRIETO López, Auditor del Tri- 
bunal de la Rota Española. Dos capítulos, pues, de nulidad, bien distintos 
entre sí, contiene el tema enunciado, los cuales vienen igualmente estu- 
diados por separado con claridad, amplitud y, no hace falta decirlo, com- 
petencia. : 

Nos gusta, en concreto, la enumeración de las causas que suelen adu- 
cirse en los Tribunales para probar la vinculación del consentimiento, lo 
mismo que el juicio que de ellas hace a la luz de diversas sentencias ro- 
tales a este propósito. Igualmente nos convence el criterio, en apariencias 
quizás riguroso, pero en la realidad exacto, sobre el valor de estas causas. 
Más de estimar es (p. 278) el examen de diversos casos de exclusión 
de la prole por diversos motivos en los que, a través de la jurisprudencia, 
se va poniendo de relieve la prueba del acto positivo de la voluntad de 
exclusión de la prole y la prueba de la intención del contrayente, no ya 
de abusar del derecho matrimonial, sino de excluir el derecho o la obli- 
gación de poner los actos de suyo aptos para la generación. Son los dos 
extremos que para la nulidad han de probarse plenamente y que en la 
práctica ofrecen no pocas dificultades para el juez. 

Igualmente nos convence su razonada conclusión de que negar el uso 
terminante y perpetuo del matrimonio equivale a negar el derecho; por 
lo que, esto probado, se declarará nulo el matrimonio. 

Finalmente, no podemos menos de elogiar la distinción que establece 
entre la exclusión perpetua de la prole por pacto entre las partes y la ex- 
clusión perpetua de la prole también por pactos entre las partes, pero con 
fin honesto. La solución, al menos en apariencia, de ambos casos parece 
debía ser idéntica, y teóricamente el tema es discutible. Prácticamente se 
impone distinta solución, dada la controversia existente acerca del valor 
del matrimonio en el segundo caso, por el “favor” de que goza el matri- 
monio según el canon 1.014. 

El M. I. Sr. D. Carlos LerkvsrE, Canónigo de Lille y Catedrático en 
la Facultad de Derecho Canónico de París, en su ponencia De quadam 
recenti decissione Romanae Rotae quoad methodum “Ogino” in materia 
nullitatis matrimonii, se limita a deducir consecuencias de una sentencia 
rotal en la que los cónyuges convinieron en usar el método Ogino, lo que 
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fué equiparado al caso del pacto de guardar castidad por algún- tiempo 
por un fin honesto. Siembra la inquietud, a pesar de razones en contra que 
intenta resolver, de la posibilidad de inducir la presunción de haberse ex- 
cluido el derecho en el caso de pactarse asi para toda la vida. Lo mismo 
que el poder servir con otras razones de prueba de la exclusiór. del dere- 
cho, como lo son las prácticas anticoncepcionales artificiosas, según la 
Jurisprudencia. Por lo menos, así se pregunta para el día en que se tenga 
seguridad absoluta del método para no concebir en los días agenésicos. 


No cabe duda, y en esto, por lo menos, convenimos, que la doctrina 
sobre esta materia todavía admite ser perfilada y en diversos supuestos 
merece un estudio más detenido. 


Para la ponencia de D. Andrés ELisro DE MaNaricua, Profesor en 
la Universidad de Deusto, sobre Nulidad por exclusión de la unidad o de 
la indisolubilidad, lo que reservamos son elogios. Tanto en la exposición 
del Derecho sustantivo, como del procesal, es de estimar el completo des- 
arrollo del tema, lo mismo que la claridad y el propio criterio de su autor 
en los puntos discutibles. Y con esto está dicho todo lo que se nos ocurre. 


En la ponencia sobre Nulidad por miedo grave, del M. I. Sr. D. José 
RoDRÍGUEZ, Provisor de Palma de Mallorca, entre otras cosas se hace 
una acabada disertación sobre el “metus consultus”, para concluir decla- 
rándose partidario de los que opinan ser suficiente para la nulidad del 
-matrimonio el miedo indirecto. Hemos seguido con interés su razona- 
miento, pero no ha logrado convencernos plenamente, sobre todo después 
de lo establecido en el Derecho matrimonial de los orientales, Tiene bas- 
tante importancia esta diversa legislación que quiere establecerse entre 
ambas Iglesias y que no acabamos de ver justificada. 


Por lo que se refiere a las normas que nos ofrece para la valoración 
de las pruebas, las consideramos de alto valor por acertadas y, además, 
inspiradas en la jurisprudencia rotal. Estimable, en fin, su exposición del 
miedo reverencial y de su prueba, que con acertado criterio se hace en 
estudio aparte, bastante completo y documentado. 

La ponencia de D. Ramón Lamas Louripo, Catedrático en la Facul- 
tad de Derecho de Valencia, Nulidad por condición de pasado o de pre- 
sente, puesta y no cumplida, es un admirable estudio de la condición, sus 
clases y diferencias, bien precisadas, con el modo, la causa, la demostra- 
ción y el término, lo mismo que del contenido del canon 1.092. En todo 
nos convence su documentada disertación y a su opinión en los puntos dis- 
cutibles nos adherimos sin reserva. 
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La prueba de la condición, que compone la segunda parte de su trabajo, 
está desarrollada con bastante brevedad y no ofrece especial interés, aunque 
coincidimos en que los autores no suelen entretenerse mucho en su estudio. 
Por eso, quizás, se hubiera hecho más interesante. 

Sobre la Nulidad del matrimonio por defecto de forma versa la ponen- 
cia del Rvdo. P. Eduardo FERNÁNDEZ REGATILLO, S. J., Decano de la Fa- 
cultad de Derecho Canónico de Comillas. Está desarrollada con una tenden- 
cia marcadamente práctica y matizada con agudas observaciones de inter- 
pretación, con el estilo y con la competencia a que ya nos tiene muy acos- 
tumbrados su autor. Era de suponer que aparecieran también muchos pun- 
tos de vista del P. REGATILLO que ya conocíamos por sus publicaciones pre- 
cedentes. 

Merece que aquí consignemos la exposición que hace, con la valentía 
que le es propia y le concede su autoridad, lo que es compatible con una 
ejemplar modestia, de su sentir sobre la noticia o aceptación de la delega- 
ción para asistir al matrimonio, y que en suma es éste: que para el valor y 
eficacia de la delegación para asistir al matrimonio, aquélla no es necesaria. 

No sé si porque nos seduce la autoridad del maestro o porque nos con- 
vence su razonamiento, suscribimos con él muy gustosos esta conclusión : 
bastará que fuese solamente probable (para él es moralmente cierta) su 
opinión, para que no se pudiera dar sentencia de nulidad del matrimonio 
por falta de noticia y aceptación de la delegación (can. 1.014). 

No sabemos por qué la ponencia que en el programa de la Semana y en 
las recensiones hemos visto a nombre del M. I. Sr. D. Plácido FERNÁNDEZ 
ALLER figura en este volumen con el del M. I. Sr. D. Ildefonso PRIETO 
López (1). 

Lleva por título: Nulidad por impotencia, y en ella, una vez declarada 
la noción y el alcance de este impedimento, se exponen las principales causas 
de impotencia, tanto de parte del varón como de la mujer, para concluir con 
algunas observaciones sobre la prueba en estas causas matrimoniales. Su 
desarrollo, ciertamente, no merece sino elogios, pero confesamos que nos 
hubiera gustado más leerlo en latín. 

La ponencia del Ilmo. Sr. D. Ramón BAUCELLS SERRA, Canónigo doc- 
toral y Provisor de Barcelona, De matrimonii inconsummatione et de pro- 
cessu super rato, repite en su primera parte mucha de la doctrina ya recogida 
en la ponencia anterior sobre la impotencia, 


(1) Habiendo caído enfermo, con larga y peligrosa enfermedad, don Plácido FERNA 

, , ! NDEZ 
ALLER, el Instituto rogó a don Ildefonso PRIETO que preparara un trabajo que sustituyese a la 
CERE leída por aquél en Montserrat, ya que por su enfermedad le era imposible disponerlo 
para la imprenta. El Instituto agradece a Mons. PRIETO la amabilidad: rontitud co: - 
dió el ruego. (N. de la R.) u PA 
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En cambio, en la segunda nos ofrece una documentada exposición del 
proceso “super rato”, avalada con citas de la jurisprudencia rotal y con la 
personal experiencia de su autor, 

Don Eudoxio CAsTAÑEDA, Capellán castrense, limita su ponencia sobre 
Nulidad por vicio de consentimiento, sin duda siguiendo instrucciones re- 
cibidas, a la nulidad por vicio del consentimiento motivado por defecto men- 
tal de su causante. Con extensión, que en algún momento se nos ocurre ex- 
cesiva, y a la vez con la solidez científica que la ciencia en su estado actual 
sobre el tema lo permite, se desarrolla toda ella, tanto en la exposición de 
la doctrina psiquiátrica, como en la jurídica, ya sea de principios o de apli- 
cación de los mismos al Derecho procesal. Maneja con profusión la juris- 
prudencia rotal, de la que, sobre todo, deduce conclusiones, a nuestro modo 
de ver, acertadas; feliz desenlace a unas premisas con tanta ponderación 
sentadas. En una palabra, que nos ha agradado mucho. 

El Ilmo. Sr. D. Pío Crprotti, Juez de Primera Instancia de la Ciudad 
del Vaticano y Abogado de la Sagrada Rota Romana, en su ponencia De 
contungum separatione propter adulterium estudia, después de una breve 
introducción, cuándo puede darse la separación por adulterio y cuándo no, 
la manera de proceder y los efectos de la separación, para terminar con un 
escolio sobre la jurisdicción de la Iglesia en estas causas. Con bastante con- 
cisión, parecida a la de otros ponentes no españoles, va esmaltando su diser- 
tación con sus puntos de vista en materias discutibles. Aunque sólo fuera 
por esto, dada la autoridad de su autor, se hace interesante su trabajo. 

Por fin, el M. I. Sr. D. Narciso JuBANY, Juez de Causas pias del Obis- 
pado de Barcelona, divide su ponencia, que titula: Causas de separación 
temporal, en dos partes. En la primera estudia los problemas que plantea el 
cánon 1.131, lo que, ciertamente, lleva a cabo con claridad y buen criterio. 
En la segunda se ciñe a una de las causas que en él se contienen y de ordi- 
nario menos estudiada: la adscrición a secta acatólica. Se reduce en ambas 
a exponer el Derecho sustantivo, con escasas referencias al procesal, que 
nos hubiera gustado ver estudiado con más amplitud. 

Y ya no añadimos ninguna palabra más a estas líneas, que quizás se ha- 
yan extendido demasiado. Si a alguno le parecen excesivamente laudatorias, 
le invitamos a él también lea este volumen de ponencias, con la seguridad de 
que al fin encontrará nuestros elogios justificados. 


ALONSO GARCIA MOLANO, Pbro. 
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“HISTORIA DEL DERECHO ECLESIASTICO”, 
DE FEINE (*) 


Sobre la base de la obra Kirchenrecht? (Berlín, 1914; en HOLTZENDORF: En- 
zyclopádie der Rechtswissenschaft, t. V), del protestante ULRICH STUTZ, insigne 
profesor de Derecho en la Universidad de Berlín, H. E. FEINE ha estructurado 
y puesto al día, en este primer volumen de su Historia del Derecho eclesiástico. 
la parte que se refiere a la Iglesia católica. 

Divide el autor su Historia en las tres Edades clásicas: Antigua, Media y 
Moderna, cada una de las cuales subdivide en otros períodos característicos: 
subdivisión ésta que FEINE ha justificado el mismo año de la edición en su ar- 
tículo Periodisierung der Kirchlichen Rechtsgeschichte, en “Zeitschrift der 
Savigny-Stiftung für Rechtsgeschichte”, 37, Kanon. Abteilung, 36 (1950), 1-14. 
Los seis períodos se distribuyen de esta manera: el primero corre desde los 
tiempos apostólicos hasta Diocleciano; el segundo va desde el siglo rv al vu, y 
se caracteriza por su sello romano; la influencia germánica deja huella indele- 
ble en el Derecho de la Iglesia en el tercer período, que se extiende hasta la 
reforma gregoriana; durante el cuarto período, del siglo x1 al xiv, tiene lugar 
la compilación de las colecciones que integran el Corpus Iuris Canonici; se 
lucha contra las tendencias centrífugas nacionalistas en el quinto período, que 
se prolonga desde los días de Bonifacio VIII hasta el siglo xix; en este tiempo 
se celebra el Tridentino; el sexto y último período se caracteriza por la unidad. 
la cual se logra por el Concilio Vaticano y la publicación del Coder. 

FEINE ha logrado una síntesis de la íntegra historia del Derecho canónico 
católico digna de todo encomio. Claro y objetivo en la exposición, respalda sus 
asertos y puntos de vista en una abundantísima bibliogarfía, que hace su libro 
extraordinariamente útil. En ella, con un afán muy laudable de oportuna informa- 
ción, destaca, siempre que lo cree necesario, la tendencia religiosa del autor cita- 
do. Hemos reparado con particular interés en los títulos españoles que incorpora 
a su obra. Sin duda conoce bastantes de nuestros estudios fundamentales; pero, 
aun reconociendo que nuestra literatura histórico-canónica es mezquina, y que 
en buena parte se debe a extranjeros (Kerh, Vincke, Schramm, Sábekow, Mayer, 
Lea, Sháfer, Erdmann...). nos cuesta creer que se agote la lista de nuestra 
producción eon las dos o tres revistas (la ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO entre 


(1) Según la práctica usual, daremos aqui una recensión de cuantos libros de Derecho 
eanónico o materias afines se nos envien en doble ejemplar (caso de tratarse de obras de 
subido precio). De las demás obras dàremos ünicamente noticia de haberlas recibido. 

(*) Hans EnICH FEINE: Kirchliche Rechtsgeschichte auf der Grundlage des Kirchenrechts 
von Ulrich Stutz. Y Band: Die katholische Kirche. Weimar, H. Bóhlaus Nachfolger (1950). XX, 


662 pp. 24,5 cms. 
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ellas, sin la acostumbrada indicación del año inicial), más treinta y tantos nom- 
bres hispanos que hemos podido contar, persiguiéndolds a lo largo de un volu- 
men en que las referencias se cuentan por millares. Es pena que nuestra biblio- 
grafía de ayer y de hoy no esté fácilmente al alcance de quienes, como FEINE. 
muestran tan sincero interés para una información exhaustiva. Menéndez Pe- 
layo y Vicente de la Fuente, por ejemplo, entre los antiguos, y Pou y Martí, 
Beltrán de Heredia, Rius, Zunzunegui, Mansilla, Sánchez Aliseda, etc. entre los 
modernos, no debieron estar ausentes en los respectivos capítulos. 

Esta laguna no empaña mayormente, sin embargo, los singulares méritos de 
la gran obra de FEINE. Ni es suya la responsabilidad si, en repetidas ocasiones, 
debe prescindir del apartado "Spanien" en sus recorridos por las principales 
naciones europeas, por faltarle en absoluto estudios sobre el tema. Ello tal vez 
nos invite a constatar, una vez más, cuánto es lo que queda por hacer en este 
terreno histórico. 


Luis SALA BALUST 
Catedrático en la Pontificia Universidad 
Eclesiástica de Salamanca 


PROCEDIMIENTO CANONICO EN 
LAS CAUSAS DE DIVORCIO (*) 


Con este volumen, la Universidad Católica de Wáshington alcanza el nú- 
mero 325 de sus publicaciones sobre Derecho canónico. Es una cifra respetable. 
Buena parte de esos libros son tesis doctorales, elaboradas siempre con un rí- 
gido sistema que consta de dos partes: la histórica y la dogmática. 

La que ha escrito el doctor PATRICK KING no se aparta de ese sistema. Versa 
sobre el procedimiento en las causas de separación conyugal. La parte histó- 
rica contiene tres capítulos; el Decreto de Graciano y el Concilio de Trento son 
los dos mojones que parten en tres secciones la línea histórica de la institu- 
ción. Tampoco en esto hay originalidad ni diferencia de las otras tesis doctora- 
les que de allí nos vienen. 

La parte consagrada al Derecho vigente estudia, en otros tres capítulos, la 
naturaleza de las causas de separación, el procedimiento judicial y el adminis- 
trativo; un último capítulo analiza las relaciones entre la separación canónica 
y las acciones civiles de divorcio. 

En ocasión semejante a ésta insinuábamos la dificultad de condensar en 
pocas páginas la historia completa de una institución jurídica de importan- 
cia (1). Nos referíamos allí a un libro de divisiones parejas a las de éste, que 
en el aspecto histórico estimábamos poco acertado. Por eso nos complace más 
aún alabar el actual desde ese mismo punto de vista. Nuestro autor no es nuevo 


(*) JAMES PATRICK: The canonical procedure in separation cases. A historical synopsis 
and a commentary. “The Catholic University of America Press”, Washington (1952), 190 pp., 
33 cm. Precio, dos dólares. 


(1) CM. REVISTA [ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO, 4 (1949), 395. 
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en estas lides: antes de entrar en el seminario diocesano de Huntington era ya 
graduado. Utiliza una bibliografía moderna y selecta, redacta con claridad y con- 
cisión y anota muy bien las fuentes con observaciones sobre su empleo. Así, el 
capítulo referente al Derecho romano (que tantos elaboran a base de algunos 
manuales canónicos) es muy objetivo y fundado. Así, no es frecuente en las es- 
cuelas de Derecho canónico aceptar con valentía la postura de los romanistas 
modernos y decir como nuestro autor que “the basis of marriage among the 
Romans was affectio maritalis or mutual marital consent; unlike the consent 
in Canon Law, which is of a contractual character, that of the Roman Law con- 
sisted in its factual endurance”. A diferencia del matrimonio canónico consti- 
tuído por el consensus initialis; “it must be present at the time the contraet 
is made, or else the union is invalid”. El matrimonio romano era * freely en- 
tered, and just as freely terminated, for its permanence depended on the per- 
manency of the affectio maritalis, and not in contractual promises" (pp. 2-3). 
Claro que una síntesis nunca es perfecta, a no ser cuando la realiza un gran 
conocedor del tema, dotado, además, de especial habilidad para hacerla. En la 
que estamos juzgando existen también motas. En la página 15 se dà por cierto 
que el hallazgo del Digesto se hizo en Pisa en 1070; pero fecha y lugar son muy 
dudosos; por otra parte, la “littera bononiensis” tiene en su favor, al menos en 
parte, probabilidades de prioridad cronológica. Tal cual cita aducida para apo- 
yar una afirmación general, no tiene exactamente el valor atribuído en el texto. 

Son defectos—lo repetiremos—que van inherentes a toda labor de síntesis. 
Pero en conjunto el autor ha hecho una labor meritísima recogiendo datos poco 
conocidos o dispersos y estructurándolos en una exposición clara, ordenada y 
densa. Y no dejaremos de alabar el cuidado con que ha procurado salvar el es- 
eollo que amenaza a todo escritor de asuntos procesales: el de abultar su estu- 
dio ampliando los aspectos sustantivos que sirven como presupuestos al tema. 
El autor los da como conocidos y los elude, incluso en la parte histórica, en la 
que la tentación podía ser mayor debido a la escasez de datos estrictamente 
procesales y también porque en la bibliografía utilizada los aspectos sustanti- 
vos se presentaban constantemente ante sus ojos. 

En la parte dedicada al comentario del Derecho vigente, el autor demuestra 
las mismas cualidades de escritor adueñado del tema, claro, conciso, metódico 
y completo. No hallamos en él aspectos nuevos ni observaciones personales in- 
teresantes, ni crítica de las instituciones, ni siquiera razonamientos teóricos 0 
visiones generales. Las leves indicaciones que en este orden de ideas podrían 
señalarse en el capítulo IV, no creemos que merezcan ser subrayadas. Se colo- 
ca honestamente en su papel de expositor del Derecho actual y hay que reco- 
nocer—digámoslo en su encomio—4ue su pretensión ha quedado perfectamen- 
te lograda. 

Mención especial merece el último capítulo, en el que el autor enfrenta la 
acción civil con el procedimiento canónico de separación. Sin excedernos en la 
crítica podríamos decir que ese capítulo está fuera del tema del libro. Pero 
comprendemos que en el país del autor ese capítulo era necesario. Aquí resulta 
interesante por tratar un aspecto que nosotros, como es lógico, tenemos des- 
cuidado; en compensación, nosotros tenemos en este tema una dogmática plan- 
teada por nuestro Derecho estatal que aquí no tiene lugar. Y hemos de agra- 
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ceder al doctor PATRICK la espontaneidad con que nos hace justicia al afirmar 
que España es el único país en el que la separación decretada por la Autoridad 
eclesiástica logra pleno reconocimiento y eficacia en el ordenamiento ci- 
vil (pág. 138). Dejando aparte distintos problemas morales referentes a la ac- 
tuación de los católicos en causas civiles de separación o de divorcio, el autor 
se refiere únicamente a la posibilidad de entablar un pleito civil para apoyar 
ante la sociedad una sentencia o decreto emanado de los órganos jurisdicciona- 
les eclesiásticos. En tres artículos el autor plantea el problema, describe su 
historia y da normas de acción tan prudentes como fundadas en doctrina auto- 
rizada. 

El libro se cierra con una serie de fórmulas útiles a las Curias, un elenco 
bibliográfico y un índice alfabético de materias. 

No terminaremos esta recensión sin felicitar al autor por su obra, no sólo 
porque con ella ha logrado—con todo honor—laurearse en la noble disciplina 
canónica, sino, además, porque ha elaborado un valioso instrumento para la 
briosa Iglesia norteamericana, que será de grandísima utilidad tanto en el foro 
como en la escuela. 


dca. B. 


UNA TESIS DOCTORAL SOBRE LA ENAJENACION 
MENTAL EN EL DERECHO DE LA IGLESIA (*) 


Posiblemente sea el respeto que impone esa parte misteriosa del hombre 
que es el cerebro, lo que hace que los expositores del Código de Derecho Ca- 
nónico no sientan predilección por los cánones que dicen relación a la 
locura. Por eso, el jurista ha de saludar con alborozo la aparición de una 
obra que lleva por título La enajenación mental en el Derecho de la Iglesia. 

Sin embargo, ya en el prólogo de la obra siente el lector fallidas en parte 
sus esperanzas. E] autor promete tratar el tema bajo el punto de vista estric- 


encontrar un autor de Psiquiatría jurídica en su abundante bibliografía. Y 
esto, creemos, es un defecto inicial de la obra. Un estudio jurídico de la locu- 
ra no puede desconocer en absoluto el aspecto psiquiátrico de la misma. No se 
puede hablar con fundamento de la influencia de la locura en las diversas 
instituciones jurídicas sin un estudio serio de las principales entidades noso- 
lógicas que integran el término genérico de locura y de sus distintas repercu- 
siones en las diversas facultades del alma, a la luz de esa ciencia relativa- 
mente moderna que se llama Psiquiatría. 

Por eso, no creemos pueda acentuarse demasiado la afirmación que hace- 
el autor, en la página segunda (tomándola, a su vez, de una sentencia rotal), 


(*) PICKETT (COLIN R.): Mental affliction and Church Law. An Historical Synopsis of Roman 
RAT VH pei Law and a canonical Commentary, The University of Ottawa Press (Ottawa, 
, 20 pp. 
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de que el conocimiento de las diversas especies de enajenación mental, esen- 
cial para el psiquiatra, sólo ofrece un papel muy secundario para el jurista. 
Ciertamente que dicho conocimiento incumbe especialmente al psiquiatra, pero 
no deja de ser necsario para el jurista en general y más especialmente para el 
juez, si éste quiere obrar con conocimiento de causa. He aquí mis razones: 

A) Porque cada tipo de enfermedad mental tiene sus signos característi- 
cos; es más, los mismos hechos no tienen la misma significación en las diver- 
sas enfermedades; el hecho de que, e. gr, un epiléptico psíquico, que tiene 
accesos de furor y dipsomanía, ande una vez desnudo por las calles no sería 
signo suficiente para concluir el defecto de capacidad mental para el matri- 
monio celebrado por el mismo en tiempo posterior; en cambio, tal hecho ten- 
dría mucha importancia en una esquizofrenia, pues ya revelaría una enfer- 
medad en plena evolución. 

B) Porque para determinar el grado de enajenación mental de un indivi- 
duo, máxima aspiración del juez, es de suma importancia, sobre todo en diag- 
nósticos retrospectivos, conocer la evolución ordinaria de la enfermedad, y 
ésta no es la misma en las diversas especies de locura. 

C) Porque aquí entran de lleno los problemas de la locura parcial y de los 
lúcidos intervalos, propios solamente de ciertos tipos de enfermedades. 

Dentro del marco estrictamente jurídico, el autor divide su tesis en dos 
partes: una, histórica, que abarca los cuatro primeros capítulos y casi fa 
mitad de las páginas, y otra, canónica, donde se comenta el Derecho vigente 
acerca de la locura en relación con los diversos institutos jurídicos. 

El autor comienza su historia recogiendo y comentando los textos del De- 
recho romano relativos a esta materia; en sendos artículos habla de la inca- 
pacidad jurídica del demente para el contrato en general y de una manera es- 
pecial para el testamento y el matrimonio, del tutor dado al enajenado, de s 
capacidad posesoria, etc. 

En los capítulos siguientes hace una labor parecida con la legislaeión ca- 
nónica acerca del enajenado mental, limitándolo al Derecho sacramental y 
penal; doctrina y práctica de algunos Padres y Concilios hasta el siglo de 
Graciano, los textos del Corpus Iuris Canonici, la mente de Santo Tomás y Sán- 
chez, la legislación tridentina y post-tridentina hasta el Coder Iuris Canonici. 


` En conjunto, nos parece una síntesis bien lograda, con un orden perfecto, 
cada texto en su sitio, que da idea al lector de cómo se va perfeccionando la 
legislación canónica en la materia. Por otra parte, no era tarea fácil la de 
condensar en pocas páginas una materia tan pluriforme y relevante, histó- 
rica y jurídicamente. Por eso tiene aspectos perfectibles. En este terreno his- 
tórico, echamos de menos los nombres de autores como Próspero Farinacio y 
Jacobo Menochio, que escribieron largamente sobre diversos aspectos jurí- 
dicos de la demencia; notamos la ausencia de cuestiones como las relativas a 
los signos y a la prueba de la locura, largamente expuestos en los famosos 
Consilia de los auditores romanos; las controversias sobre la convalidación del 
matrimonio del demente y sobre la validez o invalidez del celebrado por pro- 
eurador cuando el mandante cae en la locura antes de que aquél celebre el con- 
trato, cuestiones que, aunque ya resueltas, no podían faltar en un estudio his- 
tórico-jurídico de la locura. 


- 
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_La segunda parte es un eomentario de todos aquellos cánones del Código 
: Canónico en los que se habla del enajenado mental: el enfermo mental, sujeto 
de la ley eclesiástica (canon 12); el domicilio del insano (can. 93); el demente 
ante los sacramentos (cáns. 751, 786, 853, 943, 984, 1.082), y el derecho penal 
eclesiástico (can. 2.201); la locura como causa de remoción de los oficios ecle- 
siásticos (cáns. 313, 429, 2.147), etc. 

La exposición es nítida y ponderada; los cánones, interpretados con peri- 
cia y sentido jurídico; la bibliografía, abundante y bien elegida, ei bien apenas 
se han tenido en cuenta los autores antiguos. Lo relativo al matrimonio está 
tratado con más extensión, añadiendo una sección sobre el procedimiento de 
las causas matrimoniales por insania; no acertamos a explicarnos por qué el 
autor, después de exponer la prueba de presunciones y la pericial, ha omitido 
la testifical, de tanta importancia en esta clase de causas. 

Hemos de señalar al autor algunos puntos doctrinales con los cuales no 
estamos en completo acuerdo: 

a) No puede afirmarse tan categóricamente como lo hace el autor el ca- 
rácter contractual del matrimonio en el Derecho romano (p. 15), sin hacer re- 
ferencia a la corriente de opinión iniciada en los últimos tiempos, especial- 
mente entre los civilistas, que se abstienen de llamar contrato al matrimonio, 
y que busca sus fundamentos en el mismo Derecho romano. 


b) En las páginas 87 y 145, al tratar del problema del uso de razón sufi- 
ciente para contraer matrimonio, el autor sigue el camino trillado de la juris- 
prudencia de la Rota Romana y de la generalidad de los autores, que encuen- 
tran una oposición entre Sánchez y Santo Tomás al contentarse el primero 
con aquel grado de deliberación suficiente para pecar mortalmente, y al exi- 
gir una mayor discreción que para la culpa grave, el segundo. También Sán- 
chez, con Santo Tomás, exige para poder contraer matrimonio una mayor dis- 
ereción y desarrollo mental del que sería suficiente para la culpa grave. Así, 
explicando el impedimento de edad, dice que la Iglesia, al establecerlo, ha 
tenido en cuenta dos cosas: la potencia generativa actual de los contrayentes 
y la discretio iuditii ex iure naturae, discreción que sólo se presume post pu- 
bertatem. 

Léase la disputatio 8.* del libro 1. y la 104 del 7. de su clásica obra De 
Matrimonio y se verá cuan conforme es la opinión de Sánchez con la de Santo 
Tomás en este punto. 

De acuerdo con el autor al rechazar la afirmación de CANGARDEL de que la 
regla de Sánchez ha sido abandonada. Podemos afiadir a las citas del autor las 
de las últimas sentencias rotales que sientan en el iure la norma del célebre 
jesuíta (R. R., 5 jun. 1941, vol. 33, d. 44; vol. 34, d. 44). Pero discrepamos com- 
pletamente del autor cuando afirma que el canon 1.082 parece canonizar la 
opinión de Santo "Tomás, si con esto se quiere indicar que al hacer esto in- 
tenta condenar a Sánchez y, sobre todo, discrepamos en la solución que pro- 
pone: “Parecería, por tanto—dice en la página 146—, necesario hacer una 
sutil distinción entre inteligencia y discreción en esta materia. El poder de 
inteligencia que es peculiar en un niño normal de siete años de edad es sufi- 
ciente para la validez del contrato matrimonial. La ley natural, sin embargo, 
y el Código (can. 1.802) piden un conocimiento en materia matrimonial nor- 
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malmente presente solamente en la edad de la pubertad para la validez del 
matrimonio.” dis 


La solución nos parece absurda. Si el Código, según el autor, considera que 
el conocimiento necesario para contraer matrimonio sólo se obtiene a la edad 
de la pubertad, será porque, antes de esa edad, no considera a la razón lo su- 
ficientemente desarrollada para poder alcanzar tal conocimiento. Decir que e! 
poder de inteligencia de un niño normal de siete años es suficiente para con- 
traer, pero que de hecho ese niño no conocerá la naturaleza del matrimonio 
hasta la pubertad, nos parece una contradicción. 


La solución creemos es mucho más fácil, y hay que buscarla en la dietin- 
ción, tan frecuente en la Rota, entre demencia natural (imbecilidad. idiocía, 
debilidad mental) y demencia accidental (psicosis propiamente dicha) y en el 
diverso problema que cada una presenta. A la facultad deliberativa del sujeto, 
cuestión a resolver en la demencia accidental, se refiere Sánchez al hablar de 
la aptitud para pecar mortalmente; al grado de discreción necesario para qué 
el sujeto pueda adquirir aquel conocimiento que del matrimonio exige el 
canon 1.082, cuestión a resolver en la demencia natural, se aplica la norma dé 
Banto Tomás de una mayor discreción que para el pecado mortal. Nos abste- 
nemos de ampliar estas ideas, por no considerar éste el lugar oportuno. 

e) Es confuso el lenguaje que emplea el autor, en la página 147, al tratar 
de fijar los conceptos de las palabras amencia y demencia, jurídica y psiquiá- 
iricamente. Para los juristas la significación es clara: amentia est insania 
circa omnia, dementia est insania quae versatur circa unam rem tantum vel 
alteram. Los psiquiatras han dado a la palabra amencia los más diversos con- 
ceptos, siendo dos los más constantes. No pocos llaman amencia a la idiotez e 
imbecilidad, o sea, cuando el defecto mental es congénito o producido por, la 
suspensión del desarrollo mental poco después del nacimento, y así lo oponen 
a la demencia, que se daría cuando, alcanzado por la mente el debido desarro- 
llo, manifiesta con posterioridad sefiales de perturbación. Otros psiquiatras 
llaman amencia a los estados de confusión mental. Todo estado de confusión, 
dice Bleuler, se llama amencia. Psiquiátricamente, hoy, demente es el enfer- 
mo mental que ha llegado a la pérdida definitiva, absoluta e inmodificable de 
sus facultades intelectuales, estado a que puede llegarse a través de diversas 
formas patológicas; no hay, pues, una demencia, sino una demencia esquizo- 
frénica, oligofrénica, orgánica, epiléptica, etc... 

d) Tratando el autor, en la página 151, el problema de los lácidos inter- 
valos, aplaude la distinción de ALLERS entre locura orgánica y funcional, para 
admitir aquéllos en la segunda y negarlos en la primera. Creemos sincera- 
mente que en Psiquiatría es peligroso sentar reglas de tipo general, pues cada 
enfermo es un caso distinto. Todos los psiquiatras enumeran entre los tipos 
de demencia orgánica la arterioesclerosis cerebral y la parálisis general pro- 
gresiva, Podría multiplicar las citas de psiquiatras modernos que consideran 
la arterioesclerosis como el tipo de locura más propicio para los lúcidos in- 
tervalos y que admiten éstos también en la parálisis. 

e) Anotamos también alguna cita incompleta. Así, al citar a González Té-. 
llez omite el título entre el libro y el capítulo. : 
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Digamos, por último, que la obra forma parte de la serie de publicaciones 
en las que la Universidad Católica de Otawa edita los trabajos de sus maes- 
tros y discípulos. 


EUDOXIO CASTAÑEDA. 


DERECHO ECLESIASTICO PUBLICO (*) 


El profesor SiLvio ROMANI ha consagrado su actividad de canonista a dotar 
a los Seminarios de todos los libros de texto que son menester para la formación 
jurídica de los alumnos. Ha preparado el manjar—no muy sabroso para los que 
empiezan—en formas variadas. Ha escrito obras meramente introductorias o 
propedéuticas al estudio del Derecho eclesiástico y también compendios breví- 
simos del Derecho canónico en que se trazan únicamente las líneas generales y 
que pueden servir de guía a los seglares en el conocimiento de la legislación 
canónica o de primera orientación y vista panorámica a quienes se disponen 
para recorrer despacio el dilatado y ubérrimo campo de la legislación y de la 
ciencia canónicas. Otras obras del mismo eximio canonista ROMANI son ya ver- 
daderos textos de Derecho canónico, con destino a los alumnos de Seminario 
que hacen el curso teológico: tales son las Instituciones Turis Canonici, de las 
que van publicadas tres no muy extensos volúmenes, y los Elementa Iuris Ec- 
clesiae Publici Fundamentalis, También ha dado el profesor ROMANI a la es- 
tampa otras obras auxiliares del Derecho canónico, como son las Praelectio- 
nes Turis Romani y lag Praelectiones Iuris Civilis Privati Comparati. Toda esta 
producción o bagaje científico, a la vez que pone de manifiesto la competencia 
del autor, señala claramente la finalidad y carácter general de todas sus pu- 
blicaciones, que no son de investigación ni de elaboración rigurosamente cien- 
Lifica, pero sí de alta y noble divulgación. Este es, concretamente, el carácter 
de la obra que ahora reseñamos, conforme indica su mismo título: Elementa 
Turis Ecclesiae Publici Fundamentalis, y de la que van publicadas cuatro edi- 
ciones, lo cual es ya un buen elogio. Importa llamar la atención sobre el título 
de la obra, porque en realidad el contenido de ella responde exactamente al tí- 
tulo, sobre todo en lo que se refiere a los dos conceptos de elemental y funda- 
mental, sin que esto rebaje o desdore en lo más mínimo el mérito de la obra. 

El número de páginas—311— demuestra ya de por sí que la obra no intenta 
dar sino los elementos del Derecho público eclesiástico, sobre todo si se tiene 
en cuenta el plan vastísimo que el autor se ha trazado. Esta amplitud de visión 
la ha hecho necesaria, precisamente, la segunda característica de la obra, que 
es el propósito del autor, en toda ella reflejado, de asentar muy hondamente las 
bases del Derecho público eclesiástico, o sea de hacer un Derecho público fun- 
damental. Y como los pilares del Derecho público eclesiástico hay que extraer- 
los de la Etica, de la Teología, principalmente del tratado de Ecclesia, y de la 
Filosofía del Derecho, el autor puede decirse que anda merodeando por esos 


(*) SILVIO ROMANI: Elementa Iuris Ecclesiae Publici Fundamentalis (Romae, 1953), XXIV 
-+ 311 pp., 24 em. 
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eampos durante la mayor parte de su recorrido. Creemos que en esto se llega. 
hasta el exceso, dado el carácter elemental de la obra. Podía presuponerse el 
conocimiento de algunas nociones demasiado generales y el de otras podía. ha- 
beree dado en forma más densa y concisa, con lo cual la obra tendría una es- 
tructura más jurídica, sin dejar por ello de estar sólidamente fundamentada. 

Obsérvase en toda da obra que su autor se ha preocupado más de formar 
la mente de los alumnos dándoles un sistema de principios rigurosamente tra- 
bado, que de llenar sus mentes de noticias concretas o de planear ante ellos 
demasiados problemas prácticos. En ello vemos un gran acierto. 

Lo mejor de la obra es, a nuestro entender, la parte directamente jurídica, 
que es la que el autor llama Parte tercera y a la que nos parece convendría 
se hubiese dado mayor extensión, cercenando, en cambio, algo de las dos prece- 
dentes. La última cuestión, o sea la cuarta, “De Ecclesiae potestate ad extra”, 
es quizá la mejor estudiada y la de mayor interés, particularmente el capt- 
tulo III, “De mutua Ecclesiam inter et Civitatem pace fovenda”. 

Por lo que toca a la definición de los Concordatos (p. 282), no se hace nin- 
guna distinción entre Concordato-convenio y Concordato-ley, contentándose el 
autor con ofrecer una definición muy genérica, que parece aludir tan sólo al 
Concordato-convenio. Acerca de la naturaleza de los Concordatos o de su modo 
de obligar (pp. 284-287) el autor admite que los Concordatos son pactos bila- 
terales, pero luego añade (p. 286): “quousque id patiatur diversa obiectorum... 
natura". De donde concluye que la Iglesia se obliga con fuerza jurídica con- 
tractual tan sólo en las cosas meramente temporales, y en todas las demás (las 
espirituales y mixtas) en virtud de un privilegio convencional. De esta ma- 
nera viene el autor a declararse preferentemente partidario de la teoría pri- 
vilegiaria, que con razón no es hoy la más defendida. Por último, añadiremos 
que toda la obra va engalanada con el ropaje de un latín flüido y elegante. 
que a veces adquiere cadencia y entonación oratorias. En reeumen, una Obra 
de síntesis doctrinal, bien elaborada y útil para todos, especialmente para 
aquéllos a quienes va: dirigida. 

M. CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


DE LOS BIENES TEMPORALES DE LA IGLESIA (*): 


Contiene esta obra un apreciable comentario a los cánones incluídos en la 
Sexta parte del libro III del Código Canónico, sin omitir los concernientes a los 
bienes de las misiones, de los religiosos y de las piadosas asociaciones que s? 
encuentran esparcidos en el libro II del mismo. 

También se ocupa de otros cánones que guardan alguna relación con los 
mencionados, v. gr., los pertenecientes a los actos de las personas morales. 

La presente edición ha sido puesta al día recogiendo en ella los documentos 
emanados de la Santa Sede estos últimos años, entre otros, el decreto de la 

» ue cleri, praesertim missionariorum 
ehm E oe Ne Rn Gee recopila. PP. XIII + 329. Editions de 
Scheut (Bruxelles, 1953). 
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Sagrada Congregación Consistorial, del 13 de julio de 1951, relativo a los cá- 
nones 534, 8 1, y 1.532, 8 1, número 2.*, mediante el cual Su Santidad Pío XII 
dispuso que, mientras duren las actuales circunstancias y no disponga otra 
eosa la Santa Sede, se debe recurrir a ésta siempre que se trate de una can- 
tidad de dinero que exceda la suma de diez mil francos o liras oro. Y, a conti- 
nuación (pág. 257), reproduce la lista del equivalente en moneda usual para 
diversas naciones, conforme al Comunicado que dicha Sagrada Congregación 
envió a los Legados de la Santa Sede, con fecha 18 de octubre de 1952. 

Según indica el subtítulo de la obra, el autor pone especial empeño en 
tratar las cuestiones que acerca de los bienes temporales se presentan en los 
territorios de misiones. 

Reina en toda ella el orden y la claridad. Esas cualidades y el hecho de que 
tan pocos se hayan ocupado ex profeso de la presente materia—sólo conocemos 
otro tratado semejante a éste, publicado por PisTtocH1 el año 1932—, hace que 
sea más digna de aprecio. 

La primera edición vió la luz el afio 1927, y la segunda, el afio 1934. 

El hecho de haber alcanzado ya la tercera es un testimonio elocuente de 
lg buena acogida que el público le ha dispensado. 

- Por nuestra parte le deseamos mayor difusión cada día. 


Fn. S. ALONSO, O. P. 


EL IMPEDIMENTO DEL RAPTO (*) 


Constituye el presente estudio una tesis doctoral defendida por el presbítero 
de la Archidiócesis de Filadelfia, reverendo Fair, en la Universidad Católica 
de Wáshington, y publicada en su colección de “Estudios de Derecho Canónico”. 

Otras disertaciones de la misma procedencia, de reciente impresión, nos 
han llegado con prioridad sobre la que nos ocupa, editada hace casi dos decenios. 
A pesar del tiempo transcurrido, creemos sinceramente que sus peculiares ca- 
racterísticas de interés para los juristas permanecen íntegramente. 

El objeto de su investigación—uno de los impedimentos dirimentes que es- 
tablece nuestro Codex Iuris Canonici—ofrecía especial atractivo para un cano- 
nista yanqui, por tener en su país una triste actualidad y frecuencia. Piénsese 
que en 1952 se cometieron en Norteamérica 17.240 violaciones o estupros, con 
un aumento del 2,6 % sobre 1954 (1), y estos casos conocidos o controlados, a 
los que superará, sin duda, el número real de los acaecidos, parecen suponer 
no pocas veces el rapto antecedente, en cualquiera de sus dos figuras legales 
—<an. 1.074—, máxime la segunda. : 

Como indica el subtítulo de su trabajo—“an historical synopsis and commen- 
tary"—, el autor lo ha dividido en dos partes: la primera, histórica, y, la se- 


(*) Rev. BARTOLOMEW FRANCIS L, FAIR, A. B. S. T. L, J. C. L.: The impediment of the 
Abduction (Washington D. C, The Catholic University of America. *Canon Law Studies", n. 194. 
1944), XII + 124 pp. en 4.0 

(1) Cfr. “Mundo”, Madrid, n. 671, 10-V-1953, p. 45. 
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gunda, eomentario jurídico. Ya nos advierte en la Introducción que su propó- 
zito no es principalmente el estudio histórico, sino la consideración estricta- 
mente jurídica. Y añade, lealmente, que tampoco ha pretendido ser exhaustivo 
con una obra totalmente perfecta, ni reclama una originalidad inexistente mu- 
chas veces. Su objetivo—que ereemos plenamente alcanzado—nos lo dicen sufi- 
cientemente sus palabras, que transcribimos a continuación: 

“An attemp has been made to show the general lines of development of 
the law of the Church in regard to this impediment and to indicate the prin- 
cipal point which are still open to dispute” (2). 

La historia de este impedimento ha sido objeto de controversia durante va- 
rias centurias. Por eso continúa así: : 

“It ie entirely beyond the purposes of this dissertation even to suggest a 
solution of these historical problems...” (3). 

Conforme con este plan previamente trazado, el doctor Fair divide su pri- 
mera parte en tres capítulos, a los que corresponden los siguientes períodos: 
I. Historia del "raptus" antes del Decreto de Graciano; II. Desde el Decreto 
hasta el Concilio de Trento, y III. Desde Trento hasta el Código de Derecho 
Canónico. 

A estos datos históricos hace preceder unas “nociones preliminares” (pp. XI- 
XII) que facilitan su mejor comprensión. 

Sobre esta primera división de su tesis queremos hacer notar que nuestro 
autor rechaza (pp. 2-3) la opinión de Scherer, que defendía la identificación, 
en la primitiva Iglesia, de la seducción y el rapto violento. Se basaba en un 
texto atribuído por Graciano a San Jerónimo (+ 420), del que, actualmente, co- 
nocemos su origen en una colección irlandesa del siglo vir u VIII. 

Tampoco admite (p. 9, nota 4) el parecer de Kóstler sobre la existencia de: 
rapto aun cuando los padres de la muchacha desconocieran su traslado violento, 
por juzgar que carece de pruebas suficientes. 

Aún recientemente se discute si el comercio carnal era un elemento nece- 
sario en el concepto del "raptus" en Graciano. Farr hace notar (pp. 9-10) que 
el crimen conocido hoy en la Iglesia con el nombre de estupro parece haber sido 
el *raptus", aun independientemente de cualquier traslado. En este caso, pro- 
babiemente, la violencia se usó directamente contra la muchacha. La desflo- 
ración de la joven, con su consentimiento, pero contra la voluntad de sus padres, 
no habría sido considerada como delito de "raptus". 

Todas las controversias históricas sobre el llamado "raptus in parentes" las 
refleja el autor de modo sumario, pero completo (pp. 19-27). No obstante las 
= diversas incidencias, se mantuvo casi hasta nuestros días su vigencia práctica. 
Es conocida su inclusión en la "Instructio austriaca" aprobada por Roma con 
el Concordato de 1855 como derecho particular. ; 

La parte específicamente doctrinal consta de cuatro capítulos—precedidos 
de una introducción—, en los que expone Fain la definición del impedimento, 
analizando profundamente sus elementos: el sujeto (el raptor) y el objeto (la 
mujer raptada o retenida) del mismo; su naturaleza, carácter, duración y cesa- 
ción, y, finalmente, el procedimiento judicial en las causas de nulidad de ma- 


. (2)- Introduction, p. IX. 
(8) Ibid. 
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trimonio que tienen su origen en este impedimento. Haremos unas breves indi- 
caciones sobre los resultados de la investigación y síntesis de nuestro autor. 
, Refuta cumplidamente (pp. 38-39; cfr. también, pp. 41- 43) a Kostler, que 
negó hace pocos años la suficiencia de la violencia moral en orden al impedi- 
mento, por lo mismo que requería siempre, para que exista el "raptus", la 
violencia física. 

.. Son interesantísimas las consideraciones de FAIR sobre la violencia moral, 
necesaria y suficiente en muchos casos para que surja el impedimento, y. des- 
taca también el análisis que hace de las encontradas opiniones de prestigiosos 
eanonistas en torno a este problema. Lamentamos no poder dar siquiera una 
síntesis de su doctrina—que juzgamos definitiva—por los límites que impone 
una simple recensión. 

Afirma (pp. 56-57) que no se atrevería a negar toda probabilidad, -especula- 
tiva a la sentencia que defiende la actual vigencia del impedimento derivado 
del “raptus in parentes”, aun reconociendo que hoy, prácticamente, es in- 
i existente, . 

- Al tratar de. la intención requerida por el canon 1.074 y exponer los casos 
dudosos, refiere (p. 61) uno típico, más bien, en los Estados Unidos—como ad- 
mite, lamentándolo—alrededor del llamado matrimonio civil, y se pronuncia 
por la existencia del “raptus”. Una vez más deploramos no poder entrar aquí 
en detalles. : 


Farr niega probabilidad a una sentencia de Salsmans sobre los Aaa 
y el rapto, en lo referente al recurso necesario a la Santa Sede, porque la de- 
elaraeión de la Sagrada Congregación de Propaganda Fide en que se apoya el 
moralista belga se refiere explícitamente al delito de rapto y no al impedimento. 
Aun admitiendo, con la mayoría de los modernos canonistas, que de los es- 
ponsales surge una seria obligación “ex iustitia”—lo que FAIR recusa siguiendo 
a Wernz-Vidal y a Gasparri—el rapto de la mujer prometida causa ciertamente 
el impedimento (pp. 69-70). 
` Concede probabilidad (p. 82)—contra la doctrina común—a la opinión de 
Vromant sobre la actual costumbre de la Santa Sede de dispensar en este im- 
pedimento. La considera como *a safe norm for action in practical cases". 
Payen limita esta conclusión a los Ordinarios de los países de misión, lo que 
no place a nuestro autor. 


Las facultades quinquenales del Episcopado yanqui no les autorizan para 
dispensar, sino únicamente para subsanar “in radice" la invalidez originada 
por este impedimento (pp. 83-84). 


Algunos autores—ciertamente pocos—niegan al fiscal del Tribunal dioce: 
sano (can. 1.971) el derecho de impugnar la validez del matrimonio, desde que 
la mujer salió del poder del raptor, por considerar entonces el impedimento 
como “iuris privati". Fam no admite esta limitación, y creemos que su parecer 
es verdadero, coincidiendo con la generalidad de los autores. ; 

- En el artículo segundo del séptimo y último capítulo se manifiesta decidido 
a considerar las pruebas sobre la violencia usada únicamente como “praesump- 
tiones hominis” y nunca como “praesumptiones iuris". Expone las graves difi- 
cultades que presenta la opinión contraria, con gran dominio de la doctrina. 
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Como lógico remate de su obra nos ofrece trece conclusiones, cuyo conte- 
nido suele hallarse en los tratadistas que se han ocupado “in extenso” del im- 
pedimento. Por su especial interés o relativa peculiaridad—“ne dicam novi- 
tas"—transeribo las que siguen: 

“5. The intention of contracting a valid marriage is not required; it is 
enough that the man intend thereby to give the woman the status of a wife, 
at least in the common estimation” (p. 96). 

.10. The pastor is competent to declare the cessation of the or 
even without consulting the Ordinary, provided that there is no doubt as to 
the fulfillement of the conditions required in:canon 1.074, & 2" (p. 97). 

. Las conclusiones 12 y 13 se refieren, respectivamente, al fiscal del Tribunal 
diocesano y a las llamadas presunciones legales. Como ya hemos indicado antes 
e] pensamiento del autor y son extensas, no las reproducimos. 


E 


Nadie piense que el contenido de esta obra se puede hallar siempre despa- 
rramado por otros libros. FAIR ha logrado con su tesis una aportación decisiva 
a la literatura canónica sobre este impedimento. Su estudio puede ofrecer es- ` 
pecial interés para aquellas regiones donde la relajación de las costumbres haga 
habituales los hechos a que se opone la legislación eclesiástica. 

Es muy laudable su rigor metodológico en citas, índices, distribución de ma- 
terias, aparato crítico, etc. Unicamente hubiéramos deseado al principio, cual 
suele hacerse, el enunciado de las siglas usadas—que ofrece parcialmente en la 
página 105—en vez de darlas en las notas “ad calcem” según lo requería la cita 
de la obra o revista (cfr., e. g., p. 34, nota 10, y p. 42, nota 37). Pero es un reparo 
de menor trascendencia ante el conjunto espléndido de la obra. 

. Nuestra sincera felicitación al doctor FAIR. 


RAMÓN TATAY TATAY 


LA MANIFESTACION DE LA CONCIENCIA EN 
RELIGION SEGUN EL CANON 530 (*) 


"Es una tesis doctoral. Fiel a su cometido, el doctor Huysmans, C. SS. R., con 
nitidez, profundidad y ajustado método científico se interna en el estudio de! 
€anon 530, no sin antes haber, con calma. indagado y, con ponderado criterio. 
ahondado en la historia y fuentes del mismo. 

Precede al desarrollo de su tesis una muy abundante bibliografía. En ella 
pudiera tener cabida, por superar en mérito a muchas de las obras citadas, el 
Derecho de los religiosos (TABERA- ANTOÑANA-ESCUDERO) editado por Coculsa. 

Nos parece lógico consagre 45 de las 121 páginas de su trabajo al desarrollo 
histórico de la disciplina, pues ellas constituirán el fundamento, en la parte 
exegética o interpretativa, de sus más valientes afirmaciones. 


f (*) PONTIFICIA UNIVERSITAS GREGORIANA-FRANCISCO HUYSMANS, C. SS. R.: La manifestation de 
gonscience en Religion d'aprés le canon 530 (Lovaina, 1953). Vol de XVH + 128 pp. 
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Aprovechando anteriores investigaciones realizadas en el campo histórico— 
jurídico—¡importantes las de KorTH! (The evolution of Manifestation of cons- 
cience in religious rules. III-XVI centuries) —, expone con orden y claridad pri- 
meramente el Derecho particular de las religiones, y luego el Derecho común. 
ambos precedentes al Codez. 

Es nuestro parecer que no hubieran carecido de interés las citas corres- 
pondientes a las afirmaciones—por otra parte, verdaderas—4del doctor Hvvs- 
MANS, en la página 7, respecto a las restricciones emanadas de la Santa Sede 
a mediados del siglo xix. 

He aquí el contenido principal de la tesis: 


1. Derecho particular de las religiones.—Desde la dirección espiritual, tan- 
to en Oriente como en Occidente, en su doble modalidad sacramental y extrasa- 
eramental, hasta la aprobación de la Compañía de Jesús (1540), la cual dió lugar 
a un período de extraordinario florecimiento de la práctica de la cuenta de 
conciencia, a la par que del máximo rigor en la misma por las innovaciones 
que San Ignacio introdujo, v. gr., la manifestación hecha tan sólo al Superior, 
a intervalos fijos y obligatorios, con repercusión en el gobierno de la comunidad. 
Los demás Institutos religiosos aceptaron idénticos métodos, mas no escasearorr 
tos abusos ni las consiguientes restricciones por parte de la Santa Sede, restric- 
eiones que desembocaron en el Decreto Quemadmodum, de 1890. El canon 530 
reproduce sustancialmente, si bien con una mayor extensión, las disposiciones 
contenidas en el citado Decreto. 

2. Derecho común.—Lo divide en seis períodos: a) desde los orígenes hasta 
principios del siglo xvi1; b) una recomendación a los novicios regulares en 1603; 
e) un tiempo de fuerte vigilancia a causa de los abusoe (siglo xvin y primera 
mitad del siglo xix); d) una serie de medidas restrictivas particulares en l& 
segunda mitad del siglo xIx; e) una ley general a las religiones laicales en 1890; 
f) la ley general para todas las religiones en 1917. Todos estos períodos var 
desarrollados en sendos artículos. 

Es digna de alabanza la claridad con que el doctor HuYSMANS nos presenta 
esta evolución histórico-jurídica, bien documentada, por otra parte, en los 
celebradísimos escritos de Vacandard, Pie de Langogne, Franco y Montrouzier. 
Tras la lectura interesantísima de estas páginas brota a flor de labio esta ex- 
olamación: ¡Qué inquieta y cuán cansada debía estar la Santa Sede a causa de 
tan repetidos abusos! Y vino, cual necesaria y lógica consecuencia, el Decreto 
Quemadmodum, y a los veintisiete años de este último, cual fruto maduro, el 
canon 530. 

Tras un estudio comparativo del canon con el Decreto Quemadmodum, con- 
eluye el doctor Huysmans que este último carece ya de valor jurídico (c. 6, 
1.*, 55^, 6^ y 22); mas continúa cual norma de interpretación, si bien parcial, 
es decir, tan sólo para aquellas disposiciones del canon que concuerdan con las 
del Decreto, las cuales deberán interpretarse conforme a la doctrina antigua; err 
cambio, las partes discordantes, conforme a las reglas generales del Códi- 
go (cc. 18-20). 

Un paso más: en caso de duda, ¿habrá de recibir el canon 530 interpretación 
amplia o restringida? (c. 19). Bien conocidas son las diversas opiniones da los 
autores en esta cuestión. Las reglas y constituciones religiosae antiguas, opina 
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HuysMans, habrían de interpretarse estrictamente cual leyes restrictivas de! 
derecho natural; por el contrario, una ley que abroga a otra de estricta inter- 
pretación ha de interpretarse ampliamente, pues que es favorable desde el 
momento que restituye a los oprimidos la libertad natural. El Decreto Quemad- 
modum y el canon 530 son, por tanto, leyes que han de interpretarse amplia- 
mente, pues que ambas abrogaron derechos particulares de interpretación es- 
tricta y restituyeron a los religiosos el libre ejercicio del derecho natural (c. 19). 
Pasa luego a la 
3. Emégesis del canon 530.—Vuelca HUYSMANS, sobre todo, su atención en el 
párrafo primero, y precisamente en las palabras “omnes religiosi Superiores 
districte vetantur...” ¿Ha de entenderse el término “Superiores” in sensu lato. 
incluyendo en él al maestro de novicios, al prefecto de los estudiantes con poder 
en el fuero externo, etc.? De 60 autores consultados, dice, 21. nada opinan 
Sobre el partieular y 30 se pronuncian a favor de la interpretación estricta del 
vocablo "Superiores". Su opinión, no obstante, se adhiere a la de la minoría. 
Para afianzarla, realiza un profundo estudio personal del Decreto Quemadmo- 
dum, y luego lo contempla a la luz de los comentaristas del mismo y de la 
jurisprudencia. Con dicho estudio demuestra que la opinión común se inclina 
a favor de la interpretación amplia de la palabra “Superior” en el Decreto. 
Del estudio de éste pasa al del canon, planteando así el problema: El antiguo 
criterio de interpretación de la palabra “Superiores” in sensu lato en el texto 
del Decreto, ¿habrá variado con la promulgación de la ley vigente? Analiza, 
para subrayar la respuesta negativa, la jurisprudencia actual y las opiniones 
de los autores. Se admira de que en esta materia pueda existir discusión, sien- 
do tan evidentes los documentos. Son de verdadero interés las pruebas que adu- 
ee y la solución de las dificultades que oponen los adversarios. Creemos que 
en estas páginas ha impreso el doctor HuySMANS su mayor entusiasmo; las 
hallamos bien estudiadas y dignas de consideración. Resulta, no obstante—per- 
dónenos este pequeño reparo el doctor HuysMANS—, más difícil la interpretación 
de los cánones 561, párrafo primero, y 565, párrafo primero, en relación con el 
canon 530, si en este último se acepta la voz “Superiores” in sensu lato, y es 
tarea, asimismo, difícil señalar los confines, por supuesto desiguales, del campo 
«de las interrogaciones que pueden formular, dentro de su propia competencia, 
los Superiores in sensu stricto y los Superiores in sensu lato, respectivamente, 
a sus súbditos. El ilustre profesor aborda el problema, distingue bien y resuel- 
- ve; pero siempre, pensamos, queda alguna sombra proyectada ciertamente por 
-æl saludable rigor del párrafo primero del canon 530, máxime si se entiende 
en ella la palabra “Superiores” in sensu lato. 
Felicitamos sinceramente al doctor HUYSMANS por su serio y documentado 
trabajo, que esperamos sirva de valiosa ayuda para la recta interpretación de 
una legislación mas interesante que estudiada. 


José Luis BASTARRICA, S. D. B. 


Profesor en el Estudiantado Salesiano 
de Carabanchel Alto (Madrid) 
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SEMBLANZA DE MONSEÑOR BOUDINHON (*) 


Extraordinariamente simpática esta semblanza del eminente canonista mon- 
señor Augusto Boudinhon, que con un retraso de dos años ha llegado a nuestras 
manos para recensión. 

El insigne profesor del Instituto Católico de París Luis GUIZARD ha reco- 
gido con tenaz perseverancia y afanoso cariño una gran multitud de datos que 
le han permitido trazar el perfil exacto de Boudinhon, particularmente en lo 
que atañe a la época de su profesorado en el Instituto Católico. Una nota pre- 
liminar advierte al lector que el folleto recoge menos datos en lo que se refiere 
a la época del rectorado de monseñor Boudinhon en San Luis de los Franceses, 
de Roma. 

Monografías como éstas son raras, por lo que se refiere a los canonistas 
contemporáneos. De muchos de los nombres que habitualmente manejamos en 
la cátedra y en los trabajos de investigación no sabemos nada que no sea el 
titulo escueto y la época de aparición de algunas de sus obras, las que mane- 
jamos. De otros, más afortunados, llegamos a saber esos datos de la época y 
lugar de su nacimiento, de sus cargos y de sus escritos, que suelen alinearse 
en los correspondientes artículos de los grandes diccionarios. Pero el perfil 
exacto, humano al par que científico, que recoge la monografía de GUIZARD ha- 
blundo de Boudinhon es raro, muy raro, hallarlo. 

Por eso, nuestra felicitación al autor se dirige no sólo por lo que de bien 
realizada tiene su monografía, sino también y principalmente por el valor ejem- 
plar que encierra. Hacemos votos para que semblanzas como ésta se multipli- 
quen, siguiendo las huellas que ha dejado marcadas la que reseñamos. 


L. de E. 


EL BAUTISMO DE LOS HIJOS DE CATOLICOS 
QUE NO PRACTICAN (**) 


El doctor ETCHEGARAY estudia el canon 770. Analiza el caso del bautismo de 
los hijos de los no católicos. En esto no hay problema ni controversia. 

Conviene asegurar la educación cristiana de los niños bautizados. Los pa- 
drinos, el "instituto" canónico del padrinazgo, ha de atender a la formación: 
cristiana de los ahijados, a falta de los progenitores. 

Las diversas decisiones de la Santa Sede a propósito del bautismo de los 
hijos de los no católicos están ampliamente señaladas. 

Deduce el doctor ETCHEGARAY las siguientes conclusiones: En peligro de 
muerte, hay que asegurar la salvación eterna del niño. El criterio más seguro 


(*) Bibliothèque de la Faculté de Droit Canonique de París. Louis GUIZARD: Mgr. Auguste 
Boudinhon. (París, 1951.) Un folleto de 31 páginas, con una lámina. 

(**) PONTIFICIA UNIVERSITAS GREGORIANA-ROGER ETCHEGARAY: Le Baptême des enfants de ca- 
tholiques non pratiquants. Excerpta ex dissertatione ad Lauream in Facultate Iuris Canoniex 
Pontific/ae Universitatis Gregorianae. (Paris, 1953.) Un folleto de 34 pp. 
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para juzgar si es oportuno o no administrar el bautismo lo da la perseverancia 
en la fe. No se requiere una certidumbre de que el niño conseguirá educación 
cristiana: bastará una esperanza “probable, justa y razonable”. 

El pastor de almas o el superior, continúa el doctor ETCHEGARAY, deberán 
analizar el caso en concreto. 

Ahora viene el problema discutido. Ya SUÁREZ lo entrevió. 

El Doctor Eximio estudió el caso de los hijos de los católicos no practican- 
tes. “Si permanecen bajo la autoridad de los padres—dice SuÁREZ—, no debe 
administrárseles el bautismo” (De Sacramentis, ed. Vives, t. XX, pp. 439 b-442 a). 


Ya la Sagrada Congregación de Propaganda Fide, el 31 de enero de 1796, 
reconoce el principio fundamental de que no se puede lícitamente bautizar a 
los hijos de padres católicos no practicantes si no se tiene, al menos, una espe- 
ranza probable de que recibirán una educación cristiana. 

SALMANS, Cardenal GENNARI, PAYEN y VITTRANT (Theologie moral, 15.* edi- 
ción, 1944) están por la negación del bautismo de los católicos no practican- 
tes cuando no se asegura y garantiza la educación cristiana. NOLDIN-SCHMITT 
fluctúa en su opinión sobre este problema; pueden compararse las edicio- 
ness. 11. y 18.2 

El Cardenal GoussET, Arzobispo (Theologie morale a l'usage des curés et 
des confesseurs, p. 55, 1.* edición), dice, textualmente, sobre el tema: "Pensa- 
mos, en contra del común sentir, que no se debe bautizar a los hijos de los após- 
tatas e impíos sin el consentimiento expreso o presunto de sus padres.” Re- 
cordemos que este libro es anterior al Código de Derecho Canónico. 

Sin embargo, el Cardena FRASSINETTI (Compendio della Teologia morale, 
$.* edición, n. 323) rechaza la sentencia de GoussET. También es canonista an- 
terior al Código. De los 62 autores eanonistas y moralistas consultados por e: 
doctor ETCHEGARAY, 37 ni siquiera sospechan el problema estudiado en su 
coneienzuda tesis doctoral. 

Otro doeumento en pro de la negación del bautismo en las circunstancias 
indicadas. El Directorio para Ja Pastoral de los Sacramentos (p. 47, párrafo 15) 
dice: “La diligencia externa que hacen los padres al pedir el bautismo es una 

“presunción” que dice algo en favor de sus intenciones religiosas. Si los hijos 
precedentes han sido privados de la POUCGOLOD cristiana, sino mediante una 
promesa de enviar al niño al catecismo.. 

Sobre el tema estudiado por el doctor ETCHEGARAY deben consultarse: G. OES- 
TERLE, De Baptismo infantium e tepidis catholicis progenitoribus, “Jus Ponti- 
ficium", t. XVIII, pp. 186-191, y también: M. FRAEYMAN, Kinderloop bije louwe 
Katholilken, “Collationes Gandalenses”, t. XXX, pp. 99-110. 

El doctor ErcHEGARAY escribe que puede negarse a los niños de los católicos 
no practicantes si falta una garantía de futura educación cristiana. A nuestro 
parecer, tal afirmación no es inexacta o atrevida. 

También asegura que el negar el bautismo no ha de hacerse a la ligera; 
debe esturiarse el caso en concreto. 

Dos soluciones expone el doctor ETCHEGARAY al final de su tesis: pedir a los 
padres católicos no practicantes una promesa de educación de los hijos, y esco- 
ger juiciosamente diligentes padrinos y madrinas, 
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Se trata de una profunda tesis doctoral. El texto recensionado aquí es una 
parte de dicho estudio. Para aquietar recelos ante algunas afirmaciones de esta 
tesis, conviene advertir que avalan este excelente trabajo científico los egregios 
canonistas PP. Bidagor y Aguirre, y lleva, además, la aprobación ogi señor 
Obispo de Bayona, con fecha 25 de diciembre de 1952. 

¿Convendría estudiar el mismo tema, aplicado a los católicos no Ue. 
les de España? 

Merece nuestra estima y aprobación el doctor ETCHEGARAY por haber elegido 
un problema actual y palpitante, dejando los fáciles temas históricos; es buena 
orientación que el Derecho mire al presente y no se estanque entre los empol- 
vados libros de antiguos anaqueles. 


VALENTÍN SORIA SANCHEZ 
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LA SEGUNDA SEMANA DIOCESANA DE ESTUDIOS DE BILBAO 


Durante los días 14 al 19 de diciembre se ha celebrado en Bilbao, organi- 
zada por el excelentísimo y reverendísimo señor Obispo de aquella diócesis, 
doctor don Casimiro Morcillo, la Segunda Semana Diocesana de Estudios, que 
en parte ha versado sobre espiritualidad sacerdotal y en parte sobre el nuevo 
Concordato entre España y la Santa Sede. Los temas referente a éste, cuya 
próxima publicación se anuncia, han sido los siguientes: 


“El Concordato de 1953 en la historia de los Concordatos” (introducción), 
por el Ilmo. Sr. Dr. D. Eugenio Beitia Aldazábal, auditor de la Rota Española. 

“Régimen económico de la Iglesia" (arts. 4, 18, 19 y 20), por el muy ilus- 
tre Sr. Dr. D. Laureano Pérez Mier, catedrático en la Facultad de Derecho 
canónico de Salamanca. 

“Confesionalidad del Estado” (arts. 1, 2 y 3), por el Ilmo. Sr. Dr. D. Euge- 
nio Beitia Aldazábal. 

"Honores y preces en el Concordato” (arts. 5, 6, 13 y 17), por el R. P. Gre- 
gorio Martínez de Antoñana, C. M. F. 

“Provisión de beneficios consistoriales” (límites de diócesis. erección de 
parroquias) (arts. 7, 8, 9 y 11), por el Dr. D. Andrés Eliseo de Mañaricúa y 
Nuere, profesor de Derecho en la Universidad de Deusto. 

“Provisión de beneficios no consistoriales” (art. 10), por el ilustrísimo se- 
ñor Dr. D. Lamberto de Echeverría y Martínez de Marigorta, catedrático en 
la Facultad de Derecho Canónico de Salamanca. 

“Privilegio del fuero. Cargos públicos en los clérigos” (arts. 14 y 16), por 
el M. I. Sr. Dr. D. Guillermo Ryan Laburu, canónigo doctoral de la Santa Igle- 
sia Basílica Catedral de Bilbao. 

“Tesoro artístico de la Iglesia” (arts. 21 y 22), por el M. I. Sr. Lic. D. Juan 
Manuel Abalos Cuervo, canónigo de la Santa Iglesia Basílica Catedral de Bilbao. 

“Matrimonio y pleitos matrimoniales" (arts. 23, 24 y 25), por el ilustrísi- 
mo Sr. Dr. D. José Arbeo Olejua, dignidad de maestrescuela y provisor de Bilbao. 

“La enseñanza en el nuevo Concordato” (arts. 26, 27, 28, 29, 30. 31 y 33), 
por el R. P. Francisco Lodos, S. I. profesor de Derecho en la Universidad Pon- 
tificia de Comillas (Santander). y 

“Derecho de los religiosos en el nuevo Concordato”, por el excelentísimo 
y reverendísimo Sr. Dr. D. Arturo Tabera Araoz, C. M. F., Obispo de Albacete. 

“Jurisdicción castrense. Servicio militar de clérigos y religiosos” (artícu- 
los 1 y 32), por el Excmo. y Rvdmo. Sr. Dr. D. Luis Alonso Muñoyerro, Ar- 
zobispo de Sión y Vicario general castrense. TS 
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“Situación jurídica de la Acción Católica Española” (art. 24), por el muy 
ilustre Sr. Dr. D. Jaime Sáez Goyenechea, canónigo doctoral y rector del Se- 
minario de San Sebastián. 


LA V SEMANA DE DERECHO CANONICO 


Conforme anunciamos en nuestro número anterior, se celebrará en Sala- 
manca, con ocasión de las fiestas del séptimo centenario de su Universidad y 
coincidiendo con otras tres Semanas de estudios eclesiásticos, del 25 de abril 
al 5 de mayo. El programa definitivo es el siguiente: 

Tema general: “La investigación y elaboración del Derecho canónico”. 


Ponencias: 

I. Caracteres comunes y diferenciales en el Derecho canónico. 

Ponente eclesiólogo: M. Rvdo. P. Joaquín Salaverri, S. L, Catedrático en la 
Universidad Pontificia de Comillas (Santander). 

Ponente canonista: Ilmo. Sr. D. Lamberto de Echeverría, Catedrático en la 
Facultad de Derecho Canónico de Salamanca. 

Ponente civilista: Ilmo. Sr. D. José Forchieli, Catedrático de Derecho egle- 
siástico en la Universidad de Bolonia. 


IL. Investigacion histórica: 

a) Valor de la investigación histórica. 

Ponente: Ilmo. Sr. D. Gabriel Le Bras, Catedrático en la Sorbona. 

b) Técnica de la investigación histórica. 

Ponente: Ilmo. Sr. D. José Maldonado y Fernández del Torco, Catedrático 
de Historia del Derecho en la Universidad de Madrid. 


III. Investigación exegética: 

a) La investigación subjetiva y objetiva. 

Ponente: M. Rvdo. P. Marcelino Cabreros de Anta, C. M. F., Decano de la Fa- 
cultad de Derecho Canónico de Salamanca. 

b) La interpretación declarativa. 

Ponente: M. Rvdo. P. Gommaro Michiels, O. F. M. Cap., Catedrático en la Uni- 
versidad de Lovaina. i23 

€) La interpretación extensiva y restrictiva. 

Ponente: M. I. Sr. D. Tomás García Barberena, Catedrático en la Facultad de 
Derecho Canónico de Salamanca. 


TY 


IV. Lógica y equidad canónica. 

Ponente: M. Rvdo. P. Luis Bender, O. P. Catedrático en la Facultad de De- 
recho Canónico del Pontificio Instituto Internacional “Angelicum”, de Roma. 

V. La investigación integradora del Derecho. 


Ponente: M. Rvdo. P. Lucio Rodrigo, S. L, Catedrático en la Universidad 
Pontificia de Comillas (Santander). 
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VI. La investigación correctora del Derecho. 

Ponente: M. I. Sr. D. Carlos Lefèbvre, Catedrático en el Instituto Católico 
de París. 

VII. La construcción sistemática. 

Ponente civilista: D. Juan Iglesias, Catedrático en la Universidad de Madrid. 


Ponente canonista: M. I. Sr. D. Laureano Pérez Mier, Catedrático en la Uni- 
versidad Pontificia de Salamanca. 


VIH. La técnica legislativa. 


Ponente: Iimo. Sr. D. Pío Ciprotti, Juez de Primera Instancia de la Ciudad 
del Vaticano y Profesor en la Universidad de Roma. 


Para inscripciones, informes, etc. pueden dirigirse al 


Instiruro “San ¡RAIMUNDO DE PEÑAFORT” — San PABLO, 17 — SALAMANCA 
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ESS T UD i as 


MARCELINO CABREROS DE.AÀNTA, €. M. F. (Decano de la Facultad: de Derecho Ca 
“+ nónico de:Salamanea): Concepto de- potestad ordinaria «y delegada.. Pági- 
;:mas:703.a 744. : 


. SUMARIO M 

I. En el Derecho romano: A) Potestad ordinaria y extraordinaria. B) Po- 
testad propia y delegada o vicaria. 

II. En el Derecho español. 
: € III. En el Derecho de las deeretales: A) La potestad ordinaria. B) La-po- 
testad delegada. La delegación “a iure". 

IV. En los decretalistas: A) Potestad ordinaria. Potestad viéaria. B) La 
polestad delegada. La delegación “a iure". 

V. En el Código de Derecho Canónico: A) Potestad. B) Potestad ordinaria. 
C) Delegación “a iure". 


ISIDORO MARTÍN (Rector del Colegio Mayor de San Pablo (Madrid): En el IT Cen- 
temario del Concordato español de 1753. Páginas 745 a 759. 


El Concordato de 1753 puede considerarse como un acuerdo básico en las 
relaciones entre la Santa Sede y España hasta los días de la República de 1934, 
ya que quedó como subsidiario del celebrado en 1851. Teniendo en cuenta esto 
y la actualidad que le da la reciente firma de un nuevo Concordato, el autor 
recuerda el acontecimiento eonmemorado mostrando sus diversos aspectos 


FIDEL DE PAMPLONA, O. F. M. Cap. (Profesor en el Colegio Teológico de la In- 
"maculada Extramuros. Pamplona): Obligatoriedad de las reglas en los si- 
glos XII y XIII. Paginas 761 a 793. 

SUMARIO : 
I. Primeras discusiones: A) Los inonjes de Chartres. B) San Aelredo. 


- IL Controversias en el siglo XIII: A) Terminología de las reglas. B) Dis- 
putas entre los religiosos. C) Declaraciones oficiales. D) Controversias de los 


doctores. 


D 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


 dHupEFONSO “PRIETO López (Auditor de la Rota Española): Jurisprudencia de la 
^' Rota romana acerca del valor de la declanesin de las Angeles en las causas 
matrimoniales, Páginas 853 a 866. , 
551033. — 
22 T 


RESUMENES 


SUMARIO : 

Afirmaciones hechas en el escrito de la demanda.—El silencio de las par- 
tes.—Valor de la confesión judieial.—Valor de la confesión extrajudicial.— 
Lo declarado por la parte en contra de sí.—Las afirmaciones de das partes que 
no son en contra suya.—Revocación de la afirmación hecha. —Contradicción en- 
tre las declaraciones de las partes.—Motivos de desechar el testimonio de las 
partes. —Razones insuficientes para negar la veracidad de las partes.—Conchi- 
siones, 


CLEMENTE PUJOL, S. I. (Catedrático en el Pontificio Instituto Oriental): Comen- 
tario de algunas declaraciones de la Comisión para la codificación oriental. 
Páginas 867 a 883. 


El autor estudia las declaraciones que últimamente han aparecido referen- 
tes a los siguientes asuntos: 

i. Problemas matrimoniales. 

2. Impedimentos de grado mayor y menor. 

3. Dispensa de impedimentos matrimoniales. 

4. La bendición en la forma matrimonial. 

5. Asisteneia a matrimonios. 

6. Rito en la celebración del matrimonio. 


TIMOTEO Urguini, C. M, F. (Profesor en el Teologado Cordimariano de Zafra): 
La Medalla-Escapulario y el privilegio Stockiano (Decreto del Santo Oficio 
de 16 de diciembre de 1910). Páginas 885 a 945. 


SUMARIO : 


I. Orientaciones previas——U. Valor de la medalla supletoria respecto de! 
privilegio Stockiano: a) Decreto del Santo Oficio. b) Dectaración del privilegio 
Stockiano a favor de la Medalla-Escapulario.— Razones aducidas para im- 
pugnar la declaración del privilegio Stockiano. 


LAUREANO PÉREZ MIER (Canónigo doctoral de Palencia): La teoría del servicio 
público como punto de encuentro para el diálogo en materia de enseñanza 
Páginas 917 a 976. 


Con ocasión de la nueva ley de Ordenación de la Enseñanza Media y de la 
firma del reciente Concordato entre la Santa Sede y España, se han agitado di- 
versas cuestiones referentes a las relaciones entre la Iglesia y el Estado en 
materia de enseñanza. En busca de un terreno común de coincidencia entre 
las diferentes actitudes, el autor examina extensamente la teoría del servicio 
público, poniendo después en relación los dos ordenamientos, canónico y civil, 
mediante la aplicación de los mismos principiog estrictamente jurídicos que 


rigen las relaciones entre la Iglesia y el Estado, determinando la competencia. 


rea! y específica de una y otro. 
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VALENTÍN SORIA SÁNCHEZ: Los impedimentos matrimoniales canónicos de or- 
den sagrado y de profesión religiosa solemne en las legislaciones civiles. 
Páginas 979 a 984. 


Según indica el mismo título, el autor recorre las legislaciones de Italia, 
Aiemania, Turquía, Portugal, Colombia, Méjico, Argentina, España, Austria y 
otros países, examinando la vigencia que en ellas tienen los impedimentos de 
orden sagrado y profesión religiosa solemne. 


ToMÁs GARCÍA BARBERENA (Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico de 
Salamanca): Disimulación y tolerancia en el ordenamiento canónico. Pá- 
ginas 985 a 992. 


El autor examina en esta nota una obra que con este mismo título ha pu- 
blicado el profesor italiano Giuseppe Olivero. Fijándose, en primer lugar, en el 
sentido general de la referida obra, y presentando en la segunda parte algunas 
observaciones críticas. 
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MARCELLINUS CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Decanus Facultatis Iuris Canoniei 
-Salmanticensis): De conceptu potestatis ordinariae et delegatae. Pagi- 
nae 703-744. 


|" SUMMARIUM : 


I. Iure romano: A) Potestas ordinaria et extraordinaria. B) Potestas pro- 
pía et delegata seu vicaria. 

II. Iure hispano. ; 

IIT. Iure decretalium: A) Potestas ordinaria. B) Potestas delegata. De de- 
legatione “a iure". 

IV. Apud decretalistas: A) Potestas ordinaria. Potestas vicaria. B) Potes- 
tas delegata. Delegatio “a iure". 

V. In Codice Turis Canonici: A) Potestas. B) Potestas ordinaria. C) Dele- 
gatio "a iure", 


IsipoRUs MARTÍN (Rector Collegii Sti. Pauli ad Madrid): Secunda commemora- 
tio centenaria Concordati hispanici anni 1753. Paginae 745-759. 


Concordatum anni 1753 fundamentum fuit relationum inter Eeclesiam et 
Statum hispanum usque ad adventum regiminis republicani anno 1931, etenim, 
postquam aliud Concordatum celebratum fuisset anno 1851, sed illud anni 1753 
in vigore mansit cum vi suppletiva. Novo Concordato recenter concluso, auctor 
commemorat pristinum illud anni 1753 eiusque varios pandit adspectus. 


FIDELIS DE PAMPLONA, O. F. M. Cap. (Professor in Collegio Theologico Pampi- 
lonensi): De vi obligante regularum. saeculis XII et XIII. Paginae 761-793. 
SUMMARIUM: 


I. Questiones primo propositae: A) Moniales earnutenses. B) Sanctus Ael. 
raedus. 


IT. Controversiae saeculo XIII: A) Terminologiae regularum. B) Disputa- 


tiones inter religiosos ortae. C) Declarationes valore officiali praeditae. D) Doc» 
torum controversias. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA COMMENTARIA 


ILDEPHONSUS PRIETO LóPEZ (Rotae Romanae Auditor): De valore declarationis 
partium. in causis matrimonialibus. Paginae 853-866. 


SUMMARIUM : 


De iis quae supplici libello asseruntur.—De silentio partium.—Confessionis 


1udicialis valor.—Valor eorum quae extra iudicium pars asserit.—Quid de iis 
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quae pars contra se admittit.—Et de iis quae pars affirmat non contra s6.— 
Revocatio affirmationis.—De contradictione inter partium depositiones.—Qui- 
bus rationibus depositiones partium abiicere liceat.—Rationes insufficientes ad 
negandam partium veracitatem.—-Conclusiones. 


CLEMENS PuJoL, S. J. (in Pontificio Instituto Orientali Professor): Commenta- 
rius quarundam declarationum Commissionis iuri orientali codificando. 
Paginae 867-883. 


Auctor explanat declarationes quasdam recenter datas de hisce materiis: 


1. Quaestiones matrimonium respicientes. 

2. Impedimenta gradus maioris et minoris. 

3. Dispensatio ab impedimentis matrimonialibus. 
4. De benedictione in forma matrimonii. 

9. Adsistentia matrimoniis. 

6. Ritus in matrimonii celebratione servandus. 


TiMOTEUS URQUIRI, C. M. F. (Professor in Collegio Theologico ad Zafra): De Nu- 
mismate-Scapulari et de privilegio Stockiano (Decretum Saneti Officii, 
16 decembris 1910). Paginae 885-945. 


SUMMARIUM : 


I. Praeambula praevia.—Il. Numisma suppletorium in ordine ad privile- 
gium Stockianum: A) Decretum Sancti Officii. B) Declaratio privilegii Stockian' 
in favorem Numismatis-Scapularis.—HI. Argumenta quae opponuntur adver- 
sus declarationem privilegii Stockiani. 


LAUREANUS PÉREZ MIER (Canonicus doctoralis palentinus): Theoria servitii pu- 
blici ut ambitus aptus ad disceptandum in quaestionibus de iure docendi. 
Paginae 917-976. 


Cum nuper gubernium hispanicum nova quadam lege ordinaverit regimen 
scholarum mediarum, cumque novum Concordatum recenter conclusum fuerit 
inter Sanctam Sedem et Statum hispanum, plures ortae sunt controversiae de 
relationibus inter Ecclesiam et Statum quoad ius docendi. Ambitum discep- 
tationis pacificum quaerit auctor in theoria iuridiea de servicio publico quam 
longo calamo explicat; deinde agit de relationis inter ordinationem civilem et 
canonicam iuxta principia stricte iuridica quae relationes regunt inter Ecele- 
siam et Statum, ut concludat quaenam sit competentia realis et specifica 
utriusque ordinationis in subiecta materia. 
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VALENTINUS SoRIA SÁNCHEZ: De impedimento matrimoniali canonico ordinis 
sacri et professionis religiosae sollemnis in legibus civilibus. Paginae 979-984. 


Ut titulus ipse indicat, auctor percurrit leges civiles plurium Statuum ut 
Italia, Germania, Turquia, Lusitania, Colombia, Mexico, Hispania, Austria alio- 
rumque ut investiget quatenus impedimenta ordinis sacri et professionis reli- 
giosae sollemnis in talibus legibus vigeant. 


THOMAS GARCÍA BARBERENA (in Universitate Pontificia Salmanticensi Anteees- 
sor): Dissimulatio et tolerantia in iure canonico. Paginae 985-992. 


Auctor agit de opere eiusdem tituli quod nuper publici iuris feeit Professor 
italus Giuseppe Olivero. Praemissis considerationibus quae opus universum 
respiciunt, auctor profert quasdam critieas observationes eundem librum at- 
tinentes. 
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MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Dean of the Faculty of Canon Law, the 
University of Salamanca): The concept of ordinary and delegated jurisdic- 
tion. Pages 703-744. 


SUMMARY: 

I. In Roman Law: A) Ordinary power and extraordinary. B) Proper and 
delegated or vicarious power. 

IL. In Spanish Law. 

III. In the decretal legislation: A) Ordinary power. B) Delegated power. 
Delegation *a jure". 

IV. In the decretaliste: A) Ordinary power. Vicarious power. B) Delega- 
ted power. Delegation "a jure". 

V. In the Code of Canon Law: A) Jurisdiction. B) Ordinary. C) Delega- 
tion “a jure". 


IsipoRo MARTÍN (Rector of the Major College of San Pablo (Madrid): On the 
second centenary of the Spanish Concordat of 1753. Pages 745-759. 


The Concordat of 1753 can be considered as the basis for all the relations 
between the Holy See and Spain up to the time of the Republic of 1931. It re- 
mained as the subsidiary agreement behind the Concordat of 1851. Bearing 
this in mind, the fact of the recent signing of a new agreement in the form 
of Concordat has led the author to consider in this study the various aspects 
of the former Concordat. 


FIDEL DE PAMPLONA, C. M. F. Cap. (Professor of Theology in the College of the 
Immaculate Conception, Pamplona): The Obligatory nature of the Rules in 
the XII and XIII Centuries, Pages 761-793. 


SUMMARY : 
I. Preliminary observations: A) The monks of Chartres. B) Saint Aelred. 


IL The controversies in the XIII century: A) Terminology of the rules. 
B) Disputes among the religious. C) Official declarations. D) Controversies 


among the doctors. 


COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 

ILDEFONSO PRIETO López (Auditor of the Spanish Rota): The Jurisprudence of 
the Roman Rota with regard to the value of the declarations of the parties 
in matrimonial cases. Pages 853-866. 


RESUMENES 


SUMMARY ; 


Affirmations made in the written declarations.—The silence of the parties. 
Value of the judicial confession.—Value of the extrajudicial confession.—De- 
clarations of one party made against himself.—Affirmations of the parties 
which are not against themselves.—Revocation of a declaration already made. 
Contradietions in the declarations of the parties.—Motives for ignoring the de- 
claration of the parties.—Insufficient motives for denying the veracity of the 
parties.—Conclusions. 


CLEMENTE PUJOL, S. J. (Professor in the Pontifical Oriental Institute): Com- 
mentary on some declarations of the Commission for Oriental Law. Pa- 
ges 867-883. 


The author studies declarations which have recently appeared and which 
refer to the following points: 
1. Marriage problems. 
2. Major and minor impediments. 
Dispensation of matrimonial impediments. 
The blessing in the form of marriage. 
Assistance at marriages. 
The rite of celebration of marriage. 


Pe ow 


TIMOTEO UrQUIRI, C. M. F. (Professor in the Theological School of Zafra): The 
Scapular Medal and the privilege of Saint Simon Stock (Decree of the Holy 
Office of 16th of December, 1910). Pages 885-945. 


SUMMARY : 


I. Preliminary observations.—II. Value of the medal in regard to the pri- 
vilege given to Saint Simon Stock: A) The Decree of the Holy Office. B) Decla- 
ration of the privilege accorded to Saint Simon in favour of the Scapular Me- 
dal.—III. Reasons put forward to attack the declaration of this privilege. 


LAUREANO PÉREZ MIER (Doctoral of Palencia): The doctrine of public service 
as common. groud. in the discussions concerning education. Pages 917-970. 


The occasion of the new Law concerning secondary education and the sign- 
ing of the Concordat between Spain and the Holy See have, given rise to various 
questions concerning the relations between Church and State in the matter of 
education. In search of common ground between the different opinions the 
author examines carefully the theory of publie service. Afterwards he core- 
lates the two legislations, ecclesiastic and civil, by means of an application 
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of the very same strict jaridical principles which govern the relationship 
between the Church and State, in an attempt to determine the specific com- 
petence of each. 


NOTES 


VALENTÍN SORIA SÁNCHEZ: The canonical marriage impediments of Sacred Or- 
ders and Religious Profession in civil legislation. Pages 979-984. 


As the titie indicates, the author goes through the civil legislation of Italy, 
Germany, Turkey, Austria, Portugal, Columbia, Mexico, The Argentine, Spain 
and other countries with a view to deciding what force they allow to the ca- 
nonical impediments of Sacred Orders and solemn Religious Profession. 


Tomás García BARBERENA (Professor in the Faculty of Canon Law, the Univer- 
sity of Salamanca): Disimulation and Tolerance in Canon Law, Pa- 
ges 985-992. 


The author of this note examines a work which has been published under 
the above title by the Italian Professor Giuseppe Olivero. He outlines in the 
first part the general scheme of the book and in the second part makes some 
eritical observations concerning it. 
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